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ACUERDOS 


DE  LA  SUPREMA  CORTE  DE  JUSTICIA  NACIONAL. 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  seis  de  Setiembre  de  mií 
/>chocientos  sesenta  y  seis,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos  los 
Sres.  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  Doc- 
tor Don  Francisco  de  las  Carreras  y  Sres.  Vocales  Doctores  Don 
Salvador  María  del  CarríU  Don  Francisco  Delgado,  Don  José 
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Barros  Pazos  y  Don  José  Benjamín  Gorostiaga,  y  en  considera- 
ración  á  que  se  ha  aumentado  considerablemente  en  estos  úl- 
timos meses  el  número  de  asuntos  que  penden  ante  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Nacional,  y  á  que  no  sufran  demoras  que  per- 
judiquen á  las  partes  y  menoscaben  el  crédito  en  la  administra- 
ción de  justicia  por  insuficiencia  del  número  de  empleados  que 
intervienen  en  el  despacho  de  ellas,  en  uso  de  las  atribuciones 
que  confieren  á  la  Suprema  Corte  los  artículos  noventa  y  nue- 
ve de  la  Constitución  y  once  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  acordaron  nombrar  otro  Se- 
cretario con  la  misma  dotación  del  que  existe,  en  la  persona  del 
Doctor  Don  Antonio  Tarnassí,  debiéndose  pasar  al  Poder  Ejecu- 
tivo la  nota  correspondiente  para  los  fines  consiguientes.  Asi  lo 
dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en  el  libro  de 
Acuerdos,  ante  mí. 

Francisco  de  las  Carueuas — Salvador  María 
DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  —  José 
Barros  Pazos — J.  B.  Gorostiaga. 

Ante  mi — José  M.  Guasíavino — Secretario. 


• 


VI 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  ocho  de  Enero  de  mil  ocho^ 
cientos  sesenta  y  siete,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos  los  Se- 
ñores Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Ná-  j 
cional,  con  el  objeto  de  nombrar  conjueces,  en  cumplimiento 
del  artículo  veinte  y  tres  de  la  Ley  de  Procedimientos,  acorda- 
ron nombrar  á  los  Sres.  Doctores  Don  Dalmacio  Velez  Sarsíield, 
Don  Valentín  Alsina,  Don  Lorenzo  Torres,  Don  Ángel  M.  Na-  ; 
varro,  Don  José  Roque  Perea;,  Don  Miguel  Esteves  Sagui,  Don 
Luis  Saen^  Peña,  Don  Federico  Pinedo,  Don  Manuel  M.  Es- 
calada, Don  Victor  Martínez,  Don  José  Antonio  Acosta,  Don  Da- 
niel M.  Cazón,  Don  Eduardo  Carranza,  Don  Marcelino  ligarte, 
Don  Carlos  Tejedor,  Don  Juan  María  Gutiérrez,  Don  Octavio  Gar- 
rígós,  Don  Sabiniano  Kier,  Don  Ezequiel  Pereira,  Don  Carlos  *  | 
Eguia,  Don  Bernardo  de  Irígoyen,  Don  Manuel  Zavaleta,  Don  ! 
Manuel  Quintana,  Don  José  Uriburu,   Don  Cerefino  Araujo. — 
Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  rejistrase  * 
en  el  libro  correspondiente,  y  que  se  publicase,  firmándola  an-  I 
temí, 

Francisco  de  las  CAniiERAS— Salvador  María  ] 

DEL  Carril — Francisco  Delgado— José  Bar- 
ros Pazos — ^J,  B.  Gorostiaga.  ■ 

Ante  mí — Antonio  Tarnassi — Secretario. 
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CAUSA  Cim« 

Entre  el  Fisco  Naciotial  y  Devoto  kermaiws,  sobre  manifeslacum 


í  de  mercaderías. 


Sumario: — !<>  Las  resolaciones  administrativas  que  la  ley  de 
14  de  Noviembre  de  1863  atribuye  á  los  administradores  de 
Aduana  no  tienen  la  significación  ni  la  (berza  de  una  sentencia 
judicial,  y  solo  importan  la  declaración  de  las  pretenciones  de 
la  Aduana.  Cuando  ellas  se  encuentran  en  oposición  con  las  de 
un  particular,  surge  el  caso  contencioso  administrativo  en  el  que 
la  primera  sentencia  que  se  pronuncia  es  la  del  Juez  Nacional  de 
Sección;  y  por  consiguiente,  la  resolución  de  los  admininistra- 
dores  no  puede  tomar  el  carácter  de  sentencia  ejecutoriada. 

^  Los  cinco  dias  fijados  por  la  ley  de  14  de  Noviembre  de  1863,. 
solo  importa  dar  derecho  á  la  Aduana  para  ejecutar  sus  reso^ 
luciones  cuando  el  interesado  no  ha  ocurrido,  dentro  de  ellos, 
al  Juzgado  Seccional;  pero,  no  importa  la  pérdida  del  derecho 
para  reclamar,  y  debe,  por  lo  tanto,  oírsele  aun  cuando  ocurra 
al  Juzgado  después  de  vencidos  los  cinco  dias. 

3o  Por  el  artículo  233  de  la  Lev  nacional  de  Procedimientos 
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de  14  de  Setiembre  de  1863,  la  Suprema  Corte  está  facultada 
para  juzgar  sobre  el  fondo  del  asunto  cuando  las  partes  lo  piden. 

4^^  Es  vicioso  un  manifiesto,  y  se  incurre  en  la  pena  de  la 
ley,  cuando  se  manifiesta  el  artículo  con  una  clasificación  á  que 
la  tarifa  señala  un  aforo  menor  del  que  corresponde  á  su  verda- 
dera c\2i&iñcdLÚon.     • 

5^  La  facultad  concedida  por  la  ley  para  enmendar  dentro  de 
24  horas  los  manifiestos  generales,  se  refiere  á  \ot  presentados 
por  los  capitanes  de  buques,  en  que  solo  se  espresan  los  bultos 
y  contenido  general;  pert)  no  á  las  copias  de  factura  en  cuya  vir- 
tud se  reciben  en  depósito  los  artículos,  ni  á  ios  permisos  que 
sirven  para  su  despacho  ó  reembarque. 

6°  Por  decreto  de  19  de  Abril  de  1855  los  excesos  encontrados 
en  Iqs  artículos  depositados  están  sujetos  á  confiscación,  y  es  por 
consiguiente,  justa  la  resolución  que  estiende  la  condenación  á 
los  artículos  cuyo  despacho  no  se  ha  pedido. 


Caso: — El  vista  de  Aduana,  D.  Luis  Amadeo^  dio  parte  al  Ad- 
ministrador de  Rentas  Nacionales  de  Buenos  Aires  que  al  despa- 
char álos  señores  Devoto  H"*^*  50  balas  de  papel,  manifestadas 
por  florete^  encontró  ser  de  imitación  de  balanza; — que  por  la  ta- 
rifa la  diferencia  entre  una  y  otra  denominación  era  de  450  cen- 
tavos;— que  lá  partida  era  de  100  balas  con  1200  resmas,  y  el 
citceso  en  resmas  escedia  la  cantidad  de  450. 

El  Administrador  mandó  levantar  el  sumario  correspondiente. 

Don  Antonio  Devoto,  representante  de  la  razón  social  Devo* 
to  H"^  declaró  que  la  casa  habia  recibido  100  balas  de  papel  á 
consignación  en  el  buque  «Emilio  Terraro»  facturadas  por  pa- 
pel florete,  y  que  como  tales  las  habia  manifestado,  despachando 
50  al  tiempo  de  desembarcarse; — que  en  el  acto  del  despacho 
el  vista  del  ramo  preguntó  al  dependiente  de  la  casa,  Don  Anto- 
nio Costa,  si  le  constaba  que  el  papel  era  florete,  á  lo  que  con- 
testó que  no,  pero  que  asi  venia  en  factura  y  qíic  fuera  á  inspec- 
cionarlo:— que  el  vista  lo  inspeccionó  y  dijo  ser  imitación   de 
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balanza^  á  lo  que  el  dependiente  replicó  que  lo  aforase  según 
creyera  justo: — que  después  de  esto  el  vista  puso  el  despacho  en 
los  permisos;  que  á  los  dos  dias  la  casa  mandó  retirai*  el  papel,  y 
supo  que  estaba  detenido; — que  todos  los  papeles  de  algodón  que 
se  fabrican  en  Italia,  sean  marca  ciervo,  cruz  ó  balanza,  se  desi* 
gnan  con  la  palabra  florete^  y  todos  cuestan  el  mismo  precio. 

El  vista  informó  que  en  el  mismo  momento  que  se  le  presentó 
el  periniso,  fué  á  inspeccionar  el  papel,  que  ya  estaba  en  el  de- 
pósito; que  cuando  lo  vio  encontró  que  era  imitación  á  balanza^ 
y  no  á  florete'. — que  esta  diferenciadlo  podia  ignorarla  un  comer- 
ciante; que  si  é\  les  puso  el  despacluidú  en  el  permiso  parcial 
sin  decirles  nada,  fuó  para  evitarles  la  vergüenza  de  que  se  oyera 
la  cosa  en  público: — que  el  papel  florete  nunca  viene  en  balas  de 
12  resmas,  como  el  presente. 

El  Administrador  dé  Rentas  pidió  informe  al  Presidente  de  la 
Comisión  de  Tarifa,  acompañando  muestras  del  papel  en  cues- 
tión. 

Este  informó  qiíe  según  las  muestras  adjuntas  el  papel  era  co- 
nocido en  el  comercio  por  papel  de  cigarrillo,  marca  balanza. 

Entonces  el  Administrador  de  Rentas  dictó  la  siguiente  resolu- 
ción: 

.     Buenos  Aires,  Mavo  i2  de  1865. 

Declárase  caida  en  comiso  la  diferencia  del  Valor  entre  el  papel 
manifestado  y  el  que  ha  resultado  según  el  informe  de  la  Comi- 
sión de  Tarifa,  con  arreglo  á  la  superior  resolución  de  19  de 

Abril  de  1855,  y  llágase  saber. 

Agiiirrc, 

Esta  resolución  fué  notificada  á  Devoto  el  20  de  Mayo. 

En  el  mismo  dia  Devoto  pidió  vista  del  espediente,  la  que  fué 
concedida  por  el  término  ordinario;  y  en  22  del  mismo  mes  in- 
tt*rpuso  apelación^  ante  el  administrador  de  la  resolución  del 
dia  12. 

Concedida  la  apelación  previo  depósito  de  la  cantidad  caida 
en  comiso,  ésta  se  liquidó  en  30  de  Mayo,  y  se  depositó  en  2 
de  Junio. 
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A  foja.... .corre  una  nota  del  Escribano  de  Sección  de  haberse 
espedido  el  certificado  correspondiente  áD.  Antonio  Devota,  el 
10  de  Junio. 

La  casa  Devoto  presentó  en  el  mismo  dia  un  escrito  al  Juez  de 
Sección  espresando  agravios  de  la  resolución  del  Administrador 
de  Rentas,  del  cual  se  did  vista  al  Procurador  Fiscal. 

Este  pidió  que  el  Escribano  de  Aduana  espresara  la  fecha  en  que 
se  entregó  á  Devotp  el  espediente/  y  dicho  escribano  certificó 
que  el  espediente  fué  entregado  el  dos  de  Junio,  según  el  testi- 
monio que  obra  en  su  oflci^pi. 

Hecha  esta  diligenQia^  el  Procurador  Fiscal  espuso  al  Juez  de 
Sección  que  la  ley  de  procedimientos,  en  causas  como  la  pre- 
sente concede  solo  el  término  de  5  dias  para  mejorar  el  recurso, 
cuando  la  Administración  de  Rentas  de  que  se  recurre  y  el  Juz- 
gado de  Sección  están  situados  en  la  misma  ciudad ;  que  habien- 
do los  Sres.  Devoto  tenido  el  espediente  el  2  de  Junio  y  ocur- 
rido al  Juzgado  de  Sección  el  10,  hablan  hecho  pasar  el  término 
legal ;  y  por  consiguiente  correspondía  rechazar  el  recurso  y  de- 
volver el  espediente  á  la  Administración  de  Rentas  para  el  cum- 
plimiento de  su  resolución. 

Se  dictó  en  consecuencia,  el  siguiente : 

FAllo  del  Jfumm  Seceloiuil. 

Buenos  Aires,  Julio  J3  de  1865. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  por  los  artículos  8, 9  y  10  de 
la  ley  de  14  de  Noviembre  de  1863,  no  ha  lugar  á  la  acción  de- 
ducida par  los  señores  Devoto  hermanos:  y,  previo  pago  de  cos- 
tas y  reposición  de  sellos,  devuélvase  á  la  Administración  de 
Rentas. 

AUjándro  Heredia. 

Devoto  apeló  de  esta  resolución,  diciendo:  £1  escrito  de  re- 
curso al  Juzgado  de  Sección  tiene  fecha  de  8  de  Junio,  y  habien- 
do habido  entre  el  2  y  el  8,  dos  dias  feriados,  estábamos  dentro 
del  término  de  la  lev. — Si  la  nota  del  Escribano  de  Sección  es- 
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presa^que  fué  presentado  el  10,  estd  sucedió  porque  en  los  días 
8  y  9  él  no  estuvo  en  la  oficina,  á  la  que  fué  personalmente  nues- 
tro abogado  según  lo  manifestó  este  personalmeate-á  V.  S.,  y  no 
es  justo  que  suframos  nosotros  la  consecuencia  de  este  hecho. — 
En  los  asuntos  de  Aduana,  solo  el  Escribano  de  Sección  es  quien 
puede  dar  los  certificados  exigidos  por  los  artículos  8  y  10  de  la 
ley  de  14  de  Noviembre  de  1863,  y  aun  cuando  se  hubiese  pre- 
sentado después  de  los  5  dias,  el  artí«flDilo  10  de  dicha  ley  da  por 
concluido  el  negocio  solo  para  los  efectos  ¿e  la  liquidación  y 
cobro  de  los  derechos^  no  para  los  judiciales. — ^Por  consiguiente, 
no  queda  estinguida  la  acción,  y  solo  se  hace  ejecutiva  la  resolu- 
ción administrativa,  sin  perjuicio  de  ser  obligada  la  Aduana  i  la 
restitución,  en  caso  de  ser  revocada  aquella,  como  sucede  en  los 
juicios  ejecutivos.  Las  resoluciones  de  Aduana  no  importan  sen- 
tencias judiciales,  y  de  ellas  no  nace  sino  una  acción  que  pue- 
de discutirse  ante  los  Tribunales  Nacionales,  y  á  la  que  no  pue- 
de dársele  una  duración  de  5  dias. 

Devoto  H'^ 


El  Juez  de  Sección  concedió  libremente  la  apelación. 

Devoto  al  espresar  agravios  pide  se  revoque  la  sentencia  ape- 
iada  dejando  sin  efecto  la  resolución  de  la  Aduana,  y  orde- 
nando la  devolución  del  depósito  con  costas. 

Dice  que  la  Aduana  le  ha  impuesto  dos  condenaciones,  una 
de  las  50  balas  de  papel  de  las  que  se  pidió  despacho,  y  otras 
de  las  50  restantes  de  que  no  se  pidió :  que  en  estas  50  balas  no 
se  ha  infringido  ninguna  ley  de  Aduana :  que  en  las  primeras  50 
tenian  24  horas  para  rectificar  cualquier  error  del  despacho: — 
que  de  ese  término  le  privó  el  vista  por  haberle  puesto  el  despor- 
diado  en  el  permiso: — que  dejando  sin  efecto  el  despacho,  la 
Aduana  debió  restituir  el  término  que  este  le  habia  quitado;  que 
por  consiguiente  la-  resolución  a(hninistrativa  de  foja..., es  in- 
justa— 1^,  porque  se  estiende  á  50  balas  de  las  que  no  se  ha 
pedido  despacho— 2^,  porque  en  las  50  balas  cuyo  despacho  se 
ha  pedido  se  les  ha  privado  del  término  para  enmendar  cualquier 
error  con  una  resolución,  que  se  ha  dejado  sin  electo  devol- 
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viendo  las  cosas  al  staíti  quo  primitivo  sin  devolver  el  término — 

3^,  porque  se  imputa  como  culpa  el  haber  designado  con  el 

nombre  de  género  florete  la  especie  balanza  comprendida  en 
aquel. 

La  ley  que  ufa  acción  á  los  particulares  para  presentarse  contra 
las  resoluciones  de  la  Aduana,  no  fija  término  para  la  prescrip- 
ción de  esas  acciones :  el  auto  apelado  que  fija  ese  término  en  5 
dias  confunde  los  efectos  administrativos  con  los  judiciales;  la 
ley  de  la  Aduana  ^e  manda  que  después  de  5  dias  se  dé  entrada 
á  las  cantidades  depositadas,  como  si  todo  estuviese  concluido,^ 
no  dice  al  Juez  que  después  de  ese  tiempo  no  oiga  las  demandas 
de  los  particulares  despojados:  el  auto  apelado  entiende  por  apela- 
ción, lo  que  no  es  sino  demanda,  porque  la  Aduana  no  juzga,  y 
el  juicio  empieza  ante  el  Juzgado  de  Sección,  y  el  juicio  no  pue- 
de empezar  con  un  escrito  de  apelación. 

Esta  causa  es  civil  y  no  criminal :  y  el  escrito  de  demanda 
fué  llevado  al  Escribano  de  Sección  de  lo  civil  Sr.  Risso^ 
quien  actuó  en  una  causa  igual  de  los  Sres.  Rocca  y  Ca.  y  quien 
no  estuvo  en  su  oficina  el  8  y  9  de  Junio;  después  se  hizo  sa- 
ber que  esta  causa  correspondia  al  Escribano  de  lo  Criminal  Sr. 
Del  Campo ;  el  no  haberse  bien  definido  el  carácter  de  los  Escri- 
banos del  Juzgado  de  Sección,  y  no  haber  encontrado  al  de  lo  ci- 
vil en  las  horas  de  despacho,  no  es  culpa  de  la  parte. 

Facultando  la  ley  á  la  Suprema  Corte  para  conocer  el  fon- 
do del  asunto,  piden  se  declare  por  la  Suprema  Corte  que  la 
Aduana  se  ha  cscedido  estendiendo  á  1 00  balas  de  papel  la  condena- 
ción por  un  despacho  solicitado  de  50,  que  esta  misma  es  infun- 
dada por  estar  dentro  del  término  para  enmendar  la  clasificación 
de  papel  florete^  y  porque  la  especie  balanza  se  contiene  en  el 
género  florete^  de  manera  que  la  manifestación  de  este  no  está 
en  contradicción  con  aquel. 

En  un  otro  sí  pidieron  que  se  ordene  al  Escribano  Risso  certi- 
fique haber  actuado  en  la  causa  de  Aduana  con  Rocca  y  Ca.  que 
el  dia  8  y  9  de  Junio  el  Dr.  Gómez,  abogado  del  apelante,  fué  á 
buscarle  á  su  oficina,  y  que  es  el  único  actuario  de  lo  ci\il  en 
el  Juzgado  de  Sección. 
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Conferido  vista  al  Sr.  Procurador  General,  este  contestó  que 
-aunque  se  probase  el  hecho  de  haber  ido  el  abogado  del  ape- 
lante á  presentar  el  escrito  de  foja....cldia  8  de  Junio,  siempre 
lo  habrían  presentado  después  de  los  5  dias  establecidos  por  la 
ley  de  14  de  Nonembrc  de  1863:--r-que  dejando  aun  lado  esta 
alegación  y  la  prueba  que  se  ofrece  en  el  otro  sí  del  escrito  en  vis- 
ta, las  resoluciones  administrativas  que  dicha  ley  atribuye  á  los 
administradores  de  Aduana  en  los  casos  de  comiso,  no  tienen  la 
significación  ni  la  fuerza  de  una  sentencia  judicial,  y  solo  impor- 
tan la  declaración  de  las  pretensiones  de  la  Aduana: — que  cuan- 
do se  encuentran  en  oposición  con  las  de  un  particular,  surge 
el  caso  contencioso  administrativo  en  el  que  la  primera  senten- 
cia que  se  pronuncia  es  la  del  Juez  de  Sección :  que  por  consi- 
guiente Is^  resolución  de  los  administradores  no  puede  tomar  el 
carácter  de  sentencia  ejecutariada :  y  los  5  dias  señalados  por  la 
ley  de  Noviembre  de  1863  no  importan  otra  cosa  que  dar  el  de- 
recho á  la  Aduana  de  ejecutar  sus  resoluciones,  en  caso  de  no 
haberse  ocurrido  dentro  de  ese  término  al  Juzgado  Seccional,  lo 
que  es  muy  distinto  de  la  pérdida  del  derecho  de  reclamar: — que 
por  eso  cree  que  los  apelantes  tienen  derecho  para  ser  oidos  á 
pesar  de  haber  ocurrido  al  Juez  después  de  los  5  dias  citados. 

Que  la  Suprema  Corte  puede  en  virtud  del  artículo  ^3  de  la 
ley  de  procedimientos  juzgar  sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  des- 
de que  lo  piden  los  apelantes. 

Que  en  cuanto  á  eso  ía  tarifa  designa  los  artículos  de  comercio 
por  las  denominaciones  que  tienen  en  la  plaza  y  con  que  son  co- 
nocidos por  los  comerciantes :  que  aunque  pertenezcan  á  una 
misma  especie  de  géneros,  siempre  que  tengan  un  aforo  dife- 
rente, deben  manifestarse  con  arreglo  á  su  denominación  espe- 
cial, ó  decir  que  se  ignora  el  contenido :  que  en  el  caso  se  ma- 
nifiesto papel  florete  de  algodón  que  en  la  tarifa  tiene  el  aforo  de 
1  ps.  por  resma,  cuando  ha  resultado  ser  papel  para  cigarrillos 
imitación  que  tiene  un  peso  y  cuarenta  y  cinco  centavos  de  afo- 
ro:— que  por  consiguiente  el  manifiesto  es  vicioso  y  merece  la  pena 
de  la  ley :— que  la  aserción  de  ser  conocido  ese  papel  por  florete  cual- 
quiera que  sea  su  marca,  está  desmentida  por  el  informe  del 
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Presidenle  de  la  ComigíoD  de  Tarib,  foja  GToelta,  qae  asegara  qoe 
eae  articolo  es  coDOddo  en  plaza  jforpapelparaciyarr Utos  marea 
balanza :  que  en  la  aserción  de  tener  por  la  ley  24  horas  para 
enmendar  los  manifiestos,  hay  nna  confbsion  de  ideas ;  pues  el 
término  qne  da  el  reglamento  es  de  48  horas  y  se  da  para 
enmendar  los  manifiestos  generales  qne  presentan  los  capitanes 
de  boqne  y  en  los  qne  solo  se  eqiresan  los  buhos  y  contenido 
general: — qne  esta  facultad  de  enmienda  no  se  refiere  á  las  co- 
pias de  fiíctnra,  en  cuya  virtud  se  reciben  en  deposito  los  artícu- 
los, ni  á  los  permisos  qne  sirven  para  su  despacho  ó  reembar- 
que. 

La  condenación  ha  comprendido  justamente  las  i  00  balas  de 
papel,  porque  la  copia  de  factura  contenia  el  mismo  vicio,  y 
por  el  decreto  de  19  de  Abril  de  1855,  los  excesos  encontrados 
en  los  artículos  depositados  están  sujetos  á  confiscación. 

Pidid  que  revocando  la  sentencia  apelad^  se  proveyese  sobre 
el  fondo  declarando  justa  la  resolución  del  Administrador  de 
Aduana. 

Falto  de  to  SnpvMMA  C7«rto. 

Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1866. 

Vistos:  por  los  fundamentos  espuestos  en  la  precedente  vista 
del  señor  Procurador  General,  y  de  conformidad  con  su  pedido,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  siete  vuelta;  y  en  uso  de  la 
facultad  concedida  por  el  artículo  doscientos  veintitrés  de  la  ley 
de  procedimientos,  para  decidir  sobre  lo  principal  á  petición  de 
las  partes  se  declara  justarla  resolución  del  Administrador  de 
Rentas,  y  satisfechas  las  costas  causadas,  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse  los  autos. 

« 

FRA19CISC0   DE  LAS    CARRERAS — SALVADOR  MaRU 

DEL  Carril— Frai^cisgo  Delgado— José  Barros 
Pazos— J.  B.  Gorostiaga. 
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CAVSA  c%yu^ 


Entre  el  Fisco  Nacicnial  y  los  Sres.  A.  Benitez  y  Ca.  sobre  dere- 
chos de  esportacion. 

Sumario: — 1^  La  resolución  de  los  Administradores  de 
Aduana  no  es  una  sentencia  judicial  que  pueda  quedar  ejecuto- 
riada constituyendo  una  cosa  juzgada. 

9p  Es  un  principio  en  la  Aduana  de  Buenos  Aires,  consigna- 
do en  el  artículo  48  del  Reglamento  de  20  de  Diciembre  de 
1816  que  los  derechos  de  esportacion  corren  ;  se  deben  desde 
el  momento  en  que  los  frutos  están  á  bordo  del  buque  de  cabo- 
taje aunque  este  naufrague. 

3^  El  esportador  está  obligado  á  pagar  el  derecho  ordinario 
de  esportacion  por  los  frutos  que  resulten  de  menos  entre  la 
guia  oficial  y  los  cumplidos  del  Resguardo  en  el  permiso  de 
desembarco,  siempre  que  la  falta  pase  del  8  por  ^/o> 


Caso.'r-'Ea  19  de  Febrero  de  1864  se  did  parte  al  Administra- 
dor de  Aduana  que  confrontada  la  guia  oficial  número  22,  de 
la  Goleta  Nacional  cConstancia,»  procedente  de  la  Victoria,  con 
los  cumplidos  del  Resguardo  en  el  permiso  de  desembarco  pedi- 
do por  los  Sres.  A.  Benitez  y  Ca.  se  habia  notado  una  diferencia 
de  menos  de  210  arrobas  10  libras  aceite  de  potro. 

Levantado  el  sumario,  la  casa  Benitez  declaró  que  lá  falta  del 
artículo  provenía  de  haber  filtrado  el  aceite  por  el  mal  estado  de 
los  cascos  en  que  venia,  pudiendo  informar  sobre  eso  los  com^ 
pradores  Santa  María  y  Llambi,  Gastón,  Sancinelli,  y  los  bar- 
raqueros HolterhofT,  Tollo  y  Ca. 
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El  Administrador  de  Aduana  á  foja  3  vuelta  dio  la  siguiente 
resolución  : 

Buenos  Aires  Mavo  19  de  1864. 

Pase  á  Contaduría  para  que  cobre  los  derechos  ordinarios  por 
lo  que  ha  resultado  de  tnenos,  si  esta  falta  pasa  del  ocho  por 
ciento  que  la  ley  acuerda,  desde  que  al  interesado  es  á  quien 
inciunbe  el  probar  la  causa  legal  dé  tal  merma,  lo  (lue  no  ha 
verificado  en  tanto  tiempo  trascurrido,  y  hágase  saber. 

B'xlhaa  la  Vieja. 

'  Benitez  y  Ca.  recurrieron  de  esta  resolución  al  Gobierno,  y 
este  resolvió  que  ocurriesen  á  la  autoridad  competente. 

Esta  providencia  fué  hecha  notificar  por  el  Administrador  de 
Rentas  á  los  interesados  en  26  de  Julio  de  1864. — En  29  del 
mismo  pidieron  al  Administrador  se  les  entregara  el  espediente 
para  ocurrir  á  la  justicia  Nacional. 

El  Administrador  dictó  esta  resolución : 

s 

Julio  29  de  1864. 

Con  arreglo  á  los  artículos  6®  y  8°  de  la  ley  de  1 4  de  Noviem- 
bre de  1863,  concédese  la  apelación  que  se  solicita,  previo  depó- 
sito del  valor  de  los  derechos  ordinarios  que  se  han  impuesto 
sobre  lo  falta,  fecho  lo  cual  entregúese  el  espediente  original  al 
interesado,  el  cual  deberá  presentar  en  el  término  de  5  diastiu 
certificado  de  haberse  presentado  al  Sr.  Juez  de  Sección  con  los 
autos,  y  déjese  por  el  actuario  testimonio  de  la  resolución  y  del 

plazo  señalado. 

Bilbao  la  Vieja, 

De  esta  resolución  apelaron  los  Sres.  Benitez  y  Ca.  reclaman- 
do ante  el  Juez  Nacional  por  haber  el  Administrador  de  Rentas 
permitidose  ejercer  funciones  judiciales,  obligándoles  á  deposi- 
tar la  cantidad  de  la  pena  para  la  remisión  de  los  autos,  no  obs- 
tante que  ellos  han  ofrecido  fianza  por  las  resultas  del  juicio. 

El  Administrador  de  Rentas  informó,  que  por  el  artículo  6  de 
la  ley  de  14  de  Noviembre  de  1863  para  apelar  de  las  resolucio- 
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nes  administrativas,  deben  quedar  embargados  las  mercaderías  ó 
en  su  defecto  debe  depositarse  el  valor,  como  sucede  en  el  pre- 
sente caso. 

Con  este  informe  y  la  vista  del  Procurador  Fiscal,  elJuez  de 
Sección  no  hizo  lugar  á  lo  solicitado. 

De  la  resolución  del  Juez  se  apeló  para  ante  la  Suprema  Cor- 
te, alegándose  que  la  ley  de  14  de  Noviembre  de  1863  es  incons- 
titucional, y  el  recurso  fué  desechado  por  fallo  de  la  Suprema 
Corte,  de  21  de  Setiembre  de  1864    (1). 

Devueltas  las  actuaciones  al  Juez  de  Sección,  los  Sres.  Benitez 
y  Ca.  ocurrieron  nuevamente  á  dicho  Juez  pidiendo  la  revocación 

de  la  resolución  de  foja y  que  se  declarase  que  no  hablan 

cometido  contrabando. 

Decian  :  La  cantidad  de  la  diferencia  del  artículo  es  de  20  ps. 
2  centavos,  según  el  certificado  de  depósito,  y  esto  solo  aleja  to- 
da sospecha  de  fraude.  Esa  diferencia  ha  provenido  de  haber 
filtrado  el  aceite  de  los  cascos  que  estaban  en  mal  estado.  El  Ad- 
ministrador nos  ha  condenado  por  no  haber  probado  la  causa  le- 
gal de  la  merma  sin  haber  abierto  un  término  para  el  efecto; 
pero  esa  prueba  la  daremos  en  el  término  que  el  Juzgado  señale. 

A,  Benitez  y  Ca. 

Conferido  traslado  al  Procurador  Fiscal,  contestó  éste  dicien- 
do: La  resolución  del  Administrador  de  foja.. ...fué  espedida  en 
19  de  Mayo  de  1864  y  notificada  el  21 .  En  29  de  Julio  siguien- 
te los  interesados  pidieron  los  autos  para  ocurrir  á  la  justicia 
nacional;  pero  el  Administrador  no  ha  podido  concederlos  legal- 
mente  por  prohibírselo  la  ley  de  14  de  Noviembre  de  1863  en  su 
artículo  6^  que  fija  el  término  de  3  dias  para  reclamar.  Por 
consiguiente  pidió  que  se  devuelvan  los  autos,  sin  mas  trámite,  al 
Administrador  de  Rentas  para  que  lleve  á  efecto  su  resolución. 

Salusliano  J.  Z arabia. 
En  este  estado  se  dictó  el  siguiente : 


(1)  Véase  la  causa  XLIV,  Tomo  1°,  página  309  y  siguientes. 

2. 
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fiaenos  Aires,  Octubre  í^  de  1864. 

De  coBformidad  con  el  articulo  6^  de  la  ley  de  catorce  de  No- 
viembre de  1863  y  demás  consideraciones  espuestas  por  el  Pro- 
curador Fiscal,  devuélvase  al  señor  Administrador  de  Rentas  pa- 
ra (pie  lleve  adelante  su  procedimiento,  previo  pago  de  costas — 
Repóngase  el  sello. 

Heredia. 

Benites  y  Ca.  apelaron  de  esta  resolución  para  ante  la  Supre- 
ma Corte;  y  espresando  agravios  dijeron :  La  resolución  de  foja.... 
agravia  nuestro  honor  de  honrados  comerciantes,  y  siendo  ese 
honor  un  derecho  garantido  por  la  Constitución  no  puede  estar 
sujeto  á  términos  fatales  y  perentorios.  El  término  de  3  dias, 
señalado  por  la  ley  de  Noviembre  de  1863,  para  recurrir  de  las  re* 
soluciones  administrativas  no  puede  ser  perentorio  en  el  sentido 
de  no  poder  hacer  gestión  alguna  ante  la  misma  administración 
para  buscar  el  remedio  que  en  último  caso  se  busca  en  los  Tri- 
bunales. A  foja  4  consta  que  nos  presentamos  ñ  Poder  Ejecu- 
tivo, que  podia  revocar  la  resolución  del  Administrador  de  Ren- 
tas, á  los  dos  días  de  conocida  esta,  por  cuyo  motivo  quedó  en 
suspenso  dicha  resolución.  Mientras  el  Poder  Ejecutivo  no  resol- 
vía sobre  el  recurso  el  término  de  la  ley  citada  no  ha  podido 
correr.  Pronunciada  la  resolución  por  el  Poder  Ejecutivo,  promo- 
vimos una  cuestión  previa  sobre  el  depósito,  ante  la  Justicia  Na- 
cional.— Esta  cuestión  fué  promovida  pendiente  el  término,  y  por 
consiguiente  este  quedó  aun  en  suspenso.  Resuelta  dicha  cues- 
tión hicimos  el  depósito  y  formulamos  el  recurso  de  la  resolución 
de  foja.... dentro  del  término  legal.  Por  estas  razones  pedimos  la 
revocación  de  la  sentencia  apelada,  solicitando  que  se  mande 
abrir  á  prueba  la  causa  para  acreditar  los  motivos  inocentes  de 
la  merma. 

Para  la  verificación  de  los  hechos  anteriores  pedimos  igualmen- 
te que  se  manden  agregar  los  autos  relativos  á  la  cuestión  citada. 

La  Suprema  Corte  ordenó  la  agregación  de  estos  autos  y  con* 
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firió  TÍsta  al  señorProcurador  General  quien  la  evacuó  diciendo : 
En  esta  causa  no  se  trata  de  comiso,  ni  de  mercaderías  deteni- 
das, ni  de  multas  impuestas.  Se  trata  de  una  merma,  de  la 
cual  aunque  la  causa  sea  la  que  manifiestan  los  apelantes,  era  de- 
ber del  Administrador  ó  poner  nota  en  la  tornagaia  para  que  en 
la  Victoria  cobrasen  al  esportador  los  derechos  correspondientes, 
ó  cobrar  aquí  esos  derechos,  dando  la  tornaguía  libre  de  anotación. 

De  cualquier  modo  el  Administrador  estaba  obligado  por 
la  ley  de  Aduana  y  por  el  decreto  de  24  de  Agosto  de  1863  á  co- 
brar los  derechos  por  los  frutos  que  se  han  sacado  de  la  Victoria 
y  no  han  sido  introducido  en  Buenos  Aires. 

Por  el  principio  de  esta  Aduana,  consignado  en  el  artículo  48  del 
Reglamento  de  20de  Diciembre  de  1816  en  los  frutos  de  esportacion 
corren  y  se  deben  los  derechos  desde  el  momento  que  están  abordo 
del  buque  de  cabotaje,  aunque  este  naufrague ;  y  por  consiguien- 
te el  Administrador  cumplió  con  su  deber,  cuando  ordenó  que  los 
reclamantes  pagaran  el  derecho  ordinario  de  esportacion  por  lo  que 
faltaba.  En  esta  Resolución  no  hay  ni  sombra  de  ofensa  al  honor 
de  la  casa  de  Benitez  y  Ca. 

El  Juez  de  Sección  no  ha  resuelto  sobre  la  cuestión  principal, 
por  no  haberse  hecho  saber  al  Administrador  de  Rentas,  dentro 
de  los  tres  días  de  notificada  su  resolución,  que  se  iba  á  ocur- 
rir á  la  justicia  nacional.  En  este  punto  creo  que  debe  ser  re- 
vocada la  sentencia  apelada  porque  el  lapso  de  ese  término  solo 
importa  que  el  Administrador  pueda  ejecutar  su  resolución,  pe- 
ro no  estinguir  el  derecho  que  tiene  el  interesado  para  ocurrir  á 
la  justicia,  pues  la  resolución  administrativa  no  es  una  senten- 
cia judicial  y  no  puede  quedar  ejecutoriada  constituyendo  una 
cosajzugada.    (1) 

Pido,  pues,  que  se  revoque  la  sentencia'apelada  y  tomando  co- 
nocimiento del  fondo  de  la  cuestión  en  virtud  de  lo  dispuesto 
por  el  articulo  223  de  la  ley  de  procedimientos,  se  declare  justo 
y  arreglado  el  procedimiento  del  Administrador  de  Rentas. 

Francisco  Pico. 


(1)  Véase  la  cansa  anterior. 
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Falto  de  to  Sttprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1866. 

"^^stos :  Por  los  fundamentos  espuestos  en  la  precedente  vista 
del  señor  Procurador  General,  y  de  conformidad  con  su  pedido 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veintitrés  vuelta;  y  en  uso  de  la 
facultad  concedida  por  el  artículo  doscientos  veintitrés  de  la  ley 
de  procedimientos,  para  resolver  sobre  lo  principal  á  petición 
de  las  partes  se  declara  justó  y  arreglado  el  procedimiento  del 
Administrador  de  Rentas.  Satisfechas  las  costas  causadas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Francisco  de  las  Carreras  —  Salvador 
Maru  del  Carril — Francisco  Delgado- 
José  Barros  Pazos — José  Bebuabun  Go- 
roshaga. 


CAVSA  CXX.II, 


Don  Juan  Bautista  Peirano,  contra  los  Sres.  Santos  y  Ca.  por 

cobro  de  fletes. 

Sumario : — La  parte  condenatoria  de  la  sentencia  debe  ser 
ajustada  á  la  cantidad  espresada  en  la  demanda,  aunque  en  el 
curso  del  juicio  se  baya  probado  que  es  mayor  la  cantidad  de- 
bida. 


Caso:— Don  Juan  B.  Periano  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección 
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de  Baefios  Aires  acompañando  la  protesta  que  fonnalizó  ante  el 
Escribano  de  Marina,  contra  losSres.  Santos  y  Ca.  por  noque- 
rerestos  abonarle  los  fletes  de  un  carbón  de  piedra  que  trasportó 
en  su  buque  cLa  Lombardia»  para  la  Escuadra  Brasilera,  so 
protesto  de  haber  habido  una  merma  dé  17  toneladas  y  199S 
libras  al  hacerse  su  entrega. 

Decía  en  la  protesta  que  él  no  era  responsable  de  la  citada 
merma,  por  cuanto  el  Gefe  de  la  Escuadra  le  dijo  que  no  había 
necesidad  de  romanear  el  carbón  y  tomó  una  parte  de  él,  man- 
dándole entregara  el  resto  al  vapor  «Guardia  Nacionab;  y  que  ro- 
maneado ese  resto,  entregó  al  Gefe  Brasilero  el  recibo  de  la 
entrega,  para  que  le  diera  el  correspondiente  al  total  del  carbón; 
4ue  estese  lo  dio,  pero  poruña  cantidad  menor,  según  la  merma 
espresada,  y  que  el  otorgante  de  la  protesta  firmó  el  conocimien- 
to (creyendo  que  era  por  la  cantidad  total  pues  ignoraba  el  peso 
por  Bo  haber  asistido  al  romaneo,  como  le  había  dicho  el  Gefe 
Brasilero  á  quien  entregó  la  primera  parte  del  carbón. 

Acompañó  también  la  póliza  de  fletamento  que  solo  estaba 
firmada  por  los  Sres.  Santos  y  Ca.  sin  embargo  que  ella  dijese : 
«yo  el  abajo  firmado,  capitán  de  la  goleta  «Lombardia»  etc,  decla- 
rando en  ella  el  referido  capitan,haber  recibido  abordo  de  su  bu- 
que 71  toneladas  y  1860  Ibs.  brasileras  que  se  compromete  con- 
ducirlas á  la  escuadra  por  el  flete  de  4  y  1  /2  patacones  por  tonelada. 
Al  dorso  de  esta  póliza  está  el  siguiente  recibo :  «Recibido  á  bor- 
do en  el  «Chimbolar»  de  Corrientes,  de  la  goleta  «Lombardia»  25 
toneladas  de  carbón  que  fueron  destinados  á  la'  cañonera Mearin.» 

«Entregado  por  esta  misma  goleta  al  vapor  de  guerra  ar- 
gentino, «Guardia  Nacionar))  32  toneladas  castellanas  quetK)r-' 
responden  á  28  toneladas,  y  2102  Ibs.  ingleses,  á  faltar  17 
toneladas  y  1998  Ibs.  de  lo  que  consta  en  el  conocimiento. 

Ignacio  de  S,  é  Mello, 
Comisario. 

«A  bordo  de  la  Amazona,  en  «Chimbolar»  25  de  Junio  de  1865.» 

Con  estos  documentos  entabló  Peirano  su  demanda  en  la  que 
d^o : — ^El  conocimiento  que  firmó  el  patrón  de  la  «Lombardia,» 
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y  qne  está  en  poder  del  fletador,  tiene  la  clánsnlade  cignoro  el 
peso».  El  carbón  lué llevado  á  la  Escuadra  y  entregado  allí  co- 
mo lo  justifica  el  recibo  del  Comisario.  Pero,  según  este,  se 
nota  la  falta  de  una  cantidad  de  carbón,  y  solo  se  reconoce  ha* 
berse  entregado  53  toneladas  y  1998  Ibs.  de  las  cuales  25  i  la 
fMearin»  y  el  resto  al  «Guardia  Nacional».  Mas,  necesario  es 
prevenir  que  el  comisario  de  la  cMearin»  se  negó  á  romanear  el 
carbón,  y  ordenó  que  se  procediese  á  la  descarga  según  el  cono- 
cimiento. Desde  que  este  era  aceptado  ninguna  objeción  podía 
oponer  el  patrón,  y  en  efecto  aquel  buque  trasbordó  una  can* 
tidad,  sin  romaneo,  y  la  otra  fué  romaneada  y  recibida  por 
el  «Guardia  Nacional.»  Recojido  el  recibo  de  este  pasó  al 
«Amazonas»  á  recoger  el  recibo  general,  pero  el  comisario  se 
negó  á  darlo,  porque  el  carbón  entregado  no  estaba  conforme 
con  la  cantidad  que  espresa  el  conocimiento.  Con  tal  novedad 
el  patrón  exigió  terminantemente  el  recibo  según  el  conoci- 
miento, ó  que  de  otro  modo  se  procediera  al  romaneo  del  car- 
bón tomado  por  la  Mcarin. 

La  única  contestación  que  obtuvo  fueron  los  insultos  del  co- 
misario que  le  trataba  de  ladrón,  sin  poder  hacer  mas  que  vol- 
verse á  esta  á  reclamar  sus  derechos. 

Dijo  que  entretanto  se  limitaba  á  pedir  á  dichos  cai^^dores 
el  pago  de  los  fletes  por  las  53  toneladas  y  1998  Ibs.  que  espresa- 
ba el  recibo,  salvando  sus  acciones  sobre  el  resto  si  los  calcado- 
res aceptan  el  juicio  contra  el  Gefe  de  la  Escuadra  Brasilera. 

Llamados  á  juicio  verbal  Peirano  reprodujo  su  demanda  y  se 
convino  que  los  Sres.  Santos  y  Ca.  abonarían  el  flete  que  se 
les  cobraba,  toda  vez  que  se  justificara  haberse  entregado 
á  la  escuadra  todo  el  carbón  que  llevaba  el  buque,  y  que 
espresaba  el  conocimiento  firmado  por  el  corredor  Nuñez  á 
nombre  áél  patrón,  que  presentaron  los  cargadores.  Enton- 
ces el  Juzgado  ordenó  se  recibiese  la  causa  á  prueba  para  la 
justificación  de  aquel  hecho,  señalando  el  término  de  30  dias 
pro  regables  y  comunes. 

Péirano  presentó  el  siguiente  interrogatorio  para  que  i  su  te* 
tenor  ñieaea  examinados  loateatígos : 
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1^  Por  el  coaocimiento  de  las  partes,  etc,  etc. 

2^  Digan  si  es  cierto  que  viajaron  á  bordo  de  las  goletas  tLom- 
bardia»  y  cNueva  Rosita»  fletadas  para  transportar  carbón  á  la  es* 
cuadra  Brasilera. 

3<'  Si  es  cierto  que  ambas  goletas  emprendieron  juntas  el  viaje 
con  el  mismo  destino,  y  continuaron  asi  viéndose  hasta  llegar  al 
cChimbolar». 

4<>  Si  es  cierto  que  la  eLombardía»  siguió  siempre  su  vijye 
directo  hasta  aquel  punto  sin  desviarse  de  su  camino,  ni  atracar 
en  ningún  punto  de  la  costa. 

50  Si  les  consta  que  la  «Lombardía»  atracó  á  la  escuadra  con 
lodo  el  carbón  que  podia  contener  su  casco,  sin  que  por  el  cami- 
mino  desembarcase  la  mas  mínima  parte  de  su  carga. 

6^  Si  es  cierto,  que  las  dos  goletas  llegaron  juntas  á  la  escua 
dra;  y  habiendo  pedido  se  romanease  el  carbón  se  le  contestó  al 
patrón  que  podia  descai'garlo  sin  necesidad  de  romaneo,  porque 
estaba  conforme  el  conocimiento  que  habia  traido. 

1^  Si  es  cierto  que  después  de  descargado  en  diferentes  buques 
que  le  fueron  designados,  fueron  á  recoger  el  recibo  del  comisa- 
rio, y  este  en  vez  de  darles  como  correspondía,  les  firinó  el  re- 
cibo al  dorso  del  conocimiento  por  menor  cantidad  que  la  que 
este  espresa. 

8^  Si  es  cierto  que  cuando  el  patrón  exigió  el  romaneo  del  car- 
bón ó  el  recibo  conforme  al  conocimiento,  lo  llenaron  de  insul- 
tos, y  lo  espulsaron  de  á  bordo  con  amenazas. 

9^  Digan  Don  Luis  Monteguifo  y  D.  Manuel  Brugo,  si  es  cier*- 
to  que  hace  tiempo  que  conocen  al  patrón  de  la  cLombardía,»  le, 
han  confiado  muchas  veces  grandes  intereses,  y  jamás  han  teni- 
do con  él  la  menor  diferencia. 

10.  Digan  los  mismos,  D.  Miguel  Yaccaro  y  demás  si  creen 
que  el  patrón  de  la  «Lombardia^)  sea  capaz  de  sustraer  la  menor 
parte  de  las  cargas  que  se  le  confian,  ó  si  por  el  contrario  garan- 
tirían su  honradez  seguros  de  no  verse  comprometidos. 

11.  De  público  y  notorio  etc.  etc. 

Juan  Bautista  Bertini  declara  tener  20  años  de  edad  y  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  ley;  que  visyó  en  la  (Rositsi>  que 


24*         FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

navegó  junto  con  la  eLombaüdiai»  sin  separarse;  que  llegaron  al 
mismo  tiempo  á  la  escuadra  donde  descargaron  el  carbón ;  que 
la  primera  lo  descargó  en  tres  buques  y  la  segunda  en  dos  ó 
tres,  ignorando  el  nombre  de  los  buques;  que  no  se  pesó  el 
carbón  al  descargarlo,  ignorando  la  causa,  pero  que  los  brasile- 
ros lo  pesaban  á  su  bordo  y  tomaban  apuntes;  que  se  les  dio  re- 
cibo, y  que  seguñ  los  brasileros  faltaban  tanto  á  la  (^Rosita»  como 
ala  aLombardia»  18  toneladas,  según  oyó  decir  á  bordo;  que 
ignora  hubiesen  habido  palabras  con  el  comisario;  que  tiene  al 
patrón  de  la  ^Lombardia»  por  hombre  honrado,  y  que  por  los 
marineros  que  lo  acompañaron  sabe  que  fué  llenado  de  insultos 
por  el  Gefe  de  la  escuadra  brasilera,  porque  exigió  el  recibo 
con  arreglo  al  conocimiento  y  haber  encontrado  los  brasileros 
menor  cantidad. 

Juan  Bautista  Bertini,  de  19  años  de  edad,  preguntado  al  tenor 
de  las  preguntas  hechas  al  testigo  D.  Santiago  de  Agustini  (por 
esto  se  vé  que  hay  error  en  el  nombre  del  anterior  testigo)  dijo  : 
que  fué  en  la  «Rositas  en  calidad  de  marinero,  la  que  hizo  el 
viaje  junto  cqu  la  «Lombardía»  sin  separarse  hasta  llegar  á  la  es- 
cuadra donde  descargaron  el  carbón;  que  la  «Rosita»  lo  desembar- 
có en  tres  buques  y  cree  que  la  «Lombardía»  también  en  tres, 
ignorando  el  nombre  de  ellos;  que  ellos  no  pesaron  el  carbón 
al  entregarlo,  pero  si  los  brasileros,  quienes  tomaban  apunte  de 
ello;  que  se  les  dio  recibo,  diciéndoles  que  faltaban  18  tonela- 
das, según  oyó  decir  á  bordo,  y  también  de  que  el  Gefe  de  la 
escuadra  llenó  de  insultos  al  patrón  de  la  eLombardía,»  á 
quien  el  declarante  tenia  por  hombre  de  bien. 

José  Barrante,  de  26  años  de  edad,  declara  que  fué  en  la  ((Ro- 
sita:!) como  marinero,  la  cual  viajó  con  la  «LombardíaD  sin  sepa- 
rarse hasta  la  escuadra  donde  desembarcaron  el  carbón  que  ha- 
bían recibido;  que  los  brasileros  lo  pesaron  en  los  vapores, 
pero  que  ellos  no,  ni  al  entregarlo  allá,  ni  al  recibirlo  aquí;  que 
durante  el  viaje  ño  descargaron  carbón  en  ninguna  parte;  que 
oyó  decir  á  los  marineros  que  acompañaron  al  patrón  que  el  Ge- 
fe de  la  escuadra  lo  habia  insultado  porque  decía  que  faltaba 
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carbón;  que  siempre  ha  tenido  por  hombres  de  bien  á  los  patro- 
nes d^  las  dos  goletas. , 

Antonio  José,  de  28  años,  declara:  que  fué  de  marinero  en  la 
((Rosita,»  la  que  viajó  junto  con  la  «Lombardía»  hasta  la  es- 
cuadra donde  descargaron  el  carbón  que  recibieron  aquí  sin  pe- 
sar; que  los  Brasileros  lo  romanearon  al  recibirlo,  pero  que  los 
dos  patrones  de  las  dos  goletas  no  lo  hicieron  al  entregar;  que 
no  pararon  durante  el  viaje  ni  descargaron  carbón  en  ninguna 
parte;  que  oyó  cuando  dos  comandantes  que  estaban  sobre  la 
cubierta  de  la  ((Amazonas»  insultaron  al  patrón  de  la  «Rosita»  y 
€Lombardía,»  dicióndolcs  que  todos  tos  patrones  de  los  ríos 
eran  unos  ladrones,  diciendo  que  faltaban  18  toneladas;  que 
siempre  ha  tenido  al  patrón  de  la  ((Lombardia)>  por  un  hombre 
honrado. 

Nicolás  Gaffarello,  de  31  años,  acreedor  de  la  casa  de  Santos  y 
Ca.  declara  ser  patrón  de  la  «Rosita,»  .  que  viajó  junto  con  la 
«Lombardia» ;  que  cree  este  buque  haya  recibido  el  carbón  sin 
pesarlo  como  lo  acostumbra;  que  llegaron  á  la  escuadra  donde 
lo  desembarcaron,  aquella  en  tres  vapores  y  ésta  en  el  Guardia  Na- 
cional y  en  una  cañonera  brasilera ;  que  vio  que  el  patrón  de 
la  «Lombardía»  pesó  el  carbón  al  entregarlo  al  buque  argenti- 
no, creyendo  que  hubiese  hecho  lo  mismo  con  el  otro  buque; 
pero  que  después  le  dijo  el  patrón  que  el  brasilero  lo  recibió  sin 
pesarlo T  haciéndolo  después  de  recibido,  que  le  dio  el  recibo  con 
una  merma  de  18  toneladas,  reliriéndole  también  haber  sido  in- 
sultado por  el  comandante  brasilero;  que  le  consta  que  el  refe- 
rido patrón  es  un  hombre  honrado. 

Luis  Honteguifo,  de  38  años,  declara:  constarle  la  honradez  del 
patrón  de  la  «Lombardía»  por  haber  manejado  un  buque  de  su 
propiedad  á  su  entera  satisfacción,  durante  dos  años. 

Miguel  Vaccaro,  de  33  años,  declara  exactamente  lo  mismo  que 
el  anterior. 

Hasta  aquí  la  prueba  producida  por  Peirano. 

La  de  los  Sres.  Santos  y  Ca.es  la  siguiente:  absolviendo  aquel 
las  posiciones  confiesa:  1^  haber  estipulado  con  estos  el  flete  de 
4  y  1/2  patacones  por  cada  tonelada  de  carbón;  Sl^  que  según  le 
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afirmó  el  pesador  de  la  casa  de  Santos  y  Ca«  el  carbón  qne  llevaba 
eran  71  toneladas  y  pico  de  libras. 

Por  último^  el  conocimiento  ignal  al  ya  relacionado  con  la  so- 
la diferencia  qne  este  está  firmado  á  ruego  del  capitán  por  Nnfiez 
y  Ca.  con  la  cláasula  «ignoro  el  peso.» 

En  este  estado  el  Procurador  Fnigoni,  en  representación  de 
Peirano,  se  presentó  diciendo: — ^En  el  juicio  verbal  cuya  acta 
corre  á  fojas  12  los  cargadores  se  negaron  á  pagarlos  fletes  que 
cobraba  mi  representado,  porque  no  ^babia  entregado  á  la  escua- 
dra todo  el  carbón  que  recibió  del  depósito;  pero  que  no  tendrían 
inconveniente  én  bac^r  el  pago  siempre  que  se  justificara  ha- 
berse entregado  todo  el  recibido  á  bordo,  según  el  conocimien- 
to. Alegaban  que  en  este  se  señalaba  el  peso;  pero  hoy  que  lo 
han  presentado  y  que  corre  en  autos  ya  no  puede  dudarse  de 
que  tiene  la  cláusula  de  ignorar  el  peso,  y  por  consiguiente  des- 
truida la  base  de  oposición  de  los  demandados.  Ademas  Pei- 
rano  se  comprometió  á  justificar  haber  entregado  á  la  escuadra 
todo  el  carbón  embarcado  en  este  puerto,  y  lo  ha  hecho  cum- 
plidamente probando  haber  hecho  un  viaje  directo  sin  tocar  en 
ningún  punto  ni  desembarcar  la  menor  parte  de  la  carga. 

En  este  estado  se  dictó  el  siguiente: 

Fallo  del  Jíues  Seceional» 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Don  Juan  Bautista  Peirano,  con- 
tra los  Sres.  Santos  y  Ca.  por  cobro  de  pesos;  y  considerando  que 
el  demandante  ha  fuqdado  su  acción  en  el  contrato  de  fleta- 
mente  de  foja por  el  cual  se  oLliga  á  conducir  á  bordo  de  la 

escuadra  Brasilera  71  toneladas  y  1860  libras  de  carbón  de 
piedra,  por  la  cantidad  de  4  y  1/2  patacones  por  tonelada;  y  en  el 
hecho  de  haberlo  entregado  en  su  destino,  no  obstante  que  no 
podría  presentar  el  recibo  de  la  carga  con  arreglo  al  conoci- 
miento por  haberse  negado  á  dárselo  el  Gefe  Brasilero,  so  pro- 
testo de  no  estar  conforme  con  la  cantidad  recibida;  que  el  de- 
mandado no  se  ha  negado  á  abonar  el  flete,  pues  ha  manifestado 
que  habiéndosele  comunicado  no  haberse  recibido  la  cantidad 
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de  carbón  que  espresa  el  conocimiento,  no  podria  pagar  el  flete 
hasta  tanto  no  se  justificase  la  entrega  de  lo  qne  é\  había  remití** 
do;  que  recibida  la  causa  á  prueba,  el  demandante  ha  justificado 
haber  entregado  todo  el  carbón  que  recibió,  que  en  consecuen- 
cia la  casa  de  Santos  está  obligada  á  pagar  el  flete  estipulado, 
sin  interés,  ni  costas,  por  cuanto  él  no  estaba  obligado  por  dere- 
cho á  pagar,  hasta  tanto  que  no  se  le  demostrase  la  entrega  de  lo 
remitido,  y  no  habiéndose  presentado  la  prueba  de  ello,  na  ha 
incurrido  en  mora  ni  temeridad.  Fallo: — ^mandando  que  la  ca- 
sa de  Santos  y  Ca.  pague  dentro  de  tercero  dia  el  flete  esti- 
pulado, salvándose  sus  derechos  contra  terceros  por  la  falta 
de  carbón,  asi  como  los  de  Peirano  por  las  demoras,  costas  y 
perjuicios  causados,  debiendo  cada  parte  satisfacer  sus  respec- 
tivas, costas  y  repóngase  este  sello. 

Allanara  Heredia. 

El  Procurador  Dr.  Costa,  por  la  casa  de  Santos  y  Ca.  apeló  de 
esta  resolución  para  ante  la  Suprema  Corte  y  espresando  agrá* 
vios  dijo :  que  debia  ser  revocado  aquel  fallo  en  la  parte  en 
que  escediendo  á  la  demanda  condena  á  sus  representados  al 
pago  de  fletes  que  no  se  deben. 

Las  condiciones  estipuladas  para  la  conducion  del  carbón,  ya 
son  conocidas  por  la  Suprema  Corte,  y  sabido  es  que  se  obser- 
va en  esta  materia  dos  prácticas  universales.  O  es  el  consi- 
gnatario, quien  abona  el  flete  según  lo  convenido  en  la  póliza  de 
fletamento,  ó  es  el  mismo  fletador  que  hace  el  abono  por  lo 
que  espresa  el  recibo  que  todo  consignatario,  por  el  artículo 
1212  del  Código,  debe  dar  al  capitán  en  uno  de  los  ejemplares 
de  los  conocimientos  que  le  devuelve.  Cuando  la  primera  no 
tiene  lugar  como  en  nuestro  caso,  el  recibo  de  la  entrega  de  la 
carga  es  la  única  prueba  legal,  y  el  único  título  que  el  capitán 
tiene  contra  el  cargador  para  exigir  el  flete.  Tan  cierto  es  es- 
to, que  el  mismo  contrario  limita  espresamente  su  demanda  al 
pago  de  los  fletes  por  las  toneladas  que  es  presa  el  recibo  que  se 
le  dio  por  el  Comisario  de  la  escuadra,  y  salva  sus  derechos  por 
las  démas;  y  mientras  tanto  el  Juez  manda  abonar  el  flete  corres* 
pondienle  á todas  hur toneladas  que  espresa  el  eonociiniento. 
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Es  un  principio  de  derecho  y  también  una  prescripción  termi- 
nante de  la  L,  16,  Tít.  22,  Part.  3*  que  el  Juez  debe  conformar- 
se  con  la  demanda,  pues  según  los  tratadistas  no  le  es  lícito 
condenar  en  materia  civil  extra  vel  ultra  petitum,  porque  su  ac- 
ción se  limita  á  lo  contencioso,  y  por  cierto  que  no  lo  es  lo  que 
no  se  pide. 

Ademas,  afirma  el  Juez  á  quo  que  el  demandante  ha  justifica- 
doihaber  entregado  todo  el  carbón  que  recibió,  y  que  en  conse- 
cuencia la  casa  de  Santos  está  obligada  á  pagar  el  flete  estipula- 
do, con  intei*eses,  etc.  En  efecto,  para  el  Juez,  tanto  el  recibo 
de  foja  3  como  la  prueba  testimonial  producida  comprueban  la 
entrega  de  todo  el  carbón  recibido.  Pero  olvida  la  distinción 
que  hay  entre  uno  y  otro  medio  de  prueba,  y  admite  una  con- 
currencia imposible,  porque  se  destruyen  reciprocamente. 

Peirano  ha  presentado  el  recibo  que  figura  al  dorso  del  cono- 
cimiento, y  en  él  funda  su  acción;  es  decir,  admite  su  verdad,  y 
por  consiguiente,  escluye,  como  no  concurrente,  toda  otra  prue- 
ba que  tienda  á  modificar  su  afirmación.  La  prueba  testimonial 
producida  tiene  este  carácter,  y  de  ello  resulta  que,  ó  es  verda" 
dera  esta  y  se  destruye  la  fuerza  del  recibo,  cuya  verdad  recono- 
ció Peirano  y  fundó  en  ella  su  acción,  ó  es  este  verdadero  y  no 
tiene  lugar  aquella. 

Nada  se  ha  probado  tampoco  con  la  esposicion  dé  aquellos  tes- 
tigos, porque  lo  que  resulta  en  claro  de  todo  es  la  falta  de  Peira- 
no en  entregar  el  carbón  sin  romaneo,  ó  de  no  haber  exijido 
previamente  el  recibo  según  el  conocimiento  si  es  que  el  comi- 
sario se  conformaba  en  la  descarga  sin  medirlo,  todos  estos 
son  hechos  que  no  pertenecen  á  mi  poderdante,  sino  al  capitán 
y  al  comisario,  y  por  consiguiente,  lejos  de  ser  responsable  mi 
representado,  son  aquellos  los  que  han  dado  margen  aun  desfal- 
co de  carbón  de  que  deben  responder  á  los  cargadores.  Tan  es 
asi  que  el  mismo  Peirano  lo  reconoce  en  su  demanda  cuando  di- 
ce :  (testual)  que  «í  esclarecimiento  de  estos  liechos  (los  enuncia- 
dos) que  estoy  pronto  á  justificar,  importan,  sobre  todo  á  los 
cargadores  que  aseguran  haber  remitido  70  toneladas  y  1900  li- 
bras, y  (mas  adelante)  si  los  cargadores  quieren  hacer  efectiva^ 
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rus  acdúnes  contra  el  Ge  fe  de  la  esctiadra  Brasilera  yo  estoy 

pronto  á  suministrarles  la  prueba  dé  los  hechos  que  dejo  apuntar 
dos.j^  ' 

Por  último,  ella  es  inadmisible,  en  esta  causa  porque  el  arti- 
culo 1212  del  Código  al  obligar  al  consignatario  á  firmar  el  re- 
cibo en  uno  de  los  ejemplares  del  conocimiento,  ha  querido  es- 
tablecer el  medio  de  prueba  con  esta  clase  de  contratos,  y  si  bien 
es  permitido  ampliarla  con  la  testimonial,  según  el  articulo  193 
cuando  hay  principio  de  prueba  pgr  escrito,  esa  ampliación  solo 
podria  tener  lugar  respecto  de  las  53  toneladas  y  1900  libra,  y 
no  respecto  á  lo  demás  para  lo  que  no  existe  el  principio  de  prue- 
ba por  escrito. 

El  Procurador  Frugoni,  contestando  á  este  escrito  pidió  la 
confirmación  con  costas  del  fallo  apelado,  por  las  razones  si- 
guientes. 

En  el  juicio  verbal,  realizado  en  1^  Instancia,  mi  poderdante 
propuso  álos  fletadores  el  pago  de  las  toneladas  que  se  espre- 
san^en  el  recibo  que  les  presentó,  y  evitar  asi  los  trámites  del 
juicio  y  la  pérdida  del  tiempo;  pero  por  razones  que  tocan  á  la 
dignidad  y  buen  nombre  de  la  escuadra  Imperial  y  de  su  comi- 
sario, se  negaron  á  aceptar  la  propuesta,  y  manifestaron  además 
la  sospecha  que  abrigaban  de  haberse  sustraído  carbón  por  el 
camino.  Entonces  Peirano  les  propuso  lo  siguiente :  que  pro. 
baria  los  abusos  del  comisario  de  la  escuadra  y  que  el  patrón 
de  la  «Lombardía^í)  habia  entregado  á  esta  todo  el  carbón  recibi- 
do en  este  puerto,  y  que  según  los  demandados  son  71  y  pico 
toneladas,  cuyos  fletes  se  abonarian  una  vez  justificados  estos  he- 
chos.   Bajo  esta  base  se  llevaron  adelante  los  procedimientos. 

Eidiibiefon  el  conocimiento,  el  cual  tiene  en  efecto  la  cláusu- 
la ignoro  el  peso^  contra  lo  tantas  veces  aseverado  por  los  carga- 
dores, y  se  ha  justificado  que  el  patrón  de  la  «Lombardía»  ha 
entregado  á  )a  escuadra  todo  el  carbón  cargado  á  bordo  sin  que, 
hubiese  habido  ninguna  sustracción:  y,  como  según  los  Sres  San- 
tos y  Ca.  se  cargaron  71  toneladas  y  1800  libras  deben  pagar  el 

flete  total  de  ellas,  como  se  estableció  en  el  juicio  verbal  refe- 
rido. 
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El  Jaez  áquo  debió,  en  presencia  de  todo,  castigar  la  teme 
ridad  de  los  demandados;  pero  se  redujo  á  imponerles  simple  - 
mente  el  pago  de  las  toneladas  que  ellos  dicen  que  carga  el  bu- 
que y  que  está  probado  haber  údo  entregados  á  la  escuadra. 

Tallo  de  la  ñnpvmwmm  Corte. 

Buenos-Aires^  Febrero  27  de  1866. 

Vistos :  Considerando,  primeo :  que  de  la  acta  de  foja  doce 
resulta :  que  en  el  comparendo  verbal  convinieron  las  partes 
que  si  el  capitán  probaba  haber  entregado  en  la  escuadra  Bra- 
silera todo  el  carbón  que  cargó  en  este  puerto,  Santos  y  Ca.  le 
abonarían  el  flete  que  les  cobraba;  segundo :  que  entonces  el  ca- 
pitán no  les  habia  cobrado  otra  suma  que  la  espresada  en  su  de^ 
manda,  que  reprodujo  en  ese  acto,  y  en  la  cual  se  limitó  á  pedir 
doscientos  cuarenta  y  tres  patacones,  como  importe  del  flete  co- 
respondiente  á  las  toneladas  de  caii>on  por  las  que  dio  recibo  el 
comisario  de  la  escuadra,  sin  perjuicio  de  sus  acciones  por  lo 
restante  hasta  el  número  de  toneladas  designados  en  el  cono- 
cimiento de  fojas  tres;  por  estos  fundamentos  y  por  los  del  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  seis,  se  confirma  este,,  con  declara- 
ción que  el  flete  que  deben  abonar  Santos  y  Ca.  al  capitán^,  es 
el  que  corresponde  al  carbón  entregado,  según  el  recibo  de  foja 
tres  vuelta,  reservándosele  sus  derechos  á  la  suma  que  resulta 
del  conocimiento  en  los  términos  que  lo  pide  en  su  demanda; 
y,  satisfechas  las  costas  y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril — FRANasco  Delgado — ^Jo- 
sé Barros  Pazos— J.  Benjamín    Goros- 

TIAGA. 
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CAVSA  V%XMJa. 


Don   Benjamin  Sánchez   contra  Don  Nicolás  Sotomayor^  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario : — i^  Los  acciones  personales  pueden  ejercitarse  ante 
el  juez  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación  del  contra- 
to ó  del  domicilio  del  demandado. 

2^  Las  acciones  reales  pueden  ejercitarse  ante  el  juez  del 
lugar  de  los  bienes,  ó  del  domicilio  del  deudor. 

3^  Las  acciones  mistas  pueden  ejercitarse  ó  ante  el  juez  com- 
petente para  conocer  de  las  acciones  personales,  ó  ante  el  com- 
petente para  conocer  de  las  reales. 

4^  Una  acción  por  deuda  garantida  con  hipoteca  sobre  bie» 

nes  situados  en  la  Provincia  de  Mendoza,  puede  ejercitarse  ante 

los  Tribunales  de  Mendoza,  aunque  el  deudor  sea  vecino  del  Ro- 
sario. 


Caso;-— Don  Antonio  Drizar  Garfias «  en  representación  de 
Don  Benjamin  Sánchez,  entabló  ante  el  Juez  Seccional  de  Men- 
doza, demanda  ejecutiva  contra  Don  Nicolás  Sotomayor,  vecino 
del  Rosario;  cobrándole  cantidad  de  pesos,  en  virtud  de  do- 
cumentos que  le  fueron  traspasados  por  Don  Domingo  Guiñazú, 
Mendocino;  con  la  circunstancia  de  que  el  contrato  de  que  pro- 
cede la  deuda  se  formalizó  en  Mendoza,  y  en  esa  Provincia  se 
encuentran  también  los  bienes  hipotecados  en  garantía  de  la 
deuda.  Pidió  se  librase  ejecución,  y  se  exhortara  al  Juez  Seccio- 
nal del  Rosario  para  que  hiciera  notificar  la  providencia  á  Soto- 
mayor. 

Asi  se  hizo ;  pero,  notificado  éste  declinó  de  la  jurisdicción  dé 
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Mendozavpidiendo  al  Juez  del  Rosario  que  entablase  la  cuestión 
de  competencia  por  ser  á  él  á  quien  corresponde  conocer  del 
asunto,  pues  siendo  Sotomayor  vecino  del  Rosario  allí  debia  ser 
demandado  por  aquel  principio  de  derecho  de  que  tas  causas 
para  surtir  fuero  enlo.ciNil  son:  l^^el  domicilio  del  reo;  2°  el 
lugar  determinado  en  el  contrato,  ó  no  habiendo  determinádose, 
el  lugar  donde  se  celebró,  con  tal  de  que  el  reo  se  encuentre  allí 
cfiando  se  inteyíta  la  acción;  3^  el  lugar  donde  se  hallan  situados 
los  bienes  que  se  demandan,  y  otros  que  citan  Tapia,  el  autor 
de  la  Curia  Filípica,  Escriche,  Covarrubias,  Carleval,  etc,  pero 
que  no  hacen  á  la  cuestión  presente. 

Ahora,  agregó  Sotomayor,  si  por  ninguno  de  estos  puede  ser 
mi  juez  el  exhortante,  es  claro  que  Y.  S.  en  defensa  de  su  juris- 
dicción debe  promover  la  cuestión  de  competencia,  pidiendo  al 
de  Mendoza  remita  á  este  Juzgado  los  antecedentes  obrados 
ante  él. 

El  Juez  proveyó: 

Rosario,  Enero  26  de  1866. 

Por  presentado  en  cuanto  ha  lugar  por  derecho.  Y  resultan, 
do  de  los  insertos  contenidos  en  el  presente  exhorto  que  el  eré. 
dito,  origen  de  la  demanda  presentada  ante  el  Juez  Seccional  de  la 
Provincia  de  Mendoza,  proviene  de  un  crédito  hipotecario,  cuya 
celebración  ha  tenido  lugar  en  aquella  ciudad  existiendo  tam- 
bien  en  ella  los  bienes  que  lo  constituyen;  y  considerando:  1® 
Que  las  acciones  personales  pueden  ejercitarse  ante  el  Juez  dej 
lugar  en  que  deba  cumphrse  la  obligación,  en  el  del  contrato  ó  en 
el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  demandante,  en- 
tendiéndose para  este  efecto  como  obligación  tácita  de  las  partes 
el  que  la  validez  en  el  cumplimiento  de  los  contratos  sea  decla- 
rada en  el  mismo  lugar  en  que  fueron  celebrados;  2^  Que  en  las 
acciones  reales  se  concede  al  demandante  la  elección  entre  el 
lugar  en  donde  se  hallen  los  bienes  y  el  del  domicilio 'del  deman. 
dado,  siendo  ambos  jueces  competentes  para  conocer  en  el  pleito, 
lo  que  tiene  también  su  fundamento  en  la  L.  32,  Tít.  2°,  P.  3»; 
3^  Que  participando  las  acciones  mistas,  como  la  deducida  ante 
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el  Juez  Seccional  de  Mendoza,  de  la  naturaleza  de  los  reales  y 
personales,  es  consiguiente  que  participen  también  del  fuero  de 
ambas,  hay  razón  sobrada  para  que  el  demandante  pueda  elejir; 
como  ha  elejido  con  preferencia,  el  lugar  en  que  está  situada  la  . 
cosa,  al  del  domicilio  del  demandado,  obligando  á  éste  á  some- 
terse á  aquel  Juez. — En  su  \irtud^  y  no  hallando  mérito  bastan* 
te  este  Juzgado  en  la  naturaleza  de  la  causa^  ni  en  los  funda- 
mentos contenidos  en  este  escrito,  para  suscitar  competencia 
por  inhibitoria   al  de  igual  clase  de  la  Provincia  de  Mendoza,  ' 

no  ha  lugar  á  lo  solicitado;  y  hágase  saber. 

Zuviria. 

Sotomayor  apeló  de  este  auto  y  le  fué  concedido  el  recurso  en 
relación. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos- Aires,  Febrero  26  de  1866. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  au- 
to apelado  de  foja  cuatro  vuelta,  y  devuélvanse  al  Juzgado  de  Sec- 
ción para  que  notifique  al  interesado  esta  providencia,  y  le  or- 
dene el  pago  de  lacuenta  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

FRAriCISCO    DE     LAS     CARRERAS — SALVADOR 

I-  ' 

Maru  del  Carril — Francisco  Delgado — 
José  Barros  Pazos— J.  B.  Gorostuga. 


Don  Migml  Vaccaro^  contra  Don  Juan  José  Méndez^  sobre  un 

cargamento  de  madera. 

Sumario  :-^^  La  acción  de  despojo  entablada  por  un  estran- 
gero  contra  un  Argentino  residente  en  Buenos  Aires,  en  razón  de 
haberse  apoderado  de  artículos  provenientes  de  la  Provincia  de 
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Comentes  debe  ser  ejereitada  ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Bue- 
nos Aires  y  no  ante  él  de  Corrientes. 

2^  El  derecho  de  dominio  sobre  artículos  remitidos  á  la  con- 
signación de  un  comerciante,  autoriza  al .  que  lo  alega  para  de- 
mandar al  consignatario  la  entrega  de  aquellos,  pero  no  para 
apoderarse  de  los  mismos  por  autoridad  propia. 

3®  La  prohibición  de  enagenar  dichos  artículos  por  estar 
afectos  á  responsabilidades  por  daños  y  perjuicios,  aunque 
emane  de  una  autoridad  lejitima  y  se  haya  dictado  Tálidamen- 
te,  no  autoriza  al  representante  de  dicha  autoridad  para  apode- 
rarse de  los  mismos  y  menos  para  venderlos;  y  solo  le  da  dere- 
cho para  pedir  un  embargo  judicial  y  evitar  la  enagenacion  que 
se  prohibió. 


Caso: — Don  Miguel  Vaccaro  presentó  al  Juez  Seccional  de 
Buenos  Aires  una  protesta  contra  Don  Juan  José  Méndez  por 
haberse  este  apoderado  de  los  cargamentos  d^  madera  de  pro- 
piedad de  Don  Ramón  Sangra  y  Ca.  vecino  de  Bella  Vista  de 
Corrientes,  traidos  en  las  goletas  «Isabel»  y  cComercio,»  y  haber 
pactado  la  venta  del  cargamento  de   esta  última  á  Don  Ángel 
Amigo,  siendo  el  protestante  consignatario  de  Sangra  y  Ca.  y 
único  autorizado  para  disponer  de  las  maderas  citadas. 
Acompañó  la  protesta  con  la  esposicion  siguiente  : 
Llegaron  á  este  puerto,  procedentes  de  Bella  Vista,  las  gole- 
tas «Isabel»,  «Comercio»  y  «Minerva»   conduciendo  maderas 
remitidas  por   Sangra  y  Ca. — Encontrábase  en   esta,   en    ese 
tiempo,  el  socio  de  Sangra,  Don  Juan  Ferrando.    Este  hizo 
descargar  en  el  Riachuelo  los  cargamentos  de  la  «Isabel»  y  «Co- 
mercio», y  yo  en  el  Tigre  el  de  la  «Minerva.»    Se  ausentó  Fer- 
rando, y  me  consignó  los  tres  cargamentos,  autorizándome  para 
venderlos.    Posteriormente  recibí  de  Sangra  igual  encargo  y 
autorización,  por  una  carta  de  20  de  Setiembre  último. — Proce- 
dí en  consecuencia  á  la  venta  de  parte  del  cargamento  de  la  go- 
leta  «Comercio»  y  contraté  á  precios  ventajosos  la  venta  de  to- 
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do  el  resto  de  la  madera  conducida  por  los  tres  buques,  cuando 
fui  informado  que  el  Sr.  Méndez  andaba  divulgando  que  habia 
embargado  la  madera,  y  que  babia  contratado  la  venta  del  resto 
del  cargamento  .de  la  goleta  «Comercio.» 

Me  vi  con  el  Sr.  Méndez  de  quien  no  obtuve  esplicacion  satis* 
factoría,  viéndome  obligado  á  recurrir  á  los  Tribunales. 

Como  consignatario  no  solo  tengo  el  derecho  sino  también  el 
deber  de  respetar  y  defender  la  propiedad  de  mis  comitentes,  y  no 
consentir  en  las  voces  que  propalad  Sr.  Méndez,  obligándole  á 
que  haga  efectiva  su  jactancia,  y  ejercite  las  acciones  que  crea 
tener. 

Pido,  pues,  1^  que  se  haga  saber  al  Sr.  Méndez  se  abstenga  de 
todo  acto  que  perjudique  mis  derechos  y  obligaciones  de  consig- 
natario, y  que  si  se  cree  con  algún  derecho  sobre  las  maderas, 
deduzca  sus  acciones  dentro  de  nueve  dias,  bajo  apercibimiento 
de  no  ser  oido  después. 

2<>  Que  se  le  baga  saber  igual  cosa  á  Don  Ángel  Amigo,  pues 
protesto  contra  toda  estipulación  que  haga  sobre  los  cargamen- 
tos referidos,  con  cualquiera  persona  que  no  esté  autorizada  por 
mí  á  ese  objeto. 

3^  Que  se  oficiara  al  comandante  de  Marina  del  Riachuelo 
para  impedir  que  Méndez  y  Amigo  se  apoderen  de  las  maderas 
allí  existentes,  y  se  notifique  á  este  último  la  parte  de  la  demanda 
á  él  relativa. 

El  Juez  decreté:  ^Traslado  en  lo  principal,  y  á  los  otro  si  no 
ha  lugar  por  no  exhibirse  prueba  alguna. » 

Entonces  Yaccaro  presenté  la  carta  de  Sangra  d'e  que  hizo  re- 
lación en  su  escrito  de  demanda,  y  por  la  cual  le  autoriza  éste  pa- 
ra que  venda  las  maderas  conducidas  por  las  tres  goletas,  abo- 
ne ciertas  cantidades  que  especifica,  y  coloque  el  resto  del 
valor  en  el  mas  seguro  banco. 

El  Juez  proveyó : — «No  sieüdo  prueba  bastante  la  carta  ex- 
hibida, por  no  constar  al  Juzgado  su  autenticidad,  exhíbanse  los 
conocimientos  del  cargamento,  que  se  dice  estar  á  su  consigna- 
ción, y  se  proveerá.» 

Yaccaro  espuso,  que  no  podia  cumplir  éste  decreto,  porque 
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las  maderas  fueron  traídas  por  Ferrando,  socio  de  Sangra,  y 
que  por  consiguiente  no  tenia  los  conocimientos  qoe  se  le  pe- 
dían; pero  que  podia  probar  con  los  corredores  Battilana  y  Mon- 
za,  que  le  fueron  consignadas  por  Ferrando  ante  ellos ;  con  Bar- 
tolomé Dalorte  que  le  compró  como  á  consignatario  parte  del  car- 
gamento de  la  goleta  €  Comercio»  y  con  el  cuñado  de  Sangra, 
Ventura  Haranjes. 

El  Juez  no  hizo  lugar  á  la  información  ofrecida,  con  aireglo  á 
ios  artículos  55  y  56  de  la  ley  de  procedimientos,  y  llamó  á  las 
partes  ajuicio  verbal. 

En  este  estado,  Méndez  sin  contestar  la  demanda,  opuso  las 
escepciónes  siguientes : 

i^  Falta  de  personalidad  en  el  demandante  y  su  procurador. 
2^  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 
3^  Falta  de  arraigo  en  el  juicio. 

La  historia  de  este  asunto,  dijo,  basta  para  fundar  estas  escep- 
ciónes.— ^Por  resoluciones  superiores,  y  por  derecho  público, 
los  bienes  de  los  traidores  que  están  al  servicio  del  enemigo,  en 
la  actual  guerra  con  el  Paraguay,  se  hallan  sometidos  á  embargo 
y  secuestro.  Las  maderas  en  cuestión  pertenecian  al  corte  de 
'  maderas  de  Sinforoso  Cáceres,  uno  de  los  traidores  del  triunvirato 
de  Corrientes.  El  Gobierno  de  aquella  provincia  debia  proceder 
á  su  embargo,  pero  los  capitanes  de  las  tres  goletas  afianzaron  de 
que  tales  maderas  no  pertenecian  á  traidores,  debiendo  entre- 
garlos ó  abonar  su  precio  en  caso  que  resultasen  serlo.  Re- 
sultó que  pertenecian  á  Sangra,  sea  que  las  hubiese  adquirido  de 
Cáceres,  sea  que  prestase  su  nombre  para  encubrir  la  propiedad. 
Invadieron  los  paraguayos  al  pueblo  de  Bella  Vista,  donde  resi- 
día Sangra,  y  fué  nombrado  por  ellos  Gefe  Político.  Desde  ese 
momento  sus  bienes  cayeron  bajo  las  disposiciones  de  secuestro 
y  embargo. — Vaccaro  declara  que  las  maderas  son  de  Sangra — 
La  posición  de  este  con  el  enemigo  se'  acredita  por  los  dos  ban- 
dos originales,  firmados  por  él,  que  acompaño,  y  que  me  fueron 
remitidos  por  el  Gobierno  de  Corrientes,  y  por  el  núm.  del  perió- 
dico cMacion  Argentina»  que  también  acompaño,  donde  se  pu- 
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blica  el  parte  de  la  Gefatura  Política  de  Bella  Vista,  después  de 
la  eyacuacion  del  punto  por  los  paraguayos,  en  el  cual  se  lee  el 
siguiente  párrafo :  «Dos buques  cargados,  Exmo  Sr.  se  hallan  en 
el  puerto  que  se  dirijían  al  enemigo,  y  ellos  han  sido  embargados, 
porque  la  opinión  pública  los  acusa  como  proveedores  de  objetos 
robados,  uno  de  ellos  ha  sido  cargado  por  el  mismo  jefe  polüico 
de  los  paraguayos,  Ram^m  Sangra,  quien  se  halla  en  arreste  has- 
ta q^ie  y.  E.  constituya  autoridad  competente  para  seguirle 
causa.  » 

Sangra,  sujeto  á  las  penas,  é  incluso  en  los  delitos  definidos 
por  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  tiene  personalidad 
para  ejercer  acciones  civiles  por  bienes  sujetos  á  responsabili- 
dad criminal.  Ninguno  puede  tenerla  tampoco  y  representar 
enjuicio  al  reo  de  traición,  preso  en  la  cárcel  pública,  y  sujeto 
á  la  jurisdicción  criminal.  Por  consiguiente,  la  demanda  tiene 
el  defecto  de  falta  de  personería  tanto  en  Vaccaro  como  en  San- 
gra para  ejercitar  acciones  civiles  sobre  los  bienes  en  cuestión. 

Tiene  también  defecto;  por  silenciarse  el  modo  como  vinie- 
ron á  mi  poder  las  maderas.  Los  capitanes  de  las  goletas 
c Isabel»  y  «Comercio»  al  saber  que  las  maderas  eran  de  Sangra, 
en  cumplimiento  de  la  fianza,  me  las  entregaron  como  á  apode- 
rado del  Gobierno  de  Corrientes,  y  no  á  los  capitanes  que  se 
obligaron  por  esos  valores,  y  que  han  hecho  deposito  en  manos 
de  la  autoridad  ó  su  representante. 

Por  último  Yaccaro  también  afianzó  el  cargamento  de  la 
«Minerva»  y  en  vez  de  volver  á  chancelar  su  fianza  se  quedó 
aquí  á  disponer  de  la  madera  que  tuvo  el  deber  de  entregar,  co- 
mo perteneciente  á  un  criminal  contra  la  República. 

Pido  en  consecuencia  que  se  declare,  que  ni  Ramón  Sangra, 
ni  su  apoderado  pretendido,  Yaccaro,  tienen  personalidad  legal 
y  que  la  demanda  tiene  los  defectos  indicados  anteriormente. 

4 

Gómez. 

Juan  José  Méndez. 

El  Juez  proveyó :  «de  las  escepciones  opuestas  traslado  y  au- 
tos.— Respondiendo  á  ellas,  Yaccaro,  dijo :  Sangra  no  es  trai- 
dor porque  ni  ha  tomado  las  armas  contra  la  República,  ni  se  ha 
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huido  á  los  enemigos  para  prestarles  ayuda  y  socorro,  que  es  lo 
que  constituye  el  delito  de  traición,  según  el  artíulo  103  de  la 
Constitución  Nacional.  Aun  cuando  hubiera  tomado  las  armas, 
su  calidad  de  estranjero  le  exonera  de  la  calificación  de  traidor, 
que  solo  es  aplicable  al  argentino  ó  á  los  individuos  que  deben 
obediencia  á  la  Nación,  pues  no  hay  ley  que  la  éstienda  á  los 
estranjeros. 

No  me  consta  la  autenticidad  de  los  dos  documentos  presen* 
tados  por  Méndez,  pero  aun  suponiéndolos  ciertos,  solo  revelap 
la  adopción  de  medidas  tendentes  á  asegurar  el  orden  público  y 
garantir  la  propiedad. 

El  pueblo  de  Bella  Vist^  fué  abandonado  por  sus  autoridades 
y  á  petición  de  la  mejor  parte  de  él  fué  nombrado  Sangra  Gefe 
Político,  cuyo  cargo  aceptó  por  instancias  de  los  mismos  ve- 
cinos. 

El  Sr.  Méndez  profesa  muy  raros  principios  en  materia  de  de- 
recho público.  Según  él,  los  bienes  de  Sangra  deben  ser  con- 
fiscados, y  cualquiera  está  facultado  para  apoderarse  de  ellos 
sin  condenación  pronunciada  ppr  tribunales  competentes. — Quie- 
ro suponer  que  Sangra  sea  argentino  y  aun  traidor  y  sin  haber 
precedido  juicio  ¿puede  venirse  ante  Y.  S.  á  decir  que  los  bienes 
de  Sangra  están  secuestrados? 

Y,  debo  hacer  presente  que,  en  realidad  lío  se  ha  decretado 
ese  secuestro.  Solo  el  Gobierno  Nacional  ha  dictado  uno  que 
únicamente  se  refiere  á  los  valores  del  dictador  del  Paraguay  que 
tenia  Eguzquiza. 

Es  cierto  que  los  patrones  de  las  goletas  afianzaron  que  la  ma- 
dera no  pertenecía  á  traidores  y  que  en  caso  contrario  la  devol- 
verían é  abonarían  su  importe.  Se  descubre  después  que  era 
de  propiedad  de  Sangra,  y  por  consiguiente  desde  ese  instante 
desapareció  el  objeto  de  la  fianza,  y  el  derecho  de  retener  los 
cargamentos  ó  secuestrarlos. 

No  he  alterado  los  hechos,  porque  solo  la  influencia  del  Sr. 
Méndez  con  los  patrones  de  las  goletas  que  son  siempre  sencillos 
é  ignorantes  ha  podido  hacer  aparecer  como  entregado  lo  que 
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realmente  fué  un  escandaloso  despojo,  que  es  á  él  á  quien  toca 
justificar. 

No  he  entablado  la  demanda  á  nombre  de  Sangra,  sino  en  uso 
de  un  derecho  propio  y  en  cumplimiento  de  los  deberes  que  me 
impone  el  carácter  de  consignatario ;  y  la  he  dirijido  coAtra  Mén- 
dez y  no  contra  los  patrones  de  las  goletas — 1^  porque  estos  des- 
cargaron la  madera  y  la  entregaron  á  uno  de  sus  dueños,  Don 
Juan  Ferrando; — i^  porque  estando  ya  en  los  depósitos,  y  puesta 
á  mis  órdenes,  se  apoderó  de  ella  el  Sr.  Méndez — 3^  porque  es 
éste  el  despojante  y  el  responsable  del  hecho  y  sus  consecuen« 
cias. 

Por  último :  no  fui  yo  sino  mi  hermano  Agustín  residente  en 
Bella  Vista,  quien  afianzó  el  cargamento  de  la  Minerva. 

Monguülot. 

Migud  Vaccaro^ 

El  Sr.  Méndez  presentó  un  decreto  del  Gobierno  de  Corrientes 
prohibiendo  la  venta  de  los  bienes  de  Sangra  y  otros  por  estar 
afectos  á  responsabilidades  por  daños  y  perjuicios  irrogados  por 
ellos  á  ciudadanos  de  la  provincia. 

Se  corrió  vista  al  Sr.  Procurador  Fiscal,  quien  se  espidió  dicien- 
do:— la  confiscación  de  bienes  está  abolida  por  la  Constitución 
Nacional,  y  no  es  aplicable  ni  á  los  mismos  traidores,  quienes  es- 
tán sujetos  á  la  indemnizaciop  de  los  daños  causados  á  la  Nación, 
á  la  provincia  de  Corrientes  y  á  los  particulares.  Pero  no  siendo 
Y.  S.  quien  debe  juzgar  al  dueño  de  los  cargamentos  en  cuestión 
por  el  delito  de  traición,  ni  por  los  actos  criminales  que  hubiere 
ejecutado  en  la  provincia  de  Corrientes,  sino  el  Juez  Nacional  de 
aquella  Sección,  y  no  teniendo  por  otra  parte  la  representación 
del  gobierno  de  Corrientes  ni  de  los  particulares  damnificados, 
el  procurador  fiscal  no  tiene  acción  que  deducir  en  esta  causa. 

/.  5. '  Zavalia. 

Fallo  del  Jíaex  SecetoiíAl. 

Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1865. 

Estando  jas  maderas  de  que  se  trata  afectas  á  las  fesponsabtK- 


40         FALLOS  t)B  LA  SUPREIÍA  CORTE 

dades  que  indica  Don  Jnan  Jo&é  Méndez,  y  no  siendo  este  Juzga- 
do competente  para  conocer  de  ella,  remítase  este  espediente  al 
señor  Juez  de  la  Sección  de  Corrientes — Repóngase  el  sello. 

Heredia. 

Yaccaro  apeló  de  esta  resolución  y  espresando  agravios  dijo : 
-^El  Juzgado  es  competente  para  conocer  de  este  asunto:  1»  por- 
que se  trata  de  un  hecho  concerniente  aUomercio  marítimo  y  men- 
cionado en  el  art.  2^,  inciso  10,  de  la  ley  de  14<  de  Setiembre  de 
1863;.— 2o  porque  el  despojo  ha  tenido  lugar  en  Buenos  Aires; — 
3^  porque  Méndez  y  yo  somos  vecinos  de  esta  capital  y  de  nacio- 
nalidad distinta* 

Por  otra  parte,  sean  cuales  fuesen  las  responsabilidades  ttidí- 
cadas  por  el  Sr.  Méndez,  nunca  serán  bastantes  para  hacer  que 
el  Juzgado  de  Corrientes  deba  conocer  de  un  despojo  ocurrido 
en  Buenos  Aires,  y  que  interesa  á  personas  que  no  están  bajo  su 
jurisdicción. — Por  ultima,  las  responsabilidades  indicadas  por  el 
Sr.  Méndez  no  debieron  ser  atendidas  sin  previa  justificación. 

Dado  traslado,  Méndez  lo  contestó  diciendo: — ^Vac'caro  afirma 
una  falsedad  al  decir  que  yo  me  apoderé  del  cargamento  que  le 
estaba  consignado.  Me  fué  entregado  por  los  que  lo  tenían  y 
habían  dado  fianza  por  los  artículos  para  el  caso  que  fueran  pro- 
piedad dé  traidores. 

No  soy  yo  á  quien  debió  demandar  sino  á  los  patrones  que- 
me hicieron  la  entrega,  que  eran  responsables  por  ello  s  y  que  es 
tan  sujetos  á  la  jurisdicción  de  Corrientes.  Esta  debe  cono- 
cer de  la  causa,  1°  porque  el  representado  de  Vaccaro,  dueño  ó 
supuesto  dueño  de  las  maderas  es  vecino  de  Corrientes,  y  los  pa- 
trones queme  lo  entregaron,  allí  residen  igualmente  y  allí  pres- 
taron la  fianza  por  las  cosas  que  son  objeto  del  pleito. — 2**  por- 
que las  maderas  en  cuestión  solo  dan  lugar  á  acciones  personales 
que  nó  tienen  fuero  propio  como  los  bienes  raices.  Además, 
fueron  sacadas  indebidamente,  con  engaño,  y  están  afectas  á 
responsabilidades  que  allí  han  de  hacerse  efectivas.    - 

Para  la  jurisdicción  se  atiende  no  á  la  persona  de  los  apo- 
derados sínó  de  los  poderdantes;  no  á  la  de  Váee^ro  siáó  á  la 
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de  Sangra,  reciño  de  Corrientes. — El  hecho  no  es  de  comercio 
marítimo;  pero  si  lo  ñiere,  hay  Juez  Nacional  en  aquella  provincia 
que  debe  entender  del  comercio  marítimo  de  ella. — ^Por  estas 
razones  pido  la  confirmación /con  costas,  del  auto  apelado. 

Se  dio  TÍ sta  al  Procurador  General,  quien  espuso: — La  acción 
de  Vaccaro  se  entabló  en  la  forma  de  una  demanda  de  jactancia, 
pidiendo  se  intimase  á  Méndez  se  abstuviese  de  todo  acto  que 
perjudicara  la  posesión  en  que  se  hallaba  el  demandante  de  unas 
maderas  depositadas  en  la  ribera  del  Riachuelo. 

Pero,  en  el  curso  de  la  causa  se  ha  convenido  por  las  partes 
en  que  Méndez  se  habia  apoderado  efectivamente  de  ellas  y  las 
habia  vendido;  y  la  discusión  ha  rolado  sobre  el  derecho  que  és- 
te pretende  tener  para  haber  procedido  así.  Por  lo  tanto,  la 
cuestión  presentada  al  Juzgado  Seccional  es  una  simple  cuestión 
de  despojo. — ^Y  era  de  su  competencia  resolverla,  porque  el  des- 
pojo se  habia  cometido  dentro  de  su  jurisdicción,  y  la  causa  versa- 
ba entre  un  argentino  y  un  estranjero. 

Las  escepciones  alegadas  por  Méndez  no  desnaturalizan  la 
cuestión.  Elias  pueden  reducirse  á  dos:  1^  que  los  patrones  de 
las  goletas  le  permitieron  apoderarse  de  las  maderas.  Pero  si 
los  ]¡latrones  hubieran  tenido  capacidad  para  trasmitirle  un  titu*- 
lode  dominio,  esta  habría  sido  una  razón  para  demandar  al  con- 
signatario, pidiéndole  su  entrega,  y  no  para  apoderarse  por  au- 
toridad propia  de  los  efectos  en  que  aquel  tenia  una  posesión 
legitima ;  2*  Que  el  Gobierno  de  Corrientes  por  un  decreto,  cuya 
copia  corre  á  foja  33,  habia  prohibido  la  enagenacion  de  los  bienes 
de  Sangra  por  estar  afectos  á  las  responsabilidades  por  daños  y 
perjuicios  irrogados  por  él  á  ciudadanos  de  esa  provincia. 

Es  indudable  que  este  decreto  no  puede  dar  ocasión  al  hecho 
de  que  se  trata,  porque  fué  espedido  15  días  después  de  instau- 
rada la  demanda.  Pero  aun  concediéndole  fuerza  retroactiva, 
y  todo  el  poder  de  una  decisión  legítima  sobre  bienes  situados 
.en  Buenos  Aires,  él  podría  servir  cuando  mas  para  pedir  un 
embargo  judicial  para  evitar  la  enagenacion  que  se  prohibía; 
pero  no  para  que  Méndez  se  apoderase  de  ellos  y  menos  aun 
para  venderlos. 
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El  Juez  de  Sección  no  ha  mirado  la  cuestión  bajo  este  punto 
de  vista :  y  rehusando  resolverla  ha  mandado  remitir  los  autos 
al  de  Corrientes,  que  ninguna  jurisdicción  tiene  para  juzgar  so- 
bre un  despojo  cometido  en  el  Riachuelo  de  Buenos  Aires. 

Por  estas  razones  pido  la  revocación  de  la  sentencia  apelada 
y  se  mande  devolver  los  autos  para  que  el  Juez  de  Sección  deci- 
da definitivamente  esta  causa  que  es  de  su  esclusiva  competencia. 

Francisco  Pico. 


Falto  de  la  Sujpremii  Corta. 

Buenos  Aires,  Marzo  !•  de  1866. 

Vistos :  De  cbnformidad  con  lo  pedido  por  el  Sr.  Procurador 
General,  y  por  los  fundamentos  que  espone  en  su  precedente 
vista,  se  revoca  el  auto  apelado  de  fojas  treinta  y  siete,  y  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  Juez  de 
Sección,  para  que,  reasumiendo  la  jurisdicción  de  que  se  ha 
desprendido,  conozca  y  resuelva  lo  que  corresponda  por*  de- 
recho. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  María 
DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  —  José 
Barros  Pazos — J.  B.  Gorostiaga. 
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Juan  T.  Fox^  como  curador  de  la  sit^^ion  Wh^'ekr^  en  apelación 
contra  un  auto  de  la  Exnia  Cámara  de  justicia  de  Buems  Aires^ 
sobre  fianza. 

Sumario: — \^  El  nombramiento  de  curador  en  las  sucesiones 
intestadas  de  los  subditos  ingleses  que  fallecen  en  la  República 
Argentina  previsto  por  el  tratado  del  año  de  1825  entre  estay 
la  Gran  Bretaña,  debe  verificarse  solo  en  el  caso  de  no  existir 
herederos  legítimos  que  sean  ciudadanos  argentinos  y  residan 
en  la  República. 

2^  El  curador  nombrado  no  tiene  derecho  por  el  dicho  trata- 
do de  retener  la  administración  desde  que  consta  la  existencia 
de  tales  herederos. 

^^  Pero  puede  continuar  en  el  desempeño  de  ese  cargo  con 
consentimiento  de  los  jueces  de  la  Testamenlai*ía. 

¥  En  ese  caso  pueden  dichos  jueces  imponerle  la  obligación 
de  afianzar  su  administración^  'sin  que  esto  afecte  las  estipula- 
ciones del  tratado. 


Caso : — ^Muerto  el  intestado  Don  Manuel  Wheeler,  subdito  in- 
glés, en  el  partido  de  Navarro,  el  15  de  Febrero  de  1865,  el 
Cónsul  de  S.  M.  Británica,  el  Sr.  Parish,  nombró  curador  de  los 
bienes  del  referido  Wlieeler  á  Don  Juan  Tabor  Fox,  con  fecha  \^ 
de  Marzo  del  65. 

En  el  curso  de  los  autos  testamentarios  se  confeccionó  el  inven- 
tario y  tasación  de  los  bienes,  se  presentó  el  certificado  de  ma- 
trimonio entre  Wheeler  y  Da.  Ana  M.  Clymont,  la  partida  de 
bautismo  de  sus  hijos  Guillermo  José  y  Ana  Florencia  Wheeler 
nacidos  en  esta  provincia,  y  la  de  la  muerte  de  aquel,  dado  to- 
do por  mandato  del  Juez  de  la  causa.    Se^discemió  el  cargo  de 
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tutora  de  estos  menores  á  la  viuda  Doña  Ana,  bajo  fían^^a,  y  se 
ordenó  por  el  Juzgado,  á  petición  del  curador  que  una  cantidad 
consignada  en  el  Banco  de  la  Provincia  por  Samuel  Wheeler  y  su 
esposa  Doña  Ana,  á  la  orden  de  la  segunda,  quedase  á  disposi- 
ción del  mismo  Juzgado,  y  solo  se  entregasen  á  esta  los  intereses 
que  en  adelante  produjíere.  Pero  la  contaduría  del  estableci- 
piiento  observó,  que  si  ese  capital  depositado,  quedaba  bajo  la 
jurisdicción  del  Juez,  no  podia  ganar  interés  según  la  ley.  En- 
tonces el  Curador  Fox  pidió  se  le  entregase  la  administración  de 
la  cantidad  depositada  en  el  Banco,  para  salvar  á  la  testamenta- 
ría de  este  perjuicio,  fundando  su  solicitud  en  el  art.  13  del 
tratado  del  año  25  entre  Inglaterra  y  la  República,  y  en  la  prác- 
tica de  los  Tribunales. 

Dado  vista  al  Ministerio  de  Menores  y  Agente  Fiscal,  la  eva- 
cuó el  primero  diciendo :  el  art.  i  3.  del  tratado  con  Inglaterra, 
no  autoriza  la  entrega  que  se  pide.  Ese  artículo  ajuicio  del  Minis- 
terio limita  las  funciones  de  los  curadores  al  desempeño  de  todas 
las  dilijencias  necesarias  á  la  averiguación  y  seguridad  de  los 
bienes  del  intestado,  hasta  que  dispongan  de  ellos  los  herederos 
ó  acreedores  legítimos.  En  el  caso  actual  aun  no  se  ha  hecho  la 
declaratoria  de  herederos :  el  repytado  tal  por  la  ley  es  el  Fisco, 
y  entonces  toca  al  representante  de  este,  mas  propiamente  que  al 
Ministerio  espedirse  sobre  el  punto. 

M.  G.  Pinedo. 

Saravia. 

El  Agente  Fiscal  dijo : 

El  nombre  de  curador,  usado  en  el  art.  13  del  tratado  no 
tiene  otra  acepción  que  la  de  un  albacea  dativo.  El  curador 
Fox  pretende  la  posesión  material  de  los  fondos  de  la  testamen- 
taría, fundado  en  las  palabras  del  tratado: — «que  se  encarguen 
de  la  propiedad  del  difunto,  en  beneficio  de  sus  herederos;» 
pero  este  concepto  no  puede  estenderse  hasta  la  administración, 
sino  encargarse  como  se  encarga  un  albacea  dativo  que  no  tiene 
facultad  para  retener  fondos  en  su  po^er  á  titulo  de  administra- 
ción.— Encargares  «dar  auno  la  comisión  de  alguna  cosa,)  y 
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los  curadores  tienen  la  eomision  de  asegurar  la  propiedad,  en 
beneficio  de  los  herederos.  En  ninguna  parte  está  mas  segura 
la  propiedad  y  beneficiado  el  heredero  cuando  se  trata  de  bienes 
raices  que  en  la  no  enagenacion  de  los  bienes,  y  en  el  depósito 
en  el  Banco  oficial  á  disposición  del  Juez  cuando  se  trata  de 
alhajas  ó  dinero;  Es  esto  lo  que  puede  y  debe  pedir  el  albacea; 
otros  derechos  mas  estensos  no  están  en  sus  atribuciones,  ní 
pueden  acordársele.  La  administración  de  una  propiedad  es 
mas  vasta  que  la  de  asegurar  esa  misma  propiedad  en  beneficio 
de  terceros;  y  el  tratado  confiere  esta  facultad  pero  no  aquella, 
— La  práctica  constante  y  el  decreto  del  Gobierno  Nacional  de 
29  de  Noviembre  de  1862  ha  confirmado  esta  inteligencia. 

También  dice  el  Tratado  «que  los  curadores  se  encargarán  de 

la  propiedad  del  difunto sin  intervención  alguna,  dando 

noticia  conveniente  á  la  autoridad  del  pais.i^  Los  curadores  no 
han  prescindido  de  los  Tribunales  limitándose  á  dar  noticia,  ni 
lo  ha  hecho  el  mismo  Fox ;  y  cuando  alguno  lo  pretendió,  los 
tribunales  defendieron  dignamente  la  soberanía  del  país,  como 
puede  verse  en  los  números  15, 16  y  17  del  «Judicial».— ^Ultima- 
mente  las  facultades  de  los  curadores  no  pueden  ejercerse  con* 
tra  la  voluntad  del  heredero ;  y  no  habiendo  otros  herederos 
legales,  es  el  fisco  el  que  tiene  el  carácter  de  tal,  y  su  repre- 
sentante  no  consiente  en  la  petición  del  curador  Fox. 

Villegas. 

El  curador  Fox  contestó  diciendo : 

Es  necesario  reconocer  que  por  elart,  13.  del  tratado;  <E1 
«  Cónsul  general  Británico  ó  en  su  ausencia  el  que  lo  represen- 
e  tase  tendrá  el  derecho  de  nombrar  curadores  que  se  encarguen 
a  de  la  propiedad  del  diñinto,  á  beneficio  de  los  legítimos  here- 
«  deros  y  acreedores  sin  intervención  alguna^,  dando  noticia  con- 
«  veniente  á  las  autoridades  del  país  y  reciprocamente.» — Se- 
gún el  agente  fiscal  encargar  no  es  mas  que  «dar,  á  uno  la 
comisión  de  alguna  cosa ; »  pero  el  diccionario  de  la  lengua  lo 
define  vponer  algo  á  cargo  y  al  cuidado  de  alguno»  ó  «poner 
á  uno  bajo  la  responsabilidad  de  otro»;  y  el  agente  fiscal  no 
tiene  autoridad  para  limitar  el  significado  de  las  palabras.    Aho- 
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ra  bien,  el  dinero  depositado  en  el  Banco  no  está  puesto  á  mi 
cargo,  cuidado  y  responsabilidad ;  y  mientras  esto  no  me  sea 
permitido  se  me  traba  el  libre  ejercicio  de  las  facultades  que 
me  acuerda  el  tratado. 

La  comparación  que  el  fiscal  bace  entre  el  albacea  dativo  y  los 
curadores  nombrados  por  el  Consulado  Inglés  no  es  exacta. 
Aquellos  no  deben  su  existencia  á  ley  alguna  y  estos  la  deben 
aun  tratado  solemne. — Losalbaceas  dativos  á  semejanza  délos 
testamentarios  no  tienen  por  lo  general,  la  administración  de 
los  bienes,  según  las  leyes  del  título  ID,  Part.  6»,  mientras  que 
los  curadores  ingleses  deben  encargarse  de  las  propiedades  del 
finado.  Los  mismos  albaceas  testamentarios  carecen  en  general 
de  la  facultad  de  demandar  judicialmente  los  bienes  del  muerto 
para  cumplir  sus  mandas,  según  la  ley  4  del  mismo  titulo  y 
partida  citada,  mientras  que  los  curadores  ingleses  tienen  siem- 
pre el  derecho  de  hacerlo  según  el  texto  del  art.  13. — Y  aun 
cuando  los  curadores  ingleses  se  consideraran  como  los  alba* 
ceas  dativos,  cuyas  facultades  se  regulan  por  las  de  los  testa- 
mentarios que  tan  ampliadas  han  sido  en  la  práctica,  no  podría 
negárseme  la  entrega  del  dinero,  pues  el  artículo  13  del  tratado 
seria  cuando  menos  equivalente  á  la  cláusula  testamentaria  que 
faculta  al  albacea  á  pedir  la  entrega  judicial  de  los  bienes. 

El  agente  fiscal  apela  á  la  inteligencia  del  art.  13  por  la  ju- 
risprudencia constante  de  los  tribunales,  y  por  el  decreto  de  19 
de  Noviembre  del  62 ;  pero  yo  apelo  á  lo  mismo  para  mostrar 
el  error  de  aquel  funcionario.  En  las  testamentarías  de  Nash 
y  Morríson  se  reconoció  por  todos  los  tribunales,  que  el  tratado 
acordaba  á  los  curadores  la  administración  de  los  bienes.  A 
estos  casos  agrego  los  publicados  en  los  números  15  y  siguien- 
tes del  «Judicial,»  mientras  que  el  fiscal  no  ha  podido  citar  uno 
solo  en  contra. 

Las  disposiciones  del  mencionado  decreto  son  contra  prodti^ 

ceníem^  aun  cuando  fueran  obligatorias  para  los  tribunales.    Tal 

decreto  no  ha  tenido  por  objeto  fijar  la  inteligencia  de  los  trata- 

^  dos  con  las  potencias  estranjeras  en  materia  de  ab  intestado^  y  lejos 

de  eso,  reconoce  en  su  art.  14  que  hay  naciones  á  las  cuales  sus 
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tratados  acuerdan  derechos  no  incluidos  en  dicho  decreto, 
como  sucede  con  Inglaterra. — Por  otra  parte,  en  la  testamentaría 
de  Morrison  me  reconoció  categóricamente  la  facultad  que  hoy 
me  niega. — ^Todavía  dice  el  fiscal  que  como  representante  del 
heredero  presunto,  el  Fisco,  se  opone  á  mi  solicitud;  pero  yo 
respondo  que,  antes  que  el  fisco,  está  la  viuda  é  hijos  de  Whee- 
1er  en  posesión  quieta  y  pública  de  su  estado  de  familia  corrobo- 
rado con  las  constancias  de  autos — Finalmente,  la'administracion 
acordada  á  los  curadores  ingleses  por  el  tratado  del  año  25  le- 
jos de  ser  una  novedad  no  es  sino  la  consecuencia  del  decreto 
de  20  de  Noviembre  de  1724,  confirmando  á  los  Cónsules  ingle- 
ses el  derecho  de  inventariar  y  depositar  en  personas  de  su  elec- 
ción los  bienes  de  sus  nacionales  que  murieran  intestados  en 
los  dominios  del  Rey  de  España,  como  puede  verse  en  la  ley  4^, 
título  H,  lib.  6,  Nov.  Rec. — El  Procurador  Lamas,  represen- 
tante de  la  viuda  firmó  también  este  escrito  reproducido  de  sa 
parte. 

Quintana. — /.  T.  Fox. — /.  Luis  Lamas. 


El  Juez  de  primera  instancia  resolvió : 


Baenos  Aires,  Setiembre  5  de  1865. 

Y  vistos: — Considerando  que  el  art.  13  del  tratado  de  1825, 
celebrado  entre  la  República  Argentina  y  la  Gran  Bretaña,  au- 
toriza á  los  curadores  que  nombren  los  Cónsules  en  los  casos 
de  sucesiones^  como  la  de  que  se  trata  para  que  se  encarguen  de 
la  propiedad  del  difunto  á  beneficio  de  los  legítimos  herederos 
y  acreedores ;  que  la  significación  de  las  palabras  <rencargarse 
de  la  propiedad»  no  deja  duda  de  que  ello  importa  poner  esa 
propiedad  bajo  su  administración  y  cuidado,  y  por  lo  tanto  les 
corresponde  la  de  cualquiera  especie  en  que  consista ;  que  en 
efecto,  de  los  casos  citados  en  el  precedente  escrito  del  curador 
de  los  bienes  resulta  que  á  tal  respecto  de  la  administración,  es 
.  esa  la  práctica  que  los  tribunales  han  aceptado  como  legal ;  que 
ello  no  obstante,  el  artículo  de  aquel  tratado  les  encarga  de  la 
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propiedad  del  finado  á  beneficio  de  los  legítimos  herederos  y 
acreedores^  y  podiendo  existir  unos  y  otros  que  sean  ciudadanos 
argentinos,  es  deber  de  las  autoridades  judiciales  del  país  velar 
también  por  sus  intereses  como  conjuntamente  vela  por  los  de 
sus  conciudadanos  el  consulado  inglés  por  medio  de  los  cura- 
dores, y  si  bien  no  ofrece  dificultad  la  entrega  en  general  de  la 
administración  de  los  bienes  raices,  muebles  ó  semovientes,  que 
no  podrían  enagenar  sin  autorización  judicial,  puede  ofrecerla  en 
algún  caso  la  del  numerario  si  los  curadores  dispusiesen  de  él 
y  no  tuviesen  con  que  se  hiciere  efectiva  su  responsabilidad ; 
que  con  el  fin  de  velar  la  autoridad  del  país  por  los  intereses  po-^ 
sibles  de  tales  herederos  ó  acreedores,  no  puede  decirse,  que  se 
yaya  contra  el  espíritu  del  tratado,  exigiendo  á  los  curadores  en 
lo  relativo  al  dinero  que  manejen^  alguna  seguridad  que  preca- 
va su  malversación. — ^Por  esto  se  declara  que  perteneciendo  al 
curador  Fox  la  administración,  por  ahora,  de  los  bienes  de  esta 
testamentaría,  debe  entregársele  también  el  dinero  depositado 
en  el  Banco  y  casa  de  Moneda,  para  que  lo  coloque  en  la  forma 
que  mejor  y  mas  seguro  beneficio  produzca,  pero  prestando  en 
cuanto  á  su  monto  la  seguridad  debida  á  satisfacción  del  Juz- 
gado. 

Miguel  Garda  Fernandez, 

El  Agente  Fiscal  apeló  de  esta  resolución  para  ante  el  supe- 
rior Tribunal  en  su  sala  de  lo  Civil,  y  también  el  curador  Fox 
por  exijírsele  fianza. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  el  Superior  Tribunal  re- 
solvió : 

Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1865. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  setenta  y  cinco  vuelta,  y  satisfechas  las  costas,  devuélvanse, 
reponiéndose  los  sellos. — ^Hay  las  rúbricas  de  los  Doctores  Car- 
rasco, Pico,  Salas  y  Careo  va. 

El  curador  Fox  apeló  de  este  fallo  para  ante  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  Nacional. 

Concedido  el  recurso  espresó  a^avios  diciendo : 
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La  Suprema  Corte  se  dignará  revocar  la  parte  del  fallo  que  me  obli- 
ga á  dar  caución  para  recibirme  del  dinero  depositado  en  el  Banco. 

Según  el  art.  i  3  del  tratado  a  en  caso  que  muriese  al- 
«  gun  subdito  británico  sin  haber  hecho  su  dicha  última  disposi- 
«  cion  ó  testamento  en  el  territorio  de  las  Provincias  Unidas,  el 
€  Cónsul  General  Británico,  6  en  su  ausencia  el  que  lo  represen- 
« tara,  tendrá  el  derecho  de  nombrar  curadores  que  se  encar- 
«  guen  de  la  propiedad  del  difunto,  á  beneficio  de  los  legítimos 
« herederos  y  acreedores  sin  intevencion  alguna,  dando  noticia 
<  conveniente  á  las  autoridades  del  país  y  recíprocamente.  » 

La  disposición  de  este  articulo  ha  sido  aplicada  con  tanta  lati- 
tud en  los  casos  ocurridos  en  Inglaterra  que  ha  bastado  la  pre* 
sentacion  del  Cónsul  Argentino  ó  del  curador  nombrado  para 
que  los  bienes  le  fueran  entregados  sin  intervención  alguna  de 
las  autoridades  inglesas  en  el  arreglo  de  las  sucesiones. — Entre 
nosotros  no  ha  sucedido  lo  mismo,  pues  nuestros  Tribunales  so- 
lo reconocen  á  los  curadores  la  administración  de  los  bienes  sin 
necesidad  de  fianza ;  pero  debiendo  hacerse  la  liquidación  con 
arreglo  á  nuestras  leyes. 

Aunque  las  autoridades  inglesas  no  aceptaron  esta  interpreta- 
ción del  tratado,  desde  1858  he  procedido  á  liquidar  ante  los 
Tribunales  las  sucesiones  intestados  en  que  he  sido  nombrado 
€uradx)r,  ejerciendo  á  veces  la  administración  de  los  bienes 
que  jamas  me  fué  contestada  hasta  hoy  en  esta  testamentaría. 
Se  me  reconoce  es  verdad  el  derecho  de  la  administración,  pero 
se  me  exije  fianza.  Felizmente  los  fundamentos  aducidos  para 
ello  no  resisten  el  menor  examen. 

El  art.  13  del  tratado  encarga  á  los  curadores  de  la  propiedad 
del  difunto  á  beneficios  de  los  legítimos  herederos  y  acreedo- 
res, entre  los  cuales  pueden  existir  ciudadanos  argentinos  por 
cuyos  intereses  deben  velar  las  autoridades  del  pais,  como  con- 
juntamente vela  el  consulado  inglés  por  los  de  sus  conciudada- 
nos.— Este  es  el  primer  argumento  que  se  invoca ;  pero  aunque 
no  se  dice  con  toda  claridad,  se  pretende  establecer  una  con- 
junción inadmisible,  por  la  letra  y  espíritu  del  tratado.    Este 

no  ha  hecho  diferencia  entre  los  casos  en  que  los  herederos  y 

i 
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aícreedores  fueran  puramente  estranj^ros  y  aquellos  en  que  fíie  • 
ren  ciudadanos  de  cualquiera  de  ambos  países,  estableciendo 
por  el  contrario  una  regla  absoluta  é  invariable,  concediendo 
siempre  la  administración  sin  necesidad  de  la  fianza  que  hoy  se 
me  exije. 

No  menos  concluyente  es  el  espíritu  del  tratado,  sobre  todo 
en  los  casos  de  la  naturaleza  del  presente  en  que,  el  depósito 
gratuito  en  el  Banco  redunda  en  perjuicio  de  los  herederos; 
pues  el  se  contenta  con  que  la  administración  sea  tomada 
con  mera  noticia  de  las  autoridades  del  país,  á  las  cuales  priva 
por  lo  mismo  de  la  facultad  de  someter  esa  adn^inistracion  á 
condición  que  pudieran  llegar  á  hacerla  hasta  ilusoria  en  la 
práctica.  La  jurisprudencia  constante  de  los  Tribunales  de  Bue^ 
DOS  Aires  ha  estado  siempre  de  acuerdo  con  estos  principios. 

Se  agrega,  que  no  envuelve  dificultad  la  entrega  de  los  bie- 
nes raices,  muebles  é  semovientes,  pero  que  puede  ofrecerla 
en  algún  caso  la  del  numerario ;  pero,  estas  palabras  son  el  mas 
elocuente  comprobante  de  que  la  fianza  que  se  me  exije  lejos  de 
fundarse  en  alguna  cláusula  del  tratado  no  pasa  de  ser  una  ar- 
bitrariedad del  Tribunal  ¿Quién  ha  autorizado  á  un  Juez  de  Provin* 
cia  para  juzgar  de  la  conveniencia  ó  inconveniencia  del  tratado, 
para  imponer  á  los  curadores  pesadas  condiciones  para  el  ejer- 
cicio de  sus  primordiales  facultades?  Se  trata  ahora,  no  de  apre- 
ciar el  tratado  en  sí  mismos  sino  de  aplicarlo  en  toda  su  estension, 
y  en  este  terreno  la  exijencia  de  la  fianza  es  contraria  á  la  letra  y 
espíritu  del  tratado  y  á  la  práctica  de  los  tribunales  en  todos  los 
casos  ocurridos. 

£1  procurador  de  la  viuda  se  conformó  y  firmó  también  este 
escrito. 
Se  dio  traslado  de  él,  y  el  ministerio  de  menores  contestó  : 
El  tratado  no  autoriza  á  los  curadores  para  la  disposición  de 
los  fondos,  sino  que  les  encarga  la  custodia  de  los  bienes  en  fa- 
vor de  los  herederos  y  acreedores.  De  modo  que,  solo  pueden 
pedir  todas  las  dilijencias  necesarias  para  aquella  seguridad. 

En  esta  testamentaria  no  se  ha  hecho  aun  la  declaratoria  de  he- 
redero, y  por  consiguiente  hasta  hoy  lo  es  el  fisco,  y  ya  se  ha 
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visto  que  el  representante  de  este  no  acepta  que  el  curador  Fox 
disponga  de  los  fondos  como  pretende. 

Mariano  G.  Pinedo — Elias  Saravia. 

El  señor  ministro  fiscal  de  la  Provincia  dijo: 

El  art.  13  del  tratado  no  contiene  ninguna  cláusula  espresa 
que  exima  á  los  curadores  de  la  fianza,  que  á  juicio  de  los  tri- 
bunales se  requiera  para  la  administración  de  los  bienes. 

La  testamentaría  de  Wheeler  no  está  liquidada,  ni  se  conoce 
legalmente  cuáles  sean  los  herederos  y  acreedores  de  ella.  En 
cuanto  á  lo  primero  puede  decirse  que  son  los  hijos  menores  de 
Wheeler,  nacidos  y  existentes  en  esta  Provincia.  Esto  trae  la 
intervención  del  ministerio  de  menores  que  por  nuestras  leyes 
debe  defender  sus  intereses. 

Estas  indicaciones  muestran  que  la  sentencia  recurrida  no  es 
contraría  ni  á  la  letra  ni  al  espíritu  del  tratado. 

Eustaquio  J.  Torres. 

El  Sr.  Procurador  General  espuso : — Que  se  adhería  á  h  ape- 
lación, no  sobre  eí  punto  á  que  las  partes  han  contraido  la  dis- 
cusión, sino  porque  habiendo  fallecido  Wheeler,  dejando  hijos 
lejítimos,  nacidos  en  el  país,  y  existentes  en  él,  la  sentencia  ha  re- 
conocido la  personería  de  un  curador  de  la  herencia  nombrado  por 
el  Cónsul  Británico,  y  le  manda  entregar  los  bienes  hereditarios, 
en  contravención  de  la  disposición  espresa  de  la  ley  del  Con- 
greso de  30  de  Septiembre  de  1865. 

Esta  ley,  y  antes  que  ella,  el  decreto  de  19  de  Noviembre  de 
1862,  espedido  por  el  Presidente  de  la  República  en  uso  de  su 
facultad  constitucional  de  reglamentar  las  leyes,  establecen  qué, 
la  intervención  concedida  por  los  tratados  á  los  Cónsules  estran- 
geros  en  las  testamentarías  de  sus  nacionales,  no  tendrá  lugar 
cuando  un  Argentino,  reconocido  notoriamente  por  tal,  fuese 
heredero  ascendiente  6  descendiente. 

Y  aun  antes  de  esas  disposiciones  legales,  los  tratados  no  han 
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podido  entenderse  racionalmente  de  otro  modo.  La  facultad  que 
tienen  los  Cónsules  estrangeros  de  nombrar  curadores  que  se  en- 
carguen de  la  propriedad  del  difunto,  no  se  da  en  protección  de 
los  derechos  de  este,  sino  como  lo  dice  testualmente  el  art.  13 
del  tratado  con  la  Gran  Bretaña,  en  beneficio  de  los  legítimos 
herederos  y  acreedores  que  puedan  existir  en  el  país  de  su  na- 
cimiento ó  en  otras  partes.  Esta  facultad,  no  puede,  pues,  esten- 
derse á  los  casos  en  que  los  herederos  forzosos  son  Argentinos ; 
porque  un  Cónsul  estangero  nada  tiene  que  hacer  con  los  bienes 
de  los  ciudadanos  de  la  República,  ni  los  derechos  de  estos  están 
bajo  su  protección. 

Desde  que  se  inició  esta  causa  por  el  escrito  de  fojas  dos  ya 
se  hizo  presente  al  juez  que  Whoeler  había  fallecido,  dejando  dos 
hijos  legítimos  impúberes  que  habitaban  con  la  madre ;  y  luego 
se  han  presentado  la  fe  de  casado  y  la  de  bautismo,  que  confirman 
aquella  aserción,  y  prueban  que  los  niños  han  nacido  en  esta 
provincia. 

A  pesar  de  estos  testimonios  auténticos  y  no  contradichos,  se 
ha  afirmado  por  alguna  de  las  partes,  que  no  habiendo  declarado 
el  juez  que  los  hijos  de  Wheeler  son  herederos  de  su  padre,  de- 
be presumirse  que  el  heredero  de  esta  sucesión  es  el  Fisco. 

Ño  puede  alcanzarse  la  razón  de  esta  aserción,  cuando  no  hay 
duda  alguna  sobre  la  legitimidad  de  los  hijos.  Los  herederos 
forzosos  no  necesitan  declaración  de  Jueces,  ni  adición  de  la  he- 
rencia, ni  formalidad  alguna  para  ser  dueños  legítimos  de  los 
bienes  hereditarios,  desde  el  momento  de  la  muerte  de  su  padre. 
Esta  es  una  máxima  elemental  de  jurisprudencia  :  heredes  sui 
slatim  a  morte  testatoris  in  ejus  jus  succedunt.  En  esta  sucesión 
no  hay  otro  heredero,  presunto  ó  verdadero,  que  los  hijos  de 
Wheeler ;  y,  si  el  Juez  no  lo  ha  declarado  es  porque  nadie  se 
lo  ha  pedido,  nadie  ha  puesto  en  duda  estos  derechos. 

Y  siendo  estos  herederos  argentinos,  suplico  á  Y.  E.  se  sirva 
declarar  que  ha  debido  cesar  en  esta  causa  la  intervención  del 
carador  nombrado  por  el  Cónsul  Británico. 

Francisco  Pico. 
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El  Curador  Fox,  evacuando  el  traslado  que  se  le  díó,  dijo  : 

El  Sr.  Procurador  General,  como  él  mismo  lo  reconoce,  se  se- 
para completamente  del  punto  en  cuestión  para  pedir  que  se  ba- 
ga cesar  mi  separación  en  esta  causa.  Pero  ha  olvidado  que  ella 
ha  venido  en  tercera  instancia  ante  V.  E.,  y  es  sabido  que,  tanto 
la  discusión  como  el  fallo  del  superior  deben  contraerse  al  punto 
sub  judice  so  pena  de  la  mas  absoluta  nulidad.  A  no  ser  así  ten- 
dríamos verdaderos  casos  de  corte  y  desaparecería  la  garantía  de 
acierto  en  las  decisiones. 

El  Sr.  Procurador  General  ha  dicho  la  mitad  de  la  verdad, 
asegurando  que  el  decreto  y  la  ley  que  invoca  reglamentan  la  in- 
tervención de  los  Cónsules  estrangeros  en  las  testamentarías  de 
sus  nacionales,  negándoselas  cuando  un  argentino  notoriamente 
tal  es  heredero  ascendiente  ó  descendiente ;  pero,  ha  omitido 
hacer  presente  que  tanto  el  decreto  como  la  ley  sipan  el  caso 
en  que  cualquiera  nación  estrangera  preíiera  atenerse  á  su  res- 
pectivo tratado,  como  sucede  con  la  Gran  Bretaña. 

Agrega  que,  aun  antes  de  ahora  no  han  podido  los  tratados  ser 
racionalmente  entendidos  de  otro  modo ;  pero  olvida  que  mi- 
llares de  casos  han  establecido  una  jurísprudencia  contraria  y 
bien  fundada,  porque  el  art.  43  impone  también  á  los  curadores 
el  deber  de  velar  por  los  intereses  de  los  legítimos  acreedores 
que  no  quedan  suficientemente  resguardados  por  el  solo  hecho 
de  ser  los  herederos  argentinos  ó  estrangeros. 

Por  último  :  las  sucesiones  son  de  dos  clases,  ó  testadas  ó  m- 
testadas é  En  el  prímer  caso,  la  voluntad  en  forma  legal  es  el  docu- 
mento que  justifica  el  titulo  hereditarío ;  en  el  segundo,  es  la 
sentencia  judicial  fundada  en  las  pruebas  indispensables  del  pa* 
rentezco,  pues  es  el  Juez  quien  debe  decidir  si  los  pretendientes 
á  la  sucesión  son  efectivamente  ascendientes  ó  descendientes. 

El  representante  de  la  viuda  se  conformó  y  reprodujo  este 
escrito. 
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Falto  de  to  Suprema  Corte» 

Baenos-Aires,  Abril  40  de  1866. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  espuestos  en  la  precedente  vista 
del  señor  Procurador  General,  que  se  hallan  corroborados  por  la 
interpretación  que  los  tribunales  de  esta  Provincia  han  dado 
constantemente  al  Tratado  que  se  invoca  por  los  apelantes,  y 
de  los  cuales  resulta  que  el  presente  caso  no  es  rejido  por  sus 
estipulaciones,  por  cuanto  los  herederos  legítimos  del  finado 
Wbeeler  son  ciudadanos  argentinos  y  residentes  en  la  Repúbli- 
ca, y  que,  por  consiguiente,  el  Tribunal  Superior  de  esta  P|*o- 
vincia  no  ha  violado  aquel  Tratado  imponiendo  la  obligación  de 
afianzar  su  administración  al  Curador  nombrado  por  el  Consu- 
lado Brítái^te,  á  quien  se  permite  continuar  en  el  cai^o,  aun 
después  de  constar  la  calidad  de  los  herederos ;  no  se  hace  lu- 
gar á  la  revocación  del  auto  apelado. — Y  considerando  por 
otra  parte,  que  aunque  es  cierto  que  el  referido  Tratado  no  da 
derecho  al  señor  Fox  para  retener  el  cargo  en  virtud  de  su  nombra- 
miento, también  lo  es  que  ni  en  este  Tratado,  ni  en  la  Constitu- 
ción Nacional,  ni  en  las  leyes  del  Congreso  existe  cláusula  ó  pre- 
cepto que  se  oponga  á  que  continué  desempeñándolo  con  el  con- 
sentimiento de  los  Jueces  de  la  Testamentaría,  que  son  los  únicos 
casos  en  que  á  la  Suprema  Corte  le  correspondería  ejercer  su 
jurisdicción  como  Tribunal  de  apelaciones ;  por  este  ñindamento, 
tampoco  se  hace  lugar  á  la  declaratoria  pedida  por  el  señor  Pro- 
curador General.  Devuélvanse  satisfechas  que  sean  las  costas  y 
repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras — ^Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril — Francisco  Delgado — ^Jo- 
sé Barros  Pazos*-J.  Benjamín   Goros- 

TUGA. 
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Don  Rizerio  Molina,  en  tercería  esclnyente,  contra  Don  Guillermo 
Olivar,  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  con  Don  Manuel  Lima. 

Sumario : — 1^  Las  circunstancias  de  haber  uno  de  los  socios 
pedido  esperas  á  sus  acreedores,  de  haber  aquel  incluido  en  la 
nómina  de  sus  acreedores  particulares  la  de  los  acreedores  de  la 
sociedad,  dé  haber  estos  asistido  á  las  juntas  convocadas  por  el 
Juez  del  concurso,  de  hd)erse  dictado  en  el  curso  del  juicio  las 
providencias  relativas  para  fijar  la  responsabilidad  del  otro  socio 
respecto  á  las  deudas  sociales,  importan  el  concurso  de  la  so- 
ciedad. 

2o  La  Justicia  Provincial  es  la  única  competente  para  conocer 
en  las  causas  de  concurso. 

3^  Los  juicios  generales  atraen  al  Tribunal  donde  se  radican 
todos  los  pleitos  pendientes  ante  otros  Juzgados. 

4p  Iniciada  una  ejecución  ante  la  Justicia  Nacional  contra  una 
sociedad,  no  puede  seguirse  ante  la  misma  después  de  convocado 
el  concurso  de  aquella  ante  los  Tribunales  Provinciales. 

5<*  Los  procedimientos  ulteriores  de  dicha  ejecución  verificados 
por  la  Justicia  Nacional  deben  quedar  sin  efecto. 


En  24  de  Enero  de  1861,  en  la  ciudad  de  Mendoza,  el  clérigo 
D.  Rizerio  Molina  y  D.  Manuel  Lima  celebraron  el  siguiente 
contrato : 

l^  Yo  Manuel  Lima  confieso  haber  recibido  del  presbítero  Mo- 
lina 5000  pesos  en  la  forma  y  artículos  siguientes :  4121  pesos 
3  reales  contenidos  en  los  inventarios  hechos  por  José  Galigniana 
en  la  ejecución  de  Alfonso  Bernal  contra  mi,  en  los  que  no  hay 
mas  especies  á  que  no  sea  responsable,  según  su  tasación  y 
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• 

quebranto,  que  las  contenidas  en  ocho  partidas  signadas  con  nna 
eruz  y  qne  todas  ellas  componen  80  pesos  2  reales,  debiendo 
advertir  que  las  39  cuadras  de  terreno  que  llevan  el  precio  de 
48  pesos  una  bajan  del  inventario  49  pesos  en  todas,  y  las  demás 
especies,  excepto  la  huerta  de  árboles  y  animales  de  toda  especie 
llevan  un  quebranto  de  150;0de  su  lazacion,  de  cuyos  quebran- 
tos y  deducción  de  los  ocho  artículos  signados,  resulta  el  dé6cit 
áe  481  pesos  21/2  reales,  quedando  por  consiguiente  esta  suma 
en  4121  pesos  3  reales.  —  Recibí  ademas  un  potrero  de  seis 
euadras  y  pico  en  288  pesos,  y  590  pesos  5  reales  en  dinero  efecti- 
vo moneda  usual  y  corriente,  cuyas  partidas  todas  componen  los 
5000  pesos  que  dejo  espresados,  los  mismos  que  soy  obligado  á 
administrar  bajo  mi  responsabilidad  y  á  partir  de  las  utilidades  por 
el  término  de  tres  anos. 

^  La  administración  forzosa  de  los  tres  anos  solo  se  entiende 
de  4000  pesos,  siendo  yo  (Lima)  obligado  á  entregar  los  1000  pe- 
sos restantes  á  los  cuatro  meses  de  la  fecha,  que  vencen  el  2i  de 
Hayo  de  este  año ;  si  asi  no  lo  hiciere  abonará  la  casa  el  interés, 
que  sin  pasar  del  2  0/0  mensual,  exigiere  el  acreedor,  ya  sea  el 
Sr.  Molina  ó  aquel  á  quien  sus  derechos  ceda. 

3^  Molina  es  obligado  á  desempeñar  á  Lima  en  la  parte  inte- 
lectual del  negocio,  siempre  que  lo  exiga,  mas  no  en  la  material 
y  mecánica. 

4^^  Lima  no  podrá  enagenar  parte  alguna  de  los  bienjes  raices 
que  le  han  sido  entregados  sin  consentimiento  por  escrito  de 
Molina. 

&^  Lima  se  obliga  á  entregar  el  capital  y  la  mitad  de  las  utili- 
dades al  vencimiento  de  este  contrato  y  así  mismo  á  dar  balance 
siempre  que  el  socio  ó  su  apoderado  lo  exiga,  no  siendo  antes  de 
cuatro  meses  ó  habiendo  estos  mediado  entre  el  pasado  y  el  que 
se  exiga. 

&*  Molina  no  podrá  exigir  sobre  los  1000  pesos  entregados  á 
los  cuatro  meses  parte  alguna  del  capital  hasta  al  vencimiento  de 
está  contrata. 

7^  Ambos  contratantes  deben  dar  fiador  mancomunado  siempre 
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que  alguno  de  ellos  lo  eiiga,  bajo  la  pena  de  separarse  del  con- 
trato si  no  se  hiciese. 

0 

8°  Lima  $e  obliga  á  no  hacer  por  separado  negocio  alguno  con 
los  bienes  de  su  esposa  que  administra  ó  de  su  propiedad,  de- 
biendo introducir  el  capital  entregado,  con  previa  especificación 
y  aviso  á  su  socio,  para  no  confundir  con  lo  de  éste,  nopudiendo 
deducir  de  lo  que  introduzca  sino  lo  necesario  é  indispensable 
para  los  gastos  de  su  familia  hasta  al  vencimiento  de  este  com- 
promiso, sin  que  por  esto  pueda  alegar  mas  derecho  á  las  utili- 
dades del  negocio  ;  pero  este  se  entiende  de  aquello  que  no  le  sea 
necesario  disponer  para  cubrir  créditos  anteriores  á  esta  contrata 
y  sobre  todo  para  salvar  cualquier  compromiso  que  le  sobreviniese 
á  su  compadre  Sotomayor  por  la  fianza  de  saneamiento  que  le 
prestó  en  el  remate  de  sus  bienes,  d 

Durante  el  término  de  este  contrato,  en  8  de  Enero  de  1863, 
Lima  hizo  con  D.  Guillermo  Olivar,  de  nación  Italiana,  un  con- 
trato del  siguiente  tenor  : 

«  He  vendido  á  D.  Guillermo  Olivar  200  fanegas  de  trigo  de 
buena  calidad  y  me  comprometo  á  ponérselas  ya  en  los  molinos 
de  Pando,  concidos  con  el  nombre  dePalmira,yaen  losde  Ger- 
mán Gorvalan,  según  lo  que  él  disponga,  y  todo  en  el  mes  de 
Marzo  próximo  y  á  mi  costa.  Me  lo  pagó  á  un  peso  por  fanega.  Me 
entregó  al  contado  100  pesos,  y  los  otros  100  pesos  restantes  en 
vino  á  razón  de  2  pesos  arroba  por  el  cual  me  dio  una  orden  para 
que  me  sea  entregíido  en  la  Cruz  de  Piedra^  en  la  bodega  de 
D.  Alberto  Ozamis,  de  una  clase  que  he  probado  y  que  ha  sido 
de  mi  satisfacción.  En  caso  que  falte  á  mi  compromiso  abonaré 
todos  los  daños  y  perjuicios  á  cuyo  efecto  obligo  mis  bienes,  &&. 

«  Manxiél  Lima  ». 

Lima  no  compiló  ese  contrato,  y  Olivar,  pré>io  el  reconoci- 
miento judicial  de  la  firma,  entabló  contra  aquel  un  juicio  ejecu- 
tivo, á  consecuencia  del  cual  fueron  embargadas  dos  fincas  com- 
prendidas en  el  contrato  de  24  de  Enero  de  1861 ,  celebrado  entre 
Lima  y  el  presbítero  Molina. 

Trabado  dicbo  embargo^  este  dedujo  una  tercería  de  oposición 
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escinyente,  alegando  que  las  dos  fincas  secuestradas  eran  de  sa 
esclusivo  dominio. 

Acompañó  una  carta  qne  desde  San  Lnis  le  escribió  Lima  en 
5  de  Febrero  de  1864,  diciendo  que  sentia  haberle  dado  motivos 
de  disgusto,  y  que  estos  eran  debidos  solo  á  las  circunstancias 
en  que  se  encontraba;  que  sin  embargo  apenas  haría  ciertos  co- 
bros regresaría,  para  hacer  el  arreglo  del  contrato,  agregando  que 
si  con  su  demora  prejudicaba  al  Sr.  Molina,  podia  hacer  uso  de  lo 
que  estaba  vigente,  seguro  de  que  al  recibirse  de  ello  lo  haría 
por  inventarío. 

Acompañó  también  una  acta  de  8  de  Abríl  de  i  864  detallando 
los  objetos  de  los  que  el  Sr.  Molina  había  tomado  posesión  con 
intervención  del  Comisario  del  departamento,  asociado  á  dos 
vecinos  que  al  efecto  fueron  nombrados  por  el  Subdelegado  de 
Alto  Verde^  pertenecientes  al  establecimiento  administrado  por 
Lima ;  y  el  nombramiento  de  D.  Isaac  Estrella  hecho  por  Lima  y 
Molina,  y  aprobado  por  el  Subdelegado  de  Mundo  Nuevo  para 
que  en  calidad  de  arbitro  arbitrador  y  amigable  componedor  li- 
quide las  cuentas  pendientes  entre  aquellos,  cuyo  arbitro  en  16  de 
Enero  de  1865  resolvió  :  1"*  que  Lima  debia  á  Molina  por  todo 
cargo  la  suma  de  2200  pesos ;  y  2<>  que  aquel  firmase  á  favor  de 
Molina  el  documento,  acreditando  esta  deuda  con  la  fecha  del 
documento  de  que  procedía  la  misma. 

Con  estos  antecedentes  v  con  el  contrato  de  24  de  Enero  de 
1861 ,  interpuso  la  mencionada  tercería,  de  oposición  escluyente 
ante  el  Juez  Federal  de  Mendoza,  que  conocia  del  juicio  ejecutivo, 
diciendo  que  la  misma  sociedad  que  se  pretendió  existente  entre 
él  y  Lima  garantía  las  fincas  embargadas  de  todo  género  de 
gravamen,  puesto  que  en  el  contrato  de  su  referencia  se  habia 
estipulado  que  Lima  respondiese  esclusivamente  del  capital  desde 
que  él  no  habia  introducido  sino  su  industría ;  que  no  se  le 
habia  dado  la  propiedad  de  las  fincas  en  calidad  de  capital, 
sino  el  usufruto  de  ellas,  no  pudiéndolas  enagenar  sin  el  consenti- 
miento de  Molina,  dado  por  escríto ;  que  no  constaba  haber  sido 
autorizado  Lima  para  agregar  á  su  firma  la  cláusula,  y  CompáñÁ4i, 
y  que  no  podia  Molina  quedar  con^>romelidOf  aun  dada  aquella 
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antorízaciOB,  desde  que  á  eso  obstaba  su  carácter  de  eclesiástico, 
art,  8  Gdd.  de  Com. ;  que  el  compromiso  de  24  de  Enero  de 
4861  se  venció  en  24  de  Enero  de  i 864,  y  tres  meses  despu- 
és concluyó  definitivamente  entregándosele  las  fincas,  siendo 
esa  entrega  muy  anterior  al  embargo  trabado  por  Olivar,  cuya 
circunstancia  unida  á  la  otra,  de  haberse  deslindado  por  sentencia 
arbitral  las  obligaciones  recíprocas  de  Molina  y  Lima,  hacia  in- 
cuestionable el  derecho  de  Molina  en  la  tercería  esclnyente 
que  interponia. 

Conferido  traslado,  contestó  Olivar  que  debia  rechazarse  la 
pretensión  del  clérigo  Molina,  pues  por  el  art.  390,  inc.  2,  G. 
de  Com.  un  socio  no  puede  entablar  tercería  escluyente  respecto 
de  los  bienes  introducidos  en  la  sociedad  para  ser  preferido  á 
los  acreedores  en  los  créditos  contraidos  con  el  socio  gerente ; 
y  por  el  art.  429  el  capital  puesto  en  la  compañía  por  el  socio 
comanditario  es  responsable  á  las  pérdidas  de  la  negociación* 

Los  documentos,  dijo  Olivar,  que  ha  presentado  el  &r.  Mo- 
lina justifican  la  existencia  de  la  compañía  y  ponen  en  claro  el 
procedimiento  empleado  para  sustraer  sus  bienes  de  la  respon- 
sabilidad que  los  afecta.  Se  posesionó  de  ellos  sin  inventarío 
alguno,  y  recien  después  de  tres  meses  solicitó  la  intervención 
del  Subdelegado  para  hacerlo  á  su  placer,  sin  que  nadie  hubiese 
representado  á  su  socio  ausente.  El  hecho  de  que  Molina  se 
apoderó  de  su  propia  autoridad  de  los  bienes  antes  de  las  di- 
ligencias de  que  trata  el  acta  adjunta  al  escrito  en  traslado,  es 
notorio  en  el  pueblo ;  y  esa  detención  clandestina  lo  condena 
al  pago  de  mi  acreencia,  no  solo  con  las  fincas  puestas  en  so- 
ciedad, sino  también  con  sus  bienes  particulares  en  virtud  de 
lo  dispuesto  por  el  art.  430  del  Cód. ;  debiéndose  advertir  que 
ha  enagenado  bienes  muebles  y  semovientes,  asi  como  las  fin- 
cas mas  valiosas  puestas  en  sociedad  sin  cubrir  las  deudas  so- 
ciales ;  y  que  cobra  lo  activo  sin  incluir  en  lo  que  él  llama 
inventario  los  libros  ni  los  demás  papeles  de  la  casa,  para  hacer 
desaparecer  la  prueba  de  la  existencia  de  la  sociedad  que  le 
responsabiliza* 

Aparte  de  esto,  los  actos  del  Subdelegado  son  nulos  por  ffldta 
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de  jurisdicción,  siendo  priTativo  del  Juzgado  de  Comercio  el 
conocimiento  de  semejantes  asuntos  judiciales. 

Tampoco  tiene  valor  el  acta  del  Juez  Arbitro,  pues  su  nom- 
bramiento no  se  ha  hecho  por  esóritura  pública,  ni  aquel  juró 
el  cargo  ante  autoridad  competente,  ni  Lima  ha  convenido  en 
lo  que  espresa  esa  acta,  ni  finalmente  puede  afectar  á  mi  parte 
desde  que  no  he  intervenido  en  ese  compromiso  que  no  pudo 
formarse  entre  los  socios  sin  liquidar  antes  el  negocio  y  abo- 
nar las  deudas. 

La  conclusión  del  contrato  desde  mas  de  un  año,  y  la  po- 
sesión de  los  bienes  tomada  por  Molina  no  estingue  la  responsa- 
bilidad de  la  ca^a  para  con  sus  acreedores,  según  el  art.  465 
del  Gód.  de  Comercio. 

Es  verdad  que  como  clérigo  el  Sr.  Molina  no  puede  ejercer 
materialmente  el  comercio,  pero  le  es  permitido  por  el  art.  28 
del  Cód.  dar  dinero  á  interés  y  ser  accionista  en  cualquier  ne- 
gocio mercantil. 

Alega  no  haber  autorizado  á  Lima  para  agregar  la  cláusula, 
y  Compañía,  á  su  nombre,  pero  esto  no  lo  exime  de  la  res- 
ponsabilidad que  le  trae  la  obligación  contraida  por  su  socio 
gerente,  según  lo  resuelvan  las  disposiciones  de  los  articu*^ 
los  395,  inc.  3,  401,  inc.  8  y  437  del  Cód.  de  Comercio. 

Finalmente  lo  dispuesto  por  los  artículos  390,  429  y  438 
del  dicho  Código  demuestra  que  las  fincas  sociales  responden 
de  las  pérdidas  de  la  Compañía ;  asi  como  lo  demuestra  el  art.  i^ 
del  contrato  en  que  el  socio  comanditario  avalúa  esas  fincas  y  re- 
baja de  su  importe  un  tanto  por  ciento  con  el  fin  de  que  ese  capi- 
tal y  no  otro  fuera  el  que  respondiese  á  los  resultados  del 
negocio. 

Guillermo  Olivar. 

El  Juez  recibió  la  causa  á  prueba ;  exigió  á  Molina  la  de^ 
dominio  que  alegaba  sobre  las  fincas  embargadas ;  al  ejecutante 
la  de  la  responsabilidad  de  las  mismas  á  los  resultados  de  la 
sociedad;  y  mandó  agregar  copia  del  documento  reconocido 
por  Lima  y  que  fundaba  la  ejecución  de  OUvar« 
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PRUEBAS  I>£L  EJECUTANTE. 

I.  A  petición  de  Olivar,  el  tercer  opositor  absolvió  las  si- 
guientes posiciones. 

Dijo :  1°  ser  falso  que  cuando  Lima  le  escribid  de  San  Luis 
en  5  de  Febrero  de  1864  haya  estado  ya  en  posesión  de  los 
bienes  dé  la  sociedad. 

^  Ser  falso  que  haya  tomado  esa  posesión  sin  intervención 
de  la  autoridad. 

« 

3^  Ser  falso  que  haya  estado  ya  en  dicha  posesión  cuando  la 
Comisión  practicó  el  reconocimiento  de  los  bienes  sociales. 

4^  Ser  cierto  que  recibió  los  bienes  con  el  inventario  que 
obra  en  autos. 

5^  Ser  cierto  que  después  de  recibidos  dichos  bienes  vendió 
una  de  las  fincas^  tres  carretas,  un  carro  y  otras  cosas  que  no 
recuerda. 

6^  Ser  cierto  que  hizo  esas  ventas  sin  intervención  de  la  au- 
toridad. 

1^  Ser  cierto  que  Olivar  fué  un  dia  á  Mmido  Nuevo,  donde 
residía  el  absolvente  y  le  preseiító  una  orden  de  la  autoritad 
local  para  comparecer  á  contestar  una  demanda  interpuesta  con- 
tra Lima  y  C» ;  y  que  el  absolvente  contestó  que  no  tenia  ni- 
gun  compromiso  con  Lima  para  responder  por  lo  que  se  cobraba 
á  este,  y  que  en  esta  virtud  dio  á  Qlivar  un  certificado  á  que 
se  hace  referencia  en  la  pregunta. 

8^  Ser  cierto  que  las  dos  fincas  embargadas  son  las  mismas 
de  que  habla  el  art.  i^  del  contrato  que  introdujo  por  su  parte 
como  capital. 

El  señor  Molina  pidió  la  supresión  de  las  palabras  social  y 
sociales  en  esta  declaración.  No  se  hizo  lugar  á  la  petición,  pero 
se  consignó  en  el  acia  el  reclamo. 

IL  El  señor  Olivar  presentó  el  certificado  mencionado  en  la 
7*  pregunta,  por  el  cual  el  señor  Molina  aseguraba  no  haber 
tenido  jamas  negocio  en  compañía  con  Lima. 
IIL  Presentó  un  número  del  Constilucional  del  Rosario,  en 


63         FALLOS  DE  LA  SUPREXA  GORTI 

el  que  el  señor  Molina  publicó  un  auto  del  Juez  de  Letras,  cuya 
copia  existe  entre  las  pruebas  de  este,  diciendo  que  dicho  auto 
ñié  pronunciado  en  la  cesión  de  bienes  que  hizo  Lima  con  re-* 
ferencia  á  si  los  bienes  que  este  administraba  cuando  tuvo  socie- 
dad con  él  debian  hacer  parte  de  aquella. 

rv.  Pidió  que  el  Escribano  de  Gobierno  y  Hacienda  certi* 
ficase  si  en  las  dos  actas  levantadas  en  el  juicio  de  esperas,  pro- 
movido por  Lima,  hizo  presente  que  no  pasaba  por  lo  que  allí 
se  hacia  en  razón  á  que  tenia  entablada  demanda  contra  Lima 
y  Molina  ante  el  Juzgado  de  Sección  ;  y  que  se  oficiase  al 
Juez  de  Letras  para  remitir  copia  de  dichas  dos  actas. 

El  Escribano  certificó  que  lo  espresado  por  Olivar  se  con- 
signó solo  en  la  primera  acta,  sin  embargo  de  haber  espuesto 
lo  mismo  en  la  segunda  reunión  de  acreedores. 

Se  agregó  copia  de  las  dos  actas.  En  la  primera  resulta  exacto 
lo  espuesto  por  Olivar ;  no  así  en  la  segunda,  en  donde  aparece 
Olivar  nombrado  por  los  acreedores  para  correr  con  las  dili- 
gencias del  incidente  promovido  sobre  si  Molina  era  ó  no  socio 

de  Lima. 

V.  Pidió  y  obtuvo  un  informe  del  ex-subdelegado  de  Junin 
D.  José  Luis  Marcó,  quien  refiere :  que  en  Marzo  de  1864  el 
presbítero  Molina  solicitó  del  informante  le  pusiera  en  posesión 
legal  de  todos  los  intereses  que  estuvieron  bajo  la  administra- 
ción de  Lima,  cuya  posesión  legal  tenia  ya  de  su  autoridad, 
según  su  tácita  confesión  ;  que  á  esa  solicitud  no  se  hizo  lugar 
porque  dichos  intereses  estaban  afectados  á  un  juicio  pendiente 
ante  el  Juzgado  de  Letras,  porque  Molina  habia  tomado  ya  po- 
sesión de  ellos  y  dispuesto  de  algunos,  y  porque  estaba  ausente 
la  parte  contraria :  que  entonces  Molina  pidió  que  para  evitar 
peijuicio  y  responsabilidades  ulteriores  se  comisionara  al  Comi- 
sario del  departamento  y  á  dos  vecinos  para  inspeccionar  el 
estado  ruinoso  de  las  casas,  y  levantar  un  breve  inventario  de 
los  enseres  de  ellas ;  que  á  esto  se  hizo  lugar,  y  se  entregaron 
las  actuaciones  de  su  referencia  á  Molina. 

VI.  Presentó  el  siguiente  interrogatorio : 
lo  Por  el  conocimiento  de  las  partes,  &. 
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9p  ¿  Si  Molina  se  posesionó  de  propia  autoridad  de  los  bienes 
que  giraba  en  sociedad  Lima  en  el  Mundo  Nuevo^  en  circunstan- 
cia que  éste  estaba  en  San  Luis  ? 

3<^¿  Si  Molina  se  posesionó  de  ellas  antes  de  Febrero  de  1864 
sin  intervención  de  niguna  autoridad? 

i^  ¿  Sí  recien  á  los  tres  meses  de  haber  tomado  posesión,  se 
hizo  inventario  por  una  Comisión  nombrada  por  el  Subdelegado 
de  aquel  lugar? 

5<>  ¿  Si  aquellos  bienes  sociales  son  los  que  hoy  están  embar- 
gados en  el  juicio  contra  Lima  y  C^  de  caballos,  muebles  y 
otras  especies  que  había  en  la  casa  de  negocio  ? 

&^  I  Si  Molina  se  posesionó  también  de  los  libros  y  papeles 
que  llevaba  Lima  cuando  estuvo  al  frente  de  la  casa? 

De  los  testigos  que  presentó  Olivar,  algunos  fueron  examina- 
dos por  un  Subdelegado  fuera  del  Municipio  de  la  ciudad,  y 
uno  por  el  Juez  de  Sección. 

Aquellos  en  sus  declaraciones  no  espresaron  qué  edad  te- 
nían ;  á  la  1^  pregunta  respondieron  tener  conocimiento  de  las 
partes  y  de  la  causa,  y  que  no  los  comprendian  las  generales 
de  la  ley. 

Dichos  testigos  son  los  siguientes : 

Guillermo  Cano.  Respondió  á  la  2^  pregunta  que  le  consta 
por  habérselo  dicho  Molina ;  á  la  3^,  que  no  recuerda  el  mes, 
pero  que  fué  en  el  verano  de  1864 ;  á  la  4^,  que  lo  ha  oído 
decir  ;  á  la  5^,  que  le  consta  que  Molina  se  posesionó  de  la 
finca  y  carretas,  ignorando  de  otras  cosas  ;  á  la  6^,  que  no 
sabe. 

Guillermo  Abraan  Cano.  Respondió  á  la  2^  pregunta  que  le 
consta ;  á  la  3^,  que  le  consta  pero  no  recuerda  con  preci- 
sión el  mes ;  á  la  4^,  que  lo  sabe  por  habérselo  dicho  el  Co-* 
misario  interino  Gumesindo  Gavióla ;  á  la  5^,  que  le  consta ;  á 
la  6^,  que  se  lo  oyó  al  mismo  Molina. 

Adolfo  Rivarola.  Respondió  á  la  2^  pregunta  que  le  consta 
la  toma  de  posesión  en  ausencia  de  Lima,  pero  no  sabe  como 
fué ;  á  las  3^,  4^  y  5^,  que  lo  ignora ;  á  la  6^,  que  lo  ha  oido 
decir. 
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Adolfo  Rivarola.  Este  testigo  parece  por  la  letra  y  firma  ser 
el  mismo,  que  el  anterior.  A  todas  las  preguntas  respondió  que 
las  ignoraba. 

Lindor  Cuitiño.  Respondió  á  las  2^,  3^,  4^  y  5*,  que  le  cons- 
ta ;  á  la  6»,  que  lo  ignora. 

Hipólito  Paralía,  Respondió  á  la  2^  que  le  consta,  á  la  3*, 
que  lo  ignora ;  á  la  4*,  que  le  consta,  pero  no  recuerda  la  fe- 
cha ;  á  la  5*,  que  le  consta ;  á  la  6»,  que  lo  ignora. 

Santos  Gavura.  Respondió  á  la  2*  que  le  consta ;  á  la  3*, 
que  no  recuerda  la  fecha,  ni  sabe  si  intervino  ó  no  la  au- 
toridad ;  á  la  4*,  que  ya  estaba  en  posesión  cuando  llega- 
ron al  establecimento  el  Comisario  Orrego,  José  Molina  é  Isaac 
Estrella ;  á  la  4*^,  que  le  consta ;  á  la  6^,  que  lo  ignora. 

Domingo  Carrasco.  Respondió  á  la  2^  que  le  consta ;  á  la 
3*  y  á  la  4*,  que  le  consta,  no  recordando  la  fecha ;  á  la  5*, 
que  le  consta;  á  la  6*,  que  le  consta,  pues  cuando  el  declarante 
entró  á  administrar  esos  bienes,  el  señor  Molina  para  salvar 
algunas  deudas  le  mostró  dos  libros  de  comercio  y  le  dijo : 
no  tenga  Vd.  dudas;  vea  Vd.,  estos  son  los  libros  de  la  casa 
que  ha  llevado  Lima,  y  yo  tengo  en  mi  poder  todos  los  papeles^ 
y  el  declarante  vio  efectivamente  que  eran  libros  de  cuentas, 
de  pagos  á  dependientes,  &,  es  decir  libros  de  entradas  y 
salidas. 

Gumesindo  Gavióla.  Respondió  á  la  ^  que  no  sabe,  pero 
que  ya  habitaba  la  casa ;  á  la  3*^,  que  estando  ya  Molina  en 
posesión  le  fué  ordenado  al  declarante  por  su  superior  de  po- 
ner á  aquel  en  posesión  de  la  casa,  en  cuyo  acto  levantaron  in- 
ventario con  J.  Molina  é  Isaac  Estrella;  á  la  4^,  que  no  re- 
cuerda ;  á  la  5^,  que  le  consta,  pero  no  recuerda  de  los  ar- 
tículos de  negocio,  y  tiene  idea  que  estos  no  se  inventariaron 
porque  Molina  ya  los  habia  puesto  en  venta  á  comisión  en  la 
casa  de  negocio  de  Genaro  Gonsales ;  á  la  6»,  que   lo  ignora. 

José  Villulon.  Respondió  á  la  2*  que  le  consta ;  á  la  3»,  que 
Molina  le  dijo  una  vez  que  estaba  en  posesión  por  la  autoridad, 
pero  que  no  recuerda  la  fecha ;  á  la  4^  que  lo  ignora,  á  la  5*, 
que  lo  sabe ;  á  la  6^,  que  lo  ignora. 
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£1  testigo  que  declaró  ante  el  Juez  de  Sección  fué : 
Genaro  González^  de  mas  de  50  años  de  edad.  Respondió  á 
la  1^  pregunta  que  conoce  las  partes  y  la  causa,  y  no  le  com- 
prenden las  generales  de  la  ley ;  á  la  2^,  que  le  consta  ;  á 
la  3*,  que  no  recuerda  si  fué  en  Febrero  ó  Marzo  de  1864 ; 
á  la  4^,  que  el  inventario  se  tomó  por  Isaac  Estrella,  el  Co- 
misario Gavióla  y  Juan  Molina ;  á  la  5^,  que  lo  ha  oido  á  los 
socios ;  á  la  6^,  que  los  libros  fueron  tomados  por  el  clérigo 
Molina,  con  inclusión  de  uno  que  llevaba  el  declarante  en  la 
la  casa  de  negocio. 

PRUEBAS  DEL  TERCER  OPOSITOR. 

I.  El  señor  Molina  presentó  una  copia  del  siguiente  auto  del 
Juez  de  Letras. 

«  Julio  20  de  1865.— Y  visto  :  Haciendo  pesar  el  artículo  !• 
del  contrato  celebrado  entre  el  presbítero  Molina  y  D.  Manuel 
Lima,  únicamente  sobre  este  la  responsabilidad  del  capital,  y 
trayendo  la  prohibición  de  enagenar  los  bienes  raices  contenidos 
en  el  art,  4^,  anexa  la  de  gravarlos  según  la  ley  10,  tit.  33, 
part.  7^ ;  se  declara  que  los  espresados  bienes  están  libres  de 
los  compromisos  contraidos  por  Lima  >  • 

Pidió  se  solicitara  informe  al  Juez  de  Letras  sobre  si  dictó 
dicho  auto  en  la  cesión  de  bienes  que  hizo  Lima,  y  aquel  espi- 
dió afirmativamente  su  informe. 

IL  A  petición  de  Molina,  el  ejecutante  D.  Manuel  Lima  con- 
testando á  las  preguntas  del  interrogatorio  de  aquel,  dijo :  que 
esponiendo  á  D.  Rudecindo  Ponce  el  contenido  de  su  contrata, 
y  preguntándole  como  debia  firmar  sus  compromisos,  le  con- 
testó Lima  y  Compañía  ;  que  no  recuerda  le  haya  preguntado 
al  presbítero  Molina  y  este  le  contestara  que  no  firmase  asi, 
pues  á  haberlo  hecho,  no  lo  habría  preguntado  á  Ponce ;  que 
es  falso  que  los  escritos  que  ha  presentado  en  el  juicio  con  Oli^ 
var  se  los  había  dado  este  ó  D.  Cruz  Centeno  en  borrador  ó  hechos 
ya  para  firmarlos ;  que  es  falso  que  estos  señores  le  hayan  diri- 
gido en  este  asunto,  ni  en  el  que  tiene  en  el  Juzgado  de  Pro- 
vincia ;  y  lo  único  que  Olivar  y  otros  acreedores  le  han  dicho, 
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es  que  si  al  terminar  del  pleito,  el  declarante  les  resultaba  de- 
biendo algo,  no  le  cobrarían. 

III.  El  señor  Molina  presentó  los  títulos  de  propiedad  de 
las  fincas  embargadas. 

Presentadas  las  pruebas,  el  señor  Molina  pidió  se  declararan 
nulas  la  producidas  por  Olivar:  1^  porque  habiéndose  admitido 
el  interrogatorio ,  de  testigos  el  11  de  Agosto  de  1865,  apare- 
cen examinados  en  Junin  seis  testigos  el  dia  12,  y  cuatro  el  dia 
14,  con  infracción  de  lo  dispuesto  por  el  art.  120  de  la  ley  de 
procedimientos,  que  exige  se  tenga  por  tres  dias  en  la  Secreta- 
ría la  lista  de  los  testigos,  con  especificación  de  su  domicilio  y 
profesión ; 

2^  Porque  no  fueron  dichos  testigos  interrogados  con  arreglo 
al  art.  127  de  la  misma  ley  ; 

3°  Porque  el  dia  12  se  le  notificó  el  decreto  del  11,  y  por  lo 
tanto  seis  testigos  fueron  examinados  sin  su  citación,  siendo 
nulas  sus  declaraciones  con  arreglo  á  la  L.  23,  tít  16,  part.  S^ ; 

4^  Porque  tampoco  puede  considerársele  citado  para  el  14  en 
que  fueron  examinados  los  cuatro  restantes,  desde  que  por  pro* 
videncia  judicial  se  le  mandó  comparecer  ante  el  Juzgado  para 
el  mismo  dia  14; 

5^  Porque  ninguno  de  los  testigos  da  razón  de  su  dicho; 

Q^  Porque  deponen  un  hecho  notoriamente  falso.  En  efecto 
la  contrata  terminó  el  24  de  Enero  de  1864. — Lima  por  su  carta 
le  facultó  con  fecha  5  de  Febrero  para  tomar  posesión^  y  esta  tuvo 
lugar  el  8  de  Abril; 

7^  Porque  casi  todos  los  testigos  se  contradicen.  En  efecto 
Guillermo  Gano  en  la  3^  pregunta  dice  que  lo  sabe  no  recordando 
la  fecha,  y  en  la  4^  que  lo  sabe  de  oidas. — A.  Cano  asegura  que 
le  consta  y  después  dice  que  lo  sabe  por  habérselo  dicho  el 
comisario  Gavióla. — Peralta  que  no  sabe  y  luego  que  sí  sabe 
ignorando  la  fecha. — Guevara  que  no  recuerda  la  fecha  ni  sabe  si 
tomó  posesión  con  intervención  de  autoridad,  y  después  dice  que 
ya  estaba  en  posesión  cuando  vino  la  comisión  á  dárs3la,  asegu- 
rando que  el  comisario  Orrego  era  uno  de  los  que  la  compongan, 
cuando  consta  que  el  comisario  era  Gavióla; 
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.  8°  Porque  el  te&tigo  González  no  ha  declarado  por  el  inter^ 
rogatorio ;  no  se  ha  designado  el  lugar  para  tomarle  la  declara- 
ción, ni  ha  sido  citado  Molina; 

9^  Porque  el  juez  comisionado  ha  estado  tomando  lasdecla- 
raciones,  antes  que  esa  comisión  le  fuese  notiflcada  á  Molina,  y 
por  consiguiente  antes  que  fuese  notificada  al  mismo  juez,  desde 
que  la  notificación  al  comisionado  debe  ser  posterior  á  la  que  se 
hace  á  las  partes; 

10.  Porque  el  testigo  Marcó  ha  declarado  por  medio  de  una 
carta  con  infracción  á  lo  dispuesto  por  el  art  139  de  la  ley  de 
procedimientos  y  por  la  ley  31,  tit.  16,  part.3^. 

Olivar  contestó  que  no  era  la  oportunidad  de  oponer  tachas  i 
los  testigos  ni  de  pedir  la  nulidad  de  sus  declaraciones. 

Que  presentó  su  lista  de  testigos  dentro  del  término,  y  Molina 
pudo  verla  y  pedir  prórroga  si  queria  hacer  reparos.  Los  tres  dias 
fijados  por  el  art.  i  20  no  se  refieren  al  caso  de  examinarse  los 
testigos  fuera  del  municipio,  para  cuyo  caso  la  ley  no  establece 
la  nulidad.  *    ^ 

Que  el  auto  confiriendo  comisión  al  subdelegado  de  Junin  fué 
notificado  antes  de  la  recepción  de  las  declaraciones,  y  la  notifi- 
cación previa  importa  la  citación. 

Que  si  Molina  no  pudo  ir  el  14  á  Junin  por  haber  sido  llamado 
por  el  Juzgado  en  ese  dia  á  reconocer  un  documento,  pudo  man- 
dar á  un  apoderado  según  h»  prescribe  el  art.  139,  part.  2». 

Que  el  ex-subdelegado  Marcó  es  calificado  como  juez  por  el 
reglamento  de  justicia  provincial,  y  en  tal  concepto  pudo  testi- 
ficar por  medio  de  informe,  como  lo  hizo. 

Que  no  hay  contradicción  en  las  declaraciones,  y  la  omisión  de 
la  razón  del  dicho  no  afecta  la  validez  de  las  declaraciones  según 
laley26,tit.  16,  Part.  3^ 

El  Juez  de  Sección  declaró  importuna  la  petición  del  clérigo 
Molina,  reservándose  apreciarlas  observaciones  espuestas  por  él 
al  dictar  el  fallo  definitivo. 

Las  partes  presentaron  entonces  sus  alegatos  sobre  el  mérito  de 
la  prueba  producida,  y  se  dictó  el  siguiente : 
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Fiillo  del  JFiies  Secctoniil» 

Mendoza^  Octubre  31  de  1865; 

f  Vistos : — El  presbítero  Don  Rizerip  Molina,  natural  de  Cata- 
f  marca,  entabla  tercería  escluyente  con  el  fin  de  rescatar  dos 

<  fincas  embargadas  por  consecuencia  de  un  juicio  ejecutivo  que 

<  sigue  ante  este  mismo  juzgado  Don  Guillermo  Olivar  (italiano), 

<  contra  Don  Manuel  Lima,  que  se  llama  socio  de  Molina,  con 

<  ocasión  de  la  contrata  que  corre  á  foja  1»  de  este  espediente. 
<  Se  funda  la  tercería  en  que  el  presbítero  Molina  alega .  que 

<  los  fundos  embargados  son  de  su  esclusiva  propiedad  y  que  no 
c  están  afectos  álos  resultados  de  los  negocios  de  Lima,  por  no 
€  ser  cierto  que  haya  existido  compañía  de  ninguna  clase  entre 

<  ambos  con  relaci<m  á  la  propiedad  de  sus  dos  fincas,  sind 

<  solamente  con  respecto  al  usufruto  de  ellas,  siendo  una  prueba 
€  inequívoca  de  esta  aserción  la  cláusula  cuarta  de  la  contrata 
c  que  prohibe  á  Lima  enagenar  dichas  fincas  sin  consentimiento 

<  de  Molina  dado  por  escrito.  Que  tampoco  ha  permitido  á 
€  Lima  agregar  á  su  firma  la  comprometedora  cláusula  de  y 
«  compañía^  y  por  último  el  carácter  eclesiástico  que  reviste  no 
€  le  permite  contraer  compromisos  sociales  según  el  articulo  S^ 
€  del  Código  de  Comercio. 

(  £1  ejecutante  responde :  que  no  puede  comprender  como 
«  un  socio  cual  lo  es  Molina  pueda  introducir  tercería  escluyente 
€  para  ser  preferido  á  los  acreedores  en  créditos  contraidos  por 
€  el  socio  gerente,  que  lo  es  Lima  (2^  parte  del  art.  390  del  Cód.) 

<  contra  el  argumento  que  hace  el  opositor  Molina  invocando  á 
c  Escriche  en  lá  pág.  1463  que  dice :  <  Si  uno  puso  tan  solo  su 
«  industria  ó  trabajo  y  el  otro  el  capital  «es  claro  que  se  hace 
f  común  la  ganancia  menos  el  capital  »,  el  ejecutante  contra- 
pone el  art.  429  del  Código  que  ordena  que  el  capital  puesto  en 
la  compañía  por  el  socio  comanditario  sea  responsable  á  las  pér- 
didas de  la  compañía.  Mas  que  habiendo  Molina  despojado  á 

€  Lima  con  un  simulacro  de  inventario  mucho  antes  que  se  vencie- 
c  re  el  plazo  de  la  compañía,  los  bienes  propios  del  primero  están 
I  irremisiblemente  obligados  al  pago  de  la  deuda  del  ejecutante  en 
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X  consecuencia  del  art.  430  del  mismo  Código.  Que  esta  aseveráis 

c  cioh  tomara  mayor  fuerza  si  se  advierte  que  el  tercer  opositor  ha 

€  realizado  algunos  bienes  muebles  y  una  propiedad  raiz  de  la  so- 

<  ciedad  sin  previa  orden  judicial,  consentimiento  del  socio,  y  sin 
c  haber  allanado  las  deudas  de  la  compañía,  ni  haber  hecho  ningu* 

<  na  liquidación  que  pusiese  en  claro  el  resultado  del  negocio, 
f  Que  de  nada  sirve  á  Molina  el  compromiso  arbitral  que  cita, 
€  puesto  que  este  no  se  formalizó  con  arreglo  á  derecho,  ni  con 

<  intervención  de  los  acreedores  á  la  sociedad  por  la  razón  qué 
€  estos  debieron  intervenir  para  que  la  sentencia  arbitral  les 
«  pudiera  parar  perjuicio  por  ser  interesados  en  el  negocio. 

<  Finalmente  que  la  escusa  de  no  tener  autorización  Lima  para 
c  usar  la  firma  social  no  es  argumento  que  le  favorece,  ni  que  le 

<  salva  su  responsabilidad  por  la  circunstancia  de  que,  siendo 
€  Lima  el  socio  gerente,  su  solo  carácter  de  tal  le  permite 
c  emplear  dicha  firma  conforme  lo  decide  la  2^  parte  del  inc.  3^, 
€  art.  395,  8°  art.  401  y  437. 

€  En  cuanto  al  privilegio  que  invoca  Molina  de  su  orden 

<  sacerdotal,  no  lévale,  desde  que  el  art.  28  del  Código  le  per- 
f  mite  ser  accionista  en  cualquier  negocio  mercantil,  etc.  etc. 

«  Recibida  la  causa  á  prueba,  la  testimonial  arroja  bastante 

i  luz  en  cuanto  al  modo  como  el  presbítero  Molina  se  apoderó 

<  de  los  bienes  que  administraba  Lima,  notándose  en  las  posi- 
c  ciones  de  foja  22  ciertas  palabras  paladinas  por  las  que  Molina 
c  llama,  sociedad  á  la  administración  que  tuvo  de  sus  bienes 
€  Lima^  confesión  que  parece  corroborarse  en  varios  pasajes  de 
€  SUS  escritos,  y  mas  que  todo  en  la  prueba  documentada  que 
«  corre  en  autos. 

c  El  Juzgado  sin  dar  mucha  importancia  á  la  testimonial, 

<  escusa  abrir  juicio  sobre  la  nulidad  de  ella,  que  se  objeta  por 
«(  el  escrito  que  corre  á  foja  57  á  instancia  del  opositor,  y  no 
f  hace  mucho  caso  de  aquella,  porque  realmente  observa 
€  algunas  irregularidades  que  tienen  su  causa  en  la  precipitación 
f  de  la  deposición  de  los  testigos  en  la  Villa  de  Junin,  á  donde 
c  ciertamente  no  le  era  posible  asistir  el  presbítero  ó  mandar 
c  un  personero  por  no  habérsele  dado  el  tiempo  suficiente. 
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c  Cuando  la  prueba  documental  babla,  debe  callar  la  testi- 
moniaU  según  espresion  muy  feliz  y  oportuna  de  un  acreditado 
autor,  la  cual  se  funda  en  que  la  testimonial  está  hoy  muy 
desacreditada,  lo  que  hace  que  esta  sea  supletoria  de  aquella. 
c  El  Juzgado  para  resolver  tiene  presente  en  materia  de  prueba: 
1^  la  contrata  de  foja  1^  que  está  reconocida  judicialmente ; 
^  la  confesión  de  Molina  á  foja ...  absolviendo  la  5^y  8«  pre- 
gunta, y  la  de  Lima  que  se  encuentra  en  los  autos  ejecutivos, 
la  cual  reconoce  por  cierta  la  compañía ;  3^  el  aviso  puesto 
en  el  diario  á  foja  24  donde  se  advierten  las  siguientes  testuales 
palabras  cuando  tuvo  una  sociedad  conmigo;  i^  el  informe 
del  ex-subdelegado  ó  Juez  de  Paz  que  corre  agregado  al 
espediente  á  foja  Ai  ;  5^  la  que  suministran  los  mismos  escritos 
de  Molina,  y  6^  la  pieza  informe  que  corre  á  foja  ...  donde  se 
encuentra  la  anulación  completa  de  los  procedimientos  del 
Juez  de  1^  Instancia  de  la  provincia  por  la  Exma.  Cámara  de 
la  misma. 

€  El  punto  principal  de  la  cuestión  que  se  controvierte  está 
reducido  á  saber  si  hay  ó  no  compañía  entre  Lima  y  Molina 
por  consecuencia  de  la  contrata  de  foja  1*^. — Considero:  i^  Que 
h  hay,  porque  estando  al  tenor  literal  del  espresado  convenio, 
este  importa  una  verdadera  sociedad  en  comandita,  agrícola, 
especial,  común  ú  ordinaria,  mas  no  comercial  por  no  ser 
ninguno  de  los  socios  mercader  propiamente  dicho,  ni  haber 
hecho  constatar  que  lo  son  por  el  certificado  de  matricula  que 
han  podido  acompañar* — ^^  Esta  sociedad  regular  ú  ordinaria 
se  comprueba  por  la  contrata,  por  la  prueba  documental  y 
testimonial  que  se  ha  citado  mas  arriba  y  confesión  de  Molina, 
que  dice  qtte  la  citada  contrata  es  á  partir  del  usufruto  ó  mas 
claro  de  la  utilidad  del  negocio. — S^  Esta  sociedad  es  en 
comandita  por  haber  puesto  uno  el  capital  y  el  otro  su 
industria,  estipulando  que  las  utilidades  fuesen  partibles,  sin 
convenir  nada  respecto  á  las  pérdidas,  cuya  pmision  en  nada 
altera  la  naturaleza  del  contrato  aludido,  puesto  que  la  ley  7», 
tít.  1^,  part.  5^,  dispone  que  si  hubieren  estipulado  las  partes 
de  ganancia  sin  hacer  mención  de  las  de  pérdidas,  se  hará  la 
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distribución  de  estás  en  la  misma  proporción  que  la  de  aquella 
y  al  contrario,  de  modo  que  la  espresion  de  una  sirva  para  la 
otra  bajo  el  supuesto  que  la  igualdad  no  ha  de  ser  aritmética, 
sino  geométrica. — 4^  Que  por  consecuencia  de  esta  doctrina 
legal,  se  inflere  que  los  créditos  sociales  insolutos  antes  ó 
después  de  haber  espirado  la  sociedad  se  reputan  una  verdadera 
pérdida  para  esta ;  que  por  lo  tanto  el  valor  del  trigo  que  se 
cobra  por  el  ejecutante  debe  salir  del  caudal  comprometido, 
sino  hay  utilidades,  por  ser  aquel  responsable  á  las  obli- 
gaciones y  pérdidas  de  la  compañía  (art.  429). — 5^  Que  la  cita 
de  Escriche  en  que  se  apoya  el  opositor  no  dice  al  caso  que 
se  disputa,  pues  que  sea  común  la  ganancia  entre  los  socios, 
no  quita  que  si  esta  no  alcanza  á  saldar  las  deudas  sociales,  el 
capital  responde,  sin  tener  mas  privilegio  el  comanditario  que 
salvar  sus  bienes  propios  ó  no  comprometidos  á  las  resultas 
de  la  sociedad,  si  esta  se  disuelve  con  arreglo  á  derecho, — 6° 
Que  el  arj^umento  que  hace  el  tercer  opositor,  que  por  estar 
en  posesión  de  los  bienes  sociales  desde  un  año  atrás  que 
hace  á  que  concluyó  el  término  de  la  compañía,  no  es  respon. 
sable  á  los  créditos  de  esta,  no  tiene  razón  de  ser  legítima, 
porque  las  deudas  solo  espiran  por  los  medios  legales  que 
apuntan  las  leyes  y  duran  mientras  no  se  estingan  todas  las 
responsabilidades  sociales  (art.  465). — 7^  Que  el  acto  de  no 
haber  autorizado  espresamente  el  socio  comanditario  al  gerente 
para  usarla  razón  social  que  ha  usado  en  el  contrato  de  trigo, 
DO  es  la  carencia  de  esta  autorización  un  fundamento  racional 
para  anular,  ó  por  lo  menos  desvirtuar  la  responsabilidad  del 
primero,  por  cuanto  toda  habilitación  puede  formarse  con 
razón  social  ó  sin  ella  (art.  437),  pues  esta  no  es  fórmula 
esencial,  mucho  menos  cuando  el  art.  401  previene  que  existe 
sociedad  siempre  que  alguien  (^ercite  actos  de  sociedad. -^S^  Que 
la  prohibición  de  no  enagen^r  los  bienes  raices  el  gerente  sin 
permiso  escrito  d^  su  habilitador  no  importa  la  restricción  de 
poderlos  obligar  tácitamente  ó  ipso  jure  por  el  mismo  hecho 
de  haberse  comprometido  en  sociedad  dichos  bienes  para 
lucrar  con  ellos  con  sujeción  á  todas  sus  resultas  buenas  ó 


w 


FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


malas,  por  ser  esta  ana  condición  característica  de  toda  com^ 
paula,  y  que  á  no  ser  así,  es  muy  fácil  enriquecerse  entonces 
con  perjuicio  y  engaño  de  tercero,  lo  cual  prohibe  una  regla 
de, derecho,  ley  17,  tít.  34,  Part.  7». — 9®  Que  si  el  negocio  no 
ha  producido  utilidades  por  una  de*  tantas  causas  que  han 
sobrevenido,  no  es  culpa  de  un  tercero,  como  lo  es  el  ejecu-» 
tante,  que  viene  de  afuera  para  perder  su  crédito,  siendo  que 
hay  un  acervo  común  que  garantiza  su  compromiso,  y  que  el 
daño  que  el  habilitador  reciba  por  su  culpa  á  sí  mismo  se  debe 
imputar  (ley  22,  tít.  34,  Part.  7^).— 10.  Que  el  ajuste  de 
cuenta  entre  Molina  y  Lima,  por  el  cual  el  segundo  salió 
debiendo  al  primero  dos  mil  y  pico  de  pesos,  no  es  este  un 
crédito  capaz  de  poderse  oponer  al  del  ejecutante,  porque  él 
de  este  es  social,  y  aquel  no.  De  este  capítulo  se  colige  que 
mientras  la  sociedad  no  liquide  y  pague  las  deudas  propias, 
no  puede  ninguno  de  los  compañeros  echar  mano  de  ninguna 
cosa  social,  sin  quedará  derecho  con  tercero?,— y  11. Que  la 
escusa  que  invoca  el  presbítero  Molina  para  anular  su  com- 
promiso social,  por  ser  clérigo,  no  es  atendible  por  no  ser  la 
compañía  mercantil,  y  que  aunque  lo  fuera,  como  no  ha  hecho 
mas  que  poner  su  capital,  el  art.  28  le  permite  esto,  por  razón 
que  no  le  distrae  de  su  sagrado  ministerio. 

f  Atento  el  mérito  de  autos  y  los  fundamentos  espuestos, 
siendo  tan  deficiente  la  legislación  española  vigente  entre 
nosotros  sobre  compañías,  y  estando  permitido  al  juez  por  la 
ley  de  provincia  de  16  de  Noviembre  de  1853  y  á  mas 
por  las  reglas  generales  10  y  14  del  Código,  juzgar  por 
analogía.  Teniendo  presente  las  leyes  y  artículos  del  Código 
citados  en  los  considerandos  de  esta  sentencia  definitiva. 
c  Declaro  que  el  contrato  de  foja  1^  importa  una  verdadera 
sociedad  en  comandita,  que  de  consiguiente  los  bienes  que 
se  comprometieron  en  esta  especulación  están  afectos  á  sus 
resultas.  Que  por  tanto  la  tercería  escluyente  no  tiene  lugar, 
y  que  debe  llevarse  adelante  la  ejecución  paralizada  por  este 
juicio  basta  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  embargados  y 
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f  con  su  producto  cubrir  el  valor  del  trigo  que  persigue  el 
€  ejecutante.  Con  costas  al  opositor. 

€  JoB¿  Palma.  > 

Molina  apeló  de  esta  sentencia  y  la  tachó  de  nulidad  por  no 
estar  fundada  en  ley  anterior  á  los  hechos  juzgados. 

Concedida  la  apelación,  una  y  otra  parte  discutieron  el  fondo 
de  la  senteácia  apelado. 

La  Suprema  Corte,  vista  la  causa,  mandó  se  agregasen  los 
autos  del  juicio  de  cesión  de  bienes  hecha  por  D.  Manuel  Lima,  á 
que  se  hábe  alusión  en  el  curso  de  este  espediente,  y  remitidos 
estos  por  el  Juzgado  correspondienle  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  10  de  1866. 

Vistos  los  presentes  autos  y  los  traídos  ad  effectum  videndú  y 
considerando,  Primero:  que  consta  de  los  testimonios  remitidos 
por  el  Juzgado  de  Letras  de  la  Provincia  de  Mendoza,  que  en 
Enero  del  año  próximo  pasado,  Don  Manuel  Lima,  socio  del 
presbítero  Don  Rizerío  Molina,  y  otorgante  del  documento  de 
foja  primera  de  los  autos  ejecutivos,  se  presentó  ante  él  solici- 
tando esperas  de  sus  acreedores,  incluyendo  en  la  nómina  de 
estos  á  todos  los  de  la  sociedad  y  entre  ellos  al  ejecutante  Don 
Guillermo  Olivar. — Segundo  :  que  el  Juez  de]  Letras  mandó 
convocar  los  acreedores,  y  que  estos,  se  constituyeron  en  Junta 
á  la  que  asistió  el  mismo  Olivar,  dictándose  en  los  compa- 
rendos y  en  el  curso  del  juicio  las  medidas  y  providencias,  que 
constan  de  los  testimonios  de  fojas  cuarenta  y  cinco ^  cuarenta  y 
seis  y  ochenta  y  dos  de  los  presentes,  á  efecto  de  fijar  la  respon- 
sabilidad del  Presbítero  Molina  por  las  deudas  sociales.--^ 
Tercero :  que  resulta,  por  consiguiente,  que  la  Sociedad  á  cuyo 
nombre  aparece  otorgado  el  citado  documento  de  foja  primera j 
que  acompaña  la  demanda  ejecutiva  de  Olivar,  instaurada  ante 
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el  Juez  de  Sección  pocos  dias  antes  de  presentarse  la  solicitud 
de  esperas,  se  halla  concursada  ante  la  jurisdicción  provincial; 
que  es  h  única  competente  para  conocer  de  las  causas  de  este 
género,  según  el  artículo  doce  de  la  ley  nacional  promulgada  el 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, — Cuarto : 
que  siendo  universales  los  juicios  de  concurso,  deben  atraer  al 
Tribunal,  donde  se  radican,  todos  los  pleitos  pendientes  en  otros 
juzgados,  y  todos  los  créditos  activos  y  pasivos  del  concursado, 
según  claramente  se  deduce  de  las  leyes  primera  y  seg/unda^ 
título  quince^  partida  quinta^  y  espresamenté  se  dispone  en  el 
artículo  mil  quinientos  treinta  y  seis  del  Código  de  Coihercio. — 
Quinto:  que  siendo  esto  asi,  ni  Olivar  ha  podido  dividir  la 
continencia  del  juicio  de  concurso,  siguiendo  la  ejecución  ante 
el  Juez  Seccional,  después  de  ser  convocado  por  el  Provincial,  ni 
aquel  continuar  procediendo  desde  que  tuvo  conocimiento  de  la 
formación  del  concurso ;  por  estos  fundamentos,  dejase  sin  efecto 
el  auto  apelado  de  fojas  ochenta  y  cinco^  y  satisfechas  las  costas  y 
respnestos  los  sellos,  devuélvanse  al  Juez  de  Sección  el  espe- 
diente ejecutivo  y  el  de  la  tercería  para  que  los  remita  al  Juez  de 
Letras  á  quien  corresponde  resolver  en  ellos  lo  que  sea  de 
justicia. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Maru 
DEL  Carril — Francisco  Delgado-^osé  Bar- 
ros Pazos — J.  B.  Gorostiaga. 
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CAUSA  CI^UVII. 

Competencia  entre  el  Jtiez  de  Sección  de  Buenos-Aires  y  el  de 

Comercio  de  la  misma  Provincia. 

Sumario: — l^Las  cuestiones  sobre  pago  de  precio  de  artícu- 
los que  han  sido  objeto  de  un  contrato  de  fletamento  son  de  la 
competencias  de  los  Tribunales  Provinciales^  si  en  el  juicio  no  se 
ha  tratado  del  fletamento,  ni  de  los  derechos  que  por  este  corres- 
ponden al  capitán. 

2^  El  embargo  de  artículos  á  consecuencia  de  una  cuestión 
sobre  su  pago,  es  un  incidente  de  esta. 

3^  El  incidente  de  un  juicio  no  altera  la  naturaleza  del  mismo. 

4°  El  error  en  el  procedimiento  de  un  incidcntis  no  puede  ser 
reparado  por  medio  de  una  cuestión  de  competencia,  si  el 
conocimiento  de  lo  principal  corresponde  al  Juez  que  lo 
cometid. 

5^  La  legalidad  de  uñ  embargo  de  artículos  que  son  objeto  de 
un  contrato  de  fletamento  ordenado  por  el  Juez  de  Provincia 
competente  en  la  cuestión  principal  que  lo  ha  motivado,  no 
puede  ser  discutido  ante  la  justicia  nacional  sino  por  el  recurso 
de  apelación  de  que  trata  el  art.  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863,  ó  por  acción  ante  el  juez  nacional  contra  quien  los  re- 
tenga en  su  poder. 


Caso : — ^Don  Manuel  Amoroso  entabló  demanda  ante  el  Juez  de 
Comercio  de  la  Provincia  de  Buenos- AJres  contra  los  señorésLa- 
font  y  Garcia,  pidiendo  se  les  condenase  á  pagarle  el  importe  de 
una  lana  que  decia  haberles  vendido  por  intermedio  de  D.  Gabriel 
Chevalier,  bajo  la  condición  de  abonársele  su  precio  al  contado, 
y  cuya  condición  no  habia  sido  observada. 

Los  señores  Lafont  y  Garcia  contestaron  negando  que  hubiesen 
comprado  al  Sr.  Anioroso,  y  afirmando  que  este  la  había  vendido 
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al  Sr.  Chevalier,  quien  la  embarciS  pai^a  Europa  en  la  barca 
€  John  Cokerell,  >  transfiriendo  en  seguida  los  conocimientos 
respectivos  á  la  orden  dé  los  demandados,  quienes  le  habian 
anticipado  el  precio  por  un  75  por  ^/o,  y  habian  remitido  los 
conocimientos  á  su  destino. 

Mientras  tanto  la  barca  <  John  Cokerell »  al  salir  del  puerto 
de  Buenos- Aires  para  el  Havre  sufrió  un  siniestro  mayor,  por  lo 
que  le  fué  imposible  seguir  su  viaje,  y  tuvo  que  depositarse  la 
lana  en  la  barraca  de  Llavallol. 

Sabido  esto  por  el  demandante  D.  Manuel  Amoroso,  pidió  ai 
Juez  de  Comercio  y  obtuvo  el  embargo  de  la  lana  para  asegurar  el 
resultado  del  juicio. 

De  este  embargo  fué  dado  aviso  por  el  Consulado  Francés  al 
Capitán  de  la  €  John  Cokerell,  >  y  este  presentó  una  demanda 
ante  el  Juez  de  Sección,  diciendo  que  Chevalier  habia  cargado 
en  su  buque  la  mencionada  lana :  que  los  conocimientos  estaban 
á  la  orden,  y  estos  habian  sido  endosados  á  los  señores  Lafont  y 
Garcia;  que  dichos  señores  habian  despachado  á  Francia  los 
conocimientos  citados  girando  letras  contra  los  consignatarios ; 
que  puéstase  en  viaje  la  «  John  Cokerell »  sufrió  un  siniestro, 
que  le  impidió  la  prosecución  del  viaje ;  que  en  su  consecuencia 
y  de  acuerdo  con  la  prescripción  del  art.  1212  del  Código  de 
Comercio  habia  depositado  la  carga  en  una  barraca  con  inter- 
vención del  Consulado  Francés ;  que  sin  alterar  el  contrato  de 
navegación  fletó  por  su  cuenta  la  barca  francesa  <  Anita  »  para 
el  Havre ;  que  por  consiguiente  quedaba  subsistente  el  contrato 
de  fletamento  y  la  carga  debía  considerarse  en  viaje  para  el 
Havre ;  que  sin  embargo  de  esto  habia  sabido  que  la  lana  había 
sido  embargada  á  petición  de  Amoroso,  primitivo  vendedor  de 
ella  y  por  orden  del  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia. 

Dijo  que  de  estos  hechos  aparecía  evidente  que  ni  Amoroso 
podia  pedir  el  embargo  de  dicha  lana,  ni  el  Juez  de  Comercio 
ordenarla.  » 

Que  no  podia  Amoroso  pedir  su  embargo,  pues  no  era  ya  el 
dueño  de  la  lana,  habiendo  Chevalier  adquirido  la  posesión  de  la 
misma,  y  no  era  admisible  ningún  embargo  de  tercero  que  no 


.« 
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fuera  portador  del  conocimiento,  según  las  prescripciones  de  los 
art«  1675,  1201  y  otros,  del  Código  de  Comercio. 

Que  no  podia  el  Juez  de  Comercio  ordenarlo,  desde  que  no 
era  competente  para  conocer  de  cuestiones  sobre  contratos 
marítimos  y  por  lo  tanto  no  lo  era  para  mandar  trabar  un  embargo 
sobre  objetos  que  pertenecían  á  la  carga  de  un  buque. 

Fundado  en  estas  observaciones  pidió  que  el  Juez  de  Sección 
asumiendo  el  conocimiento  del  negocio,  ordenase  el  desembargo 
de  la  lana  y  la  libre  prosecución  del  viaje  para  su  destino. 

El  Juez  de  Sección  libró  oficio  al  de  Comercio  para  la  remisión 
de  los  antecedentes,  declarando  que  este  era  incompetente  para 
conocer  en  dicha  causa,  por  cuanto  el  conocimiento  de  lasque 
versan  sobre  el  comercio  marítimo  corresponden  escjusivamente 
á  la  justicia  nacional  con  arreglo  al  inc.  10,  art.  2<>,  de  la  ley  de 
14  de  Setiembre  de  1863. 

El  Juzgado  de  Comercio  contestó  el  oficio  diciendo  simple- 
mente que  creia  ser  de  su  competencia  esclusiva  el  asunto  en  cues^ 
tion  y  no  del  Juzgado  Nacional. 

Entonces  se  dictó  el  siguiente 

FhHo  del  Jínez  de  Seeeion* 

Buenos  Aires,  Abril  2  de  1866. 

Considerando  que  de  la  esposicion  de  foja  3  no  contradicha  por 
el  informe  del  Juzgado  de  Provincia  resulta  que  la  lana  en 
cuestión  formó  parte  del  cargamento  de  la  barca  c  Anita  » ;  que 
toda  cuestión  sobre  el  cargamento  de  los  buques  es  esencialmente 
marítima,  pues  afecta  á  la  navegación  y  que  por  consiguiente  es 
de  la  esclusiva  competencia  de  este  juzgado ;  que  del  informe  del 
Juzgado  de  Comercio  se  deducé  que  se  ha  entablado  ante  él  una 
acción  reivindicatoría  de  la  lana  cargamento  del  buque,  la  que  no 
ha  podido'  deducirse  ante  otro  Juzgado  que  este,  por  cuanto  es 
una  acción  real  diríjida  sobre  la  carga  de  un  buque,  que  como 
se  ha  dicho,  corresponde  á  la  justicia  nacional,  elévense  estos 
autos  á  la  Suprema  Corte  á  fin  de  que  se  sirva  ^dirimir  esta  con* 
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tienda,  avisándose  al  Juez  de  Comerdopara  que  remita  losjqiie 
eorren  por  su  juzgado,  y  repóngase  este  sello. 

Alejandro  Hendía. 
Se  remitieron  por  los  dos  juzgados  los  respectivos  espedientes 
y  se  dictó  el  siguiente 

Füllo  de  la  Suiírema  Corte* 

Buenos-Aires,  Abril  17  de  1866. 

Vistos  y  considerando  en  cuanto  á  los  hechos :  que  de  los 
espedientes  remitidos  resulta : 

Primero :  Que  Don  Manuel  Amoroso  demandó  ante  el  Juez 
de  Comercio  de  esa  Provipcia,  á  los  señores  Lafont  y  Garcia, 
por  el  prec;o  de  una  partida  de  lana,  que,  dice,  les  vendió 
por  el  intermedio  de  Don  Gabriel  Chevalier,  y  que  no  le  han 
pagado. 

Segundo :  Que  los  demandados  negaron  que  hubiesen  contra^ 
tados  con  él,  alegando  que  la  lana  fué  vendida  á  Chevalier , 
que  este  la  embarcó  para  Europa  en  la  Barca  John  Cokerell, 
y  después  les  trasfirió  el  conocimiento  firmado  á  la  orden,  re- 
cibiendo una  anticipación  de  un  setenta  y  cinco  por  ciento  de 
su  valor,  cuyo  conocimiento  ellos  hablan  ya  remitido  á  su 
destino. 

Tercero :  Que  después  de  haber  asistido  las  partes  á  un  com- 
parendo verbal,  y  hallándose  la  partida  de  lana  depositada  en 
la  Barraca  de  Llavallol,  á  causa  de  haber  sufrido  un  siniestro 
mayor  la  Barca  John  Cokerell  á  su  salida  del  puerto  para  el 
Havre,  quedando  en  imposibilidad  de  continuar  su  viaje,  el  de- 
mandante pidió,  y  el  Juez  de  Comercio  decretó  su  embargo  para 
asegurar  el  resultado  del  juicio. 

Cuarto :  Que  avisado  de  esté  embargo  por  el  Consulado  Fran- 
cés el  capitán  de  la  barca,  Don  Francisco  Saubost,  ocurrió 
al  Juez  de  Sección  promoviendo  la  presente  cuestión  de  com- 
petencia de  jurisdicción  contra  el  Juez  de  Comercio,  fundando 
su  petición,  en  que,  él  recibió  la  lana  en  virtud  de  un  con- 
trato de  fletamento,  que  se  halla  subsistente,  porque  ha  fletado 
otro  buque  para  conducirla  á  su  destino ;  y  que  el  Juez  Provin- 
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cial  de  Comercio,  que  no  és  competente  para  conocer  de 
cuestiones  sobre  contratos  marítimos,  tampoco  lo  es  para  man* 
dar  trabar  embargo  en  objetos  que  pertenecen  á  la  carga  de  un 
buque,  impidiendo  á  su  capitán  cumplir  los  deberes  que  le  im- 
ponen la  póliza  y  el  conocimiento  que  ha  firmado :  y  conside- 
rando en  cuanto  al  derecho :  Primero,  que  el  pleito  promovido 
por  Don  Manuel  Amoroso  sobre  el  precio  de  la  venta  que  hizo 
en  su  barraca  á  Chevalier,  y  que  dice  compró  esteá  nombre 
4e  los  señores  Lafont  y  Garcia,  es  un  caso  rejido  por  las  leyes 
provinciales,  y  por  consiguiente  de  la  competencia  del  Juzgado 
de  Comercio,  donde  se  halla  radicada  la  causa;  Segundo,  que 
en  este  juicio  no  se  ha  tratado  del  contrato  de  fletamento,  ni 
de  los  derechos  que,  fundado  en  él,  alega  el  Capitán,  que 
no  fué  citado,  ni  representado,  para  conservar  á  su  disposi- 
ción la  lana  que  ha  sido  embargada,  como  si  ella  no  hubiera 
salido  del  poder  del  demandado ;  Tercero,  que  cualquiera  que  sea 
el  concepto  que  deba  formarse  de  la  facultad  del  Juez  de  Co- 
mercio para  decretar  el  embargo,  su  procedimiento  ha  recaido 
sobre  un  incidente  del  juicio,  que  no  ha  podido  alterar  la  na- 
turaleza del  caso  sometido  por  la  demanda  á  su  conocimiento, 
y  dar  competencia  á  una  jurisdicción  estraña  para  resolverlo ; 
porque  lo  accesorio  no  atrae  á  sí  á  lo  principal ;  Cuarto,  que 
siendo  esto  cierto,  el  error  incidental,  si  lo  hay,  en  el  proce- 
dimiento deljuez  que  dictó  la  orden  de  embargo,  no  puede 
ser  reparado  por  medio  de  una  cuestión  de  competencia  de 
jurisdicción,  principalmente  cuando  ella  es  promovida  por  un 
tercero  que  no  ha  sido  citado,  ni  es  parte  en  el  juicio;  sino  por  el 
recurso  de  apelación  de  que  habla  el  articulo  catorce  de  la  ley  de 
setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  interpuesto  opor-- 
tunamente  por  la  parte  agraviada,  ó  por  acción  intentada  ante 
el  Juez  Nacional,  á  quien  corresponda,  contra  él  que  retiene  el 
objeto  embargado,  para  que,  poniendo  este  en  discusión,  la 
orden  en  que  funda  su  resistencia  á  la  entrega,  pueda  resol- 
verse sobre  su  legalidad,  sin  someter  á  juicio  á  la  misma  auto, 
ridad  que  la  dictó,  ni  trabarle  el  ejercicio  de  su  jurisdicción 
propia,   ni  menos  sustraerle  un  asunto  de  su  competencié 


80         FALLOS  DE  LA  SDPRBMA  CORTE 

para  llerarlo  ante  otra  jnrisdiecioD  que  no  la  tiene ;  por  estos 
fundamentos ,  revocándose  la  declaración  contenida  el  au- 
to prononciado  por  el  Jnez  de  Sección  de  fojas  nueve  del 
espediente  qne  ha  remitido,  devuélvanse,  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  al  Juez  de  Comercio,  los  que  proceden 
de  su  Juzgado,  agregándose  á  ellos  aquel  eqiediente,  y  entre- 
gándose al  capitán  Saubost  el  conocimiento  que  presentó  su 
abogado  al  tiempo  de  la  vista. 

fra^fasco  de  las  carreras — salvador 
Maru  del  Carril — José  Barros  Pazos — 
j.  b.  gorostiaga. 


CAIJ»A[C%XWm. 


Criminal  contra  Juan  TéUo,  Abrahan  Arguello  y  José  VasqueZj 

par  hurto  en  los  almacenes  fiscales. 

Sum^ario: — l^  Las  penas  se  imponen  á  los  delincuentes  y  no 
al  delito,  y  por  lo  tanto  cada  uno  de  ellos  debe  sufrirla  integra. 

2^  £1  juicio  contra  los  autores  de  un  delito  debe  estenderse 
á  los  que  han  tomado  participación  en  él  ó  en  sus  efectos. 

3^  £1  conocimiento  de  los  delitos  de  hurto  en  los  almacenes 
fiscales  corresponde  á  la  justicia  nacional,  y  no  al  Jefe  de 
Pólicia. 

49  Igualmente  le  corresponde  el  conocimiento  del  delito  de 
los  recq>tadores. 


\ 
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5<>  Los  receptadores  condenados  por  el  Jefe  de  Policía,  y  no 
oidos  en  la  causa  seguida  por  el  Juez  de  Sección  contra  los  reos 
principales,  tienen  su  derecho  á  salvo  para  reclamar  de  la  parle 
de  la  sentencia  de  este  que  manda  cobrailes  el  importe  ínte- 
gro de  los  artículos  hurtados. 


Caso: — Habiendo  desaparecido  de  los  almacenes  de  la  Aduana 
de  Buenos  Aires  un  cajón  con  cincuenta  docenas  de  pañuelos  de 
cambrai  de  seda,  perteneciente  á  los  señores  Bates  Stoke  y  C^, 
el  Administrador  de  Rentas  procedió  á  verificar  las  indagacio- 
nes del  caso. 

De  estas  resultó  que  el  citado  cajón  babia  sido  sustraido,  y 
los  autores  del  hurto  eran  Juan  Tello,  José  Vasquez  y  Abrahan 
Arguello,  quienes  habian  pasado  á  otras  personas  los  efectos 
robados. 

Resultó  también  que  dichos  efectos  habian  estado  ó  estaban 
en  poder  de  Juan  Martínez,  Severa  Olarriaga,  esposa  de  Arguello, 
Ramón  Padin,  Ricardo  Cambín  y  Ruperto  del  Manzo. 

El  Administrador  de  Rentas  dio  parte  del  hecho  y  de  los  re- 
ceptadores de  las  cosas  hurtadas,  al  Jefe  de  Policía,  quien  or- 
denó se  cobrase  de  estos  la  cantidad  de  1300  pesos  m/e.  por 
ocho  docenas  y  ocho  pañuelos,  imponiendo  á  la  vez  á  los  com- 
pradores la  multa  de  100  pesos  papel  porcada  docena. 

Después  de  esto,  el  Administrador  de  Rentas  pasó  al  Juez  de 
Sección  él  sumario  para  que  fuesen  juzgados  los  autores  del 

hurto. 

Las  declaraciones  que  obran  en  el  sumario,  son  las  si- 
guientes. 

•    Juan  Téllo,  dijo  que  él  junto  con  Arguello  y  Vasquez,  peones 
de  Aduana,  habian  robado  el  cajón  de  pañuelos  del  almacén,  á 
cargo  de   D.  Esteban  Baso,  de  una  á  dos  de  la  tarde,  rom- 
piendo el  cajón  que  los  guardaba ;  que  el  declarante  sacó  ocho 
Aceñas,  de  las  que  seis  dio  á  vender  á  un  mercachifle  López 
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y  las  dtras  las  vendió  á  su  tío  Juan  Martínez,  á  84  pesos  m/c. 
la  docena. 

Abrahan  Af'güello,  dijo  ser  cierto  el  robo  hecho  de  una  á  dos 
de  la  tarde  por  él  en  compañía  con  Tello  y  Valsquez,  habien- 
do él  sacado  solamente  ocho  docenas ;  que  dos  ó  tres  piezas 
de  diez  pañuelos  cada  una  fueron  vendidas  al  dueño  de  una 
tienda  de  la  calle  de  la  Piedad,  s^ntes  de  llegar  á  Balvanera,  á 
84  pesos  la  docena  ;  que  cuatro  piesitas  las  tenia  dentro  de  su 
almohada,  y  las  demás  las  regaló  á  varios  Guardias  Nacionales 
que  marcharon  á  campaña. 

José  Vasquez^  dijo  ser  cierto  el  robo  cometido  por  él,  Ar- 
guello y  Tello;  que  él  sacó  sesenta  pañuelos  por  todo,  y  los  ven; 
dio  á  un  tal  Ricardo,  que  vive  entre  las  calles  Rivadavia  y  Pie- 
dad, en  300  pesos ;  y  que  momento  ^  antes  Tello  había  ya  sacado 
una  cantídad  de  pañuelos  que  no  podía  determinar. 

/lian  Martínez,  dijo  que  había  comprado  de  Tello  dos  do- 
cenas de  pañuelos  á  84  pesos  cada  uno,  y  que  de  estos  había 
vendido  diez  y  nueve  á  un  mercachifle  cuyo  nombre  ignora,  y 
los  cinco  restantes  á  Ramón  Pandin,  que  vive  en  la  misma 
casa. 

Severa  Olariaga,  esposa  de  Arguello  declaró  que  este  había 
llevado  á  su  casa  una  cantídad  de  pañuelos,  que  no  podía  de- 
terminar, de  los. que  cuatro  piezas  existían  aun;  que  la  de- 
clarante había  dado  ocho  pañuelos  y  280  pesos  en  cambio  de 
otro  de  espumilla  bordado,  en  la  mercería  de  la  Piedad  entre 
Andes  y  Ombú ;  y  que  varios  otros  los  había  regalado  tanto 
ella  como  su  esposo. 

Ramón' Padin,  declaró  que  efectivamente  había  comprado  á 
Msutinez  los  cinco  pañuelos  que  este  decía. 

Ricardo  Gambin,  dijo  que  había  comprado  á  Yasquez  sei^ 
docenas  de  los  pañuelos  en  cuestión,  y  los  había  vendido  á 
personas  cuyo  nombre  ignora. 

Ruperto  del  Mazo,  dueño  de  la  mercería  de  la  calle  Piedad, 
declaró  que  su  señora  había  cambiado  un  pañuelo  de  espumilla 
bordado  á  una  mujer  que  buscaba  este  artículo  por  ocho  pa- 
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ñoelos  de  cambr^i,  y  á  mas  280  pesos;  y  que  los  pañuelos 
los  revendió  después  á  varias  personas. 

Con  estas  declaraciones  que  fueron  ratificadas,  con  un  acta 
de  la  que  resulta  haberse  hallado  en  casa  de  Arguello  treinta 
y  ocho  pañelos,  una  cuenta  de  los  señores  Bates  Stoke  y  G^,  por 
275  pesos  fuertes,  pasada  á  la  Aduana,  cobrando  el  precio  de 
los  pañuelos,  y  con  la  confesión  con  cargos  tomada  á  los  reos, 
en  la  que  estos  confesaron  llanamente  el  hecho  del  robo,  y 
la  responsabilidad  conti-aida,  se  pasó  el  espediente  al  Procu- 
rador Fiscal. 

Este  funcionario  entabló  la  siguiente  acusación. 

El  delito  de  hurto,  dijo,  que  perpetraron  Juan  Tello,  José 
Vasquez  y  Abrahan  Arguello  está  plenamente  comprobado,  y  sus 
autores  son  las  personas  nombradas.  En  efecto,  por  el  parte 
del  guarda  almacén  Baso,  consta  que  el  cajón  de  mercancías 
de  los  señores  Bates  Stokes  y  C^  ha  desaparecido  del  depósito. 
Presos  los  reos  por  la  Policía,  confesaron  de  plano  su  delito, 
diciendo  que  el  bulto  desaparecido  era  un  cajón  de  pañuelos  de 
cambrai  de  seda  que  los  tres  habian  sustraído  en  diferentes  can* 
titades,  que  cada  uno  de  ellos  vendió,  cambió,  guardó  ó  regaló. 

Sus  declaraciones  están  de  acuerdo  con  la  sola  diferencia  de 
que  Arguello  y  Vasquez  dicen,  que  encontraron  abierto  el  ca- 
jón ,  y  sustrageron  los  pañuelos  por  indicación  de  Tello,  y 
este  asegura  que  lo  abrieron  los  tres. 

Las  demás  constancias  del  proceso  corroboran  estas  decla- 
raciones y  constituyen  plena  prueba. 

En  tal  caso  el  Procurador  Fiscal  acusa  á  los  tres, reos  por 
el  delito  de  hurto  en  los  almacenes  fiscales,  y  pide  sean  con- 
denados á  la  pena  del  art.  81,  §  2^  de  la  ley  penal  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  á  la  devolución  de  lo  hurtado  y  al  pago 
de  las  costas. 

S»  /.  Zavalia. 

El  defensor  de  los  procesados  contestó  que  era  justo  el  em- 
peño del  legislador  para  reprimir  toda  tentativa  de  hurto  en  los 
almacenes  fiscales,  señalando  á  cada  hecho  tres  años  de  presidio 
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Ó  trabajos  forzados,  pero  que  el  rigor  no  debía  llevarse  mas 
allá  de  la  ley. 

Cada  hurto,  dijo.»  tiene  su  pena  señalada  sin  consideración 
al  número  de  cómplices.  El  delito  es  uno,  sean  uno  ó  muchos 
los  delincuentes ;  por  consiguiente  la  pena  debe  ser  una  tam- 
bién, distribuida  entre  sus  varios  partícipes. 

Se  trata  de  un  delito  simple,  sin  mas  circunstancia  particu- 
lar que  la  de  haberse  cometido  en  los  almacenes  fiscales ;  y 
consultando  la  equidad  y  graduando  la  pena  con  la  importan- 
cia del  hecho  punible,  deben  distribuirse  los  tres  años  de  la 
ley  entre  los  tres  reos.  Así  mismo  un  año  de  presidio  seria  in- 
suportable,  especialmente  para  Arguello,  que  es  de  constitu- 
ción débil  y  achacosa. 

Pido  por  consiguiente  que  se  señale  á  cada  procesado  solo 
un  año  de  prisión,  rebajando  á  Arguello  prudencialmente,  pre- 
vio el  reconocimiento  médico. 

Aguirre. 

Nevares, 

Recibida  la  causa  á  prueba,  y  renunciada  la  ratificación  de 
los  testigos  por  el  Defensor  General,  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  del  JTuez  Seccional. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  Fiscal 
contra  Juan  Tello ,  Abrahan  Arguello  y  José  Vasquez,  por  el 
delito  de  hurto  ;  y  considerando  que  por  el  parte  del  guarda 
almacén  Don  Esteban  Baso,  de  foja  2,  las  indagatorias  de  los 
procesados,  sus  respectivas  confesiones,  corroboradas  por  las 
declaraciones  de  los  compradores  de  los  efecto^  que  corren  de 
fojas  25  á  30,  consta  plenamente  que  los  procesados  estrajeron 
de  un  almacén  de  aduana  un  cajón  de*  pañuelos  de  cambrai ; 
que  este  hecho  constituye  un  hurto  previsto  y  penado  por  el  ín- 
ciso  segundo  del  artículo  ochenta  y  uno  de  la  ley  de  i4  de  5e- 
tiembre  de  Í863. 

Fallo  con  arreglo  á  su  disposición  que  debo  condenar  y  coa- 
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deno  á  los  procesados  Juan  Tello,  Abrahan  Arguello  y  José 
Yasquez  á  la  pena  de  tres  años  de  trabajos  forzados,  debiendo 
practicarlos  Abrahan  Arguella  en  la  cárceU  hasta  tanto  que  el 
estado  de  su  salud  le  permita  hacerlo  en  otra  parte,  á  cuyo 
efecto  se  prevendrá  por  oficio  á  los  médicos  de  Policía ;  con- 
denándoles así  mismo  de  mancomún  et  in  solidum  á  la  dovo- 
lucion  de  lo  hurtado  y  al  pago  de  las  costas.  Remítase  á  la  Ad- 
ministración de  Aduaua  el  dinero  remitido  por  la  policía,  y 
avísese  á  este  para  que  cobre  á  los  compradores  de  los  pañuelos 
el  importe  con  arreglo  ala  cuenta'pasadgpor  la  Administración 
de  Rentas. 

Alejandro  Heredia. 

El  Defensor  apeló  y  espresó  agravios  diciendo,  que  debia  exa- 
minarse si  la  pena  señalada  por  la  ley  es  al  hurto  sin  conside- 
ración al  número  de  los  reos,  ó  si  debe  aplicarse  íntegra  á  cada 
uno  de  estos. 

Que  el  auto  apelado  adopta  esta  última  inteligencia  y  lleva  su 
severidad  hasta  no  descontar  el  tiempo  de  prisión  sufrida  por 
los  procesados. 

Que  la  defensa  cree  justa  la  otra  opinión,  como  interpreta- 
ción mas  equitativa  de  la  ley,  siendo  asi  que  las  leyes  penales 
deben  interpretarse  siempre  restrictivamente. 

Que  por  lo  tanto  los  tres  años  de  prisión  deben  repartirse 
entre  los  tres  procesados,  y  en  este  sentido  espera  la  defensa 
que  será  reformado  el  auto  recurrido. 

El  señor  Procurador  General  contestó  que  debia  confirmarse 
la  sentencia  apelada,  por  ser  arreglada  á  la  ley  y  al  mérito  de 
la  causa. 

El  defensor,  dijo,  entiende  que  la  ley  impone  la  pena  al  de- 
lito, y  que  por  consiguiente  debe  dividirse  entre  los  reos  los 
tres  años  de  presidio.  Pero  esta  pretencion  es  contraria  á  los 
términos  de  la  ley  y  á  los  principios. 

No  se  impone  la  pena  al  delito,  que  es  un  hecho  incapaz  de 
penalidad,  se  impone  al  delincuente,  y  si  son  varios,  todos 
ellos  debea  Bofrirla* 
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Lo  que  puede  dividirse  es  la  reparación  civil  que  nace  á% 
todo  delito  ;  porque  es  una  deuda  ó  reparación  del  daño,  cuyo 
pago  está  limitado  por  una  cantidad.  Por  eso  la  sentencia  con- 
dena á  los  acusados  de  mancomún  et  in  soíidum;  lo  que  quiere 
decir  que  pueden  pagarlo  á  prorata,  ó  que  si  lo  hace  uno,  los 
deiúas  quedan  libres.  Pero  dividir  la  pena  sería  imponer  al  de- 
lid^uente  un  castigo  menor  del  que  la  ley  señala. 

Vista  la  causa  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corto. 

Buenos  Aires,  Mayo  3  de  1866. 

Por  los  fundamentos  espuestos  en  la  precedente  vista  del  se^ 
ñor  Procurador  General,  se  confirma  la  sentencia  de  foja 
cuarenta  y  ocho  en  la  parte  apelada  :  pero  notándose  que  los 
que  aparecen  receptadores  del  hurto  cometido  por  los  acusados 
han  sido  juzgados  y  penados  por  el  Jefe  de  Policía,  á  quien 
únicamente  dio  parte  del  hecho  el  Administrador  de  Rentas  Na- 
cionales, y  no  han  sido  comprendidos  en  esta  causa  por  el  Juez 
de  Sección,  como  correspondía ;  pues  el  juicio  contra  los  autores 
debe  estenderse  á  los  que  han  tomado  participación  en  el  delito, 
ó  en  sus  efectos,  ya  sea  como  cómplices  auúliadores  ó  recepta- 
dores; resultando  de  la  irregularidad  de  este  procedimiento 
que  el  Jefe  de  Policía  ha  conocido  del  delito  de  los  receptadores 
sin  jurisdicción  competente,  y  que  los  ha  condenado  como  parti- 
cipantes del  hurto  antes  de  que  constase  legalmente  su  existen- 
cia, la  cual  solo  ha  podido  ser  declarada  por  el  Juez  de  Sección 
en  su  sentencia  definitiva  de  la  presente  causa  seguida  contra  los 
ejecutores  de  ese  delito  ;  que  no  obstante'  esto,  el  Juez  de 
Sección  manda  pasar  al  Jefe  de  Policía  la  cuenta  del  valor  de  los 
artículos  hurtados,  para  que  exija  su  íntegro  pago  de  los  recepta- 
dores ;  y  remitir  al  Administrador  de  Rentas  el  dinero  que  di- 
cho Jefe  les  hahia  cobrado  por  la  parte  que  cada  uno  de  ellos 
confesaba  haber  comprado  de  los  autores  del  hurto ;  por  estos 
fundamentos  sálvenseles  los  derechos  que  pueden  corresponder- 
tes  para  reclamar  de  esta  parte  de  la  sentencia,  y  se  recomienda 
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al  Juez  de  Secicion  que  en  casos  análogos  proceda  con  arreglo 
á  derecho,  y  que  haga  saber  al  Administrador  de  Rentas  Nacio- 
nales que  es  á  sn  jozgado  á  donde  debe  diríjir  los  partes  de  los 
delitos  que  se  cometan  en  la  Aduana,  y  de  los  cuales  debe  co- 
nocer la  justicia  nacional,  con  las  diligencias  que  haya  practi- 
cado para  su  averiguación  :  devuélvase. 

FRANaSCO  DE  LAS  CaRREKAS — SALVADOR  Ma- 

RiA  DEL  Carril — Francisco  Delgado — ^Jo- 
SÉ  Barros  Pazos— José  Benjamín  Goros- 

TUGA. 


CAIJ0A  CTSLXIX. 

Criminal  contra  Al^o  Bianchi  por  hurto  en  los  almacenes 

fiscales. 

Sumario: — 1**  No  se  puede  juzgar  de  la  gravedad  de  una 
pena  cuando  está  espresámente  señalada  por  la  ley. 

2^  Se  reputa  consumado  el  hurto  cuando  la  cosa  robada  se 
halla  en  poder  del  que  la  sustrajo. 


Caso : — ^Alejo  Bianchi,  peón  de  Aduana,  sustrajo  de  los  de- 
pósitos una  botella  de  aceite. 

Levantado  el  correspondiente  sumario  por  el  Administra- 
dor de  Rentas,  el  hecho  de  la  sustracción  fué  declarado  por 
varios  testigos,  y  confesado  por  el  mismo  Bianchi. 

En  este  estado  se  remitió  el  sumario  al  Juez  de  Sección  quien 
ordenó  la  prisión  de  Bianchi  y  la  ratificación  de  las  declara- 
ciones prestadas. 

.  Verificada  esta,  y  tomada  la  confesión  con  cargos  del  reo, 
quien  se  ratificó  en  su  primera  declaración,  se  pasaron  los  autos 
al  Procurador  Fiscal. 

Este  fiíncioñarío  en  razón  de  estar  plenamente  comprobado 
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el  delito  por  la  declaración  de  testigos  presenciales,  y  confe* 
sion  del  procesado ,  acusó  á  Bianchi  como  reo  de  hurto  co- 
metido en  los  almacenes  fiscales,  y  pidió  la  aplicación  de  la 
pena  sancionada  en  el  art.  81,  §  2  de  la  ley  penal  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863. 

El  defensor  de  Bianchi  contestó  la  acusación  fiscal,  dicien- 
do :  que  por  la  pequenez  del  hurto  no  podia  condenarse  á  su 
defendido  á  la  dura  pena  de  tres  aÉ)s  de  trabajos  forzados; 
que  la  ley  de  14  de  Setiembre  no  ha  quitado  á  esos  hechos 
el  carácter  correccional,  cuyo  castigo  por  lo  tanto  debia  ser 
correccional,  pues  un  delito  tan  leve  no  cambia  de  naturaleza 
por  haberse  verificado  en  la  Aduana. 

Pidió  se  le  pusiera  en  libertad,  dando  por  compurgado  el  de- 
lito con  la  prisión  sufrida. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  el  defensor  renunció  á  ella, 
aceptando  las  declaraciones  del  sumario. 

Fallo  dd  Jues  Seccional. 

Buenos-Aires,  Abril  5  de  1866. 

Vista  esta  causa  criminal,  seguida  por  el  Procurador  Fiscal 
contra  Alejo  Bianchi,  por  el  delito  de  hurto,  y  considerando  : 

Que  por  confesión  del  mismo  procesado,  y  por  las  de  Don 
Cayetano  del  Rio,  foja  nueve;  Don  Benjamín  Carrera,  foja  diez 
vuelta ;  Don  Estevan  Acosta,  foja  trece ;  Don  Santiago  Podestá, 
foja  catorce ,  consta  plenamente  que  el  acusado  que  trabajaba 
en  la  Aduana,  en  calidad  de  peon^  estrajo  de  un  cajón  que  esta- 
ba cerrado  en  uno  de  los  almacenes  una  botella  de  aceite,  con 
ánimo  de  apropriársela. 

Que  este  hecho  constituye  un  delito  de  hurto,  previsto  y  pe- 
nado por  el  inciso  segundo  del  art.  81  de  la  ley  de  14  Setiem- 
bre de  1863,  que  no  distingue  para  la  imposición  de  la  pena  la 
importancia  de  la  cosa  hurtada :  fallo  con  arreglo  á  ello,  con- 
denando á  Alejo  Bianchi  á  tres  anos  de  trabajos  forzados,  que 
se  contarán  desde  el  dia  de  la  prisión,  y  al  pago  de  costas. 

Ái^tmiro  HerediOf. 
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El  defensor  de  Bianchi  apeló,  y  espresó  agravios,  <íiciendo : 
que  debía  revocarse  la  sentencia  apelada,  proveyéndose  de  con- 
formidad á  lo  solicitado  en  primera  instancia,  pues  los  con- 
siderandos de  aquella  dejan  subsistentes  los  argumentos  de  la 
defensa. 

^  Que  ademas  debia  tenerse  presente  que  el  delito  no  fué  con- 
sumado, siendo  «^isi  que  la  ley  no  impone  al  conato  la  misma 
pena  que  al  delito. 

El  señor  Procurador  General  contestó  que  la  sentencia  ape- 
lada debia  confirmarse  par  ser  arreglada  á  la  ley  y  al  mérito 
de  la  causa. 

Que  la  pena  de  tres  años  de  presidio  no  era  excesiva,  por  cuanto 
la  ley  habia  querido  castigar  con  severidad  los  deHtos  cometi- 
dos en  la  Aduana;  y  que  aunque  lo  fuera,  los  tribunales  no 
pueden  juzgar  de  la  gravedad  de  la  pena,  cuando  esta  está  es- 
presamente  señalada  por  la  ley. 

Que  el  delito  ha  siddMInsumado,  pues  Bianchi  abrió  el  ca- 
jón, sustrajo  la  botella,-  la  escondió  en  sus  bolsillos,  y  recien 
fué  cuando  el  empleado  Del  Rio  se  la  quitó. 

Que  solo  podría  considerarse  como  no  consumado  el  delito 

si  Bianchi  hubiese  sido  sorprendido  al  tiempo  de  abrir  el  cajón 
de  donde  sustrajo  la  botella. 
Vista  la  causa  se  pronunció  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos-Aires,  Mayo  8  de  1866. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  General,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  fo- 
jas veinte  y  cuatro.  Pero,  considerando  en  equidao  y  fuera  del 
mérito  legal  de  esta  causa,  que  la  pena  de  tres  años  de  trabajos 
forzados  no  está  en  proporción  con  el  hurto  cometido  de  una 
botella  de  aceite,  y  que  por  esta  ratería  el  delincuente  há  su- 
frído  ya  seis  meses  de  prisión  próximamente,  remítanse  estos 
luto»  6on  oficio  al  Poder  £|J6cativo  de  la  Repüblicaí  íovitán- 
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* 

dele  á  efercer  en  el  presente  caso  el  derecho  de  indulto  qne  le 
acuerda  la  Constitución  Nacional. 


» 


Franosco  de  las  Carreras  —  Salvador 

^Maru  del  Carril — Francisco  Delgado— 

José  Barros  Pazos — José  B.  Gorastiaga. 


CAVSA  C%XJL. 

El  Dr.  Don  Jtuin  C.  Gomez^  contra  Don  José  M.  CasaU 

sobre  limites. 

Sumario : — i^  Las  circunstancias  de  venderse  una  finca  con 
limites  ciertos  y  señalarse  al  terreno  y  edificio  un  solo  precio, 
indican  que  la  venta  de  aquella  es  adg)rpU'S. 

^^  La  enunciación  de  la  medida  oeT  terreno  y  del  edificio  en 
las  ventas  ad  corpas^  no  obliga  al  vendedor  á  garantirla,  si  ei* 
cede  los  límites  fijados. 

3^  En  las  ventas  ad  corpus  se  atiende  solo  á  los  límites,  y 
pertenece  al  comprador  el  provecho  y  el  peijuicio  del  error  en 
el  cálculo  ó  en  la  mensura. 

4^  El  muro  divisorio  de  dos  propiedades  pertenecientes  á  un 
solo  dueño,  debe  considerarse  común  de  las  dos,  ó  medianero, 
si  al  vender  dichas  propiedades  el  dueño  no  ha  declarado  que 
todo  el  muro  se  comprendía  en  una  de  las  dos. 


Caso : — El  Dr.  Don  Juan  Carlos  Gómez  (oriental),  dueño  de 
una  casa  situada  en  la  calle  Maipú  N<>  138  se  presentó  al  Juez  de 
Sección  diciendo,  que  ya  sea  por  error,  ú  otra  causa,  el  dueño 
de  la  casa  vecina,  Don  José  María  Casal  (argentino),  le  habia 
usurpado  con  su  edificio  una  tercia  de  vara  de  terreno,  por  lo 
que  antes  de  toda  cuestión  pedia  el  deslinde  de  las  dos  pro- 
pieda4/Bs. 
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Los  títulos  que  acompañó  á  esta  petición  consistian : 

lo  En  la  escritura  de  14  de  Enero  de  1837 ,  por  la  que 
D.  Juan  Alagon  vendió  á  Da.  Angela  Muñecas  una  casa  sita  en  la 
calle  Maipú  No'126,  con  12  i/3  varas  de  frente  al  Este,  y  15 
de  fondo  al  Oeste,  advirtiendo  que  desde  el  principio'  hasta 
las  seis  varas  tenia  el  frente  indicado,  y  de  las  seis  varas  hasta 
el  fondo  tenia  trece  varas  de  frente  por  el  martillo  que  habia 
en  el  zaguán,  lindando  dicha  casa  por  el  frente,  calle  de  por 
medio,  con  los  herederos  de  Alberto  del  Sar,  por  el  fondo  y  am- 
bos costados  con  el  vendedor,  quien  obtuvo  esa  propiedad  de 
su  tío  Nicolás  Román,  á  quien,  junto  con  otra,  la  vendió  Don 
Juan  E.  de  Souza  en  5  de  Setiembre  de  1754. 

2o  En  la  escritura  de  23  de  Marzo  de  1849,  por  la  que 
Da.  Angela  Muñecas  vendió  á  Da.  Manuela  Suarez  de  Garmen- 
dia,  la  misma  propiedad  con  igual  frente  y  fondo  y  martillo, 
lindando  por  el  frente,  calle  de  por  medio,  con  los  herederos 
de  Alberto  del  Sar,  por  el  Norte  con  D.  José  María  Casal,  por 
el  Sud  con  D*  Felisa  Taibo  y  por  el  Oeste  con  D.  Juan  Sar. 

30  En  la  escritura  de  11  de  Agosto  de  1862  por  la  que  D.  José 
J.  Garmendia,  con  autorización  judicial  en  representación  desús 
dos  hijos  menores  José  Ignacio  y  Matias,  y  D.  Teodoro  Diífert 
en  la  del  heredero  mayor  D.  Alejandro  Garmendia  vendieron  la 
casa,  que  fué  de  propiedad  dé  D^  Manuela  Suarez  y  que  por 
muerte  de  esta  fué  adjudicada  á  sus  tres  hijos  citados,  á  D.  Juan 
J.  Méndez,  cuya  casa  sita  en  la  calle  Maipú  núm.  126,  hoy  núm. 
138,  constaba  de  las  mismas  varas  de  frente,  fondo  y  martillo 
como  en  las  escrituras  anteriores,  lindando  por  el  frente,  calle 
de  por  medio,  con  Fermin  Ortiz  Basualdo,  por  el  Norte  con  D. 
José  M.  Casal,  por  el  Sud  con  D»  Felisa  Taibo  y  por  el  oeste  con 
D.  Eliseo  Fein. 

A^  En  la  escritura  de  23  de  Agosto  de  1865  por  la  que  D.  Juan 
J.  Méndez  vendió  la  misma  casa  con  el  mismo  número  de  varas  y 
linderos  al  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gómez. 

Citado  D.  José  M.  Casal  presentó  los  títulos  de  su  propiedad 
que  compró  en  remate  judicial.  Consistian  estos  en  una  escri- 
tura de  12 de  Diciembre  de  1838  en  la  que  se  refiereque  siendo 
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D.  Juan  Alagon  deudor  de  cierta  cantidad  á  favor  de  la  testa- 
mentaría de  los  presbíteros  D.  Manuel  Y.  Mena  y  D.  José  Acosta, 
y  de  los  hijos  de  D^  Juana  Garcia  daba  en  pago  la  casa  esquina 
de  su  propiedad  sita  en  la  calle  de  Maipú  y  Corrientes ;  que  por 
mandato  judicial,  con  intervención  del  Defensor  de  Menores,  &., 
se  vendió  en  pública  subasia  á  Don  José  María  Casal  la  referida 
casa  de  Alagon  sita  en  las  calles  de  Maipú  y  Corrientes  núm.  130, 
edificada  en  terreno  de  14|  varas  de  frente  al  Norte  y  15  de 
fondo  lindando  por  el  frente  al  Norte,  calle  de  por  medio,  con 
D^  Juana  Garcia,  por  el  frente  al  Este,  calle  de  por  medio,  con 
D.  Juan  Ponce,  por  el  Sud  y  costado  del  Oeste  con  casas  que 
pertenecieron  á  Alagon ;  cuya  casa  esquina  pertenecía  á  dicho 
Alagon  por  haberla  edificada  en  la  propiedad  de  su  tío  D. 
Nicolás  Román,  de  quien  la  hubo  por  herencia. 

El  Juez  de  Sección  ordenó  la  medición  del  frente  al  Este  de  las 
dos  propiedades,  y  el  maestro  mayor  D.  Agustín  Rodríguez 
presentó  un  croquis  del  que  resultaba  que  la  propiedad  del  Dr. 
Gómez  tenia  11.50  varas  de  frente  con  12.75  varas  de  contra 
frente  al  Este,  16.75  varas  de  fondo  y  0,80  varas  de  martillo  desde 
las  seis  varas  del  frente  hasta  el  fondo ;  que  la  del  señor  Casal 
tenia  16  varas  de  frente  con  15.20  varas  de  contrafrente  y  14.35 
varas  de  fondo. 

* 

El  citado  maestro  mayor  dijo  que  respecto  de  la  pared  divi- 
soria de  las  dos  fincas  era  de  opinión  que  la  misma  había  sido 
hecha  para  ambas  casas  hasta  la  altura  del  antiguo  edificio,  y  que 
el  resto  de  su  mayor  altura  sobre  la  vieja  lo  habia  sido  para  la 
casa  de  altos  del  Sr.  Casal. 

Verificadas^  estas  diligencias,  el  Dr.  Gómez  demandó  al  Sr. 
Casal  para  que  le  entregara  una  vara  de  terreno  que  le  tenia 
usurpada  en  el  frente  de  su  propiedad  con  una  pared  edificada 
en  ella,  y  le  abonase  10000  pesos  mensuales  de  perjuicios  con 
mas  las  costas  de  este  pleito. 

El  caso  es,  dijo  el  Dr.  Gómez,  que  un  tal  Alagon  era  dueño 
de  los  dos  terrenos,  del  mío  y  del  de  CasaU  en  los  que  existían 
unas  casas  viejas. 

En  1837  Áiagon  vendió  del  total  dd  terreno  12  {  varas  de 
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frente  sobre  la  calle  Maipú.  El  resto  del  terreno  con  que  él  quedó 
estaba  pues  afectado  á  la  eviccion  y  saneamiento  de  dichas  varas 
vendidas  y  cualquier  comprador  cargaba  con  esa  obligación  que 
tenia  et  vendedor. 

En  1838  vendió  Alagon  el  «resto  de  su  propiedad  á  Casal, 
espresando  tener  15  varas  de  frente  á  la  calle  Maipú.  Por  consi- 
guiente el  terreno  comprado  por  Casal  quedó  afectado  al  sanea- 
miento y  eviccion  de  las  12  ^  varas  vendidas  antes  y  que  hoy 
son  de  mi  propiedad. 

Hace  como  seis  años  que  Casal  edificó  una  casa  de  altos, 
levantándola  sobre  una  pared  que  encontró  hecha,  sabiendo  que 
no  era  suya,  narque  estaba  fuera  de  su  terreno. 

Voy  yo  á  efflicar  el  mió  y  encuentro  que  me  falta  una  vara  de 
frente,  resultando  de  la  medición  que  Casal  tiene  16  varas  de 
frente  en  lugar  de  15  que  le  da  su  escritura  y  que  se  ha 
apoderado  de  la  pared  y  de  una  parte  de  mi  terreno. 

Casal  ha  procedido  de  mala  fe,  porque  por  su  escritura  sabia 
que  solo  le  correspondían  15  varas  de  frente,  y  sin  embargo 
edificó  16  sin  sanear  á  los  vecinos  y  sin  provocar  un  deslinde. 

El  sabia  que  su  terreno  no  tenia  martillo  porque  su  escritura 
establece  por  límites  lítieas  rectas;  sin  embargo  al  edificarse 
encuentra  con  el  martillo  en  la  línea  divisoria  de  su  pro- 
piedad marcado  en  el  croquis  con  las  letras  A  B. — Casal  calló 
esta  novedad,  porque  con  el  martillo  se  apoderaba  de  un  área 
y  una  pared  ajena. 

Sin  duda  pretende  que  habiendo  considerado  divisoria  de 
las  dos  propiedades  la  pared  que  usurpó,  ha  ganado  el  dominio 
por  la  prescripción.  Pero  para  la  prescripción  es  preciso: 

1<*  Buena  fe  que  está  visto  no  tuvoCai^l. 

2^  Titulo  hábil  de  dominio  que  tampoco  tenh,  porque  su 
escritura,  ni  la  mia  fijaban  límites  de  paredes,  sim  varas  precisas 
que  dan  exactamente  el  total  de  la  propiedad  del  primitivo 
dueño,  quien  con  esta  precisión  de  medida  muestra  que  no  tuvo 
la  intención  de  vender  en  consideración  á  las  paredes^  sino  á  la 
estension  del  terreno.  La  escritura  de  Casal,  pues,  no  puede  ser 
título  hábU  para  adquirir  la  propiedad  por  la  prescrípoion^ 
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3^  Tiempo.  Treinta  años  exije  la  ley  para  la  prescripción  del 
dominio,  y  habiendo  comprado  Casal  en  el  año  de  1838,  no  ha 
corrido  ese  tiempo.  Ademas  mi  terreno  ha  sido  mucho  tiempo 
propiedad  de  menores,  contra  quienes  no  corre  la  prescripción. 

Esta  por  otra  parte  no  podría  dbntarse  sino  desde  el  día  que 
Casal  se  apoderó  de  la  pared  y  del  terreno,  desde  el  dia  que 
edificó  sobre  la  pared  ajena,  y  desde  entonces  solo  van  corridos 
seis  años. — Hay  mas ;  en  materia  de  límites  no  hay  prescripción, 
pues  los  linderos  no  prescriben  jamas  lo  que  usurpan  á  los 
límites  del  vecino. 

Conlerído  traslado,  contestó  Casal  que  la  casa  del  Dr.  Gómez 
y  la  suya  habían  estado  ya  deslindadas  en  la  towmz  que  hoy  se 
encuentra,  en  1754,  en  que  D.Nicolás  Román  las  compró  áD* 
Juan  E.  de  Souza,  según  el  título  de  foja  1^  presentado  por  el 
Dr.  Gómez. 

Que  la  casa  del  Dr.  Gómez  es  un  tejado  antiquísimo,  y  aunque 
no  se  dice  en  su  escritura  que  la  pared  del  Sud  le  pertenece, 
resulta  ser  suya  por  lo  que  se  refiere  que  las  aguas  de  esta  casa 
caen  á  las  del  lindero  por  la  parte  del  Sud. 

Que  al  Dr.  Gómez  no  le  falta  ni  una  vara  como  lo  dice  ahora, 
ni  una  tercia  como  decia  antes. 

Que  las  12^  varas  de  írente  que  se  espresan  en  su  escritura 
deben  contarse  con  las  paredes,  la  del  Sud  que  le  pertenece  como 
se  ha  observado,  y  la  mitad  de  la  del  Norte  que  debe  ser  media- 
nera, como  lo  dice  el  maestro  mayor  Rodriguez. 

Que  así  tiene  todas  las  varas  de  su  escritura. 

Que  en  cuanto  á  ser  medianera  la  pared  del  Norte,  es  de 
saber  que  una  pared  se  hace  tal  dando  uno  de  los  linderos  el 
terreno  y  construyéndola  el  otro,  ó  dando  ambos  el  terreno  y 
construyéndola  á  medias. 

Que  la  pared  divisoria  del  Norte  tiene  ^  varas  de  espesor,  y  es 
evidente  su  antigüedad* 

Que  la  propiedad  del  Dr.  Gómez  tiene  llf  varas  incluyendo  la 
pared  del  Sud,  y  con  la  mitad  de  la  del  Norte  resulta  su  frente  de 
12  varas  3  pulgadas,  faltando  para  las  12|  varas  solo  9  pulga- 
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das;  que  esto  resulta  en  el  supuesto  de  no  haber  su  anterior 
poseedor  dado  todo  el  terreno  para  su  construcción. 

Que  en  el  croquis  no  ha  incluido  el  perito  las  paredes,  y  por 
eso  resulta  menos  terreno. 

Que  por  lo  espuesto ,  resulta  completo  el  frente  de  la  propie- 
dad del  Dr.  Gómez,  teniendo  en  el  fondo  1  f.  varas  de  mas, 
mientras  que  falta  á  la  de  Casal  media  vara  i  5  pulgadas. 

Que  si  alguna  pulgada  faltara  al  Dr.  Gómez,  su  derecho  á 
reclamarla  estaría  prescrito  por  el  tiempo  corrido  desde  i  754. 

Que  para  la  prescripción  de  30  años  basta  la  sola  posesión  y 
no  se  requiere  título  con  arreglo  á  la  ley  21,  tít.  29,  Part.  3*. 

Que  no  puede  haber  habido  mala  fe,  desde  que  no  se  ha  hecho 
mas  que  levantar  una  pared  sobre  el  muro  antiguo  que  fué  hecho 
para  las  dos  casas,  según  el  informe  del  perito. 

Que  en  la  prescripción  la  posesión  de  los  primitivos  poseedores 
aprovecha  á  los  que  siguen,  según  la  ley  16,  tít.  29,  Part.  3^;  y 
por  lo  tanto  no  debe  contarse  el  tiempo  desde  1838,  sino  desde 
1754  que  D.  JuanE.  de  Souza  poseyó  las  fincas  separadamente. 

Qae  la  posesión  de  los  menores  Garmendia  empezó  en  1849, 
después  que  se  habia  operado  ya  la  prescripción  < 

Quelaeviccion  y  saneamiento  es  un  derecho  personal  contra  el 
vendedor,  y  no  contra  el  que  haya  comprado  alguna  finca  de 
este.  • 

Que  la  acción  que  suele  entablarse  en  el  caso  del  Dr.  Gómez  es 
la  del  tanto  menos ;  pero  que  esta  también  es  puramente  perso- 
nal contra  el  vendedor  y  se  prescribe  con  el  lapso  de  un  año. 

Fnllo  del  Jíues  Seceional. 

Buenos-Aires^  Marzo  22  de  1865. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Doctor  D.on  Juan  Gái*Ios 
Gómez  contra  Don  José  María  Casal,  sobre  reintegración  de  un 
terreno  que  el  primero  posee  en  propiedad  situado  en  la  calle  de 
Maipú  núm.  138,  y  considerando :  l^  que  aun  cuando  el  título  de 
fojas  1^  á  14  á  favor  del  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gómez  espresa  que  el 
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terreno  vendido  á  este  se  compone  de  doce  y  tercia  varas  de 
frente  y  quince  de  fondo,  del  informe  pericial  de  foja  25,  resulta 
que  D.  José  M.  Casal  construyó  su  edificio  por  el  costado  Sud 
sobre  el  muro  antiguo,  que  existió  como  límite  divisorio  de  las 
dos  propiedades,  que  primitivamente  pertenecieron  á  Don  Juan 
Alagon,  vendedor  común  á  los  antecesores  en  el  titulo  del  Doctor 
Gómez  y  Casal :  2^  que  estando  divididas  ambas  propiedades 
por  límites  conocidos,  que  han  respetado  los  antecesores  en  el 
título  del  Dcictor  Gómez  sin  reclamo  alguno  de  su  parte,  acerca 
de  lo  cual  no  se  ha  ofrecido  prueba  alguua  que  lo  justificara,  y 
sin  que  en  las  escrituras  de  transferencias  respectivas  se  baya 
hecho  salvedad  de  otras,  que  dejase  por  parte  de  aquellos  en 
vigor  las  que  pudieran  tener,  la  venta  hecha  del  referido  Doctor 
Gómez  lo  ha  sido  ad  corpus  y  sin  consideración  á  la  mayor  ó 
menor  estension  del  terreno  vendido :  3^  que  es  doctrina  uni- 
forme que  en  las  ventas  de  esta  naturaleza  no  tiene  lugar  la 
reintegración   solicitada  que  solo  se  acuerda  en  las  que  son 
ad  mensuram ;  ¥  que  Casal  no  está  obligado  á  la  eviccion  y 
saneamiento  que  pretende  el  demandante,  japorque  no  se  ha 
demostrado  que  él  espresamente  contrajera  tal  obligación,  y  ^ 
porque  esa  acción  es  personal  entre  el  vendedor  y  comprador,  y 
no  entre  los  terceros  poseedores  de  una  propiedad,  que  por  otra 
parte  no  es  la  vendida.   Por  estos  fundamentos  fallo  absolviendo 
á  Don  José  María  Casal  de  la  demanda  é  imponiendo  perpetuo 
silencio  al  Doctor  Don  Juan  Carlos  Gómez  sin  especial  conde- 
nación en  costas ;  y  por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juz- 
gando, asi  lo  pronuncio,  mando  y  firmo  fecha  at  stipra.  Repón- 
ganse los  sellos. 

Alejandro  Heredia. 

El  Doctor  Gómez  apeló  de  esta  sentencia  y  espresando  agra- 
vios, dijo,  que  la  Suprema  Corte  debia  revocarla  en  todas  sus 
partes  y  condenar  á  Casal  á  entregar  la  pared  y  terreno  usurpado, 
á  perder  lo  construido,  á  los  daños  y  perjuicios  y  costas  del  pleito. 

Alegó  que  por  el  art.  i  3  de  la  ley  de  procedimientos  de  1863 
el  juez  debe  espresar  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 
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de  su  resolución,  y  el  Juzgado  Seccional  ha  olvidado  hacerlo. 
Que  por  las  escrituras  y  confesiones  de  Casal  constan  los 
siguientes  hechos : 

1^  Que  desde  antes  de  1754  las  dos  propiedades  hoy  de  Casal 
y  miaeran  una  sola  propiedad  de  Juan  Enrique  de  Souza. 

^  Que  en  1754  Souza  vendió  esa  sola  propiedad  hoy  dividida 
en  dos  á  Nicolás  Román. 

3^  Que  en  1792,  Juan  Alagon  heredó  de  su  tio  Román  esa 
propiedad  hoy  dividida. 

4?  Que  Alagon  vendió  en  1837  á  D*  Angela  Muñecas  de 
quien  lo  hubo  D.  Juan  J.  MendeM^ntecesor  del  Dr.  Gómez,  el 
terreno  y  casa  que  hoy  es  de  este,  con  frente  de  12  ^  varas, 
lindando  por  el  fondo  y  ambos  costados  con  el  vendedor. 

50  Que  de  esa  fecha  data  la  división  de  las  propiedades. 

6^  Que  después  de  esa  venta  Alagon  cedió  en  1838  á  favor  de 
sus  acreedores  la  casa  vecina  edificada  por  él  en  terreno  de  i5 
varas  de  frente  á  la  calle  Maipú,  cuya  casa  fué  vendida  por  los 
acreedores  á  Casal. 

70  Que  por  consiguiente  Alagon  practicó  la  división  en  dos  de 
la  propiedad  que  desde  1754  ó  antes  era  una  sola,  edificando  él 
la  casa  que  pasó  á  Casal  en  terreno  de  15  varas  de  frente  y 
dejando  lo  demás  para  la  compradora  D^  Angela  Muñecas. 

8^  Que  asi  permanecieron  las  cosas  hasta  1857  en  que  D. 
José  María  Casal  heredó  de  su  padre  la  casa  comprada  en  1838. 

9^  Que  después  de  1857  Casal  edificó  sobre  el  muro  antiguo, 
levantando  sobre  el  la  pared  para  formar  los  altos  de  su  casa. 

10.  Que  en  esa  época  la  casa  y  terreno  del  apelante  ei*an 
propiedad  de  los  menores  Garmendia  contra  quienes  ño  corre  la 
prescripción. 

11.  Que  resulta  de  la  operación  pericial  que  Casal  levantó  la 
pared  una  vara  mas  afuera  de  las  quince  de  frente  que  Alagon  dio 
á  la  casa  que  edificó  después  de  vender  la  del  apelante. 

12.  Que  el  hecho  que  innovó  el  statu  quo  de  la  situación  tuvo 
lugar  por  el  levantamiento  de  los  altos  por  Casal  después  de 
1857,  y  apenas  van  corridos  ocho  ó  nueve  años. 
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13.  Que  la  escritura  de  Casal  apeoas  tiene  veinte  y  ^h^  aftoa, 
la  del  apelante  veinte  y  nueve  y  no  han  trascurrido  los  treinta  d^ 
la  prescripción. 

14,  Que  ademas,  la  casa  del  apelante  ha  sido  por  muchos 
años  propiedad  de  los  menores  Garmendia,  contra  los  que  no 
corre  la  prescripción. 

De  esos  hechos  hizo  las  siguientes  deducciones 

1^  Que  la  mente  de  los  contrayentes  en  la  escritura  de  1837 
fué  una  venta  ad  mensuram  y  no  ad  corpus^  como  lo  asienta  la 
sentencia,  porque  la  venta  de  terrenos  en  las  ciudades,  donde 
tienen  mucho  valor,  no  se  ^ce  ad  corpus  sind  ad  mensuram  ; 
porque  el  haberse  designado  tojyi^  y  fraeciones,  prueba  la  inten- 
ción de  vender  á  medida,  pues  no  se  espresan  fracciones  de 
pequeña  medida  en  ventas  ad  corpus ;  porque  el  acto  posterior 
del  vendedor  Alagon  de  edificar  en  quince  varas  sin  consideración 
al  muro  antiguo^  dejando  lo  demás  del  terreno  á  su  compradora, 
para  que  ella  tuviere  12  \  varas,  prueba  que  él  habia  entendido  y 
consentido  vender  ad  mensuram;  porque  la  compra  posterior  de 
Casal  en  1838  es  indudablemente  adme^ió-uram,  pues  se  le  ven- 
dieron quince  varas  de  frente  sin  mencionar  el  martillo  del. 
muro  an/í^uo  que  se  pretende  convertir  en  límite,  cuya  segunda 
venta  ad  mensuram  escluye  toda  posibilidad  de  que  se  hubiere 
hecho  ad  corpus  la  primera. 

Que  en  la  interpretación  de  los  contratos  debe  inquirirse  de  los 
actos  de  los  contrayentes  la  m^nte  que  mas  se  syusta  al  tenor  del 
contrato. 

Que  el  tenor  del  contrato  es  ad  msnsuram  desde  que  en  las 
escrituras  se  precisan  \2ltzs  y  fraccio7ies  de  vara  sin  consideración 
á  la  configuración  de  los  limites ;  y  la  mente  del  vendedor  se 
revela  por  el  hecho  de  haber  edificado  en  quince  varas  y  no  en 
diez  y  seis,  y  de  haber  vendido  quince  precisas,  sin  consideración 
á  la  configuración  irregular  del  muro  antiguo  en  la  escritura  de 
Casal. 

2^  Que  aun  considerando  ad  corpus  la  venta  á  D^  Angela 
Muñecas,  esta  comprendería  el  muro  antiguo  que  tiene  dos  ter- 
cias de  vara,  según  Casal ;  porque  las  ventas  ad  corpus  pueden 
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hittfel%e  inclayendo  ó  escluyendo  los  muros,  como  la  hecha  á  la 
Sra.  Muñecas  incluye,  según  Casal,  la  pared  del  Sud ;  porque 
estando  hecha  esa  casa  antes  de  la  de  Casal,  si  Alagon  hubiese 
Tendido  ad  corjnis  aquella  casa,  hubiera  tenido  que  venderla 
incluyendo  todas  sus  paredes ;  porque  Alagon  edificando  después 
dé  la  de  la  Sra.  Muñecas,  la  casa  hoy  de  Casal,  la  ha  edificado 
fiíera  de  ése  muro  antiguo ;  porque  en  la  venta  á  Casal  no  se  ha 
mencionado  la  configuración  irregular  del  muro  antiguo,  lo  que 
prueba  que  este  estaba  incluido  en  la  venta  anterior  hecha  á  la 
Sra.  Muñecas. 

39  Que  Casal  no  ha  podido  ganar  por  prescripción  ni  la  servi- 
dumbre de  la  pared,  ni  el  terreno  invadido,  porque  la  servidumbre 
oneris  ferendi  solo  se  gana  por  el  consentimiento  de  diez  años 
entre  presentes,  y  desde  que  Casal  edificó  sobre  el  muro  antiguo 
nó  van  corridos  ni  nueve  años,  y  de  estos  algunos,  son  de  dominio 
dé  taenores ;  y  porque  no  puede  darse  otra  prescripción  desde 
que  antes  de  1857  no  ha  habido  nin^n  hecho  de  invasión  del 
letípeno  del  Dr.  Gómez. 

iP  Que  Casal  no  ha  podido  ganar  por  prescripción,  pues  le 
faltan  los  re()üisitos  legales  que  la  justifican ;  le  falta  el  título, 
porque  su  escritura  le  da  15  varas  y  él  posee  16 ;  le  fáltala  buena 
fe,  ^ues  se  posesionó  de  mas  terreno  de  lo  que  á  ciencia  cierta 
sabia  pértenecerle ;  falta  el  tiertipo,  pues  no  han  corrido  desde  la 
invasión  dfel  terreno  ni  veinte  años  entre  ausentes,  porque  Gar- 
mendia  fué  emigrado  político  en  tiempo  de  Rosas  por  salvaje 
unita)rié ;  le  falta  lá  posesión  desde  que  Casal  no  ha  probado 
q^e  antes  de  1857  en  que  dice  haber  levantado  los  altos  ha 
estado  en  posesión  de  la  vara  que  ha  usurpado. 

Juan  Carlos  Gómez. 

£1  Sír.  Cábkl  fcdntéstó  qué  débiá  confirmarse  la  sentencia  kpe* 
láda  pues  que  consideró  que  la  venta  se  hizo  bajo  paredes^ 
limites  ciertos,  que  el  edificio  se  hizo  sobre  la  pated  anti^á,  y 
que  la  venta  fnlí  aii  coirpus. 

Que  el  Dr.  Gómez  tacha  erróneamente  la  sentencia  por  no 
estar  fundada  en  hechos  ni  en  derecho. 
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Qae  el  hecho  en  que  se  funda  es  la  división  de  los  terrenos 
al  tiempo  de  la  venta  bajo  muros  antiguos ;  y  el  derecho,  en  que 
por  aquella  razón  la  venta  es  ad  carpus^  y  por  consiguiente  el  Dr. 
Gómez  no  tiene  derecho  á  mas  de  lo  que  tiene  actualmente, 
aunque  hubiese  error  en  la  medida. 

Que  si  la  venta  no  hubiera  sido  ad  corpus^  el  Dr«  Gómez 
tendría  acción  á  la  indemnización  solo  contra  el  vendedor,  pero 
BO  una  acción  reivindicatoría  contra  quien  no  trató  con  él. 

Que  la  venta  á  D^  Angela  Muñecas  fué  ad  corp\is^  pues  las 
casas  existen  divididas  desde  antes  de  1754. 

Que  el  mismo  Dr.  Gómez  lo  confiesa  cuando  dice  que  Alagon 
practicó  la  división  en  dos  de  la  propiedad  que  desde  1754  ó 
antes  era  una  sola. 

Que  á  pesar  de  eso^  el  Dr.  Gómez  dice  que  la  división  se 
operó  en  1837 ;  pero  que  aun  en  ese  caso,  desde  que  las  casas 
estaban  divididas,  y  se  vendieron  las  casas,  no  puede  dudarse  que 
la  venta  fué  ad  corptcs^  puesto  que  no  es  creíble  que  se  vendiera 
el  terreno  que  estaba  fuera  de  los  muros;  que  al  contrarío 
Alagon  previene  con  minuciosidad  el  martillo  que  hay  en  el 
zaguán  y  se  pone  como  lindero  por  los  costados  sin  dejar 
terreno  intermedio. 

Que  el  Dr.  Gómez  tiene  en  el  fondo  de  su  casa  una  vara  y  tres 
cuartas  mas  de  lo  que  indica  la  escrítura,  y  que  eso  le  aprovecha, 
como  le  perjudica  lo  que  tenga  de  menos  en  el  frente,  por  ser 
ad  Corpus  la  venta. 

Que  si  Alagon  al  vender,  espresó  las  varas  y  fracciones  de 
ellas  que  componían  el  terreno,  fué  porque  creyó  que  estas 
existian  dentro  del  mismo,  y  no  porque  hubiese  tenido  intención 
de  vender  ad  meiisuram. 

Que  no  constando  de  las  escrituras  que  Alagon  hubiese  ven- 
dido las  paredes,  el  Dr.  Gómez  no  puede  decir  que  sean  suyas,  y 
lo  regular  es  que  Alagon  las  dejase  medianeras,  como  lo  dice  el 
perito  en  su  informe. 

El  auto  apelado  fué  confirmado  por  el  siguiente 
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Fallo  de  In  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1866. 

Considerando — Primero :  Que  tanto  la  venta  que  Don  Juan 
Alagon  hizo,  en  mil  ochocientos  treinta  y  siete ^  á  Doña  Angela 
Muñecas  de  la  finca  que  hoy  pertenece  al  demandante,  como  la 
judicial  que  á  petición  de  sus  acreedores  se  hizo  á  Don  José 
María  Casal,  en  el  siguiente  año,  de  la  que  posee  el  demandado, 
fueron  ací  corpas;  porque  en  cada  una  de  ellas  se  señaló  al 
teiTeno  y  edificio  un  solo  precio,  y  ambas  fincas  tenian  límites 
ciertos. — Segundo :  Que  en  estos  casos,  según  doctrina  uniforme 
de  nuestros  jurisconsultos,  aun  cuando  el  vendedor  enuncie  en 
la  escritura  de  venta  la  medida  del  terreno  ó  del  edificio,  no 
garante  su  estension,  y  solo  se  atiende  á  los  límites  para  deter- 
minar la  cosa  vendida,  perteneciendo  al  comprador  el  provecho  y 
el  perjuicio  del  error  en  el  cálculo  ó  en  la  mensura. — Tercero: 
Que  por  consiguiente  el  Doctor  Gómez,  sucesor  en  el  derecho 
de  la  señora  Muñecas,  no  puede  pretender  que  se  le  integre  el 
frente  de  su  terreno  con  el  comprendido  dentro  de  los  límites 
de  la  finca  de  Casal,  aunque  este  tenga  mas  varas  y  aquel  menos 
de  las  que  espreSan  sus  escrituras. — Cuarto :  Que  siendo  propie- 
tario Don  Juan  Alagon  de  las  dos  fincas,  cuando  vendió  la  primera 
á  la  señora  Muñecas,  y  no  habiéndose  declarado  en  la  escritura 
del  contrato,  que  todo  el  muro  divisorio  se  comprendía  en  la 
venta  debe  entenderse  que  este  muro  quedó  de  propiedad  común, 
y  que  lá  linea  que  pasa  por  su  centro  es  el  limite  de  ambas 
propiedades ;  pues  esta  es  la  interpretación  mas  natural  de  la 
voluntad  de  los  contratantes,  la  mas  conforme  á  los  principios 
del  derecho  que  en  los  casos  dudosos  reducen  la  obligación  á 
su  menor  término,  y  la  que  también  ha  adoptado  la  jurispru- 
dencia, apoyándola  en  varias  disposiciones  de  las  leyes  roma- 
nas; por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
fojas  diez  y  j6í>;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 

devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  María 

DEL  Carril  —  Fraiigisco  Delgado  —  José 

Barms  Pazos— J.  B.  Gorostuoa. 
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Carti  Bivá  y  C^  contra  D.  Hermán  Van  HotUmn,  tx^cónml 

de  Holanda,  par  cobro  de  pesos. 

Sumario :  La  Justicia  Nacional  no  es  competente  para  co- 
nocer de  una  demanda  que  por  cobro  de  pesos  se  interpone 
contra  quien  se  halla  concursado  ante  el  Tribunal  de  Go- 
mercio. 


Caso : — D,  Elias  Buteler  en  representación  de  los  señores  Corti 
Riva  y  G^  demandó  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional 
á  D.  Hermán  Van  Houten,  pidiendo  el  pago  de  unos  efectos  que 
este,  siendo  Cónsul  de  Holanda,  compró  en  1865  á  sus  re^ 
presentados  para  la  corbeta  de  guerra  Cashorn. 

Conferido  traslado,  el  señor  Van  Houten  declinó  la  jurisdicción 
de  la  Suprema  Corte,  diciendo  que  la  casa  de  comercio  á  que 
pertenecía  como  socio  gerente  habia  sido  declarada  en  quiebra^ 
y  los  autos  relativos  obraban  ante  el  Juez  de  Comercio  de  la 
Provincia ;  que  por  esta  circunstancia  carecía  de  personería  para 
ser  demandado,  y  la  demanda  debia  proponerse  ante  el  Juez  del 
concurso ;  y  que  por  otra  parte  él  babia  cesado  en  el  cargo 
de  Cónsul  de  Holanda,  en  cuyo  carácter  habia  sido  demandado 
ante  la  Suprema  Corte. 

Don  Elias  Buteler  contestó  que  la  deuda  que  se  cobraba 
habia  sido  contraída  en  el  carácter  de  Cónsul  y  para  la  armada 
de  su  Gobierno ;  que  la  calidad  de  esa  deuda  no  desaparecía  por 
el  hecho  de  haber  cesado  el  señor  Van  Houten  en  su  cargo 
de  Cónsul,  ni  por  haber  sido  declarada  en  quiebra  la  casa  de 
Comercio,  de  la  que  era  socio  gerente ;  y  que  el  cobro  de  esa 
clase  de  deudas  no  puede  ser  gestionado  judicialmente  sino  ante 
la  Suprema  Corte. 

Vista  la  eauaa  se  Uio  lugar  i  la  dédimatoria  por  el  si- 
guieiite 


Fallo  de  J»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires»  Hayo  15  de  1866. 

Vhtos : —  Reconociéndose  por  el  demandante  que  la  casa 
de  comercio  de  que  era  socio  gerente  el  demandado,  se  halla 
en  estado  de  quiebra,  y  que  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de 
esta  ciudad  pende  el  juicio  de  concurso  de  acreedores  que  se 
le  ha  formado ;  se  declara  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo doce,  inciso  primero  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  esta  Corte  no  tiene  juris- 
dicción para  conocer  de  la  demanda  interpuesta,  y  satisfechas 
las  costas  causadas,  y  repuestos  los  sellos  archívese. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Maru 
DEL  Carril — Francisco  Delgaih)— José  Bar- 
ros Pazos — ^J.  B.  Gorostuga. 


CAMJBA  CJL%MMK. 

Don  Modesto  Sánchez^  curador  ad  litem  de  Don  Juan  Guilienno 
CatlCy  en  tercería  de  oposición  á  la  ejecución  seguida  por  la 
testamentaría  de  Z>.  Francisco  Videla,  contra  la  testamentaría 
de  Don  Francisco  E,  Calle. 

9 

Sumario: — 1**  La  administración  de  bienes  comunes  en  los 
que  viene  á  tener  interés  un  menor  no  produce  hipoteca  legal 
sobre  les  bienes  del  administrador  por  el  alcance  de  aquella, 
si  no  se  prueba  que  este  fué  curador  del  menor  ó  ejerció  la  ad- 
ministración en  la  calidad  de  tal. 

^  Et  reconocimiento  de  una  deuda  no  comprobada,  hecho 
por  .el  albacea,  sin  el  consentimiento  de  los  herederos  no  obliga 
á  la  testamentaría.  "^ 
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3^  La  confesión  de  deuda  perjudica  á  su  autor  solamente,  y 
no  á  sus  acreedores. 

4°  El  reconocimiento  de  una  cuenta  de  carácter  preferente 
hecbo  por  el  albacea  en  circunstancia  de  hallarse  ejecutados  los 
bienes  de  la  testamentaria,  el  parentezco  inmediato  y  la  comu- 
nidad de  bienes  existentes  entre  él  que  produce  y  él  que  reconoce 
la  cuenta,  el  proceder  esta  de  cálculos  fundados  en  hechos  no 
probados,  y  carecer  de  los  descargos  que  por  su  naturaleza  debia 
contener,  y  el  reconocer  la  cuenta  sin  consultar  á  los  demás  here- 
deros interesados  en  la  deuda,  demuestran  la  colusión  del  alba- 
cea  con  el  tercero  para  defraudar  al  ejecutante. 


Caso  : — Don  Pedro  C.  Raymond  en  representación  de  la  testa- 
mentaría de  Francisco  Videla,  chileno,  ejecutaba  algunas  pro- 
piedades de  la  testamentaría  de  Francisco  E.  Calle,  argentino, 
por  cobro  de  pesos. 

Don  Modesto  Sánchez  curador  ad  liíem  del  menor  Juan  G. 
Calle,  presentó  el  siguiente  documento  : 

Éa  Hendozk  á  3  de  Agosto  de  1865,  presentes  ante  el  juz^do 
Modesto  Sánchez,  Francisco  L.  Calle  y  el  curador  de  este  Me- 
dardo Ortiz,  pidió  el  primero,  que  Francisco  L.  Calle  con  inter- 
vención de  su  curador,  y  como  albacea  de  la  testamentaría  de 
su  finado  padre  Francisco  E.  Calle  reconociese,  bajo  juramento 
la  cuenta  que  dicha  testamentaría  adeuda  al  menor  Juan  G.  Calle, 
de  los  producidos  libres  de  la  hacienda  de  Santa  Rosa,  que  ad- 
ministró dicho  finado  Francisco  E.  Calle,  desde  1855  inclusive, 
hasta  la  fecha,  á  razón  de  2000  pesos  anuales,  que  en  diez  años 
hacen  20,000  pesos,  y  también  por  los  productos  libres  de  la 
estancia  de  las  Peñas,  que  en  sociedad  administró  dicho  Fran- 
cisco con  el  igualmente  finado  Juan  Nicolás  Calle,  avaluados 
del  modo  siguiente  por  haberse  estraviado  los  libros.  Capital 
introducido  por  Juan  Nicolás,  1000  vacas  á  8  pesos  cada  una, 
según  valor  que  tenían  en  1854,  8000  pesos.  Producto  libre 
de  la  referida  estancia  en  diez  año&  relativamente  al  capital  de 
2000  vacas  ó  sea  16000  pesos,  según  cálculo  de  prácticos,  32,000 
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pesos  de  los  cuales  se  carga  solo  la  mitad,  16^000  pesos.El  mc^ 

ñor  Francisco  L.  Calle  reconoció  bajo  juramento  la  Verdad  de 

esta  cuenta  ante  su  curador,  espresando  tener  ^4  años  de  edad. 

Molina — Francisco    L»   Calle — Medardo    Oriiz. 
Francisco  Mayorca^  Escribano. 

Con  este  documento  Don  Modesto  Sánchez  interpuso  tercería 
de  oposición  por  mejor  derecho  al  producido  de  los  bienes  de 
la  testamentaria  de  Francisco  E.  Calle, mandados  rematará  con- 
secuencia de  la  ejecución  de  Raymond^ 

Los'  hechos  en  que  se  fundó  la  tercería  fueron : 

1^.  Que  Don  Francisco  E.  Calle  administró  como  curador  legí-^ 
timo  los  bienes  de  su  pupilo  Juan  Guillermo  Calle,  desde  1855 
hasta  la  fecha,  sin  rendir  cuenta. 

2^  Que  el  legitimo  representante  déla  testamentaria  de  Fran- 
cisco £.  Calle  había  reconocido  judicialmente  las  cuentas  de 
aquel. 

3^  Que  la  hipoteca,  que  afecta  los  bienes  de  la  testamentaria 
de  Francisco  E.  Calle  á  favor  de  la  de  Videla  era  posterior  á 
la  hipoteca  legal  que  los  afecta  á  favor  de  Juan  G.  Calle. 

Que  de  estos  hechos  la  hipoteca  legal  resultaba  evidente  con 
arreglo  á  las  leyes  23,  tit.  13,  part.  5*  y  21,  tit.  16,  part.  6». 

En  su  consecuencia  pidió  que  depositándose  en  el  interim  el 
producto  de  los  bienes  mandados  rematar,  se  mandara  pagar 
el  crédito  de  su  pupilo,  con  preferencia  al  de  la  testamen- 
taria Videla.  , 

Conferido  traslado^  Raymónd  presentó  el  documento  en  el 
que  fundaba  la  ejecución. 

Por  dicho  documento  constaba  que  el  citado  Raymond,  co- 
mo apoderado  de  la  testamentaria  Videla^  procedió  con  Don  Ni- 
cómedes  Garcia^  Francisco  Louis  Calle  y  Juan  G.  Calle,  alba- 
ceas  testamentarios  los  tres  de  Francisco  E.  Calle,  y  el  primero 
tutor  y  curador  á  la  vez  de  los  hijos  menores  de  este,  á  la  li- 
quidación de  cuentas^  resultando  deber  la  testamentaría  de  Calle 
á  la  de  Videla  desde  13  de  Abril  de  1861  la  suma  de  17^143  pesos 
en  oro  ó  plata^  con  el  interés  de  10  0/0  anual,  pagaderos  por 
semestres.  El  Juez  de  Letras,  á  quien  se  presentó  dicha  liqui- 
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dación  para  aprobarla,  mandó  que  los  tr^s  albaceas  justificaran 
su  personería.  Presenlaron  estos  el  testamento  de  Francisco  E. 
Calle  que  les  nombraba  tales  albaceas. 

El  Ministerio  de  Menores^  á  quien  se  confirió  vista,  aceptó  la 
liquidación,  j  el  juzgado  la  aprobó.  En  sja  consecuencia '  los 
tres  albaceas  otorgaron  en  27  de  Mayo  de  1862  escritura  públi- 
ca por  la  cantitad  citada,  obligándole  á  pagarla  en  31  de  Diciem- 
bre de  1862,  en  Valparaíso,  con  el  interés  del  10  0/0  desde  13  de 
Abril  de  1861 ,  é  hipotecando  al  efecto  dos  fincas  de  la  testamen- 
taría, ubicadas  una  en  la  Ville  de  Maipú,  y  la  otra  en  Sania 
Rosa. 

Contestó  el  traslado  diciendo  '  que  los  cargos  que  hacia 
Sánchez  á  la  testamentaría  de  Francisco  E.  Calle  estaban  basado^ 
en  cálculos  equitativos  á  juicio  de  peritos^  pues  se  habían  per- 
dido los,  libros,  lo  que  importa  que  aquellos  son  inciertos ;  que 
sin  embargo  Don  Francisco  Louis  Calle  jura  que  es  cierto  lo 
que  se  dice  adeudarse  en  aquella  liquidación. 

Que  este  peijurío  y  el  dolo  que  lo  constituye,  hace  nulo  él 
documento  tjue  flinda  la  tercería  con  arreglo  á  la  ley  1^,  tit.  16, 
part.  7». 

Que  ese  documento  es  también  nulo  porque  el  albacea  Calle 
reconociendo  cuentas  sin  comprobantes  ultrapasós  us  facultades, 
desde  que  la  de  reconocer  tales  cuentas  no  le  estaba  concedida 
por  el  testamento,  y  el  albacea  no  es  sino  un  mandatario,  cuyos 
actos  son  nulos  si  no  están  dentro  de  los  limites  de  su  mandato* 
(Escriche  en  la  palabra  a/6acea.) 

Que  el  albacea  puede  administrar  los  biches  testamentarios, 
pero  no  ejercer  actos  de  propiedad,  según  la  ley  7*,  tít,  14,  part. 
5^,  entre  los  que  se  comprende  el  de  reconocer  una  deuda 
fundada  en  cálculos,  compromet^iendo  todo$  los  bienes  de  la  tes- 
tamentaría al  pago  de  ella ;  por  cuya  razón  adolece  también  de 
nulidad  el  documento  de  foja  1^.  (Escríche  á  la  palabra  matidato, 
allln-) 

Que  la  hipoteca  legal  del  menor  sobre  los  bienes  de  su  curador 
compi'ende  solo  al  alcance  líquido  que  de  las  cuentas  de  este 
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resulte  á  su  favor ;  pero,  que  no  está  en  ese  caso  lo  que  pretende 
Sánchez. 

Que  el  menor  Juan»  N.  Calle  estuvo  bajo  la  cúratela  de  su 
madre  y  no  de  D.  Francisco  E.  Calle,  á]quien  jamás  le  fué  discer- 
nido el  cargo  de  curador. 

Que  por  consiguiente  aun  siendo  válido  el  documento  de  foja 
1*,  no  nacería  de  él  sino  un  crédito  puramente  personal  que  no 
puede  preferirse  al  hipotecario  que  se  ejecuta. 

$e>, recibió  la  causa  á  prueba  sobré  los  siguientes  puntos: 

i»  Que  Francisco  E.^  Calle  fué  tutor  ó  curador  de  los  hijos 
menotes.de  su  hermano  Juan  Nicolás  Calle. 

2^.  Que  aquel  administró  los  bienes,  de  este  después  de  su 
muerte.  .  < 

3^  Que  su  administrador  ha  perjudicado  la  testamentaría  de 
Juan  Nicolás  en  la  cantidad  de  la  cuenta  de  foja  l^á  2^. 
\  A^  Que  Francisco  E.  Calle  ó  sus  albaceas  han  rendido  enema 
de  aquella  administración,  manifestando  el  déficit  á  favor  de  los 
menores. 

5*>  Que  en  los  cálculos  del  demandante  ha  habido  dolo. 

PRUEBAS  DEL  TEnCER  OPOSITOR. 

Este  presentó  varios  testigos,  defirió  posiciones  al  adversario 
y  acompañó  documentos. 

DECMRACIONES  1)E.  TESTIGOS* 

t 

1  ■  •  / 

Roqm  Jacinto  Rodríguez  declaró  que  Francisco  E,  Calle  lejos 
de  haber  malversado,  adelantó  los  intereses,  comprando  el  sitio 
,  de  José  M.  Reina  y  el  de  la  calle  de  San  FranciscQ  cerca  de  la 
tiéüda  ñe  Froilan  Garcia ;  y  que  su  honradez  se  acredita  por  el 
hecho  de  haber  avisado  después  del  terremoto  á  D.  Domingo 
Pizarro  que  se  habia  salvado  una  cantidad  de  700  y  pico  de  pesos 
que  aquel  le  habia  dado  en  depósito,  cup  cantidad  la  entregó  al 
depositante! 

Manuel  (h^tiz  declaró  qué  desde  12  años  sabe  qin^   la  estancia 
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de  las  Peñas  pcrlenecia  á  los  Callo,  que  sacaj^an  hacienda 
anualmente  llevando  unos  arreos  á  Chile  y  otros  al  pueblo ; 
ignora  el  destino  que  estos  hayan  tenido ;  que  lo  último  que  han 
sacado  fueron  600  cabezas  de  ganado  sin  recordar  si  fué  en  este 
6  en  el  ano  próximo  pasado. 

Blas  Vargas^  Jue^del  Crimen,  informó  que  Francisco  £.  Calle 
administró  la  estancia  de  las  Peñai^  después  de  la  muerte  de  su 
hermano  Juan,  porque  lo  ha  visto,  pero  qiie  hp  le  consta  la  aditú- 
dístracion  de  laí  hacienda  de  Santa  Rosa;  que  le  consta  que  se 
han  sacado  ganados  para  poblar  una  estancia  en  Masmota ;  y  que 
ignora  el  némero  en  que  se  pobló  la  estancia,  así  como  lo  estraido  ^ 
y  las  pérdidas^ 

Ramón  García  declaró  que  en  1855  cuando  falleció  Juan  N. 
Calle,  este  tenia  una  tienda  en  la  esquina  de  su  casa  habitación 
surtida  con  artículos  de  tienda  y  almacén,  y  ha  oido  decir 
que  después  de  su  muerte  la  administró  D.  Francisco  su 
hermano. 

Milifon  Arroyo  declaró  que  en  la  fecha  de  su  muerte  D.  Juan. 
N.  Calle  tenia  la  dicha  tienda,  y  que  el  terreno  délos  almacenes 
de  í^an  Francisco  lo  compró  la  viuda  de  aquel. 

Juan  de  la  Rosa  Correas  declaró  que  D.  Juan  teníala  citada 
tienda^  y  que  después  dp  su  muerte  D.  Francisco  encabezaba 
la  casa  de  su  hermano,  pero  que  no  sabe  que  representación  tenia 
en  ella.  '    .  *• 

Nicolás  Vülamteva^  administrador  de  rentas  nacionales,  di- 
ciendo tener  parentezeo  de  afinidad  con  Ju^nG.  Calle,  informó 
que  D.  Juan  tenia  dicha  tienda,  y  que  después  de  su  niuerte  inter- 
vino en  ella  su  hermano  D.  Francisco,  creía  que  como  bocío^ 
pero  sin  saberlo  de  una  manera  fehaciente. 

POSICIONES.  .  • 

A  solicitud  de  Sánchez  absolvieron  posiciones  el  albacea  de 
la  te^tamisntaría  ejecutada  de  D.  Francisco  E.  Calle  y  eí  albacea 
de  la  téstameBtaría  ejecutante  de  Videla, 

Elalbacesi  de  la  primera  declaró :  1^  que  requerido  por  San- 
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chez  para  rendir  cuenta  del  producto  de  los  bienes  del  menor 
Juan  Guillermo,  que  administró  su  finado  padre  D.  Francisco  E. 
Cdlle  desde  i855^  obeieciendo  ^\  comimicato  reservado  que  este 
le  hizo  in  artículo  mortis  reconoció  deber  por  el  mencionado 
producto  la  cantidad  de  44,000  pesos,  disp^Btisándole  Sánchez  el 
valor  de  la  tienda  que  á  la  muerte  de  Juan  N.  giraba  en  sociedad 
con  su  padre ;  2^  que  la  cuenta  que  se  le  presenta  y  ^que  monta 
,á  ^3,133  pesos  no  es  la  misma  que  les  ka  servido  de  basé  para 
la  transacción,  8inóotrapor34,000  pesos  que  reconoció  ante  el 
Juzgado  de  Letras  el  23  de  Agosto  de  i865 ;  3<>  que  á  mas  de  los 
bienes  embargados  por  Raymond  hay  otros  que  no  lo  están,  como 
;  la  mitad  de  la  estancia  de  las  Peñas  y  los  gaznados  alzados ;  y  4^ 
^ue  no  sabe  si  todos  los  bienes  de  su  padre  alcanzan  a  cubrir  la 
deuda  que  le  cobra  Raymond,  advirtiendo  que  <  las  Peñas  »  está 
gravada  con  una  hipoteca. 

El  albacea  de  la  segunda  declaró:  1^  que  no  sabe  ciertamente 
si  todos  los  bienes  de  Fi*ancisco  E.  Galle  se  han  embargado ;  que 
es  cierto  que  se  han  subastado  varias  do  sus  propiedades,  como 
la  Gruz  de  Piedras,  Masmota  y  el  Sauce ;  y  3«  que  no  sabe  en  el 
momento  el  monto  fijo  del  défictl  que  aun  queda  por  abonarse. 

•  DOCUMENTOS. 

Presentó:  1**  una  escritura  de  10  de  Abril  de  1853  por  la 
queD.  Juan  A.  Maza  vendió  á  D.  Francisco  E.  y  á  D.  Juan  N. 
Calle  la  estanda  de  las  Peñas  por  el  precio  de  2,000  posos,  decla- 
rando los  dos  compradores  qne  dicha  estancia  es  para  los  dos 
por  estar  en  compañía  y  que  cuando  se  separen  quedará  uno  de 
ellos  dueño  esclusiyo  de  la  misma  sfin  mas  formalidad  que  una 
anotación  al  margen  de  la  es'críinra.    . 

^  Una  escritura  de  15  de  Noviembre  de  1851  por  la  que  D. 
Juan  N.  Galle  y  D.  Juan  de  la  Rosa  Pescara  compraron  en  remate 
público  la  hacienda  de  Santa  Rosa  perteneciente  á  la  testamen- 
taría de  D.  Antonio  Reta,  cediéndose  en  seguida  por  Pescara  su 
parte  á  favor  de*  Calle  quien  se  hizo  cargo  de  la  parte  de  precio 
correspondiente- 
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3^  Una  sentencia  del  Juez  de  Sec€Íon  de  Mendoza  pronuncíadií 
en  la  tercería  esclúsente  que  el  mismo  Sánchez  opuso  á  Raymond 
por  la  hacienda  de  SanU  Rosa  que  este  ejecutaba  para  hacerse 
pago  de  la  cantidad  que  la  testamentaría  de  Callé  adeudaba  á  la 
de  Yidela.»  en  cuya  sentencia  se  declara  que  dicha  hatíenda 
pertenece  á  Juan  G.  Calle  y  que  ia  hipoteca  sobre  ella  constituida 
es  nula.  ..  •     ' 

4»  Las  diligencias  de  embargo  de  la  hacienda  de  San^  Rosa 
en  el  juicio  ejecutivo  de  Raymond  contra  ia  testamentaria  Calle^  • 
en  las  que  se  dice  que  se  embarga^n  la  estension  que  demarcan 
sus  límites. 

5^  El  testimonio  del  registro  de  tres  marcas  en  el  Departa-  . 
mentó  de   Policía  estendido  bajo  el  nombre  de  los  señores 
Calle  y  C^         , 

-  Con  estas  pruebas,  el  tercer,  opositor  alegó  diciendo^  que 
muerto  ab  intestato  D.  Juan  N.  Calle  padre  de  D.  Juan  Guillermo, 
el  brermano  de  aquel  D.  Francisco  E.  Calle  fué  su  tutor  legitimo 
por  9o>  haber  ocurrido  la  madre  de  D.  Juan  Guillermo  á  hacerse^ 
conferir  el  cargo  detutora;'y  quési,  D«  Francisco  E.  Calle  no 
hizo  autorizar  su  nombramiento  por  el  juez,  esta  falta  no  puede 
perjudicar  al  menor,  quien  llegado  i  la  pubertad  consintió  en 
su  administración. 

Que  D.  Francisco  E.  Calle  administró  los  bienes  de  D.  Juan 
Guillermo  desde  la*  muerte  del  padre  de^  este^  Como  se  com-* 
prueba  l^por  el  reconocimiento  judicial  del  hiJQ  y  albacea  de  , 
aquel  D.  Francisco  Luis ;  2^  par  la  sentepcia  sobre  tercería  en 
la  ejecución  de  la  hacienda  de  Santa  Rosa,  donde  se  reconoció 
la  citada  administración ;  y  3^  por  las  declar;|cioncs  de  D,  Manuel 
Ortiz  y  D.  Blas  Vargas.  ■  -       ■  - 

Que  D.  Juan  Guillermo  fué  perjudicado  por  la  dicha  adminis- 
tración en  la  cantidad  demandada,  desde  que  á  la  muerte  de  su 
padre  tenia  l/>  la  estancia  de  las  Peñas^  poblada  á  medias  coi^  D. 
Francisco  E.  según  el  título  de  foja  37,  el  certificado  de  marcas, 
la  declaración  de  Ortiz,  el  informe  del  Juez  del  Crimen  y  la 
confesión  del  ejecutado;  2»  un  sitio  y  una  casa,  edificada  en  el 
mismo  y  una  I icnda. bien  surtida,  según  las  declaraciones  de  D. 


-  > 
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Ramón  Garcia^,  D.  Méliton  Arroyo^  D.  Juan  de  la  Rosa  Correa,  y 
el  informe  del  administrador  VillanucTa ;  3^  bienes  muebles, 
alhajas  y  dinero ;  y  siendo  como  es  el  único  y  universal  heredero 
'de  su  padre  ha  recobrado  tan  solo  la  hacienda  de  Santa  Rosa,  el 
sitio  de  la  Alameda  y  ia  mitad  del  casco  de  las' Peñas,  feltando 
los  ganados  que  según  el  juez  Vargas  se  han  estraido  pi^ra  el 
pueblo  ^  para  poblar  estancias  del  administrador^  como  Masmota 
que  se  ha  su]]|astado. 

Que  no  es  exagerada  la  regulación'  en  3,000  pesos  anuales  de 
los  productos  libres  de  Santa  Rosa,  pues  el  inmenso  tráfico  de 
carretas  y  muías  para  el  litoral  y  los  grandes  arreos  de  ganados 
que  se  introducían  en  la  provincia  tenían  forzosamente  que 
alojarse  en  el  establecimiento,  porque  Ip  demás  son  travesías  y 
desiertos  áridos. 

Que  la  tienda  de  0.  Juan  N.  era  en  su  tiempo  una  de  las  de 
mayor  capital  en  la  ciudad. 

Que  en  la  estancia  de  Santa  Rosa  habia  útiles  y  animales  de 
servicio. 

Que  rodo  esto  demuestra  (jue  la  suma  de  44,000  pesQS  no 
alcanza  á  pagar  los  perjuicios  que  la  administración  de  D.  Fran- 
cisco E.  Calle  ha. inferido  á  D.  Juan  Guillermo. 

Que  este  ignoraba  el  derecho,  y  le  favorecen  las  leyes  4*^  y  5», 
tít:  U\  part.  5»,  17,  tít,  16y  2\  tít.  19,  part.  6^,  29  y  31 ,  tít. 
14,  part.  5*,  y  9*,  tít.  15,  part.  6»,  que  invoca  paía  que  se  le  rein- 
tegre la  cantidad  demandada  con  el  producto  de  los  bienes  intes- 
tados de  propiedad  de*  su  tio  y  curador. 

Pasó  en  seguido  á  ocuparse  de  los  argumentos  de  la  Contesta- 
ción diciendo,  que  si  es  nulo  el  documento  en  que  se  apoya  la 
tercería  por  haber  el  albacea  que  lo  otorgó  ultrapasado  al  otor- 
garlo sus  facultades  de  tal,  nulo  también  sería  el  documento  en 
que  Raymond  futida  la  ejecución,  pues  fué  otorgada  por  los 
albaceas  que  no  tenian  (acuitad  de  hacerlo. 

Que  la  hipoteca  delmenor  por  él  alcance  esprcsiado  en  el  do-< 
cumento  de  foja  1^  es  de  1855,  y  la  deuda  que  cobra  Raymond  es^ 
de  1858  siendo  la  hipoteca  que  la  garante  dq  1862. 
.  p.  José  María  Videla  por  la  testamentaria  de  D«  Franícisco 
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Videla  alegó  dícimida,  que  según  él  art.  301  de  la  ley  de  próc^^ 
dimientos  toda  tercería  eoadyuvante  debe  fundarse  eu  un  mayoí 
derecho  á  ser  reintegrado ;  que  por  coosi^iiiente'  el  upico  plinto 
de  prueba  conducente  es  el  primero  que  se  señalé,,  sobre  si  D* 
Francisco  E»  Calle  fué  realmente  tutor  y  curador  de  los  Hijos 
qoenores  de  D.  Juan  N.  Caite  ;  y  qué  esto  no  sé  ha  probado^  ^ 
.  Que  Saúchez  tunda  su  mejor  derecho  en  la  hipoteca  legal  que 
el  menor  ti^n^  en  Iqs  bienes  del  tutor  ó  curador ;  y  no  habiendo^ 
probado  esta  calidad  en  D,  Frai|cisco  E.  Calle;  el  título  que  funda 
la  tercería  no  existe. 

Q^e  la  prueba  sobre  si  D,  Fi'anci^co  E.  Calle  administró  ios 
bienes  de  D.Juan  N.  después ¿e  su  fuerte  es  impertinente, 
pues  sí  los  administró,  su  responsabilidad  seria  k  del  .^ocio, 
mandatario  de  la  madre  ola  del  comedido^  mientras  el  título  que 
se  invoca  es  de  hipoteca  legal  á  consecuencia  de  la  isidministracion 
del  tutor  y  curadof ;  y  .es  sabido  que  con  arreglo'^l^t.  13  de  l¡í 
(ey  de  procedimientos  la  sentencia  debe  recaer  solo  sobre  las 
acciones  dedujcidás' en  juicio.    . 


Vallo  del  Su^m  de  fteceion* 


Mendoza,  Febrero  9  de  1866.    .        . 

Vistos:  De  autqs  resulta  qué  el  curador  ad  íi^m  del  méhor 
D.  Juan  Gr.  Callé,  apoyado  en  el  re(^onocimiento  judicial  de  foja  I'', 
cobra  á  la  testamentaria  del  finado  su  tio  D.  Francisco  E.  Calle 
44,000  pesos  procedentes  de  los  producidos  libres  de  la  hacienda 
4e  Santa  Rosa  y  estancia  de  las  Penas.  Esta  demanda  se  opone 
al  producido  de  los  bienes  que  se  han  rematado  de  cuenta  del 
finado  D.  Francisco  para  hacer  pago  á  la  testamentaría  del  tani-, 
bien  finado  DFraticisco  Videla, 

El  opo$itor  alega  que  tíene  mejor  derecho  que  el  ejecutante 
Videlá  representado  en  este  litigio  por  D.  I^edro  Carlos  Raymond 
en  virtud  de  los  hechos  siguiente^ :  1^  Que  el  finado  Calle  como 
curador  legítímó  de  su  pupilo  D.  Juan  Guillermo  Calle  admi- 
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nistró  los  bienes  ie  este  su  sobrino  d^sde  el  año  1855  basta  su 
iáltecimiento  que  íbé  el  año  1861  sin  haber  rendido  cuenta.  ^ 
Que  ellegitimo  representante  de  Gallé  ha  reconocido  en  forma  la 
^cuenta  de  foja  1^;  y  3^  Que  ta hipoteca  legal  que  tiene  su  pupilo 
sóbrelos  bienes  de  su  ex-cürador  es  anterior  á  la  especial  ó. 
convencional  que  tiene  Videla  sobre  ciertos  bienes  de  aquel . 
Que  por  Consiguiente  siendo  mas  fuerte  ia  hipoteca  anterior, 
debe.,  ser  esta  preferida  á  la  posterior. 

'  El  ejecutante  responde;  1^  que  la  cobranza  del  tercer  oposkor 
se  funda  en  deducciones  y  cálculos  inciertos^  desde  que  estos 
no  arrancan  su  oríjen  de  los  libros  del*  ex-curador,  que  según  el ' 
opositor  se  han  estraviádo ;  2^  que  el  albacea  D.  Francisco  L. 
Calle  ha  ultrapasado  sus  facultades  al  hacer  el  reconocimiento  de 
la  cuenta  de  foja  1»,  porque  su  comitente  al  testar  no  le  confirió 
autorización  espresa*  en  su  nombramiento  para  admitir  cargos 
sin  comprobantes.  Que  á  falta  deísta  autorizacioii  es  elalbft^ea 
con  los  herederos  quienes  han  debido  hacer  dicho  récono* 
cimiento^  puesto  que  estos  son  propiametíte  los  legítimos  repre- , 
sentantes  del  testador,  deduciéndose  de  aqui  que  el  susodicho 
reconocimiento  es  nulo  y  doloso  ;  3^  que  como  un  albacea  no  es 
mas  que  un  simple  mandatario,  «usiunciones  no  son  tan  amplias 
^omo  lasque  tiene  un  apoderada  general,  pues  las  de  aquel  soló 
se  limitan  á  ciertos  afetos  de  mera  administracioa,  sin  poder 
ejercer  otros  de  propiedad,  sin  un  mandato  espreso,  el  cual  no 
teniéndolo,  ha  comprometido  él  albacea^pfiu  cargo  con  tina  deuda 
sinmlada,  sin  mas  antecedentes  que  un  simple  cálculo.  Este 
argumento  induce  á  decir  al' ejecutante  que  el  albacea  Calle  ha 
dispuesto  de  hecho  de  las  propiedades  de}  testador  contra  lo 
dispuesto  en  una  ley  de  •  partida,  por  cuya  rozón  es  doblemente 
Iluto  el  título  del, opositor;  4^  que  la  hipoteca  tácita  que  tiene 
el  miBnor  en  los  bienes  de  su  curador  es, por  el  alcance  que 
resulta  á  favor  del  primero  en  las  cuentas  de  cúratela.  A  mas  de 
esto,  qué  está  seguro  qué  el  opositor  no  ha  de  presentar  el  dis-* 
ceminnento  del  cargo  de  tutor  qué  dice  haber  desempeñado  D. 
Frwcisco  E.  Calle;  por  que  al  contrario,  désus  miañas  palabras 
se  infiere  qjae  el  curador  no  fué  este,  simi  la  madre  por  ser 
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esta  preferida  al  ti^ ;  y  5v  que  bajo  la  hipótesis  de  ser  válido' el 
título  del  opositor,  su  categoría  no  pasa  de  un  acreedor  simple, 
personal,  verbal  por  ser  el  oríjen  de' su  crédito  una  cuenta  que 
Jama^  se  podrá  anteponer  á  una  escritura  pública  faipotecs^ia, 
como  es  la  quotiene  presentada  á  foja  15.' 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  señalándose  los  puntos  que  sobre 
esta  ha  derecaer. 

Ckmsiderando :  1<>  que  asi  conforme  la  ley.  7»,  tít.  16,  parí.  &* 
lúanda  que  el  nombramiento  dé  tutor  testamentario  debe  hacerse 
señaladamente  por  el  padre,  bajo  la  pena  que  de  no  saberse 
ciertamente  cual  sea,  se  entienda  entonces  que  no  hay  tal  nom^ 
bramiento,  la  mi^ma  razón  milita  para  el  caso  que  tos  parientes 
legítimos  sean;l]amados  á  la  tutela,  con  U  diferencia  que  el  nom- 
bramiento debe  hacerse  por  el  juez  con  requerimiento  de  fianza  y 
demás  tequi^itos  legales. 

^  Que  el  mismo  opositor  confiesa  que  D.  Francisco  Esta-^ 
nislado  Galle  no  ha  sido  tutor  testamentario,  sino  legítimo  de  sii 
representado  D.  Juan  G.  Calle,  lo  cual  no  aparece  así  de  autos, 
á  pesar  que  el  dectetQ  que  recibió  esta  causará  prueba  exije  ia 
exhibición  del  titulo  ó  discernimiento  que  acredite  que  el  suso- 
dicho D..  Francisco  fué  realmente  tutor  legítimo  de  su  sobrino  IX 
Juan  Guillermo  r 

3^  Que  la  aserción  del  tercer  esc^uyente  de  haber  sido  tal  tntox 
el  dicho  D.  Francisco  ,no  'pasa  de  una  presunción  inyerosimil 
basada  en  la  cireunstanila  de  haber  administrado  ciertos  intereses 
de  su  sobrino  menor,  después  del  fallecimiento  de  su  .padre-  D.. 
Juan  Nicolás  Calle. 

'4^  Que  de  autos  aparece  que  los  doi^  hermanos  .Calle,  ya 
finados,  tuvieron  sociedad  particular  para  trabajar  en  negocios 
de  campo  y  tienda eii  esta  ciudad,  lo  cual  támbien^se  confirma  en 
el  juicio  afinado  de  tercería  sobre  Santa  Rosa,  según  se  puede  ver  . 
en  la  sentencia  que  (;orre  á  foja  45  aprobada  en  todos  sus  consi- 
derandos por  resolución  suprema  de  1^  de  Agosto  del  año 
pasado. 

5^  Que  de  consiguiente  D.  Franciscp  E.  Calle  no  ha  sido  tutor, 
ni  menos  curador  de  su  dicho  sobrino,  desde  que  'carece  dé 
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titulo  ludicial,  sinp  un  mero  administrador  ó  socio,  cuyarespen* 
sabilidad  es  muy  distinta  de  la  de  un  tutor  ó  curador,  que  solo 
puede  responder  de  lo  que,  recibe  por  cuenta  de  la  tutela  á  bene- 
ficio de  inventario  (ley  15^  tit;  16,part^  6^)  que  no  se  ha  hei^ho,  ^ 
puesto  que  si .  lo  hubiera  se  habría  presentado  ó  al  menos  maní' 
Festado  razón  derecha  que  escuse  esta  falta. 

&^  Que  DO  habiendo  sido  tutor,  ni.  cucador  legalmente  el  men- 
cionado D.    Francisco,  sus*  bienes  no  están  gravados  con  lá 

•  -  •  • 

bipoteqá  legal  que  coiicede  la  ley  al  menor  para  ser  cubierto  del  • 
*  saldo  que  resulta  á  sufaVor  eñ  la  rendición  final    de  cuentas 
de  la  tutela  ó  cúratela.  -    * 

7^  Que  en  suposición  de  haber  sido  tutor  ó  *  curador  no  se 
puedo  ni  se  debe  proceder  contra  sus  bienes^  baciepdo  ejecutiva , 
la  hipoteca, .  ioter  no  se  rindan  cuentas  y  se  vea  que  en  ellas  sale 
alcanzado  aquel.'   .         ' 

8^  Que  está  dé  manifiesto  que  ni  en  vida,  ni  después  de 
muerto  D.  Francisco  se  ha  procedido  á  un  arreglo.de  cuentas,  ni 
en  su  carácter  de  socro,  ni  mejios  de  tutor,  ya  sea  que  se  consi- 
dere legal  ó  pregunto. 

,  9^  Que  no  hay  mas  constancia  de  la  *  deuda  que  se  persigue 
por  e>  curador  D.  Modesto  Sánchez  que  el  reconocimiento  de 
foja  1^  y  posición  absuelta  á  foja  56^  que  á  juicio  del  Juzgado 
nada  valen V  porque  el  primero  procede  dé  cálculos  inciertos,  y 
la  segunda  se  refiere  á.un  comunic^to  reser\'ado,  J)astante  sospe- 
choso, por  cuanto^  no  se  esplica  la  razón  que  hubo  para  no 
incluirse  en  el  testamento  de  D.  Francisco,  ^cuando  es  un  punto 
que  tanto  interesa  á  todos  sus  hijos. 

Y  10.  Que  tampoco  el  Juzgado  reconoce  autorización  en  el  . 
albacea  D.  Francisco  Luis  Calle  para  reconocer  deudas  que 
afectan  á  toda  la  testamentaría  sin  antecedentes  claros  y  previa 
adqulesencia  dé  todos  los  herederos,  por  no  ser  masqueunper- 
soneroque  no  pu^dc  convenirse,  transijir,  ni  prestar  .'confesión 
en  juicio  que  obligue  los  intereses  qué  representa  sin  tener  poder 
especial  para  ello.  Ley  19,  tít.  5°  y  1»,  tit.  13,  part.  3*. 
'  Teniendo  presente  lo  dispueisto  en  la  L.  9*,  tít.  16,  part.  6*,  que 
terminantemente  dispone  que  el  tutor  legítimo  para  poder  tomar 
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en  guarda  la  persona  y  bienes  de  su  pariente  menor,  ha  de  dar 
fianza  iraliosa  al  juez  del  lugar  con  la  promesa  de  administrar 
bien  y  jurar  su  cargo,  lo  que  da  á  entender  claramente  que  el  tutolr 
Jegítimopara  serlo  precisa  ía  aprobación  judicial,  que  está  visto 
no  la  ha  tenido  el  pretendido  tutor  Calle  con  las  solemniéadesde 
estilo.  Mediante  el  ait.  298,  tit.,  24  de  la  ley  nacional  del  pro- 
cedimiento ejecutivo,  que  prescribe  al  juez  la  obligación  de  ño 
aplicar  las  sumas  realizadas  en  favor. del  ejecutante  sin  que  otro 
acreedor  haya  sido  declarado  preferente  por  ejecutoria^  lejos  de 
haber  esta,  la  hipoteca  legal  que  ai^uye  el  opositor  no  existe  6 
mas  bien,  es  una  quimera  fantástica.  Se  declara  que  el  tercer 
escluyénte  no  tiene  mejor  derecho  para  ser.  reintegrado,  antes 
que  el  ejecutante,  y  enpresencia  del  articulo  301  del  mismo  titulo 
de  la  ley  nacional  citada,  llévase  á  efecto  la  ejecución  hasta  lle- 
gar á  hacer  efectivo  pago  áeste  con  el' producto  de  los  bienes 
rematados,  salvo  otro  de  mejor  deredio,  con  costas'  en  que  se 
condena  al  opositar. 

Juan  Palma. 


Sánchez  apeló  de  esta  sentencia,  y  el  Dr.  D.  Bernardo  de 
Irigoyen,  en  su  representación,  espresó  agravios,  diciendo:  que 
en  ella  Be  confunden  los  hechos  con  el  derecho  basta  el 
punto  ie  hacer  cargar  al  menor  con  las  faltas  del  tutor,  pues  se 
desconoce  la  hipoteca  legal  por  no  aparecer  el  discernimiento 
del  cargo,  por  no  haberse  prestado  fianza  ni  hécbo'se  inventario; 
qneal  fevor  de  esas  faltas  se  dice  que  D.  Francisco  E.  Calle  no  fué 
guardador  de  los  bienes  y  tutor  legitimo  en  defecto  de  la  madre» 
estableciepdo  la  diferencia  entre  el  tutor  legítimo  y  el  testamen- 
tario en  que  el  nombramiento  del  segundo  se  hace  por  él  testador 
y  el  del  primero  por  el  juez,  cuando  d  tutor  dado. por  el  juez  es 
el  dativo,  dado  por  el  juez,  siendo  el  legitimo  e\  áíido  por  Iz  ley, 
según  lo  dispuesto  por  la  ley  2»,  tít.  16,  part.  6*. 

Que  por  lo  tanto  D«  Francisco  E.  Calle  fué  verdaderamente 
tutor  legitimo,  pues  en  defecto  de  la  madre,  el  cargo  de  talrecayó 
en  él  mismo  por  ministerio  de  la  ley. 
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Que  negáihiose  en  el  segundo  coQsiderando  la  existencia  de 
de  tutor  por  faltar  él  discemiinicnto  del  cargo^  se  confunde  el 
tutor  ^on  la  diligencia  que  le  pone  en  posesión  de  su  cargó, 
siendo  indudable,  que  aquél  preexiste  á  esta. 

Que  sin  ^sas  confusiones  no  se  habria  establecido  que  el  guar- 
dador del  menor  está  exento  de. la  hipoteca  legal  por  las  sumas 
percibidas  sin  discernimiento  <lel  cargo^  ni  menos  se  habría  ne- 
gado su  <i9tidad.de  tal. 

Que  ia  hipoteca  legal  es  ins^arable  del,  carácter  legal  que 
presideála  consumación  de  un  acto ^,  siendo  asi  que  D.  Fran- 
cisco E.  Calle  cot)stím()  la  administración  de  la  hacienda  del 
mínor,  investido  del  carácter  legal  de  tutor  legítimo. 

Que  dé  otfo  mpdo  el  guardador  legítimo  eludiría  sus  respon- 
éabiíidadés  evitando  el  discernimiento  del  cargo,  cuya  falta  no 
puede  hacerse,  espiar  al  inenor^  negándole  la  garantía  de  la 
hipoteca  legal.  • 

Que  tampoco  puede  perjudicar  al  menoría  falta  de  inventario, 
ni  es  tsto  quien  debe  probar  la  rarzon  derecha  que  la  escúse\  pues 
por  la  ley  15,  tít.  16,  part.  6*  si  él  tutpr  no  hiciere  inventario  debe 
ser  reconvenido  por  el  jnez  á  no  ser  que  muestre  razón  derecha, 
siendo  este  y  do  el  menor  quien  debe  justificar  la  razón  de  la 
faltado  inventario. 

Que  D.  Francisco  E.  Calle  siendo  tip  del  menpr  fué  tutor  en 
defecto  de  la  madre  por  ministerio  de  la  ley,  y  su  responsabilidad 
por  la  administración  de  los  bienes  de  aquel  no  es  la  de  un 
particular  y  sino  la  de  tutor  en  cuyo  carácter  obrd. 

Que  aun  suponiéndole  como  particular,  sus  responsabilidades 
deben  considerarse  bajo  el  punto  de  vista  de  las  leyes  delmenor 
privilegiado;  pues  que  el  que  no  es  tutor  y  hace  las  veces  de  tal 
Bo  solo  acepta  la  responsabilidad  hipotecaria  inherente  á  la  admi- 
nistración de  los  bienes  pupilares,  sino  que  aquella  es  aun  mas 
gravé  por  lo  mismo  que  intervino .  indebidamente  privando  al 
menor  de  la  doble  hipoteca  de  su  tulor  y  fiador. 

Que  si  el  tutor  que  llena  los  requisitos  del  discernimiento  y  de 
la  fianzs^  contrae  la  responsabilidad  hipotecaría^  con  mayor  razón 
esta  debe  pesar  sobre  aquel  que  ha  faltado  á  ellos  en  su  provecho 
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como  lo  da  á  entenderla  ley  23,  tit.  13,  part.  5^  y  la  glosa  i^  de 
la  misma  « iítem  m  germlibus  pro  More  vel  cnratovc,  » 

Que  en  el  séptimo  considerando  se  cohftiiide  el  juicio  ordi- 
nario de  tercería  con  el  juicio  ejecutivo,  pues  el 'alcance  liquido 
délas  cuentas  origina  la  acción  ejecutiva, pero  no  es  necesario 
para  la  acción,  ordinaria  para  la  cual  basta  el  hecho  de  la  admi- 
nistración.   ' 

Que  si  no  se  ha  procedido   al    arreglo   de  cuentas,  como 

áe  dice  en  el^  6^  ^considerando,  eso  precisamente  acre4ita  la 
respejisabiKdad  hipotecaria  del  tutor  miéutras  no  -verifique  el 

arreglo. 
Que  con  respecto  al  9^  considerando  consta  de  autps  que  D. 

Francisco  E.  Calle  admíiiiistró  las  haciendas  de  Santa  Rosa  y ^ 

Cruz  de  Piedla  desde  1855 hasta  186!2,  y  conlos  ingresos  de  las. 

mismas  que  eran  propiedad  del  menor,  pobló Masmóta,  fojas  33» 

36,  37  y  60 ;  y  que  por  consiguiente  la  deuda  no  resulta  de 

cálculos  inciertos,  ni  del  solo  reconocimiento  del  albacea. 
Que  la  falta  de  libros  no  anula  la  hipoteca,  pues  enlónces 

cualquiera  se  salvaría  de  ella  con  solo  presentar  una  cuetita  sin 

comprobantes.en  la  administración  de  bienes  ágenos. 
Que  el  juez  a  q^io  epilogando  las  razones  de  la  sentencia  olvida 

que  la  aprobación  de  una  cosa  supoiae  la  preexistencia  de  la 

misma,  y  que  esa  aprobación  habilita  para  el  ejercicio   de   la 

tutela,  pero  no  da  el  carácter  de  tutor  que  en  los  tutores  legítimos 

viene  de  la  ley  y  no  del  juez. 

Que  finalmente  debia  tenerse  presente:  i^  que  el  crédito  hipo- 
tecario del  ejecutante  sobre  Santa  Rosa  y  las  Piedras  no  afecta 
sino  la  mitad  de  esta  última  propiedad  por  ser  los  demás  bienes 
pertenecientes  al  menor,  y  no  estar  comprendidos  en  aquella;  2® 
que  el  crédito  hipotecario  del  menor  que  es  concurrente  solo  en 
la  mitad  de  la  estancia  Cruz  de  Piedras,  es  anterior  en  tiempo  j 
por  consiguiente  en  derecho  al  del  ejecutante ;  3^  que  la  escri- 
tura de  foja  1*,  es  legal  y  fehaciente ;  y  4"  que  el  origen  del  cré- 
dito hipotecario  del  menor,  fundado  en  la  tutela  legítima  de 
Calle  y  su  administración,  reconocida  en  autos,  queda  en  pié  á 
pesar  de  la  sentencia  que  lo  desconoce. 

Bernardo  de  Irigoyen, 
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«ElprpcúradorDoyhcnard,  porel  eje.cutante,  contestóla  espre- 
sion  (^e  agravios.. 

Dijo  que  el  docamento  qae  funda  la  tercería  es  nulo,  pues 
fué  otorgado  por  uno  de  los  albaeeas  testamentarios  de  D.  Fran- 
cisco E.  Calle,  que  al  hacerlo  asumió  la  representación  de  todos 
los  herederos  de  este  que  son  cuatro  y  menores  de  edad. 

Que  el  albacea  es  un  mero  ejecutor  de  las  disposiciones  del 
testador,  proem.  del  titulo  i  O,  part.  6^,  y  si  no  puede  sostituirse 
á  los  legatarios  para  demandar  á  los  herederos  la  entr^a  de  los 
legados,  ley  4^,  tit.  10,  part.  6^,  menos  puede  sostituirse  á  estos 
para  reconocer  obligaciones  que  han .  podido  gravitar  sobre  el 
testador; 

Que  entre  este  reconocimiento  y  él  que  se  hizo  á  üavor  del 
ejecutante  no  hay  términos  de  comparación,  pues  el  crédito  de 
este  era  indudable,  determinado  por  cifras  precisas  y  con  com- 
probantes irrecusables,  y  la  hipoteca  con  que  fué  garantido  se 
otorgó  por  todos  los  albaeeas  del  finado  Galle  y  el  curador  de 
'  todos  sus  herederos  con  intervención  del  juez  y  del  Ministerio  de 
menores. 

Que  además,  en  el  documento  que  funda  lá  tercería  hay  algunas 
particularidades  estrañas. 

Según  su  contesto  D.  Francisco  Calle  administró  los  bienes 
de  D.  Juan  Guillermo  mas  de  cuatro  años  después  de  fallecido, 
pues  se  dice  en  él  que  los  administró  desde  1855  inclmive  has- 
ta el  presente  (  Agosto  23  de  i865 )  inclusive,  siendo  asi  que 
murió  en  Julio  de  1861 . 

Los  guarismos  del  documento  dan  á  los  producidos  libres  de 
Sania  Rosa  la  cantidad  de  20000  ps,  y  á  los  dé  las  Peñas  16000 
ps.  lo  que  constituye  la  suma  de  36000  ps.  mientras  que  se  co- 
bra la  cantidad  de  44000  ps. 

En  el  documento  de  foja  1^  figuran  8000  ps.  como  capital  in- 
troducido en  la  estancia  de  las  Peñas  por  D.  Juan  N.  Galle,  y 
esa  suma  no  ha  pedido  figurar  en  él,  pues  la  cantidad  que  se 
cobra  procede,  según,  el  demandante,  de  los  productos  libres  de 
la  estancia  de  las  Peñas^  y  el  capital  de  8000  ps.  solo  se  desig- 
na para  calcular  el  producto  del  mismo.  Ademas,  los  ganados  de 
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las  Pmns  se  poseen  pro  indiviso  por  los  herederos  de  k>s  ám 
hermanos  Calle  á  quienes  pertenecen  por  mitad  (  posiciones  de 
foja  63  ),  y  no  se  puede  pedir  lo  que  se  posee. 

Que  todo  eso  no  muestra  sino  un. juego  vergonzoso  para  im- 
pedir que  se  pague  el  crédito  del  ejecutante,  fingi^do  al  efecto 
una  hipoteca  legal^  á  la  sombra  de  una  tutela  legítima,  jpara  opo- 
nerla á  la  convencional  del  ejecutante  como  primera  en  tiempo. 

Pero  que  esa  tutela  legítima  no  ha  existido,  pues  consta  que 
la  madre  del  menor  sobrevivió  muchos  años  al  marido  y  por  la 
ley  9^,  tit.  16,  part.  6^,  es  á  ella  á  quien  se  deflere  ese  cargo, 
no  constando  de  autos  que  no  lo  admitiese  ó  renunciase. 

Que  aun  supuesta  la  renuncia  de  la  madre,  existia  á  roas  de 
D.  Francisco  E.  Calle,  D.  Nicómedes  Garcia,  hermano  de  aque* 
Ha,  como  lo  acredita  el  testamento,  á  quien  la  ley  deferia  la  tute- 
la legítima. 

Que  ó  hubo  acuerdo  entre  los  dos  para  que  el  juez  discernie- 
ra el  cargo  á  Calle,  ó  en  discordia  ocurrieron  á  aquel  para  la 
elección,  ley  H,  tít.  16,  part.  6*;  que  en  uno  ú  otro  caso  era 
necesario  la  intervención  del  Juez,  y  como  de  esa  intervención 
no  existe  indicio  alguno,  resulta  que  no  ha  existido  jamas  la  tai 
tutela  de  Calle. 

Que  ni  la  administración  de  los  bienes  implica  el  ejercicio  de 
aquella ;  pues  disuelta  la  sociedad  que  de  negocios  de  campos 
y  mercaderías  existia  entre  los  hermanos  Calle,  por  niuertede 
Juan  Nicolás  sucedida  en  1855^  D.  Francisco  siguió  administran- 
do los  bienes  comunes  hasta  que  la  liquidación  viniera  á  produ- 
cir la  separación  como  socio  y  dueño  y  no  como  tutor. 

Que  en  la  esposicion  de  agravios  el  apelante  confunde  el 
nombre  de  dos  fincas  diferentes,  á  saber  la  <  Cruz  de  piedras  > 
y  <L  las  peñas  i ;  que  con  la  primera  que  fué  esclusivamente  de 
D.  Francisco  E.  Calle  nada  tiene  que  ver  el  menor  D.  Juan  Gui- 
llermo ;  que  solo  la  segunda  perteneció  á  los  dos  hermanos, 
siendo  poseida  pro  indiviso  por  sus  herederos,  y  que  esta  finca 
no  ha  sido  jamas  embargada  por  su  representado  según  consta  de 

autos. 

« 

José  E.  Üriburu.  L.  Jiistiniano  Doyhernard. 


D^  hjsticia  nacional. 
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La  sentencia  del  hxez  de  Sección  fué  confirmada  por  el  si^ 
guíente  , 

« 

Fallo  de  la  Suprema  Corte» 


Buenos  Aires.  Junio  2  de  1866. 

Vi8t08.: — Considerando:    Primero^  que  el  tercer  opositor, 
,Don  Jtian  G:  Galle  no  ha  probado  que  su  finado  tic,  Don  Fran- 
cisco E.  Galle,  fué  su  curador  y^ue.en  esta  calidad  tuvo  la 
administración  dé  «u  herencia  ^^lem^.— Segundo,    que    este 
liecho,  que  se  establece  como    fundamento,  de  la  demanda  de 
tercería,  aparece  contradicho.por  las^  confesiones  que  hace  Don  . 
Juan  en  sus  escritos,  pues  resulta  de  ellas  que  ni  este,  ni  su 
finado  padre   íe  nombraron  para  desempeñar  el  cargo ;  y  que 
tampoco  le  fué  discernido  por  el  juez,  á  quien  únicamente  com- 
peta llenar  este  requisito  indispensable,  según  la  ley. — Tercero^ 
que  consta  por  el  testimonio  de  foja  primera,  que  cuando  Don 
Francisco  Luis  hizo,  ante  ej  Juez  de  Letras,  el  reconocimiento 
de  la  cuenta  formada  por  el  curador  ad  lüem  de  Don  Juan  contra 
la  testamentaría  de  «u  padre,  esta  se  hallaba  ejecutada,  y  sus  bie- 
nes vendidos  en  público  remate  para  satisfacer  con  su  producto 
él  crédito  demandado  por  Don  Pedro  G.  Raymond,  á  nolnribre  de 
la  testamentaría   de   Don  Francisco  Videla« — Ctmrto^  que  esa 
cuenta  no  contenia  partidas  ciertas  de  cargo,  sino  cálculos  basa- 
dos en  hechos  que  no  se  hallan  justificados  en  estos  autos,  y 
ninguna  partida  de  descargo,  siendo  así  que  Don  Juan  debe 
haber  sido  alimentado  por  Don  Francisco  E.  Galle,  si  era,  como 
se  supone,  su  curador,  con  los  bienes  qtie   administraba.-^ 
Quinto^  que  la  calidad  de  albacea,  no  autorizaba  á  Don  Francisco 
Luis  para  obligar  ala  testamentaría  de  su  padre,  en  la  que  tienea 
parte  sus  hermanos  y  coherederos,  aceptando  sin  el  consenti- 
miento de  éstos,'un  crédito  no  comprobado  debidamente;   y. 
mepos  para  confeccionar  un  título  que  hiciera  ineficaces  las 
acciones  de  un  acreedor  legitimo,  deducidas  enjuicio  contra  los 

mismos  bienes ;  porque  es  un  principio :  que  la  confesión  de 
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deuda  perjudica  á  su  autor  solameote,  y  no  á  sus  acreedores.— 
Sesto^  que  eke  principio  es  de  tanta  mas  rigurosa  aplicación  en 
el  presenta  caso,  cuanto  que  el  parentezco  inmediato  de  Don 
Francisco  Luis  y  Don  Juan  G.  Calle,  la  comunidad  de  bienes  en 
que  los  dejó  la  sociedad  que  existió  entre  sus  padres,  la  lijereza 
con  que  el  primero  acepta  los  cálculos  del  curador  del  segundo, 
sin  consultar  la  voluntad  de  sus  hermanos,  y  la  oportunidad  en 
que  se  solicita  y  se  presta  el  reconocimiento,  están  revelando  que 
éste  es  un  artificio  preparado  de  común  acuerdo  para  defraudar  á 
la  testamentaría  de  Videla :  j^or  estos  fundamentos,  se  confirma 
con  costas  el  auto  apelado  de  fojas  ochenta  y  siete,  y  satisfechas 
aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  María 
DEL  Carril. — Francisco  Delgado. — ^José 
Barros  Pazos.— J.  Benjamín  GíOROSTiaga. 
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CAUSA  CXIKXIO. 

hon  Joaquín  Hornos  con  Don  Francisco  Repetto^  sobre  prueba 

de  nacionalidad. 

Sumario, — La  calidad  de  ciudadano  Argentino,  para  el  efecto 
del  fuero  nacional,  puede  ser  justificada  por  la  pújblica  noto- 
riedad. 


Caso. — Don  Joaquin  Hornos,  argentino,  demandó  ante  el 
Juzgado  Seccional  de  Buenos- Aires  á  Don  Francisco  Repetto, 
italiano. 

El  Juez  dé  Sección  ordenó  justificara  previamente  su  calidad  de 
argentino. 

Hornos  apeló  de  ese  auto  por  ser  notoria  su  calidad  de  tal. 

Negado'el  recurso  por  el  Juez  de  Sección,  Hornos  se  presentó 
á  la  Suprema  Corte  por  via  de  la  queja. 

Vista  la  causa  se  dictó  el  siguiente         ' 

♦ 

Falla  da  la  Stiprema  Carta* 

Buenos  Aires,  Jonio  2  de  1866. 

Siendo  de  pública  notoriedad  que  el  demandante  Don  Joaquin 
Hornos  es  ciudadano  argentino,  por  haber  desempeñado  el  cargo 
de  Diputado  en  la  Legislatura  de  esta  Provincia,  y  habiéndose 
cumplido*  con  esta  manifestación  el  auto  de  foja  cinco  vuelta, 
devuélvanse  al  Juez  de  Sección  para  que  provea  sobre  lo  principal 
de  la  demanda,  i^eponiéndose  los  sellos. 

Carril.— Delgado.— Barros 
Pazos.— GoROSTUGA. 
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José  Santos  Perez^  contra  Ciro  Higham  y  Felipe  Corí^eas^  sobre 

prisión  por  deudas. 

Sumario. — i^  La  exención  de  la  prisión  por  deudas  de  que 
gozan  los  dueños  de  minas  no  puede  hacerse  efeétiva,  si  aquellos 
no  se  ocupan  actualmente  de  su  esplotacion,  art.  3<>,  tít.  19  Ord. 
dé  Minas. 

2o  En  el  caso  que  se  hayan  visto  obligados  á  suspender  los  traba 
de  esplotacion  por  falta  de  recursos,  las  minas  no  se  tienen  por 
desamparadas  aun  después  de  vencido  el  término  legal,  pero  sus 
dueños  no  siguen  gozando  de  la  exención  citada,  art.  15,  tít.  9» 
Ord.  de  Minas. 

3<>  Los  Tribunales  Nacionales  deben  suspender  la  ejecución 
que  se  siga  ante  ellos  contra  individuos  que  después  de  iniciada 
aquella  hayan  hecho  cesión  de  bienes  ante  los  jueces  de  provincia, 
aunque  sea  nulo  el  auto  de  estos  aceptando  la  cesión  y  a^n  cuando 
el  reclamo  de  nulidad  esté  pendiente  ante  el  tribunal  sufierior  de 
Provincia. 


Ca^p. — En  el  juicio  ejecutivo  que  D.  José  Santos  Pérez  siguió 
contra  D.  Felipe  Correas  y  D.  Ciro  Higham  por  cobro  de  pesos 
(véase  t.^o,  pág.  SOO),  se  trabó  embargo  en  los  bienes  de  estos 
dos,  sin  exigirles  fianza  de  saneamiento,  porque  alegaban  no. 
poder  ser  presos  por  deuda  por  ser  minero  el  primero  y  militar  de 
linea  el  segundo. 

De  este  incidente  se  formó  un  artículo. 

Don  José  Santos  Pérez  alegó  que  los  .ejecutados  deben  prestar 
la  fianza  de  saneamiento,  ó  en  su  defecto,  ser  presos,  porque  asi 
lo  dice  terminantemente  la  ley  nacional  sobre  el  procedimiento 
ejecutivo ;  que  aquellos  han  deducido  ilegalmente  la  escepcion 
ante  el  Oficial  de  Justicia  y  ante  el  actuario^  siendo  así  que 
debieron  deducirla  ante  el  juez  quien  es  él  que  debe  resolver  el 
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ponto  con  audiencia  de  los  interesados ;  que  mientras  no  se  haga 
esto'deben  prestar  la  fianza. 

.  Que  ademas  es  incierto  que  Correas  sea  minero,  pues  todo  el 
mundo  sabe  que  se  ocupa  de  la  procuración  de  los  asuntos  ju- 
diciales. • 

Que  aunque  Higham  ocupase  una  plaza  en  el  ejército  nacional, 
no  podría  escepcionarse  con  esto,  porque  la  Constitución  ha 
abolido  los  privilegios,  y  declarado  á  todos  iguales  ante  la  ley, 
cuyo  principio  es  aplicable  también  á  Correas. 

Higham  contestó :  La  ley  esceptua  al  militar  de  ser  preso  por 
deuda  siempre  que  sirva  al  Estado  en  su  clase  de  militar  y  perciba 
sueldo  por  ello,  como  sucede  conmigo.  Si  no  fuera  asi  estaría  en 
manos  de  un  acreedor  separarme  del  servicio,  y  despojarme  del 
empleo  con  que  gano  mi  subsistencia.  He  sido  militar  desde 
mucho  ante»  de  contraer  la  deuda  porque  se  me.  ejecuta,  y  he  * 
sido  menor  de  edad  cuando  la  contraje,  como  lo  sabe  Pérez,  cuya 
escepcion  no  be  querido  hacer  valer  hasta  boy.  Por  último, 
consta  de  autos  haber  hecho  cesión^  de  bienes,  cuya  cesión  me 
fué  admitida  por  la  mayoría  de  mis  acreedores  ante  el  mismo 
Pérez ;  y  esta  circunstancia  me  da  el  goce  del  beneficio  de  com- 
petencia, según  la  ley  3^,  tit.  15,  Part.  5^. 

Correas  dijo :  los  ejecutores  del  embargo  han  hecho  bien  en  no 
intimarme  prisión,  porque  el  artículo  263  de  la  ley  de  la  materia 
'  les  impone  el  deber  de  no .  constituir  en  prisión  al  deudor  que  por 
las  leyes  está  esceptuado  de  elisia. 

Un  minero  no  puqde  ser  preso  por  deuda,  y  nadie  ignora  de 
que  mi  única  profesión  en  Chile  y  Mendoza  ha  sido  la  de  minero. 
Tengo  paradas  mis  minas  é  iiigénio  en  solicitud  de  avíos :  me 
ocupo  de  la  procuraduría  y  defensa  de  las  causas  en  busca  de 
recursos  para  impulsar  mis  trabajos ;  y  esta  circunstancia  hace 
'  que  no  pierda  el  derecho  á  mis  minas,  según  el  art.  15^  tit.  19  de 
las  Ordenanzas  de  Minas«  Soy,  pues,  minero,  y  (^omo  tal  no  puedo 
ser  preso  por  deuda  según  los  art*  2<^  y  á^  del  título  19  citado. 

Se  recibid  á  prueba  el  artículo,  y  se  produjo  la  siguiente : 

1  <>  El  Ministerio  de  Gobierno  de  la  Provincia  informó  ser  verdad 
que  Higham  es  Ayudante  Mayor  en  ejercicio,  en  la  Guardia  Na- 
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€Í0iial  de  infantería  de  la  Provincia,  con  sueldo  dé  30  pesos 
mensuales,  y  también  comisario  pagador  nacional. 

^  Nicolás  Yillanueva,  Administrador  de  Rentas  Nacionales 
informó,  baber  estado  siempre  en  la  persuacion  de  que,  desde 
que  Correas  arfibó  de  Chile  se  ocupó  de  la  esplotacion  de  minas, 
pues  desde  su  principio  se  ocupó  de  fundar  un  establecimiento  de 
fundición  de  cobre  en  Uspallata,  é  hÍ2:o  varías  remesas  de  cobre 
en  barra,  según  las  guias  que  sacó. 

3^  Nicanor  Rivero,  Administrador  de  Correos  Nacionales^ 
informó  que  desde  el  año  1841  en  que  llegó  á  Copiapó  hasta  el  53 
conoció  á  Correas  ocupado  siempre  en  trabajo  de  minas. 

4^,  Joaquin  YUlanueva,  Gefe  de  Policía  informó,  haber  oido 

decir  en  Copiapó  que  pertenecía  á  Correas,  en  todo  ó  en  parte, 

la  mina  del  « Rebenton  Colorado  i» ;  que  en  Valparaíso  oyó  esto 

*  mismo  y  tuvo  ocasión  de  conocer  á  Correas  como  hombre  de 

fortuna. 

'  &^  Francisco  Mayorga,  Escribano  de  Gobierno  informó,  no 
haberse  denunciado  por  nadie  las  minas  de  «Salamanca»  y  del 
«[Carmen»  que  existen  en  la  Provincia,  de  propiedad  de  Correas. 
6^,  Comparecieron  después,  ante  el  juzgado,  Pérez  y  Correas, y 
declaró  el  primero  haber  prestado  su  dinero  sin  saber  que  iva  i 
ser  empleado  en  trabajos  de  mina ;  y  el  seguhdo  que  Pérez  no 
podia  ignorar  tal  cosa,  puesto  que  el  esponente  esplotaba  itiinas, 
,  en  cuyos  establecimientos  se  ocupaban  mas  de  200  trabajadores, 
como  era  notorío  en'  Mendoza . 


Fallo  «1«1  Jíues  Secctoniil» 

> 

Mendoza,  Febrero  26  de  1866. 

« 

Vistos :  Don  Felipe  Correas  ejecutado  por  Don  José  Santos 
Pérez,  ño  ha  presentado  bienes  ai  embargo  mas  que  dos  minas^ 
c  Salamanca  >  y  del  <  Carmen,  >  rehusando  prestar  la  fianza  de 
saneamiento  por  razón  4tte  dice:  que  £8  dumo  de  minas  y  que 
cmM  MMpu£d$^  ser  preso  p&r  deudUé 
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So  ejecutante  niega  que  sea  minero,  i\i  que  tenga  minas  en 
actual  esplotacion  ó  beneficio.  Que  aunque  sea  minero,  no  goza 
del  privilegio  que  invoca  por  cuanto  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica ba  abolido  todo  privilegio,  disponiendo  qiie  todos  seamos 
iguales  ante  la  ley. 

Recibido^  á  prueba  el  artículo  resulta :  que  el  Administrador  de 
Aduana  Don  Nicolás  Villanueva  informa  que  reconoce  por  minero 
á  Don  Felipe  Correas  desde  su  regreso  de  Chile,  que  ha  visitado 
^us  minas  de  cobre  ahora  años  atras^y  visto  las  guias  para  la 
esportacion  de  metales  á  Chile.   El  Administrador  de  Correos  y 
Gefe  de  Policía  informan  también :  que  han  conocido  en  Copiapó 
i  Correas  por  minero  con  buen  éxito.  Finalmente  el  Escribano 
de  mina  certifica :  que  es  verdad  que  Correa  tiene  las  dos  minas 
Salamanca  y  del  Carmen;  sin  habei^  sido  denunciadas.  Conside- 
rando: i^  que  el  art.  S63,  tit.  24  de  la  ley  nacional  que  trata 
del  procedimiento  ejecutivo  esceptua  de  prisión  por  deuda  á  todos 
aquellos  que  lo  están  por  las  leyes  generales ; — %^  que  la  Cons- 
titución General  de  la  República  sola  ha  abolido  los  privilegios 
de  sangre  qne  se  llaman  reales  y  fueros  personales,  no  aquellos 
que  las  leyes  dispensan  á  favor  de  las  ciencias  ó  de  la  industria, 
como  está  la  minería,  una  profesión  noble  que  necesita  de  estí- 
mulos y  recompensas  por  el  riesgo  que  corren  sus  operaciones  y 
lo  espuesto  de  sus  capitales ; — 3<)  que  la  prueba  aducida  acom- 
pañada de  la  confesión  hecha  por  Pérez  á  foja  132  es  bastante 
para  convencer  al  juzgado,  que  el  ejecutado  Correa  es  dueño  de 
minas ; — y  ¥  que  estas  aun  que  no  se  esplotan  en  la  actualidad, 
«tampoco  han  sido  denunciadas  por  desamparadas,  conforme  lo 
requieren  los  art.vl5,16,  17  y  18,  tít.  ^  de  las  Ordenanzas  de 
Méjico  ó  Nueva  España ;  que  por  consiguiente  el  ejecutado  es 
sin  disputa  dueño  de  minas  y  que  por  la  fecha  á  que  se  remonta 
el  documento  que  se  cobra,  no  cabq  duda  que  la  deuda  fué 
contraída  para  trabajos  <le  minas. 

Arreglando  la  decisión  del  caso  en  disputa  á  lo  dispositivo 
del  art.  15^  tít*  O  citado,  que  ^declara  di§fm  de  alguna  atenr 
^iün  &  los  mineros  que  en  otro  tiempo  han  gastado  crecidos  eapi- 
tales  en  tiros  socavones^  etc.  etc.^  suspendiendo  sus  trabajos  en 


128  FALLOS  DE  LA  SÜTOBVA  CORTE 

sdidtud  de  avíos.  >  Teniendo  también  presente  el  art.  3^  del 
titulo  19  de  las  mismas  ordenanzas  que  esceptua  de  prisión  por 
deuda  á  los  dueños  de  minas.  Fallp^  declarando*:  que  el  ejecu- 
tado Correa  puede  oponer  legítimamente  á  su  ejecutante  el 
privilegio  de  no  ser  preso  por  la  deuda  que  se  le  cobra 
mediante  las  consideraciones  que  se  han  espuesto  mas  arriba. — 

Sin  costas. 

Palma. 

José  Santos  Pérez  apeló  de  esta  sentencia,  siéndole  concedido 
el  recurso  en  relacíAn. 

Al  mismo  tiempo  apeló  de  otra  sentencia  pronunciada  por  el 
Juez  de  Sección  de  Mendoza  en  el  mismo  juicio  ejecutivo 
respecto  de  Higham,  quien  después  de  despachado  el  manda- 
miento de  embargo V  hizo  cesión  de  bienes  ante  el  juzgado  de 
Provincia. 

K  consecuencia  jde  dicha  cesión  y  á  solicitud  del  referido 
Higham  se  pidió  del  Juzgado  Seccional  la  remisión  del  espediente 
ejecutivo  promovido  por  Santos  Pérez,  para  acumularlo  al  del 
juicio  universal. — El  Juez  Seccional  se  negó  á  remitir  el  espe- 
diente por  ser  la  ejecución  relativa  no  solo  á  Highaín^  sino 
también  á  Correas ;  pero  mandó  suspender  todo  proceUimicuito 
contra  aquel,  en  virtud  de  la  cesión  hecha. 

Santos  Pérez  pidió  reposición  de  esta  providencia  fundándose 
en  que,  habiendo  apelado  y  dicho  de  nulidad  del  auto  del  juez 
provincial  que  aceptó  la  cesión  de  bienes,  y  no  estando  aun 
resuelto  el  recurso,  el  referido  juez  carecia  de  facultad  para 
pedir  la  suspensión  y  remisión  de  los  autos  ejecutivos,  porque  es 
sabido  que  no  puede  ejecutoriarse  nna  providencia  reclamada 
hasta  que  no  se  confirme  por  el  superior,  pues  uno  de  los  prin- 
cipales efectos  de  la  apelación  es  la  suspensión  de  la  jurisdicción 
del  juez  a  quo  y  de  los  e(ectos  del  auto  recurrido.  Para  justificar 
el  hecho  alegado,  solicitó  se  pidiera  informe  al  juez  civil  de  la 
Provincia.  Este  informó  que  la  cesión  de  bienes  de  Higham  fué 
aceptada  por  unos  acreedores  y  aprobada  por  el  juzgado. — Poste* 
nórmente  se  presentó  por  Santos  Pérez  un  libelo  en  el  que  se 
decretó  que  viniera  con  firma  de  letrado. 
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Santos  Pérez  se  presentó  y  dijo :  el  Juez  de  lo  Civil  no  ha 
informado  á  Y.  E.  como  debió,  pues  le  consta  que  he  entablado 
de  hecho  los  recursos  de  nulidad  é  injusticia  notoria  de  sus  pro- 
videncias, y  que  la  Exma.  Cámara  ha  aceptado  estos  recursos  y 
se  ocupa  de  resolverlos,  como  se  persuadirá  el  juzgado  si  pide 
informe  al  Presidente  de  la  Cámara. 

Se  pidió  el  informe  y  el  Presidente  de  la  Cámara  informó :  que 
uno  de  los  vocales  del  Tribunal  se  hallaba  impedido  para  conocer 
del  recurso  y  que  la  Cámara  se  ocupaba  de  su  integración  para 
resolver  lo  que  correspondía.  Higham  contestando  el  traslado  que 
se  le  dio  dijo:  que  habiendo  hecho  cesión  de  bienes;  y  nom- 
brádpse  el  sindico  del  concurso,  es  á  este  y  no  á  él  á  quien 
corresponde  ejercitar  sus  acciones,  por  haber  quedado  él  sin 
personería. 

Fallo  del  Jíaes  fSeccioiial* 

Mendoza,  Abril  2  de  1866. 

-  Visto  el  informe  ([ue  corre  desde  foja  143  á  144  de  este  espe- 
diente, y  considerando:  que  aunque  es  cierto  que  Santos  Pérez 
ha  apelado  y  dicho  de  nulidad  de  la  providencia  del  Juez  de  Pro- 
vincia que  hizo  lugar  á  lacesiou  de  bienes  entablada  por  Higham, 
esta  circunstancia  en  nada  altera  la  razón  que  aconsejó  al  Juez 
de  Sección  para  dictar  su  providencia  de  .18  de  Enero  del  pre- 
senté  año,  foja  107. — Considerando,  que  esta  providencia  no 
hace  mas  que  suspender  la  ejecucioh  contra  Higham  sin  privar  á 
su  ejecutante  de  poderla  seguir  mas  tarde,  si  llega  el  caso  que  el 
Tribunal  Superior  de  Provincia  revoque  ó  anule  la  disposición  que 
.  diólugar  ala  cesión.  Considerando,  por  último,  que  desde  el 
momento  que  se  avisó  á  este  juzgado  estar  admitida  la  cesion,\io 
habia  facultad  en  este  juzgado  para  proseguir  la  ejecución,  aun 
dado  el  caso  que  fuese  nula  esta  admisión,  por  cuanto  no  es  dado 
al  infrascripto  poder  enmendar  los  actos  jurisdiccionales  de  un 
juez  estraño,  oir,  ni  atender  quejas  contra  sus  procedimientos, 
por  justas  que  sean,  desde  que  ambos  son  mdepéndientes,  y  este 
último  tiene  su  inmediato  superior,  ante  quien  ya  ha  recurrido  el 
ejecutante. 
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No  ha  lugar  á  la  reposición  que  se  solicita^  con  costas,  en  el 
escrito  de  foja  110,  en  su  lugar,  se  concede  la  apelaci(m  en 
ambos  efectos  y  en  relación.  Elévense  al  superior  con  la  nota  de 
estilo,  citadas  y  emplazadasjas  partes  en  el  término'de  cuarenta 
dias ;  ^entendiéndose  que  hay  dos  apelaciones  concedidas  y  que 
para  las  dos  se  concede  un  solo  plazo,  que  es  el  antedicho. — 
Repóngase  un  sello. 

Palma. 

De  esta  resolución  apeló  Santos  Pérez  para  ante  la  Suprema 
Corte,  la  cual  dictó,  previo  los  trámites  legales,  el  siguiente  . 

Fallo  de  la  Saprema  Cmwtmm 

Buenos-Aires,  Junio  5  de  1866. 

Vistos : — ^Y  ^considerando,  respecto  del  auto  de  fojas  ciento 
treinta  y  cinco ^  que  por  el  artículo  tercero^  título  diez  y  mieve  de 
las  ordenanzas  de  minería  vigentes,  para  que  los  dueños  de 
minas  gocen  del  privilegio  de  no  poder  ser  presos  por  deudas,  es 
necesario  que  estén  actualmente  ocupados  de  su  esplotacion ;  y 
que  las  consideraciones  que  por  el  artículo  quince  del  titulo 
nueve  se  acuerda  á  los  que  se  han  visto  obligados  por  falta  de 
recursos  á  suspender  sus  trabajos,  $stán  limitadas  á  concederles 
que  las  puedan  retener  aun  después  de  pasado  el  tiempo  en  que 
por  regla  general  deben  tenerse  por  desamparadas;  por  este  fun- 
damento se  revoea  dicho  auto  apelado,  debiendo  el  Juez  de  Sec- 
ción proceder  respecto  del  ejecutado  Correa  con  arreglo  á 
derecho : — y  por  sus  fundamentos,  se'confirma  con  costas  el  auto 
de  fojas  ciento  cuarenta  y  chico  también  apelado,  devolviéndose 
satisfechas  que  sean  por  quien  corresponda  las  de  esta  instancia  y 
repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos. — José 
Benjamín  Gorostiaga. 
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J)Qn  Domingo  Mendoza-^  y  hermano^  contra  la  Provincia  de  San 

Luis^jobre  derechos  de  esportacion. 

Sumario. — l^  La  Constitución  Nacional  es  la  ley  suprema,  y 
las  autoridades  de  Provincia  están  obligadas  á  conformarse  á  ella 
no  obstante  cualquiera  disposición  en  contrario  que  contengan 
las  leyes  ó  Constituciones  provinciales. 

9p  Las  Provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  en  el 
Gobierno  Federal. 

30  Los  derechos  que  enumera  la  Constitución  no  deben  ser 
entendidos  como  negación  de  otros  no  enumerados,  pero' que 
nacen  del  principio  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  fonuarepu-* 
blicana  de  Gobierno. 

4<>  Los  actos  de  las  legislaturas  provinciales  pueden 'ser  inva- 
lidados :  !<'  cuando  la  Constitución  concede  al  Congreso  en 
términos  espresos  un  poder  esclusivo;  2^  cuando  el  ejercicio 
de  idénticos  poderes  ha  sido  espresamente  prohibido  á  las 
Provincias,  y  3<>  cuando  hay  una  directa  y  absoluta  incompa- 
tibilidad en  el  ejercicio  de  ellos  por  estas  últimas. 

5o  La  ley  provincial  de  San  Luis,  de  7  de  Julio  de  1862,  impo- 
niendo derechos  á  los  productos  de  la  Provincia  que  se  estraen 
al  esterior  de  ella,  importa  el  establecimiento  de  aduanas 
interiores  para  la  percepción  de  los  mismos,  y  grava  la  circu- 
lación de  los  productos. 

&>  El  poder  de  establecer  aduanas,  interiores,  é  imponer 
derechos  á  la  importación  y  esportacion  ha  sido  esclusfvamente 
delegado  al  Gobierno  Federal. 


(1)  Nos  apresuramos  á  dar  la  relación  de  esta  causa,  que  por  una 
equivocación  no  fué  publicada  según  el  orden  cronoló^^ico  de  los  Fallos 
de  ta  Suprema  Corte. 
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1^  En  el  interior  de  la  República  es  libre  de  derechos  la 
circulación  de  los  productos  nacionales. 

8o  La  citada  ley  provincial  ^e  7  de  Julio  de  1862  es  contraria 
á  la  Constitución,  y  es  nula  en  el  caso  ocurrente. 

9^  La  reclamación  que  se  hace  para  la  devolución  de  derechos 
pagados  con  acreglo  á  una  ley  inconstitucional  es  una  verdadera 
condictio  indebiíi^  ó  condicíio  sine  causa* 

10.  Esta  acción  no  puede  tener  lugar,  cuando  la  reclamación 
es  destituida  de  equidad,  cuando  la  imposición  de  d^echos  ha  sido 
hecha  de  buena  fe  y  para  invertir  su  producto  en  gastos  de 
servicio  y  seguridad  pública,  cuando  el  pago  se  hizo  sin  oposición  y 
cuando  existe  la  obligación  natural  en  los  habitantes  de  un  país  de 
contribuir  á  los  'gastos  de  la  administración  pública. 

11.  Pero  sí  debe  admitirse  dicha  acción  para  la  devolución 
de  los  mismos  derechos  que 'se  hubiesen  percibido  después  de 
entablada  para  ello  una  demanda  en  forma. 

Caso.— Don  Domingo  Mendoza  y  Hermano,  argentinos  y  ve* 
cinos  de  Buenos- Aires,  entablaron  demanda  ante  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  contra  la  Provincia  de  San  Luis  sobre  devo- 
lución de  derechos  percibidos  por  aquella  por  artículos  estraidos 
de  su  territorio. 

Espusieron,  que  ejerciendo  el  negocio  de  frutos  del  país  en 
la  Provincia  de  San  Luis,  habían  sido  obligados  á  pagar  al  tesoro 
de  dicha  Provincia  sumas  considerables  por  derechos  impuestos 
ala  esportaciop  y  tránsito  interprovincial  de  dichos  frutos. 

Que  semejante  impuesto  creado  por  una  ley  de  la  citada 
Provincia  era  un  verdadero  derecho  de  esportacion,  ya  sea  por 
la  forma  en  que  estaba  establecido  por  dicha  ley,  ó  pt)r  la 
manera  de  cobrarlo,  pues  por  aquella  se  ordena  el  pago  de  un 
real  por  cada  arroba  de  lana  ó  cerda  y  dos  reales  por  cada 
cuero  que  se  esporte  de  la  Provincia,  y  el  momento  de  cobrar  el 
impuesto  es  en  el  acto  mismo  de  la  esportacion^ 

Que  no  era  la  simple  producción  la  que  quedada  gravada  con 
el  citado  impuesto,  pues  aquella  ya  lo  estaba  por  la  contribución 
directa  iiue  se  ps^a  en  la  Provincia  de  San  Luis  por  las  propie- 
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dades  territoriales  y  moBiliarías,  siendo  asi  qne  después  de 
haberse  pagado  por  el  productor  las  lanas,  cueros,  &.  avaluados 
en  el  valor  de  los  ganados  sujetos  á  la  contribución  directa, 
no  podían  dichas  lanas,  cueros,  k.  ser  estraidos  de  la  Provincia 
sin  pagar  un  nuevo  impuesto. 

Que  si  este  no  es  un  derecho  de  esportacion,  no  lo  es  tam- 
poco el  que  cobran  con  ese  nombre  las  Aduanas  Nacionales. 

Qa#  la  creación  de  ese  impuesto  trae  consigo,  como  conse- 
cuencia indispensable,  el  restablecimiento  de  las  antiguas 
aduanas  provinciales,  aunque  no  se  dé  tal  nombre  á  las  recep- 
torías que  lo  cobran. 

Que  por  lo  tanto  la  ley  provincial  creando  dicho  impuesto 
viola  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  4<^,  9^,  10, 11 , 
16, 17  y  67,  inc.  1»  de  la  Constitución  Nacional ;  y  si  dicha  ley 
es  inconstitucional,  loquease  ha  cobrado  con  arreglo  á  ella,  ha 
sido  indebidamente  cobrado,  y  debe  devolverse,  no  habi^dose 
por  los  demandantes  'hecho  semejante  reiblamacion  desde  el 
principio,  por  no  hallarse  instalados ,  los  Tribunales  Nacionales. 

La  ley  aludida  en  la  demanda  es  de  7  de  Julio  de  1862,  y  su 
articulo  18  referente  á  los  derechos  citados  era  del  siguiente 
tenor. 

«  Art.  18.  Los  productos  [de  la  Provincia  que  se  estraigan 
c  alesteriorde.ella,  pagarán -los  siguientes  derechos^  munici- 
c  pales:  por  cada  cuero  vacuno  dos  reales,  por  la  arroba  de 
c  cerda  ó  lana  un  real ;  por  cada  docena  de  cueros  de  cabra  dos 
c  reales ;  |ipr  lá  docena  de  cueros  de  cabrito  un  real ;  por  cada 
c  cama  de  carreta  un  real,  y  medio  real  por  la  de  carretilla.  » 

Conferido  traslado,  el  apoderado  de  la  Provincia  de  San  Luis 
Dr.  D.  Francisco  Elizalde  interpuso  artículo  de  incompetencia. 

Resuelto  el  artículo  por  fallo  de  3  de  Mayo  de  1865  decla- 
rándose la  Suprema  Corte  competente  para  conocer  en  la  de- 
manda (1),  el  apoderado  de  la  Provincia  contestó  que  debia 
rechazaríje  la  demanda  con  costas. 

Espuso  que  las  legislaturas  provinciales  tienen  por  la  Cons^ 


(i)  Véase  la  causa  LXXII,  toipo  i*,  pajina  485. 


134  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  GORTE 

tiluciQQ  Nacional  el  derecho  de  estat^lecer  impuestos  mumcipales 
sobre  los  pi^ductóis  elaborados  en  su  territorio. 

Que elimpuesto  creado  por  el  articulo  18  de  la  ley  de  7 de 
Julio  de  1862  no  es  otra  cosa  que  un  impuesto  municipal. 

Que  el  objeto  de  la  disposición  constitucional,  estableciendo 
entre  las  atribuciones  del  Congreso  Nacional  la  de  fijar  los 
derechos  de  esportacion  hasta  1866,  c  en  cuya  fecha  cesarán 
cotno  impuesto  nacional,  no  piidiendo  serlo  provincial ^"i^  fué 
suprimir  la  esportacion  desde  1866,  á  fin  de  dejar  esos  pro- 
ductos como  n^ateiria  imponible  de  las  Provincias,  aumentando 
estas  sus  rentas  municipales. 

Que  por  lo  tanto  imponer  derechos  en  las  Provincias  á  los 
productos  de  ellas,  como  renta  municipal,  no  es  establecer 
derechos  de  esportacion. 

Que  si  por  el  art.  18  citado  se  ha  Impuesto  un  derecho  á  los 
productos  que  se  estraen  de  la  Provincia,  no  ha  sido  con  el 
objeto  de  crear  derechos  de  esportacion,  ni  de  restablecer  las 
aduanas  interprovinciales,  sino  de  adoptar  el  medio  que  hiciera 
mas  fácil  el  percibo  de  la  renta  municipal. 

Que  como  la  recaudación  de  esa  renta  ofrecía  dificultades,  se 
empleó  el  temperamento  de  cobrarla  á  la  estraccion  de  los  pro- 
ductos, en  vez  de  cobrarse  anticipadamente. 

Que  lejos  de  atacarse  ningún  principio  constitucional  por  la  ley 
de  7  de  Julio  de  1862,  su  espíritu  ha  sido  el  de  fomentarla 
industria  gravando  las  producciones  de  la  Provincia  en  provecho 
de  aquella,  pues  si  se  cobran  derechos  municipal^  sobre  los 
cueros,  lanas,  etc. ;  no  se  cobran  á  esos  mismos  artículos  conver- 
tidos en  suelas,  tafiletes,  frazadas,  &. 

Que  ademas,  D.  Domingo  Metidozay  Hermano  no  han  suflrido 
perjuicio  alguno  con  motivo  de  dicha  ley,  pues  al  comprar  lo9 
mencionados  productos,  descontaban  del  precio  el  importe  de 
los  derechos  que  se  debian  satis&cer,  viniendo  por  lo  tanto  k  sef 
los  vendedores  quienes^  realmente  los  han*  pagado,  y  no  los 
compradores  Mendoza  y  hermano.  * 

Que  por  consiguiente,  en  el  supuesto,  no  concedido,  de  orde- 
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narseuna  devolución  de  esos  derechos,  seria  á  los  vendedores  á 
quienes  debería,  hacerse  y  ño  á  los  compradores. 

Que  ^  el  Gobierno  de  San  Luis  no  tiene  establecida  aduana 
alguna,  como  se  pretende  por  los  demandantes,  y  que  las  dis- 
posiciones constitucionales  que  se  invocan  como  violadas  por 
la  ley  provincial,  son  inaplicables,  desde  que  esta  ni  ba  creado 
derechos  de  espotlacion,  ni^  ha  establecido  aduanas  provinciales. 
Se  vio  la  causa  por  cuatro  de  los  miembros  de  la  Suprema 
Corte,  con  motivo  de  la  enfermedad  del  vocal  Sr.  Dr.  D«  Fran- 
cisco Delgado.' 
£n  10  de  «Agosto  de  1865  se  dictó  el  siguiente  auto: 
«Y  vistos :  en  discordia  á  mayor  número  de  jueces,  j» 
Pasados  algunos  meses  y  no  restableciéndose  aun  la  salud  de^ 
vocal  Dr.  Delgado,  á  petición  del  apoderado  de  la  Provincia  de 
San  Luis  se  procedió  á  la  insaculación  de  un  Conjuez,  resultando 
nombrado  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Irigbyen. 

Se  vio  nuevamente  la  causa  el  28  de  Octubre  4le  1865,  y  se 
pronunció  el  siguiente 


/ 


Fallo  déla  Suprema  Cmrte» 

Buenos-Aires^  Diciembre  5  de  1865. 

Vistos  los  autos  que  penden  ante  esta  Suprema  Corte  dé  Jus- 
ticia, en  virtud  de  demanda  entablada  por  Domingo  Mendoza  y 
hermano,  contra  la  Provincia  de  San  Luis,. pidiendo,  primero, 
que  se  declare  contraría  á  la  Constitución  Nacional  la  disposi- 
cidn  contenida  en  el  articulo  18  de  lailey  general  de  impuestos 
de  dicha  Provincia,  fecha  7  de  Julio  de  1862,  que  dice  asi :  «Los 
productos  de  la  Provincia  que  se  extraigan  al, exterior  de  ella, 
pagarán  los  siguientes  derechos  municipales:  por  cada  cuero 
vacuno,  dos  reales ;  por  la  arroba  de  cerda  ó  lana,  up  real ;  por 
cada  docena  de  cueros  de  cabra,  dos  reales ;  por  la  docena  de 
cueros  de  cabrito,  un  real ;  por  cada  cama  de  carreta,  un  real,  y 
medio  real  por  la  de  carretilla» ;  y  seguAdo,  que  se  condensen 
consecuencia  á  la  espresada  Provincia  á  la  devolución  áe  h 
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cantidad  de  siete  mil  pesos,  mas  ó  menos,  en  moneda  boliviana, 
que  fueron  obligados  á  pagar  en  virtiid  de  la  precitada  ley ;  en 
cuya  causa  esta  Corte  no  hizo  lugar  por  resolución  de  3  de 
Hayo  del  presente  año  á  foja  47  vuelta,  á  la  declinatoria  de 
jurisdicción  deducida  por  el  representante  de  la  Provincia  de 
San  Luis,  y  aceptó  el  conocimiento  y  decisión  de  ella,  en  uso  de 
su  jurisdicción  originaria. 

Considerando,  en  lo  relativo  á  la  iiíconstitucionalidad  de  la  ley : 

i  o  Que  la  Constitución  Argentina  en  el  artículo  31,  dispone 
que :  «  esta  Constitución,  las  leyes  de  la  Nación  que  en  su  con- 
j»ecuenciase  dicten  por  el  Congreso,  y  los  tratados  cdn  las  po- 
tencias estrangeras,  son  la  ley  suprema  de  la  Nación;  y  las  auto- 
ridades de  cada  Provincia  están  obligadas  á  conformarse  á  ella, 
no  obstante  cualquiera  disposición  en  contrario  que  contengan 
las  leyes  ó  constituciones  provinciales» ; 

2<>  Que  está  dispuesto  igualmente  «que  las  Provincias  conser- 
van todo  el  poder  no  delegado  por  la  Constitución  al  Gobierno 
Federal»,  y  que  «las  declaraciones,  derechos  y  garantías  que 
enumera  la  Constitución,  no  serán  entendidas  como  negación  de 
otros  derechos  y  garantías  no  enumeradas,  pero  que  nacen  del 
principio  de  la  soberanía  del  pueblo  ,y  de  la  forma  republicana 
de  gobierno»  (artículos  33  y  104  de  la  Constitución).  Que  en 
.  virtud  de  estas  disposiciones  y  de  los  mas  sanos  principios  de  la 
razón,  los  actos  de  la  Legislatura  de  una  Provincia,  no  pueden 
ser  invalidados,  sino  en  aquellos  casos  en  que  la  Constitución 
concede  al  Congreso  Nacional  en  términos  espresbs  un  esclusivo 
poder,  ó  en  los  que  el  ejercicio  de  idénticos  poderes  ha  si^o  es- 
presamente  prohibido  á  fjfB  Provincias,  ó  cuando  hay  una  directa 
y  absoluta  incompatibilidad  en  el  ejercicio  de  ellos  por  estas  úl- 
timas; fuera  de  cuyos  casos,  es  incuestionable  que  las  Provin- 
cias retienen  una  autoridad  concurrente  con  el  Congreso; 

3^^  Que  la  referida  ley  de  la  Legislatura  de  San  Luis,  que  im- 
pone derechos  á  los  producios  de  la  Provincia  que  se  extraigan 
al  exterior  de  ella^ .  importa  claramente  el  establecimiento  de 
aduanas  interiores  para  la  percepción  de  esos  derechos,  y  grava 
con  contribuciones  la  circulación  de  los  productos; 
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4^  Que  el  poder  de  establecer  aduanas  ó  de  imponer  derechos 
á  la  importación  y  exportación  de  las  mercaderías,  ha  sido  esclu- 
sivamente  delegado  al  Gobierno  Federal  por  el  artículo  9  de  la 
Constitución,  y  que  en  el  interior  de  la  República  es  libre  de 
derechos  la  circulación  de  los  efectos  de  producción  nacional, 
según  lo  dispone  el  artículo  10  de  la  misma. 

Por  estos  motivos  se  declara  que  la  referida  disposición  con- 
tenida en  el  artículo  18  de  la  ley  general  de  impuestos  de  la  Pro- 
vincia de  San  Luis,  fecha  7  de  Julio  de  1862,  es  contraria  á  la 
Constitución  Nacional,  y  que  por  tanto  es  nula  y  de  ningún  efec- 
to  en  la  presente  causa. 
Respecto  á  la  devolución  de  lo  pagado  en  virtud  de  dicha  ley. 
Considerando:  1^  Que  aun  cuando  la  casa  de  Domingo  Men- 
doza y  hermano,  que  ejercía  el  negocio  de  compra  de  frutos  del 
país  en  la  Provincia  de  San  Luis,  sea  quien  haya  pagado  los  de- 
rechos sobre  los  productos  esportados  por  ella ;  sin  embargo, 
son  los  productores  en  realidad  sobre  quienes  ha  recaído  el  im- 
puesto, porque  los  compradores  han  debido  deducir  su  valor  del 
precio  del  producto,  disminuyéndolo  proporcionalmente  al  im- 
porte de  los  derechos  que  tenían  que  satisfacer.  Que  así  la  can- 
tidad de  dinero  cuya  restitución  solicitan  los  demandantes,  viene 
á  ser  la  misma  que  se  supone  que  ellos  pagaron  de  menos  al 
productor  ó  dueño  primitivo  de  los  frutos ;  presentándose  en  con- 
secuencia esta  reclamación  ante  la  Corte  destituida  de  todas  las 
consideraciones  de  equidad  que  pudieran  recomendarla ; 

2o  Que  hallándose  la  Nación  en  los  primeros  tiempos  de  su 
formación,  y  atenta  la  penuria  en  que  han  quedado  las  Provincias 
con  la  privación  de  los  derechos  de  importación  y  exportación 
de  las  aduanas,  los  cuales  fueron  atribuidos  esclusivamente  por 
la  Constitución  al  Gobienio  Nacional ;  se  comprende  fácilmente 
la  buena  fe  con  que  ha  procedido  la  Legislatura  dé  la  Provincia 
de  San  Luis,  procurando,  con  la  imposición  de  las  contribucio- 
nes que  contiene  la  citada  ley,  crearse  recursos  con  que  poder 
subvenir  á  las  necesidades  de  su  gobierno  propio;  debiendo 
suponerse  que  el  producto  de  esas  contribuciones  ha  sido  inver- 
tido en  los  gastos  del  servicio  público  v  en  garantías  de  seguri*- 

10 
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dad  á  favor  ie  los  bienes  y  de  las  personas  establecidas  en  aque- 
lla Provincia ; 

30  Que  desde  el  7  de  Julio  de  1862  en  que  fué  promulgada 
la  ley  de  impuestos  de  la  Provincia  de  San  Luis,  la  casa  de  Do- 
mingo Mendoza  y  hermano,  ha  pagado  sin  protesta  ni  oposición 
alguna,  los  derechos  de  exportación  que  por  ella  se  establecen, 
hasta  el  año  pasado  de  1864  en  que  se  presentó  recien  su  agente 
D.  Augusto  Homey  ante  el  Juzgado  de  Sección,  resistiendo  el 
pago  del  referido  impuesto,  como  contrario  á  la  Constitución 
Nacional ;  Que  el  motivo  que  los  demandantes  alegan  para  dis- 
culpar su  sumisión,  de  que  no  estaban  aun  en  ejercicio  los  Tri-^ 
bunales  Nacionales,  no  es  bastante,  puesto  que  funcionaban  ya 
los  otros  poderes  nacionales,  y  aun  podrían  haber  recurrido  á 
las  mismas  autoridades  de  la  Provincia,  las  cuales  están  obliga- 
das á  conformarse  á  la  Constitución  como  ley  suprema  de  la 
Nación,  no  obstante  cualquiera  disposición  en  contrario  que 
contengan  las  leyes  provinciales.  Que  en  tal  caso,  y  cuando  todos 
los  habitantes  de  un  país  tienen  la  obligación  natural  de  contri- 
buir á  los  gastos  de  la  administración  pública,  y  de  dar  al  go- 
bierno que  les  rije  los  medios  de  llenar  su  destino ;  no  puede,  se- 
gún derecho,  tener  lugar  la  acción  candicHo  indebüi,  condictio 
sirte  causa. 

Por  estos  fundamentos  se  condena  á  la  Provincia  de  San  Luis 
á  la  restitución  solamente  de  la  cantidad  de  dinero  que  hubiese 
cobrado  por  derechos  de  exportación,  á  la  casa  de  Domingo  Men- 
doza y  hermano,  después  de  entablada  por  su  agente  la  demanda 
ante  el  Juzgado  de  Sección  de  aquella  Provincia. 

Regúlese  el  honorario  del  Conjuez  y  satisfáganse  las  costas. 

FRANCISCa  DE  LAS  CARRERAS. — SALVA- 
DOR María  del  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos. — J.  B.  Gorostl\ga. — ^Ber^ 

NARDO  DE  IrIGOYEN. 
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CAUSA  CILXXTI. 


Don  Miguel  Francisco  Araoz^  con  el  Gerente  de  la  compañía  Ju- 
jefia  del  Kerosene^  sobre  nulidad  de  una  patente. 

Sumario:  —  !<>  Los  Tribunales  Nacionales  deben  resolver  pre- 
viamente las  cnestiones  de  competencia,  aunque  no  se  deduzcan 
en  la  forma  legal,  por  ser  improrogable  su  jurisdicción. 

2»  No  puede  ejercitarse  la  jurisdicción  nacional  respecto  de 
una  ley  provincial  que  se  pretende  ser  contraria  á  la  Constitu- 
ción Nacional,  mientras  no  se  someta  á  su  conocinyento  un 
caso  judicial  originado  por  la  ejecución  de  aquella,  y  que  da  mé- 
rilli  para  discutir  su  validez. 


Caso, — Don  Miguel  Francisco  Araoz  se  presentó  al  Juzgada 
Seccional  de  Jujuy  diciendo:  Por  el  periódico  \S\x3\zAo  El  ÓrAen 
que  se  ha  publicado  la  sanción  de  la  legislatura  provincial  que 
concede  patente  deesclusiva  por  15  anos  á  una  sociedad  anóni- 
ma para  esplotar  los  depósitos  de  petróleo  de  que  se  estrae  el 
kerosene. 

Según  el  tenor  de  aquella  sanción  y  el  reconocimiento  practi- 
cado en  los  depósitos  y  vertientes  que  existen  en  San  Pedro, 
estancia  de  mi  propiedad,  no  cabe  duda  que  la  sociedad  se  dis- 
pone á  esplotar  la  susta.icia  referida  que  se  encuentra  en  terre- 
nos de  mi  propiedad,  poseidos  pacificamente  por  largf^  tiempo 
y  sin  interrupción. 

Como  interesado  vengo  á  pedir  la  nulidad  de  la  patente,  fun- 
dándome : 

1^  En  que  la  legislatura  provincial  al  espropiarme,  ba  vio- 
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lado  la  Constitución  Nacional  y  usurpado  atribuciones  que  no 
le  pertenecen. 

éf>  Que  la  misma  legislatura  al  considerar  como  minas  los 
depósitos  de  petróleo  ha  infrinjido  una  ley  nacional  que  declara 
lo  contrario. 

3»  Que  al  espedir  la  patente  se  ha  atribuido  las  facultades  del 
poder  nacional  y  violado  la  ley  de  patentes. 

4o  Que  al  espedirla  no  ha  observado  las  formalidades  estable- 
cidas por  las  leyes. 

En  cuanto  á  la  primera  causa: — la  legislatura  no  ba  concedido 
en  realidad  una  patente  de  industria  como  se  pidió,  sino  que 
hizo  adjudicación  de  la  sustancia  kerosénica,  invadiendo  la 
propiedad  particular.  El  privilegio  solo  debe  referirse  á  la  indus- 
tria, pero  no  á  la  materia  sobre  la  que  recae  la  acción  industrial. 
Asi,. si  se  concediese  á  un  empresario  la  patente  esclusiva  para 
fabricación  de  paños,  no  se  entenderia^quese  le  hace  adjudica- 
ción de  todas  las  lanas  de  propiedad  particular. — Pues  bien,  la 
legislatura  ha  hecho  esta  adjudicación  á  la  empresa. 

La  Constitución  consagra  el  derecho  de  propiedad,  y  esta 
comprende  toda  accesión  natural  ó  industrial,  interioró  esterior 
del  terreno  cuyo  dominio  pertenece  á  un  particular,  salvo  el  caso 
que  una  ley  espresa  la  consagre  al  dominio  público.  Pero  no 
hay  ley  que  declare  que  el  petróleo  es  de  uso  ó  dominio  común : 
al  contrario,  algunas  hay  que  por  analogía  declaran  lo  contrario. 

La  resolución  de  Carlos  Illy  la  Cédala  déla  Junta  de  Comer- 
cio del  mismo  año,  insertas  en  el  titulo  20,  lib.  9,  Nov.  Rec. 
vienen  en  mi  apoyo.  El  artículo  I®  de  la  ley  2»,  dice :  «No 
»  siendo  el  carbón  de  piedra  metal,  ni  semi-metal,  ni  otra  al- 
)  guna  de  las  cosas  comprendidas  en  las  leyes  y  ordenanzas  que 
j>  declaran  las  minas  propias  del  real  patrimonio,  sea  libre  su 
>  benei^io  y  tráfico  por  mar  y  tierra  por  todo  el  reino  y  no  se 
»  impida  la  estraccion  por  mar  para  comerdar  con  él  en  países 
»  estrangeros.  ]> 

El  artículo  2'>,  dice :  a  Estas  minas  deben  pertenecer  á  lospro- 
»  pietarios  donde  están,  entendiéndose  por  propietario  el  dueño 
»  difecto  y  no  el  arrendador  ó  enfiteuta,  sin  que  para  beneficiar* 
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>  las,  arrendarlas,  venderlas  ó  cederlas,  haya  necesidad  de  pe- 
)  dir  licencia  ó  justicia  á  tribunal  alguno ;  pero,  si  el  propie- 
»  tarío,  una  vez  descubierta  la  mina,  se  negase  á  usar  de  su  pro- 

>  piedad  de  alguno  de  dichos  modos,  á  fin  de  que  se  siga  el 
»  efecto  de   beneficiarlas,  el  mi  Consejo,  el  Intendente  de  la 

>  Provincia  ó  el  Correjidor  del  partido,  tenga  facultad  para 

>  adjudicar  su  beneficio  al  descubridor,  dando  este  al  propie- 
9  tario  la  quinta  parte  del  producto  de  ella.j» 

Llamo  la  atención  sobre  estas  leyes,  porque  si  el  carbón  de 
piedra  como  combustible  y  como  luz  que  ofrece  una  vastísima 
esfera  de  industria  en  el  ramo  de  locomoción,  como  de  otros 
muchos,  no  ha  sido  declarado  de  dominio  público,  sind  que  se  ha 
dejado  á  la  propiedad  particular,  con  mucha  mas  razón  debe  de- 
cirse lo  mismo  del  kerosene  cuya  aplicación  no  es  de  primera 
necesidad  sino  solo  de  un  mejoramiento  de  luz. 

Por  una  razón  de  analogía  puedo  decir,  pues,  que  los  depósi- 
tos de  petróleo  que  se  encuentran  en  mi  terreno  son  de  mi 
esclusiva  propiedad,  y  declaro  estar  dispuesto  á  esplotarlos,  co- 
mo los  he  esplotado  por  gran  número  de  años. 

£sto  pone  de  manifiesto  la  inconstitucionalidad  en  el  proceder 
de  la  Legislatura  que,  al  conceder  una  patente  de  industria  ha 
adjudicado  á  la  empresa  la  propiedad  de  los  ciudadanos  con 
inolacion  de  los  principios  de  la  espropiacion. 

^  Causa:  Tanto  la  petición  como  la  opinión  del  Fiscal  y  la 
misma  concesión  proceden  sobre  la  base  errónea  de  que  los 
depósitos  da  betum  pertenecen  al  dominio  público  como  mina. 
Pero  esto  no  es  exacto. 

El  Estatuto  de  Hacienda  y  Crédito  Público  sancionado  como 
ley  por  el  Congreso  Nacional  en  9  de  Diciembre  de  1853  y  pro- 
mulgado el  17  del  mismo,  dice  en  su  articulo  2,  título  10 :  «En- 

>  tiéndase  por  mina  la  esplotacion  del  terreno  por  medio  de 

>  escavaciones  superficiales  ó  subterráneas  para  esplotar  piedras 

>  preciosas  ó  cualquiera  sustancia  metálica  y  mineral  reducible 

>  á metal.  De  consiguiente  no  se  comprende  en  la  palabra  mínt? 
»  las  canteras,  las  salinas,  huaneras,  carbón  de  piedra,  tierras 
;i.  arcillosas  ó  de  tinte,  piedras  ciliceas,  azufre,  &•  > 
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Entendiéndose,  pues,  por  mina^  solo  lo  que  es  reducíble  á 
metal,  es  claro  que  el  petróleo  no  pertenece  á  ella^  y  desde  luego 
falta  por  su  base  la  concesión.  Pero  sin  embargo,  supongamos 
que  esté  comprendido  en  la  calificación  de  mhuí;  aun  asi,  es 
'  indudable  que  no  puede  ser  objeto  de  una  patente  esclusiva, 
porque  las  minas  siendo  de  aprovechamiento  común  están  deja- 
das á  la  propiedad  particular. 

Últimamente,  aun  cuando  el  petróleo  no  se  considere  ni  de 
dominio  público,  ni  de  dominio  privado,  se  consideraría  como 
res  nullius  adquisible  por  la  ocupación  según  la  ley  5^,  título 
28,  part.  3^. — De  todos  modos  resulta  incuestionable  mi  propie- 
dad sobre  ios  depósitos  que  se  encuentran  en  mi  terreno. 

3^  Causa :  La  Constitución  Nacional,  las  leyes  del  Congreso 
y  los  tratados  públicos  son  la  ley  suprema  del  pais,  aplicables 
preferentemente  á  toda  otra. 

La  facultad  de  conceder  patentes  de  industria  es  atribución 
del  Gobierno  General,  según  la  ley  del  Congreso  de  28  de  Se- 
tiembre de  1864,  promulgada  en  11  de  Octubre  del  mismo  ano. 
Esta  ley  se  refiere  á  descubrimientos  ó  invenciones;  pero  voy 
á  demostrar  que  el  caso  actual  está  esplícitamente  contenido 
en  sus  disposiciones. 

La  industria  es  la  aplicación  de  las  facultades  humanas  á  nn 
objeto  cualquiera  para  obtener  por  resultado  un  objeto  indus- 
trial. Luego  la  introducción  de  una  industria  es  la  aplicación 
nueva  ó  desconocida  en  el  país  de  los  medios  conocidos  en  otra 
parte  para  obtener  un  producto.  Por  ejemplo:  el  medio  de  es- 
traer kerosene  es  conocido  en  muchas  partes ;  pero,  la  aplica- 
cacion  de  ese  medio  seria  nueva  para  nosotros.  De  donde  se 
deduce  que,  introducir  una  nueva  industria,  ó  hacer  aplicación 
productora  de  medios  conocidos  en  otras  partes,  es  una  misma 
cosa.  Por  consiguiente^  el  caso  actual  está  contenido  en  el  últi- 
mo insiso  del  articulo  S^  de  la  citada  ley,  donde  se  permite  pa- 
tente de  privilegio  á  los  que  hacen  nueva  aplicación  de  medios 
conocidos.  Insisto  en  que  la  palabra  nueva  se  refiere  solo  al  país 
donde  se  hace  la  aplicación^  y  no  al  mundo  entero^  pues  si  se 
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refiere  á  lo  absolutamente  desconocido  en  vez  de  nueva  intro- 
ducción seria  invención. 

La  facultad  de  conceder  estas  patentes  pertenece  á  la  autori- 
dad creada  para  ello  en  el  titulo  2<>  de  la  referida  ley,  quedando 
las  Provincias  sin  poder  para  concederlas,  á  grado  que  las  coji- 
cedidas  por  estas  antes  de  la  ley  deben  rivalidarse  so  pena  de  nu- 
lidad, según  los  artículos  61  y  62. 

4^  Causa:  Esta  queda  esplicada  con  lo  dicho  hasta  aqui,  pues 
hemos  visto  que  la  patente  contiene  espropiacion  con  infracción 
de  la  Constitución ;  que  se  ha  considerado  como  mina  lo  que 
una  ley  nacional  declara  que  no  lo  es,  y  que  la  Legislatura  la  ha 
concedido  arrogándose  atribuciones  nacionales  que  no  le  per- 
tenecen. 

Deduzco  la  nulidad  ante  el  Juzgado  Seccional :  \^  Porque  ta- 
cho de  nula  la  patente  y  me  querello  de  espropiacion  fuera  del 
caso  de  utilidad  pública  y  sin  indemnización  previa^  que  es  un 
caso  rejido  por  la  Constitución.  2^  Quejándome  de  lá  declara- 
ción hecha  por  la  Legislatura  que  declara  mina  el  petróleo  con- 
tra una  ley  nacional,  es  caso  rejido  por  esa  ley  nacional.  3^  No 
existiendo  ley  especial  sobre  la  materia  deben  aplicarse  las  leyes 
constitucionales  y  orgánicas  de  la  Confederación  que  he  men- 
cionado, cuya  aplicación  es  privativa  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales (articulo  2^^,  inciso  l^'  y  artículo  21  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Juzgados  de  Sección).  ^  Según 
el  articulo  48  de  la  ley  de  Patentes,  la  nulidad  de  los  privilegios 
debe  deducirse  ante  el  Juez  Nacional  de  Sección ;  y  como  el 
articulo  50  me  autoriza  á  pedir  cualquiera  otra  declaración  con- 
veniente que  se  deduzca  de  la  nulidad,  pido  que  declarada  esta 
se  declare  mi  propiedad  á  los  referidos  depósitos  de  petróleo. 

Miguel  F.  Araoz. 

Se  dio  traslado  al  gerente  de  la  Compañía,  D.  Soriano  Alva- 
rado,  quien  lo  contestó  diciendo  : 

Eq  la  demanda  no  se  ha  llenado  el  requisito  del  artículo  57 
de  la  ley  de  Procedimientos,  porque  no  se  dice  espresamente 
qoieii  es  el  demandado^  y  por  consiguiente  veo  que  no  soy  parte 
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directa  en  el  juicio.  Ademas,  Araoz  pide  claramente  la  nulidad 
de  la  ley  dictada  por  la  legislatura  concediendo  uñ  privilegio, 
alegando  que  ésta  no  tiene  facultad  para  legislar  sobre  la  ma- 
teria. Es  pues,  la  legislatura  y  no  yo  directamente  parte  en 
esta  cuestión,  desde  que  se  le  desconoce  una  facultad  de  que 
está  en  posesión  y  la  usa  en  ejercicio  de  la  soberanía  provin* 
cial ;  de  donde  resulta  ser  la  Provincia  parte,  y  en  tal  caso  el 
asunto  es  de  competencia  originaria  y  escln^íva  de  k  Corte 
Suprema. 

Deduzco  estas  observaciones  no  como  articulo  previo  sino 
para  que  el  Juzgado  proceda  como  estime  mejor,  y  solo  por  res* 
petos  á  él  voy  á  contestar  los  argumentos  del  contrario. 

Araoz  confunde  las  patentes  industriales  de  que  trata  la  ley 
de  28  de  Setiembre  de  1864  con  las  leyes  de  privilegios  esclu- 
sivos  que,  tanto  el  Congreso  Nacional  como  las  Legislaturas  Pro- 
vinciales pueden  dictar  sobre  objetos  de  su  competencia.  La 
Compañía  no  tiene  una  patente  de  industria,  sino  un  privilegio 
para  la  elaboración  del  kerosene.  Las  Provincias  pueden  dictar 
leyes  de  este  género ;  y  el  Congreso  por  varios  actos  les  ha  reco- 
nocido esta  facultad  que  no  se  les  niega,  ni  revoca  por  la  ley  de 

patentes. 

La  ley  impugnada  por  el  Sr.  Araoz  no  hace  la  adjudicación  de 
que  este  habla.  AI  menos  la  sociedad  declara  que  no  lo  entiende 
asi.  Ella  concede  el  priviligio  para  la  elaboración  del  kerosene, 
dejando  á  la  sociedad  proceder  sobre  la  materia  como  corres- 
ponda, según  sea  de  la  propiedad  de  la  provincia,  no  solo  en 
jurisdicción  sino  en  propiedad ;  y  Araoz  se  equivoca  al  creer 
que  las  que  se  encuentran  en  su  hacienda  de  San  Pedro  le  per- 
tenecen por  accesión.  Todos  los  jurisconsultos  y  publicistas  es- 
tan  acordes  en  distinguir  la  propiedad  de  la  superficie  de  la 
del  fondo^  y  establecen  que  no  hay  la  menor  relación  entre  el 
propietario  de  la  superficie  y  las  materias  subterráneas,  de  donde 
derive  aquel  su  derecho.  Desde  mediado  del  siglo  catorce,  las 
leyes  han  concedido  al  hombre  la  propiedad  de  la  superficie, 
pero  la  parte  subterránea  ha  sido  un  derecho  de  regalía.  Sí  la 
legislatura  considerando  eon  razón  como  mina  el  petrdleó^  bu- 
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Mese  adjudicado  sus  depósitos  á  la  Compañía  para  la  esplotacion 
dei  kerosene,  habría  procedido  con  arreglo  á  derecho,  sin  vio- 
lación de  la  Constitución  General,  puesto  que  no  puede  decirse 
que  habría  espropiacion  en  tal  caso. 

Para  fundar  la  nulidad  del  privilegio,  se  invocan  las  decisiones 
de  Carlos  III,  como  si  la  Legislatura  Provincial  no  tuviese  igua- 
les ó  mejores  derechos  que  el  mismo  Carlos  III,  para  dictar 
leyes  que  reformen  ó  deroguen  las  leyes  de  España,  como  se  ha 
hecho  en  todos  los  ramos  de  la  legislación. 

Mientras  el  Congreso  Argentino  no  dicte  el  Código  de  Minería, 
la  legislatura  provincial  ha  podido  dictar  una  ley  derogatoría  de 
la  dada  por  Carlos  III. 

En  la  ley  nacional  del  Estatuto  de  1853,  no  se  escluye  ni  ha 
podido  escluirse  en  ella  el  kerosene,  porque  en  esa  fecha  no 
era  conocido.  El  descubrimiento  del  kerosene  data  solo  de  cua- 
tro años  á  esta  parte.  Ademas,  la  esclusion  hecha  de  las  sus- 
tancias enumeradas  ú  otras  semejantes,  no  importa  declarar 
que  no  son  minerales,  sirio  solo  que  su  esplotacion  no  se  ríje 
por  las  leyes  generales  de  minería,  sino  por  otras  especiales, 
como  sucede  en  España  y  Chile  donde  el  carbón  de  piedra  se 
esplota  con  arreglo  á  unas  leyes,  y  los  metales  preciosos  con 
arreglo  á  otras. 

Acepto  y  reconozco  que  no  hay  ley  e^ecial  sobre  el  petró- 
leo para  escluirlo  de  la  calificación  de  mina ;  y  por  lo  mismo 
Araoz  reconocerá  en  fuerza  de  sus  propios  argumentos  que  asi 
como  el  carbón  de  piedra  está  incluido  en  la  calificación  de 
mina,  debe  estarlo  también  el  petróleo. 

No  es  estraño  que  el  Estatuto  hubiese  incurrído  en  el  error 
de  eseluir  de  la  categoría  de  mina  el  carbón  de  piedra.  No  se 
tuvo  presente  otra  legislación  que  la  de  Carlos  III,  olvidando  su 
derogación  en  la  misma  España.  El  kerosene  producto  del  pe- 
tróleo, era  en  aquella  época  desconocido  en  todo  el  mundo :  los 
Qorte-amerícanos  no  lo  hablan  descubierto  todavía.  Pero  muy 
pronto  se  corríjió  este  error  del  Estatuto.  En  Í854  el  Congreso 
dictó  la  ley  de  28  de  Noviembre  declarando  mina  el  cai4)on  de 
piedra,  derogándose  asi  el  artículo  2  del  título  10  del  Estatuto. 


^   1 
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Luego^  a$i  como  el  carbón  de  piedra,  el  petróleo  pertenece  á  la 
categoría  de  mina. 

Pero  no  solo  los  argumentos  de  analogía  sino  también  ios  de 
autoridad  concurren  á  esta  afirmación.  En  Norte-América  báy 
un  distrito  que  se  llama  cel  distrito  minero  de  aceite»,  donde 
nadie  pone  en  duda  que  el  petróleo  es  nrina.  Otro  argumento  de 
autoridad.  En  el  proyecto  de  Código  de  l^linería,  trabajadlo  por 
el  señor  Oro,  se  escluia  el  carbón  de  piedra,  el  petróleo  y  otras 
sustancias  de  la  calificación  de  mina.  Tanto  el  infoirme  de  la 
comisión  especial  á  cuyo  estudio  pasó,  cuanto  el  informe  de  la 
comisión  de  la  Cámara  de  Diputados,  convienen  en  reconocer 
como  mina  aquellas  sustancias  escluidas;  y  es  probable  que 
este  proyecto  pase  á  ser  ley  de  la  Nación. 

Alega  Araoz  que  la  legislatura  se  ha  arrogado  atribuciones 
nacionales  con  infracción  de  la  Ley  de  Patentes.  Este  es  el  úni- 
co punto  serio  de  la  cuestión,  no  por  la  cita  de  la  Ley  de  Paten- 
tes, sino  por  la  cuestión  de  jurisdicción  en  si  misma.  Aun 
no  está  competentemente  resuelto  si  las  Provincias  pueden  por 
ley  conceder  privilegios  locales  sobre  los  objetos  que  le  perte- 
nezcan, lo  que  es  una  cosa  muy  distinta  de  conceder  una  paten- 
te de  industria  ;  pero,  lo  que  es  exacto,  es  que  ni  los  Juzgados  úe 
Sección,  ni  la  Suprema  Corte  pueden  declarar  nula  una  ley  dic- 
tada  por  la  autoridad  competente,  pues  son  otros  los  medios  que 

tienen  para  enervar  su  acción  cuando  hiere  el  derecho  de  un 
tercero. 

Según  esto,  Araoz  tiene  que  espresar  ó  determinar  un  hecho 
que  en  virtud  de  la  ley  en  cuestión  hubiese  sido  perjudicado  en 
sus  intereses  por  la  Compañía  ó  su  Gerente ;  pues  mientras  la  ley 
permanece  sin  ejecución,  inactiva,  si  puedo  hablar  asi,  no  es 
demandable. 

He  tenido  perfecto  derecho  para  ir  al  Garapatal,  lugar  desier-^ 
tO)  á  esplorar  los  depósitos  minerales  de  Kerosene  sin  permiso 
del  Sr.  Araoz,  porque  ese  terreno  á  mas  de  ser  desierto  está  en 
litigio,  y  bien  puede  ser  que  el  asunto  se  falle  en  contra  de  Araoz: 
y  en  tal  caso  ya  de  presume  cuales  sean  los  pequicios  que  este 
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Para  probar  que  la  lejisíatara  no  ha  usurpado  atribuciones 
nacionales,  me  basta  citar  las  leyes  de  29  de  Agosto  y  19  de 
Setiembre  del  55,  y  25  de  Setiembre  del  56,  aprobatorios  de 
las  constituciones  de  Córdoba,  Catamarca  y  Corrientes.  Estas 
contienen  la  facultad  de  conceder  privilejios  esclnsivos  tempo- 
rales, facultad  reconocida  por  las  leyes  citadas  desde  que  no  se 
eliminó  de  aquellas  constituciones  al  ser  sometidas  á  examen. 
Varias  provincias,  como  la  de  Tacuman  y  Jujui,  han  usado  de 
esa  facultad,  y  mas  de  una  vez  el  Congreso  del  Paraná  ha  rehu- 
sado despachar  solicitud  de  privilejio  y  remitido  á  los  ocurrentes 
á  la  legislaturas  provinciales.  Después  de  todo  esto  no  se  pue- 
de decir,  que  la  lejislatura  provincial  se  ha  arrogado  atribucio- 
nes nacionales. 

La  ley  del  64  habla  de  revalidación  de  patentes  dadas  sobre 
los  objetos  detallados  en  el  tft.  1<>,  pero  no  habla  de  revalidación 
de  patentes  dados  sobre  objetos  de  jurisdicción  y  propiedad  de 
de  la  provincia  que  las  espide. 

La  cuarta  causa  alegada  por  Araoz  para  fundar  la  acción  dedu- 
cida no  merece  contestación,  porque  los  trámites  que  tiene  que 
observarla  lejislatura  en  asuntos  de  su  competencia,  son  los  que 
demarcan  su  reglamento  interno.  Ademas,  es  impertinente 
la  cita  que  hace  dé"  los  artículos  48  y  50  de  la  ley  de  Patentes. 
El  primero,  porque  Araoz  no  funda  la  nulidad  en  ninguna  de  la» 
causas  que  espresa  el  art.  46;  el  segundo,  porque  no  hay  un 
acto  J|  mi  parte,  ni  de  la  Compañía,  que  autorize  la  demanda 
como  en  el  se  requiere.  Por  último,  como  no  hay  cuestión  sobre 
depósitos  de  petróleo,  creo  que  no  corresponde  á  V.  S.  declarar 
la  propiedad  de  ellos  á  favor  del  demandante  como  este  lo 
quiere. 

Suriano  Albarado. 

El  Juzgado  dio  traslado,  porque  un  embargo,  dice  en  su 
decreto,  que  el  Gerente  de  la  Compañía,  no  opone  como  artí* 
eulo  previo  las  escepciones  de  iiicompetencia,  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda  y  íitú  pendencia  en  otrojuzga* 
do  computentef  lo  son  por  la  leyi 
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Contestó  Araoz: 

Las  escepciones  opuestas  no  debían  tramitarse  ni  admitirse 
por  lo  mismo  que  la  parte  declara  que  no  las  opone  como  artí- 
culo previo,  y  entra  á  contestar  el  fondo  de  la  demanda.  Sin  em- 
bargo, para  el  caso  que  V.  S.  no  atendiese  esta  razón  fandamen~ 
tal,  paso  á  contestar  las  indicadas  escepciones. 

Se  ha  contestado  la  jurisdicción  de  este  Juzgado  en  el  su^ 
puesto  que  se  ha  pedido  la  anulación  de  una  ley,  y  se  dice  que 
los  Tribunales  Nacionales  no  tienen  facultad  para  derogar  leyes 
dictadas  ya  por  el  Congreso  Nacional,  ya  por  la  lejislatura  de 
provincia.  Dejando  á  un  lado  la  inexactitud  de  llamar  ley  á  una 
concesión  de  privilejio,  puesto  que  ley  es  un  precepto  general  que 
obliga  á  todas  las  personas  y  obra  sobre  todos  los  casos  análagos, 
sin  que  esta  definición  pueda  convenir  á  un  acto  que  concede 
un  privilegio  especial  á  una  empresa  determinada,  sin  embargo, 
no  por  eso  es  menos  cierta  la  jurisdicción  del  juzgado.  Cuando 
una  ley  es  directamente  opuestas  á  la  constitución  ó  á  las  leyes 
nacionales,  es  obligación  del  juez  dejar  de  aplicar  aquella  para 
levantar  en  alto  el  imperio  de  estas.  No  es  otra  cosa  lo  que  se 
ha  pedido  en  la  demanda,  sino  la  aplicación  preferente  de  la 
constitución  y  de  las  leyes  á  un  acto  de  la  lejislatura  ¡Nrovincial 
que  las  contraría.  Esta  cuestión  queda  terminada  con  la  dispo- 
sición de  la  ley  que  ordena  acudir  á  los  Jueces  Seccionales  por 
la  nulidad  ó  caducidad  de  las  patentes  de  industria» 

Nada  se  ha  contestado  á  lo  que  se  dijo  en  la  demai|||k,  de 
que  una  ley  del  Congreso  habia  atribuido  á  una  autoridad  nacio- 
nal la  facultad  privativa  de  conceder  patentes  de  industria.  Es- 
ta ley  es  superior  á  la  Constitución  y  leyes  provinciales,  y  los 
Juzgados  Seccionales  deben  aplicarla  preferentemente.  Al  pedir 
esto  no  se  pide  pues  que  se  derogue  una  ley. 

Se  dice  que  la  concesión  hecha  por  la  lejislatura  de  Jujui  no 
es  una  patente  de  industria.  Esto  no  puede  sostenerse.  Ella  ha 
concedido  á  la  sociedad  el  derecho  esclusivo  de  esplotar  el  ke- 
rosene por  un  tiempo  indeterminado,  y  á  esa  concesión  se  llama 
patente  de  industria,  cualquiera  quesea  la  forma  y  la  autoridad 
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qoe  la  conceda,  desde  que  se  refiere  á  la  importación  de  una 
nneva  industria. 

Es  íalso  que  la  ley  de  patentes  baya  reservado  á  las  pro- 
vincias la  facultad  de  conceder  privilegios  esclusivos.  Ya  sea 
porque  generalmente  interviene  la  industria  estrangera  en  em- 
presas de  esta  naturaleza,  que  puede  producir  reclamos  interna- 
cionales, ya  por  el  conflicto  de  intereses  que  puede  producir- 
se entre  las  provincias,  lo  cierto  es  que^tanto  en  Norte-América 
como  en  la  República  Argentina  es  una  facultad  delegada  en 
el  Gobierno  General. 

Hay  palpable  contradicción  en  las  afirmaciones  del  Gerente 
de  la  Compañía.  Dice  en  una  parte:  la  sociedad  no  entiende 
que  se  le  ba  adjudicado  la  materia,  sino  concedidosele  un  pri- 
vilegio de  industria ;  y  en  otra  parte,  que  siendo  mineral  el  pe- 
tróleo, y  perteneciendo  las  minas  á  la  Provincia  ba  dispuesto 
de  ellas  como  mejor  le  ba  parecido.  Luego  entonces,  si  lo  pri- 
mero, ba  concedido  una  patente  de  industria,  regida  por  el  art. 
3<>  de  la  ley  de  patentes ;  si  lo  segundo  y  babiendo  considerado  mi- 
neral el  petróleo,  ba  infringido  las  ordenanzas  vigentes  sobre  mi- 
nas, declaradas  ley  por  el  art.  l^  tit.  10  del  Estatuto  de  Hacien- 
da ;  y  como  la '  nulidad  tiene  que  deducirse  ante  los  Juzgados 
Seccionales,  según  la  ley,  está  determinada  por  la  misma  ley  la 
jurisdicción  de  V.  S. 

La  2^  escepcion  es  igualmente  infundada,  porque  en  la  de- 
manda se  señala  claramente  el  demandado :  el  Gerente  de  la* 
Compañía.  Citar  ó  emplazar  á  uno  en  una  demanda  es  propia- 
mente demandarlo,  conforme  al  art.  9  de  la  ley  de  procedimien- 
tos. 

Desde  luego  que  se  ba  deducido  la  nulidad  de  la  patente,  es 
claro  que  el  demandado,  es  el  patentado ;  esto  es,  la  sociedad 
anónima  para  la  esplotacion  del  kerosene:  tít.  5^  de  la  ley  de 
patentes. 

La  litis  pendencia  es  un  sofisma  que  no  merece  ocuparse  de 
el.  Para  que  baya  lugar  á  esta  escepcion  es  necesario  que  haya 
otro  juicio  pendiente  entre  las  mismas  partes  y  por  la  misma 
cosa.  Aquí  no  existe  tal  becbo. 
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Otra  razón  deducida  para  fundar  la  jurisdicción  de  este  Juzga- 
do es,  que  el  caso  está  regido  por  la  Constitución  y  leyes  na* 
cionales,  cuya  aplicación  corresponde  á  los  Tribunales  de  Sec- 
ción. 

La  Justicia  nacional  conoce  de  la  violación  de  la  Constitución 
y  de  las  leyes  nacionales  sean  cuales  fueren  sus  violadores  y 
cualquiera  que  sea  su  jerarquía.  Desde  que  una  autoridad 
cualquiera  dañe  el  derecho  privado,  queda  responsable  ante 
ella,  directamente  unas  veces,  indirectamente  otras.  Directamen- 
te cuando  la  violación  se  hace  por  una  autoridad  subalterna; 
pero,  cuando  se  hace  por  el  Gobernador  ó  Legislatura  de  la 
Provincia,  se  ha  querido  evitar  el  choque  directo  de  altas  auto- 
ridades, y  en  tal  caso,  el  particular  ofendido,  cuando  se  trata  de 
llevar  adelante  las  disposiciones  inconstitucionales  de  aquellas, 
tiene  derecho  de  deducir  como  acción  ó  escepcion  la  constitu- 
ción y  leyes  nacionales  que  le  amparan,  y  la  justicia  nacional  el 
deber  de  aplicarlas  preferentemente,  porque  sumisión  es  cuidar 
de  la  observancia  de  la  ley  fundamental. 

Asi  por  ejemplo :  un  Juez  de  Letras  ordena  la  espropiacion  de 
un  fundo  por  demanda  de  otro  que  quiere  comprar  por  la  fuer- 
za. Como  la  espropiacion  es  regida  por  la  Constitución  y  debe 
hacerse  por  causa  de  utilidad  pública  y  con  indemnicacion  pre- 
via, el  agraviado  puede  ocurrir  al  Juez  Nacional  quejándose  de  lo 
.inconstitucional  de  la  sentencia.  Del  mismo  modo,  cuando  la  le- 
gislatura adjudica  á  Pedro  la  casa  de  Juan,  y  el  perjudicado  re- 
clama contra  esta  violación,  la  legislatura  no  es  parteen  el  jui- 
cio, sino  que  lo  son  el  perjudicado  y  el  favorecido.  Tal  es  lo 
que  sucede  en  nuestro  caso.  Se  me  ha  espropiado  sin  llenar  los 
requisitos  legales,  y  en  el  juicio  que  he  entablado  reclamando 
el  respeto  de  mi  propiedad,  no  es  ni  puede  ser  de  ningún  mo- 
do parte  la  legislatura  sino  el  agraciado  que  es  la  compañía  á 
quien  se  ha  concedido  el  privilegio. 

He  resta  solo  probar  mi  propiedad  en  las  vertientes  de  petró- 
leo, de  manera  que  lo  legislado  para  aquel  debe  entenderse  le- 
gislado para  este.    Y  debe  ser  así,  porque  según  un  inteligen* 
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te,, estas  dos  materias  son  una  misma,  sin  mas  diferencia  qae  la 
última  es  mas  oleosa. 

Sentado  esto,  mi  propiedad  es  indisputable  por  tres  titulosí: 
1^  por  el  derecho  de  la  ocupación  ;  2^  por  el  de  la  aecesioQ  na- 
tural ;  y  3^  por  declaración  de  una  ley  vigente* 

Cuando  hemos  citado  una  ley  nacional  que  declara  el  carbón 
de  piedra  no  mineral,  se  nos  contesta  con  otra  del  28  de  Noviem- 
bre de  1864  derogatoria  de  aquella.  No  he  tenido  tiempo  de  ver 
esta  ley,  y  por  lo  tanto  recomiendo  á  V.  S.  la  verificación  de  la 
cita ;  y  creyéndala  de  buena  fe  y  exacta  tengo  que  confesar  que 
el  carbón  de  piedra  se  considera  hoy  minerah 

Pero,  por  lo  mismo  que  existe  esta  ley  derogatoria,  es  induda- 
ble que  antes  de  ella  he  adquirido  la  propiedad  de  los  vertientes 
por  la  ley  antigua,  pues  las  leyes  no  tienen  efecto  retr^ctivo  para 
que  puedan  suprimir  los  derechos  adquiridos.  Hasta  que  se  dic- 
tó la  ley  que  se  dice  existir  declarÉido  mineral  el  carbón  de 
piedra,  hasta  entonces,  repito,  estaba  vigente  la  cédula  de  Garlos 
III  y  la  otra  ley  nacional  que  he  invocado,  y  en  virtud  de  ellas  he 
adquirido  la  propiedad  de  las  vertientes  kerosénicas  por  la  ocu- 
pación, la  posesión  real  y  material  por  un  tiempo  prolongado  y 
sin  interrupción,  y  por  la  accesión  natural,  pues  no  acepto, 
apoyándome  en  la  opinión  de  todos  los  jurisconsultos,  la  teoría 
de  que  el  propietario  de  la  tierra  sea  únicamente  dueño  de  la 
superficie,  porque  si  asi  fuese  hasta  la^  piedras  que  se  encuen- 
tran penetrando  hacia  sus  entrañas  serian  del  dominio  público, 
loque  por  cierto  nadie  se  atravería  á  sostener. 

El  Sr.  Albarado  replicó  : — Dije  en  mi  escrito  anterior  que  se- 
gún la  demanda  no  era  yo  parte  en  el  juicio  sino  la  Provincia,  y 
que  en  tal  caso  el  conocimiento  de  la  causa  era  esclusivo  de  la 
Suprema  Corte.  Araoz  desestima  esta  escepcion  porque  dice  que 
habiendo  pedido  la  citación  del  Gerente  importa  demandarle,  se- 
gún el  art.  9  de  la  ley  de  procedimientos.  Si  la  cita  no  es  equi- 
vocada no  sé  á  que  pueda  aducirse  este  art.  pues  solo  tratado  la 
declaración  de  los  testigos  y  absolución  de  posiciones  entre  las 
partes.  Agrega  también  los  art.  48  y  50  de  la  ley  de  Patentes,  y 
dc;nuncia  ala  sociedad  como  pretendiendo  trabajar  m  sus  tet^re^ 
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nos^  apropiándoselos  depósitos  de  petróleo,  y  pretendiendo  tra- 
bar su  espIotacioD  etc,  y  concluye  diciendo  que  para  definir  la 
cuestión  basta  leer  lá  sec.  2^  tit.  5^  de  la  ley  de  patentes — Esta 
esotra  cita  falsa  porque  la  ley  de  patentes  no  tiene  tal  sec.  2^. 
En  cuanto  á  los  art*  48  y  50  ya  espuse  antes  las  razones  porque 
no  eran  aplicables. — ^Araoz  confiesa  ahora  que  funda  su  demanda 
en  suposiciones,  en  las  intenciones  de  la  sociedad  que  no  están 
sugetas  al  juicio  de  nadie,  mientras  no  se  traduzcan  en  hechos 
positivos. 

Et  art.  50  dispone  que  cuando  el  patentado  en  virtud  de  una 
patente  nula  trabe  la  libre  esplotacion  del  invento  ^  se  pueda  so- 
licitar la  nulidad  ¿Se ha  trabado  á  Araoz  esta  esplotacion?  Mo 
señor :  por  consiguiente,  no  hay  lugar  á  la  demanda,  porque  á  na- 
die se  puede  demandar  por  supuestas  intenciones. — La  esplora- 
eion  ó  inspección  en  el  Garapatal  sin  su  licencia,  pude  hacerla 
según  las  leyes  3*  y  4*  tíÉ  18,  lib.  9,  Nov.  Rec.  citados  por  Es- 
criche. 

Dice  el  contrario  que  he  contestado  la  jurisdicción  nacional 
porque  be  creido  que  se  pedia  la  anulación  de  una  ley  de  pro- 
vincia, negando  á  la  justicia  nacional  poder  de  hacerlo.  No  es 
exacto  lo  1<> — Dije  y  sostengo  con  el  art.  100  de  la  Constitución 
y  el  1®  de  la  ley  sobre  competencia  que,  si  la  provincia  es  parte, 
el  Juez  Seccional  no  es  competente.  No  hay  lealtad  en  lo  2^  por- 
que al  afirmar  que  la  justicia  nacional  no  puede  declarar  nula 
una  ley  que  hiere  los  derechos  garantidos  por  la  Constitución, 
he  esplieado  los  medios  que  tiene  para  enervar  su  acción  salvan- 
do los  derechos  agredidos,  y  destruyéndola  al  fin  con  golpes  repe- 
tidos en  los  casos  ocurrentes.  Esto  es  lo  que  he  sostenido  y  sos- 
tengo con  Story,  Kent,  Curtis  y  demás  jurisconsultos  norte-ame- 
ricanos. 

Dice  Araoz  que  el  acto  de  la  legislatura  que  nos  ocupa  no  es 
una  ley,  tanto  por  no  cuadrarle  la  definición  de  esta,  cuanto  por 
la  forma  en  que  ha  sido  pasado.  Esta  nueva  enseñanza  es  inad- 
misible, y  voy  á  citar  varios  casos  análogos  en  que  á  nadie  se  le 
ha  ocuirido  negarles  el  carácter  de  ley :  tales  como  la  de  4  de 
Agosto  del  56  concediendo  al  Sr.  Maldonado  el  privilegio  piffa  la 
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venta  de  marcas ;  las  de  29  y  30  de  Setiembre  del  57  áBüena- 
parte  para  el  uso  y  venta  de  una  máquina  para.construir  tapias ; 
la  del  5  del  mismo  mes  y  año  al  Sr.  Perkins. para  hacer  papel  y 
p<)Ivoradel  capullo  del.Yuchan,  y  otros  varios  casos  que  cita. 

Se  insiste  ea que  la  ley  nacional  dé  28  de  Setiembre  de  1864 
atribuye  esclusivamente  á  una  autoridad  nacional  la  facultad  de 
conceder  patentes  industriales.  Ya  he  citado  varias  leyes  nacio- 
nales también  que,  después  de  examinar  las.  Constituciones 
provinciales,  aprobaron  la  facultad  que  estas  consignan  para  con- 
ceder privilegios  locales.  No.  hay  en  esto  contradicción,  porque 
las  provincias  no  pueden  conceder  patentes  sobre  los  objetos 
especificados  en  el  art.  3^  de  aquella  ley,  pero  sí.  sobre  objetos 
que  le  perteneciesen,  como  bosques  ó  minas  de  .  su  propiedad. 

Se  supone  por  el  contrario  queja  introducciqnrdeiuna  in«- 
düstría  mt^m,  cuyos  medios  sean  .conocidos  en.  otras  naciones, 
entra  en  los  objetos  espresados  en  la  ley  de  patentes,  porque  la 
palabra  niteva:  se  refiere  al  lugar  donde,  se '  van.  á  aplicar,  pero 
no  á  los  mismos;  medios.  Esto  es:  un  error.  El  articulo  ^^^  de 
la  referida  ley  dice  no  ser  susceptible  de  patentes  los  descubri- 
mientos ó  invenciones  que  hayan  sido  publicados  dentro  ó  fue- 
ra del  país,  en  libros,  folletos  ó  periódicos;  con  mas  razón, 
pues,  si  los  medios  de  esplotar  una  industria,  y  la  industria 
misma,  están  en  ejercicio  fuera  del  país^  .    ^ 

Se  pretende  que  he  incurrido  en  contradicción  aseverando 
unas  veces  no  /kz^er^é  adjudicado  el  petróleo  á  la  sociedad,  y 
otras  que/  considerándolo  mineral,  de  propriedad  de  la.Provin- 
cia,  ha  dispuesto  de  él  como  mejor  le  ha  parecido.  No  hay  con- 
tradicción, porque  la  concesión  del  privilegio  sólo  importa  pro- 
hibir la  esplptacion  del  petróleo  para  la  elaboración  del  kero- 
sepe  á  iodo  otro  que  no  sea  el  patentado ;  pero  no  que  se  use 
.del  mismo  petróleo  para  otros  objetos  ó  de  otras  materias.,  co- 
mo  el  carbón  de  piedras,  para  trabajar  ó  estraer  el  kerosene. 

No  se  puede  negar,  á  la  Provincia  su  derecho  sobre  el  petró- 
leo como  mineral,  y  por  consiguiente,  puede  cederlo  cómo  y 
cuándo  quiera. 

Si  no  he  comprendió  mal  las  esplicacíomes  sobre  los-  caeos 
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reídos  por  la  ConstitucioD,  parece  deeir  que,  toda,  cnestion  se- 
bre  los  derechos  garantidos  por  esta  es  de  resorte  úe  la  Justi- 
cia Nacional :  lo  está  la  vida,  la  honra,  la  propiedad ,  todos  los 
derechos  humanos ;  pero,  felizmente  esta  doctrina  no  es  ene- 
ta.  Solo  los  casos  especialmente  regidos  par  ella  son  de  com- 
petencia esclusiva  de  la  Justicia  Nacional,  como  lo  dice  el  art. 
12,  de  la  Ley  de  i  4  Setiembre  de  1863,  que  es  correctiva  de  la 
del  16  de  Octubre  del  62.      '  * 

No  hay  un  palmo  de  tierra,  en  la  provincia  cuya  propiedad 
actual  no  traiga  su  origen  de  merced  hecha  por  el  Rey  de  Espa- 
ña á  los  pobladores  6  conquistadores.  Cuando  estas  mercedes 
se  hacian,  ya  estaban  vigentes  las  leyes  que  declaraban  las  mi- 
nas propiedad  de  la  Corona ;  y  por  consiguiente,  por  mas  que  pe 
invoque  la  Cédula  de  Carlos  III  no  podían  adquirirse  por  la 
ocupación  ni  accesión.  Rotos  los  vínculos  de  la  Metrópoli,  las 
provincias  hicieron  suyas  las  minas,  sin  que  haya  hasta  hoy  un 
acto  de  la  autoridad  nacional  que  les  desconozca  este  derecho. 

Pero,  quiero  suponer  que  el  Sr.  Araoz  ha  adquirido  la  pro- 
piedad del  petróleo  cíhuo  prima.  Sostengo  asi  mismo  que  ha 
perdido  esa  propiedad  porque  el  Estatuto  de  Hacienda,  ley  na- 
cional, declara  vigentes  las  ordenanzas  de  Méjico  sobre  minaf, 
y  estas  disponen  que  se  las  pierde  cuando  no  se  registra  su  titu- 
lo ni  se  paga  la  contribución ;  y  el  Sr.  Araoz  no  ha  cumplido 
con  nada  de  esto. 

La  litis  pendencia  euste  porque  versa  sobre  la  misma  cosa 
aunque  entre  diferentes  personas.  Como  Arapz  niega^  V.  S.  de- 
be recibir  la  causa  á  prueba  para  probar  yo  que  en  el  Potrero 
de  la  Rótica  en  cuestión  está  comprendido  el  Garrapatal  que 

disputa  Araoz. 

Soriano  Alvarado. 

El  juez  no  hizo  lugar  á  la  prueba  porque  el  actor  no  negd  el 
hecho,  y  se  hace  por  lo  tanto  inútil. 

Füilo  del  Jíuex  Sceclenal* 

Jujui^  Febrero  26  de  1866. 

Y  vistos:  Resultando  del  exámra  do  estos  autos  quéfipoMi* 
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gnel  F.  AraoZf  como  propietario  de  la  estancia  de  Sáu  Pedro^ 
en  cuyo  terreno  dice  haber  depósitos  de  betum,  deduce  deman- 
da de  nulidad  de  una  patente  de  esclusiva,  y  como  tal  ha  pre- 
sentado la  sanción  de  la  legislatura,  promulgada  por  el  Poder 
Ejecutivo  de  esta  Provincia,  que  se  registra  en  el  N*.  40,  del 
periódico  inserto  á  foja  57  de  estos  autos 

Que  para  fundar  la  nulidad  se  apoya :  1»  en  que  la  Legisls^- 
tura  Provincial  ha  espropiado  su  propiedad  con  infracción  de 
la  Constitución  Nacional,  conociendo  fuera  de  lo  pedido,  y 
escediendo  las  atribuciones  que  le  son  propias:  2»,  que  la  le. 
gislatura  provincial  al  considerar  coma  minas  los  depósitos  de 
petróleo  ó  sustancia  bituminosa,  ha  contravenido  á  una  Ley 
Nacional  que  declara  lo  contrario :  3» ,  que  la  legislatura,  al 
espedir  la  patente  de  industria,  se  ha  atribuido  una  parte  de 
las  facultades  delegadas  al  Poder  Nacional «  con  infracción  de 
la  Ley  de  Patentes  sancionada  por  el  Congreso^ederal :  4<>, 
que  la  legislatura  provincial,  en  la  patente  de  industria  que  ha 
espedido,  no  ha  observado  los  trámites  y  formalidades  que  las 
leyes  establecen. 

Quo  para  fundar  su  gestión  como  de  jurisdicción  federal  es* 
pone:  l'^,  que  tachada  la  concesión  de  inconstitucional,  y 
querellándose  de  espropiacion  fuera  del  caso  de  utilidad  pü-^ 
blica  y  sin  indemnización  previa,  es  casó  regido  por  la  Consti^ 
tucion :  2<^,  que  habiéndose  juzgado  de  una  clasificación  hecha 
par  la  legislatura,  declarando  mina  contra  la  definición  de  una 
Ley  Nacional,  es  caso  regido  por  esa  Ley  Nacional :  3^,  que 
no  existiendo  ley  especial  sobre  la  materia,  tienen  que  aplicarse 
las  leyes  ;ponstitucionales  y  orgánicas  de  la  Confederación,  y 
ademas,  leyes  generales  y  de  analogía  ó  doctrinas  de  jurispru- 
deneia,  cuya  aplicación  corresponde  privativamente  á  tribunales 
nacionales,  según  el  inciso  l<>del  art.  2%  yelart.  2i,  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales:  4^^ 
que  según  el  art.  48>  de  la  ley  de  Patentes  industriales  la  acción 
de  nulidad  ó  caducidad  de  los  privilegios  debe  intentarse  por 
cualquier  interesado  ante  el  Juez  Nacional  de  Sección,  y  el  50 
de  la  misma  ley  autoriza  á  pedir  cualquiera  otra  declararon  con« 
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veniente,  y  termina  pidiendo  se  declare  su  propiedad  legitima 
substanciando  el  juicio  con  citación  del  Gerente  de  la  sociedad 
anónima  patentada. 

Dado  traslado  de  la  demanda  al  Gerente  de  la  Compañía,  al 
contestarla,  espuso: — ^^1^  Que  él  no  estaba  señalado  como  de- 
mandado, tanto  porque  solo  se  pedia  su  citación,  cuanto  porque 
la  argumentación  de  la  demanda  se  dirijé  contra  la  lejislatura 
provincial; — ^2^  Que  en  este  concepto  niega  al  Juzgado  de  Sec- 
ción jurisdicción  para  conocer  en  la  causa; — 3^  Llama  también 
la  atención  del  Juzgado  sobre  la  existencia  de  un  litis  ante  el 
juzgado  ordinario  de  la  Provincia  entre  D.  IVfiguel  F.  Araozy 
Timoteo  Baca,  sobre  la  propiedad  del  terreno  que  el  Sr.  Araoz 
demanda :  de  todo  lo  cual  espresa,  que  no  forma  articulo  de 
previo  pronunciamiento,  sino  que  deja  á  la  voluntad  del  juez 
proceder  coim  estime  mejor ^  y  se  ha  tramitado  como  escepciones 
dilatorias,  p^que  la  voluntad  del  Juez  en  ese  caso  no  podía  ser 
0^  que  el  cumplimiento  de  las  leyes  á  que  están  sometidos  sus 
procedimientos*  y  considerando : 

i  o  Que  la  oposición  que  la  parte  demandante  hace  en  su 
escrito  de  foja  25,  para  que  se  resuelvan  las  escepciones  dila- 
torias, porque  el  Gerente  ha  contestado  á  la  demanda  en  lo  prin- 
cipal, y  lo  cual  importa  á  su  juicio  un  reconocimento  explícito 
de  jurisdicción,  ¿s  inadmisible,  tanto  porque  la  escepcion  de 
incompetencia  es  esencial  como  preliminar  al  juicio  para  evitar 
un  procedimiento  nulo,  cuanto  porque  el  artículo  i^  de  la  ley 
de  procedimientos  declara  improrogable* la  jurisdicción  délos 
Tribunales  Nacionales,  aun  cuando  las  paites  consientan  en  la 
prorogacion:  y  por  esta  razón  ha  llegado  el  caso  de  resolver 
en  cuanto '  á*  las  escepciones. 

2»  Que  la  sanción  de  la  lejislatura  provincial  presentada  por 
^  ,  la  paite  demandante,  como  la  patente,  cuya  nulidad  pide,  y  que 

c<^re  á  foja  57  vuelta,  no  puede  considerarse  como  una  simple 
patente  dé  esclusion  en  el  sentido  de  la  ley  nacional  de  patentes; 
porque  esta  se  refiere  á  los  requisitos  que  deben  llenarse,  para 
adiD[uirirc  válidamente  el  título  ó  credencial,  que  acredite  la  pro* 
piedad  de  una  obra,  itívento  ó  descubrimiento,  declarada  por  el 
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artículo  17  de  la  Constilocion  Nacional,  y  la  sanción  denun- 
ciada no  es  un  título  de  propiedad  por  razón  de  invento  ó  des* 
cubrimiento,  sino  que  establece  una  escepcion  en  protección 
de  una  industria  que  desea  importar  á  la  Provincia :  por  consi- 
guiente los  artículos  48  y  50  de  la  ley  de  Patentes  industriales 
son  inaplicables  al  caso  presente  en  cuanto  á  conferir  Juris- 
dicción al  Juzgado  Nacional. 

3^  Que  el  art<».  107  de  la  Constitución  Nacional  reserva  á  las 
Provincias  la  facultad  de  promover  su  industria,  y  la  introduc- 
ción y  establecimiento  de  nuevas  industrias.  Por  este  articulo 
la  sanción  denunciada  pertenece  á  una  materia  espresamente 
reservada  á  la  Provincia,  y  ella,  soberana  é  independiente  en 
las  materias  de  su  especial  competencia,  no  debe  cuenta  de  sus 
actos  á  la  Justicia  Nacional,  sino  en  los  caaos  y  por  los  medias 
espresamente  previstos  en  la  ley. 

4^  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  según 
se  infiere  del  vltV.  100  de  la  Constitución,  es  coestensiva  con 
la  de  legislar' al  Congreso,  degianera  que  alcanza  hasta  donde 
pueden  alcanzar  las  leyes  de  la  Nación  ;  y  no  teniendo  el  Con- 
greso la  facultad  de  dictar  á  las  Legislaturas  de  Provincia  leyes 
dé  trámite  y  forma,  no  es  competente  la  Justicia  Federal  para 
aceptar  demanda  apoyada  sobre  la  causal  de  no  haber  llenado  la 
legislatura  trámites  y  formalidades. 

5^  Que  el  Estatuto  de  Hacienda  y  Crédito  citado  por  la  parte 
demandante,  y  la  ley  de  28  de  Noviembre  inserta  en  el  Registro 
Oficial,  tomo  1^,  pág^  529,  no  pueden  estimarse  como  la  única 
ley  vigente  á  cerca  de  Minas  al  efecto  de  determinar  jurisdic- 
ción nacional,  por  el  hecho  de  ser  leyes  del  Congreso,  á  los 
asuntos  contenciosos  que  puedan  promoverse  á  cerca  de  la  pro- 
piedad ó  posesión  de  Minas  debe  entenderse  que  es  con  el  fin 
de  designar  los  que  suportan  contribución  nacional,  pues  la  in- 
terpretación contraria  está  destruida  por  la  espresa  disposición 
del  inciso  11,  art.  67,  de  la  Constitución,  art.  15  de  la  ley  de 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales;- y  á 
dfiT  cierta  la  interp^rctacion  de  la  parte  demandante,  deberia  de- 
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ddcirse  igual  jurisdicción  para  la  propiedad  territorial,  hipote- 
cas, capellanías  y  censos  sobre  los^e  también  estatU3re. 

6®  Que  una  sanción  de  la  legislatura  provincial  no  es  deman- 
dable  como  inconstitucional  por  solo  haberse  publicado  en  un 
periódico  y  antes  de  que  su  ejecución  la  convierta  en  un  caso^ 
el  cual  únicamente  daría  mérito  á  una  cdusa^  porque  lá  acción 
de  la  justicia  no  se  estiende  á  declaraciones  que  aprovechen  ó 
dañen  derechos  no  representados  ni  comprometidos  en  el  juicio, 
ni  puede  resultar  la  nulidad  de  una  sanción  inconstitucional, 
mnó  de  la  repetición  de  decisiones  uniformes  en  contrario,  en 
cu3fo  supuesto  el  artículo  3i  de  la  Constitución  manda  á  cada 

provincia  conformarse  con  la  Constitución  y  leyes  nacionales, 
no  obstante  cualquiera  disposición  en  contrario  qué  contengam 
su  Constitución  ó  leyes  provinciales. 

7<>  Que  del  art.  iOO  de  la  Constitución,  única  fuente  de 
jurisdicción  para  los  Tribunales  Nacionales,  no  se  deduce  la 
facultad  de  juzgar  directamente  la  nulidad  6  validez  de  una  san- 
ción del  poder  legislativo  provincial,  limitándose  su  acción  i 
conocer  de  ella  en  su  relación  al  hecho  ó  derecho,  que  da  ma- 
teria á  la  demanda,  para  la  aplicación  de  la  Constitución  y 
leyes  de  su  compeftencia. 

8*  Que  para  establecer  la  demanda  ante  la  jurisdicción  na- 
cional por  espropiacion  inconstitucional,  y  que  en  ella  sea  par^ 
te  demandada  el  Gerente  de  la  Compañía  Xujeña  del  kerosene, 
debió  estar  acompañada  de  los  documentos  que  el  art.  10  de 
la  ley  de  procedimientos  exije  á  todo  demandante,  y  ademas^ 
de  los  hechos,  autorizados  por  la  sanción  de  la  legislatura,  y 
ejecutados  por  la  Compañía  en  violación  de  la  propiedad,  no 
siendo  bastante  á  llenar  estos  requisitos  legales  la  relación  con- 
tenida en  el  escrito  de  foja  5,  ni  pudiendo  después  admitirse 
dichoa  documentos  por  prohibición  del  art.  citado. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  incompetente  el  Juzgado  de 
Sección  para  conocer  en  la  nulidad,  y  sin  lugar  la  demanda  in- 
terpuesta, con  costas. 

Mácedmio  Graz. 
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Araoz  apeló  del  auto  anterior  y  le  faé  concedido  el  recnrso 
en  reladon. 
Vista  la  cansa  el  5  de  Jnnio  de  1866,  se  dictó  el  siguiente 

Falle  de  le  Supreaie  Cerie* 

Buenos-Aires,  Junio  14  de  1866. 

Vistos,  y  atendidos  los  considerandos  primero,  sexto,  séptimo 
y  octavo  del  auto  apelado  de  foja  sesenta  y  uno^  y  de  los  cuales 
resnka,  que  por  la  demanda  de  foja  cinco ^  no  se  ha  cometido  al 
conocimiento  del  Juez  de  Sección  un  caso  judicial  que  lo  auUH 
rizepara  peñeren  ejerció  su  jurisdicción,  se  confirma  dicho 
auto,  con  costas ;  y  no  habiendo  comparecido  ante  esta  Suprema 
€orte  el  apelante,  devuélvanse  con  la  planilla  correspondiente 
de  las  causadas  en  esta  instancia  y  de  los  sellos  que  deban 
reponerse  para  que  por  el  Juzgado  de  Sección  se  le  baga  notificar 
este  auto,  y  se  le  intime  el  pago  de  lo  que  importe  la  condena 
que  se  le  impoúe. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Maru 
DEL  Carril. — Francisco    Delgado. — ^José 
.  Barros  Pazos. — ^J.  Benjamín  Gorostiaga. 
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CAUSA  vxxxwn. 


Don  Domingo  Ortiz  con  Don  José  L.  PvUoSy  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumariúir—l^  La  confesión  calificada  no  debe  dividirse» 
2^  Habiendo  el. deudor  ofrecido,  pagarjos  réditos  al  pedir  una 
suma  en;pi:éstamo;se  presume  que  esté  no  bayjsisido  gratuito,  y 
por  lo  tanto,  se  deben  los  intere^s  desde  el  día  de  la  entr^a, 
mientras  no  se  prueba  lo  contrario. 


Caso.-^Doñ  Lilis  E.  Pacheco  en' representación  ;^de  D.  Domingo 
Ortiz,  argentino,  demaíidó  ante  el  Juez  Seccional  de  Mendoza 
á  Don  José  Luis  Pintos,  brasilero,  por  el  pago  de  200  pesos  que 
le  babia  prestado  con  sus  intereses  desde  el  dia  de  la  entrega. 

Pacheco  presentó' una  carta  de  Pintos,  fecha  20  de  Setiembre 
de  1858,  pidiendo  esa  suma  á  Ortiz  con  el  rédito  que  estequi-^ 
siere,  y  dijo  que  al  dia  siguiente  de  recibida -esa  carta,  Ortiz 
entregó  á  Pintos  los  200  pesos,  habiendo  pactado  Terbalmente 
los  réditos  y  el  tiempo  de  la  devolución.   . 

Conferido  traslado  de  la  demanda.  Pintos  confesó  haber  reci- 
bido los  200  pesos,  pero  negó  debérselos  á  Ortiz  por  cuanto  este 
le  debía  mayor  cantidad,  por  la  que  compensando  esa  deuda 
quedaba  acreedor  de  369  pesos;  y  dedujo  contrademanda  contra 
Ortiz  por  dicha  cantidad  y  sus  intereses. 

Dijo  que  si  escribió  la  carta  de  20  de  Setiembre  fué  para 
asegurarse  en  parte  de  1455  pesos  que  Ortiz  le  adeudaba;  pues 
le  babia  prestado  500  pesos  para  comprar  de  D.  Braulio  Mayorga 
una  hacienda,  y  ademas  Ortiz  le  debia  500  pesos  por  arriendo 
de  un  campo,  y  465  por  precio  de  una  finca  que  traspasó  á 
btor  de  aquel. 
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Que  Ortiz  le  pagó  los  primeros  500  pesos  y  parte  de  los  se- 
gundos, pero  nada  le  había  dado  de  los  455,  pesos  valor  de  la 
finca.  • 

Que  en  el  año  de  1860  le  prestó  100  pesos  para  habilitar  la 
matanza^  30  fanegas  de  trigo  para  sembrarlas  á  medias,  y  la 
fianza  de  200  pesos  para  D.  Hilario  Correa  que  pagó  en  trigo ; 
que  todo  esto  se  lo  devolvió  Ortiz. 

Que  en  1864  le  dio  25  pesos  por  otras  tantas  ovejas,  que  se 
las  debe  aun  con  crias,  y  otros  100  pesos  para  habilitar  la 
matanza. 

Que  por  consiguiente,  después  de  la  fecha  de  la  carta  de 
Setiembre  de  1858,  Ortiz  lepidio  225  pesos  de  los  que  le  devolvió 
solo  100  pesos ;  y  que  esto  probaba  que  era  acreedor  de  la  can- 
tidad de  200  pesos  que  boy  demanda. 

Que  admitiendo  esta  deuda,  Ortiz  le  quedaba  deudor  de  369 
pesos,  á  saber  255  pesos  resto  de  los  455  pesos,  valor  impago  de 
la  finca;  37  pesos  valor  de  las  ovejas*^ y  77  saldo  de  la  habili- 
tación de  la  matanza. . 

Acompañó  Pintos  á  la  contrademanda  algunos  documentos: 
1®  la  compra  de  un  terreno  en  23  de  Abril  de  1855  por  455 
pesos,  con  declaración  de  24  del  mismo  que  <  por  equivocación 
se  ha  otorgado  la  venta  á  su  favor,  debiendo  ser  á  favor  de 
D.  Domingo  Ortiz,  etc.  »— 2^  un  convenio  fecha  29  de  Agosto 
de  1855  sobre  transacción  relativa  á  la  venta  anterior  hecha  por 
intervención  de  D.  José  A.  Olzamis  entre  Pintos  y  D.  Tristan 
Encinas  dándose  por  válida  la  venta — S*'  un  certificada  de  D. 
José  A.  Olzamis  declarando  que  Pintos  hizo  la  compra  citada 
desde  3  de  Abril  de  1855,  habiéndola  traspasado  á  Ortiz  y  su 
hermano  para  que  trabajasen  juntos,  y  alimentasen  á  su  Sra. 
madre,  suegra  de  Pintos. 

Pacheco  contestó  la  contrademanda  diciendo  que  si  Pintos 
hubiese  sido  acreedor  de  Ortiz  en  la  carta  de  20  de  Setiembre 
le  hubiera  pedido  los  200  pesos  á  cuenta  de  sus  acreencias* 

Qne  efectivamente  Pintos  le  entregó  los  primeros  500  pesos 
de  que  habla,  pero  fué  en  pago  de  ItX)  fanegas  de  trigo  que 
le  vendió  á  5  pesos  cada  una. . 
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Que  en  cnanto  á  los  segnndoa  500  pesos  no  solo  es  falso  qae 
Ortiz  deba  á  Pintos  una  parte  de  ellos,  sino  que  este  debe 
á  aquel  40  pesos,  por  cuya  razón  Pintos  se  ha  negado  hasta  hoy 
á  arreglar  este  negocio. 

^  Que  en  cuanto  ala  compra,  Ortiz  dié  á  Pintos  los  455  pesos, 

para  que  este  que  era  arrendatario  del  terreno  lo  comprase  á 

nombre  de  Ortíz,  cuyo  hecho  resulta  de  la  misma  escritnra 
presentada  por  Pintos. 

Que  es  exacta  la  entrega  de  100  pesos  para  habilitar  la 
matanza,  pero  que  Ortiz  los  devolvió  con  mas  60  pesos  de 
utilidad. 

Que  es  igualmente  exacto  el  hecho  de  la  fianza  por  200  pesos 
á  Correa,  pero  que  Ortiz  pagó  ^  este  el  valor  de  las  100  fanegas 
de  trigo,  resultando  á  su  favor  la  cantidad  de  20  fanegas  que 
le  fueron  devueltas  por  el  hijo  de  Correa. 

Que  es  cierta  la  deuda  de  las  ovejas. 

Que  es  cierto  también  la  entrega  de  los  otros  100  pesos  para 
habilitar  la  matanza,  de  cuyos  100  pesos  Ortiz  retuvo  60  y 
tantos  pesos,  por  lo  que  fué  demandado  verbalmente  por  Pintos, 
habiendo  Órtiz  depositado  dicha  suma  por  orden  deUuzgado. 

Se  recibió  á  prueba  la  causa. 

Pintos  reconoció  bajo  juramento  haber  recibido  y  no  pagado 
los  200  pesos  y  sus  intereses  por  deberle  Ortiz  mayor  cantidad, 

Ortiz  declaró  también  bajo  juramento:  l^^quePiptos  compró 
de  Encjnas  la  finca  que  le  traspasó,  con  dinero  del  declarante. 

2<>  Que  recibió  en  1856  de  Pintos  los  500  pesos  para  comprar 
una  hacienda  de  Mayorga,  y' se  los  devolvió. 

S^  Que  luvo  en  arriendo  una  finca  de  Pintos,  pero  que  pagó 
integramente  el  canon,  quedando  ademas  un  saldo  á  favor  del 
declarante. 

é9  Que  el  año  60  recibió  de  Pintos  100  pesos  para  habilitar  la 
matanza  á  partir  de  utilidades,  y  los  devolvió. 

5'^  Que  cosechó  á  medias  con  Pintos  una  dhacra,  pero  no  con 
ri  producto  de  la  matanza,  y  que  cada  uno  recibió  su  parte. 

&>  Que  recibió  otros  100  pesos  para  rehabilitar  la  mataiui^ 
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pero  que  no  debe  ya  esa  suma  segim  consta  al  Juzgado  en  el 
juicio  que  seTcrificó  al  respecto. 
7^  Que  debe  25  ovejas  con  su  multiplicación. 


Fallo  del  Jíiies  Seccional. 

Mendoza,  Setiembre  7  de  1865. 

Vistos :  No  habiendo  las  partes  arribado  á  propuesta  alguna  en 
el  comparendo  de  esta  fecha,  resulta  que  D.  Lino  Pacheco  como 
apoderado  de  D.  Doimngo  Ortiz,  argentino,  demanda  á  D.  José 
Luis  Pintos,  brasilero,,  por  200  pesos  que  se  relacionan  en  la 
carta  de  foja  1  ^  de  este  espediente. 

Este  asunto  ha  dimanado  de  otro  verbal  entre  Pintos  y  Ortiz^ 
que  se  resolvió  á  favor  del  primero. — En  un  principio  se  intentó 
este  juicio  también  verbalmente;  pero  como  se  viese  por  la 
contestación  que  la  escepcion  que  oponía  el  demandado  Pintos 
era  de  mayor  cuantía,  el  Juzgado  ordenó  á  Ortiz  que  se  presen* 
tase  por  escrito. — Efectivamente  asi  lo  hizo. — Entabla  demanda 
por  su  libelo  de  foja  3  el  cual  es  contestado  reconviniendo  el  reo. 
Tramitada  la  escepcion  perentoria,  se  recibe  la  causa  á  prueba 
para  que  el  actor  pruebe  el  crédito  que  persigue  y  el  reo  su  re- 
convención. 

Considerando :  1^  Que  D.  José  Luis  Pintos  ha  confesado,  ab- 
solviendo la  posición  de  foja  19,  que  es  verdad  que  recibió  los 
200  pesos,  y  que  no  los  ha  pagado,  ni  los  intereses  que  por 
cierto  deben  ser^  el  8  p.  0/0  anual,  como  rédito  legal,  por  no 
haber  convenio  en  contrario. 

2^  Que  Pintos  dice,  que  no  ha  pagado  tal  cantidad,  porque 
Ortiz  le  debe  mayor  suma,  que  no  es  otra  que  el  valor  de  la 
compra  hecha  por  Pintos,  y  traspasada  á  Ortiz  por  la  escritura 
que  corre  á  foja  5. 

Z^  Que  este  traspaso  por  valor  de  455  pesos  forma  la  recon- 
vención,  con  mas  las  25ovejas  con  sus  crias,  que  Ortiz  confiesa 
deber  á  Pintos,  es  todo  el  cargo  que  el  segiíhdo  hace  al  pri- 
Ht^Oi  ^\  cual  I^OB  ée  reconocer  los  455  pesos  por  deuda  i  flivor 
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de  aquel,  sostiene  mas  bien  qne  no  debe  esta  cantidad,  pórqae 
la  cómprala  hizo  Pintos  con  dinero  de  Ortiz,  y  asi  se  infiere  que 
áebe  ser,  puesto  que  al  dia  siguiente  de  estar  hecha  la  venta  se 
estendió  el  traspaso,  declarando  Pintos  que  la  escritura  de  foja 
5,  por  equivocación  se  ha  otorgado  á  su  favor,  debiendo  ser  dí- 
tendida  a  favor  de  D.  Domingo  Ortiz  que  es  el  propio  dueño,  k. 

4<*  Que  es  claro  que  habiéndose  salvado  la  equivocación,  el 
que  -entregó  el  dinero  al  vendedor  Puebla  no  pudo  ser  otro  que 
Ortiz,  en  razón  de  ser  este  el  verdadero  dueño  de  la  compra,  y 
que  á  no  ser  asi,  Pintos  haiNrá  hecho  muy  mal  con  no  resguar- 
darse con  algún  documento  en  contrario  á  la  referida  escritura. 

5^  Que  el  certificado  de  foja  10  nada  vale  enjuicio  por  no 
estar  reconocido  judicialmente,  ni  ser  D.  José  A.  Olzamis  persona 
constituida  en  autoridad  pública  para  que  pueda  certificar. 

tí^  Que  igual  falta  se  nota  en  el  papel  de  foja  9* 

Por  estas  consideraciones  que  tengo  presente  en  hecho  y  de- 
recho, y  con  arreglo  á  las  leyes  1^,  título  14,  partida  3^^ — 10,  tít. 
34,  partida  7* — 31,  tít.  H,  partida  5*,  declaro  que  D.  José  Luis 
Pintos  debe  pagar  á  D.  Domingo  Ortiz  los  doscientos  pesos  que 
le  debe  y  sus  réditos,  con  costas,  y  sin  más  descuento  que 
las  veinte  y  cinco  ovejas  con  sus  crias,  pues  el  valor  principal 
de  la  reconvención  no  está  justificado  en  autos. 

El  Juzgado  se  reserva  tasar  las  costas  mas  adelante  conforme 
lo  piden  las  partes  por  la  diligencia  de  foja 

Ju4in  Palma. 

Pintos  apeló  y  le  fué  concedido  el  recuitao  libi'emente. 

El  Dr.  D.  ^Bernardo  de  Irigoyen  en  representación  de  aquel 
espresó  agravios. 

La  Suprema  Corte,  dijo,  debe  revocar  el  fallo  apelado,  man- 
dando que  las  partes  sometan  la  cuestión  á  arbitros  arbitradorea. 

Ortiz  ha  reconocido  haberle  facilitado  á  Pintos  cantidades  de 
dinero  para  negocios  que  han  hecho  en  participación  y  también 
en  calidad  de  préstamo. 

Es  verdad  que  agrega  haber  liquidado  los  negocios  con.  Pin- 


• 
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toBy  chahcelado  la  deuda,  pero  no  ha  justificado  la  verdad  de 
erta  escepcioD. 

Sin  embargo  de  esto  se  ha  condenado  á  Pintos  al  pago  de  los 
200  pesos  sin  mas  deducción  que  25  ovejas  con  sus  crias,  dese- 
chando los  demás  reclamos  de  Pintos  sin  mas  razón  que  la  de 
que  0rti2  dice  haberlos  pagado,  cuando  hemos  visto  que  no  ha 
probado  esta  escepcion. 

Se  le  ha  condenado  también  á  intereses  que  no  han  sido  esti- 
pulados,  y  que  solo  tendrían  razón  de  ser  desde  la  interpelación 
judicial. 

Entre  Pintos  y  Ortiz  han  mediado  negocios  en  participación, 
que  han  ocasionado  préstamos  recíprocos,  siendo  ambos  parien- 
tes inmediatos,  y  desde  entonces  no  ha  podido  resolverse  este 
negocio  sino  por  arbitros  arbitradores,  ante  quienes  seria  fácil 
un  arreglo  total  y  definitivo. 

Bernardo  de  Irigoyen. 

Ortiz  no  se  presentó  á  contestar  la  espresion  de  agravios ;  por 
lo  que  á  solicitud  del  Dr.  Irigoyen  fué  declarado  rebelde. 

Vista  la  causa  en  9  de  Junio  de  1866,  se  confirmó  la  senten- 
cia apelada  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Junio  14  Je  1866. 

Vistas  las  razones  que  se  aducen  para  sostener  el  presente 
recurso  de  apelación  contra  el  auto  de  foja  cuarenta  y  siete 
vuelta,  y  son: — Primera^  que  el  Juez  de  Sección  no  ha  debido 
rebajar  del  importe  de  la  reconvención  opuesta  por  Don  José 
Luis  Pintos  á  la  demanda,  ios  créditos  á  su  favor  procedentes 
de  los  arrendamientos,  no  satisfechos,  de  un  terreno  de  su  pro- 
piedad que  ocupó  el  demandante  Don  Domingo  Ortiz,  y  de  un 
préstamo  de  den  pesos  que  le  hizo  el  año  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cmtroj  cuyas  dos  deudas,  dice,  ha  eonfesado  Ortiz 
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absolviendo  las  posiciones  de  foja  diez  y  nueveí, — ^y  segunda^ 
que  tampoco  ha  podido  obrando  en  justicia,  condenar  á  Pintos 
en  los  intereses  desde  el  dia  en  que  recibió  la  cantidad  que  se 
le  demanda,  pues  no  habiéndose  estipulado  al  tiempo  del 
contrato,  en  caso  de  deber  intereses,  solamente  le  correrían 
desde  la  interpelación  judicial* — Y  considerando  :  Primero^  qw 
no  es  exacto  que  de  la  contestación  que  dio  Ortiz  á  las  posi- 
ciones tercera  y  sexta  de  foja  diez  y  nueve,  resulte  la  prueba  de 
las  dos  partidas  que  el  Juez  de  Sección  ha  desestimado ;  pues 
si  confesó  haber  tenido  el  terreno  en  arrendamiento,  y  haber 
recibido  en  préstamo  los  cien  pesos,  agregó  en  el  mismo  acto 
que  habia  pagado  ambas  deudas,  y  es  doctrina  admitida  en  la 
práctica  como  la  mas  conforme  á  la  razón  y  al  derecho,  que 
la  confesión  calificada  no  debe  dividirse — ^y  Segundo,  que  consta 
por  la  carta  de  foja  primera  que,  al  pedir  Pintos  la  cantidad 
porque  se  le  demanda,  ofreció  pagar  los  intereses  que  Ortiz 
le  designase,  de  donde  razonablemente  se  infiere,  no  existiendo 
presunción  en  contrarío,  que  el  préstamo  no  fué  {[ratuito ;  ^ 
por  estos  fundamentos,  por  los  del  auto  apelado,  y  con  arreglo 
á  las  leyes  segunda,  título  trece,  y  pimera,  titulo  oatmce, 
partida  tercera,  se  confirma  aquel  con  costas,  y  satisfechas  estas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — ^Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  PAzas.---José 
Benjamín  Gorostuga. 


pQ^ 
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CAUSA  c%xwm. 

r 

José  Olivan  cmtra  J.  N.  Paul Pott  y  C»,  sobrepago m monedas 

de  curso  legal. 

Sumario: — l^^  La  demanda  de  mayor  cuantía  no  pierde  este 
carácter,  si  por  el  pago  de  una  parte  de  la  cantidad  demandada 
verificado  en  el  curso  del  juicio,  se  ha  reducido  la  que  sigue 
disputándose  á  un  valor  menor  de  doscientos  p^os  fuertes, 
siempre  que  para  ello  no  se'  entable  nuevo  juicio. 

2^  El  flete  estipulado  en  chelines  y  pagadero  en  Buenos- 
Aires,  debe  pagarse  en  la  misma  moneda  de  chelines  ó  su 
equivalente  con  arreglo  á  la  ley  sobre  correspondencia  de  va- 
lores de  las  monedas  en  curso  legal  sin  descuento  alguno. 

3^  La  paga  para  ser  legítima  debe  hacerse  entregándose  el 
objeto  espresado  en  ia  obligación,  art.  919  y  926  Cód.  de  Com. 
yleySstít.  14,Part.  5», 

4^  La  práctica  de  pagarse  los  fletes  con  arreglo  al  cambio  de 
la  plaza  de  Buenos- Aires  sobre  Inglaterra  es  absurda  y  abusiva 
cuando  no  se  trata  de  un  contrato  de  cambio  y  se  cobra  en 
Buenos-Aires  lo  que  debe  pagarse  alK. 

5<»  Las  prácticas  no  deben  prevalecer  contra  las  palabras  y  el 
espíritu  de  las  leyes,  debiéndose  acudir  á  ellas  cuando  no  exista 
disposición  directa  ó  análoga. 


Caso. — Don  José  Olivan  siguió  ante  el  Juez  de  Sección  de 
Buenos  Aires  un  juicio  contra  los  señores  J.  N.  Paul  Pott  y  C», 
por  estadías  sufridas  por  la  barca  italiana  «Teodelinda». 

Concluido  ese  juicio,  el  apoderado  de  aquel  presentó  en  17 
de  Abril  de  1^  la  siguiente  cuenta : 
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Relación  del  fíele  cobrado  m  el  Rio  de  la  Plata  por  la  barca 
italiana  tTeodelinda». 

i.  N.  P«iul  Pott  y  C» 614Fi8.||H;  33/6 ¿e  1029.19.1 

Menos  adelantado  en  Glasgow.  <    250.  <  < 

£679.19.1  50  3/4  3215-546 

J.  N.  Paul  Pott  y  C» 9.2.11       t  43-251 

Barbour  Baritelay  y  C» 36.16.6       «  174-147 

Francisco  L.  Casares 55.5.2      «  261-320 

Flete  cobrado  en  Buenos  Aires.  £    781 .3.8         Fts.  3694-264 
Getting  hermanos,  cobrado  en 
Montevideo 18.15.9  88-847 


Bore*  Itoltuna  «Teodelln<l«>« 

Capitán  D.  José  Olivar*  en  ctienla  con  J.  N.  Paul  Pott  y  C\  con- 
signaiarios. 

haber: 

Por  flete  cobrado  en  Buenos 
Aires.... £  781.3.8    60 3/4 Fts. 3694-264 

debe: 

Por  caja  200  Fts.  1000  Fts. 

22 1200 

«      Ídem 1500 

(  Com.  sobre  flete  de 
entrada  3783  Fts.  111. 
2  y  1/2  p.  0/0 94-577.  2794.577 

Saldo  en  favor  de  la  «Teodelinda»—       Fts.  899.687 

Buenos- Aires,  Abril       de  1866. 

/.  N.  Paul  Pott  y  C». 

Dijo  que  en  virtud  de  la  cuenta  anterior,  los  señores  Paul  Pott 
y  C^,  debian  á  D.  José  Olivan  la  cantidad  de  781  libras  esterlinas, 
3  chelines  y  8  peniques,  por  flete'  del  buque  de  su  mando,  de 
cuya  cantidad  debia  deducirse  la  de  2794  pesos  58  centavos  fuer- 
tes, importe  de  su  comisión  y  adelantos  recibidos;  cuyas  £ 
781.3.8  áfrs.  4.90  según  la  ley  de  monedas  estrangeras  vigente 
ascendían  á  £  570.6*5  que   deducidas  del  jmporte  del   flete 
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constante  de  la  primera  partida  de  la  cuenta  citada,  dejaban  un 
saldo  á  favor  de  Olivari  de  £  210.17.8. 

Que  entre  tanto,  los  demandados  adoptando  cambios  imagi- 
narios dejaban  reducido  el  saldo  á  favor  deaquel  á  Fls.  899,687,  ó 
sea  Fts.  1S3.50  menos  de  los  que  le  correspondían  por  las  £  210. 
17.8,  resistiéndose  apagar  cantidad  alguna. 

Que  esta  diferencia  proc^ídia  del  cambio  estraordinario  que 
se  pretende  adoptar  para  formar  pesos  fuertes  de  las  libras  ester- 
linas, con  violación  déla  ley  sobre  el  cambio  de  monedas. 

Que  con  la  operación  indicada,  los  Sres.  Paul  Pott  y  C^  que- 
rrían pagarle  las  £  210.17.8  con  18i  £,  ganándose  así  con  un 
golpe  de  pluma  27  libras  esterlinas  mas  d  menos. 

Que  en  consecuencia  de  lo  espuesto  demandaba  á  dichos  seño, 
res  la  suma  de  £  210.17.8  que  adeudaban  á  Olivari  por  saldo  de 
flete. 

Llamados  los  demandados  á  reconocer  la  cuenta  adjunta  á 
la  demanda,  la  reconocieron  solo  en  la  parte  relativa  á  la  suma 
de  Fts.  899. 

Convocadas  las  partes  ajuicio  verbal,  los  señores  Paul  Pott  y 
G^ dijeron  que  estaban  dispuestos  á  pagarla  suma  citada  de  Fts. 
899;  que  la  diferencia  de  esta  suma  y  de  la  que  demandaba 
Olivari  provenia  de  la  diversa  apreciación  en  los  cambios ;  que 
ellos  creián  que  debía  tomarse  por  base  el  cambio  que  ríje  en 
términos  medios  á  la  salida  del  primer  paquete  sea  francés  ó 
inglés  después  de  la  llegada  del  buque,  trayendo  éste  carga- 
mento general,  según  la  práctica  comercial  y  reglamento  de  la 
bolsa  de  comerció  de  esta  ciudad ;  á  lo  que  replicó  el  apoderado 
de  Olivari  que  de  las  781  £  que  adeudaban  los  Srs.  Paul  Pott  y  O^ 
689  eran  de  su  pura  cuenta,  como  lo  demostraba  la  primera 
partida  de  la  cuenta  presentad^  y  que  el  cambio  á^  que  dichos 
señores  hadan  referencia,  era  relativo  á  los  que  daban  dinero 
aqui  para  recibirlo  en  Europa  á  noventa  dias  vista,  lo  que  con 
el  viaje  forma  cerca  de  cinco  meses  de  desembolso  á  mas  del 
riesgo  de  las  quiebras;  pero  que  este  principio  no  podía  apli- 
carse á  quien  tiene  que  recibir  su  dinero  al  contado  como  en 

el  presente  caso. 

12 
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Fallo  del  Jíucx  Seeclonal. 

Buenos  Aires,  Majo  3  de  1866. 

• 

Siendo  práctica  comercial  en  esta  plaza  pagarse  los  fletes  eon 
arreglo  al  cambio  de  esta  plaza  sobre  Inglaterra,  traído  por  el 
paquete  que  sale  después  de  la  llegada  del  buque  fletado,  fallo, 
mandando  se  practique  la  correspondiente  liquidación,  debiendo 
librarse  oficio  á  la  Bolsa  de  Comercio,  para  que  se  sirva  informar 
acerca  del  cambio.  Repóngase  este  sello.         ,  ' 

Alejandro  Heredia. 

El  apoderado  de  Olivari  apeló  en  relación  diciendo  que  el 
flete  fué  pactado  en  chelines  ó  sea  en  libras  esterlinas  de  las  que 
aquellos  son  una  fracción,  y  se  convino  pagarlo  en  Buenos  Airesy 
según  resulta  del  conocimiento ;  que  por  lo  tanto  debía  pagarse 
en  los  mismos  chelines  ó  libras  en  que  se  pactó  ó  en  cual- 
quiera de  las  otras  monedas  que  admite  la  ley  nacional  según  -«1 
equivalente  que  ésta  determina. 

Concedido  el  recurso  y  vista  la  causa  se  revocó  la  sentencia 
apelada  por  el  siguiente 

Fallo    de  ln  Suprema  Corte.   * 

% 

Buenos-Aires^  Judío  14  de  1866. 

Considerando^  respecto  de  la  petición  del  apoderado  de  D, 
J.  H.  Paul  Potty  C^  hecha  en  su  informe  oral  para  que  no  ae 
admita  el  recurso  de  apelación  por  ser  la  causa  de  menor  cnaiHía, 
Primero :  que  el  pleito  comenzó  por  la  demanda  de  foja  treinta 
y  cinco,  solicitando  el  capitán  de  la  barca  fn  Teodolinda  » la  re* 
forma  de  la  cuenta  de  fletes  que  aquellos  señores  le  pasaron  y 
él  acompañó  con  observaciones,  y  el  pago  de  doscientas  libras 
esterlinas,  siete  chelines  y  ocho  peniques  que  sostenía  ser  el 
saldo  legítimo  que  debia  resultar  á  su  favor — Segundo :  que  es- 
ta cantidad  escede  á  la  de  doscientos  pesos  fijada  por  el  arttealo 
cuarto  de  la  ley  sobre  competencia  de  jurísdiccioa  pora  que  los 
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pleitos  tenninen  por  la  resolución  pronunciada  en  la  prímfira  ins** 
tancia — Tercero :  que  por  la  consignación^  y  pago  que  en  segui- 
da se  hizo  al  demandanle  de  la  cantidad  que  sus  contrarips  reco- 
nocían deberle,  no  finalizó  el  pleito,  ni  se  inició  otro  por 
nueva  demanda  para  cobrar  la  diFerencia  que  quedó  pendiente, 
continuando  el  mismo  juicio  sobre  la  reforma  de  la  cuenta,  y 
entrega  íntegra  de  su  verdadero  saldo — Cuarto:  que  por  consi- 
guiente la  presente  cai^sa  es  de  mayor  cuantía  y  ha  sido  conce- 
dido el  recurso  legalmente ;  por  estos  fundamentos  se  declara ; 
que  debe  admitirse  y  resolverse  la  apelación. — Considerando 
respecto  del  punto  decidido  por  el  auto  objeto  del  recurso — Pri- 
mero :  Que  el  flete  que  cobra  el  capitán  fué  estipulado  en  cheli- 
nes y  debe  pagarse  en  esta  plaza,  segiyi  el  conocimiento  de  foja 
primera. — Segundo :  que  las  leyes  no  han  establecido  para  el  pago 
de  fletes  otras  reglas  que  las  que  rijen  jel  cumplimiento  de  las 
obligaciones  nacidas  de  los  demás  contratos* — Tercero.  Que 
siendo  esto  asi,  los  demandados  deben  entregar  al  Capitán  el 
mismo  número  de  chelines  que  suma  la  cuenta  de  sus  fletes,  ó 
su  equivalente  en  pesos  fuertes  con  arreglo  á  la  ley  vigente 
que  establece  la  correspondencia  de  los  valores  de  las  mone- 
das admitidas  con  curso  legal,  sin  ningún  desdiento. — Cuarto. 
Que  la  práctica  citada  por  el  Juez  de  Sección  de  pagarse  los 
fletes  con  arreglo  al  cambio  de  esta  plaza  sobre  Inglaterra, 
ademas  de  no  estar  constatada  en  autos,  seria  absurda  y  abusiva, 
si  existiese,  aplicada  á  los  Capitanes,  que,  como  el  demandante, 
no  ha  celebrado  ningún  contrato  de  cambio  y  cobra  en  esta  plaza 
lo  que  se  le  debe  en  ella  por  el  conocimiento.— Qt^in/o.  Que, 
según  los  principios  establecidos  por  el  Código  de  Comercio  las 
prácticas  qo  deben  prevalecer  contra  4as  palabras  ni  el  espíritu 
de  las  leyes,  acudiéndose  á  ellas  solamente  cuando  no  haya  dis- 
posición directa  ó  análoga  en  que  fundar  la  resolución  del  caso ; 
y  el  presente  se  halla  comprendido  claramente  en  los  articulas 
novecientos  diez  y  nueve  y  novecientos  veinte  y  seis  del  Código 
de  Comercio,  que  de  acuerdo  con  la  ley  tercera,  título  catorce, 
\  partida  quinta,  declaran  que  la  paga  para  ser  legítima  debéha- 

\  cerse  entregándose  el  objoto  espresado  en  la  obligación ;  por 
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estos  lundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
dos  vuelta  y  »e  declara:  que  los  demandados  J.  H.  Paul  Potty 
C%  deben  abonar  al  Capitán  D.  JosJOlivari  los  ciento  treinta  y 
tres  y  medio  pesos  fuertes  que  importa  la  diferencia  no  contra- 
dicha entre  el  saldo  d¿  la  cu3:Ua  da  foja  treinta  y  cuatro,  que  ellos 
han  formado  y  el  verdadero  saldo,  según  las  justas  observaciones 
del  Capitán,  devolví indose  los  presentes,  satisfechas  que  sean 
las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco   de    las  Carreras.— Salvador 
María  DEL  Carril. — José  Barros  Pazos* 

J.  B.  GOROSTLXGA. 


CAUSA  V^ülLlLtlL. 

Dan  Eudoro  Carrasco  por  los  herederos  de  D.  Manml  Olascoaga 
contra  D.  Nicolás  Sotomayor^  por  cobro  de  pesos. 

m 

Sumario: — l^  En  el  juicio  ejecutivo  son  apelables  solamente 
los  autos  que  se  declaran  tales  por  la  ley.  Art.  300  de  la  ley  de 
procedimientos. 

»   2<>  Las  providencias  que  se  dicten  para  llevar  á  efecto  el  auto 
de  solvendo  antes  de  la  citación  de  remate  no  son  apelables. 

30  La  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  conocer 
del  recurso  que  se  deduzca  de  providencias  que  son  inapelables 
por  la  ley. 
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Caso. — Don  Eudoro  Carrasco  en  representación  de  los  here- 
deros de  D.  Manuel  Olascoaga,  vecinos  de  Mendoza,  entabló  ante 
el  Jaez  de  la  Sección  de  Santa  Fe  un  juicio  ejecutivo  contra  D. 
Nicolás  Sotomayor, vecino  del  Rosario,  cobrando  el  precio  de  una 
finca  situada  en  la  ciudad  de  Mendoza,  que  el  comprador  habia 
garantido  hipotecando  la  misma  finca. 

El  Juez  de  Sección  despachó  el  auto  de  sol  vendo,  y  notificado 
Sotomayor,  este  se  presentó  oponiendo  la  escepcion  de  inhabilidad 
del  título  ejecutivo  fundada  en  varias  razones. 

Conferido  traslado,  contestó  Carrasco  que  por  el  art.  268  de 
la  ley  nacional  jsobre  procedimiento  ejecutivo,  el  deudor  no 
puede  oponer  las  escepciones  legales  sino  dentro  de  los  tres  dias 
desde  la  citación  de  remate,  que  no  se  habia  hecho  aun,  como  no 
se  habia  verificado  el  embargo  que  debe  precederla ;  que  siendo 
por  lo  tanto  inoportuna  la  escepcion,  pedia  su  rechazo  y  al  mismo 
tiempo  que  se  despachase  el  mandamiento  de  embargo,  por  no 
haberse  cumplido  el  auto  de  sol  vendo  por  parte  del  deudor. 

Solicitó  también  que  el  embargo  se  estendiése  sobre  los  demás 
bienes  no  hipotecados  de  Sotomayor,  y  se  le  exigiese  la  fianza 
de  saneamiento,  por  cuanto  el  objeto  de  esta  es  asegurar  que  los 
bienes  embargados  son  del  deudor  y  bastantes  para  cubrir  la 
deuda  y  costas,  y  la  finca  hipotecada  no  era  suficiente  á  cubrir 
la  deuda  ejecutada,  por  haber  sido  destruida  por  el  terremoto  de 
Mendoza,  caso  no  previsto  por  la  ley  nacional  de  procedimientos, 
cuyos  artículos  259  y  262  sancionados  para  los  casos  comunes 
DO  eran  aplicables  al  presente. 

Fallo  del  Jíuex  Seceloniil. 

Rosario,  Enero  27  de  1866. 

Y  vistos :  No  habiéndose  deducido  la  oposición  con  arreglo  á 
la  ley  nacional  de  procedimientos,  sino  anticipándose,  compro* 
metiendo  el  orden  establecido  por  los  artículos  235,  267, 268 
y  271  y  demás  análogos,  y  no  pudiendo  por  el  tenor  mismo  de 
la  ley  producir  el  hecho  de  anticipar  la  oposición,  otro  resultado 
que  el  de  perturbar  la  tramitación  del  juicio,  sin  que  se  entienda 
por  esto,  renunciados  los  pregones  ni  reservado  el  derecho  al 
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térnimo  délos  mismos  para  separarse  en  esta  parte  las  prescrip- 
ciones de  la  nueva  ley  de  las  disposiciones  y  prácticas  antes 
observadas  en  el  juicio  ejecutivo. — Por  tanto  dedúzcase  con 
arreglo  á  la  ley  nacional  de  procedimientos,  y  en  la  oportunidad 
por  ella  señalada  la  oposición,  acciones  y  derechos  á  que  hubiere 
lugar. 

Zuviria. 

Renovada  por  Carrasco  la  petición  de  embargo  en  la  forma  que 
habia  solicitado  anteriormente,  el  Juez  de  Sección  decretó  lo 
siguiente 

Rosario,  Enero  2d  de  1806. 

«Líbrese  el  mandamiento  de  ejecución  y  embargo  con  arreglé 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  255  y  259  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. V 

Sotomayor  apeló  del  auto  de  27  de  Enero  t  y  Carrasco  del  de 

29  del  mismo. 

Concedido  el  recurso,  y  vista  la  causa  en  14  de  Junio,  se 
pronunció  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos-Aires,  Junio  16  de  1866. 
Vistos :  Estableciéndose  en  el  artículo  trecientos  de  la  ley  de 
procedimientos,  que  solo  son  apelables  en  el  juicio  ejecutivo  los 
autos  que  se  declaren  tales  poo  la  misma  ley ;  y  nO'  habiendo 
disposición  ninguna  en  ella  que  permita  apelar  de  las  providencias 
que  se  dicten,  para  Ileva^r  á  efecto  el  auto  de  solvendo,  antes 
de  la  citación  de  remate,  que  es  el  estado  que  tenia  la  presente 
causa,  cuando  se  pronunciaron  los  autos  que  han  motivado  las 
apelacfones  otorgadas  por  el  Juez  de  Sección,  se  declara :  que  la 
Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  resolver  estos  recursos; 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
wtos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para  que  continué 'en  sus 
procedimientos. 

fuancisco  de  las  carneeas.— salvadoá 
Maru  del  Carril.— José  Barros  Pa* 
'  zós.— j.  benjahm  gorostiaga. 


l 
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CAUSA  CJLlé. 

/.  H.  Paul  PoU  y  C*  contra  Juan  F.  Gowlaful  y  C^,  sobre  daños 

y  perjuicios. 

Sumario: — í^  La  acción  de  daños  y  perjuicios  debe  resolverse 
por  las  leyes  que  rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada 
Provincia,  cuando  no  emane  directamente  de  algún  contrato  que 
siqete  las  cuestiones  que  surjan  de  él  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

2°  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  estranjeros  cor- 
responden á  la  justicia  provincial. 


Caso. — Los  Señores  J.  H.  Paul  Pott  y  C^  consignatarios  de  un 
cargamento  de  carbón  de  piedra,  traido  por  el  buque  cTeodo«> 
linda,;»  Capitán  Oiivari,  con  la  condición  espresa  de  descargarse 
el  buque  á  razón  de  30  toneladas  por  cada  dia  hábil,  vendieron 
por  intermedio  de  los  corredores  Juan  F.  Gowland  y  C^,  dicho 
cargamento  á  D.  Salvador  Méndez. 

Como  la  casa  de  Paul  Pott  y  C^  fué  demandada  por  el  capitán 
del  buque  y  condenada  á  pagar  estadías,  por  no  haber  verificado 
la  descarga  en  el  término  convenido,  Paul  Pott  demandó  á  su 
.vez  al  comprador  Méndez  por  no  haber  este  hecho  oportuna- 
mente  dicha  descarga,  y  de  lo  cual  decian  que  er;i  este  respon- 
sable, puesto  que  la  venta  del  cargamento  se  le  hizo  con  las 
mismas  obligaciones  de  la  póliza  de  fletamenio.  • 

Llamados  á  juicio  verbal,  espuso  Méndez  haber  firmado  el 
boleto  4e  venta  con  la  cláusula  espresa  de  no  obligarse  á  pagar 
estadías. — Paul  Pott  replicó  que  él  habiá  borrado  esa  condición 
al  firmarlo^  porque  el  corredor  le  aWguró  de  que  Méndez  con. 
eotiaejí  faeAeborxara,«--LQS  corredores  cspu&ieron,  ^r  áertp 
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que  con  consentiniiento  de  ellosse  borró  la  condición  por  losSres. 
Pao)  PoU  y  C^ ;  pero  qne,  aviaado  Méndez  de  esta  borradora,  no 
consintió  en  ella.  * 

El  resultado  de  este  juicio  ó  comparendo  fué,  que  la  casa  de 
Panl  Pott  dirijió  su  demanda  contra  los  corredores  interventores 
por  no  haber  procedido  con  la  legalidad  debida,  dando  lugar  á 
que  aquella  fuese  perjudicada  con  el  pago  de  las  estadías. 

Dado  traslado  de  la  demanda,  los  corredores  la  contestaron 
diciendo  que  el  Juzgado  no  era  competente  para  entender  en 
el  asunto,  porque  todos  los  que  intervinieron  en  el  son  estran- 
jeros,  de  manera  que,  no  cae  bajo  su  jurisdicción  por  razón  de 
las  personas;  que  tampoco  lo  era  por  razón  de  la  materia,  puesto 
que  no  se  hacia  cuestión  sobre  el  contrato  de  fletamento,  ni 
sobre  sus  términos  y  se  trataba  solamente  de  venta  de  merca- 
derías que  debe  someterse  ala  jurisdicción  provincial  cualquiera 
que  sea  la  cuestión  que  se  sigue  al  respecto. 

Paul  Pott  y  C^  contestaft)n  que  la  competencia  del  Juzgado 
Nacional  en  este  asunto  nacía  de  la  naturaleza  misma  de  la 
causa,  porque  lo  que  motivaba  ja  cuestión  no  era  el  simple 
contrato  de  venta  sino  las  obligaciones  del  fletamento  incor- 
poradas en  ese  contrato ;  que  eran  las  estadías,  que  habían 
sido  condenados  á  pagar  en  virtud  de  la  cláusula  del  convenio 
relativo  á  la  descarga,  que  fui  literalmente  consignada  en  el 
contrato  de  venta,  que  establecian  la  jurisdicción,  aparte  de 
que  esta  habia  sido  reconocida  por  los  corredores  en  el  com- 
parendo verbal ;  que  por  último  el  art.  10  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  i863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales  hacia  indudable  la  jurisdicción  del  Juz^ 
gado. 

Fiillo  diel  JTuex  Seccioniil. 

Buenos  Aire^,  Mavo  28  de  1866. 

-  Considerando :  Que  la  competondia  del  Juzgado  para  entender 
en  esta  causa  procede,  no  de  las  personas  sino  de  la  materia  de 
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ella,  por  cuanto  se  trata  de  un  contrato  de  fletamento,  artículo 
10  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  ha  lugar  con  costas 
á  la  declinatoria  promovida. 

Heredia. 

Ernesto  Beutefuhr,  socio  d^la  casa  Gowland  y  C,  apeló 
de  este  auto.  El  recurso  fué  concedido  en  relación  y  vista  la 
causa  en  16  de  Junio  de  1866  fué  revocada  por  el  siguiente 

Fallo  de  1«  Suprenm  Corte. 

r 

Buenos  Aires,  Junio  19  Je  1866. 

Vistos,  y  considerando — Primero^  que  por  la  demanda  de  foja 
diez  y  siete  no  se  persigue  una  acción  que  emane  del  contrato 
de  fletamentd  que  se  celebró  con  el  capitán  Olivari  para  la 
conducción  de  la  carga  consignada  á  los  Señores  J.  H.  Paul 
Pott  V  C*,  en  el  cual  no  ha  tenido  interés  ni  intervención  el 
demandado,  sino  que  se  entabla  contra  este  la  acción  de  per- 
juicios por  los  que,  se  dice,  ba  causado  á  los  consignatarios, 
separándose  de  sus  instrucciones  en  la  venta  que,  por  comisión 
que  le  dieron,  hizo  del  cargamento  á  Don  Salvador  Méndez. — 
Segundo^  que  esta  cuestión  debe  resolverse  por  las  leyes  que 
rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada  Provincia,  y  los  inte* 
resados  en  ella  son  éstranjeros ;  condiciones  que  la  someten  á 
la  jurisdicción  esclusiya  de  los  Tribunales  Provinciales ;  por 
estos  fundamentos,  se  revoca  él  auto  apelado  de  foja  veintiséis 
vuelta,  declarándose;  que  el  Juez  de  Sección  es  incompetente 
para  conocer  este  asuntó ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Caríiil.-^José  Barros 
pazos.-nj.  b.  gorostuga. 
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CAVSA  crují. 

Claudio  Manterola  contra  Eugenio  Bustos^  sobre  fianza  de  re- 
sultas del  juicio. 

Sumario: — i^  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  en- 
tregar las  cosas  ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del 
juicio  ordinario  que  pueda  promover. 

9p  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
cutivo no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  la  fianza  cita* 
da,  si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio 
ordinario. 


Caso. — D.  Ciríaco  Giraldez,  apoderado  de  D«  Claudio  Man- 
terola, vecino  de  Valparaiso,  siguid  un  juicio  ejecutivo  con  D. 
Eugenio  Bustos,  vecino  de  Mendoza,  del  cual  se  hace  men** 
cion  en  la  causa  LX  de  esta  publicación,  tomo  1<^,  pág.  419. 

Fueron  embargadas  152  vacas,  y  Bustos  se  allanó  á  entregar- 
las á  Manterola,  pero  exigiendo  que  este  le  diera  fianza  para  ase- , 
gurar  las  resultas  del  juicio  ordinario  que  ya  tenia  promovido, 
yMaoterola  se  la  otorgó  con  arreglo  al  decreto  contsponiUente 
dd  Juez,  saliendo  como  fiador.  D.  Gabriel  Fomes. 

Sobre  la  estension  de  dicha  fianza  se  suscitó  un  intidente. 

Giraldez  por  Manterola  pidió  se  declarase  que  la  citada  fianza 
dtorgada  por  Fomes  se  limitaba  á  garantir  la  restitución  de  lo 
recibido  en  juicio  ejecutivo  y  no  las  nesultas  del  juicio  ordinario. 

Dijo  que  en  el  juicio  ejecutivo  entablado  contra  Bustos,  D. 
Gabriel  Fomes  prestó  la  fianza  con  arreglo  al  artículo  294  de  la 
ley  de  procedimientos,  por  el  cual  no  se  ordena  la  caución  por 
las  resultas  del  juicio  ordinario,  sino  solo  por  Jo  que  se  recibe 
en  el  ejecutivo  si  el  ejecutado  la  pidiere. 
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Qaeesta  fué  la  que  pidió  Bustos  para  entregar  152  vacas  qu% 
exigia  Manterola,  y  que  prestó  Fomes. 

Que  si  la  caución  es  por  el  valor  entregado  al  solo  objetó  de 
garantir  su  restitución,  aunque  por  el  artículo  395  se  diga*  que 
su  objeto  es  asegurar  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  puede 
promover  el  ejecutado,  no  puede  hacerse  estensiva  á  las  resultas 
de  dicho  juicio  ordinario  mas  allá  de  lo  que  ella  importa. 

Que  si  la  dicba  caución  fuera  estensiva  á  las  resultas  del  juicio 
ordinario  pura  y  simplemente,  nadie  prestaría  semejante  fianza 
y  el  ejecutante  no  podría  recibir  los  bienes  embargados. 

Que  por  otra  parte  Fomes  garantió  las  resultas  del  juicio  ordi- 
narío  solo  por  las  152  vacas  embargadas  que  fueron  entregadas 
á  Manteroia,  y  la  obligación  del  fiador  no  se  estiende  sino  á  lo 
prometido  en  la  fianza. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  este  artículo,  y  man* 
dó  agregar  copia  de  la  escritura  de  fianza  en  la  que  se  dice : 
cque  consecuente  con  el  auto  del  juzgado  de  1^  de  Marzo  de  1865, 
Fomes  se  constituye  fiador  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ha  promovido  el  ejecutado  Bustos  contra  el  ejecutante  Man- 
teroia.» 

Bustos  contestó  que  por  decreto  del  juzgado  sejdispuso  que — 

"  el  qecutante  debe  rendir  previamente  caución  qíie  garanta  el 

resultado  del' juicio  ordinario  ya  promovido^  quedando  al  Juzr- 

gado  la  faciUtad  de  calificar  la  fianza,  canto  se  lo  permite  la  ley. 

Que  habiéndose  prestado  la  fianza. á  consecuencia  de  eso 
decreto,  resulta  claro  que  se  ha  garantido  el  resultado  del  jui- 
cio ordinario. 

Que  ademas,  Manteroia  al  ofrecer  fiador,  dijo  en  mi  escrito : 
(para  dar  cumplimiento  al  mandato  de  V.  S*  referente  á  dar 
afianza  para  las  resultas,  del  juiM  ierdimtié  que  lieM  promú»' 
.  c«i(ío£iMto«,ofrezoo..o«> 

Que  en  otro  escrito  dijo :  c  sin  embargó  de  haber  sido  idfni« 
tido  como  fiad&r  pata  las  resultas  del  juicio  ordinario,.:* 

Que  de  eso  resulla  que  el  mismo  Manteroia  había  empren- 
dido bien  que  la  fianza  no  era  limitada  á  la  restitución  de  las  éoMM 
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embargadas,  sino  esteosiva  á  la  demanda  entablada  ya  en  esa 
época  por  una  cantidad  mayor* 

Que  en  la  misma  escritora  de  fianza  se  hace  alusión  á  las  re* 
sultas  del  juicio  ordinario  ya  promovido,  y  no  á  la  restitución 
délas  152  vacas  embargadas. 

Fallo  del  Jíuez  Scecioiml. 

Mendoza^  Marzo  21  de  1866. 

Vistos :  De  acuerdo  con  el  tenor  de  la  escritura  que  en  copia 
corre  á  foja  347  y  de  lo  que  aparece  en  autos  cuando  se  mandó 
estender  la  caución  que  motiva  este  artículo. 

Considerando  que  el  artículo  29i  de  la  ley  nacional  que  regla 
el  procedimiento  ejecutivo  no  hace  mas  que  prevenjr  que  el 
ejecutante  debe  rendir  fianza  si  el  ejecutado  lo  pide  para  entre* 
gar  el  resultado  de  la  liquidación^ 

Considerando  también  que  la  deficiencia  que  padece  este  artí- 
culo por  no  especificar  esta  clase  de  fianza,  se  baila  subsanada 
en  el  siguiente  art.  295  en  la  parte  que  dispone  que  la  fianza  debe 
ser  de  residías  para  garantir  al  ejecutado  en  el  juicio  ordinario 
que  puede  este  promover,  con  reserva  ó  sin  ella,  siempre  que  lo 
baga  en  el  tépmino  que  marca  la  ley. 

Considerando  por  último  que  la  fianza  que  el  juzgado  mandó 
otorgar  es  de  resultas  y  con  ella  está  conforme  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  fiador,  por  el  hecho  de  haber  firmado  este  último 
]a  escritura  de  foja  347. 

Con  arreglo  al  precitado  artículo  295:  se  declara  que  la 
fianza  prestada  por  D.  Gabriel  Fornes  es  de  resultas,  tanto  por* 
que  ella  lo  dice  asi  como  porque  fué  la  que  se  mandó  estender 
de  perfecta  conformidad  de  partes  y  disposición  de  la  ley  que 
rije  en  ebtos  casos  para  garantir  los  resultados  del  juicio  ordi- 
nario. Con  costas  al  articulista.  Motifiquese  á  las  partes  inclu- 
yendo al  fiador  Fornes. 

Palma. 
.  Giraldez  pidió  reposición  de  este  autOt  apelando  ¿a  sub-^ 
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Dijo  que  si  se  considcrarr  las  disposiciones  de  los  artículos 
279  y  siguientes  de  la  ley  áe  procedimientos,  se  v¿  que  esta  ley 
ba  adoptado  la  fianza  de  Toledo,  reformándola  y  haciendo  que 
el  fiador  responda  solo  para  el  juicio  ordinario  de  lo  que  el 
ejecutante  recibió  en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  así  fui  pedida  la  fianza  por  Bustos,  pues  este  exigió  que 
cel  ejecutante  rindiera  la  competente  fianza  de  Toledo  que  ase- 
gurase las  resultas  del  juicio  ordinario.» 

Que  así  lo  ordenó  el  juzgado  suprimiendo  la  palabra  Toledo. 

Que  por  consiguiente  la  fianza  de  Fornes  era  limitada  á  res- 
tituir las  152  vacas  entregadas* 

Que  no  puede  ser  de  otro  modo,  pues  los  artículos  294  y 
295  que  fundan  el  auto  reclamado,  se  refieren  al  caso  de  estar 
terminada  la  liquidación,  y  esta  no  lo  está  hasta  el  presente ;  y 
porque  el  artículo  296  dispone  que  el  ejecutado  no  puede 
pedir  caución  sf  no  ha  opuesto  y  tratado  de  probar  sus  escep- 
ciones,  como  no  las  ha  opuesto  Bustos. 

Contestó  Bustos  que  él  se  habia  allanado  á  entregar  lo  que  se 
le  cobraba  bajo  la  espresa  condición  de  que  se  le  salvaran  sus 
derechos  por  daños  y  perjuicios  para  repetirlos  en  via  ordinaria^ 
y  que  asi  fué  resuelto  por  auto  ejecutoriado. 

Que  en  el  escrito  á  que  alude  Giraldez,  no  solo  pidió  la  fianza 
de  Toledo  sino  también  la  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ya  tenia  promovido  por  pesos  i 6,980.75. 

Que  la  falta  de  liquidación  que  invoca  Giraldez  nada  importa, 
desde  que  la  fianza  prestada  por  Fornes  es  un  hecho  basado  en 
resolución  ejecutoriada. 

Fallo  del  Jíues  Seecloniil. 

Mendoza,  Abril  4  de  1866. 

Vistos :  Sin  embargo  que  la  resolución  de  21  de  Marzo  último, 
foja  275,  dice  terminantemente  que  la  fianza  mandada  rendir  á 
Don  Claudio  Hanterola  y  que  prestó  áUimamenie  D.  Gabriel 
Fomes  es  de  resultas. 
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Se  declara  que  esta  se  ha  mandado  otorgar  en  eonsonanciá  de 
los  artículos  ^4  y  S95,  titulo  24  d^  la  ley  de  procedimientos^ 
eñ  razón  de  que  Bustos  ^esde  el  principio  de  la  ejeeucion  se 
allanó  á  pagar,  siempre  que  se  le  reseñase  su  derecho  y  se  le 
diese  caución  del  resultado  del  juicio  ordinario,  lo  que  importa 
decir  que  Bustos  intentó  oponerse  á  la  ejecución  cumpliendo  eon 
lo  preseripto  en  el  articulo  296  de  la  ley  citada. 

No  se  hace,  pues,  lugar  á  la  reposición  que  se  solicita,  con 
costas,  y  en  su  lugar  se  concede  la  apelación  en  solo  el  efecto 
devolutivo  y  en  relación  citadas  y  emplazadas  las  partes  para  que 
en  el  término  de  cuarenta  dias  se  presenten  al  Superior.  Este 
férmino  principiará  á  contarse  desde  el  día  que  el  escribano  des- 
glose de  los  autos  ejecutivos  las  piezas  originales  que  están  al 
fm  de  este  cuerpo  de  autos,  desdé  foja  268  para  adelante,  y  saque 
las  copias  que  á  continuación  se  egresan,  pai*a  lo  cual  se  emplaza 
ai  término  de  doce  dias. 

lo  Copia  de  la  resolución  de  23  de  Junio  de  1864,  foja  56. 

2^  ídem  del  escrito  de  foja  111  con  su  providencia  de  20  de 
Enero  de  1865  y  fesolttci<«  siguiente  de  27  dej  mismo  mes  y 
ano,  foja  113. 

3^  ídem  del  escrito  de  foja  421  y  del  de  18  de  Febrero  del 
mismo  ano  y  s^tenpia  de  pago  de  21  de  Marzo  de  1865,  fo- 
ja 123. 

ip  ídem  del  escrito  que  corre  á  foja  125  con  su  provideneia 
de  i^  de  Marzo,  ano  idem. 

^  ídem  de  la  resolución  de  25  de  Agosto  dé  1864,  foja  52, 
espediente  ordinario* 

En  la  nota  acordada  remítanse  al  Superior  en  la  forma  acos- 
tumbrada ;  repóngase  el  sello. 

Palma. 

Los  documentos  indicados  en  el  auto  anterior  son  los  ai- 
guientes: 

i^  Resolución  de  Junio  28  de  1864r^cQueda  espédita  su  ac- 
ción á  D.  Eugenio  Bustos  para  que  repita  en  via  ordinaria  por 
tospeijuieios  queas^ra  haberle  inferido  el  ejecutante,  eon  no 
haberle  permitido  girar  á  Chile  por  cierta  ^eantiéad  de  dinero 
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para  h  cwtpn  ét  ganados,  le  mismo  que  sobre  los  perjuicios 
que  dice  le  ha  causado  Manterola,  negándose  á  dar  los  avisos 
de  los  puntos  por  donde  habia  de  conducir  sus  arreos  conforme 
á  lo  estipulado.»   • 

2^  Escrito  de  Bustos,  en  l^ue  dice :  «el  ejecutante  rinda  la 
competente  fianza  de  Toledo  que  asegura  las  resultas  del  juicio 
ordinario,  que  como  cousecuencia  de  la  ejecución  tengo  entabla- 
do  lo  cual  envuelve  en  sí  un  pago  sobre  el  que  tengo 

deducidos  cargos  en  la  via  ordinaria  que  quedarán  ilusorios  si  no 
se  otorgase  la  competente  fianza  de  Toledo  y  resultas  que  en 
este  caso  corresponde  según  la  ley. 

Auto  de  27  de  Enero  de  1865  mandando  conducir  las  vacas 
á  Chile,  con  calidad  de  que  el  ejecutante  para  poder  recibir  di- 
chas vacas  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el  re- 
sultado del  juicio  ordinario  ya  promovido,  quedando  al  juzgado 
la  facultad  de  calificar  la  fianza  como  se  lo  permite  la  ley. 

3»  Escrito  de  Giraldez  proponiendo  fiadores  para  las  resultas 
del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  el  Sr.  Bustos.    ^ 

Sentencia  de  21  de  Marzo  de  1865  condenando  á  Bustos  al 
pago  de  pesos  1,752.16  y  1/2  y  agregando :  «Es  entendido  que 
para  recibir  él  ejecutante  este  abono  debe  rendir  previamente 
la  fianza  aceptada  por  decreto  anterior. » 

4fi  Escrito  de  Giraldez  ofreciendo  como  fiador  á  D.  Gabriel 
Fomes  en  lugar  de  Correa  para  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Auto  de  l^'de  Marzo  de  1865  aceptando  al  fiador  y  mandando 
estender  la  escritura. 

50  Resolución  de  25  de  Agosto  de  1864  no  haciendo  lugar  á 
la  revocatoria  del  auto  de  6  de  Agosto  de  1864  en  que  el  Juez 
se  declaraba  competente  para  conocer  del  juicio  ordinario  pro- 
movido por  Bustos^  y  declaraba  bastante  la  personería  de  Gi- 
raldez para  responder  á  ese  juicio. 

(Dicha  resolución^  asi  como  la  de  6  de  Agosto  de  1864,  se  en- 
cuentran en  la  causa  LXápág.  423  y  426,  tomo  lf>deestapu* 
blicacioB.) 

60  El  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Enero  de  1865,  con- 
firmando la  resolución  4e  25  de  Agosto  de  1864. 
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(Dicho  fallo  se  encuentra  en  el  logar  citado  de  esta  publicación 
á  página  431 .) 
Vista  la  causa  el  19  de  Junio  de  1865,  se  pronunció  el  siguiente 

Fiillv  de  ln  Sallreiptit  Corte. 


Buenos  Aires,  Junio  21  de  1866. 

Vistos,  y  resultando  de  las  constancias  que  cita  el  Juez  de 
Sección,  que  la  fianza  bajo  la  cual  ordenó  la  entrega  del  ganado 
ofrecido  por  Bustos  en  cumplimiento  de  su  contrato  con  Mante- 
rola,y  laque  efectivamente  otorgó  este  en  la  persona  de  Fomes, 
fué  la  de  responder  al  resultado  del  juicio  ordinario  que  Bustos 
habia  promovido  contra  ¿1,  siendo  también  esta  fianza  la  que 
correspondía  en  el  caso,  según  los  principios  en  que  se  fundó  el 
auto  de  esta  Suprema  Corte,  testimoniado  á  foja  doscientos  no* 
venta,  se  confirma,  con  costas,  el  apelado  de  foja  doscientas 
setenta  y  siete ;  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
VADOR  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José  Barros  Pa* 
zos. — José  B.  Gorostiaoa. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  18& 


«AVSA  cnui. 


Dan  Poncic^^Quintana^   corUra  Don   Vicente  Acame ,  sobre 
^^conocimiento  de  una  cuenta. 

Sumario: — í^  Las  cuentas  traen  aparejada  ejecución, cuando 
han  sido  aprobadas  ó  reconocidas  con  audiencia  de  las  partes 
ó  suscritas  por  el  deudor.  (Art.  249/ inc.  7  de  la  ley  de  proce- 
dimientos.) 

2»  No  se  puede  pedir  antes  de  entablarse  la  demanda  el  reco- 
nocimiento de  cuentas  no  firmadas  por  el  deudor.  (Art.  55  y  56  de 
la  ley  de  procedimientos.) 


Caso, — ^D.  Ponciano  Quintana  presentó  una  cuenta  firmada 
por  él  y  en  laque  aparecía  que  D.  Vicente  Acame  le  adeudaba 
la  cantidad  de  7301  pesos  m/c. ;  pidió  al  Juez]  de  Sección  de 
Buenos- Aires  ordénase  el  reconocimiento  de  dicha  cuenta  bajo 
juramento,  para  entablarla  acción  ejecutiva. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  la  petición,  y  Quin- 
tana pidió  revocatoria  del  decreto  apelando  in  subsidium. 

Dijo  que  por  el  decreto  reclamado  parecia  que  el  juez  daba 
al  inciso  7  del  art.  249  de  la  ley  de  procedimientos  la  inter* 
pretacion  de  que  solo  traen  aparejada  ejecución  las  cuentas 
aprobadas  ó  reconocidas  enjuicio  ordinario ;  pero  que  esa  inter- 
pretación no  era  justa. 

Que  aun  en  la  ley  de  provincia  se  mencionan  las  cuentas 
aprobadas  en  juicio^  y  sin  embargo  ios  jueces  no  se  niegan 
ordenar  el  reconocimiento  previo  de  ellas  con  el  fin  de  deducir 
la  acción  ejecutiva. 

Que  la  ley  nacional  sobre  juicio  ejecutivo  es  mas  esplícita  que 
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la  provincial,  pues   menciona  las  cuentas reconocidas  ante 

juez  yXficonfesiotide  deuda  líquida  y  exigible  hecha  enjuicio. 

Que  como  la  confesión  tiene  lugar  después  de  contestada  la 
demanda,  se  indica  que  .  debe  ser  hecha  enjuicio^  á  diferencia  del 
reconocimiento  de  cuentas,  vales,  k,  que  puede  ser  hecho  antes 
de  la  contestación,  por  lo  cual  se  dice  que  ^sea  hecho  ante 
juez. 

Fallo  del  Jíues  §eccionilBr 

Buenos-Aires,  Junio  2  de  1866. 

Considerando  que  el  art.  ÚA9  en  su  inciso  7»  se  refiere  á  las 
cuentas  aprobadas  con  audiencia  de  las  partes,  sin  lo  cual  no 
podria  serlo,  y  alas  reconocidas  ante  el  juez  del  mismo  modo, 
ó  cuando  han  sido  suscritas  por  el  deudor,  pues  lo  contrario 
seria  contradecir  lo  prescrito  en  el  arl.  »55  y  establecer  que  todo 
pleito  puede  empezar  por  posiciones,  y  hacerse  ejecutivo,  lo  que 
^s  contrario  al  espíritu  y  testo  de  las  leyes  de  forma ;  que  tam- 
poco es  exacto  que  lo  contrario  haya  establecido  la.  jurispru- 
dencia de  Provincia,  pues  precisamente  esta  está  de  acuerdo  con 
lo  resuelto  por  este  juzgado,  uo  ha  lugar  con  costas  á  la  revo- 
catoria solicitada,  y  se  concede  el  recurso  en  relación. 

Alejandro  Heredia. 

Concedido  el  recurso  y  vista  la  causa  en  21  de  Junio  de  1866, 
fué  confirmada  la  sentencia  apelada  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Sii|irenia  Corie* 

Buenos  Aires,  Jii¡iio21  de  1866. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  cinco  vuelta  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

FRAKCISCO  de  LAS   CARRERAS.— SALVADOR 

M.  DEL  Carril.-'José  Barros  Pazos. 
—José  B.  Gorostlvga. 
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CAJJ^A    (TSUillI. 


DonJtian  T,  Fox  y  por  el  capitán  del  buque  inglés  ^Margaritai^, 
con  el  Dr.  D.  José  A.  Ocaníos^  sobre  honorarios. 

Sumario. — 1^  La  publicación  de  las  circnnstanciasdel  naufragio 

,  y  salvamento,  ordenada  por  el  art.  1  i57  del  Cód.  de  Cora  debe 

hacerse    antes  de    nombrar  defensor  á  los   efectos  salvados, 

aunque  no  se  conozca  la  designación  de  las  marcas  y  números 

de  aquellos. 

2""  Habiendo  sido  útil  á  los  dueños  de  los  efectos  salvados  la 
intervención  del  defensor  de  estos  deben  abonársele  sus  hono- 
rarios. 


Caso. — El  Administrador  de  la  Aduana  de  Buenos-Aires  dio 
cuenta  al  Juez  de  esta  Sec  ion  haber  naufragado  en  el  puerto 
déla  Ma;4dalena  el  buque  ingIJs  v<Margaritaí)  y  de  haberse  sal- 
vado algunos  artículos  de  los  cuales  una  parte  pertenecía  á  dicho 
buque  y  la  otra  se  suponía  que  perteneciese  al  mismo. 

El  Juez  de  Sección,  recibido  ese  informe  y  los  antecedentes 
de  salvamento,  nombró  al  Dr.  D.  JosJ  A.  Ocantos  como  defensor 
de  los  efectos  salvados. 

Este  pidió  varias  diligencias,  y  entre  ellas,  que  el  Adminis- 
trador remitiese  un  inventario  fiel  de  lo  salvado  con  especifi- 
cación de  las  marcas  y  números  de  los  bultos,  y  un  informe  de 
los  que  se  hallasen  averiados,  á  los  efectos  de  los  art.  1451, 
1454  y  1457  del  Cód.  de  Com. 

El  Juez  de  Sección  así  lo  ordenó,  y  se  siguieron  varias  tra- 
mitaciones á  medida  que  el  Administrador  de  Aduana  remitia 
los  antecedentes  de  nuevos  artículos  que  se  iban  salvando. 
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CAV9A   CTULI. 

Claudio  Manterola  contra  Eugenio  Bustos^  sobre  fianza  áe  re- 
sultas del  juicio. 

Sumario : — i*'  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  en-- 
tregar  las  cosas  ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del 
juicio  ordinario  que  pueda  promover. 

9p  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
cutivo no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  la  fianza  cita* 
da,  si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio 
ordinario. 


Caso. — D.  Ciriaco  Giraldez,  apoderado  de  D«  Claudio  Man- 
terola, vecino  de  Valparaíso,  siguid  un  juicio  ejecutivo  con  D. 
Eugenio  Bustos,  vecino  de  Mendoza,  del  cual  se  hace  men** 
cion  en  la  causa  LX  de  esta  publicación,  tomol<^,  pág.  419. 

Fueron  embargadas  152  vacas,  y  Bustos  se  allanó  á  entregar- 
las á  Manterola,  pero  exigiendo  que  este  le  diera  fianza  para  ase- , 
gurar  las  resultas  del  juicio  ordinario  que  ya  tenia  promovido, 
y  Mattterola  se  la  otorgó  con  arreglo  al  decreto  correspondiente 
dei  Juez,  saliendo  como  fiador.  D.  Gabriel  Fornes, 

Sobre  la  ostensión  de  dicha  fianza  se  suscitó  uo  incidente. 

Giraldez  por  Manterola  pidió  se  declarase  que  la  citada  fianza 
dtorgada  por  Forneft  se  limitaba  á  garantir  la  restitución  de  lo 
recibido  en  juicio  «jecntivo  y  no  las  nesultas  del  juicio  ordinario. 

Dijo  que  en  el  jnicio  ejecutivo  entablado  contra  Bustos,  D. 
Gabriel  Fomes  prestó  la  fianza  con  arreglo  al  articulo  294  de  la 
ley  de  procedimientos,  por  el  cual  no  se  orden»  la  caución  por 
las  resultas  del  juicio  ordinario,  sino  solo  por  io  que  se  recibe 
en  el  ejecutivo  si  el  ejecutado  la  pidiere. 


DS  JUSTICIA  NAOIONAL.  17& 

QaeesU  fué  la  que  pidió  Bustos  para  entregar  152  vacas  qu% 
exigia  Manterola,  y  que  prestó  Fornes. 

Que  si  la  caución  es  por  el  valor  entregado  al  solo  objetó  de 
garantir  su  restitución,  aunque  por  el  artículo  295  se  diga  que 
su  objeto  es  asegurar  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  puede 
promover  el  ejecutado,  no  puede  hacerse  estensiva  á  las  resultas 
de  dicho  juicio  ordinario  mas  allá  de  lo  que  ella  importa. 

Que  si  la  dicha  caución  fuera  estensiva  á  las  resultas  del  juicio 
ordinario  pura  y  simplemente,  nadie  prestaría  semejante  fianza 
y  el  ejecutante  no  podría  recibir  los  bienes  embargados. 

Que  por  otra  parte  Fornes  garantió  las  resultas  del  juicio  ordi- 
narío  solo  por  las  152  vacas  embargadas  que  fueron  entregadas 
á  Manterola,  y  la  obligación  del  fiador  no  se  estiende  sino  á  lo 
prometido  en  la  fianza. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  este  articulo,  y  man- 
dó agregar  copia  de  la  escritura  de  fianza  en  la  que  se  dice : 
cque  consecuente  con  el  auto  del  juzgado  de  1^  de  Marzo  de  1865, 
Fornes  se  constituye  fiador  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ha  promovido  el  ejecutado  Bustos  contra  el  ejecutante  Man- 
terola.» 

Bustos  contestó  que  por  decreto  del  juzgado  sejdispuso  que — 

'  el  ejecutante  debe  rendir  previamente  caución  qtie  garanta  el 

resultado  del  juicio  ordinario  ya  promovido^  quedando  al  Juzr- 

gado  la  facultad  de  calificar  la  fianza^  como  se  lo  permite  la  ley. 

Que  habiéndose  prestado  la  fianza .  á  consecuencia  de  >  ese 
decreto,  resulta  claro  que  se  ha  garantido  el  resultado  del  jui- 
cio ordinario. 

Que  ademas,  Manterola  al  ofrecer  fiador,  dijo  en  un  escrito : 
(para  dar  cumplimiento  al  mandato  de  V.  S«  referente  á  dar 
afianza  para  las  resultas  del  juiM  irdÁMifié  ^  ii4ñé  ppomo»' 
'  €vidú  B^tos^i^eezoo..é.^% 

Que  en  otro  escrito  dijo :  t  sin  embargó  de  haber  sido  idfnU 
tidocomo  fiad^  pata  las  resultas  del  juicio  ordinario...,* 

Que  de  eso  resulta  que  el  mismo  Manterola  había  eotnprén* 
dído  bien  que  la  fianza  no  era  limitada  á  la  restitución  de  las  éuMM 
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embargadas,  sino  estensiva  á  la  demanda  entablada  ya  en  esa 
época  por  una  cantidad  mayor. 

Qoe  en  la  misma  escritura  de  fianza  se  hace  alusión  á  las  re» 
sultas  del  juicio  ordinario  ya  promovido,  y  no  >á  la  restitución 
délas  152  vacas  embargadas. 

Fallo  del  Jíues  Secelomil. 

Mendoza^  Marzo  21  de  1866. 

Vistos :  De  acuerdo  con  el  tenor  de  la  escritura  que  en  copia 
corre  á  foja  347  y  de  lo  que  aparece  en  autos  cuando  se  mandó 
estender  la  caución  que  motiva  este  artículo. 

Considerando  que  cl  articulo  294  de  la  ley  nacional  que  regla 
el  procedimiento  ejecutivo  no  hace  mas  que  prevenjir  que  el 
ejecutante  debe  rendir  fianza  si  el  ejecutado  lo  pide  para  entre* 
gar  el  resultado  de  la  liquidación. 

Consiilerando  también  que  la  deficiencia  que  padece  este  arti- 
culo por  no  especificar  esta  clase  de  fianza,  se  halla  subsanada 
en  el  siguiente  art.  295  en  la  parte  que  dispone  que  la  fianza  debe 
ser  d^  resultas  para  garantir  al  ejecutado  en  el  juicio  ordinario 
que  puede  este  promover,  con  reserva  ó  sin  ella,  siempre  que  lo 
baga  en  el  tépmino  que  marca  la  ley. 

Considerando  por  tiltimo  que  la  fianza  que  el  juzgado  mandó 
otorgar  es  de  resultas  y  con  ella  está  conforme  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  fiador,  por  el  hecho  de  haber  firmado  €ste  último 
]a  escritura  de  foja  347. 

Con  arreglo  al  precitado  artículo  295:  se  declara  que  la 
fianza  prestada  por  D.  Gabriel  Fornes  es  de  resultas,  tanto  por- 
que ella  U)  dice  asi  como  porque  fué  la  que  se  mandó  estender 
de  perfecta  conformidad  de  partes  y  disposición  de  la  ley  que 
ríje  en  ebtos  casos  para  garantir  los  resultados  del  juicio  ardí" 
nario.  Con  costas  al  articulista.  Motifíquese  á  las  partes  inclu* 
jeQdo  al  fiador  Fornes. 

Palma. 
.  Giraldez  pidió  reposición  de  este  auto»  apelando  ú  sub^ 
Hdium. 
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Dijo  que  si  se  consideran- ias  disposiciones  do  los  artículos 
279  y  siguientes  de  la  ley  de  procedimientos,  se  ré  que  esta  ley 
ha  adoptado  la  flanza  de  Toledo,  reformándola  y  haciendo  que 
el  fiador  responda  solo  para  el  juicio  ordinario  de  lo  que  el 
ejecutante  recibió  en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  así  fui  pedida  la  fianza  por  Bustos,  pues  este  exigid  que 
f  el  ejecutante  rindiera  la  competente  fianza  de  Toledo  que  ase- 
gurase las  resultas  del  juicio  ordinario.» 

Que  asi  lo  ordenó  el  juzgado  suprimiendo  la  palabra  Toledo. 

Que  por  consiguiente  la  fianza  de  Fornes  era  limitada  á  res- 
tituir las  152  vacas  entregadas. 

Que  no  puede  ser  de  otro  modo,  pues  los  artículos  294  y 
295  que  fundan  el  auto  reclamado,  se  refieren  al  caso  de  estar 
terminada  la  liquidación, y  esta  no  lo  está  hasta  el  presente;  y 
porque  el  artículo  296  dispone  que  el  ejecutado  no  puede 
pedir  caución  sí  no  ha  opuesto,  y  tratado  de  probar  sus  escep- 
clones,  como  no  las  ha  opuesto  Bustos. 

Contestó  Bustos  que  él  se  habia  allanado  á  entregar  lo  que  se 
le  cobraba  bajo  la  espresa  condición  de  que  se  le  salvaran  sus 
derechos  por  daños  y  perjuicios  para  repetirlos  en  via  ordinaria^ 
y  que  asi  fué  resuelto  por  auto  ejecutoriado. 

Que  en  el  escrito  á  que  alude  Giraldez,  no  solo  pidió  la  fianza 
de  Toledo  sino  también  la  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ya  tenia  promovido  por  pesos  16,980.75. 

Que  la  falta  de  liquidación  que  invoca  Giraldez  nada  importa, 
desde  que  la  fianza  prestada  por  Fornes  es  un  hecho  basado  en 
resolución  ejecutoriada. 

Fallo  del  Jíueas  Seccional. 

Mendoza,  Abril  4  de  1866. 

Vistos :  Sin  embargo  que  la  resolución  de  21  de  Marzo  últinro, 
foja  275,  dice  terminantemente  que  la  fianza  mandada  rendir  á 
Don  Claudio  Manterola  y  que  prestó  úUimamenie  D.  Gabriel 
Fomes  es  de  resultas. 
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Se  declara  que  esta  se  ha  mandado  otorgar  en  consonancia  de 
los  artículos  294  y  295,  titulo  24  d^  la  ley  de  proeedimienlos^ 
w  razón  de  que  Buatos  desde  el  principio  de  la  cfecuciou  se 
allanó  á  pagar,  siempre  que  se  le  reservase  su  derecho  y  se  le 
diese  caución  del  resultado  del  juicio  ordinario,  lo  que  importa 
decir  que  Bustos  irUentó  oponerse  á  la  ejecución  cumpliendo  con 
lo  preserípto  en  el  artículo  296  de  la  ley  citada. 

No  se  hace,  pues,  lugar  á  la  reposición  que  se  solicita,  coa 
costas,  y  en  su  lugar  se  concede  la  apelación  en  solo  el  efecto 
devolutivo  y  en  relación  citadas  y  emplazadas  las  partes  para  que 
en  el  término  de  cuarenta  dias  se  presenten  al  Superior.  E^te 
íérmino  principiar^  á  contarse  desde  el  día  que  el  escribano  des- 
glose de  los  autos  ejecutivos  las  piezas  originales  que  están  al 
fin  de  este  cuerpo  de  autos,  desdé  foja  268  para  adelante,  y  saque 
las  copias  que  á  continuación  se  espresan,  para  lo  cual  se  emplaza 
en  término  de  doce  dias. 

i  o  Copia  de  la  resolución  de  23  de  Junio  de  1864,  foja  56. 

2»  ídem  del  escrito  de  foja  iil  con  su  providencia  de  20  de 
Enero  de  i  865  y  fesolucion  siguiente  de  27  del  mismo  mes  y 
afio,  foja  113. 

3^  ídem  del  escrito  de  foja  121  y  del  de  18  de  Febrero  del 
mismo  año  y  sentencia  de  pago  de  21  de  Marzo  de  1865,  fo- 
ja 123. 

¥  ídem  del  escrito  que  corje  á  foja  125  con  m  providencia 
de  1^  de  Marzo,  ano  idem. 

5<^  ídem  de  la  resolución  de  25  de  Agosto  dé  1864,  Coja  fiS, 
espediente  ordinario. 

En  la  nota  acordada  remítanse  al  Superior  en  la  forma  acos* 
lumbrada ;  repóngase  el  sello. 

Palma. 

Los  documentos  indicados  en  el  auto  anterior  son  los  si- 
guientes: 

1^  Resolución  de  Junio  28  de  1864^<Queda  espédlta  su  ac- 
ción á  D.  Eugenio  Bustos  para  que  repita  en  via  ordinaria  por 
tos  peijuMos  que  aspira  haberle  inferido  el  ejecutante,  con  no 
haberle  permitido  girar  á  Chile  por  cierta  ^eantiéad  dci  dinero 
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para  la  emnpra  4e  ganados^  le  mismo  que  sobre  loa  parjaicios 
que  dice  le  ha  cansado  Manterola,  negándose  á  dar  los  avisos 
áe  los  pofitos  por  donde  había  de  conducir  sas  arreos  conforme 
á  lo  estipulado.])  •  . 

2<^  .Escrito  de  Busios^  en  l^ue  dice :  cel  ejecutante  rinda  la 
competente  fianza  de  Toledo  que  asegura  las  resultas  del  juicio 
ordinario,  que  como  consecuencia  de  la  ejecución  tengo  entabla- 
do  lo  cual  envuelve  en  sí  un  pago  sobre  el  que  tengo 

deducidos  cargos  en  la  via  ordinaria  que  quedarán  ilusorios  si  no 
se  otorgase  la  competente  fianza  de  Toledo  y  resultas  que  en 
este  caso  corresponde  según  la  ley. 

Auto  de  27  de  Enero  de  1865  mandando  conducir  las  vacas 
á  Chile,  con  calidad  de  que  el  ejecutante  para  poder  recibir  di- 
chas vacas  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el  re- 
sultado del  juicio  ordinario  ya  promovido,  quedando  al  juzgado 
la  facultad  de  calificar  la  fianza  como  se  lo  permite  la  ley. 

3^  Escrito  de  Giraldez  proponiendo  fiadores  para  las  resultas 
del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  el  Sr.  Bustos.    ^ 

Sentencia  de  21  de  Marzo  de  1865  condenando  á  Bustos  al 
pago  de  pesos  1,752.16  y  1/2  y  agregando:  cEs  entendida»  que 
para  recibir  él  ejecutante  este  abono  debe  rendir  previamente 
la  fianza  aceptada  por  decreto  anterior. » 

4^  Escrito  de  Giraldez  ofreciendo  como  fiador  á  D.  Gabriel 
Fomes  en  lugar  de  Correa  para  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Auto  de  l^'de  Marzo  de  1865  aceptando  al  fiador  y  mandando 
estender  la  escritura. 

5^  Resolución  de  25  de  Agosto  de  1864  no  haciendo  lugar  á 
la  revocatoria  del  auto  de  6  de  Agosto  de  1864  en  que  el  Juez 
se  declaraba  competente  para  conocer  del  juicio  ordinario  pro- 
movido por  Bustos^  y  declaraba  bastante  la  personería  de  Gi- 
raldez para  responder  á  ese  juicio. 

(Dicha  resolución^  asi  como  la  de  6  de  Agosto  de  1864,  se  en- 
cuentran en  la  causa  LXápág.  423  y  426^  tomo  l^»  de  esta  pu- 
blicación.) 

6o  El  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Enero  de  1865,  con- 
firmando la  resolución  de  25  de  Agosto  de  1864. 
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ténttino  délos  mismos  para  separarse  en  esta  parte  las  prescrip- 
ciones de  la  nueva  ley  de  las  disposiciones  y  prácticas  antes 
observadas  en  el  jnicio  ejecutivo. — Por  tanto  dedúzcase  con 
arreglo  ala  ley  nacional  de  procedimientos,  y*en  la  oportunidad 
por  ella  señalada  la  oposición,  acciones  y  derechos  á  que  bubiere 
lugar. 

Zuviria, 

Renovada  por  Carrasco  la  petición  de  embargo  en  la  forma  que 

habia  solicitado  anteriormente,  el  Juez  de  Sección  decretd  lo 

siguiente 

Rosario,  Enera  2d  de  1866. 

«Líbrese  el  mandamiento  de  ejecución  y  embargo  con  arrece 

á  lo  dispuesto  en  los  artículos  255  y  259  de  la  ley  de  procedi*^ 

mientes.  i> 
Sotomayor  apeló  del  auto  de  27  de  Enero,  y  Carrasco  del  de 

29  del  mismo. 

Concedido  el  recurso,  y  vista  la  causa  en  14  de  lunio,  se 

pronunció  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Bu(^nos-Aires,  Junio  16  de  1866. 
Vistos :  Estableciéndose  en  el  articulo  trecientos  de  la  ley  de 
procedimientos,  que  solo  son. apelables  en  el  juicio  ejecutivo  los 
autos  que  se  declaren  tales  poola  misma  ley;  y  no*  habiendo 
disposición  ninguna  en  ella  que  permita  apelar  de  las  providencias 
que  se  dicten,  para  Ileva.r  á  efecto  el  auto  de  solvendo,  antes 
de  la  citación  de  remate,  que  es  el  estado  que  tenia  la  presente 
causa,  cuando  se  pronunciaron  los  autos  que  han  motivado  las 
apelacfones  otorgadas  por  el  Juez  de  Sección,  se  declara:  que  la 
Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  resolver  estos  recursos; 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para  que  continué 'en  sus 
procedimientos. 

Francisco  de  las  Carreras. — SALVAbóá 

María  del  Carril. — ^José  Barros  Pá* 
'   zOs.—J.  Benjamín  GoROStiAGA. 
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CAUSA  cncii. 

/.  H.  Paul  PoU  y  C*  cdntra  Juan  F.  Gawland  y  C%  sobre  daños 

y  perjuicios. 

Sumario: — i^  La  acción  <le  daños  y  perjuicios  debe  resolverse 
por  las  leyes  que  ríjen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada 
Provioeia,  cuando  no  emane  directamente  de  algún  contrato  que 
siijete  las  cuestiones  que  surjan  de  él  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

2°  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  estranjeros  cor- 
responden ala  justicia  provincial. 


Caso. — Los  Señores  J.  H.  Paul  Pott  y  C^  consignatarios  de  un 
cargamento  de  carbón  de  piedra,  traido  por  el  buque  «Teodo* 
linda,»  Capitán  Olivari,  con  la  condición  espresa  de  descargarse 
el  buque  á  razón  de  30  toneladas  por  cada  dia  hábil,  vendieron 
por  intermedio  de  los  corredores  Juan  F.  Gowland  y  C*^,  dicho 
cargamento  á  D.  Salvador  Méndez. 

Gomóla  casa  de  Paul  Pott  y  C^  fué  demandada  por  el  capitán 
del  buque  y  condenada  á  pagar  estadías,  por  no  haber  verificado 
la  descarga  en  el  término  convenido,  Paul  Pott  demandd  á  su 
.vez  al  comprador  Méndez  por  no  haber  este  hecho  oportuna- 
mente dicha  descarga,  y  de  lo  cual  decían  que  erji  este  respon* 
sable,  puesto  que  la  venta  del  cargamento  se  le  hizo  con  las 
mismas  obligaciones  de  la  póliza  de  fletamenio.  • 

Llamados  á  juicio  verbal,  espuso  Méndez  haber  firmado  el 
boleto  4e  venta  con  la  cláusula  espresa  de  no  obligarse  á  pagar 
estadías. — Paul  Pott  replicó  que  él  habiá  borrado  esa  condición 
al  firmariO)  porgue  el  corredor  le  aseguró  de  que  Méndez  con. 
o&üaeii  ^e«e  borxara* — Los  corredores  espusieron,  A^r  «ieito 
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que  con  consentimiento  de  ellos  se  borró  la  condición  porlosSres* 
Pául  Pott  y  C^ ;  pero  que,  avisado  Méndez  de  esta  borradura,  no 
consintió  en  ella.  * 

El  resultado  de  este  juicio  ó  comparendo  fué,  que  la  casa  de 
Paul  Pott  dirijió  su  demanda  contra  los  corredores  interventores 
por  no  haber  procedido  con  la  legalidad  debida,  dando  lugar  á 
que  aquella  fuese  perjudicada  con  el  pago  de  las  estadías. 

Dado  traslado  de  la  demanda,  los  corredores  la  contestaron 
diciendo  que  el  Juzgado  no  era  competente  para  entender  en 
el  asunto,  porque  todos  los  que  intervinieron  en  el  son  estran- 
jeros,  de  manera  que,  no  c^e  bajo  su  jurisdicción  por  razón  de 
las  personas;  que  tampoco  lo  era  por  razón  de  la  materia,  puesto 
que  no  se  hacia  cuestión  sobre  el  contrato  de  flelamento,  ni 
sobre  sus  términos  y  se  trataba  solamente  de  venta  de  merca- 
derías que  debe  someterse  ala  jurisdicción  provincial  cualquiera 
que  sea  la  cuestión  que  se  sigue  al  respecto. 

Paul  Polt  y  C^  conteslaíbn  que  la  competencia  del  Juzgado 
Nacional  en  este  asunto  nacía  de  la  naturaleza  misma  de  la 
causa,  porque  lo  que  motivaba  la  cuestión  no  era  el  simple 
contrato  de  venta  sino  las  obligaciones  del  fletamento  incor- 
poradas en  ese  contrato ;  que  oran  las  estadías,  que  habían 
sido  condenados  á  pagar  en  virtud  de  la  cláusula  del  convenio 
relativo  á  la  descarga,  que  fuJ  literalmente  consignada  en  el 
contrato  de  venta,  que  esiablecinn  la  jurisdicción,  apai-te  de 
que  esta  habia  sido  reconocida  por  los  corredores  en  el  com- 
parendo verbal ;  que  por  último  el  art.  10  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribtmales  Nacionales  bacía  indudable  la  jurisdicción  del  inz* 
gado. 

Fallo  del  Jínea  Seccioniil* 

m 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1866. 

~  Considerando :  Que  la  competencfia  del  Juzgado  para  entender 
en  esta  causa  procede,  no  de  las  personas  sino  de  la  materia  de 
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ella,  por  cuanto  se  trata  de  un  contrato  de  fletamento,  artículo 
iO  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  ha  lugar  con  costas 
á  la  declinatoria  promovida. 

Hereda. 

Ernesto  Beutefuhr,  socio  de*  la  casa  Gowland  y  C*,  apeló 
de  este  auto.  El  recurso  fué  concedido  en  relación  y  vista  la 
causa  en  16  de  Junio  de  1866  fué  revocada  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Junio  19  Je  1866. 

Vistos,  y  considerando — Primero^  que  por  la  demanda  de  foja 
diez  y  siete  no  se  persigue  una  acción  que  emane  del  contrato 
de  fletamentó  que  se  celebró  con  el  capitán  Olivari  para  la 
conducción  de  la  carga  consignada  á  los  Señorea  J.  H.  Paul 
Pott  v  C*,  en  el  cual  no  ha  tenido  interés  ni  intervención  el 
demandado,  sino  que  se  enlabia  contra  este  la  acción  de  per- 
juicios por  los  que,  se  dice,  ha  causado  á  los  consignatarios, 
separándose  de  sus  instrucciones  en  la  venta  que,  por  comisión 
que  le  dieron,  hizo  del  cargamento  áDon  Salvador  Méndez. — 
Segundo^  que  esta  cuestión  debe  resolverse  por  las  leyes  que 
rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada  Provincia,  y  los  inte- 
resados en  ella  son  éstranjeros ;  condiciones  que  la  someten  á 
la  jurisdicción  esclusiva  de  los  Tribunales  Provinciales;  por 
estos  ñmdamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veintiséis 
vuelta,  declarándose ;  que  el  Juez  de  Sección  es  incompetente 
para  conocer  este  asunto ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  CARfciL.-^JosÉ  Barros 
Pazos.— J.  B.  GoRosTiAGA. 
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CACHA    CTKIiI. 

Claudio  Manterota  contra  Eugenio  Bustos^  sobre  fianza  de  re- 
sultas del  juicio. 

Sumario: — i^  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  en- 
tregar las  cosas  ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del 
juicio  ordinario  que  pueda  promover. 

^  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
cutivo no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  la  fianza  cita- 
da, si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio 
ordinario. 


Caso. — D.  Ciríaco  Giraldez,  apoderado  de  D.  Claudio  Man* 
terola,  vecino  de  Valparaíso,  siguid  un  juicio  ejecutivo  con  D. 
Eugenio  Bustos,  vecino  de  Mendoza,  del  cual  se  hace  men- 
ción en  la  causa  LX  de  esta  publicación,  tomoi<»,  pág.  419. 

Fueron  embargadas  152  vacas,  y  Bustos  se  allanó  á  entregar- 
las á  Manterola,  pero  exigiendo  que  este  le  diera  fianza  para  ase-  ^ 
gurar  las  resultas  del  juicio  ordinario  que  ya  tenia  promovido, 
y  Manterola  se  la  otorgó  con  arreglo  al  decreto  coritspandienie 
dd  Juez,  saliendo  como  fiador.  D.  Gabriel  Foroes. 

Sobre  la  estension  de  dicha  fianza  se  suscitó  uq  incidente» 

Giraldez  por  Manterola  pidió  se  declarase  que  la  citada  fianza 
ótotigada  por  Forne^  se  limitaba  á  garantir  la  restitución  ée  lo 
recibido  en  juicio  «jecntívo  y  no  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Dijo  que  en  el  juicio  ejecutivo  entablado  contra  Bustos,  D, 
Gabriel  Fomes  prestó  la  fianza  con  arreglo  al  artículo  294  de  la 
ley  de  procedimientos,  por  el  cual  no  se  ordena  la  caución  por 
las  resultas  del  juicio  ordinario,  sino  solo  por  Xo  que  se  recibe 
en  el  ejecutivo  si  el  ejecutado  la  pidiere. 
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Qae  esta  fué  la  que  pidió  Bustos  para  entregar  152  vacas  qut 
exigia  Manterola,  y  que  prestó  Fomes. 

Que  si  la  caución  es  por  el  valor  entregado  al  solo  objeto  de 
garantir  su  restitución,  aunque  por  el  artículo  3d5  se  diga  que 
su  objeto  es  asegurar  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  puede 
promover  el  ejecutado,  no  puede  hacerse  estensiva  á  las  resultas 
de  dicho  juicio  ordinario  mas  allá  de  lo  que  ella  importa. 

Que  si  la  dicha  caución  fuera  estensiva  á  las  resultas  del  juicio 
ordinario  pura  y  simplemente,  nadie  prestaría  semejante  fianza 
y  el  ejecutante  no  podría  recibir  los  bienes  embargados. 

Que  por  olra  parte  Fomes  garantió  las  resultas  del  juicio  ordi- 
nario solo  por  las  152  vacas  embargadas  que  fueron  entregadas 
á  Manterola,  y  la  obligación  del  fiador  no  se  estiende  sinóá  lo 
prometido  en  la  fianza. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  este  artículo,  y  man- 
dó agregar  copia  de  la  escritura  de  fianza  en  la  que  se  dice : 
f  que  consecuente  con  el  auto  del  juzgado  de  1^  de  Marzo  de  1865, 
Fornes  se  constituye  fiador  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ha  promovido  el  ejecutado  Bustos  contra  el  ejecutante  Man- 
terola.» 

Bustos  contestó  que  por  decreto  del  juzgado  sejdispuso  que — 

'  el  ejecutante  debe  retidir  previamente  caución  que  garanta  el 

resultado  del  juicio  ordinario  ya  promovido^  quedando  al  Juxr 

gado  la  facultad  de  calificar  la  fianza^  camo  se  lo  permite  la  ley. 

Que  habiéndose  prestado  la  fianza .  á  consecuencia  de  ese 
decreto,  resulta  claro  que  se  ha  garantido  el  resultado  del  jui- 
cio ordinario. 

Que  ademas,  Manterola  al  ofrecer  fiador,  dijo  en  un  escrito : 
cpara  dar  cumplimiento  al  mandato  de  V.  S.  referente  á  dar 
€  fianza  para  las  resultas  dü  juim  irdimti^  fue  tkné  ]^mú^ 
.  €^idoBmtQSyiAezoú*.é.^% 

Que  en  otro  escrito  dijo :  c  sin  embargó  de  haber  iiéb  kistá* 
tido  como  fiador  para  las  residías  del  juicio  ordinario....^ 

Que  de  eso  resulta  q«e  el  mismo  Manterola  babia  eomprén- 
dido  bien  que  la  fianza  no  era  limitada  á  la  restítodon  de  la»  MMM 
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embargadas,  sino  estensiva  á  la  demanda  entablada  ya  en  esa 
época  poruña  cantidad  mayor.     .     ' 

Qoe  en  la  misma  escritura  de  fianza  se  hace  alusión  á  las  re- 
sultas del  juicio  ordinario  ya  promovido,  y  no  >á  la  restitución 
délas  152  vacas  embargadas. 

Fallo  del  Jíues  Scceloniil. 

Mendoza^  Blarzo  21  de  1866. 

Vistos :  De  acuerdo  con  el  tenor  de  la  escritura  que  en  copia 
corre  á  foja  347  y  de  lo  que  aparece  en  autos  cuando  se  mandó 
estender  la  caución  que  motiva  este  artículo. 

Considerando  que  el  articulo  294  de  la  ley  nacional  que  regla 
el  procedimiento  ejecutivo  no  hace  mas  que  prevenjir  que  el 
ejecutante  debe  rendir  flanza  si  el  ejecutado  lo  pide  para  entre- 
gar el  resultado  de  la  liquidación* 

Considerando  también  que  la  deficiencia  que  padece  este  artí- 
culo por  no  especificar  esta  clase  de  fianza,  se  halla  subsanada 
en  el  siguiente  art.  295  en  la  parte  que  dispone  que  la  fianza  debe 
ser  d^  resultas  para  garantir  al  ejecutado  en  el  juicio  ordinario 
que  puede  este  promover,  con  reserva  ó  sin  ella,  siempre  que  lo 
baga  en  el  t^pmino  que  marca  la  ley. 

Considerando  por  último  que  la  fianza  que  el  juzgado  mandó 
otorgar  es  de  resultas  y  con  ella  está  conforme  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  fiador,  por  el  hecho  de  haber  firmado  este  último 
la  escritura  de  foja  347.  . 

Con  arreglo  al  precitado  artÍQulo  295:  se  declara  que  la 
fianza  prestada  por  D.  Gabriel  Fornes  es  de  resultas,  tanto  por- 
que ella  lo  dice  asi  como  porque  fué  laque  se  mandó  estender 
de  perfecta  conformidad  de  partes  y  disposición  de  la  ley  que 
rije  en  ebtos  casos  para  garantir  los  resultados  del  juicio  ordi- 
nario.  Con  costas  al  articulista.  Molifiqúese  á  las  partes  inclu* 
jpt^áo  al  fiador  Fornes. 

Palma. 
.  Giraldez  pidió  reposición  de  este  auto»  apelando  ú  suih- 
ium.    . 
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Dijo  que  si  se  consideran-  ias  disposiciones  de  los  artículos 
279  y  siguientes  de  la  ley  de  procedimientos,  se  vé  que  esta  ley 
ha  adoptado  la  flanza  de  Toledo,  reformándola  y  haciendo  que 
el  iiador  responda  solo  para  el  juicio  ordinario  de  lo  que  el 
ejecutante  recibió  en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  asi  fui  pedida  la  fianza  por  Bustos,  pues  este  exigid  que 
f  el  ejecutante  rindiera  la  competente  fianza  de  Toledo  que  ase- 
gurase las  resultas  del  juicio  ordinario.» 

Que  asi  lo  ordenó  el  juzgado  suprimiendo  la  palabra  Toledo. 

Que  por  consiguiente  la  fianza  de  Fornes  era  limitada  á  res- 
tituir las  152  vacas  entregadas. 

Que  no  puede  ser  de  otro  modo,  pues  los  artículos  294  y 
295  que  fundan  el  auto  reclamado,  se  refieren  al  caso  de  estar 
terminada  la  liquidación,  y  esta  no  lo  está  hasta  el  presente ;  y 
porque  el  artículo  296  dispone  que  el  ejecutado  no  puede 
pedir  caución  st  no  ha  opuesto  y  tratado  de  probar  sus  escep- 
ciones,  como  no  las  ha  opuesto  Bustos. 

Contestó  Bustos  que  él  se  habia  allanado  á  entregar  lo  que  se 
le  cobraba  bajo  la  espresa  condición  de  que  se  le  salvaran  sus 
derechos  por  daños  y  perjuicios  para  repetirlos  en  via  ordinaria^ 
y  que  asi  fué  resuelto  por  auto  ejecutoriado. 

Que  en  el  escrito  á  que  alude  Giraldez,  no  solo  pidió  la  flanza 
de  Toledo  sino  también  la  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ya  tenia  promovido  por  pesos  16,980.75. 

Que  la  falta  de  liquidación  que  invoca  Giraldez  nada  importa, 
desde  que  la  fianza  prestada  por  Fornes  es  un  hecho  basado  en 
resolución  ejecutoriada. 

Falto  del  Jíueas  Seeelonal. 

Mendoza,  Abril  4  de  1866. 

Vistos :  Sin  embargo  que  la  resolución  de  21  de  Marzo  úkinro, 
foja  275,  dice  terminantemente  que  la  fianza  mandada  rendir  á 
Don  Claudio  Manterola  y  que  prestó  últimamente  D.  Gabriel 
Fomes  es  de  resultas. 
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Se  declara  que  esta  se  ha  mandado  otorgar  en  consonancia  de 
los  artículos  294  y  295,  titulo  24  d^  la  ley  de  procedimientos^ 
eñ  razón  de  que  Bustos  desde  el  principio  de  la  ejecución  se 
allanó  á  pagar,  siempre  que  se  le  reservase  su  derecho  y  se  le 
diese  caución  del  resultado  del  juicio  ordinario,  lo  que  importa 
decir  que  Bustos  inlentó  oponerse  á  la  ejecución  cumpliendo  con 
lo  preserípto  en  el  artículo  296  de  la  ley  citada. 

Ño  se  hace,  pues,  lugar  á  la  reposición  que  se  solicita,  coa 
costas,  y  en  su  lugar  se  concede  la  apelación  en  solo  el  efecto 
devolutivo  y  en  relación  citadas  y  emplazadas  las  partes  para  que 
en  el  término  de  cuarenta  dias  se  presenten  al  Superior.  E^te 
término  principiará  á  contarse  desde  el  dia  que  el  escribano  des- 
glose de  los  autos  ejecutivos  las  piezas  originales  que  están  al 
fm  de  este  cuerpo  de  autos,  desdé  foja  268  para  adelante,  y  saque 
las  copias  que  á  continuación  se  espresan,  paia  lo  cual  se  emplaza 
en  término  de  doce  dias. 

io  Copia  de  la  resolución  de  23  de  Junio  de  1864,  foja  56. 

2»  ídem  del  escrito  de  foja  iil  con  su  providencia  de  20  de 
Enero  de  i  865  y  resolución  siguiente  de  27  del  mismo  mes  jf 
ano,  foja  113. 

3^  ídem  del  escrito  de  foja  121  y  dd  de  18  de  Febrero  del 
mismo  año  y  sentencia  de  pago  de  21  de  Marzo  de  1865,  fo- 
ja 123. 

4°  ídem  del  escrito  que  cofjre  á  fc^a  125  coa  su  providencia 
de  l^*  de  Marzo,  ano  idem. 

5<»  ídem  de  la  resolución  de  25  de  Agosto  dé  1864,  foja  fiS, 
espediente  ordinario. 

En  la  nota  acordada  remítanse  al  Superior  en  la  forma  acos* 
tumbrada ;  repóngase  el  sello. 

Palma. 

Los  documentos  indicados  en  el  auto  anterior  son  los  si- 
guientes: 

1^  Resolución  de  Junio  28  de  1864^cQneda  espédita  su  ac- 
ción á  D.  Eugenio  Bustos  para  que  repita  en  via  ordinaria  por 
•tos  perjuicios  que  aspira  haberle  inferido  el  ejecutaiile,con  no 
haberle  permitido  girar  á  Chile  por  cierta  ^eantiéad  de  dinero 
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pan  la  compra  4e  ganados,  le  mismo  que  sobre  los  perjuicios 
que  dice  le  ha  causado  Manterola,  negándose  á  dar  los  avisos 
úe  los  puntos  por  donde  habia  de  conducir  sus  arreos  conforme 
á  lo  estipulado.])  • 

2^  Escrito  de  Bustos^  en  l^ue  dice :  cel  ejecutante  rinda  la 
competente  fianza  de  Toledo  que  asegura  las  resultas  del  juicio 
ordinario,  que  como  consecuencia  de  la  ejecución  tengo  entabla* 

do lo  cual  envuelve  en  sí  un  pago  sobre  el  que  tengo 

deducidos  cargos  en  la  via  ordinaria  que  quedarán  ilusorios  si  no 
se  otorgase  la  competente  fianza  de  Toledo  y  resultas  que  en 
este  caso  corresponde  según  la  ley. 

Auto  de  27  de  Enero  de  1865  mandando  conducir  las  vacas 
á  Chile,  con  calidad  de  que  el  ejecutante  para  poder  recibir  di- 
chas vacas  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el  re- 
sultado del  juicio  ordinario  ya  promovido,  quedando  al  juzgado 
la  facultad  de  calificar  la  fianza  como  se  lo  permite  la  ley. 

3»  Escrito  de  Giraldez  proponiendo  fiadores  para  las  resultas 
del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  el  Sr.  Bustos.    "^ 

Sentencia  de  21  de  Marzo  de  1865  condenando  á  Bustos  al 
pago  de  pesos  1,752.16  y  1/2  y  agregando:  cEs  entendido  que 
para  recibir  el  ejecutante  este  abono  debe  rendir  previamente 
la  fianza  aceptada  por  decreto  anterior.» 

4^  Escrito  de  Giraldez  ofreciendo  como  fiador  á  D.  Gabriel 
Fornes  en  lugar  de  Correa  para  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Auto  de  l^'de  Marzo  de  1865  aceptando  al  fiador  y  mandando 
esten^er  la  escritura. 

5<>  Resolución  de  25  de  Agosto  de  1864  no  haciendo  lugar  á 
la  revocatoria  del  auto  de  6  de  Agosto  de  1864  en  que  el  Juez 
se  declaraba  competente  para  conocer  del  juicio  ordinario  pro- 
movido por  Bustos^  y  declaraba  bastante  la  personería  de  Gi- 
raldez para  responder  á  ese  juicio. 

(Dicha  resolución^  asi  como  la  de  6  de  Agosto  de  1864,  se  en- 
cuentran en  la  causa  LX  á  pág.  423  y  426,  tomo  !<>  de  esta  pu- 
blicación.) 

6»  El  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Enero  de  186&,  con- 
firmando laresolocion  de  25  de  Agosto  de  1864. 
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término  délos  mismos  para  separarse  en  esta  parte  las  prescrip* 
dones  de  )a  nueva  ley  de  las  disposiciones  y  prácticas  antes 
observadas  en  el  juicio  ejecutivo. — Por  tanto  dedúzcase  con 
arreglo  ala  ley  nacional  de  procedimientos,  y^en  la  oportunidad 
por  ella  señalada  la  oposición,  acciones  y  derechos  á  que  bubiere 
lugar. 

Zuviria, 

Renovada  por  Carrasco  la  petición  de  embargo  en  la  forma  qne 

habia  solicitado  anteriormente,  el  Juez  de  Sección  decretd  lo 

siguiente 

Rosario,  Enera  2d  de  1866. 

«Líbrese  el  mandamiento  de  ejecución  y  embargo  con  arre^ 

á  lo  dispuesto  en  los  artículos  255  y  259  de  la  ley  de  procedí*^ 

mientos.  i» 
Sotomayor  apeló  del  auto  de  27  de  Enero,  y  Carrasco  del  de 

29  del  mismo. 

Concedido  el  recurso,  y  vista  la  causa  en  14  de  lunio,  se 

pronunció  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos-Aires,  Junio  16  de  1866. 

Vistos :  Estableciéndose  en  el  artículo  trecientos  de  la  ley  de 

procedimientos,  que  solo  son  apelables  en  el  juicio  ejecutivo  los 

autos  que  se  declaren  tales  poola  misma  ley;  y  nO' habiendo 

disposición  ninguna  en  ella  que  permita  apelar  de  las  providencias 

que  se  dicten,  para  Ileva.r  á  efecto  el  auto  de  solvendo,  antes 

de  la  citación  de  remate,  que  es  el  estado  que  tenia  la  presente 

causa,  cuando  se  pronunciaron  los  autos  que  han  motivado  las 

apelacrones  otorgadas  por  el  Juez  de  Sección,  se  declara:  que  la 

Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  resolver  estos  recursos; 

y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos»  devuélvanse  los 

autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para  que  continué^  en  sus 

procedimientos. 

Feancisco  de  las  Carreras. — Salvado^ 

María  del  Carril. — ^José  Barros  Pá^ 

'   zús.—J.  Benjamín  GoROstiAGA. 
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CAUSA  cnui. 


/.  H.  Paul  PoU  y  C*  contra  Juan  F.  Gawlafvd  y  C^,  sobre  daños 

y  perjuicios. 

Sumario: — 1^  La  acción  de  daños  y  perjuicios  debe  resolverse 
por  las  leyes  que  ríjen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada 
Provincia,  cuando  no  emane  directamente  de  algún  contrato  que 
sujete  las  cuestiones  que  surjan  de  él  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

2^  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  estranjeros  cor- 
responden ala  justicia  provincial. 


Caso. — Los  Señores  J.  H.  Paul  Pott  y  C^  consignatarios  de  un 
cargamento  de  carbón  de  piedra,  traido  por  el  buque  cTeodo^ 
linda,:»  Capitán  Oiivari,  con  la  condición  espresa  de  descargarse 
el  buque  á  razón  de  30  toneladas  por  cada  dia  hábil,  vendieron 
por  intermedio  de  los  corredores  Juan  F.  Gowland  y  C',  dicho 
cargamento  á  D*  Salvador  Méndez. 

Como  la  casa  de  Paul  Pott  y  C^  fué  demandada  por  el  capitán 
del  buque  y  condenada  á  pagar  estadías,  por  no  haber  verificado 
la  descarga  en  el  término  convenido,  Paul  Pott  demandó  á  su 
.vezal  comprador  Méndez  por  no  haber  este  hecho  oportuna- 
mente dicha  descarga,  y  de  lo  cual  decian  que  erji  este  respon- 
sable^ puesto  que  la  venta  del  cargamento  se  le  hizo  con  las 
mismas  obligaciones  de  la  póliza  de  fletamenu>«  • 

Llamados  á  juicio  verbal,  espuso  Méndez  haber  firmado  el 
boleto  46  venta  con  la  cláusula  espresa  de  no  obligarse  apagar 
estadías. — Paul  Pott  replicó  que  él  habia  borrado  esa  condición 
al  fijrmario^  porque  el  corredor  le  aseguró  de  que  Méndez  con. 
«oiia  ea  q/x^bQ  boriara**^LQs  corredores  espu&ieroii,^r  cierto 
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que  con  consentimiento  de  ellos  se  borró  la  condición  por  losSres. 
Paul  Pott  y  C^;  pero  que,  avisado  Méndez  de  esta  borradura,  no 
consintió  en  ella.  ' 

El  resultado  de  este  juicio  ó  comparendo  fué,  que  la  casa  de 
Paul  Pott  dirijió  su  demanda  contra  los  corredores  interventores 
por  no  haber  procedido  con  la  legalidad  debida,  dando  lugar  á 
que  aquella  fuese  perjudicada  con  el  pago  de  las  estadías. 

Dado  traslado  de  la  demanda,  los  corredores  la  contestaron 
diciendo  que  el  Juzgado  no  era  competente  para  entender  en 
el  asunto,  porque  todos  los  que  intervinieron  en  el  son  estran- 
jeros,  de  manera  que,  no  cae  bajo  su  jurisdicción  por  razón  de 
las  personas;  que  tampoco  lo  era  por  razón  de  la  materia,  puesto 
que  no  se  hacia  cuestión  sobre  el  contrato  de  flctamento,  ni 
sobre  sus  términos  y  se  trataba  solamente  de  venta  de  merca- 
derías que  debe  someterse  ala  jurisdicción  provincial  cualquiera 
que  sea  la  cuestión  que  se  sigue  al  respecto. 

Paul  Pott  y  C^  contestaft)n  que  la  competencia  del  Juzgado 
Nacional  en  este  asunto  nacía  de  la  naturaleza  misma  de  la 
causa,  porque  lo  que  motivaba  la  cuestión  no  era  el  simple 
contrato  de  venta  sino  las  obligaciones  del  flctamento  incor- 
poradas en  ese  contrato ;  que  oran  las  estadías,  que  hablan 
sido  condenados  á  pagar  en  virtud  de  la  cláusula  del  convenio 
relativo  á  la  descarga,  que  fui  literalmente  consignada  en  el 
contrato  de  venta,  que  esiablecinn  la  jurisdicción,  aparte  de 
que  esta  habia  sido  reconocida  por  los  corredores  en  el  com- 
parendo verbal ;  qíie  por  último  el  art.  10  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales  hacia  indudable  la  jurisdicción  del  Juz-^ 
gado. 

Fallo  del  Jínes  Seccional. 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1866. 

-  Considerando :  Que  la  competcodia  del  Juzgado  para  entender 
en  esta  causa  procede,  no  de  las  personas  siaó  de  la  materia  de 
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ella,  por  cuanto  se  trata  de  un  contrato  de  fletamento,  articulo 
10  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  ha  lugar  con  costas 
á  la  declinatoria  promovida. 

Heredia. 

Ernesto  Beutefuhr,  socio  d^la  casa  Gowland  y  C^,  apeló 
de  este  auto.  El  recurso  fué  concedido  en  relación  y  vista  la 
causa  en  16  de  Junio  de  1866  fué  revocada  por  el  siguiente 

Falto  lie  to  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Junio  19  Je  1866. 

Vistos,  y  considerando — Primero^  que  por  la  demanda  de  foja 
diez  y  siete  no  se  persigue  uoa  acción  que  emane  del  .contrato 
de  flet amentó  que  se  celebró  con  el  capitán  Olivari  para  la 
conducción  de  la  carga  consignada  á  los  Señores  J.  H.  Paul 
Pott  V  C*,  en  el  cual  no  ba  tenido  interés  ni  intervención  el 
demandado,  sino  que  se  entabla  contra  este  la  acción  de  per- 
juicios por  los  que,  se  dice,  ba  causado  á  los  consignatarios, 
separándose  de  sus  instrucciones  en  la  venta  que,  por  comisión 
que  le  dieron,  bizo  del  cargamento  á  Don  Salvador  Méndez. — 
Segundo^  que  esta  cuestión  debe  resolverse  por  las  leyes  que 
rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada  Provincia,  y  los  inte- 
resados en  ella  son  éstranjeros ;  condiciones  que  la  someten  á 
la  jurisdicción  esclusiva  de  los  Tribunales  Provinciales;  por 
estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veintiséis 
vuelta,  declarándose ;  que  el  Juez  de  Sección  es  incompetente 
para  conocer  este  asunto ;  y  satisfecbas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

FlUI^ClSCO  DE  LAS  CaRREHAS.— SALVADOR 

María  del  Carril. — José  Barros 
Pazos.— J.  B.  Goroshaga. 
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CAUSA  cruji. 

Claiulio  Maníerola  contra  Eugenio  Bustos^  sobre  fiaMa  de  re- 
sultas del  juicio. 

Sumario : — 1^  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  en- 
tregar las  cosas  ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del 
juicio  ordinario  que  pueda  promover. 

2^  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
cutivo no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  la  fianza  cita* 
da,  si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio 
ordinario. 


Caso.~l>,  Ciriaco  Giraldez,  apoderado  de  D.  Claudio  Man* 
terola,  vecino  de  Valparaiso,  sigoid  un  juicio  ejecutivo  con  D. 
Eugenio  Bustos,  vecino  de  Mendoza,  del  cual  se  hace  men*> 
cion  en  la  causa  LX  de  esta  publicación,  tomol^,  pág.  419. 

Fueron  embargadas  i  52  vacas,  y  Bustos  se  allanó  á  entregar- 
las á  Manterola,  pero  exigiendo  que  este  le  diera  fianza  para  ase- , 
gurar  las  resultas  del  juicio  ordinario  que  ya  tenia  promovido, 
y  Manterola  se  la  otorgó  con  arreglo  al  decreto  corr^ondienie 
deUuez,  saliendo  como  fiador.  D.  Gabriel  Fomea. 

Sobre  la  estension  de  dicha  fianza  se  suscitó  up  incidente. 

Giraldez  por  Manterola  pidió  se  declarase  que  la  citada  fianza 
otorgada  por  Fornes  se  limitaba  á  garantir  la  restitución  de  lo 
recibido  en  juicio  ejecutivo  y  no  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Dijo  que  en  el  juicio  ejecutivo  entablado  contra  Bustos,  D. 
Gabriel  Fornes  prestó  la  fianza  con  arreglo  al  artículo  294  de  la 
ley  de  procedimientos,  por  el  cual  no  se  ordena  la  caución  por 
las  resultas  del  juicio  ordinario,  sino  solo  por  io  que  se  recibe 
en  el  ejecutivo  á  el  ejecutado  la  pidiere. 
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Qne  esta  fué  la  que  pidió  Bustos  para  entregar  152  vacas  qii% 
exigía  Manterola,  y  que  prestó  Fomes. 

Que  si  la  caución  es  por  el  valor  entregado  al  solo  objetó  de 
garantir  su  restitución,  aunque  por  el  artículo  295  se  diga  quft 
su  objeto  es  asegurar  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  puedo 
promover  el  ejecutado,  no  puede  hacerse  estensiva  á  las  resultas 
de  dicho  juicio  ordinario  mas  allá  de  lo  que  ella  importa. 

Que  si  la  dicha  caución  fuera  ostensiva  á  las  resultas  del  juicio 
ordinario  pura  y  simplemente,  nadie  prestaría  semejante  fianza 
y  el  ejecutante  no  podría  recibir  los  bienes  embargados. 

Que  por  otra  parte  Fomes  garantió  las  resultas  del  juicio  ordi- 
nario solo  por  las  152  vacas  embargadas  que  fueron  entregadas 
á  Manterola,  y  la  obligación  del  fiador  no  se  estíende  sino  á  lo 
prometido  en  la  fianza. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  este  articulo,  y  man- 
dó agregar  copia  de  la  escritura  de  fianza  en  la  que  se  dice  : 
f  que  consecuente  con  el  auto  del  juzgado  de  1^  de  Marzo  de  1865, 
Fornes  se  constituye  fiador  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ha  promovido  el  ejecutado  Bustos  contra  el  ejecutante  Man- 
terola.» 

Bustos  contestó  que  por  decreto  del  juzgado  sejdispuso  que — 
'  el  Reculante  debe  rendir  previamente  cc^ución  qxie  garanta  el 
resultado  del  juicio  ordinario  ya  promovido^  quedando  al  Juz- 
gado la  facultad  de  calificar  la  fianza^  camo  se  lo  permite  la  ley. 

Que  habiéndose  prestado  la  fianza .  á  consecuencia  de  .  ese 
decreto,  resulta  claro  que  se  ha  garantido  el  resultado  del  jui- 
cio ordinario. 

Que  ademas,  Manterola  al  ofrecer  fiador,  dijo  en  «n  escrito : 
«para  dar  cumplimiento  al  mandato  de  V.  S.  referente  á  dar 
afianza  para  las  resultas  del  jtUm  ürdi/Mifié  fue  tí4M  prom&^ 
r  «tfúío  bustos,  ofrezco»...*» 

Que  en  otro  escrito  dijo :  <  sin  embargo  de  haber  sido  fcdinU 
tido  como  fiador  pata  las  residías  del  juicio  ordinario....^ 

Que  de  eso  resulta  que  el  mismo  Manterola  había  eotnprén- 
dido  bien  que  la  fianza  no  era  limitada  á  la  restitución  de  las  eoMM 
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embargadas,  sino  estensiva  á  la  demanda  entablada  ya  en  esa 
época  poruña  cantidad  mayor. 

Que  en  la  misma  escritura  de  fianza  se  hace  alusión  á  las  re» 
sultas  del  juicio  ordinario  ya  promovido,  y  no  4  la  restitución 
de  las  152  vacas  embargadas. 

Fallo  del  Jíuez  Scceloiml. 

Mendoza^  Marzo  21  de  1866. 

Vistos :  De  acuerdo  con  el  tenor  de  la  escritura  que  en  copia 
corre  á  foja  347  y  de  lo  que  aparece  en  autos  cuando  se  mandó 
estender  la  caución  que  motiva  este  artículo. 

Considerando  que  el  artículo  294  de  la  ley  nacional  que  regla 
el  procedimiento  ejecutivo  no  hace  mas  que  prevenjr  ^ue  el 
ejecutante  debe  rendir  fianza  si  el  ejecutado  lo  pide  para  entre- 
gar eí  resultado  de  la  liquidación. 

Considerando  también  que  la  deficiencia  que  padece  este  arti- 
culo por  no  especificar  esta  clase  de  fianza,  se  baila  subsanada 
en  el  siguiente  art.  295  en  la  parte  que  dispone  que  la  fianza  debe 
ser  áñ  resultas  para  garantir  al  ejecutado  en  el  juicio  ordinario 
que  puede  este  promover,  con  reserva  ó  sin  ella,  siempre  que  lo 
baga  en  el  termino  que  marca  la  ley. 

Considerando  por  último  que  la  fianza  que  el  juzgado  mandó 
otorgar  es  de  resultas  y  con  ella  está  conforme  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  fiador,  por  el  hecho  de  haber  firmado  €ste  último 
la  escritura  de  foja  347. 

Con  arreglo  al  precitado  artículo  295:  se  declara  que  la 
fianza  prestada  por  D.  Gabriel  Fornes  es  de  resultas,  tanto  por- 
que ella  lo  dice  asi  como  porque  fué  la  que  se  mandó  estender 
de  perfecta  conformidad  de  partes  y  disposición  de  la  ley  que 
rije  en  e&^tos  casos  para  garantir  los  resultados  del  juicio  ordi- 
fkirio.  Con  costas  al  articulista.  Motifiquese  á  las  partes  inclu- 
^Xíáo  al  fiador  Fornes. 

Palma. 
.  Giraldez  pidió  reposición  de  este  auto,  apelando  tu  svh^ 
Hdium. 
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Dijo  que  si  se  consídcraír  ias  disposiciones  de  los  artículos 
279  y  siguientes  de  la  ley  áe  procedimientos,  se  v¿  que  esta  ley 
ha  adoptado  la  fianza  de  Toledo,  reformándola  y  haciendo  que 
el  fiador  responda  solo  para  el  juicio  ordinario  de  lo  que  el 
ejecutante  recibió  en  el  juicio  ejecutivo, 

Que  asi  fui  pedida  la  fianza  por  Bustos,  pues  este  exigió  que 
cel  ejecutante  rindiera  la  competente  fianza  de  Toledo  que  ase- 
gurase las  resultas  det  juicio  ordinario.» 

Que  así  lo  ordenó  el  juzgado  suprimiendo  la  palabra  Toledo. 

Que  por  consiguiente  la  fianza  de  Fornes  era  limitada  á  res- 
tituir las  152  vacas  entregadas. 

Que  no  puede  ser  de  otro  modo,  pues  los  artículos  294  y 
295  que  fundan  el  auto  reclamado,  se  refieren  al  caso  de  estar 
terminada  la  liquidación,  y  esta  no  lo  está  hasta  el  presente ;  y 
porque  el  artículo  296  dispone  que  el  ejecutado  no  puede 
pedir  caución  sí  no  ha  opuesto  y  tratado  de  probar  sus  escep- 
ciones,  como  no  las  ha  opuesto  Bustos. 

Contestó  Bustos  que  él  se  habia  allanado  á  entregar  lo  que  se 
le  cobraba  bajo  la  espresa  condición  de  que  se  le  salvaran  sus 
derechos  por  daños  y  perjuicios  para  repetirlos  en  via  ordinaria^ 
y  que  asi  fué  resuelto  por  auto  ejecutoriado. 

Que  en  el  escrito  á  que  alude  Giraldez,  no  solo  pidió  la  fianza 
de  Toledo  sino  también  la  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ya  tenia  promovido  por  pesos  16,980.75. 

Que  la  falta  de  liquidación  que  invoca  Giraldez  nada  importa, 
desde  que  la  fianza  prestada  por  Fornes  es  un  hecho  basado  en 
resolución  ejecutoriada. 

Fallo  del  Jueas  Seedonal. 

Mendoza,  Abril  I  de  1866. 

Vistos :  Sin  embargo  que  la  resolución  de  21  de  Marzo  úhímo, 
foja  275,  dice  terminantemente  que  la  fianza  mandada  rendir  á 
Don  Claudio  Manterola  y  que  prestó  áltimameitie  D.  Gabriel 
Fornes  es  de  resultas. 
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Se  declara  ijiie  esta  se  ha  mandado  otorgar  en  consonancia  de 
los  artículos  294  y  295,  titulo  ^  d^  la  ley  de  procedimientos^ 
eñ  razón  de  que  Bustos  desde  él  principio  de  la  ejecución  se 
allané  i  pagar,  siempre  que  se  le  reservase  su  derecho  y  se  le 
diese  caución  del  resultado  del  juicio  ordinario,  lo  que  importa 
decir  fue  Bustos  inientó  oponerse  á  la  ejecuQion  cumpliendo  con 
lo  preseripto  en  el  artículo  296  de  la  ley  citada. 

No  se  hace,  pues,  lugar  ¿  la  reposición  que  se  solicita,  con 
costas,  y  en  su  lugar  se  concede  la  apelación  en  solo  el  efecto 
devolutivo  y  en  relación  citadas  y  emplazadas  las  partes  para  que 
en  el  término  de  cuarenta  dias  se  presenten  al  Superior.  E^te 
lérmino  principiar^  á  contarse  desde  el  dia  que  el  escribano  des- 
glose de  los  autos  ejecutivos  las  piezas  originales  que  están  al 
íin  de  este  cuerpo  de  autos,  desdé  foja  208  i^ra  adelante,  y  saque 
las  copias  que  á  continuación  se  egresan,  pai*a  lo  cual  se  emplaza 
en  término  de  doce  dias. 

lo  Copia  de  la  resolución  de  23  de  Junio  de  1864,  foja  56. 

2^  ídem  del  escrito  de  foja  111  <^nsu  providencia  de  20  de 
Enero  de  1865  y  resolución  siguiente  de  27  dej  mÍMno  mes  y 
ano,  foja  113. 

3^  ídem  del  escrito  de  foja  12i  y  del  de  18  de  Fefai^ero  del 
mismo  ano  y  sentencia  de  pago  de  21  de  Marzo  de  1865,  fo- 
ja 123. 

4^  ídem  del  escrito  que  corre  á  foja  125  coo  su  providencia 
de  l^*  de  Marzo,  ano  idem. 

5<>  ídem  de  la  resolución  de  25  de  Agosto  dé  1864,  foja  S^ 
espediente  ordinario. 

En  la  nota  acordada  remítanse  al  Superior  en  la  forma  acos- 
tumbrada ;  repóngase  el  sello. 

Palma. 

Los  documentos  indicados  en  el  auto  anterior  son  los  si- 
guientes: 

i^  Resolución  de  Junio  28  de  1864-^cQueda  espédita  su  ac* 
cion  á  D.  Eugenio  Sustos  para  que  repita  en  via  ordinaria  por 
tos  perjui<(ios  que  asegura  haberle  inferido  el  ejecuta!ile,con  no 
haberle  permitido  girar  á  Chile  por  cierta  «eamidad  de  dinero 
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pan  h  ismapn  ét  ganados^  le  mismo  que  aobre  loa  perjuicios 
que  dice  le  ha  cansado  Manterola,  negándose  á  dar  los  avisos 
de  los  puntos  por  donde  había  de  conducir  sus  arreos  conforme 
á  lo  estipulado,  p  * 

2^  Escrito  de  Bustos^  en  l^ue  dice :  cel  ejecutante  rinda  la 
competente  fianza  de  Toledo  que  asegura  las  resultas  del  juicio 
ordinario,  que  como  consecuencia  de  la  ejecución  tengo  entabla- 
do  lo  cual  envuehe  en  sí  un  pago  sobre  el  que  tengo 

deducidos  cargos  en  la  via  ordinaria  que  quedarán  ilusorios  si  no 
se  otorgase  la  competente  fianza  de  Toledo  y  resultas  que  en 
este  caso  corresponde  según  la  ley. 

Auto  de  27  de  Enero  de  1865  mandando  conducir  las  vacas 
á  Chile,  con  calidad  de  que  el  ejecutante  para  poder  recibir  di- 
chas vacas  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el  re- 
sultado del  juicio  ordinario  ya  promovido,  quedando  al  juzgado 
la  facultad  de  calificar  la  fianza  como  se  lo  permite  la  ley. 

8»  Escrito  de  Giraldez  proponiendo  fiadores  para  las  resultas 
del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  el  Sr.  Bustos.    ^ 

Sentencia  de  21  de  Marzo  de  1865  condenando  á  Bustos  al 
pago  de  pesos  1,752.16  y  1/2  y  agregando:  cEs  entendido  que 
para  recibir  el  ejecutante  este  abono  debe  rendir  previamente 
la  fianza  aceptada  por  decreto  anterior.» 

4<>  Escrito  de  Giraldez  ofreciendo  como  fiador  á  D.  Gabriel 
Fomes  en  lugar  de  Correa  para  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Auto  de  l^'de  Marzo  de  1865  aceptando  al  fiador  y  mandando 
estender  la  escritura. 

5^  Resolución  de  25  de  Agosto  de  1864  no  haciendo  lugar  á 
la  revocatoria  del  auto  de  6  de  Agosto  de  1864  en  que  el  Juez 
se  declaraba  competente  para  conocer  del  juicio  ordinario  pro- 
movido por  Bustos^  y  declaraba  bastante  la  personería  de  Gir 
raldez  para  responder  á  ese  juicio* 

(Dicha  resolución^  así  como  la  de  6  de  Agosto  de  1864,  se  en- 
cuentran en  la  causa  LXápág.  423  y  426^  tomo  1<>  de  esta  pu- 
blicación») 

6«  El  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Enero  de  1865,  con- 
finnando  la  resolución  de  25  de  Agosto  de  1864. 
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término  de  los  mismos  para  separarse  en  esta  parte  las  prescrip- 
ciones de  la  nueva  ley  de  las  disposiciones  y  prácticas  antes 
observadas  en  el  juicio  ejecutivo. — Por  tanto  dedúzcase  con 
arreglo  ala  ley  nacional  de  procedimientos,  f*en  la  oportunidad 
por  ella  señalada  la  oposición,  acciones  y  derechos  á  que  hubiere 
lugar. 

Zuviria. 

Renovada  por  Carrasco  la  petición  de  embargo  en  la  forma  que 
habia  solicitado  anteriormente,  el  Juez  de  Sección  decretó  lo 
siguiente 

Rosario,  Enera  20  de  1866. 

«Líbrese  el  mandamiento  de  ejecución  y  embargo  con  arrece 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  255  y  259  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. D 

Sotomayor  apeló  del  auto  de  27  de  Enero,  y  Carrasco  del  de 

29  del  mismo. 

Concedido  el  recurso,  y  vista  la  causa  en  14  de  Junio,  se 
pronunció  el  siguiente 

Fallo  lie  la  Suprema  Corte* 

Buenos-Aires,  Junio  16  de  1866. 
Vistos :  Estableciéndose  en  el  artículo  trecientos  de  la  ley  de 
procedimientos,  que  solo  son  apelables  en  el  juicio  ejecutivo  los 
autos  que  se  declaren  tales  po0  la  misma  ley ;  y  no^  habiendo 
disposición  ninguna  en  ella  que  permita  apelar  de  las  providencias 
que  se  dicten,  para  lleva^r  á  efecto  el  auto  de  solvendo,  antes 
de  la  citación  de  remate,  que  es  el  estado  que  tenia  la  presente 
causa,  cuando  se  pronunciaron  los  autos  que  han  motivado  las 
apelacfones  otorgadas  por  el  Juez  de  Sección,  se  declara:  que  la 
Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  resolver  estos  recursos; 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para  que  continué^  en  sus 
procedimientos. 

Feancisco  de  la^  Carreras. — SALVAbóá 

María  del  Carril.— José  Barros  Pi* 

'     ZÓS.— J.  BfilSJAMm  GOROSTIAGA» 
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CAUSA  cnui. 


/.  H.  Paul  Potí  y  C*  contra  Juan  F.  GawUind  y  C%  sobre  daños 

y  perjuicios. 

Sumario: — í^  La  acción  de  daños  y  perjuicios  debe  resolverse 
por  las  leyes  que  ríjen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada 
Provincia,  cuando  no  emane  directamente  de  algún  contrato  que 
símete  las  cuestiones  que  surjan  de  él  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

2^  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  estranjeros  cor- 
responden ala  justicia  provincial. 


Caso. — Los  Señores  J.  íL  Paul  Pott  y  C*  consignatarios  de  un 
cargamento  de  carbón  de  piedra,  traido  por  el  buque  <rTeodo<^ 
linda,9  Capitán  Olivari,  con  la  condición  espresa  de  descargarse 
el  buque  á  razón  de  30  toneladas  por  cada  dia  hábil,  vendieron 
por  intermedio  de  los  corredores  Juan  F.  Gowland  y  C^,  dicho 
cargamento  á  D.  Salvador  Méndez. 

Gomóla  casa  de  Paul  Pott  y  C^  fué  demandada  por  el  capitán 
del  buque  y  condenada  á  pagar  estadías,  por  no  haber  verificado 
la  descarga  en  el  término  convenido,  Paul  Pott  demandó  á  su 
.yezal  comprador  Méndez  por  no  haber  este  hecho  oportuna- 
mente dicha  descarga,  y  de  lo  cual  decian  que  erji  este  respon* 
sable^  puesto  que  la  venta  del  cargamento  se  le  hizo  con  las 
mismas  obligaciones  de  la  póliza  de  fletamenio*  • 

Llamados  á  juicio  verbal,  espuso  Méndez  haber  firmado  el 
boleto 4e  venta  con  la  cláusula  espresa  de  no  obligarse  apagar 
estadías. — Paul  Pott  replicó  que  él  habiá  borrado  esa  condición 
al  firmario^  porque  el  con^edor  le  aWguró  de  que  Méndez  con. 
eatia^en  4{aeyse  boriara.^^L'Os  corredores  espusierouii^r  cierto 
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que  con  Gonsentimiento  de  ellos  se  borró  la  condición  porlosSres* 
Pául  Potty  C^;  pero  que,  avisado  Méndez  de  esta  borradura,  no 
consintió  en  ella.  ' 

El  resultado  de  este  juicio  ó  comparendo  fué,  que  la  casa  de 
Paul  Pott  dirijió  su  demanda  contra  los  corredores  interventores 
por  no  haber  procedido  con  la  legalidad  debida,  dando  lugar  á 
que  aquella  fuese  perjudix^ada  con  el  pago  de  las  estadías. 

Dado  traslado  de  la  demanda,  los  conredores  la  contestaron 

I 

diciendo  que  el  Juzgado  no  era  competente  para  entender  en 
el  asunto,  porque  todos  los  que  intervinieron  en  el  son  estran- 
jeros,  de  manera  que,  no  cae  bajo  su  jurisdicción  por  razón  de 
las  personas;  que  tampoco  lo  era  por  razón  de  la  materia,  puesto 
que  no  se  hacia  cuestión  sobre  el  contrato  de  flctamento,  ni 
sobre  sus  términos  y  se  trataba  solamente  de  venta  de  merca- 
derías que  debe  someterse  á  la  jurisdicción  provincial  cualquiera 
que  sea  la  cuestión  que  se  sigue  al  respecto. 

Paul  Polt  y  C»  conlestaíbn  que  la  competencia  del  Juzgado 
Nacional  en  este  asunto  nacia  de  la  naturaleza  misma  de  la 
causa,  porque  lo  que  motivaba  la  cuestión  no  era  el  simple 
contrato  de  venta  sino  las  obligaciones  del  flctamento  incor- 
porada^ en  ese  contrato ;  que  eran  las  estadías,  que  habian 
sido  condenados  á  pagar  en  virtud  de  la  cláusula  del  convenio 
relativo  á  la  descarga,  que  fuJ  literalmente  consignada  en  el 
contrato  de  venta,  que  esiablecian  la  jurisdicción,  aparte  de 
que  esta  habia  sido  reconocida  por  los  corredores  en  el  com- 
parendo verbal ;  que  por  último  el  art.  iO  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales  hacia  indudable  la  jurisdicción  del  Juz-^ 
gado.  . 

Fallo  del  Jínes  Seccional. 

Buenos  Aireas  Mayo  28  de  1866. 

-  Considerando :  Que  la  competendia  del  Juzgado  para  entender 
en  esta  causa  procede,  no  de  las  personas  siaó  de  la  materia  de 
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ella,  por  cuanto  se  trata  de  un  contrato  de  fletamento,  articulo 
10  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  ha  lugar  con  costas 
á  la  declinatoria  promovida. 

Heredia. 

Ernesto  Beutefuhr,  socio  de*  la  casa  Gowland  y  C^,  apeló 
de  este  auto.  El  recurso  fué  concedido  en  relación  y  vista  la 
causa  en  16  de  Junio  de  1866  fué  revocada  por  el  siguiente 

Fallo  de  1»  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Junio  19  de  1866. 

Vistos,  y  considerando — Primero^  que  por  la  demanda  de  foja 
diez  y  siete  no  se  persigue  uoa  acción  que  emane  del  .contrato 
de  fletamentó  que  se  celebró  con  el  capitán  Olivan  para  la 
conducción  de  la  carga  consignada  á  los  Señores  J.  H.  Paul 
Pott  v  C*,  en  el  cual  no  ha  tenido  interés  ni  intervención  el 
demandado,  sino  que  se  entabla  contra  este  la  acción  de  per- 
juicios por  ios  que,  se  dice,  ba  causado  á  los  consignatarios, 
separándose  de  sus  instrucciones  en  la  venta  que,  por  comisión 
quQ  le  dieron,  hizo  del  cargamento  á  Don  Salvador  Méndez. — 
Segundo^  que  esta  cuestión  debe  resolverse  por  las  leyes  que 
rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada  Provincia,  y  los  inte* 
resados  en  ella  son  éstranjeros ;  condiciones  que  la  someten  á 
la  jurisdicción  esclusiva  de  los  Tribunales  Provinciales ;  por 
estos  ñindamenlos,  se  revoca  él  auto  apelado  de  foja  veintiséis 
vuelta,  declarándose ;  que  el  Juez  de  Sección  es  incompetente 
para  conocer  este  asunto ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Fiui^cisco  DE  LAS  Carrehas.—Salvador 
María  del  GarAil.Wosé  Barros 
Pazos.— J«  B.  Gorostuga. 
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CAUSA  crují^ 

• 

Claudio  Maníerota  contra  Eugenio  Bustos^  sobre  fiama  At  re- 
sullas del  juicio. 

Sumario : — 1®  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  en- 
tregar las  cosas  ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del 
juicio  ordinario  que  pueda  promover. 

2^  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
cutivo no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  la  fianza  cita- 
da, si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio 
ordinario. 


Caso. — 1>.  Ciríaco  Giraldez,  apoderado  de  D.  Cla&dio  Man- 
terola,  vecino  de  Valparaíso,  sigoid  un  juicio  ejecutivo  con  D. 
Eugenio  Bustos,  vecino  de  Mendoza,  del  cual  se  hace  men*> 
cion  en  la  causa  LX  de  eista  publicación,  tomo  1<»,  pág.  419. 

Fueron  embargadas  i 52  vacas,  y  Bustos  se  allanó  á  entregar- 
las á  Manterola,  pero  exigiendo  que  este  le  diera  fianza  para  i»e*^ 
gurar  las  resultas  del  juicio  ordinario  que  ya  tenia  promovido, 
y  Manterola  se  la  otorgó  con  arreglo  al  decreto  correspondiente 
del  Juez,  saliendo  como  fiador  D.  Gabriel  Fomea. 

Sobre  la  estension  de  dicha  fianza  se  suscitó  un  incidente. 

Giraldez  por  Manterola  pidió  se  declarase  que  la  citada  fianza 
otorgada  por  Fornes  se  limitaba  á  garantir  la  restitución  de  lo 
recibido  en  juicio  ejecutivo  y  no  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Dijo  que  en  el  juicio  ejecutivo  entablado  contra  Bustos,  D. 
Gabriel  Fomes  prestó  la  fianza  con  arreglo  al  artículo  S94  de  la 
ley  de  procedimientos,  por  el  cual  no  se  ordena  la  caución  por 
las  resultas  del  juicio  ordinario,  sino  solo  por  lo  que  se  recibe 
en  el  ejecativo  á  el  ejecutado  la  pidiere. 
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Qne  esta  fué  la  que  pidió  Bastos  para  entregar  152  vacas  qii% 
exigia  Manterola,  y  que  prestó  Fomes. 

Que  si  la  caución  es  por  el  valor  entregado  al  Solo  objeto  de 
garantir  su  restitución,  aunque  por  el  artículo  295  se  diga-  que 
su  objeto  es  asegurar  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  puede 
promover  el  ejecutado,  no  puede  hacerse  estensiva  á  las  resultas 
de  dicho  juicio  ordinario  mas  allá  de  lo  que  ella  importa* 

Que  si  la  dicha  caución  fuera  estensiva  á  las  resultas  del  juicio 
ordinario  pura  y  simplemente,  nadie  prestaría  semejante  fianza 
y  el  ejecutante  no  podría  recibir  los  bienes  embargados* 

Que  por  otra  parte  Fomes  garantió  las  resultas  del  juicio  ordi- 
narío  solo  por  las  152  vacas  embargadas  que  fueron  entregadas 
á  Manterola,  y  la  obligación  del  fiador  no  se  estiende  sino  á  lo 
prometido  en  la  fianza. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  este  articulo,  y  man- 
dó agregar  copia  de  la  escritura  de  fianza  en  la  que  se  dice : 
f  que  consecuente  con  el  auto  del  juzgado  de  l^'  de  Marzo  de  1865, 
Fornes  se  constituye  fiador  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ha  promovido  el  ejecutado  Bustos  contra  el  ejecutante  Man- 
terola.» 

Bustos  contestó  que  por  decreto  del  juzgado  sejdispuso  que — 

"  ti  ejecutante  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el 

resultado  del  juicio  ordinario  ya  promovido^  quedando  al  Jutr^ 

gado  la  facultad  de  califijcar  la  fianta^  como  se  lo  permite  la  ley. 

Que  habiéndose  prestado  la  fianza .  á  consecuencia  de  ese 
decreto,  resulta  claro  que  se  ha  garantido  el  resultado  del  jui- 
cio ordinario. 

Que  ademas,  Manterola  al  ofrecer  fiador,  dijo  en  un  escrito : 
f  para  dar  cumplimiento  al  mandato  de  V.  S*  referente  á  dar 
afianza  para  las  resultas^  del  jumo  érdiMfié  que  tíané  promo»^ 
r  ctfído  bustos,  ofrezco. •*•«» 

Que  en  otro  escrito  dijo :  <  sin  embaí^  de  haber  sido  fcdinU 
tido  como  fiadar  para  las  resultas  dd  juicio  ordinario...,^ 

Que  de  eso  resulta  que  el  mismo  Manterola  había  eomprén- 
dido  bien  que  la  fianza  no  era  limitadaá  la  restituciim  de  las  eoMM 
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embargadas,  sino  esteneiva  á  la  demanda  entablada  ya  en  esa 
época  por  una  cantidad  mayor. 

Que  en  la  misma  escritura  de  fianza  se  hace  alusión  á  las  re» 
snltas  del  juicip  ordinario  ya  promovido,  y  no  4  la  restitución 
de  las  152  vacas  embargadas. 

Fallo  del  Jíuez  fSccetoiíal. 

Mendoza^  Marzo  21  de  1866. 

Vistos :  De  acuerdo  con  el  tenor  de  la  escritura  que  en  copia 
corre  á  Toja  347  y  de  lo  que  aparece  en  autos  cuando  se  mandó 
estender  la  caución  que  motiva  este  artículo. 

Considerando  que  el  artículo  294  de  la  ley  nacional  que  regla 
el  procedimiento  ejecutivo  no  hace  mas  que  prevenjr  que  el 
ejecutante  debe  rendir  fianza  si  el  ejecutado  lo  pide  para  entre- 
gar el  resultado  de  la  liquidación. 

Considerando  también  que  la  deficiencia  que  padece  este  artí- 
culo por  no  especificar  esta  clase  de  fianza,  se  baila  subsanada 
en  el  siguiente  art.  295  en  la  parte  que  dispone  que  la  fianza  debe 
ser  de  resultas  para  garantir  al  ejecutado  en  el  juicio  ordinario 
que  puede  este  promover,  con  reserva  ó  sin  ella,  siempre  que  lo 
baga  en  el  t^pmino  que  marca  la  ley. 

Considerando  por  último  que  la  fianza  que  el  juzgado  mandó 
otorgar  es  de  resultas  y  con  ella  está  conforme  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  fiador,  por  el  hecho  de  haber  firmado  este  último 
]a  escritura  de  foja  347. 

Con  arreglo  al  precitado  artículo  295:  se  declara  que  la 
fianza  prestada  por  D.  Gabriel  Fornes  es  de  resultas,  tanto  por- 
que ella  lo  dice  asi  como  porque  fué  la  que  se  mandó  estender 
de  perfecta  conformidad  de  partes  y  disposición  de  la  ley  que 
rije  en  e^tos  casos  para  garantir  los  resultados  deljiíido  ordi" 
nario.  Con  costas  al  articulista.  Motiiiquese  á  las  partes  inclu- 
jpjido  al  fiador  Fornes. 

Palma. 
.  Giraldez  pidió  reposición  de  este  auto,  apelando  i»  sub^ 
ndium. 
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Dijo  que  61  se  considcraír  las  disposiciones  de  los  artf culos 
279  y  siguientes  de  la  ley  de  procedimientos,  se  vé  que  esta  ley 
ha  adoptado  la  fianza  de  Toledo,  reformándola  y  haciendo  que 
el  fiador  responda  solo  para  el  juicio  ordinario  de  lo  que  el 
ejecutante  recibió  en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  asi  fui  pedida  la  fianza  por  Bustos,  pues  este  exigió  que 
cel  ejecutante  rindiera  la  competente  fianza  de  Toledo  que  ase- 
gúraselas resultas  del  juicio  ordinario.» 

Que  asi  lo  ordenó  el  juzgado  suprimiendo  la  palabra  Toledo. 

Que  por  consiguiente  la  fianza  de  Fornes  era  limitada  á  res- 
tituir las  152  vacas  entregadas. 

Que  no  puede  ser  de  otro  modo,  pues  los  artículos  294  y 
295  que  fundan  el  auto  reclamado,  se  refieren  al  caso  de  estar 
terminada  la  liquidación,  y  esta  no  lo  está  hasta  el  presente;  y 
porque  el  articulo  296  dispone  que  el  ejecutado  no  puede 
pedir  caución  st  no  ha  opuesto  y  tratado  de  probar  sus  escep- 
cienes,  como  no  las  ha  opuesto  Bustos. 

Contestó  Bustos  que  él  se  habia  allanado  á  entregar  lo  que  se 
le  cobraba  bajo  la  espresa  condición  de  que  se  le  salvaran  sus 
derechos  por  daños  y  perjuicios  para  repetirlos  en  via  ordinaria, 
y  que  asi  fué  resuelto  por  auto  ejecutoriado. 

Que  en  el  escrito  á  que  alude  Giraldez,  no  solo  pidió  la  fianza 
de  Toledo  sino  también  la  de  resultas  del  juicio  ordinario  que 
ya  tenia  promovido  por  pesos  16,980.75. 

Que  la  falta  de  liquidación  que  invoca  Giraldez  nada  importa, 
desde  que  la  fianza  prestada  por  Fornes  es  un  hecho  basado  en 
resolución  ejecutoriada. 

Fallo  del  Jíuez  Scccloniil. 

Mendoza,  Abril  4  de  1866. 

Vistos :  Sin  embargo  que  la  resolución  de  21  de  Marzo  último, 
foja  275,  dice  terminantemente  que  la  fianza  mandada  rendir  á 
Don  Claudio  Hanterola  y  que  prestó  últimamenie  D.  Gabriel 
Fomes  es  de  re$uUas. 


\    s 
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Se  declara  que  esta  se  ha  mandado  otorgar  en  consonancia  de 
los  artículos  S94  y  295,  titulo  i4  d^  la  ley  de  procedimi^os, 
W  razón  de  que  Bustos  desde  él  principio  de  la  ejecución  se 
allanó  á  pagar,  siempre  que  se  le  reseñase  su  derecho  y  se  le 
diese  caución  del  resultado  del  juicio  ordinario,  lo  que  importa 
decir  que  Bustos  ifUentó  oponerse  á  la  ejecmion  cumpliendo  con 
lo  preserípto  en  el  articulo  296  de  la  ley  citada. 

No  se  hace,  pues,  lugar  á  la  reposición  que  se  soljcita,  con 
costas,  y  en  su  lugar  se  concede  la  apelación  en  solo  el  efecto 
devolutivo  y  en  relación  citadas  y  emplazadas  las  partes  para  que 
en  el  término  de  cuarenta  dias  se  presenten  al  Superior.  E^te 
lérmino  principiará  á  contarse  desde  el  dia  que  el  escribano  des- 
glose de  los  autos  ejecutivos  las  piei^as  originales  que  están  al 
iin  de  este  cuerpo  de  autos,  desdé  foja  2i^  para  adelante,  y  saque 
las  copias  que  á  continuación  se  e^)resan,  pai*a  lo  cual  se  emplaza 
ai  término  de  doce  dias. 

lo  Copia  de  la  resoltacion  de  23  de  Junio  de  ISSi,  foja  56. 

2^  ídem  del  escrito  de  foja  111  con  su  providencia  de  20  de 
Enero  de  1865  y  resolución  siguiente  de  27  del  mismo  mes  ^ 
afio,  foja  113. 

3^  ídem  del  escrito  de  foja  121  y  del  de  18  de  Febrero  del 
mismo  ano  y  sentenpia  de  pago  de  21  de  Marzo  de  1865,  fo- 
ja 123. 

A^  ídem  del  escrito  que  corre  á  foja  125  con  m  providencia 
de  l^*  de  Marzo,  ano  idem. 

S»  ídem  de  la  resolución  de  25  de  Agosto  dé  1864,  foja  GS, 
espediente  ordinario. 

En  la  nota  acordada  remítanse  al  Superior  en  la  forma  acos- 
tumbrada ;  repóngase  el  sello. 

Palma. 

Los  documentos  indicados  en  el  auto  anterior  son  los  si- 
guientes: 

i^  Resolución  de  Junio  28  de  1864*^«Queda  e^édita  su  ac- 
ción á  D.  Eugenio  Bustos  para  que  repita  en  via  ordinaria  por 
tospeijuieios  que  asegura  haberle  inferido  el  ejecutante,  <;on  no 
haberle  permitido  girar  á  Chile  por  cierta  ^cantidad  de 
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para  la  craipra  ét  ganados^  le  mismo  qfM  sobre  los  perjuicios 
que  dice  le  ha  cansado  Manterola,  negándose  á  dar  los  avisos 
ée  los  puntos  por  donde  había  de  conducir  sus  arreos  conforme 
á  lo  estipulado.])  * 

2''. Escrito  de  Bustos^  en  ^ue  dice:  cel  ejecutante  rinda  la 
competente  ñanza  de  Toledo  que  asegura  las  resultas  del  juicio 
ordinario,  que  como  consecuencia  de  la  ejecncion  tengo  entabla- 
do  lo  cual  envuelve  en  sí  un  pago  sobre  el  que  tengo 

deducidos  cargos  en  la  via  ordinaria  que  quedarán  ilusorios  si  no 
se  otorgase  la  competente  fianza  de  Toledo  y  resultas  que  en 
este  caso  corresponde  según  la  ley. 

Auto  de  27  de  Enero  de  1865  mandando  conducir  las  vacas 
á  Chile,  con  calidad  de  que  el  ejecutante  para  poder  recibir  di- 
chas vacas  debe  rendir  previamente  caución  que  garanta  el  re- 
sultado del  juicio  ordinario  ya  promovido,  quedando  al  juzgado 
la  facultad  de  calificar  la  fianza  como  se  lo  permite  la  ley. 

3^  Escrito  de  Giraldez  proponiendo  fiadores  para  las  resultas 
del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  el  Sr.  Bustos.    ^ 

Sentencia  de  21  de  Marzo  de  1865  condenando  á  Bustos  al 
pago  de  pesos  1,752.16  y  1/2  y  agregando:  «Es  entendido  que 
para  recibir  él  ejecutante  este  abono  debe  rendir  previamente 
la  fianza  aceptada  por  decreto  anterior.)» 

4<>  Escrito  de  Giraldez  ofreciendo  como  fiador  á  D.  Gabriel 
Fomes  en  lugar  de  Correa  para  las  resultas  del  juicio  ordinario. 

Auto  de  1^  de  Marzo  de  1865  aceptando  al  fiador  y  mandando 
estender  la  escritura. 

50  Resolución  de  25  de  Agosto  de  1864  no  haciendo  lugar  á 
la  revocatoria  delante  de  6  de  Agosto  de  1864  en  que  el  Juez 
se  declaraba  competente  para  conocer  del  juicio  ordinario  pro- 
movido por  Bustos^  y  declaraba  bastante  la  personería  de  Gi- 
raldez para  responder  á  ese  juicio. 

(Dicha  resolución,  así  como  la  de  6  de  Agosto  de  1864,  se  en- 
cuentran en  la  causa  LXá  pág.  423  y  426^  tomo  1^  de  esta  pu- 
blicación.) 

60  El  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  26  de  Enero  de  1865,  con- 
firmando Uxeaolocion^e  25  de  Agosto  de  1864. 
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fallo  de  la  Suprema  Corte ;  que  eo  efecto  la  ejecutoria  es  relati- 
vamente á  la  obligación  de  resarcir  los  perjuicios  impuestos  á 
Manterola  por  ese  fallo,  y  sobre  la  que  no  cabe  ya  discusión ; 
pero  que  no  por  eso  nace  de  ella  la  acción  ejecutiva,  para  h 
cual  seria  necesario  que  aquel  fallo  hubiese  fijado  una  cantidad 
líquida  ó  una  base  de  liquidación. 

Conferido  traslado,  Bustos  se  adhirió  á  la  revocatoria,  para 
que  se  mandase  pagar  ejecutivamente  todo  el  importe  de  sus 
«upntas. 

Dijo  que  á  consecuencia  del  protesto  de  letras  habia  deman- 
dado en  el  juicio  ordinario  cantidades  determinadas,  y  el 
juzgado  fijó  los  cargos  á  ciertas  fechas  desde  Enero  de  1862 
adelante,  y  solo  por  cantidad  que  Manterola  dejó  de  pagar ;  que 
por  consiguiente  determinadas  laá  fechas  y  las  cantid;ides,  existe 
la  suma  cierta. 

Que  con  respecto  al  tercer  capítulo  constan  de  autos  las 
partidas  de  ganado  despachadas,  y  el  importe  de  la  operación 
de  herrar,  lo  que  constituye  cantidad  líquida  y  base  de  liqui- 
dación. 

Que  también  demandó  cantidades  ciertas  por  los  pastos, 
salario  de  peones  y  aprobados  los  cargos  por  la  sentencia,  se 
fijó  por  lo  mismo  la  base  de  liquidación. 

Que  finalmente  demandó  la  cantidad  incobrada  del  valor  de 
los  pagarés  perjudicados  por  causa  de  Manterola,  y  esa  misma 
cantidad  con  sus  intereses,  fué  mandada  abonar  por  la  Supre- 
ma Corte ;  siendo  del  mismo  modo  determinado  el  importe  de 
gastos  del  juicio  seguido  contra  Manterola  en  Buenos  Aires. 

Fallo  del  Jfitez'Seecloniil. 

Mendoza,  Mayo  18  de  1866. 

Vistos:  Considerando:  1°  Que  el  deber  dcfl  juez  en  la  pre- 
sente articulación  no  es  otro,  que  declarar,  si  la  acción  enta- 
blada por  Don  Eugenio  Bustos,  es  ó  no  ejecutiva,  ^^  Que  es 
evidente  que  del  pleito  ejecutivo  sobre  el  contrato  de  ganados. 


DB  JUSTICIA  NACIONAL  225 

ha  nacido  el  ardinario  sobre  indemnización  de  perjuicios,  que , 
Bustos  reclama  á  Don  Claudio  Manterola  en  el  cual  no  se  ha 
hecho  mas  que  fijar  la  responsabilidad  de  Manterola  para  in- 
demnizar á  Bustos  ciertos  y  determinados  perjuicios  por  varias 
faltas  que  están  consideradas  en  las  dos  sentencias  de  primera 
y  segunda  instancia  en  el  cuaderno  ordinario,  que  tienen  por 
fecha  22  de  Agosto  de  1865  y  8  de  Febrero  de  1866.  3^  Que 
los  perjuicios  mandados  abonar  á  Bustos  por  las  dos  resolu- 
ciones que  se  han  indicado  en  el  anterior  considerando, 
solamente  están  tomados  en  abstracto  ó  en  globo,  pues  su 
calificación  es  en  general,  faltando  por  consiguiente  su  com- 
probación parcial  y  previa  liquidación  para  poder  deducir  ac- 
ción ejecutiva.  4^  Que  aunque  es  cierto  que  el  cuaderno  ordi- 
nario suministra  alguna  prueba  con  relación  á  los  cargos  par- 
ciales, esta  no  se  puede  tomar  en  cuenta  por  ahora,  en  razón 
que  falta  todavía  el  juicio  de  su  comprobación  y  contestación 
que  es  materia  de  otro  asunto  nuevo,  pues  que  el  juicio  ordi- 
nario que  ha  afinado,  no  ha  hecho  mas  que  declarar  la  respon- 
sabilidad del  que  debe  satisfacer  esos  perjuicios.  5^^  Que  es 
una  escepcion  de  la  regla  general  que  se  ha  sentado  en  los  an- 
teriores fundamentos  el  cargo  por  descuido  que  comprende  el 
capitulo  5^  de  la  sentencia  de  22  de  Agosto,  reformado  por  la 
de  8  de  Febrero,  cuya  parte  dispositiva  manda  pagar  á  Bustos 
los  perjuicios  por  falta  del  protesto  de  los  dos  'pagarés  perju- 
dicados que  corren  á  fojas  182  y  183,  importantes  cada  uno, 
cinco  mil  pesos  plata  con  descuento  de  cuatro  mil  recibidos  á 
buena  cuenta.  6^  Que  estos  perjuicios,  sí  no  son  líquidos,  es 
fácil  liquidarlos,  desde  que  existen  en  el  espediente  los  paga- 
rés perjudicados  que  son  la  base  de  su  futura  liquidación^ 
como  asimismo  también  el  descuento  de  los  cuatro  mil  pesos. 
7^  Que  este  cargo  debe  estenderse  á  los  intereses  que  están 
ganando  dichos  pagarés  y  ademas  las  costas  del  pleito  que 
perdió  Bustos  en  el  asunto  que  siguió  ante  el  Consulado  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires  cobrando  dichos  pagarés  á  su 
primer  endozante,  por  cuanto  la  resolución  suprema  de  Febrero 
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úhimo^  abraza  en  general  todos  los  perjuicios  sufiidos  por 
eausa  de  la  falta  de  protesto.  89  Que  el  interés  debe  ser  el  que 
está  pactado  en  las  letras  perjudicadas,  que  es  el  uno  y  medio 
por  ciento  mensual;  pero  en  atención  á  que  Bustos  cedió  á 
Manterola  el  medio  por  ciento,  según  su  carta  de  foja  215 
que  él  mismo  invoca  en  su  cuenta  y  escritos  con  referencia  á 
ella,  no  será  mas  que  el  uno  por  ciento  mensual  hasta  el  dia 
de  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  al  articulo  256,  título 
SA  de  la  ley  de  procedimientos,  que  prescribe  al  Juez,  no  admi- 
tir como  titulo  ejecutivo  cantidad  ilíquida  é  indeterminada,  y 
el  248  que  permite  al  mismo  admitir  como  instrumento  ^ecu- 
tivo  cantidad  de  moneda  que  aunque  ilíquida  tenga  su  base 
de  liquidddon  en  el  mismo  titulo  de  obligación^  que  son  los 
j)agaré8  perjudicados,  corroborados  por  la  sentencia  ejecutoria 
Ae  la  Suprema  Corte  de  que  se  ha  hecho  mención  antes. 

Declaro,  primero :  Que  Don  Eugenio  Bustos  debe  reclamar 
por  via  ordinaria  su  cuenta  esplicada  que  corre  de  fojas  diez  i 
doce,  ascendente  á  la  cantidad  de  seis  mil  doscientos  treinta 
pesos  noventa  y  seis  centavos,  pudiendo  valerse  en  parte  de 
la  prueba  que  tiene  rendida  en  el  cuaderno  ordinario  afinado ; 
y  segundo:  que  Don  Eugenio  Bustos  puede  demandar  por 
acción  ejecutiva  el  valor  de  la  cuenta  que  corre  desde  foja 
trece  á  quince  inclusive  con  arreglo  á  esta  declaración  y 
previa  liquidación  en  forma,  á  cuyo  efecto  quedan  citadas  las 
partes  á  comparendo  para  el  sesto  dia  después  de  la  notifica- 
ción con  el  fin  de  nombrar  un  contador  que  reúna  la  confianza 
de  los' interesados. 

Es  entendido  que  el  pago  por  las  letras  peijudicadas  debe 
hacerse  en  oro,  tal  como  está  convenido  en  ellas,  6  su  equi- 
valente en  moneda  corriente  del  país.  Sus  intereses  deberán 
capitalizarse  desde  el  vencimiento  de  los  documentos  hasta 
el  14  de  Julio  de  1864,  que  es  la  fecha  de  la  demanda  de  Bas- 
tos contra  Manterola  á  razón  del  uno  por  ciento  mensual^  en 
virtud  de  la  carta  reconocida  que  corre  á  foja  doscientos 
quince  del  ordinario.  Desde  el  14  de  Julio  para  adelante,  corre 
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el  interés  reciproco   del  uno  y  medio  por  ciento  mensual. — 
Cada  parte  paga  sus  costas. — ^Notiflquese  á  las  partes  y  al  fiador. 

Juan  Palma. 

£1  apoderado  de  Hanterola  apeló  de  la  segunda  parte  del 
auto  anterior,  y  el  Juez  de  Sección  le  concedió  el  recurso  en 
relación. 

Pero  Bustos  pidió  revocatoria  del  auto  que  concede  la  ape- 
lación por  no  ser  apelable,  según  el  artículo  254  de  la  ley  de 
procedimientos,  el  auto  que  hace  lugar  á  la  ejecución. 

La  pidió  también,  apelando  tn  subsidium^  del  de  i8  de  Mayo 
en  la  parte  que  mandó  repetir  por  vía  ordinaria  el  valor  de 
6230  pesos  96  centavos^  diciendo  que  en  el  juicio  ordinario  se 
habiao  rechazado  las  primeras  once  partidas  de  su  cuenta  que 
ascendian  á  1766  pesos,  lo  que  prueba  que  el  juicio  no  solo 
versó  sobre  el  derecho  á.  la  indemnización,  sino  también  sobre 
la  cantidad  que  debia  indemnizarse ;  que  se  recibió  á  prueba 
la  causa  y  se  justificaron  las  partidas  de  cargo ;  y  que  por  con^ 
siguiente  la  sentencia  ejecutoriada  al  mismo  tiempo  que  ha 
sancionado  el  derecho  á  la  indemnización,  ha  fijado  las  partidas 
que  la  componen  y  el  importe  de  la  misma. 

Se  confirió  traslado  á  Manterola,  y  este  contestó  que  no  obs*- 
tante  ser  infundadas  las  razones  alegadas  por  Bustos,  consen- 
tía en  que  se  le  otorgara  el  recurso  de  apelación,  pero  no  en 
la  reposición  del  auto  concediendo  la  apelación  por  no  tener  el 
Juez  jurisdicción  para  ello,  desde  que  quedó  suspendida  por 
el  mero  hecho  de  haber  concedido  el  i*eeurso« 

Fallo  del  Jíuez  Seceioniil. 

Mendozai  Junio  1«  de  1866. 

Vistos:  La  resolución  de  18  de  Mayo  último  que  se  regis- 
tra á  foja  38,  contiene  dos  partes:  la  primera  está  por  la  via 
ordinaria  y  la  segunda  por  la  ejecutiva.  Ambas  partes  han  ape- 
lado de  lo  ^e  les  es  perjudicial ;  mas  Don  Eugenio  Bustos  que 
es  el  actor,  pide  reposición  del  acto  de  22  de  Hayo  ioja  44 
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que  concede  la  apelación  en  ambos  efect08|  alegando  que  no 
es  apelable  la  segunda  parte  de  la  resolución  del  i8  de  Mayo, 
por  cuanto  concede  la  ejecución.  Que  si  esta  se  hubiese  dene- 
gado, que  entonces  sí  tendría  lugar  el  recurso  en  relación. 

Al  mismo  tiempo  Bustos  pide  reconsideración  y  reforma  de 
la  segunda  parte  en  cuanto  por  esta  se  dispone  la  previa  liqui- 
dación. 

Don  Claudio  Manterola,  representado  por  el  poderísta  Giral- 
dez,  sostiene  que  no  puede  ya  el  juzgado  reponer  el  auto  de 
22  de  Mayo,  porque  habiendo  concedido  la  apelación  en  ambos 
efectos  la  jurisdicción  quedó  suspendida  y  limitada  á  proveer 
los  recursos  y  nada  mas. 

Considerando:  Primero:  que  aunque  es  cierto  que  la  admisión 
del  recurso  suspende  realmente  la  jurisdicción  inter  el  superior  % 

se  pronuncia,  también  lo  es  que  esta  suspensión  solo  llega  á 
consumarse  después  de  pasado  el  término  de  apelación.  Segun- 
do: que  durante  éste  ha  ocurrido  Bustos  por  lo  cual  la  provi- 
dencia del  22  quedó  en  suspenso  y  dependiente  de  lo  que  se 
resuelva,  mediante  la  reposición  solicitada.  Tercero:  que  el 
articulo  254  de  la  ley  de  procedimientos  solo  faculta  al  juez 
para  conceder  la  apelación  cuando  se  deniega  la  ejecución  como 
sucede  por  ejemplo  con  la  primera  parte  de  la  resolución  del 
18,  cuyo  caso  es  apelable  en  relación  á  diferencia  déla  segnnda 
(el  polo  opuesto)  que  no  lo  es,  estando  al  sentido  literal  del 
mencionado  artículo.  Cuarto:  que  el  espíritu  y  tendencia  dd 
articulo  300  de  la  misma  ley,  restrictiva  de  todo  recurso  que  no 
esté  espresamente  determinado  por  la  ley  que  regla  el  procedi- 
miento ejecutivo.  Quinto:  que  el  motivo  que  indujo  al  juez  al 
decretar  la  previa  liquidación  antes  de  la  ejecución,  por  los 
peijuicios  de  las  letras  perjudicadas,  no  es  otro  que  el  haber 
determinado  la  resolución  del  18  capitalización  de  intereses 
vencidos  por  cierta  época,  lo  cual  puede  quedar  pendiente 
hasta  el  fallo  definitivo  de  la  Suprema  Corte  que  confirme  ó 
revoque  aquella,  pudiéndose  por  consiguiente  y  sin  peijuicio, 
librarse  ejecución  por  el  valor  de  las  letras  peijudicadas,  in« 


DE  JÜ8TICU  NAaONAL  229 

tercses  y  costas  que  mas  tarde  se  pueden  liquidar ;  y  Sesto : 
que  uua  vez  que  existe  en  estas  la  base  de  la  ejecución  y  de 
su  ñitura  liquidacioD^  no  hay  porque  no  decretar  el  pago  de  los 
peijutcios  por  dichas  letras,  conforme  lo  prescribe  una  dispo- 
sición suprema. 

Por  estos  fundamentos,  rija  el  decreto  de  22  de  Mayo  con 
relación  á  la  primera  parte  de  la  resolución  apelada  del  i  8 
del  mismo  mes.  En  cuanto  á  la  segunda,  se  niega  la  apelación; 
pndiendo  la  parte  que  se  perjudica  con  esta  negativa  quejarse 
al  superior,  una  vez  que  se  remiten  los  antecedentes  origina- 
les. Saqúese,  copia  autorizada  de  las  dos  letras  perjudicadas  y 
de  la  cuenta  correjida  que  corre  desde  foja  i3  á  15  inclusive 
y  con  estas  dos  piezas  fórmese  espediente  por  cuerda  separada, 
teniendo  el  deudor  el  término  de  tercero  dia  para  pagar  el 
valor  de  dichas  letras,  intereses  y  costas,  bajo  apercibimiento 
de  ejecución  y  embargo.   Al  nuevo  espediente  agregúese  tam-^ 

bien  copia  autorizada  de  este  decreto. 

Juan  Palma. 

Manterola  apeló  de  esta  resolución  y  se  le  negó  el  recurso  por 
no  ser  apelable  el  auto  que  admite  la  ejecución. 

Entonces  D.  Federico  Givils,  por  Manterola,  introdujo  re- 
curso de  queja  ante  la  Suprema  Corte,  diciendo  que,  sostener 
que  la  suspensión  de  la  jurisdicción  del  juez  a  quo  producida 
por  la  apelación,  llega  á  consumarse  después  de  pasado  el 
término  de  esta,  es  decir,  que  la  suspensión  está  en  suspenso, 
en  lo  que  hay  implicancia ;  que  el  auto  concediendo  apelación 
no  es  apelable ;  que  Bustos  no  apeló  del  auto  de  22  de  Mayo, 
sino  que  pidió  su  reposición ;  que  nada  tiene  que  ver  el  tér- 
mino para  la  apelación,  desde  que  no  se  apeló;  que  por  con- 
úguiente  la  jurisdicción  del  juez  a  quo  no  solo  quedó  suspen- 
dida por  la  apelación  interpuesta,  sino  también  consumada  por 
no  haber  apelado  Bustos;,  que  además  la  reposición  de  provi- 
dencias interlocytorias  debe  interponerse  dentro  de  tres  dias  y  no 
de  cinco,  articulo 203,  ley  de  procedimientos;  que  por  lo  tanto 
la  petición  de  reposición  presentada  después  de  los  tres  dias 
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debió  rechazarse  ín  limine;  que  finalmente  la  sentencia  de  18 
de  Mayo  no  contenia  tin  auto  de  solvendo^  sino  una  declaración 
que  Bustos  podía  demandar  ejecutivamente  á  Manterola  por  el 
valor  de  la  cuenta  de  fojas  13  á  15  y  de  las  letras  perjudicadas, 
la  cual  era  apelable. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

« 

Buenos  Aires,  Setiembre  6  de  1866. 

Vistos :  Considerando:  Primero,  que  las  sentencias  dictadas  por 
el  Juzgado  de  Sección  dé  Mendoza  y  por  esta  Suprema  Corte  de 
Justicia  á  fojas  doscientos  cincuenta  y  cuatro  y  tres  cientos  diez 
y  seis  de  los  autos  principales,  en  el  pleito  seguido  por  Don 
Eugenio  Bustos  contra  Don  Claudio  Manterola,  sobre  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios,  no  contienen  el  pago  de  cantidad 

4 

liquida ;  Segundo,  que  por  dichas  sentencias  solo  se  han  resuelto 
las  dos  cuestiones  de  derecho  que  envuelve  siempre  toda  recla- 
mación de  daños  y  perjuicios :  esto  es,  si  son  debidos,  y  en  que 
consisten ;  dejándose  la  liquidación  de  ellos,  6  la  cuestión  de 
averiguar  cual  es  su  monto  ó  en  cuanto  deben  estimarse  para 
otro  juicio ;  Tercero,  que  asi  consta  de  la  disposición  conte- 
nida al  final  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  llamando  á, 
las  partes  á  un  comparendo',  *  <r  con  el  fin  de  nombrar  peritos 
contadores,  que  arreglen  la  cuenta  de  los  cargos  calificados  por 
de  legitimo  abono»,  cuya  disposición  no  fué  reformada  por  la 
sentencia  de  esta  Corte ;  se  revoca  por  estos  fundamentos  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  ocho,  y  satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  Juez  de  Sección,  para 
que  conforme  á  lo  resuelto  y  ejecutoriado,  intime  á  las  partes 
que  nombren  peritos  contadores  para  la  liquidación  de  los 
daños  y  perjuicios  á  que  ha  sido  condenado  D.  Claudio  Man- 
terola, siguiéndose  este  juicio  por  la  via  ordinaria. 

Francisco  de  las  Carreras. — ^Sal- 
VADOR  María  del  Carril.— Fran- 
cisco Delgado  .—José  Barros  Pa- 
zos.—Jo^  B.  GOROSTUGA. 
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CAUSA  cnuíñ. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juet  de  Comercio  y  el  de 
Sección  de  Buenos  Aires,  sobre  embargo  de  ttn  biique. 


Sumario. — Los  Tribunales  de  Provincia  pueden  en  un  juicicí 
ejecutivo  de  su  competencia  mandar  embargar  las  cosas  que  se^ 
preparan  ó  pueden  servir  para  la  navegación  ó  comercio  maríti- 
mo antes  de  ser  empleados  en  estos  objetos  y  hallándose  dentro 
de  su  territorio. 


Caso. — Don  Miguel  Barcos,  en  representación  de  Tomás  Drys- 
dale  y  compañía  y  Diego  Semjple  y  compañía,  cobró  ejecutiva- 
mente ante  el  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia  una  cantidad  de 
pesos  á  Diego  Hodge,  constructor  del  vapor  Adela^  de  pro- 
piedad de  don  Leopoldo  Arteaga,  por  artículos  vendidos  al  refe« 
rido  constructor. 

Ordenada  la  ejecución,  Rodge  presentó  al  embargo  el  vapor 
Adela  y  la  tramitación  llegó  al  estado  de  haberse  ordenado 
m  venta  en  público  remate* 

Entonces  don  Alfredo  Arteaga,  por  su  hermano  don  Leopoldo, 
se  piresentó  al  Juez  Nacional  de  Etuenos  Aires,  pidiendo  oficio 
para  el  Juez  de  Comercio  para  que  suspendiera  la  venta  del  bu- 
que, y  cemitiera  los  antecedentes  al  Juzgado  de  Sección,  para 
hacer  valer  ante  él  los  derechos  de  propiedad  del  buque,  en  ra- 
zón de  que  toda  cuestión  sobre  propiedadde  buquea  corsean* 
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£1  Jaez  de  Sección  ofició  en  ese  sentido  al  de  Comercio»  quien 
confirió  Yi$ta  á  Barcos. 

Este  se  opuso  i  la  pretensión  del  Juez  de  Sección,  diciendo 
que  no  habia  demandado  á  Hodge  sobre  la  propiedad  del  ba- 
que, sino  por  cantidad  de  pesos  proveniente  de  venta  de  merca- 
derías, y  que  el  caso  era  del  fuero  común  por  razón  de  la  materia 
y  de  las  personas. 

Que  como  un  incidente  del  juicio  ejecutivo  se  embargó  el  va- 
por Adela ;  pero  que  esto  no  era  bastante  para  sustraer  la  clies-* 
tion  al  conocimiento  del  Tribunal  Provincial,  pues  lo  accesorio 
debe  seguir  lo  principal. 

Que  si  Arteaga  se  cree  perjudicado  con  el  embargo,  debe 
hacer  valer  sus  derechos  ante  el  juez  de  la  causa  principal ,  sin 
que  por  esto  pueda  quedar  privado  de  las  garantías  que  le  acuer- 
da la  ley  nacional,  pues  por  el  artículo  14  de  la  ley  de  1.4  de 
Setiembre  de  1863,  tiene  el  derecho  de  apelar  ante  la  Suprema 
Corte,  cuando  por  la  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  la  Provin- 
cia se  desconozca  una  ley  nacional  ó  se  afecten  personas  ó  cosas 
que  están  bajo  su  amparo. 

Que  en  el  caso  del  capitán  Sapbort  con  Amoroso  y  Lafibnt  y 
García,  la  Suprema  Corte  habia  decido,  que  estando  el  juicio 
principal  sujeto  á  la  jurisdicción  provincial,  no  podia  aquel  sus- 
traerse al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  Provincia,  cual- 
quiera que  fuese  el  carácter  de  un  incidente  de  dicho  juicio  y  de 
las  personas  que  estaban  interesadas  en  aquel,  porque  lo  acceso- 
rio no  atrae  lo  principal. 

Que  lo  sucedido  y  resuelto  en  ese  caso  era  completamente 
aplicable  al  presente,  encontrándose  Arteaga,  en  las  mismas 
condiciones  que  el  capitán  Sanbort. 

El  Juez  de  Comercio  aceptó  estos  fundamentos  para  decla- 
rarse competente  y  avisó  al  de  Sección. 

Este  contestó  que  las  razones  espuestas  por  Barcos,  no  eran 
bastantes,  pues  no  trataba  conocer  en  el  juicio  ejecutivo  ;  que 
no  era  aplicable  á  la  jurisdicción  esclusiva  sobre  negocios  marí- 
timos la  regla  deque  lo  accesono  debe  seguir  la  naturaleza  de  lo 
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principal ;  y  que  no  habia  analojfa  entre  este  y  el  caso  de  San- 
bort.    . 

Que  el  Ju2gado  de  Sección,  opinaba  no  haberse  podido 
por  el  de  Comercio,  embargar  un  buque  en  construcción, 
1^:  porque  el  artículo  100  de  la  Constitución  ha  esclui- 
do  de  la  jurisdicción  provincial  todo  lo  que  es  marítimo ; 
2o  porque  el  inciso  9,  artículo  2  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  atribuye  á  los  Jueces  de  Sección,  el  co- 
nocimiento de  las  causas  que  versen  sobre  posesión  ó  pro- 
piedad de  un  buque;  3^  porque  el  artículo  10  de  la  mis- 
ma ley  somete  á  la  jurisdicción  nacional  los  que  versen 
sobre  embargos  de  buques  y  en  general  sobre  bs  hechor  rela- 
tivos á  la  navegación. 

Que  por  el  articulo  101  de  la  Constitución  y  12  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863  la  jurisdicción  marítima  no  po- 
día ser  prorogada,  como  lo  seria,  si  los  Tribunales  Provin- 
ciales pudiesen  decretar  y  conocer  del  embargo  de  un  buque. 

Que  el  artículo  14  de  dicha  ley  no  importa  una  limitación 
á  este  principio,  pues  aquel  se  refiere  solo  á  las  causas  radi- 
cadas en  los  Tribunales  Provinciales  antes  de  establecerse 
los  Nacionales,  ó  á  los  que  corresponden  á  estos  por  ra- 
zón de  nacionalidad  ó  vecindad. 

Que  por  tales  razones  insistía  en  su  competencia,  invitando 
al  Juez  de  Comercio,  á  elevar  á  la  Suprema  Corte  los  antece- 
dentes para  decidirla  contienda. 

Así  se  hizo  por  ambos  jueces,  y  vista  }a  caus%  en  13  de 
Setiembre  de  1866,  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  de  lii  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1866. 

Vistos  y  considerando,  que  el  embargo  que  el  Juez  de  Co- 
mercio Provincial,  procediendo  en  causa  que  se  reconoce 
ser  de  su  competencia,  ha  mandado  trabar  en  el  casco  de  un 
buque  en  construcción  para  asegurar  el  resultado  del  juicio, 
es  un  acto  que  no  excede  los  límite  de  ^8^  propia. jimadic- 
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cien ;  pues  ningana  ley  prohibe  á  los  Tribunales  de  PMrmeia 
ejecutar  las  cosas  que  se  preparan  ó  pueden  servir  para  la 
navegación  y  comercio  marítimo,  antes  de  ser  empleados  en 
estos  objetos,  y  cuando  se  hallan  situados  dentro  de  su 
territorio ;  se  declara  que  no  es  fundada  la  competencia  que 
le  ha  promovido  el  Juez  de  Sección,  y  que  don  Alfredo  Ar- 
teaga,  debe  ocurrir  ante  quien  y  en  la  forma  que  correspon- 
da á  deducir  el  derecho  que  representa,  devolviéndose  al  Juz- 
gado de  Comercio  los  autos  que  ha  remitido  con  las  actuacio- 
nes obradas  ante  el  de  Sección,  satisfechas  que  sean  las  cos- 
tas y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Garreras^-Salvador  Haría 
DEL  Carril — Francisco  Delgado— José 
Barros  Pazos. — José  B.   de  Coros- 

TUGA. 


CAUSA  CIi. 


/.  H.  Paul  Poit  y  C^  contra  J.  F,  Gowland  y  C»,  sotare  en- 

trega  de  un  espediente. 


Sumario. — El  espediente  obrado  ante  juez  incompente  pue- 
de ser  remitido  original  al  juzgado  á  quien  corresponda  el 
conocimiento  de  la  causa. 


C(0»^.«-*])espaes  dedeehurada  kr  incompetencit  de  lo»  TiibnuK 
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les  Nacionales  en  la  demanda  que  J.  H.  Paul  Poli  y  C^,  entablaron 
contra  Juan  F.  Gowland  y  €^  (1),  los  primeros  pidieron  al  Juez 
de  Sección  la  entrega  del  espediente  y  un  certificado  del  actua- 
rio sobre  el  importe  de  las  estadías  y  gastos  pagados. 

Accedídose  por  el  juez,  los  señores  J.  F^GowIand  y  C^  pi- 
dieron reposición  del  decreto  en  la  parte  que  concedía  la  en- 
trega del  espediente,  fundándose  en  que  los  autos  debian  que- 
dar archivados  en  el  juzgado  donde  se  hablan  seguido,  y  los 
documentos  exhibidos  por  ellos  y  corrientes  en  autos  no  debian 
ser  entregados  á  los  adversarios,  pudiendo  entregarse  los  docu- 
mentos á  las  partes  según  lo  hubiesen  exhibido,  lo  que  pedian 
al  juzgado  se  concediese. 

Conferido  traslado,  J.  H.  Paul  Pott  y  O  contestaron  que 
cuando  los  autos  se  han  verificado  ante  juez  incompetente,  la 
práctica  es  entregar  el  espediente  al  actor  para  que  ocurra  ante 
quien  corresponda. 

Que  J.  F.  Gowland  y  C^  pedian  la  entrega  de  los  documentos 
á  las  partes  según  los  hubiesen  exhibido,  y  que  esto  era  lo  aue 
motivaba  su  oposición,  pues  en  los  documentos  exhibidos  por 
aquellos  estaba  comprobada  su  mala  fe  en  el  contrato  que  dio 
mérito  á  la  acción  entablada,  prueba  que  los  mismos  tenian 
interés  en  hacer  desaparecer. 

Aute  del  JTues  Seeeioiuil. 

Buenos  Aires,  Julio  24  de  1866. 

Y  vistos :  Por  las  razones  consignadas  en  el  precedente  es- 
crito, remítase  todo  lo  actuado  al  Juzgado  de  Comercio  de  se- 
mana, librándose  el  correspondiente  oficio ;  todo  previo  pago 

de  costas. 

Heredia. 

Los  señores  Goveland  y  C^  apelaron  y  se  les  concedió  el  re- 
curso en  relación. 

Vista  la  causa  en  15  dé  Setiembre  de  ^866»  se  dicta  el  ú^ 
guíente 

{ty  Cansa  140>  temo  9^^  páj.  175  y  sigoientes. 
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JPallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos-'Aires,  Setiembre  15  de  1866. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costad  el  auto 
apelado  de  foja  ci^pnenta  y  nueve  vuelta,  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor Ma^ía  del  Carril. — FiuNasco 
Delgado. — ^J.  Barros  Pazos. 

B.  GOROSTUGA. 


CAUSA   CliH. 


D.  Mariano  Bülinghurst  con  los  Fratelli  Piaggio^  sobre  pago 
de  dereciio  consulares  de  la  Barca  ^Marinetta^y 

Sumario. — ^Vendido  un  buque  en  público  remate,  el  pago  de 
créditos  contra  el  buque,  hecho  sin  autorización  judicial,  pero 
de  buena  fe  y  con  el  objeto  de  facilitar  la  consumación  de  la 
venta,  debe  considerarse  válido,  mientras  no  resulten  Otros  cré- 
ditos preferrates  y  que  no  puedan  ser  cubiertos  con  el  precio 
de  la  venta. 


Caso. — El  martiliero  D.  Mariano  Billinghurst,  encargado  por  el 
Juez  de  Sección  de  la  venta  de  la  barca  italiana  cMarinetta»  á  con- 
secuencia de  un  juicio  ejecutivo  de  Piaggio  Fratelli^  dio  cuenta 
al  juzgado  haber  verificado  dicha  venta,  y  haber  depositado  su 
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producto  en  el  Banco  de  la  Provincia,  meno^  una  cantidad  pa- 
gada al  capitán  y  marineros  del  buque  según  orden  del  Juez, 
7  otra  de  800  pesos  fuertes  que  pagó  al  Consulado  Italiano  por 
derechos  fiscales. 

Dijo  que  debiendo  dar  al  comprador  la  posesión  del  buque, 
se  apersonó  al  Consulado  Italiano,  y  se  le  contestó  que  si  no  se 
abonaban  previamente  los  derechos  fiscales  no  podia  despo- 
jarse el  buque  de  su  bandera,  y  seria  considerado  siempre  como 
italiano  y  sujeto  á  la  jurisdicción  consular. 

Que  en  tales  condiciones  el  comprador  no  queria  oblar  el 
precio,  y  para  obviar  dificultades  garantió  personalmente  el  pago 
de  los  citados  derechos,  y  obtuvo  así  un  oficio  del  Consulado 
Italiano  á  la  Capitanía  del  Puerto,  comunicando  que,  desde  esa 
fecha  cesaba  la  barca  cMarinetta»  de  hjicer  parte  de  la  marina 
mercante  italiana* 

Que  por  tales  razones  se  vio  obligado  á  abonar  los  derechos 
mencionados. 

Conferido  traslado  al  apoderado  de  Piaggio  Fratelli,  este 
contestó  que  el  Sr.  Billinghurst  habia  asumido  atribuciones  que 
le  eran  estrañas. 

Que  el  arreglo  de  pagos  de  preferencia  y  demás  concerniente 
al  buque  ejecutado  se  debe  verificar  según  la  disposición  de  los 
artículos  1020  y  siguientes  del  Código  de  Comercio,  y  el  mar- 
tiliero no  tiene  mas  comisión  que  la  de  vender,  no  siendo  juez 
ni  autoridad  para  hacer  pagos  que  no  están  ordenados. 

Que  por  lo  tanto  pedia  se  obligase  al  martiliero  Billinghurst 
á  entregar  la  cantidad  ilegalmente  deducida  y  pagada  al  Con- 
sulado Italiano. 

Fallo  del  JTues  Seccional. 

Buenos  Aires,  Julio  1 7  de  1866. 

Y  vistos :  Atendiendo  &  que  el  rematador  ha  escedido  sus  atri- 
buciones haciendo  pagos  para  que  no  estaba  facultado,  y  acerca 
de  los  cuales  solo  es  coifupetente  este  juzgado,  intímesele  oble 
en  eldiaeiiel  Banco  de  la  Provincia  á  disposición  deestejuz- 
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gado  el  total  importe  de  la  venta^  con  deducción  solamente  de 

su  comisión  y  gastos.   Fecho,  remítase  el  espediente  para  el 

otorguniento  de  la  escritura* 

Heredia. 

Billinghnrst  apeló  de  este  auto,  y  concedido  el  recurso  en 
relación,  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  de  1«  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1866. 

Vistos:  Considerando:  Primero.  Que  el  pago  hecho  por  el 
rematador  público  Don  Mariano  Billinghnrst,  de  los  derechos 
fiscales  y  consulares  debidos  por  la  barca  Italiana  aMarinetta», 
y  de  ios  salarios  debidos  al  capitán  y  marineros  de  dicho  buque, 
ha  sido  con  el  objeto  de  evitar  perjuicios  y  de  facilitar  la  entrega 
del  buque  vendido  y  la  percepción  del  precio,  para  conseguir 
la  consumación  del  contrato,  obrando  en  este  asunto  de  buena 
fe  y  como  lo  haria  en  negocio  propio ;  Segundo.  Que  aun  cuando 
al  satisfacer  estos  créditos  haya  procedido  sin  autorización  ju- 
dicial, sin  embargo  ellos  pueden  resultar  de  legítimo  y  prefeiído 
abono,  al  tiempo  de  la  graduación  de  los  privilegios  respecto 
del  precio  del  buque,  en  el  orden  prescripto  por  los  artículos 
mil  veinte  y  uno  y  mil  veinte  y  tres  del  Código  de  Comercio, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  fojas  diez  y  ocho  vuelta,  yse  declara 
que  don  Mariano  Billinghnrst  ao  está  obligado  á  la  devolución  de 
la  suma  pagada  por  él  al  Consulado  de  Italia,  sino  en  el  caso 
que  resulten  otros  créditos  preferentes,  y  que  el  precio  del 
buque  no  alcanzo  á  cubrir  aquella  suma.  Satisfechas  las  costas, 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

FRANaSCO  DE  LAS  CaRREEAS— SaLVABOR 

Maku  del  Carril— Francisco  Del- 
gado—José  Barros  Pazos.--Jos£  B. 
gorostuga. 
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CAUSA  CIiII. 


Don  Lorenzo  Rebollo^  con  el  capitán  del  vapor  «  Iron  King  » 
sobre  recurso  de  una  resolu^on  arbitral. 


Sumario. — 1<>  En  los  asuntos  sometidos  á  arbitros  las  facul- 
tades del  juez  ordinario'  se  limitan  á  conocer  de  las  recusacio- 
nes que  se  opongan  á  su  nombramiento  ó  intervención  en  el 
juicio  arbitral,  y  á  compelerles  á  dictar  resolución. 

^  El  juez  ordinario  no  puede  admitir  el  recurso  de  una 
resolución  arbitral  anterior  al  laudo,  bajo  el  protesto  de  ser 
irregular. 

S°  Todo  lo  que  obre  e\  juez  ordinario  en  virtud  de  ese  re- 
curso es  nulO)  por  carecer  de  jurisdicción  para  ello.    , 


Caso. — El  patrón  de  la  goleta  Nueva  Anjelita^  don  Lorenzo 
Rebollo,  demandó  al  capitán  del  vapor  Iron  King^  por  ave- 
rías sufridas  á  consecuencia  de  un  choque  sucedido  en  el  Rio 
Paraná,  en  la  vuelta  llamada  del  Dorado^  en  la  noche  del  21 
al  22  de  Enero  de  1866. 

Dos  días  después  el  representante  del  capitán  del  Iron 
King^  demandó  al  patrón  de  la  Nueva  Anjelita,  alegando  que 
i«esteeran  impitíables  las  averías  sucedidas,  y  que  habia  sufri- 
do el  vapor  del  mando  de  su  representado. 

Los  dos  capitanes  sometieron  la  cuestión  á  arbitros  arbitra- 

dores. 

Empezaron  estos  á  conocer  en  el  asunto,  y  habiendo  tenido 
lugar  un  comparendo  en  el  cual  se  convino  recibir  la  causa 
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á  prueba  con  arreglo  ala  ley  nacional,  abrieron  á  prueba  la 
causa  fijando  los  puntos  correspondienl^s. 

El  apoderado  del  capitán  del  Iron  King^  pidió  varias  dili* 
jencias,  y  entre  ellas  que  se*  mandasen  examinar  algunos  tes- 
tigos residentes  en  el  Rosario. 

Los  arbitros  proveyeron  ordenando  que  los  testigos  se  pre- 
sentaran á  prestar  su  declaración  en  la  sala  del  Juzgado  Nacio- 
nal de  Buenos  Aires. 

Don  Enrique  Dowse,  por  el  capitán  del  Iron  King^  ocurrió 
ál  Juez  de  Sección  por  el  recurso  de  nulidad,  queja  y  contra 
la  providencia  de  los  arbitros,  y  pidió  declarase  que  se  debia 
ordenar  la  declaración  de  testigos  ante  el  Juez  de  Sección  del 
Rosario,  según  lo  babia  pedido. 

El  Juez  de  Sección  pidió  informe  á  los  arbitros,  y  recibidolo 
resolvió  lo  siguiente: 

Buenos  Aíres^  Abril  13  de  1866. 

Considerando  que  no  se  trata  de  un  recurso  de  apelación, 
sino  de  denegación  de  justicia,  recurso  de  que  es  susceptible 
la  conducta  de  los  arbitros  arbitradores  ;  que  como  tales  no 
están  obligados  por  la  ley  á  seguir  las  formalidades  del  dere- 
cho, muy  especialmente  en  materia  de  procedimientos ;  que  don 
Enrique  Dowse,  ba  solicitado  bien  clara  y  terminantemente  en 
el  escrito  de  fqja ...  .se  dirijan  los  arbitros  al  juzgado  á  fin 
de  que  se  recibiese  la  causa  á  prueba,  que  debia  rendirse  en 
el  Rosario,  se  reforma  la  resolución  de  los  arbitros  en  la 
parte  recurrida,  y  devuélvase  para  que  provean  en  el  punto  re- 
currido con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  auto. 

Heredia. 

Rebollo  pidió  reposición  de  este  auto  apelando  in  subsidiüm^ 
diciendo  que  el  juzgado  no  tenia  jurisdicción  para  revocar  una 
providencia  tomada  por  los  arbitros  en  su  carácter  de  arbitra- 
dores ;  que  como  tales  habian  podido  suprimir  ó  limitar  la  pro- 
ducción de  la  prueba,  según  su  conciencia ;  que  en  el  pre- 
sente caso  los  árbibros  tenían  que  proceder  en  las  dilijencias 
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probatorias  con  arreglo  á  las  leyes  nacionales,  porque  se  trataba 
de  un  asunto  de  jurísdiceion  nacional^  y  porque  así  se  habia 
convenido  por  las  partes ;  y  que  Üówse  al  pedir  el  examen  de 
los  testigos  en  el  Rosario  no  habia  llenado  los  requisitos  exi^ 
jidospor  la  ley  nacional  al  respecto. 

Conferido  traslado,  contestó  Dowse  que  por  la  ley  nacional  de 
procedimientos  es  permitido  producir  la  prueba  de  testigos  en 
el  lugar  donde  estos  se  hallan  domiciliados ;  y  que  habiéildose 
negado  los  arbitros  á.  admitirla,  le  hablan  denegado  justicia,  en 
cuyo  caso  puede  haber  lugar  al  recurso,  y  el  juez  puede  obligar 
á  los  arbitros  á  observar  los  trámites  legales. 

El  Ju^z  de  Sección,  proveyó  lo  siguiente : 

Buenos-Aires,  Junio  12  de  1866. ' 

T  vistos :  Considerando  que  por  la  misma  ésposicion  de  las 
partes  consta  que  convinieron  en  que  la  prueba  se  recibiese 
con  arreglo  á  la  ley  nacional,  ésposicion  que  corrobora  el  acta 
de  foja  21  vuelta;  que  los  requisitos  que  estal)lecen  los  artí- 
culos 92  y  95  de  1^  ley  nacional  de  procedimientos  no  han  sido 
llenados  por  la  parte  de  Dowse  en  su  escrito  de  foja  28,  pues 
ni  ha  consignado  el  valor,  ni  ofrecido  fianza  por  el  impone  del 
costo  de  su  contrario,  ni  tampoco  el  juramento  de  no  tener  otros 
testigos;  que  en  consecuencia,  pues,  el  auto  délos  arbitros 
que  niega  esa  petición  es  arreglado  á  derecho,  se  revoca  el  auto 
defoja34vuelta,  y  devuélvase  á  los  arbitros  para  que  lleven 
adelante  sus  procedimie^s. 

Heredia. 

D.  Tomás  Armstrong,  como  representante  de  la  empresa 
del  Ferro-carril  Central  Argentino,  propietario  del  Iron  King^ 
apeló  de  este  auto,  y  el  Juez  de  Sección  negó  la  apelación  fun- 
dándose en  que  no  es  apelable  la  resolución  de  los  arbitros,  y 
que  si  conoció  del  anterior  recurso  fué  porque  era  por  denega* 
cion  de  justicia  y  no  de  apelación. 

ijgrmbtrong,  introdujo  recurso  de  queja  ante  la  Suprema  Corte, 

17 
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y  sustanciado  este  con  el  infonne  del  juez,  se  le  ordenó  la  remi* 
sion  de  los  autos,  suspendiéndose  los  procedimientos» 

Se  vio  la  causa  en  18  de  Setiembre  de  1866  y  se  pronunció  él 
siguiente 

ÍPallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos-Aires,  Setiembre  20  de  1866. 

Vistos,  y  considerando — Primero :  que  las  facultades  del  juez 
ordinario  en  los  asuntos  comprometidos  en  arbitros  por  los  in- 
teresados, están  limitadas  por  las  leyes  á  conocer  de  las  recu- 
saciones que  se  opongan  á  su  nombramiento  ó  intervención  en 
en  el  juicio  arlntral,  y  á  compelerlos  cuando  dilatan  volunta- 
riamente el  pleito,  ó  dan  suficiente  fundamento  para  creer  que 
se  proponen  dejar  vencer  el  término  asignado  sin  resolv^lo. — 
Segundo:  que,  por  consiguiente,  no  le  es  permitido  al  juez  ad- 
mitir recursos  fundados  en  la  irregularidad  de  los  procedimien- 
tos délos  arbitros  anteriores  al  laudo. — Tercero:  que  estos  an- 
tecedentes dem&estran,  que  el  Juez  de  Sección  ha  carecido 
de  jurisdicción  competente  para  conocer  del  recurso,  que  con 
la  inexacta  denominación  de  denegación  de  justicia,  interpuso 
á  foja  treinta  y  una  don  Enrique  Dowse,  de  la  providencia  ar- 
bitral de  foja  veintinueve  vuelta,  y  de  los  demás  posterior- 
mente deducidos :  por  estos  fundamentos,  se  declara  nulo  y  de 
ningún  valor  todo  lo  obrado  por  el  Juez  de  Sección,  y  se  re- 
pone la  causa  al  estado  de  foja  treint^  devolviéndose  esta,  ^- 
tisfechas  que  sean  las  costas  y  respuestos  los  sellos,  para  que  se 
pase  á  los  arbitros  á  fin  de  que  lleven  adelante  sus  procedi- 
mientos. 

Francisco  de  las  Carreras.-—  Salvador 
Haría  del  Carril.— Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos.— José  B. 
gorostiaga. 
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CAUSA  C%III. 


Ikm  Francisco  Cortés  Cumplido,  con  don  Felipe  S.  Leguiwmon^ 

sobre  deserción  de  un  recurso. 


Sumario, — í^  El  anto  declarando  desierto  ub  recurso  no  es 
de  los  que  admiten  revisión.  Articulo  241  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos. 

2^  El  término  señalado  para  la  mejora  del  recurso  es  fa- 
tal. 

3p  No  es  necesario  acusar  rebeldia  para  que  se  rechazo  una 
mejora  de  recurso  presentada  fuera  de  término. 

4^  El  artículo  214  de  la  ley  de  procedimientos  no  compren- 
de el  caso  de  comparecer  al  apelante  á  mejorar  el  recurso  fue- 
ra de  término,  y|no  el  apelado. 

5^  Este  caso  se  encuentra  en  la  disposición  análoga  del  artí- 
culo 158,  en  que  estando  en  rebeldia  el  demandado,  obtiene  el 
actor  lo  que  fuera  justo. 

&^  El  artículo  214,  comprende  el  caso  de  comparecer  el  ape- 
lado y  no  el  apelante. 

1^  En  este  caso  debe  el  apelado  acusar  rebeldia,  porque  los 
Tribunales  Nacionales  no  pueden  proceder  de  oficio. 

8^  El  apelante  está  obligado  á  examinar  el  certificado  que 
sobre  el  vencimiento  del  término  de  emplazamiento  debe  esten- 
der el  Secretario  de  la  Suprema  Corte  en  los  autos. 

9^  No  es  permitido  por  razones  de  equidad  revocar  las  reso- 
luciones defiinitivas  pronunciadas  con  arreglo  á  la  ley. 
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Caso. — Don  Francisco-  Cortés  Cumplido,  chileno,'  sipiió  un 
juicio  ante  el  Juez  de  Sección  de  San  Juan,  con  don  Felipe 
Santiago  Leguizamon,  sobre  un  contrato  de  ganado.  Tramitada 
la  causa  el  juez  dictó  su  sentencia  definitiva  de  la  que  apeló  Le- 
guizamon. 

Se  le  concedió  el  recurso  libremente,  y  se  fijó  el  término  de 
cuarenta  dias  para  mejorar  el  recurso. 

Remitido  el  espediente  á  la  Suprema  Corte,  el  Secretario  de 
esta  puso  el  certificado  de  que  el  término  de  emplazamiento  pa- 
ra la  mejora  del  recurso  vencia  el  siete  de  Setiembre  de  1866. 

En  diez  y  siete  del  mismo  mes  se  presentó  don  Adolfo  Car- 
ranza, apoderado  de  Leguizamon,  mejorando  el  recurso. 

La  Suprema  Corte,  confirió  traslado  de  su  petición  á  la  parte 
apelada,  y  no  habiéndose  presentado  ésta,  el  apoderado  del 
apelante  le  acusó  rebeldía,  pidiendo  que  se  diera  por  mejorado 
el  recurso  y  se  le  concediera  la  facultad  de  espresar  agravios 
de  la  sentencia  apelada. 

La  Suprema  Corte,  declaró  desierto  el  recurso  y  consentida  la 
sentencia  apelada. 

Don  Adolfo  Carranza,  acompañando  el  escrito  de  espresion  de 
agravios,  pidió  al  día  siguiente  reconsideración  de  este  auto. 

Dijo  que  si  había  mejorado  el  recurso  fuera  de  término  fué 
por  culpa  del  Secretario  de  la  Corte,  á  quien  antes  del  7  de 
Setiembre,  habia  preguntado  en  su  oficina,  el  dia  en  que  se 
vencia  el  término  del  emplazamiento,  habiéndole  contestado  el 
Secretario  que  vencia  el  17  de  Setiembre. 

Que  con  tal  contestación  habia  apuntado  en  su  cartera  la 
citada  fecha  de  17  de  Setiembre,  encargando  desde  luego  á 
su  abogado  el  estudio  de  los  autos  y  la  defensa  de  los  de^ 
rechos  de  su  poderdante  en  la  segunda  instancia. 

Que  este  habia  ya  redactado  el  escrito  de  espresion  de 
agravios  desde  muchos  dias,  como  se  acreditaba  por  lo  esten- 
so del  mismo  que  no  se  habría  podido  hacer  en  nn  dia. 

Que  esto  justificaba  plenamente  la  dilijencia  con  que  haUa 
procedido  en  el  asunto,   que  no  merecia  el  rechazo  de  la 
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*  mejora  del  recurso,  debiéndose  esta  admitir  cuando  menos 
por  equidad. 

Que  por  otra  parte,  la  deserción  del  recurso  no  podía  ser 
declarada,  con  arreglo  á  lo  prescrito  por  el  artículo  214  de 
la  ley  de  procedimientos,  sino  después  de  acusarse  rebeldía  por  el 
apelado;  y  que  en  este  caso  no  solo  el  apelado  no  la  habia 
acusado,  sino  que  él  mismo  estaba  en  rebeldía  por  no  haber 
comparecido,  con  lo  que  venia  á  consentir  la  petición  de 
mejora  del  recurso  hecho  por  el  apelante. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos-Aires^  Setiembre  20  de.  1866. 

Mo  debiendo  admitirse  el  recurso  de  revisión  de  las  pro- 
videncias definitivas  de  esta  Suprema  Corte,  sino  en  los  ca- 
sos enumerados  en  el  artículo  doscientos  cuarenta  y  uno, 
entre  los  cuales  no  se  halla  comprendido  el  presente; — Con- 
siderando por  otra  parte. — Primero:  que  no  es  exacto  que 
el  punto  sobre  la  mejora  del  recurso  interpuesto  por  el  po- 
derdante de  don  Adolfo  Carranza,  de  la  sentencia  definitiva 
del  Juez  de  Sección,  haya  debido  resolverse  por  el  articulo 
doscientos  catorce  de  la  citada  ley;  porque  en  él  se  habla 
del  caso  en  que  el  apelado  ha  comparecido  ó  se  haga  pre- 
sente en  el  lugar  del  juicio,  y  el  apelante  no  se  ha  presen- 
tado obedeciendo  al  emplazamiento:  y,  en  esta  causa,  es  el 
apelante  el  que  ha  comparecido  aunque  fuera  del  término,  y 
no  el  apelado. — Segundo:  que  si  por  el  articulo  doscientos 
catorce,  se  exije  que  el  apelado  pida,  acusando  rebeldía,  la 
deserción  del  recurso  para  que  ella  sea  declarada,  es  porque 
se  supone  que  es  ht  única,  parte  que  puede  instar  por  la  ter- 
minación de  la  causa,  y  porque  á  los  Tribunales  Nacionales,  . 
no  les  permite  proceder  de  oficio  el  artículo  segundo  de  la 
ley  de  Octubre  diez  y  seis  de  niil  ochocientos  sesenta  y  dos« 
no  porqué  la  acusación  de  rebeldía  sea  siempre  absolutamen- 
te indispensable  para  rechazar  una  mejora  presentada  fuera 
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del  término  legal. — Tercero:  que  no  hallándose  comprendido 
el  caso  en  el  articulo  doscientos  catorce,  la  Siíprema  Corte 
debió  buscar  en  la  misma  ley  un  principio  al  cuál  confor- 
mar su  resolución. — Cuarto:  que  este  se  encuentra  en  la  dis- 
posición análoga  del  artículo  ciento  ochenta  y  cinco,  según 
la  cual,  si  el  demandado,  que  en  segunda  instancia  lo  es  la 
parte  apelada,  se  constituyese  en  rebeldía  el  actor,  cuyo  ca* 
rácter  inviste  el  apelante  obtendrá  lo  que  fiiere  justo  ;  de 
donde  se  dedujo  rectamente  que,  por  la  rebeldía  de  don 
Francisco  Cortés  Cumplido,  don  Felipe  Leguizamon,  mejo* 
raudo  la  apelación  fuera  del  término,  no  podia  obtener  la 
admisión  del  recurso,  lo  que  no  era  justo  por  ser  contrario 
ala  ley,  que  concede  para  la  mejora  un  término  fatal. — Quin- 
to :  que  atendido  el  propio  relato  de  don  Adolfo  Carranza,  no 
es  disculpable  el  engaño  en  que  lo  hizo  incurrir  la  contesta- 
ción del  Secretario,  acerca  del  vencimiento  del  término  det 
emplazamiento,  porque  él  debió  hacer  por  sí  mismo  la  com* 
putacion,  ó  examinar  el  certificado  que  para  constatar  el  dia 
del  vencimiento  se  estiende  en  los  autos. — Sesto:  y  última- 
mente, que  por  razones  de  equidad  no  es  permitido  á  los. 
Tribunales  revocar  resoluciones  definitivas  pronunciadas  con 
arreglo  á  la  ley;  por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la 
reconsideración  que  se  solicita  del  auto  de  foja  treinta  y  tres, 
y  devuélvanse  como  está  mandado,  entregándose  á  la  parte  la 
espresion  de  agravios  que  acompaña. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delga- 
do. — -  José  Barros  Pazos.  — J.  B*  Go- 

ROSTIAGA. 
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€AVSA  ci^nr. 


Don  Percandro  Lemo$\  con  don  Juan  GuiU&rmo  Calle,  sobre 

nacionalidad  argentina. 


Sumario  l^ — El  hijo  de  padres  argentinos  nacido  en  el  es- 
tranjero  es  ciudadano  argentino,  si  prefiere  la  nacionalidad  de 
su  origen  á  la  de  su  nacimiento. 

2^  El  hecho  de  haberse  enrolado  en  la  guardia  nacional  ar- 
gentina, con  posterioridad  al  de  haberse  matriculado  en  el  Con- 
sulado de  la  nación  de  su  nacinüento,  prueba  que  ha  preferido 
la  nacionalidad  de  sus  padres. 


Caso. — Don  Percandro  Lemos,  argentino,  demandó  ante  el 
Juez  de  Sección  de  Mendoza,  á  don  Guillermo  Calle,  chileno, 
por  cobro  de  pesos. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  don  Modesto  Sánchez, 
curador  ad  litem  de  Calle,  promovió  artículo  de  incompetencia, 
diciendo  que  este  era  vecino  de  Mendoza  y  ciudadano  argentino, 
como  el  demandante,  y  que  por  lo  tanto  el  juicio  no  era  de  com- 
petencia nacional. 

Dijo  que  los  padres  de  Calle  eran  argentinos,  que  emigra- 
ron en  tiempo  de  Rosas,  y  que  por  el  artículo  2,  inciso  2  de  la 
ley  de  7  de  Octubre  de  1857,  sobre  ciudadanía,  don  Guillermo 
Calle,  aunque  nacido  en  Chile,  era  ciudadano  argentino ;  que 
además  había  ejercitado  esta  ciudadanía,  por  haberse  inscrito 
en  el  Rejistro  Cívico,  y  enroládose  en  la  Guardia  Nacional. 

CotíketíA  Lemos,  que  los  hijos,  de  argentinos  nacidoe  en  el 
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estranjero,  dejan  de  ser  ciudadanos  argentinos  si  prefieren  la 
nacionalidad  del  país  de  su  nacimiento ;  y  que  Calle  la  hahü 
preferido  por  el  hecho  de  haberse  inscrito  en  el  Consulaoo 
chileno.  ■■  , 

Que  fuá  oficial  de  la  Guardia  Nacional,  pero  se  borró  de  la 
lista  de  oficiales  alegando  que  era  chileno  ;  y  que  si  consiguió 
hacerse  inAcribir  en  el  Rejistro  Cívico,  esto  no  es  mas  que  un 
fraude  electoral. 

Se  recibió  á  prueba  el  articulo. 

Lemos  presentó  1<>  un  informe  del  Consulado  chileno,  espo- 
niendo que  Guillermo  Calle,  se  hallaba  matriculado  como  ciuda- 
dano chileno,  en  26  de  Enero  de  1859. 

2^  Un  certificado  de  la   Inspección  General  de  Armas,  co-  > 
municando  que  hacia  dos  años.  Calle  no  prestaba  servicio  como 
oficial  por  tener  su  residencia  en  Santa  Rosa,  y  se  le  considera- 
ba desde  entonces  como  agregado  al  Estado  Mayor. 

Calle  presentó  !<) :  un  certificado  de  estar  inscrito  en  el 
Registro  Cívico. 

2<>  Un  certificado  de  haber  sido  nombrado  oficial  de  Guar- 
dias Nacionales,  en  2  de  Marzo  de  i  864,  y  de  haber  sido  pasa- 
do al  Estado  Mayor  en  1^  de  Abril  de  1865. 

3^  Unas  posiciones,  preguntando  á  Xemos  si  sabia  que  los 
padres  de  Calle  eran  argentinos,  á  lo  que.  contestó  aquel  que 
tenia  noticia  que  lo  eran,  pero  que  no  le  constaba. 

Fallo  del  Jíues  Secctoiíal. 

Mendoza^  Julio  13  de  1866. 

Vistos.  Teniendo  presente  que  sin  embargo  que  don  Joan 
Guillermo  Calle,  es  nacido  en  Chile,  que  ha  sido  inscrito  en  la  ' 
matrícula  del  Consulado  chileno  én  Mendoza,  y  que  el  artículo 
h^  del  tratado  Chileno-Argentino,  exime  á  los  chilenos  de  todo 
servicio  personal  en  la  Guardia  Nacional  de  esta  República  : 
Resulta : 

Que  el  refiorido  Galleí  e»  hyo  de  padres  aigentiaos:  que  de»- 
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pues  de  haberse  matriculado  chileno,  ha  aceptado  un 
puesto  de  honor  en  la  Guardia  Nacional  Argentina  ;  que  tiene 
propiedades  raices  en  esta  Provincia,  como  así  lo  acreditan  va- 
rios espedientes  que  existen  en  esta  oficina,  y  por  último,  que 
en  los  asuntos  de  la  testamentaría  Yidela,  con  el  mismo  Calle, 
este  ha  aparecido  como  ciudadano  argentino,  ó  por  lo  menos 
cómo  vecino  de  Mendoza. 

Todas  estas  circunstancias  comprueban  que  Calle  ha  renun- 
ciado la  patria  de  su  nacimiento  y  aceptado  la  de  sus  padres. 

(Ion  arreglo  á  la  ley  de  7  de  Octubre  de  1857  y  artículo  H 

de  la  de  {4  de  Setiembre  de  1863  que  trata  de  la  jurisdicción  y 

competencia  de  los  Tribunales  Nacionales.    Se  declara  que  la 

demanda  interpuesta  por  don  Percandro  Lemos,  que  corre  ¿foja 

3,  no  surte  el  fuero  federal ;   que  en  esta  virtud  debe,  si  quiere^ 

hacer  uso  de  sus  derechos  ante  la  jurisdicción  provincial.  Y  por 

la  conciencia  que  tiene  el  juzgado  que  Lemos,  no  litiga  de  mala 

fe,  y  que  Calle  ha  dado  motivo  para  dudar  de  su  nacionalidad, 

cada  parte  pague  sus  costa. 

*  Juan  Palma. 

Lemos  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Vista  la  causa  en  20  de  Setiembre  de  1868,  se  dictó  el 
siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos-Aires»  20  de  Setiembre  de  1866. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  coníinna  con  costas  el  auto 
apelado  defoja  treinta  y  dos,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del-* 
GADO. — José  Barros  Pazos.— José  B. 

GORO^TIAGA. 
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€AVSA  CliV, 


Don  Gabriel  Forms,  con  don  Eujenio  Bustos^  sobre  beneficio 

de  esciision. 


Sumario.^-L^  escusion  que  puede  pretender  el  fiador  de 
resultas  se  limita  á  los  bienes  que  el  deudor  tenga  en  el  lu- 
gar del  juicio  para  cuyos  resultados  prestó  la  fianza. 


/ 


Caso. — A  consecuencia  de  un  juicio /)rdinario  sobre  liqui- 
dación de  daños  y  perjuicios,  seguido  entre  don  Eujenio  Bus- 
tos, argentino,  y  don  Claudio  Manterola,  chileno,  ante  el  Juz- 
gado Seccional  de  Mendoza,  el  primero  entabló  acción  ejecu- 
tiva contra  el  segundo  por  la  cantidad  de  14,267  pesos  75  cen- 
técimos  oro,  resultante  de  liquidación. 

Despachado  el  auto  de  solvendo,  este  fué  notificado  no  solo 
al  apoderado  de  Manterola^  sino  también  á  don  Gabriel  Fomes 
que  habia  salido  de  fiador  por  las  resultas  del  juicio  á  favor  de 
Bustos. 

El  citado  Fomes,  se  presentó  al  juzgado  y  pidió  se  declase  que 
no  se  podia  proceder  contra  él  sin  hacer  antes  escusion  en  los 
bienes  deManterola,  residente  en  Valparaíso,  con  arreglo  á  la 
ley  9,  titulo  12,  part.  5,  puesto  que  la  fianza  que  habiá  pres- 
tado era  una  fianza  simple  de  resultas. 

Se  confirió  traslado  sin  perjuicio,  y  Bustos  contestó  que  la 
pretensión  de  Fomes,  era  la  misma  que  el  apoderado  de  Man- 
teirola  introdujo  antes  de  contestar  la  demanda  sobre  daños  y 
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pequicios^  alegando  la  incompetencia  de  los  Tribunales  de  la 
República;  que  se  resolvió  á  favor  de  la  competencia,  siendo 
una  de  las  razones  la  de  que  no  quedasen  ilusorios  sus  dere- 
chos ;  y  que  bajo  este  concepto  pagó  lo  que  le  cobraba  Mante- 
rola,  garantiéndole  este  las  resultas  del  juicio  en  la  República ; 
que  por  lo  tanto  hay  cosa  juzgada  sobre  el  particular,  y  Fomes 
no  puede  pretender  se  haga  escusion  en  los  bienes  que  Man- 
terola  posee  en  Chile* 

Que  para  los  efectos  de  éste  juicio,  Manterola  residia  en 
Mendoza  en  la  persona  de  su  apoderado,  y  por  lo  tanto  el  fia- 
dor quedaba  obligado  á  pagar  todo  lo  que  no  pudiese  pagarse 
por  eifte  con  los  bienes  sitos  en  la  República. 

Que  Fomes  no  era  un  fiador  simple,  sino  un  fiador  judi- 
cial, y  que  á  estos  no  les  corresponde  el  beneficio  de  escusion', 
y  menos  en  el  caso  de  estar  ausente  en  el  estranjero  el  deudor 
principal. 


Fulla  del  Smmm  Secciaiiiil. 


• 


Buenos- Aires,  Junio  12  de  1866. 

•  Vistos :  El  fiador  de  resultas  don  Gabriel  Fomes,  no  descono- 
ce su  garantía,  pero  opone  al  ejecutante  el  beneficio  de  escu- 
sion en  los  bienes  del  deudor  principal  que  está  en  Chile. 

Tengo  presente,  que  aunque  la  fianza  es  realmente  simple 
y  que  ella  no  importa  mas  que  en  caso  de  no  pagar  el  deudor 
lo  juzgado  y  sentenciado,  lo  satisfará  el  fiador,  debe  entender- 
se que  la  escusion  no  es  en  Chile,  sino  en  Mendoza,  donde  está 
radicado  el  juicio  y  donde  se  debe  hacer  efectiva  la  garantía 
por  ser  esta  una  incidencia  dependiente  del  juicio  principal  que 
se  sigue  aquí  y  haberse  otorgado  en  concepto  á  responder  aquí 
también,  de  los  resultados  del  juicio  ordinario. 

Manterola,  es  representado  en  esta  por  un  apoderado,  éste 
desde  que  supo  el  resultado  de  aquel,  se  debió  proveer  de 
fondos  suficientes  y  su  fiador  exijírselo  así,  pues  fué  notificado 
en  tiempo. 

Finalmentet  así  conforme  Manterola,  ha  ejercitado  sus  ac- 
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cienes  ante  este  juzgado,  cobrando  lo  que  se  le  debia,  justo 
y  arreglado^  á  derecho  es  que  ante  el  mismo  responda  de  sus 
consecuencias  por  medio  del  flador  que  garante  estas.  Por  tan- 
to— declaro :  que  la  escusion  debe  hacerse  al  apoderado  de 
Manterola,  en  ésta  y  que  si  este  no  cubre  el  crédito  que  se 
persigue  porque  no  tenga  bienes  de  su  comitente,  la  ejecución 
se  entienda  con  el  fiador  Fornes,  .cediendo  á  este  el  acreedor 
después  de  hecha  la  solución,  todos  sus  derechos  para  que 
pueda  repetir  contra  el  principal.    Cada  parte  pague  sus  costas 

del  artículo 

Palma. 


Fornes,  apeló  de  este  auto  y  se  le  concedió  el  recurso  en 
relación. 

Vist^  la  causa  el  20  de  Setiembre  de  1866,  se  dictó  el  si* 
guiente 


Fullo  de  la  Suprema  Carte. 


• 


Buenos-Aires,  Setiembre  20  de  1866. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  au- 
to apelado  de  foja  trece,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José  Barros  Pazos, 
b.  de  gorostuga. 
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CJkMJBA  CIiVI. 


Dan  José  Santos  Perez^  con  don  Felipe  Correa,  sobre  exención 

de  prisión  por  deudas.  - 


Sumario. — 1^  Los  jueces  no  pueden  ser  presos  por  deu- 
das^ por  las  leyes  generales.  , . 

2^  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos  están  exentos  de  la 
prisión  por  deuda,  los  que  lo  están  por  las  leyes  generales. 


Caso. — Don  José  Santos  Pérez,  chileno^  demandó  ejecutiva- 
mente á  don  Felipe  Correa  y  don  Ciro  Higham,  argentinos, 
ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Mendoza. 

Los  demandados  interpusieron  artículo  de  incompetencia 
que  fué  desechado,  por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  16  de  Se- 
tiembre de  1865.  (1) 

Resuelto  el  artículo,  se  siguió  el  juicio  ejecutivo,  hasta  el 
mandamiento  de  embargo,  en  cuyo  estado  se  suscitaron  otros 
incidentes  sobre  la  prisión  de  los  deudores,  y  suspensión  del 
juicio  acerca  de  Higham,  por  haber  sido  concursado  ante  la  ju- 
risdicción provincial,  cuyos  incidentes  fueron  resueltos  por  la 
Suprema  Coile,  en  5  de  Junio  de  1866,  mandando  Isuspender  los 
procedimientos  contra  Higham,  y  obligando  á  Correa,  á  prestar 
la  fianza  de  saneamiento.  (2) 

Mandado  cumplir  el  auto  de  la .  Suprema  Corte,  Correa  alegó 


(1)  Causa  C,  tom.  2,  páj.  200. 

(2)  Causa  CXXXIV,  tom.  3%  pág.  124  y  siguientes. 
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que  no  estaba  obligado  á  prestar  dicha  fianza  por  hallarse  des- 
empeñando el  cargo  de  juez  cítíI  de  minas  de  la  Provincia,  cuyo 
título  acompañó. 

Pérez  sostuvo  que  Ío  que  alegaba  Correa,  era  una  escepcion 
dilatoria  no  opuesta  en  tiempo,  y  que  todos  los  ciudadanos  eran 
iguales  ante  la  ley  y  sin  privilejios,  por  lo  que  debia  rechazar- 
se su  pretensión  que  tendia  á  crear  un  privilejio  -á  su  favor ; 
que  además  el  juzgado  de  minas  era  un  empleo  puramente  na- 
cional, cuya  duración  era  de  pocos  meses. 

4 

Fullé  del  Jíues  Seecional* 

Mendoza,  Julio  17  de  1866. 

Vistos  :  Por  el  diploma  que  se  ha  presentado,  aparece  que 
don  Felipe  Correa  es  Juez  de  Mmas  de  la  Provincia. 

Mediante  la  disposición  del  artículo  263  de  la  ley  nacional, 
que  regla  el  procedimiento  ejecutivo,  el  cual  esceptúa  de  prisión 
las  personas  que  lo  están  por  las  leyes  generales. 

Con  arreglo  á  la  ley  3^,  título  1^,  part.  2^,  que  invocan  varios 
autores,  en  favor  de  los  jueces  para  no  ser  presos  por  deuda, 
consultando  también  la  cita  que  hace  la  Curia  Filípica  en  el 
§  17,  números  28  y  29,  por  la  analogía  que  tiene  el  caso  en 
disputa. 

Declaro,  que  don  Felipe  Correa,  no  debe  ser  preso  por  la  deu- 
da que  se  le  cobra,  ínter  ejerza  el  cargo  honorífico  de  Juez  de 

Minas. 

Palma. 

Pérez  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 
Vista  la  causa  en  22  de  Setiembre  de  1866,  se  pronunció  el 
siguiente 

FnUo  de  1»  Sapremn  C#rto. 

.    Buenos- Airesy  Setiembre  22  de  1866. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
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toja  ciento  setenta  y  dos,  y  devuélvanse  al  Juez  de  Sección, 
quien  notificará  el  presente  á  las  partes  que  no  han  compareci- 
do, exijiéndoles  el  pago  de  las  costas  causadas  en  esta  instan- 
cia y  el  valor  de  los  sellos  que  se  han  repuesto. 

Francisco  de  las  Caraeras. — ^Salva- 
dor Maiüa  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José  Barros.  Pazos. — 
I  José  B.  GoROSTiAGA. 


• 


CAUSA  ciiirii. 


Don  Francisco  Lloverás^  con  don  Saturnino  Ferreiraj  sobre 

declinatoria  de  jurisdicción. 


Sumario — 1^  Para  surtir  el  fuero  federal  por  i'azon  de  dis- 
tinta vecindad  es  necesario  que  el  derecho  que  se  disputa  per- 
tenezca originariamente  y  no  por  cesiop  ó  mandato. 

2o  El  que  entabla  una  demanda  ante  la  Justicia  Nacional, 
siendo  esta  evidentemente  incompetente  para  conocer  en  ella, 
debe  pagar  todas  las  costas  del  juicio  desde  la  interposición  de 
la  misma. 


Caso.  — ^Don  Francisco  Lloverás,  vecino  de  San  Juan,  de- 
mandó antedi  Juzgado  de  Sección  de  Mend(»a,  á  don  Saturnino 
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Ferreira,  veciuo  de  esta  Provineia,  para  que  reconociera  la 
firma  de  unos  pagarés  otorgados  á  la  orden  de  don  Benito 
González  Marcó,  y  girados  por  este  á  don  Nicolás  Sotomayor,  por 
Sotomayor  á  don  Jacinto  Sánchez,  y  por  este  con  firma  en 
blanco. 

Ordenado  par  el  juez  el  reconocimiento,  Ferreíra  declinó 
de  jurisdicción:  l^' porque  los  pagarés,  en  cuestión  eran  los 
mismos  que  don  Jacinto  Sánchez  le  habia  cobrado  ante  la  Jus- 
ticia Nacional,  mientras  existia  sobre  los  mismos  un  juicio4)en- 
diente  antela  jurisdicci|tftorovincial,  por  lo  que  opuso  la  decli- 
natoria de  jurisdiccion^ie  fué  sancionada  por  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  de  5  de  Agosto  de  186.5  (1) ;  2°  porque  los  Rue- 
ños orijinarios  de  los  pagarés  eran  vecinos  de  Mendoza ;  y  3^ 
porque  el  endoso  en  blanco  hecho  por  Sánchez  lo  fué  después 
de  Tencidos  los  pagarés,  de  manera  que  no  pudo  trasferir  á 
Lloverás  el  dominio  de  ellos. 

Contestó  el  demandante  que  entre  él  y  Ferreira,  no  habia 
juicio  pendiente  ante  la  Justicia  Provincial,  y  que^  los  pasos 
que  ante  ella  hubiese  podido  dar  Sánchez,  para  el  cobro  de 
los  pagarés,  asi  como  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  pronunciado 
entre  Sanphez  y  Ferreira,  no  podia  perjudicar  á  él  que  era  un 
tercero ;  que  el  endoso  en  los  pagarés  á  la  «irden  trasfiere  el 
dominio,  y  por  lo  tanto,  el  último  endosatorio  debe  conside- 
rarse como  dueño  orijinario  de  ellos ;  y  que  aunque  los  pagarés 
sean  de  plazo  vencido^  su  propiedad  es  trasmisible  si  se  observa, 
como  se  ha  observado  en  el  presente  caso,  lo  dispuesto  por  el 
artículo  563  del  Código  de  Comercio  ;  habiéndose  hecho  saber 
á  Ferreira  el  endoso,  y  aceptado  por  este,  quien  propuso  la  for- 
ma del  pago  y  la  renovación  de  uno  de  los  pagarés. 

Fulla  del  JTiiez  Secelonal. 

Mendoza,  Junio  30  de  1866. 

Vistos :  Sobre  los  pagarés  que  motivan  este  nuevo  pleito»  . 
recayó  una  sentencia  suprema  que  declaró  no  corresponder  á 

(1)    Causa  IXXXX,  tom.  2^,  pág.  117. 
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la  Justicia  Nacional  el  conocimiento  del  juicio  por  cobranza  de 
estos  pagarés. 

Perdido  el  artículo  de  competencia,  los  pagarés  salen  después 
endosados  en  blanco  áidon  Francisco  Lloverás,  natural  y  vecino 
de  la  Provincia  de  San  Juaif. 

Considerando!^  que  aunque  es  cierta  la  regla  de  derecho  ci- 
tada á  su  favor  por  Lloverás,    c  La  culpa  de  uno,  no  debe  dañar 
á  otro  que  no  tuvo  parte »  (Ley  18,   título  34,   part.  7*,)  tam- 
bién no  lo  es .  menos,  la  otra   :   «  Ninguno  puede  dar  á  otro 
mas   derecho   del  que  tiene  ó  posee  (Ley  12,  título  34*  part. 
7^); — %^  que  siendo  los  pagarés  citados,  una  pieza  desglosada 
indebidamente  del  espediente  que  se  lleva  ante  la  jurisdicción 
provincial,  no  han  podido  endosarse  á  otro,  sino  con  la  condi- 
ción en  que  se  encontraban,  es  decir,  como  anexos  al  es- 
pediente primitivo  y  sujetos  á  la  jurisdicción  del  juez  que 
primero  conoció  de  ellos; — 3^  que  sin  desconocer  el  derecho 
que  tiene  don  Jacinto  Sánchez,  de  poder  trasmitir  sus  pagarés 
en  blanco  á  quien  quiera,  este  trapaso  ya  que  lo  hizo,  no  se 
puede  traer  á  juicio  ante  la  jurisdicción  nacional  por  haber  una 
sentencia  ejecutoriada  del  superior  que  prohibe  al  inferior  con- 
trariarla (Ley  32,  título  34,  part.  7»);— 4°,  que  de  admitir  unos 
pagarés  que  se  litigan  ante  la  jurisdicción  provincial,  es  sacar  de 
allí  un  juicio  radicado  y  prohijar  el  principio  funesto,  que  una 
obligación  que  se  persigue  ante  una  jurisdicción  se  sustraiga 
de  ésta  y  se  lleve  á  otra,  tal  vez,  á  probar  mejor  suerte,  lo 
cual  debe  evitarse,  á  Onde  conseguir  que  los  pleitos  seanfini- 
bles  y  que  la  cosa  juzgada  tenga  toda  su  validez  y  fuerza,  para 
no  hacerla  fluctuar,  según  el  vaivén  de  la  diversidad  de  opi- 
niones;— 5<>,  que  es  una  condición  de  la  máxima  en  derecho  (que 
la  cosa  juzgada  se  tiene  por  verdad),  que  la  persona  á  cuyo  favor 
se  ha  dado  una  sentencia,  pueda  pedir  que  lo  que  se  prescribió 
por  ella  se  lleve  á  debido  efecto,  pasando  este  favor  ó  perjuicio 
á  todos  aquellos  que  arrancan  su  derecho  del  causante,  que 
aquí  no  es  otro  que  don  Jacinto  Sánchez,  el  cual  no  puede  dar 
á  Lloverás,  mejor  derecho  que  el   que  le  acuerda  la  definitiva, 
fecha  cinco  de  Agosto  del  ano  pasado  (Ley   19,  título  22^ 
pan.  3».)  18. 
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Por  estos  fundamentos  y  teniendo  presente  la  disposición  del 
articulo  14  de  la  ley  nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Me  declaro  por  incompetente  para  entender  en  la  cobranza 

de  los  pagarés  mencionados.  En  su  virtud,   desglósense,  de^ 

jándose  cdpia  de  ellos  y  devuélvanse   al  juzgado  de  su  origen. 

Cada  parte  paga  sus  costas. 

Juan  Palma. 

Ferreira,  apeló  de  la  parte  en  que  se  declara  que  cada  uno 
pague  las  costas,  pidiendo  que  todas  sean  á  cargo  de  Lloverás, 
alegando  que  este  no  había  tenido  motivo  alguno  plausible,  para 
ocurrir  á  la  Justicia  Nacional,  y  menos  para  insistir  en  su  com- 
petencia, por  lo  que  debia  considerársele  como  temerario  liti- 
gante. 

Lloverás  apeló  de  la  parte  en  que  el  juez  se  declaró  in- 
competente. 

Se  concedieron  ambos  recursos  en  relación. 

Vista  la  causa  en  22  de  Setiembre  de  1866,  se  dictó  el  si- 
guiente 

Falla  da  la  Suprema  €?arte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  22  de  1866. 
Vistosy  considerando  que  don  Francisco  Lloverás,  enta- 
blando la  demanda  ante  el  Juez  de  Sección,  ha  procedi4o 
abiertamente  contra  lo  dispuesto  por  el  artículo  octavo  de  la 
ley  de  Setiembre  catorce  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres;  se 
confirma  el  auto  apelado  de  foja  veintidós,  solamente  en  la 
parte  en  que  se  declara  la  incompetencia  del  jugado  par? 
conocer  de  la  causa,  y  se  condena  á  Lloverás  en  todas  las 
costas,  desde  la  interposición  de  la  demanda,devoIvíéndo$e  al 
Juez  de  Sección  para  que  notifique  el  presente  al  mismo  Llove- 
rás, exijiéndole  el  pago  de  las  costas  causadas  en  esta  iostanda 
y  el  valor  de  los  sellos  que  se  han  repuesto. 

Francisco  de  las  Carreras.— StAt- 
VADOR  Maru  del  Caaril» — Feau- 
cisco  Delgado»— Jos£  Barros^  Pa* 

Z09.— José  B.  Goivostuca. 
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CAVSA  CliVin. 


El  Fisco  Nacional  con  D.  Carlos  Roberts,  sobre  ^ecucion  de  una 

sentencia  y  salario  de  salvamento. 


Sumario. — La  persona  que  no  entregue  todos  los  efectos 
naufrsigados,  pierde  el  derecho  á  cualquier  salario  de  asisleiiáá 
ó  salvamento. 


Caso. — Carlos  Roberts,  Marcelino  Crespo  y  Jorge  Chapmann, 
fueron  procesados  por  los  Tribunales  Nacionales^  por  hurto  de 
mercaderías  cometido  en  la  barca  inglesa  Golde^n  Eagky  que 
nauh*agó  en  la  Punta  de  piedras^  y  por  contrabando. 

Los  tres  fueron  condenados :  Carlos  Roberts  á  un  año  de 
presidio  y  2000  Fts.  de  multa,  Crespo  á  6  meses  de  presidio  y 
iOOO  Fts.  de  multa,  Chapmann  á  1000  Fts.  de  multa  con  mas  el 
pago  á  prorata  del  valor  de  los  artículos  trasbordados,  y  de  las 
costas  del  proceso  (1). 

A  petición  jdel  Procurador  Fiscal,  se  hizo  por  la  administradoú 
de  rentas  la  liquidación  de  la  multa  y  del  importe  de  las  mer- 
caderías hurtadas,  resultando  ser  9165  pesos  m/c.  la  tercera 
parte  de  este. 

Aprobada  la  liquidación,  el  fiscal  pidió  se  intimara  á  cada  uno 
de  los  condenados  al  pago  de  la  multa  aplicada  y  de  los  9165 
pesos  m/c.  como  tercera  parte  del  valor  de  los  artículos 
trasbordados. 


(i)  Causa  CXII,  tom.  2s  s&g.  373. 
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Se  hizo  la  intimación,  Chapmann  y  Crespo  pagaron  según  lo 
pedia  el  fiscal ;  pero  Roberts  obló  solo  los  2000  Fts.  de  mulu, 
diciendo  que  en  cuanto  á  los  9165  pesos  m/c.  poniaá  disposición 
del  juzgado  igual  cantidad  que  se  hallaba  depositada  y  pertenecia 
al  solicitante,  según  el  espediente  de  salvetaje  de  la  Golden 
Eagle, 

Dado  vista  al  procurador  fiscal,  contestó  este  que  la  suma 
depositada  procedia  de  la  venta  de  los  efectos  salvados  del 
naufragio  de  ía  Golden  Eagle,  en  la  que  Roberts  habría  podido 
alegar  el  derecho  de  salvetaje  si  hubiese  procedido  con  arreglo 
á  las  disposiciones  legales;  pero  que  lejos  de  eso,  su  conducta 
dio  lugar  al  proceso  y  á  la  sentencia  que  le  condenó  á  presidio, 
y  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  4445  del  Código 
de  Comercio,  habia  perdido  todo  derecho  á  salario  de  salva- 
mento, por  lo  que  debia  hacerse  efectivo  el  pago  de  los  9166  pe- 
sos m/c.  en  cuestión. 

Fulto  del  Jíue«  Seedoiuil. 

Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1866. 

De  conformidad  con  lo  prescrito  por  el  art.  1445  del  Cód.  de 
Comercio,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  Roberts  á  foja  286  y 
pague  dentro  de  tercero  dia  los  9165  pesos,  que  se  remitirán  á 
la  Tesorería  Nacional,  comunicándolo  por  oficio. 

Hereiia. 

El  doctor  D.  Juan  A.  García  defensor  de  Roberts  apeló  de 
este  auto,  diciendo  que  por  él  se  iroponia  á  su  defendido  una 
nueva  pena  no  comprendida  en  la  sentencia,  ni  ordenada  por 

ella. 

Se  concedió  el  recurso  en  relación,  y  vista  la  causa  en  25  de 
Setiembre  de  1866,  se  dictó  el  siguiente 

FnUo  de  1»  Supremn  C^rte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1866. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 


DE  lUSTlGIA  NACIONAL.  261 

apelado  de  foja  doscierUos  nqvetita  y  tmo^y  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
]tf ,  DEL  Carril.V-José  Barros  Pazos. 
— J.  B.  Goroshaga, 


CAV9A  CMiDL. 


Competencia  entre  el  Juez  Seccional  y  el  del  Crimen  de  Salta  y 
sobre  un  proceso  por  falsificación  de  moneda  boliviana. 


Sumario. — 1^  La  moneda  boliviana  no  esti  incluida  en  las 
que  el  Congreso  ha  declarado  de  curso  legal  en  la  República. 

2<»  La  ley  penal  de  los  delitos  contra  la  nación  solo  castiga 
la  falsificación  de  moneda  de  curso  legal  en  la  República. 

30  La  jurisdicción  criminal  de  los  Tribunales  Nacionales  está 
limitada  á  los  casos  especificados.en  las  leyes  penales  nacionales. 

4<»  En  los  delitos  comunes,  los  Tribunales  Nacionales  no 
pueden  asumir  la  jurisdicción  ni  aplicar  sus  pqnas,  sino  cuando 
se  cometan  en  los  lugares  sujetos  á  la  esclusiva  autoridad  del 
Gobierno  Nacional. 


Caso. — En  Febrero  de  1864  el  Gobierno  de  Salta  pasó  f\  Juez 
Nacional  de  esa  Sección  algunos  antecedentes  de  los  que  resul- 
taba haberse  cometido  una  falsificadon  de  medios  pesos  bolivia- 
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se  haga  impracticable  su  accioii,  si  resalta  después  ser  ella  la 
competente. — Y  considerando  finalmente,  con  relación  á  los 
jostificativos  que  deben  ó  nó,  acompañarse,  al  contestar  al  señor 
Juez  Provincial : — Que  ellos  son  inconducentes  por  ahora,  por- 
que, como  queda  demostrado,  el  juzgado  no  está  aun  obligado 
á  acreditar  el  derecho  de  juzgar,  sino  el  de  sumariar;  para  com- 
probar lo  cual,  basta  lo  espuesto  sobre  las  fechas  de  la  ley  da*' 
cional  sobre  falsificación  de  moneda,  de  la  instalación  de  este 
juzgado  y  de  la  iniciación  de  este  proceso. — Que,  por  otra  parte, 
no  pudiera  acompañarse  esos  justificativos  sin  comprometer  el 
sigilo  de  la  sumaria,  por  cuya  razón  tampoco  debe  adjuntarse 
la  vista  fiscal,  que  hace  referencias  deducidas  de  la  misma,  y 
que  parece  dirijida  al  dnico  objeto  de  ilostar  á  este  juzgado.— 
Que,  por  último,  cualquier  inconveniente  al  respecto  quedará 
obviado,  franqueándose  por  el  suscrito  al  señor  Juez  Provincial 
la  vista  en  la  oficina  de  las  piezas  del  proceso  que  quiera  exami- 
nar.— PoT  estas  y  otras  consideraciones :  se  resuelve  ;  no  haber 
lugar  por  ahora  á  la  inhibitoria  de  este  juzgado  en  la  presente 
causa  sobre  falsificación  de  moneda,  seguida  á  don  Francisco  y 
don  Lizardo  Alemán,  solicitada  por  el  Sr.  Juez  Provincia)  del 
Crimen  en  dos  del  corriente,  ni  á  la  suspensión  de  los  procedi- 
mientos instructivos  é  precaucionales,  y  en  especial  del  de  pri-> 
sion,  pedida  por  el  mismo  con  fecha  de  ayer.  Como  justificativos 
que  manifestare  precisar  dicho  señor  juez,  exhíbansele  por  el 
susmto^  por  deferencia,  lo  que  indique,  y  solo  en  la  oficina. 
Ofidese  al  mismo  señor  juez,  comunicándole  esta  resoludou, 
acompañándole  testimonio  de  la  misma  y  requiriéndole  á  que 
conteste,  con  la  urgencia  que  el  caso  exíje»  si  msiste  en  las  dos 
pretenciones  deducidas  ante  este  juzgado :  y  protéstele  su  esclu^ 
siva  responsabilidad  por  la  no  satisfaccioh  de  la  vindicta  pública 
que  pudiera  resultar,  tanto  del  conflicto  insalvable  que  ha  esta* 
Mecido,  acordando  dirijirse  al  Gobierno  de  la  Provincia  en  soH- 
ettud  de  que  no  se  preste  feerza  armada  á  este  jt^i^ado,  cuando 
sea  pedido  por  el  mismo;  cuanto  de  las  demás  medidas  con  fae 
entorpezca^  é  haya  entorpecido^  los  procedimientos  en  la  pté* 
senté  cftusa.  Apotónif^  Omaeehea. 
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El  Juez  del  Crimen  in»8tió  en  la  competencia  por  medio  de 
la  siguiente  nota. 

Salta,  Junio  20  de  1866. 

.    AI  señor  Juez  de  la  Sección  de  Salta. 

A  la  respetable  nota  de  V.  S.  de  8  del  corriente  que  tuve  el 
honor  4e  recibir  en  dias  pasados  fué  adjunta  copia  testimoniada 
del  auto  negativo  d^.  la  misma  fecha  pronunciado  por  V.^  S.  en 
la  co9iofitfiBttiu^ÉÉÍ^da  por  este  juzgado  á  spKcitudde  don 

Alemán,   en  el  juicio  iniciado  contra 
wr.^í^jjgl  gQjjj^  falsificación  de  moneda 

ando  debidamente  los  fundamentos 
lo  mismo  que  las  medidas  adop- 
bidad  y   las  que    á  mi  humilde 
ticia  y  de  estricto   derecho   se- 
as  piezas  del  proceso  que  V.  S. 
starme  en  su  leal  y  noble  proce- 
e   representar  á  V.  ^.  que  con- 
de la  declinatoria  de   los  enjui- 
hechos  que  constituyen  el  juicio 
stalacion  de  ese  Juzgado  Nacional, 
^nica  de  14  de  Setiembre  de  1S63 
de  estas  causas,  para  después  por 
I  vijencia  y  por  consiguiente  para 
promulgación,  pues  que  los  hechos 
buidos  para  su  juzgamiento  á  los 
cia,  según  que  se  colije  de  lo  dis- 
i  ley  de  Octubre  de  1862  sin  que  la 
ciado  el  sumario  en  ese  juzgado 
i  el  arraigo  de  U  causa  en  él  des- 
en  estado  de  sumaria,  y  que  los 
n  tiempt)  para  manifestar  su  $ome- 
hallándose   asi  colocados  en  la 
uzgado,  competente  para  estejui- 
ire  de  1863,  y  el  juzgado  Provincial 
este  juicio  por  la  anterioridad,  co- 


í 
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mo  se  ha  dicho,  de  la  perpetración  del  delito  á  la  existeocia  de 
dicha  ley. — ^T  qoe  una  Tez  el^ida  por  aquellos  una  de  las  jórís- 
dícciooes  debe  cesar  la  otra  en  sa  acción  contra  ellos,  dejando 
la  cansa  en  el  estado  en  qne  se  encuentre  para  su  continuación 
por  la  jurisdicción  elejida. 

Verdad  es  que  ese  hecho  fundamental  de  la  declinatoria  no 
está  plenamente  comprobado  en  el  sumario  y  que  solo  resulta  el 
de  las  declaraciones  de  los  enjuiciados  y  de  las  deducciones  á  que 
dan  mérito  los  demás  obrados;  pero  debe  presumirse  que  esta 
circunstancia  no  se  consideró  de  importancia  para  lo  principal 
de  la  causa,  y  que  no  se  trató  por  eso  de  su  perfecto  esclareci- 
miento. Y  esa  presunción  es  mas  vehemente  si  se  tiene  en  vista 
que  los  declarantes  no  tenian  el  mas  pequeño  interés  en  esa 
afirmación  que  le  era  completamente  insignificante. — Y  debemos 
suponer  también  que  habiéndose  hecho  hoy  este  incidente  el 
punto  de  una  seria  cuestión  que  debe  resolverse,  la  justificaran 
cumplidamente  ante  el  Tribunal  á  quien  su  resolución  corres- 
ponde.   ^ 

Reconozco  y  no  me  atrevería  á  discutir  el  perfecto  derecho  de 
V.  S.  para  haber  tomado  todas  las  medidas  que  ha  creido  con- 
ducentes al  desarollo  de  la  causa,  y  para  ordenar  ó  haber  ordene- 
nado  la  prisión  de  los  sumariados  como  facultad  y  deberes  inhe- 
rentes a]  ejercicio  dé  las  funciones  de  autoridad  sumariante, 
pues  no  se  podría  coipprender  esta  sin  concebirse  al  mismo 
tiempo  aquellas,  y  cuya  ejecución  está  esclusivamente  librada 
á  su  juicio  sin  intervención  directa  ni  indirecta  de  autoridad  nin- 
guna, siendo  por  eso  que  la  deferencia  de  Y.  S.  en  la  manifes- 
tación del  proceso  debe  apreciarse  como  un  acto  de  alta  delica- 
deza únicamente  en  la  marcha  de  justificados  procedimientos. 
Solo  sí  me  permito  observar  que  creo  debe  entenderse  esto 
mientras  esa  autoridad  se  ejercita  incontestablemente  y  sinre- 
clamacion  alguna  jurisdiccional  respecto  á  ella. 

La  vindicta  pública  no  puede  ser  afectada  por  la  deducción 
de  la  competencia,  puesto  que  esta  solo  importa  la  subrogación 
de  una  autoridad  por  otra  y  no  la  extinción  del  juicio,  y  debe 
suponerse  que  la  autoridad  provincial  procederá  con  la  misma 
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legalidad  que  la  autoridad  nacional  y  tomará  las  mismas  medidas 
que  ella  parsí  asegurar  las  resultas  del  juicio,  tanto  mas,  cuaúto 
que  los  sumariados  resultan  cscarcelados  mediante  una  fuerte 
fianza. — Por  lo  que  hace  al  requirímiento  de  este  juzgado  de  8 
del  corriente  sobre  la  prisión  de  los  enjuiciados,  libradosobre  la 
esposicion  de  estos,  no  lo  considero  sino  como  uno  de  los  efec- 
tos de  la  competencia  deducida,  la  que  sí  cree  V.  S.  que  debe 
suspender  sus  procedimientos  en  la  materia  hasta  su  resolución, 
podrá  suspenderlos,  y  al  contrario;  pues  que  con  la  presente, 
creo  que  ha  concluido  este  juzgado,  y  que  no  puede  volver  al 
asunto,  sino  con  la  resolución  favo/able  á  su  jurisdicción. 

Es  lo  que  creo  deber  esponer  á  V.  S.  en  vista  de  la  citada  re- 
solución de  ese  juzgado  de  8  Sel  corriente  y  de  la  causal  de  de- 
clinatoria que  funda  la  competencia. 

Repito  á  V.  S.  mis  respetos,  y  mi  sincero  afecto  personal. 

Dios  guarde  á  Y.  S. 

José  M.  Oríkuela, 

En  virtud  de  esta  insistencia  los  dos  jueces  remitieron  á  la 
Suprema  Corte  los  autos  para  dirimir  la  cuestión. 

Vista  la  causa  del  25  de  Setiembre  de  1866  se  dictd  el 
siguiente 

Fallo  de  1«  Soprema  Corte 

Buenos-Aires,  Setiembre  U  de  1866. 

Vista  la  presente  cuestión  de  competencia,  entre  el  Juez  del 
Crimen  déla  Provincia  de  Salta,  y  el  de  Sección  de  la  misma, 
con  motivo  déla  caüsaque  el  segundo  sigue  á  Celestino,  Lizardo 
y  Francisco  Alemao,  sobre  falsificación  de  moDeda.~rResuitando 
del  sumario  orijinal  que  este  ha  elevado  juntamente  con  las  ac- 
tuaciones que  contienen  los  fundamentos  con  que  ha  sostenido 
su  jurisdicción,  que  el  crimen  imputado  á  los  dichos  procesados 
es  el  de  falsificación  de  moneda  boliviana;  pues  toda  la  mone- 
da falsa  que,  se  halló  en  su  poder,  y  didoríjen  á  lá  denuncia 
que  se  trasmitió  por  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  al  juez  de 
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Sección,  tiene  ese  cuño^  y  de  las  nomerosas  y  prolijas  dilijen- 
cías  que  se  han  practicado  para  adelantar  la  indagación  hasta 
ponerla  en  el  estado  que  hoy  tiene,  no  resolta  el  mas  leve  indi- 
cio de  que  hay^n  falsificado  otra  especie  de  moneda : — y  consi- 
derando :  Primero :  que  la  moneda  bolivisu^a  no  está  incluida  en 
las  que  ha  declarado  el  Congreso  de  curso  legal  en  la  República. 
— Segundo :  que  la  ley  penal  de  tos  delitos  contra  la  Nación  so- 
lamente castiga  la  falsificación  de  las  monedas  que  tienen  curso 
legal  en  su  territorio. — Tercero:  que  la  jurisdicción  criminal  de 
los  juzgados  y  Tribunales  Nacionales  está  limitada  en  los  casos 
espresamente  designados  en  las  leyes  penales  que  sancione  el 
Congreso,  sin  que  les  sea  permitido  asumir  la  de  las  leyes  co- 
munes, ni  aplicar  sus  penas,  cuando  los  delitos  que  consisten 
en  la  infracción  de  sus  disposiciones  se  cometen  fuera  de  los 
lugares  sujetos  á la  esclusiva  autoridad  del  Gobierno  Nacional; 
por  estos  fundamentos,  se  declara:  que  el  conocimiento  déla 
causa  contra  Celestino,  Lizardo  y  Francisco  Alemán  por  falsifi- 
cación de  moneda  corresponde  al  Juez  del  Crimen  de  la  Provin- 
cia de  Salta;  y  en  su  consecuencia,  remítasele  el  proceso  oríji- 
nal,  con  las  actuaciones  sobre  la  controversia  de  jurisdicción, 
comunicándose  este  auto  por  Secretaria  al  Juez  del  Sección  pa- 
ra qíie  se  abstenga  de  todo  procedimiento  ulterior. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  María 
DEL  Carril— José  Barros  Pazos. — José 

B.    DE    GOROSTIAGA. 
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CAUSA  CIiX. 


Dan  Pedro  Funes  ^  con  don  Leonardo   Labor  de,  sobre  incompe- 
tencia, defecto  legal  en  la  demanda  y  recusación. 


Sumario. -r-Á^  El  lugar  del  contrato,  encontrándose  en  el  los 
contratantes  cuando  se  intenta  la  acción  sobre  su  cumplimien- 
to, es  nna  causa  legal  de  surtir  fuero. 

2o  La  &lta  de  las  copias  prescritas  por  el  artículo  8  de  la 
ley  de  procedimientos  no  constituye  un  defecto  legal.en  el  mo- 
do de  proponer  la  demanda. 

3^  La  petición  de  ftraigo  del  demandado,  en  el  supuesto 
de  ser  ilegal,  no  constituye  tampoco  un  defecto  legal  en  el  mo- 
do de  proponer  la  demanda. 

A^  Los  procedimientos  erróneos  observados  por  el  juez  no 
son  prueba  de  la  amistad  ó  enemistad  de  este  con  una  de  las 
partes. 

50  Puede  decretarse  el  arraigo  del  demandado  aun  sin  prue* 
ba  fehaciente  de  la  deuda,  con  tal  que  se  tema  ^  fuga,  el  de- 
mandado no  tenga  domiciliado '  lijo,  ni  bienes  conocidos,  se 
decrete  bajóla  responsabilidad  del  demandante  y  este  sea  abo* 
nado. 

6^  Proponiéndose  la  escepcion  de  recusación  junto  con  la  de 
incompetencia,  no  puede  abrirse  á  prueba  sin  conferir  el  tras- 
lado que  corresponde  á  esta  última. 

70  Propuestas  varías  escepciones  con  la  de  recusación  y  abrién- 
dose á  prueba  solo  sobre  esta  última,  debe  serlo  por  el  térúiino 
de  diez  dias  improrogables  y  con  todos  cargos. 
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Caso. — Don  José  Cortés  Funes,  por  don  Pedro  Funes,  argen- 
tino, se  presentó  al  Juez  de  Seccioit.  de  Córdoba,  diciendo  que 
iba  á  entablar  demanda  contra  don  Leonardo  Laborde,  francés, 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  arriendo,  y  estando  este 
transitoriamente  en  la  ciudad  de  Córdoba,  ni  teniendo  arraigo 
de  clase  alguna,  pidió  se  le  detuviera,  como  lo  habia  pedido  ya 
al  Gefe  de  Policía ;  á  cuya  petición  accedió  el  juez,  ordenando 
se  oficiara  á  la  Policía  para  mantener  la  detención  de  Laborde, 
hasta  nueva  resolución. 

Al  dia  siguiente  (Hayo  15  de  1866)  entabló  la  demanda 
mencionada,  acompañando  un  ejemplar  del  contrato  de  arriendo 
firmado  por  Funes,  y  pidiendo  en  un  otro  sí  se  obligara  á  Laborde, 
á  dar  fianza  de  arraigo. 

El  juez  ordenó  el  arraigo,  bajo  la  responsabilidad  del  deman- 
dante y  confirió  traslado  de  la  demanda. 

L2d)orde  dedujo  articulo  de  no  contestar,  proponiendo  tres  es- 
cepciones:  declinatoria  de  jurisdicción,  defecto  legal  en  el  mo- 
do y  forma  de  la  demanda,  y  recusacioi^  del  juez. 

En  cuanto  á  la  primera  dijo  que  el  juez  competente  era  el 
de  la  Sección  de  Buenos  Aires,  porque  su  domicilio  era  en  esa 
ciudad  y  no  en  Córdoba,  donde  estaba  de  tránsito^  como  lo 
decia  el  mismo  demandante. 

En  cuanto  á  la  segunda,  dqo  que  el  demandante  no  ofrecia 
probar  que  el  contrato  de  arriendo  se  babia  consumado,  ni  in- 
dicaba el  medio  probatorio  de  que  se  valdría,  articulo  15  déla 
ley  de  procedimientos ;  que  el  contrato  acompañado  no  llevaba 
fecha ;  que  no  se  habia  observado  lo  dispuesto  por  el  artículo 
57  de  dicha  ley ;  que  no  se  habían  acompañado  las  copias  pres- 
critas por  el  artículo  8  de  la  misma ;  que  se  habia  pedido  ar- 
raigo sin  hacer  constar  la  deuda,  artículo  55,  ni  que  el  caso  era 
de  la  competencia  nacional,  artículo  2. 

En  cuanto  á  la  tercera  dijo  que  el  juez  era  íntimo  amigo  del 
demandante  y  su  apoderado,  y  enemigo  del  demandado ;  que- 
dandcf  probada  la  enemistad  por  los  procedimientos  observados, 
y  la  amistad  por  lo  mismo  y  por  ser  notoria. 

Cortés  Funes  contestó,  que  el  contrato  de  arriendo  se  habia 
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celebrado  en  Córdoba,  y  uno  de  los  modos  de  surtir  fuero  na- 
ce del  lugar  del  contrato  sienq^re  que  al  exijír  su  cumplimiento 
el  obligado  $e  halle  en  el  mismo  lugar,  como  sucedía  en  el 
ca^o. 

Que  el  contrato  acompañado,  tenia  fecha  ;  que  babia  ofirecido 
probar  su  consumación  y  maniCestaria  sus  medios  probatorios 
en  el  término  destinado  para  la  prueba ;  que  la  falta  de  copias 
filé  subsanada ;  que  el  arraigo  fué  pedido  bajo  la  responsa- 
bilidad del  solicitante  á  falta  de  escritura  pública  ó  de 
información  que  no  se  pudo  hacer  por  la  urgencia  del 
caso ;  y  que  en  la  'demanda  se  dijo  ser  argentino  el  de- 
mandante y  estranjero  el  demandado^  cosa  que  no  se  ha 
negado  por  este. 

Que  la  amistad  con  el  juez  no  pasaba  de  ser  una  relación  sin 
intimidad  ni  familiaridad  ;  y  que  los  procedimientos  observados 
por  el  juez  no  eran  injustos,  ni  estraordinarios. 

El  Juez  de  Sección  llamó  á  prueba  sobre  el  hecho  de  la  ínti- 
ma amistad  del  juez 'con  Funes  y  sp  apoderado,  por  diez  dias 
prorogables. 

Laborde  espuso  que  como  prueba  de  ese  hecho,  presentaba 
el  escrito  de  contestación  á  sus  escepciones  en  el  que  el  de- 
mandante demostraba  la  mayor  fómiliaridad  con  el  juez  ;  que 
además  era  notorio  que  cuando  el  doctor  Laspiur,  Juez  de  Sec- 
ción, fué  Ministro  del  Gobernador,  doctor  Posse,  Funes  entraba 
á  toda  hora  y  con  mucha  familiaridad  á  su  despacho,  como  po- 
dían declarar  el  oficial  1^  entonces  don  Saturnino  Funes  y  el 
ayudante  don  Braulio  Pinero  ;  y  que  escusaba  dar  posiciones 
sobre  ese  hecho  al  juez  y  al  adversario  porque  era  natural  no  lo 
confesaran. 

£1  Juez  de  Sección  ordenó,  de  oiScio,  las  declaraciones  de 
don  Saturnino  Funes  y  don  Braulio  Pinero,  y  por  los  concep- 
tos ofensivos  que  contenia  el  escrito  anterior  apercibió  á  La- 
borde,  é  impuso  la  multa  de  30  fuertes  á  su  abogado  el  doctor 
Pizarro,  por  haberlo  redactado  y  autorizado. 

Los  dos  testigos  declararon  que  no  les  constaba  la  intimidad 
y  familiaridad  indicada. 

19. 
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Después  de  prestada  esas  declaraciones,  Laborde  recusó  nneTa- 
mente  al  juez,  por  haber  dado  traslado  de  ia  primera  recusación 
y  recibido  á  prueba  por  diez  dias  prorogables,  cuando  debió  re- 
cibirla por  diez  dias  improrogables,  sin  ms^  trámite  ;  por  haber 
citado  de  oficio  á  dos  testigos,  é  impuesto  una  multa  á  su  abo* 
gado,  lo  que  prueba  el  odio  del  juez  contra  su  parte. 

Estando  en  tramitación  el  artículo  de  la  anterior  recusación 
el  juez  decretó  resolver  esta  nueva  á  su  tiempo,  y  conclusa  la 
causa  dictó  el  siguiente 

l*«llo  del  Suem  Seccional. 

Córdoba,  Julio  11  de  1866. 

Vistas  las  escepciones  alegadas  por  don  Leonardo  Laborde, 
subdito  francés,  para  no  contestar  á  la  demanda  contra  él  inter- 
puesta por  don  José  Cortés  Funes,  en  representación  de  don 
Pedro  Funes,  argentino,  de  decUnatoria  de  jurisdicción,  de  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  promoverse  la  demanda,  por  último, 
la  recusación  hecha  á  la  persona  del  juez  nacional. 

Que  la  declinatoria  de  jurisdicción  se  funda,  en  que  Labor- 
de  no  es  vecino  ni  domiciliado  en  esta  Provincia^  siendo  el 
domicilio  necesario  para  los  efectos  del  fuero^  según  el  articulo 
11  de  la  ley  nacional  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Federales ;  que  no  siendo  pues  vecino  de  esta  Sec- 
ción Nacional  no  está  sujeto  á  la  jurisdicción  de  este  jugado, 
sino  al  de  la  Sección  de  Buenos  Aires,  donde  tiene  su  vecin- 
dad como  ofrece  probarlo ;  no  pudiendo  por  otra  parte  ser  saca- 
do de  sus  jueces  naturales  ni  juzgado  por  otros  diferentes,  se- 
gún el  artículo  18  de  la  Constitución  Nacional.  Y  consideran- 
do, que  no  es  exacto  que  el  articulo  11  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción de  los  Tribunales  Nacionales  baga  necesario  el  domicilio 
para  surtir  fuero,  pues  dicho  artículo  se  limita  únicamente  á 
determinar  los  modos  de  adquirir  el  domicilio  ó  la  vecindad 
fara  los  efectos  del  fuero^  es  decir  para  el  caso  en  que  el  fue- 
ro proceda  de  la  vecindad   del  demandado,  reconociendo  a^í 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  275      / 

implícitamente  que  bay  Otros  modos  de  surtir  fuero;  que. entre 
los  que  establece  la  ley  32,  título  ^^  part.  3^,  se  encuentra  «  el 
del  lugar  que  se  espresó  en  el  contrato,  ó  no  habiéndose  es- 
presado, él  del  lugar  en  que  se  celebró,  con  tal  que  el  reo  se  en- 
cuentre allí  cuando  se  intenta  la  acción»,  que  es  el  caso 
actual,  pues  Laborde  es  demandado  por  falta  de  cumpli- 
miento á  un  contrato  de  arriendo  de  una  casa  situada  en  esta 
ciudad,  siendo  el  contrato  celebrado  y  cumplidero  en  esta  ciu- 
dad, según  aparece  del  documento  presentado ;  que  siendo 
pues  una  causa  legal  de  surtir  fuero  el  lugar  del  contrato  en- 
contrándose allí  los  contratantes  cuando  se  intenta  la  acción, 
este  juzgado  es  competente  para  conocer  de  la  presente  de- 
manda ;  siendo  por  lo  tanto  inoportuno  é  inaplicable  el  artícu- 
lo de  la  Constitución  que  se  cita  :  por  estos  fundamentos  no  ha 
.lugar  á  la  escepcion  alegada  de  declinatoria  de  jurisdicción. 

Resultando  en  cuanto  á  la  escepcion  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponerse  la  demanda,  que  ella  procede :  1^  de  ha- 
berse interpuesto  ante  juez  incompetente ;  2^  de  que  ella  se 
apoya  en  un  documento  sin  fecha,  alegándd^e  que  el  contrato 
de  arrendamiento  que  en  el  se  contiene  se  perfeccionó  por  el 
demandado  negándole  en  seguida  á  consumarlo,  pero  sin  ofre- 
cer probar  el  demandante  tal  aserto,  ni  indicando  la  prueba  de 
que  se  valdría,  contra  lo  dispuesto  en  el  artículo  10,  título  1^ 
de  la  ley  de  procedimientos ;  3<>  en  que  el  escrito  de  demanda 
no  contiene  los  requisitos  que  el  artículo  57,  título  8,  de  la 
mencionada  ley  determina  ;  4^  en  que  tampoco  se  ha  presen- 
tado la  copia  firmada  del  escrito  de  demanda,  como  lo  previene 
el  artículo  8,  título  1^  de  la  misma  ley  ;  5^  y  último,  en  que  en 
el  escrito  de  demanda  se  ha  pedido  que  el  demandado  arraigue 
el  juicio,  sin  presentarse  escritura  pública  ni  otra  prueba  feha-* 
ciente,  como  lo  dispone  el  articulo  55,  título  7  de  aquella  ley. 
Y  considerando,  como  queda  demostrado  en  el  fallo  sobre  la  es- 
cepcion de  incompetencia  de  jurisdicción  ;  que  el  segundo  es 
incierto,  pues  el  documento  presentado  tiene  fecha,  y  se  ha  ofre- 
cido probar  además,  en  la  estación  oportuna  del  juicio,  por  el 
demandante,  la  existencia  del  contrato  y  el  perjuicio  que  su  íálta 
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de  cumplimiento  le  irroga ;  que  también  es  inciecto  el  tercer 
motivo,  pues  el  escrito  de  demanda  contiene  las  condiciones 
que  el  artículo  57,  titulo  8  de  la  ley  nacional  de  procedimientos 
determina,  como  consta  de  autos ;  que  el  cuarto  motivo  es  in- 
consistente, pues  la  falta  de  copia  firmada  del  escrito  de  de-- 
manda  no  es  un  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla,  como 
se  pretende,  desde  que  el  inciso  8  del  artículo  1®  de  la  ley  de  26 
de  Agosto  de  1863  ha  provisto  que  se  suplan  por  el  actuario  las 
copias  de  los  escritos  ó  documentos  que  no  hubiesen  sido  pre- 
sentadas por  las  partes,  cobrando  dos  reales  por  llana ;  que  el 
quinto  por  último,  no  es  tampoco  un  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponerse  la  demanda,  en  la  hipótesis  de  que  se  hubiese  pe- 
dido indebidamente  el  arraigo,  pues  solo  son  tales,  cuando  fal- 
tan, los  que  espresamente  señala  el  artículo  57,  título  8,  ya  ci- 
tado :  por  estos  fundamentos^  no  ha  lugar  á  la  escepcion  alega- 
da de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerse,  la  demanda. 

Que  respecto  de  la  recusación,  ella  se  funda  en  la  amistad 
intima  que  se  asegura  entre  el  juez  y  la  pane  demandante; 
y  en  la  enemistad  inmotivada  con  el  demandado  ;  dedu- 
cidas una  y  otra  principalmente  de  los  siguientes  procedi- 
mientos del  juez :  1^  de  haber  librado .  orden  de  detención  con- 
tra el  demandado,  cometida  al  Gefe  de  Policía  tres  días  antes 
de  proveerse  el  escrito  de  demanda  en  que  ella  se  pedia,  y  no 
obstante  los  defectos  de  que  adolecía  esa  petición,  así  como  la 
de  arraigo  que  también  se  decretó,  pues  no  venían  acompañadas 
de  escritura  pública  ni  otra  prueba  fehaciente  ;  2<>  en  que  una 
vez  interpuesta  la  acusación,  ha  debido  sin  mas  trámite  recibirse 
á  prueba  por  diez  dias  improrogables  y  con  todos  cargos,  y  que 
él  juez  separándose  de  ese  procedimiento  marcado  enlaley,  ha 
dado  traslado  á  la  parte  contraria  y  sometido  á  prueba  por  diez  dias 
comunes  y  prorogables,  todo  con  el  propósito  de  favorecer  al  de- 
mandante y  en  peijuicio  de  los  derechos  del  demandado.  Y 
considerando,  que  las  conjeturas  ó  presunciones  deducidas  de 
los  procedimientos  del  juez,  no  son  pruebas  suficientes  para 
acreditar  la  causa  alegada  para  la  recusación,  porque  esos  proce- 
dimientos en  el  caso  de  ser  contrarios  á  la  ley,  han  podido  na- 
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cer  también  de  ignorancia  ó  error  de  parte  del  juez  ;  que  por  es- 
ta razón,  y  no  obstante  la  conciencia  q^e  el  juez  tenia  de  que 
era  incierta  la  causa  alegada  para  su  recusación,  sometió  esta  á 
prueba,  en  cuyo  término  el  demandado  no  ha  producido  ningu- 
na, limitándose  á  reiterar  las  presunciones  ó  conjeturas  antes 
deducidas,  asegurando  que  el  hecho  es  de  notoriedad  pública  y 
designando  dos  personas  de  entre  muchas  que  dice  ser  sabedo- 
ras, pero  sin  pedir  que  se  les  tome  declaraciones;  que  citadas 
de  oficio  por  el  juez  éstas  personas,  han  declarado  que  ignoran 
y  que  ni  han  oido  decir  que  exista  amistad  entre  el  juez  y  la  par- 
te demandante.'  Considerando  por  lo  que  toca  á  los  procedimien- 
tos del  juez,  que  es  inexacto  que  tres  dias  antes  se  mandase 
ejecutar  una  orden  que  tres  dias  después  recien  se  decretaba 
al  proveerse  el  escrito  de  demanda,  pues  consta  de  autos,  de  la 
acta  que  se  levantó  al  respecto,  que  se  libró  orden  de  detención 
contra  el  demandado  cometida  al  Gefe  de  Policía,  por  haber  así 
solicitado  el  demandante  bajo  su  responsabilidad^  mientras  pre- 
sentaba en  forma  su  demanda,  por  estar  para  ausentarse  la  per- 
sona á  quien  iba  á  demandar  y  no  tener  ésta  domicilio  conocido 
ni  arraigo  de  ningún  género  ;  que  esta  detención,  tanto  como 
el  arraigo,  el  juez  entiende  que  puede  decretarlos,  según  los 
casos  ocurrentes,  aun  sin  escritura  pública  ú  otra  prueba  feha- 
ciente, desde  que  se  tema  la  fuga  ó  ausencia  del  demandado  sin 
tener  domicilio  conocido  ni  bienes  de  ninguna  clase,  yelde- 
mandante  lo  solicite  bajo  su  responsabilidad,  y  sea  abonado ; 
pues  laley  G6de  foro,  concordante  con  el  inciso  3°  del  artículo 
55,  de  la  nacional  de  procedimientos,  al  requerir  la  escritura  au- 
téntica ó  por  lo  menos  sumaria  información  de  testigos  para  el 
arraigo,  lo  hace  porque  por  derecho  común  el  juez  bajo  su  res- 
ponsabilidad debe  decretar  el  arraigo,  mientras  que  por  el  artí- 
culo citado  de  la  ley  nacional  debe  hacerse  bajo  la  responsa- 
bilidad del  solicitante,  en  cuyo  caso  no  es  indispensable  la  pre- 
sencia de  la  prueba  fehaciente,  si  el  solicitante  es  abonado  y  el 
juez  por  otras  circunstancias  estima  justo  acceder  ala  petición. 
Que  habiéndose  propuesto  al  mismo  tiempo  varias  escepciones 
por  el  demandado,  el  juez  ha  debido  tramitarlas  á  todas  por- 
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que  sobre  todas  tenia  qae  resolver  á  la  vez  según  el  articulo  83, 
pronunciándose  primero  sobre  la  declinatoria  6  la  litis  penden- 
cia si  se  hubiesen  presentado ;  pues  primero  es  saber  si  el  Juez 
es  competente  para  entrar  á  averiguar  si  hay  lugar  á  su  recusa- 
ción ;  que  por  lo  tanto,  no  ha  podido  dejarse  de  dar  traslado  al 
demandante  de  las  escepciones  propuestas,  según  el  articulo  76 
de  la  mencionada  ley  de  procedimientos  :  que  al  abrirse  el  tér- 
mino de  prueba,  no  obstante  que  para  las  escepciones  es  co-  . 
mun  y  prorogable  dicha  término  según  se  deduce  del  artículo 
77  y  siguientes,  sin  embargo  como  solo  se  sometía  á  prueba  el 
hecho  que  motivaba  la  recusación,  debii)  en  efecto  someterse 
por  el  término  de  diez  dias  improrógables  y  con  todos  cargos, 
pero  esta  equivocación  que  el  juez  advirtió  después  de  puesto  y 
notificado  el  proveído,  y  que  se  propuso  rectificar  al  presentar- 
se las  pruebas,  no  teniendo  lugar  después  esta  rectificación  por 
nó  haberse  presentado  ningunas,  en  nada  favorecía  al  deman- 
dante y  sí  al  demandado  para  quien  el  término  concedido  era 
con  el  carácter  de  prorogable.  Por  estos  fundamentos,  no  ha 
lugar  á  la  recusación  interpuesta^  con  costas^  debiendo  esta  parte 
contestar  á  la  demanda  directamente. 

Saturnino  M.  Laspiur. 

Lahorde  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 
Vista  la  causa  el  27  de  Setiembre  de  1866,  se  dictó  el  si- 
guiente 

FaIIo  4e  la  Siipremfi  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  27  Je  1866. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  tres,  y  satisfechas  aquellas  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvado- 
María  DEL  Carril — Francisco  Del- 
gado—José Barros  Pazos^^-José  B. 
gorostiaga, 


m  lUSTIGIA  NACIONAL.  279 


CAUSA  CnL^KI. 


Don  Manuel  Granados^  contra  el  juez  civil  de  Rosario  de  Santa 

Fe^  sobre  compete^ma  de  jurisdicción. 


Sumario — 1»  La  enagenacton  de  tas  escribanías  públicas,  de- 
be hacerse  en  favor  de  personas  hábiles  para  el  oficio  y  que  se 
propongan  servirlo  por  sí  mismas. 

2^  La  propiedad  de  una  escribanía  supone  la  residencia  del 
propietario  en  el  lugar  donde  se  desempeña  su  servicio,  aunque 
este  se  ausente  dejando  á  un  tercero  que  haga  sus  veces. 

Z^  La  residencia  del  escribano  es  una  condición  inherente  al 
dominio  de  la  escribanía  que  procede  de  la  concesión  fiscal. 

4^  El  representado  para  los  efectos  del  derecho  se  considera 
,  siempre  presente  en  el  lugar  donde  se  ejerce  su  representación. 

h^  La  Suprema  Corté,  no  es  competente  para  conocer  de 
las  causas  que  se  susciten  entre  una  Proviqciay  un  vecino  déla 
misma. 


Caso. — Don  Manuel  Granados,  vecino  de  Buenos  Aires,  se 
presentó  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  esponiendo 
que  el  Gobierno  de  Santa  Fe,  por  medio  de  su  agente  fiscalle 
babia  demandado  ante  el  juzgado  de  1^  Instancia  del  ftosario, 
pidiendo  se  declarara  vacante  la  Escribanía  de  Cosaercio  que  el 
solicitante  tenia  en  dicha  ciudad  del  Rosario;  y  que  correspon- 
die^do  el  conocimiento  de  esa  cuestión  á  la  Suprema  Corte 
por  ser  una  Provincia  la  parte  demandante,  según  los  artículos 
i(t()y  iOl  de  la  GQ^atiUiicioa,  1  y  7  4e  la  ley  de  Itt  de  Octubre 
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de  1862,  y  !<>  incisos  1  y  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
186^,  pedia  se  ordenase  al  juez  de  1^  Instancia  del  Rosario  se 
*  abstuviese  de  conocer  en  el  asunto  y  remitiese  los  antecedentes 
á  la  Suprema  Corte. 

Se  pidid  infortne  al  juez  de  1^  Instancia  en  el  Rosario, 
quien  lo  evacuó  diciendo  que  el  agente  fiscal  de  la  Provincia 
babia  demandado  á  los  poseedores  de  algunas  escribanías,  en- 
tre ellos,  á  don  Manuel  Granados,  el  comiso  de  las  mismas, 
pidiendo  se  declarasen  vacantes  y  de  libre  disposición  del  Go- 
bierno. 

Se  dio  vista  de  todo  al  señor  Procurador  Geneml. 

Este  funcionario  dijo  que  el  reclamante  no  podia  sustraer* 
se  de  la  jurisdicción  de  las  autoridades  provinciales ;  que  la  es- 
cribanía que  se  reivindica  es  un  establecimiento  profesional  ra- 
dicado en  el  Rosario  y  afectó  á  uno  de  sus  juzgados ;  que  por 
consiguiente  todo  lo  que  á  ella  se  refiere,  sea  sobre  el  modo  de 
ejercer  él  oficio,  sea  sobre  su  propiedad,  está  bajo  la  jurisdic- 
ción de  las  autoridades  del  lugar,  y  su  propietario  tiene  la  ca- 
lidad de  vecino  de  Santa  Fe,  para  los  efectos  del  fuero,  cual- 
quiera que  sea  su  residencia  actual,  según  el  artículo  11  de  la 
ley  sobre  jurisdicción  nacional ;  y  que  versando  la  causa  entre 
la  Provincia  de  Santa  Fe  y  un  individuo  qqe  tiene  arraigada  su 
vecindad  en  la  misma  por  la  escribanía  de  que  es  propietario, 
la  Corte  no  podia  avocarse  el  conocimiento  de  la  misma. 

Vista  la  causa  el  29  de  Setiembre  de  1866  se  dictó  el  si- 
guiente 

Fallo  de  la  Suprema  €)iirte» 

Buenos-Aires^  Octubre  4  de  1866. 

Visto  el  escrito  de  don  Manuel  Granados,  promoviendo  com- 
petencia de  jurisdicción  contra  el  juez  civil  del  Rosario  por  es- 
tar conociendo  de  la  demanda  que  ba  entablado  ante  é\  el  Agen- 
te Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa-Fe,  para  que  declare  caida 
en  comiso  la  Escribanía  de  Comercio  de  la  dicha  ciudad  de  que 
es  .propiétarié^Gpaáadosv quien  dicet  bailarse  domiciliado  énestá^ 
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Provincia  de  Buenos  Aires ;  por  cup  drcunstancia,  é  invo- 
cando los  artículos  cien  y  ciento  y  uño  de  la  Constitución 
Nacipnál,  y  otros  de  las  leyes  reglamentarias  del  Congreso, 
sostiene  qtie  la  Suprema  Corte  tiene  en  este  asunto  jurisdicción 
esclusiva.  Visto  también  el  ^informe  que  se  pidió  al  juez  de  la 
causa,  en  el  cual  se  confirma  el  hecho  dé  la  demanda,  agregan- 
do que  ella  se  funda  en  la  defraudación  de  los  derechos  del 
Fisco  Provincial,  en  las  renuncias  que  se  han  hecho  de  la  escri- 
banía por  sus  anteriores  propietarios*  Y  considerando — Prime- 
ro :  que  por  repetidas  disposiciones  de  los  códigos  vijentés,  y 
muy  especialmente  por  las  leyes  oru^^  título  veintiuno^  libro  oc- 
tavo de  la  Recopilación  de  Indias,  y  cuarto^  título  veinticinco,  li- 
bro cnurto  de  la  Recopilación  Castellana,  la  enagenacion  de 
las  ftcribanías  publicas  debe  hacerse  en  favor  de  personas 
hábiles  para  el  oficio,  y  que  se  propongan  servirlo  por  sí 
mismas — Segundo:  que  de  este  antecedente  resulta,  que  la 
propiedad  de  una  escribanía  supone  necesariamente  la  residencia 
con  domicilio  en  el  lugar  donde  se  desempeña  su  servi- 
tio-^Tercero :  que  el  propietario  por  el  hecho  permitido  ó 
tolerado  de  ausentarse  dejando  un  tercero  que  haga  sus  veces 
no  pierde  este  domicilio,  ni  aunque  lo  intente,  puede  trasladar- 
lo á  otra  parte ;  porque  él  es  ima  condición  inherente  al  do-* 
minio  que  procede  de  la  concesión  fiscal,  y  porque  el  repre- 
sentado, para  los  efectos  del  derecho,  se  considera  siempre 
presente  en  el  lugar  donde  se  ejerce  su  representación  :  por  es- 
tos fundamentos  y  por  los  espuestos  en  la  precedente  vista 
del  señor  Procurador  General,  no  ha  tugará  ordenarse  el  despa- 
cho inhibitorio  que  solicita  don  Manuel  Granados,  y  previo  el 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  archívese  este  espediente. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José  Barros  Pazos. — 
José  B.  Gorostiaga  . 


•^>mm 
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CAUSJl  CIiUI. 


Criminal,  contra  Manml  Y.  Bustos,  Carlos  Ángel,  Carlos 
Alvarez,  Francisco  Alvarez,  Solano  Granillo  y  Carlota  Re- 
calde,  por  complicidad  ^  el  desbande  de  un  contingente 
destinado  al  Ejército  Nacional  en  guerra  con  el  Paraguay. 


Sumario. — 1°  El  dicho  de  testigos  de  referencia  no  tiene 
valor  alguno,  cuando  aquel  á  quien  se  refieren  lo  contradice. 

2^  El  soldado  desertor  se  considera  como  perjuro  por  haber 
faltado  al  juramento  que  se  presume  haber  hecho  de  sostener  su 
bandera,  y  por  lo  tanto  es  testigo  inhábil. 

3^  El  autor  principal  de  un  delito  es  inhábil  para  declarar 
contra  sus  cómplices,  mucho  mas,  estando  preso  y  procesado 
por  dicho  delito. 

A^  La  cohartada  es  prueba  fehaciente. 

5^  La  voz  general  en  algunos  departamentos  debe  conside- 
rarse como  rumor  y  no  como  fama  pública. 

6«  La  fama  pública  existe  cuando  la  voz  es  general  en  el  neino 
6  provincia. 

70  La  fama  pública  no  es  prueba  admisible  en  los  delitos  de 
rebelión,  por  ser  fácil  la  prueba  de  estos. 

8^  No  debe  aplicarse  pena  por  simples  presunciones. 

9^  En  ese  caso  debe  absolverse  al  procesado  de  la  instancia, 
pero  con  la  calidad  de  por  ahora. 

iO.  Es  estemporánea  la  clasificación  de  un  delito,  cuando  no 
se  han  probado  loa  hechos  que  lo  constituyen. 
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Caso. — A  fines  del  mes  de  Junio  de  1865  apareció  en  los  Llanos 
de  la  Rioja  una  montonera  encabezada  por  Aurelio  Zalazar  con 
el  objeto  de  derrocaral  Gobierno  local,  que  inició  sus  opera- 
ciones atacando  y  disolviendo  en  Cotuna  y  en  la  Posta  de  Herrera 
el  contingente  de  Guardias  Nacionales  que  marchaba  con  destino 
al  Ejército  Argentino  en  campaña  contra  el  Paraguay. 

Sospechándose  que  Zalazar  estuviese  en  connivencia  con  algu- 
nas personas  de  la  capital  de  la  Provincia,  el  Gobierno  de  esta 
ordenó  la  prisión  de  D.  Manuel  Vicente  Bustos,  D.  José  Adolfo 
Giménez,  D,  Carlos  María  y  D.  Francisco  Alvarez,  quienes  fueron 
llevados  á  la  cárcel  en  1^  de  Julio  de  dicho  ano. 

Después  de  algunos  dias  de  prisión  las  personas  mencionadas 
se  presentaron  al  Juez  de  Sección  ofreciendo  información  sobre 
el  hecho  de  su  prisión,  la  causa  de  esta,  y  la  inculpación  de  ser 
promotores  ó  cómplices  del  desbande  del  contingente,  y  so- 
licitando que  el  jnzgado  nacional  avocase  á  sí  la  causa  corres- 
pondiente. 

El  Juez  de  Sección  pidió  informe  al  Gobierno. 

Este  contestó  que  tenia  aviso  desde  mas  de  dos  meses  que  los 
ciudadanos  mencionados  maquinaban  una  revolución;  que  este 
aviso  que  le  fué  trasmitido  también  de  las  regiones  del  Gobierno 
Nacional,  se  confirmó  con  el  hecho  del  desbande  del  contin- 
gente  atacado  en  la  Posta  de  Herrera  por  una  montonera  que 
propagó  la  voz  de  haber  estallado  una  revolución  en  la  capital ; 
que  entonces  el  Gobierno  habia  tomado  la  resolución  de  consti- 
tuir en  arresto  á  los  dichos  ciudadanos,  pues  el  cabecilla  de  la 
montonera  Aurelio  Zalazar  habia  llegado  pocos  dias  antes  de 
Entre-Rios  con  Carlos  María  Alvarez,  uno  de  los  presos,  los 
prisioneros  y  vecinos  de  la  campana  habian  declarado  que  el 
objeto  de  la  montonera  era  colocar  en  el  Gobierno  á  D.  Manuel 
V.  Bustos,  otro  de  Jos  presos ;  que  el  Gobierno  habia  creido 
obrar  constitucional  mente,  tanto  porque  como  agente  nato  del 
Gobierno  Nacional  habia  hecho  uso  de  las  jTacultades  que  á  este 
confiere  el  estado  de  sitio,  como  porque  por  una  ley  provincial 
estaba  facultado  para  proceder  al'  arresto  de  los  sospochosos  y 
peUgrosoa  al  óié^  piiblico. 
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Se  tomó  la  información  ofrecida  y  fueron  interrogados  los 
ciudadanos  D.  Tristan  Dávila,  D.  Ermenegildo  Jarámillo,  D. 
Aurelio  Garrenó,  ¡D.  Ramón  Gil  Navarro,  D.  Exequias  Bringas, 
D.  Gesario  Dávila  y  D.  Nicolás  Garrizo. 

Declararon  estos  sobre  el  hecho  de  la  prisión,  y  en  cuanto  á  la 
inculpación  mencionada  : 

Carreñoy  Jaramülo  contestaron  que  ignoraban. 

Dávila  y  Navarro  que  hablan  oido  decir  que  los  presos  esta- 
ban complicados  en  el  movimiento  que  ocasionó  el  desbande. 

J^nn^a^  declaró  que  antes  de  estallar  el  movimiento  se  tenia 
aviso  de  una  revolución  maquinada  por  los  presos,  habiendo  el 
mismo  D.  José  M.  Jaramillo,  padre  político  de  D.  Francisco  Al- 
varez,  denunciado  á  este  como  uno  de  los  gefes,  que  posterior- 
mente apareció  confirmado  el  aviso  por  cartas  de  personas 
respetables  de  los  Llanos,  por  las  declaraciones  de  los  prisio- 
neros tomados  en  Pongo;  y  que  por  eso  cree  que  Iqs  presos 
tenian  participación  en  el  desbande  del  contingente,  menos  D¿ 
José  A.  Giménez  de  quien  habia  oido  haber  hecho  unos  chasques 
con  carácter  misterioso,  remitiendo  mercaderías  de  la  casa  de  D. 
Natal  Luna,  sobrino  de  Bustos. 

Carrizo  declaró  mas  ó  menos  lo  mismo  que  Bringas. 

Gon  estos  antecedentes,  el  Juez  de  Sección  considerando  que 
los  presos  aparecían  complicados  en  la  sedición,  cuya  primera 
operación  faé  atiacar  y  disolver  los  contingentes  destinados  ai 
Ejército  Nacional  para  la  guerra  con  el  Paraguay,  delito  previsto 
por  el  art.  19,  inc.  í°y^áe  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  declaró  que  el  conocimiento  de  la  causa  era  de  fuero 
nacional,  y  mandó  levantar  el  correspondiente  sumario,  pidiendo 
al  Gobierno  de  la  Provincia  remitiera  á  los  presos  á  su  dispo- 
cicion  y  le  pasara  todos  los  datos  recojidos. 

suBunio. 

h — El  Gobierno  d^  la  Provincia  remitió  al  juzgado  seis  docu- 
mentos, á  saber : 

Una  carta  de  Juan  Ramón  Flores  al  capitán  D.  Simeón 
Zarate,  de  fecha  Junio  27  de  1865^  ^n  la  que  le  dioe  haber 
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recibido  una  orden  verbal  del  teniente  José  María  Tello,  y  le 
pide  una  orden  por  escrito  para  saber  hasta  que  punto  debia 
regresar  la  gente. 

Una  nota  de  D.  Ventura  Bazan  al  Gobernador  de  la  Provincia, 
comunicando  que  un  muchacho  traia  la  noticia t|ue  los  sublevados 
comunicaban  con  D.  Vicente  Bustos,  Carlos  Ángel,  y  Carlos 
Alvarez. 

Un  pasaporte  dado  por  Emilio  Chacón  comandante  del  se-^ 
gundo  escuadrón  de  San  Javier  á  Grisaldo  Nieva  para  la  Bioja, 
y  visado  por  José  María  Tello. 

.  Una  orden  firmada  por  Zalazar  para  D^  Luisa  Llanos  para  que 
se  apronte  á  marchar  con  la  división  en  vista  de  los  malos  infor- 
mes recibidos  de  ella. 

Una  nota  de  Ricardo  Vera  al  Gobernador  de  la  Provincia, 
comunicando  que  los  cabos  Venancio  Fernandez  y  Juan  Araya, 
y  los  soldados  Manuel  Moreno,  Gerónimo  Luna  y  José  Fran- 
cisco Nievas  habían  desertado,  y  que  Zalazar  hsibia  dicho  al 
mayor  MontoUo  que  Busto»  le  habia  hecho  saber  que  estaba 
preso,  y  era  necesario  apurar  la  marcha; 

Una  declaración  de  Griseldo  Nievas  prestada  ante  el  Gefe 
Político,  en  la  que  dice:  que  detenido  por  la  montonera  en  el 
ChanUcal  oyó  que  Zalazar  obraba  de  acuerdo  con  Carlos  Ángel, 
Carlos  Alvarez  y  Chumbita ;  que  estos  habian  asegurado  que  el 
contingente  no  pasaría  de  íos  Llanos ;  y  que  los  que  mandaban  la 
montonera  en  la  costa  baja  eran  un  capitán  José  María  Tello, 
Andrada  y  Oracío. 

El  Gobierno  acompañó  esos  documentos  con  una  nota  comu- 
nicando que  los  cabecillas  armados  aparecidos  hasta  la  fecha 
eran  Aurelio  Zalazar,  Carmen  Guevara,  Ramón  y  Simón  Flores, 
Ramón  Ibañez,  Ismael  Gutiérrez,  Apolínarío  Tello,  Jacinto  Luna 
y  su  hermano,  N.  Quijano  y  José  María  Jello. 

n. — El  juez  mandó  tomar  declaración  á  los  que  fueron  sabe- 
dores del  hecho. 

1»  Juan  Carrizo  declaró  que  temiendo  no  le  llevasen  con  el 
contingente  se  fué  del  Valle  Fértil  donde  residía  á  la  Costa  Alta 
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de  los  Llanos  y  de  allí  al  lugar  de  la  Esquina^  acompañado  del 
comandante  D.  Ramón  Ibañez ;  que  en  ese  punto  se  les  presentó 
Zalazar  diciéndoles  que  traia  órdenes  del  general  Urquiza  de 
pronunciarse  en  &vor  del  partido  federal  y  sublevar  los  Llanos ; 
que  D.  Carlos  Alvarez  y  Ángel  con  quienes  había  venido  un  mes 
antes  de  Eiitre-Rios,  d^'bian  en  unión  con  Bustos  hacer  la 
revolución  en  la  ciudad  :  que  invitados  por  Zalazar,  le  siguieron 
con  el  propósito  de  atacar  en  Cotana  y  tomar  el  contingente  del 
comandante  Vera  y  hacer  otro  tanto  en  la  Posta  de  Herrera 
con  el  del  comandante  Linares ;  que  esto  sucedió  efectivamente 
estando  Zalazar  con  400  hombres,  y  el  declarante  con  otros  50; 
y  que  mientras  había  permanecido  con  los  sublevados  había 
oido  á  todos  que  en  la  ciudad  no  se  pelearía,  pues  suponían 
hecha  ya  la  revolución. 

2^  Pascual  Jara  declaró  que  hacía  parte  del  contingente  en 
Cotuna ;  que  atacados  por  40  hombres  armados,  los  del  contin- 
gente se  pronunciaron  á  favor  de  los  sublevados,  vivando  al 
general  Peñaloza,  al  coronel  Várela  y  otros ;  que  de  allí  mar- 
charon á  la  Hedionda  (Posta  de  Herrera)  y  atacaron  y  disolvieron 
el  contingente  de  Linares ;  que  oyó  á  los  gefes  y  oficíales  de  la 
montonera,  que  después  de  tomada  la  ciudad,  matarían  á  todos 
los  que  hubiesen  tomado  parte  en  la  prisión  de  unos  señores, 
cuyo  nombre  no  recuerda;  y  que  al  tender  la  línea  en  las 
inmediaciones  de  Pango  volvieron  á  vivar  al  general  Peñaloza^ 
al  coronel  Várela  y  á  un  señor  de  la  ciudad  que  decían  qne 
antes  había  sido  gobernador. 

3^  Jttan  Uviedo  declaró  que  estando  Zalazar  en  Cotuna,  fué 
conducido  con  su  patrón  D.  Cándido  Tello  á  formar  parte  de 
las  tropas  de  aquel;  y  que  el  objeto  de  este,  según  les  oía á los 
soldados  era  atacar  á  la  ciudad  y  derrocar  al  Gobierno. 

4^  Manuel  V.  Btistos  declaró  que  había  oido  de  la  exis* 
tencía  de  una  montonera  encabezada  por  Zalazar,  pero  no  sabía 
cual  era  su  objeto. 

5°  Francisco  Alvarez  declaró  que  había  oído  que  Zalazar 
encabezaba  una  montonera  con  el  objeto  de  tomar  el  contin- 
gente destinado  para  la  guerra  del  Paraguay. 
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6<>  Carlos  Alvarez  declaró  que  había  oido  que  Zalazar  al 
mando  de  una  gente  armada  habia  tomado  los  contingentes 
nacionales,  pero  que  no  sabia  con  que  objeto. 

1^  José  A.  Giménez  declaró  lo  mismo. 

8^  Carlos  ÁTigel  á  quien  se  habia  también  constituido  en 
prisión,  declaró  que  después  de  haber  sido  preso  en  Famatina 
habia  oido  de  una  sublevación  encabezada  por  uno  de  los  peones 
que  habia  traido  poco  antes  de  Entre-Rios,  llamado  Zalazar^  para 
conducir  unas  muías ;  que  á  este  y  á  los  demás  peones  les  halúa 
despachado  en  los  Llanos ;  que  ignoraba  tuviesen  el  propósito 
de  sublevarse,  y  no  podia  juzgar  el  objeto  que  se  habian  pro* 
puesto  los  sublevados. 

111. — ^El  Juez  de  Sección  en  7  de  Agosto  mandó  orden  de 
captura  contra  Aurelio  Zalazar,  Ramón  Flores,  Cármejí  Guevara, 
Ramón  Ibañez,  Ismael  Gutiérrez,  Apolinario  Tello,  Jacinto 
Luna  y  su  hermano,  N,  Quijano^  José  M«  Tello^  Salvador  é 
Isidro  Quiroga  y  N.  Soria. 

En  seguida  procedió  á  tomar  otras  declaraciones. 

1^  Nicolás  Carriso  declaró  que  D.  Tomás  Rivero  le  habia 
referido  que  D^  Carlota  Recalde,  suegra  de  Francisco  Alvarez, 
le  mandó  llamar  y  le  dijo  que  contaban  con  su  apoyo  para  hacer 
Involución  al  Gobierno,  y  que  pasase  á  la  casa  de  Bustos ;  que 
asi  lo  hizo,  encontró  á  Bustos  con  D.  Solano  Granillo,  y  aquel 
le  dijo  que  se  trataba  de  una  revolución  al  Gobierno  actual  y 
contaban  con  armas,  dinero  y  el  departamento  de  la  Cosía  Baja 
de  los  Llanos;  y  que  Rivero  le  contestó  que  estaba  dispuesto  á 
apoyarle,  pero  sin  tener  tal  intención,  como  lo  dijo  á  D^  Rosa 
Gprdillo,  de  quien  igualmente  lo  supo  el  declarante. 

^  Tomás  Rivero  declaró  llamarse  Lisandro  Alvarez  y  haberse 
cambiado  el  nombre  por  haber  pertenecido  al  6°  de  Línea. — Re- 
firió lo  espuesto  por  Carriso,  diciendo  que  Bustos  le  dijo  que 
contaba  con  todos  los  Llanos,  donde  Fray  Laurencio  Torres, 
estaba  encargado  de  conquistar  hombres ;  que  no  se  esperaba 
para  hacer  la  revolución,  sino  la  salida  del  contingente  que  sería 
atacado  y  disuelto  en  el  camino^  debiéndose  matar  al  coman- 
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dante  Vera ;  que  la  revolución  en  los  Llanos  seria  encabezada 
por  Zalazar,  quien  le  habia  traído  cartas  del  general  Urquiza; 
que  al  mismo  tiempo  se  baria  la  revolución  en  la  ciudad,  y  al 
declarante  se  le  confiaba  el  asalto  de  la  casa  del  Gobernador, 
animándole  á  ello  Granillo  por  no  tener  el  Gobernador  sino  25 
bombres;  que  Bustos  le  ofreció  3,000  pesos  para  después  déla 
revolución ;  que  el  declarante  aceptó  conviniendo  en  que  Bustos 
le  avisarla  el  dia  en  que  debía  moverse ;  que  esta  entrevista 
sucedió  el  25  de  Mayo,  volviéndose  después,  de  ella  á  la  costa ; 
que  algún  tiempo  después  recibió  un  papel  de  Bustos  llamándole 
con  urgencia,  y  en  seguida  otro,  á  cuyo  llamado  no  contestó 
porque  habia  desistido  como  lo  significó  á  D,  Eráclio  Catalán  y 
D^  Rosa  Gordillo ;  y  que  las  cartas  de  la  Recalde  y  de  Bustos  las 
habia  quemado  por  temor  de  ser  descubierto. 

S^  Abelardo  Ocampo  declaró  que  fué  sorprendido  en  su  ca^ 
sa  por  una  partida  de  sediciosos  al  mando  de  Guevara ;  que  le 
llevaron  á  Chepey  y  de  allí  al  Pozo  Curado^  donde  estaba  Za- 
lazai*  con  300  bombres ;  que  este  le  dijo  que  Bustos,  los  Alva- 
rez,  Ángel,  Ibañez  y  Quijano  le  hablan  engañado,  pues  habían 
acordado  que  los  Alvarez  levantarían  la  Costa  de  Arauco^  Án- 
gel el  departamento  de  Famatinay  y  Bustos  la  ciudad,  mientras 
Zalazar  atacaba  los  continjentes ;  que  el  propósito  era  colocar  á 
Bustos  en  el  Gobierno  y  todo  habia  salido  errado. 

4^  Solano  Granillo  declaró  que  la  noche  del  25  de  Hayo 
estuvo  en  casa  de  Bustos,  para  ver  desde  allí  con  su  familia  un 
baile  de  pardos ;  que  á  las  8  vino  del  baile  un  gaucho,  algo  ebrio, 
que  dijo  ser  vecino  de  la  Costa,  y  observándole  Bustos  que  no 
parecía  por  su  acento,  le  contestó  ser  natural  de  Córdoba  ave- 
cindado en  la  Costa ;  que  dicho  individuo  soltó  palabras  contra 
los  que  bailaban,  y  se  retiró  dirijiéndose  al  Poniente ;  que  Bu^ 
tos  preguntó  al  declarante  si  le  conocía,  á  lo  que  contestó  que 
no ;  que  ese  hombre  era  de  estatura  alta  y  tenía  barba  llena. 

5^  Manuel  V.  Bustos  declaró  en  completa  concordancia 
con  Granillo. 

lY.  El  juez  dictó  en  29  de  Agosto,  auto  de  prisión  contra 
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doña  Carlota  Recalde^  ^e  don  Solano  Granillo  y  el  Padre  Fraj 
Laurencio  Torres ;  siguiéndose  las  deelaraciones  correspon^ 
dientes.  ^ 

Jo  Doña  Carlota  Remide  dijo,  que  siendo  complicado  en  la 
causa  su  hijo  político  don  l'rancisco  A^lvarez,  se  creía  exenta 
de  prestar  declaración. 

2^  Agustín  Barriomtcvo  declaró,  que  perlenccia  á  las  fuer- 
zas del  gobierno  y  combatió  contra  los  ^sublevados  en  12  de 
Agoslo  en  Olpas^  quedando  él,  José  M.  Olivera  y  otros  corta- 
dos fuera  de  su  cuerpo ;  que  Olivera  les  dijo  no  tuviesen  cui- 
dado pues  él  conocía  á  muchos  de  los  sublevados ;  que  les  dijo 
también  que  habia  venido  un  Zalazar  de  Entrerios^  como  peón 
de  Ángel,  y  que  Zalazar  traia  orden  ^I  General  Urquiza, 
para  sublevar  la  Provincia* 

3»  José  María  Olivera  áechvó^  que  no  sabia  nada  del  plan  de 
sublevación  antes  que  estallase,  y  que  después  de  corlado  en 
Olpas^  nada  dijo  á  Barrionuevo  dq  dicho  plan. 

4»  Félix  Otíiroga  declaró,  que  yendo  para  la  Capital  se  en- 
contró en  el  lugar  de  la  Esquina,  con  Juan  Carrizo  y  Ramón 
Ibañez,  que  estaban  con  algunos  hombres  reunidos,  esperando 
un  chasque  de  Zalazar ;  que  le  contaron  que  Ángel  y  C.  Alvarez, 
recien  llegados  de  Éntrenos,  habian  venido  con  encargo  del 
General  Urquiza,  para  mover  la  Provincia  en  el  sentido  de  una 
revolución. 

V. — El  Juez  de  Sección,  mandó  poner  en  libertad  á- José  A. 
Giménez,  por  no  resultar  cargo  contra  él,  y  tomar  la  confesión 
á  los  procesados. 

1*>  Confesión  de  Carlos  Ángel.  Este  se  ratificó  en  la  decla- 
ración prestada. 

Reconvenido  por  decir  que  no  ha  tenido  conoeimienío  de  la 
sublevación  en  los  Llanos  antes  de  su  prisión,  cuando  según 
Carrizo,  Ocampo  y  Quiroga  aparece  haber  estado  de  acuerdo  con 
los  cabecillas  de  la  revolución  antes  de  estallar ;  dijo  que  lo  de- 
clarado por  aquellos  á  su  respecto  era  falso 

2«  Confesión  de  Francisco  S.  Granillo.  Se  ratificó  en  la  de- 
claración prestada. 

20 
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Reconvenido  por  lo  que  aparece  de  la  declaración  de  Usan- 
dro  Alvarez,  <iijo,  qnc  todo  lo  relacionado  por  este  era  falso. 

3°  Confesión  de  Francisco  Alvarez.  Se  ratificó  en  la  decla- 
ración prestada. 

Reconvenido  por  aparecer  de  la  declaración  de  Ocampo  y 
Lisandro  Alvarez,  que  ha  habido  un  plan  preconcebido  de  revo- 
lución, del  cual  el  confesante  ha  tenido  conocimiento  cuando 
menos,  lo  que  se  corrobora  con  las  declaraciones  de  Rringes  y 
Carrizo  ;  contestó  que  era  falso,  y  no  conocía  ni  de  nombre  al 
tal  Lisandro  Alvarez, 

Af^  Confesión  de  Carlos  Alvarez.  Se  ratificó  en  su  declara- 
ción. 

Reconvenido  por  aprecer  de  las  declaraciones  de  Nievas  y 
Carrizo,  Ocampo  y  Quiroga,  que  ha  conocido  el  plan  revolucio- 
nario y  ha  sido  participe  de  él,  corroborándose  el  todo  por  las 
declaraciones  de  Bringes  y  N.  Carrizo,  contestó  que  era  falso. 
5«  Confesión  ác  Manuel  V.  Bustos.  Se  ratificó  en  sus  decla- 
raciones. 

Reconvenido  por  aparecer  de  las  declaraciones  de  J.  Carrizo, 
Jara  y  Ocampo,  como  conocedor  y  participe  del  plan  revolucio- 
nario, corroborándose  por  el  dicho  Razan,  dijo,  que  era  falso. 

Reconvenido  por  lo  que  resulta  de  la  declaración  de  Lisandro 
Alvarez,  confirmando  la  de  N.  Carrizo,  contestó  que  todo  era 
falso. 

6<>  Confesión  de  Carlota  Recalde.  Reconvenida  por  lo  que 
resulta  de  la  declaración  de  Lisandro  Alvarez,  dijo,  que  no  co- 
nocía á  este  individuo,  y  lo  declarado  por  él  era  falso. 

Con  esto  se  declaró  concluido  el  sumario,  mandándose  poner 
en  libertad  á  Fray  Laurencio  Torres  por  no  resultar  cai'go 
contra  él. 

PLENARIO. 

L — Acusación  fiscal.  El  fiscal  ad  hoc^  doctor  don  Delfin  Oliva^ 
en  vista  del  precedente  sumario,  entabló  su  acusación  y  pi- 
dió en  cuanto  á  Manuel  V.  Bustos,  Francisco  Alvarez,  Carlos 
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Ángel  y  Carlos  Alvarcz  la  pena  de  seis  años  de  destierro,  4000 
pesos  inertes  de  multa,  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
y  el  pago  de  costas  procesales,  y  en  cuanto  á  Granillo  y  á  doña 
Carlota  Recalde,  la  absolución  de  la  instancia  con  calidad  de 
par  ahora. 

Dijo  que  la  disolución  del  contingente  destinado  al  Ejército 
Nacional  en  guerra  con  el  Paraguay,  operada  por  la  montonera 
cons^ituia  un  delito  de  traición  á  la  patria^  pues  tal  es  el  deli- 
to que  cometen  los  que  facilitan  ó  procuran  facilitar  el  pro- 
greso  de  las  armas  enemigas  (art.  1"»^  inciso  2  de  la  ley  penal  de 
14  de  Setiembre  de  1863) ;  y  este  se  facilita,  disolviendo  los 
contingentes  destinados  á  engrosar  las  filas  de  los  defensores  de 
la  patria  ;  y  tal  es  también  el  delito  que  cometen  los  que  impi- 
den que  las  tropas  nacionales  reciban  auxilios  en  tiempo  de 
guerra,  (inciso  5,  del  artículo  citado.) 

Que  los  acusados  eran  promotores  y  cómplices  del  menciona- 
do delito,  pues  ellos  fraguaron  el  plan  revolucionario,  cuya  pri- 
mera operación  debia  ser  la  disolución  del  contingente. 

Que  en  efecto,  asi  lo  declaró  Lisandro  Alvarez,  y  se  deduce 
de  las  declaraciones  de ,  Juan  Carrizo  y  Abelardo  Ocampo. 

Que  á  estas  declaraciones  que  forman  plena  prueba  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  por  la  ley  32,  título  16,  part.  3^,  se  agrega  un 
cúmulo  de  presunciones,  que  son  las  siguientes: 

!<>  El  informe  del  Gobernador  que  designa  á  los  Alvarez,  An^ 
gel  y  Bustos  como  promotores  del  movimiento  revolucionario. 

^  La  ñola  del  Comandante  Bazan,  avisaúdo  que  aquellos 
estaban  en  comunicación  con  los  sublevados. 

3^  La  declaración  de  Grisoldo  Nieva  y  Pascual  Jara,  de  que 
Ángel  y  C.  Alvavez,  hablan  asegurado  que  el  contingente  no  pa- 
saría de  los  Llanos,  sin  ser  atacado  y  disuelto. 

4^  La  declaración  de  Cósareo  Dávila,  Ermenegildo  Jaramillo 
y  Ramón  G.  Navarro,  de  que  la  opinión  general  indicaba  á  los 
acusados  como  instigadores  y  cómplices  de  la  revuelta. 

5o  ba  declaración  de  Nicolás  Carrizo,  de  que  Bnstos  habia 
dicho  que  poco  faltaba  para  verse  libre  y  que  él  seria  el  Gober^ 
nador. 
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6^  Las  declaraciones  de  los  heridos  y  prisioneros  en  Pango,  de 
que  Francisco  Alvarez  habia  remitido  armas  á  los  montoneros. 

7^  El  parte  de  la  batalla  de  Pango  comunicando  qae  el  plan 
de  los  montoncros^ra  cambiar  la  situación  y  colocar  en  el  man- 
do á  Bustos. 

8^  Una  carta  de  José  S.  Torres,  á  Julián  Aguiar  (agregada  al 
sumario),  escribiendo  haber  oido  á  un  jóvAn  que  estuTO  en  la 
montonera  que  Zalazar  recibió  de  los  acubados  oferta  de  armas 
y  dinero  para  ir  á  libertarles. 

9^^  La  declaración  de  Juan  Oviedo,  que  el  ataque  á  la  ciudad 
tenia  por  objeto  colocar  á  Bustos  en  el  Gobierno. 

10»  La  declaración  de  Agustin  Barrionuevo  que  oyó  á  Olive- 
ra, peón  de  Ángel,  que  la  sublevación  debia  ser  simuTlánea  en 
la  capital  y  departamentos,  debiendo  Ángel  sublevar  el  de  Fa- 
matina. 

11^  La  declaración  de  Feliz  Quiroga,  que  habia  oido  á  los 
montoneros  Juan  Carrizo  y  Ramón  Ibañez,  que  Ángel  y  C.  Al- 
varez habian  venido  á  revolucionar  la  Provincia. 

12<*  Una  nota  del  Gobierno  de  la  Provincia  (agregada  también 
al  sumario),  comunicando  haber  dicho  Garios  Ángel,  en  su 
tránsito  por  Córdoba  en  la  Punilla  á  un  tal  Belisarto  Olmos,  que 
á  su  llegada  á  la  ciudad  de  la  Rioja  seria  atacado  por  Zalazar  el 
contingente,  y  derrocado  el  Gobierno. 

Dijo  que  en  cuanto  á  Granillo  y  Carlota  Recalde,  no  habia 
mérito  bastante  para  acusarlos ;  y  que  siendo  los  demás  acusados 
cómplices  del  delito  mencionado  de  traición,  correspondía  im- 
poneries  la  pena  indicada  por  la  acusación,  por  ser  la  señalada  en 
el  artículo  2  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

IL — Contcst(icio7i  y  defensa  de  los  procesados.  ^Abraham  Men- 
doza, apoderado  de  los  procesados,  contestó  la  acusación  fiscal 
diciendo,  que  todos  ellos  debían  ser  absueltos  de  culpa  y' cargo. 

Que  en  cuanto  á  Ángel,  la  declaración  de  Lisandro  Alvarez  no 
arrojaba  cargo  alguno  ;  tampoco  la  de'  Juan  Carrizo  y  Abelardo 
Ocampo,  quienes  prueban  en  contra  de  Zalazar,  pero  no  de  Án- 
gel á  quien  no  habian  oido,  y  contra  quien  no  valía  la  palabra 
de  Zalazar  por  ser  este  el  principal  reo ;  esplicándose  ademas 
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el<licho  deZalazar  por  quererse  crear  preslijio  usando  del  nom- 
bre de  Ángel. 

Que  los  testigos  Ocampo  y  ('.arrizo  no  dicen  que  el  movi- 
miento había  sido  acordado  con  Ángel ;  y  existe  contradicción 
ante  sus  declaraciones. 

*Quc  el  Gobierno  no  señala  á  Carlos  Ángel,  como  cómplice 
en  el  movimiento,  y  aun  señalándole,  la  aseveración  del  Go- 
bierno que  ordenó  su  prisión,  le  acusó  y  activó  la  causa  no 
merece  fe  alguna. 

Que  nada  vale  la  nota  del  Comandante  Razan,  quien  se  refie- 
re al  dicho  de  un  muchacho  cuya  edad  se  ignora  ;  que  la  de- 
claración de  Grisoldo  Nievas  es  ilegal  por  haber  sido  tomada 
por  autoridad  incompetente,  es  además  de  oidas  sin  decirse  át 
quien  oyó,  é  inverosímil,  porque  lo  es  que  Ángel  hubiese  veni- 
do publicando  por  el  camino  el  propósito  de  convulsionar  la^ 
Provincia;  y  que  la  declaración  de  Jara  no  se  refiere  á  Ángel. 

Que  la  declaración  de  Barrionuevo,  está  desmentida  por  la 
de  Olivera  ;  la  de  Félix  Quirog^  se  refiere  al  dicho  de  J.  Carrizo 
é  Ibañez  y  arranca  de  lo  que  se  dice  oyeron  á  Zalazar. 

Que  tales  son  las  pruebas  que  arroja  el  sumario  contra  Ángel , 
pruebas  que  no  son  sino  meras  conjeturas. 

Que  en  cuanto  á  Granillo  y  Carlota  Recalde  la  petición  fiscal 
era  contraria  ai  testo  de  la  ley  26,  tít.  1^,  part.  7^,  que  manda 
absolver  cuando  no  bliy  prueba  bastante  para  condenar. 

Que  respecto  de  estos  procesados,  N.  Carrizo  se  contradice, 
pues  al  principio  declara  haber  sabido  el  plan  de  revolución  de 
Lisandro  Alvarez,  y  después  declara  haberlo  sabido  de  D^  Rosa 
Gordillo ;  que  lisandro  Alvarez  era  testigo  inhábil  por  ser  deser- 
tor, haber  sido  procesado  criminalmente,  ser  dependiente  de  la 
suegra  de  Carrizo,  enemigo  de  Granillo  y  Bustos  y  cómplice  en 
el  supuesto  plan.  Ley  21,  Tít.  16,  Part.  3». 

Que  en  cuanto  á  los  Alvarez  y  Bustos  el  fiscal  invocaba  en 
su  contra  la  declaración  de  Lisandro  Alvarez,  cuya  inhabilidad 
para  ser  testigo  ya  se  ha  hecho  óbsenar,  y  debiéndose  notar 
ademas,  que  este,  no  sabe  escribir  y  por  lo  tanto  es  inverosim 
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le  hayan  escrito,  y  él  debe  declarar  quien  le  llevó  las  cartas  y 
se  las  leyó. 

Qne  Juan  Carrizo  es  testigo  inhábil  por  ser  cómplice  de  Zalá- 
zar,  y  condenado  por  sus  crímenes  á  la  pena  capital ;  que 
Ocampo  es  enemigo  capital  de  Bustos  y  testigo  de  oidas. 

Qne  destruidas  las  que  el  fiscal  califica  de  pruebas,  fácil  es 
demostrar  que  las  que  llama  presunciones  no  son  tampoco  aten- 
dibles. 

Que  en  efecto,  el  inforine  del  Gobierno  está  firmado  por  un 
enemigo  político  de  los  procesados,  y  por  lo  tanto  es  de  ningún 
valor  con  arreglo  á  la  ley  8,  titulo  16,  part.  3^;  que  ademas  ha- 
bla de  avisos  sin  mencionar  las  personas  que  les  dieron,  y  sin 
acompañarlos. 

Que  la  nota  del  Comandante  Bazan  no  tiene  otro  fundamento 
que  el  dicho  de  un  muchacho,  siendo  ese  indicio  de  ningún 
valor,  con  arreglo  á  las  leyes  %  y  3i,  titulo  16,  part.  3^.— Las 
declaraciones  de  Nieva, y  Jara  no  están  acordes  con  la  citada 
nota,  y  Jara  fué  soldado  de  la  montonera,  siendo  la  declaración 
de  Nieva  prestada  ante  autoridaa  competente. 

Las  declaraciones  de  Jaramillo,  Dávila  y  Navarro  se  reducen, 
á  decir  que  oyeron  que  la  prisión  de  los  procesados  fué  orde- 
nada por  suponerles  cómplices  de  los  montoneros. 

Las  de  N.  Carrizo  y  Brínges  nada  valen,  por  ser  los  dos  em- 
pleados del  Gobierno  y  enemigos  de  los  presos,  y  en  el  fondo 
no  dan  mas  razón  que  las  de  sus  convicciones ;  que  ademas,  los 
dos  testigos  tienen  pleitos  ante  el  Juzgado  del  ^Instancia,  servido 
por  el  fiscal  ad  hoc^  quien  por  lo  tanto  ejerce  sobre  ellos  la  in- 
fluencia prevista  y  condenada  por  la  ley  8^,tít.  5<>,'  part.  3^^. 

Que  el  parte  de  la  batalla  de  Pango  ha  sido  confeccionado 
por  el  Gobernador  y  fundado  en  declaraciones  que  no  existen, 
y  si  existen  han  sido  tomadas  por  autoridad  incompetente. 

La  carta  de  Torres  importa  una  referencia  y  de  un  menor  de 
edad ;  Quiroga  y  Barrionuevo  son  testigo  de  oidas^  siendo  este 
último  desmentido  por  Olivera.  La  referencia  de  haber  Ángel 
comunicado  su  plan  á  Belisario  Olmos  en  la  Punilla  es  falsa,  por 
no  haber  pasado  Ángel  por  ese  puQto. 
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A  esta  defensa  acompañó  una  declapacion  de  D.  José  M. 
Jaramillo,  diciendo  que  era  falso  que  él  hubiera  denunciado  á 
Francisco  Alvarez/  y  sabido  que  este  maquinaba  una  revolución 
contra  el  Gobierno  ó  era  conocedor  de  ella;  y  otra  de  D.  Fede- 
rico Pazos  diciendo  que  lo  que  Bustos  babia  dicho  á  Carrizo  fué 
que  llegaria  tiempo  en  que  le  babia  de  pagar  los  agravios  que 
le  infería. 

III.^ — Amío  de  prtieba.  En  15  de  Noviembre  de  1865  el  Juez 
abrió  aprueba  la  causa  con  todos  cargos,  porl5dias.  Los 
pimíos  que  fijó  fueron  los  siguientes:  1^  Participación  ó  com- 
plicidad de  los  acusados  con  Aurelio  Zalazar  y  demás  que  han 
encabezado  el  movimiento  de  los  Llanos ;  2^  Verdad  ó  falsedad 
del  dicho  de  Zalazar  sobre  aquella  complicidad,  á  que  se  re- 
fieren algunos  testigos  del  sumario ;  3^  Habilidad  ó  inhabi- 
lidad legal  para  declarar  de  los  testigos  del  sumario ;  4^  Verdad 
ó  falsedad  de  lo  declarado  por  Lisandro  Alvarez ;  5<>  Verdad  ó 
falsedad  de  la  denuncia  de  revolución  hecha  por  D.  José  M. 
Jaramillo. 

IV. — Pruebas  de  la  defensa.  1"  La  ratificación  de  José  M. 
Jamaríllo  en  la  carta  acompañada  á  la  defensa. 

S*'  Una  carta  de  Dámaso  A.  Luna,  diciendo  que  Lisandro 
Alvarez  es  un  picaro  y  capaz  de  comprometer  hombres  que  no 
conoce. 

3o  Un  ioU^rrogatorio  de  seis  preguntas  útiles.  1»  Si  Ángel, 
en  su  tránsito  de  Enlre-Riospara  la  Rioja,  tomó  el  camino  del 
Arroyito,  Santa  Rosa,  Totoral,  Devisadero,  Cruz  del  Eje  y 
Bateas.  2"  Si  Ricardo  Vera  es  enemigo  capital  de  Bustos*  3^  Si 
Abelardo  Ocampo  había  dicho  que  si  el  Gobernador  no  man* 
daba  fusilar  á  Bultos,  él  le  habia  de  degollar.  A"  Si  Lisandro 
Alvia*ez  babia  estado  en  la  cárcel  en  San  Juan,  habia  sido  de 
las  montoneras  del  Chacho,  destinado  á  un  cuerpo  de  linea  y 
desertor.  5<>  Si  el  mismo  Alvarez  robó  aljamias  cosas  al  Teniente 
Ramos  del  6''  de  linea*  &  Si  N.  Carrizo  es  enemigo  capital  de 
Bustos  y  Granillo. 

A  la  1»  contestaron  Gervasio  3Iolina,  y  Pedro  Millicay  que 
era  cierto. 
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A  la  2^  contestaron  Baltazar  Torres  y  Jacinto  Rincbn  que  lo 
suponían  por  haber  Vera  hecho  la  revolución  al  gobierno  de 
Bustos;  y  Carmelo  Valdés  que  era  cieilo. 

A  la  3*  contestaron  Baltazar  Torres  y  Sigifredo  Pasos  que 
era  cierto,  y  Pedro  Arias  que  Ocampo  habia  dicho  que  si  el 
Gobernador  le  dijese  de  sacar  y'  degollar  á  Bustos,  lo  haría. 

A  la  4^  no  contestó  testigo  alguno. 

A  la  5»  contestó  el  Capitán  D.  Lucero  Córdoba  que  era  cier- 
to; Mardoque  Bustos  que  era  cierta  la  deserción,  pero  no  sabia 
del  robo;  Ruperto  Godoy,  Carril  y  Manuel  López  que  solo  habían 
oído  decir  de  la  deserción. 

A  la  6^  contestó  Jacinto  Rincón,  que  entre  dichas  personas 
hay  desafección,  pero  no  enemistad ;  Cesáreo  Dávila  y  Ermenc- 
gildo  Jaramillo  que  hay  enemistad  en  política,  y  Sebastian  del 
Moral  que  hay  enemistad  acérrima  con  Bustos  por  política,  y 
con  Granillo  por  .haber  Carrizo  perdido  un  pleito  siendo  juez 
aquel. 

4f^  Una  declaración  de  D.  Francisco  Carreño  y  D.  Lorenzo 
A.  Blanco,  que  D^  Carlota  Recalde  es  una  señora  dedicada 
esclusivaroente  á  las  atenciones  de  su  familia  y  ajena  á  las  cosas 
políticas. 

5®  Una  declaración  de  D.  Enejiás  Bringes,  que  Anget  le  avisó 
que  iba  á  haber  una  revolución  en  el  contingente,  mostrándole 
un  papel  que  le  habia  traído  la  hija  de  Matos,  invitándole  á 
encabezar  la  revolución ;  hecho  que  fué  negado  por  esta  en  las 
averiguaciones  que  se  hicieron. 

6^  Una  declaración  de  D.  Luis  Brandon  que  Ángel  le  dio 
igual  aviso. 

7»  Un  exhorto  diligenciado  desdo  la, Provincia  de  Córdoba 
comunicando  que  no  existia  en  la  Punilla  ningún  vecino  lla- 
mado Belisario  Olmos. 

V. — Prueban  de  la  acusación.  1^  Una  declaración  del  Gober- 
nador Campos^  de  que  estando  en  su  despacho  fué  D.  José  M. 
Jaramillo  y  le  denunció  fuertes  trabajos  de  oposición  que  se 
hacían  por  su  hijo  político  D.  Francisco  Alvarez  y  D^  Carlota 
Recalde  su  esposa. 
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2®  Una  declaración  del  Ministro  de  Gobierno  D.  Guiilern)o 
San  Román  y  D.  Ernienegildo  Jaramillo  que  D.  José  María 
Jarainillo  le  denunció  una  revolución  fraguada  por  Francisco 
Alvarez  en  su  casa,  de  acuerdo  coa  algunas  personas  de  la  fa- 
milia. 

3^  Una  declaración  de  I>.  Tristan  Dávila,  que  D.  Mariano 
Ángulo  le  mostró  una  carta  firmada  por  Bustos  en  la  que  reve- 
laba el  propósito  de  realizar  una  revolución  contra  la  situación 
legal  de  la  Provincia. 

A^  Una  declaración  del  Gobernador  Campos,  del  Mayor  D. 
Gualberto  Giménez,  del  Comandante  D.  Ricardo  Vera,  deJ  Co- 
mandante Linares  y  del  Ministro  San  Romau,  que  era  público  y 
notorio  que  Zalazar  al  atacar  y  disolver  el  contingente  en  la 
Posta  de  Herrera  habia  procedido  de  acuerdo  con  Bustos,  los 
Alvarez  y  Ángel. 

Giménez  agregó, ^  que  habiendo  sido  tomado  él  y  D.  Panta- 
león  Arias  por  Zalazar,  fueron  invitados  á  nombre  de  dichas 
personas  á  tomar  parte  en  el  movimiento ;  y  que  en  la  Piedra 
Piulada^  Zalazar  le  dijo  que  acababa  de  recibir  una  nota  de 
Bustos,  llai|iándole  á  la  ciudad  y  en  el  acto  se  puso  en  marcha 
para  ella. 

50  Una  declaración  de  Cesáreo  Dávila  y  Francisco  S.  Gómez, 
que  los  antecedentes  políticos  de  Bustos,  Ángel  y  los  Alvarez 
inducian  sospechas  de  complicidad  eh  la  montonera  que  disolvió 
el  contingente. 

Gf"  Una  declaración  de  Zalazar  sacada  del  proceso  que  se  le 
formaba  por  separado. 

En  esta  declaró  Zalazar  que  estando  de  regreso  del  Entre-Rios 
con  Carlos  Ángel,  se  les  reunió  Carlos  Alvarez  en  la  Concep- 
ción del  Uruguay,  y  acordaron  entre  los  tres  que  luego  de  lle- 
gar á  la  Rioja  harian  revolución  al  gobierno  del  Sr.  Campos, 
suponien(|p  el  declarante  que  era  indicación  del  General  Ur- 
quiza  según  lo  pudo  comprender  de  los  compañeros.  Que  efec- 
tivamente se  vinieron  á  esta  en  el  lugar  del  Chañar,  antes  de 
separarse  acordaron  que  el  declarante  se  encargaria  de  reunir 
gente  en  los  Llanos,  tomar  el  contingente  de  Guardias  Nació- 
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nales  que  debia  marchar  de  esta  ciudad  destinado  á  la  guerra 
del  Paraguay ;  que  Ángel  y  Alvarez,  harían  la  revolución  en  esta 
ciudad,  á  la  que  vendría  el  declarante  con  su  fuerza  á  apoyar 
dicho  movimiento.  Que  >asi  lo  hizo,  y  después  de  reunir  algunos 
hombres  se  dirijió  á  Lotuna,  donde  tomó  el  contingente  de 
<íuardias  Nacionales  que  habia  reunido  el  Comandante  D.  Ri- 
cardo Vera.  Que  ese  mismo  dia  mandó  tomar  parte  del  (nismo 
contingente  que  venia  del  Sud  á  reunirse  al  de  Lotuna  á  las 
órdenes  del  Comandante  D.  Damián  Tello. — Que  muy  luego 
¿tacó  con  su  fuerza  en  el  lugar  de  la  Hedianda  al  contingente 
que  marchaba  de  esta  ciudad  á  la  órdenes  del  Comandante  D. 
José  María  Linares,  consiguiendo  disolverlo. — Que  después, 
en  virtud  del  acuerdo  que  babian  tenido  con  Alvarez,  Ángel  se 
diríjió  á  esta  ciudad  suponiendo  hecha  la  revolución,  y  sabiendo 
que  habia  salido  el  Gobernador  á  campaña  creyó  que  habia 
salido  en  derrota,  por  cuya  razón  apresuró  su  marcha,  llegando 
á  las  inmediaciones  de  esta  ciudad  el  15  de  julio,  mas  ó  menos, 
en  cuyo  dia  tuvo  lugar  un  combate  con  las  fuerzas  del  Gobierno, 
retirándoi^e  cuando  vio  que  no  encontraba  el  apoyo  de  sus  co- 
religionarios. 

Que  después  de  esto,  ha  tenido  el  declarante  varios  combates 
parciales  en  diferentes  puntos ,  hasta  que  sorprendido  en  Tar- 
quín por  una  fuerza  al  mando  del  Mayor  don  Gualberto  Giménez 
fuó  tomado  preso  el  declarante  y  muerto  su  compañero  Jerónimo 
Agüero.  Que  fué  remitídt)  á  Olta,  donde  se  encuentra  el  Gober- 
nador propietario,  quien  á  su  vez  lo  ha  mandado  á  esta  ciudad, 
donde  se  encuentra  constituido  en  prisión. — Que  el  primer  ata- 
que en  Cotuna  ha  sido,  según  recuerda,  el  26  de  Junio  último, 
y  desde  entonces  hasta  que  ha  sido  tomado  lo  han  acompaña- 
do en  el  carácter  de  gefes,  Ramón  Flores,  Lizardo  Luna  que 
murió  en  Olpas,  hallándose  el  primero  en  la  ciudad  de  San  Juan  : 
Jerónimo  Agñero,  el  coronel  Bamba,  quienes  se  han  presentado 
ofreciéndole  sus  servicios  en  el  mes  de  Setiembre  último  y  Octu* 
bre,  masó  menos;  Carmen  Guevara,  de  quien  sabe  ha  sido  tomado 
y  muerto  últimamente ;  Asencio  Rivadera,  que  aunque  su  subal- 
terno se  sujetaba  en  la  obediencia  á  sus  gefes.   Ruiino  Quija- 
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no,  que  lo  ha  acompañado  desde  el  principio  hasta  la  derrota  ' 
que  sufrieron  en  Pango,  desde  donde  lo  mandó  el  declarante  en 
comisión  á  verse  con  Elzardo,  de  quien  habia  recibido  una  car- 
ta ofreciéndole  sus  servicios,  no  habiendo  tenido  resultado  por 
no  haber  vuelto  mas  Quijano.  Que  también  ha  recibido  comuni- 
caciones de  un  Sargento  Mayor  ó  Comandante  Burgoa,  residente 
en  San  Juan,  sin  que  se  le  haya  presentado  después,  pues  le 
ofrecía  venir  á  esta  ciudad  con  doscientos  hombres.  Que  antes 
.  de  ser  retiraido  de  Pango,  se  le  presentaron  en  el  lugar  de  San  An- 
tonio, dos  individuos  vecinos  de  allí,  cuyos  nombres  no  recuerda, 
diciéndole  que  tenian  encargo  de  Berna  y  Carrizo  desde  Jachal, 
de  ver  si  se  habia  realizado  la  revolución  en  esta  para  mover  aque- 
lla Provincia  en  igual  sentido  :  que  solo  sabe  qu^  uno  de  ellos 
era  hermano  ó  cuñado  de  Carrizo — Que  antes  de  su  campaña  en 
los  Llanos,  recibió-una  comunicación  de  don  Carlos  Ángel,  pre- 
viniéndole al  declarante  que  la  señal  para  la  revolución  en  esta 
era  la  salida  del  contingente  que  se  estaba  reuniendo  para  mar- 
char^ sin  decirle  ni  saber  silo  conduciría  el  Comandante  Linares, 
con  cuyo  motivo  el  declarante  resolvió  moverse  sobre  Cotu- 
na,  como  lo  tenia  dicho ;  que  en  ese  tiempo,  hallándose  el  Co- 
mandante don  Ramón  Ibañez,  oculto  en  el  lugar  de  la  Esquina 
en  una  entrevista  que  tuvo  le  presentó  una  carta  qné  le  habia 
díríjido  don  Manuel  Vicente  Bustos,  incitándole  á  que  tomase 
parte  en  el  movimiento  de  los  Llanos,  y  asegurándole  que  seria 
apoyado  en  esta  ciudad,  para  lo  que  le  ofrecía  todos  los  re- 
cursos necesarios.  Que  las  cartas  que  le  han  dirijido  al  declaran- 
te le  han  sido  tomadas  en  Olpas,  con  la  muerte  de  uno  de  sus 
asistentes,  peroque  debe  tener  entre  los  papeles  que  tiene,  otro 
asistente  suyo  que  se  escapó  en  Tarquín,  la  de  don  Carlos  Ángel ; 
que  la  del  Sr.  Bustos  supone  que  debe  hallarse  entre  los  papeles 
del  Comandante  Ibañez,  quien  ha  permanecido  dorante  la  cam- 
paña en  la  Sierra  de  las  Minas.— Que  en  este  punto  y  como  el 
dos  ó  tres  del  corriente,  habiendo  llegado  el  declarante  y  Ar- 
güero,  supo  que  este  habia  mandado  asesinar  á  don  Ramón  Iba- 
ñez, lo  que  se  habia  verificado  por  medio  de  una  comisión  á 
las  órdenes   del  Porta  N.  Ortiz,  á  quien  el  declarante  habia 
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botado  porque  supo  que  tomc)  una  manta  agena. — Que  el  decía* 
rante  supo  de  la  muerte  dada  á  los  Diaz  por  Agüero  por 
suponerlos  enemigos  encubiertos  de  sus  planes.— Que  !a  única 
ejecución  que  ha  ordenado  el  declarante  fué  la  del  que  llamaban 
Pedro  el  Tuerto,  á  quien  hizo  fusilar  en  el  lugar  de  Ulapes,  por 
haber  cometido  un  saqueo  fuera  de  otros  muchos  que  tenía  per- 
petrados ;  que  igual  ejecución  ordenó  eo  el  conocido  por  Juan 
Manco,  inmediato  ai  Pozo  Cerrado,  por  ¡guales  motivos. — 
Que  debe  agregar,  que  cyando  el  declarante  llegó  á  la  Cruz 
del  Eje  con  su  fuerza,  á  principios  del  mes  pasado,  con  el  fin  de 
tomar  datos  sobre  el  estado  de  la  Provincia  y  para  procurarse 
caballos  para  su  división,  recibió  una  comunicación  de  Don 
Felipe  Saá,  que  le  dirijia  desde  el  rio  de  la  Puerta,  ^  don^e  se 
hallaba  oculto,  en  la  que  le  participaba,  que  pronto  estallaría  una 
revolución  en  la  ciudad  de  Córdoba  encabezada  por  Don  Pío 
Achabal  y  otros  mas ;  que  él  esperaba  aquella  para  salir  con 
gente  á  apoyarla  y  ponerse  de  acuerdo  con  el  declarante;  que 
después  de  esto  no  ha  sabido  nada  de  él.  Que  durante  la  perma- 
nencia en  la  Cruz  del  Eje  supo  que  comisiones  mandadas  por 
Asencio  Rivadera  hablan  asesinado  á  un  estrangero  y  otro  indi- 
viduo mas  que  se  hallaban  allí ;  que  esto  y  la  circunstancia  de 
privarles  el  declarante  el  saqueo  en  las  poblaciones  dio  lugar  á 
ún  fuerte  desagrado  entre  él  y  Rivadera,  separándose  este  del 
declarante  después  de  la  sorpresa  que  sufrieron  en  las  Tapias. 

?<*  Otra  declaración  de  Zalazar  sacada  del  mismo  proceso  di- 
ciendo que  en  el  Chamical  un  hijo  del  tropero  Guillermo  Torres 
le  dijo  que  la  Sra,  D*  Delfina  RecaJde,  madre  de  los  Alvarez,  debia 
mandar  una  cantidad  de  armas  y  municiones  con  el  propósito  de 
derrocar  al  Gobierno  de  la  Provincia  y  colocar  en  él  á  Don  Carlos 
Ángel,  á  quien  el  declarante  consideraba  como  su  superior. 

8°  Un  careo  entre  Zalazar  y  los  Alvarez,  Bustos  y  Ángel,  en 
el  que  Zala/ar  dijo  que  la  carta  que  Bustos  escribió  ú  D.  Ramón 
Ibañez  el  no  la  habia  leido,  y  solo  Ibañcz  le  dijo  que  er^  una  carta 
de  Bustos :  que  el  no  ha  traído  de  Entre-Rios  comunicaciones 
para  Bustos,  ni  habia  tenido  con  este  relaciones  de  ninguna 
clase. 
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Fallo  del  JTiiez  lieccional. 

Rioja,  Febrero  21  de  1800. 

Vista  la  presento  causa  criminal  seguida  contra  los  reos  Manuct 
Vicenic  Bustos,  Carlos  Ángel,  Carlos  y  Francisco  Alvarez,  So- 
lano Granillo  y  Cariota  Recalde  de  Jaramillo,  por  atribuírseles 
complicidad  en  la  rebelión  armada  que  apareció  en  los  Llanos 
de  esta  Provincia,  encabezada  por  Aurelio  Zalazar,  que  atacó  y 
disolvió  el  contingente  de  Guardias  Nacionales,  en  marcha, 
destinado  al  Eji?rcilo  Nacional  en  campaña,  lo  que  tuvo  lugar 
á  fines  del  mes  de  Junio  del  año  pasado ;  con  lo  espuesto  por  el 
Fiscal  adhoc  Dr.  D.  Delfín  Oliva,  lo  alegado  por  el  apoderado 
de  los  reos,  y  resultando  por  el  mérito  que  arrojan  los  autos  : 

i^'  Queálinesdelmesde  junio  del  año  pasado,  tuvo  lugar  en 
los  Llanos  de  la  Provincia,  una  sublevación  levantada  con  el 
propósito  ostensible  de  derrocar  al  Gobierro  de  la  Provincia,  la 
cual  encabezada  por  Aurelio  Zalazar,  inició  sus  operaciones, , 
atacando  y .  disolviendo  en  Cotmuiy  en  Posta  de  Herrera  los 
contingentes  de  Guardias  Nacionales  de  la  Provincia,  que  mar- 
chaban destinados  al  Ejército  Nacional,  en  virtud  de  órdenes  del 
Gobierno  déla  Nación. 

2»  Resultando,  que  los  actuales  procesados,  son  acusados  de 
complicidad  y  connivencia  con  el  cabecilla  Zalazar,  cuya  causa 
se  sigue  por  cuerda  separada,  como  promotores  é  instigadores  de 
la  rebelión,  que  aquel  ha  seguido  como  mero  ejecutor — cuya 
acusación  aparece  de  los  autos  de  la  manera  siguiente  : 
.  i°  Por  la  declaración  de  Juan  Carrizo,  corriente  á  fojas  treinta 
y  tres  vueltaf  que  dice  haber  hablado  con  Zalazar  algunos  dias 
antes  del  asalto  en  Cotuna,  y  haberle  dicho  éste  que:  Don 
Vicente  Bustos',  Don  Carlos  Ángel,  y  Don  Carlos  Alvarez,  estaban 
de  acuerdo  con  él  para  el  movimiento  que  debía  iniciar. — 2»  La 
declaración  de  Don  Abelardo  Ocampo,  corriente  á  foja  70  vuelta 
que  se  espresa  en  el  mismo  sentido^  pues  conversando  con  Zalazar 
cuando  este  lo  tomó  en  los  Llanos  le  dijo :   que  Bustos,  Ángel  y 
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Alvarez  lo  habian  engañado  completamente,  pues  que  habia  espe- 
rado inútilmente   ser  apoyado  por  estos  en  su  ataque   á  esta 
ciudad,  el  15  de  julio  último,  según  lo  acordado  con  ellos. — ^3**  Las 
declaraciones  de  Griseldo  Nieva  y  de  Félix  Quíroga,  corrientes 
á  fojas  treinta  y  dos  y  ochenta  y  ocho ^  que  refiriéndose  al  dicho 
de  Zalazar,  se  espresan  en  el  mismo  sentido, — ¥  El  informe  del 
Cobíeniode  la  Provincia,  corriente  áfojaS'vuelta,  que  al  mani- 
festar á  este  juzgado  los  motivos  de  la  prisión  hecha  á  los  Alvarez, 
Bustos  y  Ángel,  es|>one  haber  recibido  informes  repetidos  de 
ser  estos  los  instigadores  de  la  revuelta  encabezada  por  Zalazar. 
— 5«  La  nota   de  foja  63  del    Gobierno  de    la  Provincia,  po- 
niendo en  conocimiento  del  juzgado  de  haber  dicho  D.  Carlos 
Ángel,  en  su  tránsito  por  Córdoba,  en  un  lugar  de  la  Punilla, 
queá  su  llegada  á  esta  Provincia,  con  el  mismo.Aurelio  Zalazar, 
que  en  clase  de  peón  lo  acompañaba,  seria  disucltoel  contin- 
gente y  derrocado    el  Gobierno,   mediante   instrucciones  que 
había  recibido  del  general  Don  Justo  José  Urquiza;  todo  lo  que 
habia  espresado  en  presencia  de  un  señor  D.  Belisairio  Olmos, 
•vecino  de  aquel  Departamento. — 6<>  La  declaración  del  mismo 
Aurelio  Zalazar,  corriente  á  foja  70,  que  dice,  haber  acordado 
el  plan  revolucionario  que  realizó  en  junio  con  los  señores 
Ángel  y  Carlos  Alvarez,  durante  el  viaje  que  hicieron  desde  la 
Provincia  de  Entre-Rios   á  esta,    cominiendo  en  el  lugar  del 
Chañar  donde  se  separaron,  que  él  (Zalazar)  se  encargaría  de 
mover  los  Departamentos  de  los  Llanos,  y  sus  compañeros, 
harían  en  esta  ciudad  la  revolución  apoyando  aquel  movimiento; 
agregando  haber  recibido  cartas  del  señor  Ángel,  anunciándole 
la  salida  del  contingente  de  esta  ciudad  para  que  lo  atacase,  y 
de  haber  visto  otra  diríjida  por  el  señor  Bustos  á  Don  Ramón 
Ibañez  incitándole  á  tomar  parte  en  dicho  movimiento. — 1^\a 
declaración  de  Lisandro  Alvarez  á  foja  68  vuelta,  que  dice  haber 
sido  invitado  por  los  señores  Bustos  y  Granillo  en  la  noche  del 
25  de  Mayo  último,  después  de  haber  sido  llamado  por  Doña 
Carlota  Recalde  desde  la  Costa  de  Aranco,  lugar  de  su  resi- 
dencia, para  tomar  parte  en  una  revolución  contra  el  Gobierno, 
ofreciéndole  á  este  fin  dinero  y  armas,  y  que  contaban  con  log 
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Llanos^  que  debían  ser  movidos  por  Aurelio  Zalazar;  agregando 
que  la  caria  de  D^^  Carlota  Recalde,  llamándole^  y  otras  que 
después  le  dirijió  Bustos,  después  que  aceptd  la  invitación,  las 
quemó  para  no  ser  descubierto,  hasta  que  sd  resolvió  dar 
cuenta,  como  lo  hizo,  desistiendo  de  tomar  parte  en  el  movi- 
miento.— S""  El  hecho  á  que  se  refiere  la  declaración  de  Doña 
Enejias  Bringas  corriente  á  foja  13  vuelta,  de  haberse  denunciado 
al  Gobierno  por  Don  José  María  Jaranillo,  trabajos  de  revolución 
hechos  en  su  propia  casa,  por  su  hijo  político  Don  Francisco 
Alvarez— 9o  y  último.  La  voz  general  que  según  el  informe 
del  Gobernador  Propietario,  corriente  á  foja  64  de  los  autos, 
y  de  los  demás  gefes  en  campaña,  reinaba  en  los  departa- 
mentos de  los  Llanos,  de  ser  tenidos  los  procesados  como 
cómplices  ó  promotores  de  la  revuelta  encabezada  por  Za- 
lazar. 

2»  Resultando,  que  en  virtud  de  estas  pruebas  que  aparecen 
en  el  sumario  y  plenario  de  la  causa,  el  Fiscal  ad  hoc^  ha  pe- 
dido contra  los  reos  la  pena  de  seis  años  de  destierro,  una 
multa  de  mil  pesos  y  las  indemnizaciones  del  caso,  esceptuando 
de  esta  pena  á  los  reos  D.  Solano  Granillo  y  D»  Carlota  Re- 
calde, sobre  los  que  pide  se  sobresea  con  calidad  de  por  ahora 
y  sin  perjuicio  de  adelantar  Va  causa,  cuando  se  mejore  de  prue- 
ba, respecto  de  ellos. — Contestándose  por  parte  de  los  reos, 
que  las  pruebas  de  que  se  hace  mérito,  carecen  de  valor  jurí- 
dico, pues  los  informes  del  Gobierno  y  declaraciones  citadas,  se 
refieren  todas  á  un  simple  dicho  de  Aurelio  Zalazar,  que  á  mas 
de  ser  el  autor  principal  de  la  rebelión,  ha  declarada)  estando 
procesada)  y  preso  por  la  justicia  nacional,  lo  que  hace  su  diclio 
sin  fuerza  ni  valor  alguno  con  arreglo  á  las  leyes  del  caso ;  y 
respecto  de  Lisandro'  Alvarez  que  siendo  desertor  del  Batallón 
6»  de  línea  á  que  foé  destinado,  ha  cometido  el  delito  úeper- 
juro^  que  lo  inhabilita  para  declarar  con  todo  lo  demás  ale- 
gado en  el  juicio  verbal,  y  probado  en  autos. — Considerando  : 
io  Respecto  del  procesado  Bustos,  que  es  acusado  por  los  tes- 
tigos del  sumario,  que  se  refieren  al  didw  de  Aurelio  Zalazar, 
y  por  el  testigo  Lisandro  Alvarez  en  el  sentido  de  haber  sido 
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invitado  por  é\  á  tomar  parte  en  una  revolución,  coiKta  .de  lod 
autos,  porcia  declaración  del  misino  Zalazar,  ser  falso  el  dichi) 
do  él  á  que  los,  primeros  se    fcüercn,  declarando  no  haber 
tenido  inteligencia  ni  acuerdo  de  ningún  género  con  D.  Manuel 
Vicente  Bustos,  y  que  la  carta  dirijida  á  D.  Ramón  Ebañez,  que 
mencionó  en  sus  primeras  declaraciones,  no  la  tía  leido,  pues 
solo  vio  un  papel  en  manos  de  este,  cernen  le  dijo  que  era  carta 
del  señor  Bustos ;  quedando  establecido  por  lo  mismo,  que  el 
dicho  probado  por  aquellos  testigos  es  contradictorio  al  dicho 
del  mismo  Zalazar  que  consta  de  su  declaración  y  del  resultado 
del  careo  que  'corre  á  foja  76. — Que  sobre  lo  declarado  por  Li- 
sandro  Alvarez,  habiendo  confesado  este  mismo  en  su  indaga- 
toria,  haber  pertenecido  al  Batallón  6^  de  linea  del  cual  deser- 
/ó,  estando  ademas  probado  este  hecho  en  el  tiempo  competente 
de  la  causa,  debe  ser  clasificado  de  perjuro  por  haber  aban- 
donado la  bandera  que  juró  sostener  al  ser  destinado  á  las 
tropas  de  línea,  y  faltado  á  la  sumisión  y  obediencia  de  sus  su- 
periores, que  en  su  clase  de  soldado  juró  cumplir  y  respetar. — 
Siendo  inexacto  lo   espuesto  en  el  juicio  por  el  Fiscal  adboc^ 
que  habiendo  sido  Alvarez  dcdinado  y  no  enganchado,  no  ha 
prestado  el  juramento  de  ordenanza,  pues  de  cualquier  manera 
que  se  le  suponga  incorporado  á  las  tropas  de  linea,  no  puede 
admitirse  esta  incorporación,  sin  el  juramento  que  manda  la 
ordenanza  militar ;  y  que  debe  constar  en  la  filiación  de  cada 
soldado,  mientras  no  se  acredite  lo  contrario ;  probada  la  de- 
serción y  no  constando  de  autos,  que  al  incorporarse  Alvarez 
al  G"»  de  línea,  no  prestó  el  juramento  de  ordenanza,  á    que 
fué  legal  su  destinación,  debe  ser  considerado  legalmente  como 
perjuro^  en  cuyo  caso,  carece  su  declaración  de  valor  jurídico, 
con  arreglo  á  la  ley  8^^,  título  16,  partida  3. — 2"  Que  lo  mismo 
debe    decirse  de  los  procesados  Solano  Granillo  y  Carlota  Re- 
calde,  acusados  únicamente  por  la  declaración  de  Lisandro  Al- 
varez,   constituyendo  en  estos  como  en  aquel  una  presunción 
muy  leve  que  en  ningún    casa  puede  importar  un  cargo  legal 
contra  los  procesados, 
3<»  Que  respecto  de  Don  Francisco  Alvarez,  no  ha  probado. 
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legalmente,  ni  aun  el  hecho  de  ia  denuncia  de  su  padre  poli^ 
tico  D.  José  María  Jaramillo,  quien  á  foja  3i  vuelta,  niega  bajo 
de  juramento  aquella  denuncia,  y  aun  que  por  el  informe  del 
Sr.  Ministro  de  Gobierno,  Dr.  San  Román,  y  la  declaración 
de  D.  Ermenejildo  Jai*amilIo  de  foja  60  vuelta  y  68  apa- 
rece justificado  aquel  hecho,  espresando  efectivamente  la  de- 
nuncia, existe  contradicción  con  lo  informado  por  el  Sr.  Go- 
bernador D.  Julio  Campos  á  foja  64  vuelta,  quien  dice,  que 
el  aviso  de  Jaramillo  era  sobre  trabajos  de  oposición  al  gobierno 
y  no  de  revolución^  lo  que  destruye  cuando  menos  en  partes 
los  informes  y  declaraciones  anteriores. — Que  no  habiendo  en 
el  proceso  ninguna  otra  prueba  que  importe  una  acusación  deter- 
minada y  precisa  contra  él,  quedan  meras  referencias  y  sim- 
ples presunciones,  que  no  constituye  cargo  de  ningún  género. 
4^  Que  con  relación  á  D.  Carlos  Ángel,  la  declaración  del 
cabecilla  Aurelio  Zalazar,  acusándolo  de  haber  estado  en  acuer- 
do con  él  para  el  movimiento  de  junio,  declaración  que  ha 
ratificado  en  el  careo  de  foja  76  vuelta,  á  mas  de  ser  singular, 
carece  del  valor  jurídico  que  tiene  la  deposición  de  una  persona 
hábil,  pues  que  declarando  sobre  un  delito  de  que  él  es  prin- 
cipal cabecilla,  no  tiene  fuerza  alguna  en  juicio,  con  arreglo  á 
la  terminante  disposición  de  la  ley  10,  título  i6,  part.  3^,  tanto 
mas,  cuanto  que  habiendo  declarado  en  forma,  estando  preso 
y  procesado  por  el  delito  de  rebelión,  no  tiene  valor  alguno 
legal  dicha  declaración,  según  lo  dispuesto  por  la  ley  21 ,  tí- 
tulo 16,  partida  3^,  á  lo  que  se  agrega,  que  aquella  disposición 
es  hasta  cierto  punto  inverosímil,  pues  afirmando  haber  reci- 
bido una  carta  del  Sr.  Ángel,  en  que  le  avisaba  la  salida  del 
contingente  de  esta. ciudad,  cuya  carta  según  él  fué  tomada  en 
Olpas,  con  su  correspondencia,  no  ha  aparecido  ni  se  ha  pre- 
sentado tal  carta,  á  pesar  de  haberse  remitido  á  este  juzgado 
toda  la  coiTespondencia  tomada  á  Zalazar,  en  Olpas  y  otros 
puntos,  y  que  existe  agregada  á  la  causa  que  por  cuerda 
separada  se  sigue  á  éste;  cuya  circunstancia  envuelve  una 
inverosimilitud,  desde  que  en  caso  de  ser  exacto  el  hecho,  ha 
debido  aparecer  dicha  carta  como  las  demás. — Que  con  rela- 

21 
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€Íon  al  heclio  que  se  menciona  en  la  nota  del  gobierno  de  foja 
50,  el  procesado  Carlos  Ángel  ha  probado  la  coartada^  habiendo 
acreditado  cumpUdamente  en  el  término  de  prueba,  qne  en  su 
tránsito  por  Córdoba,  no  ha  pisado  el  Departamento  de  la  Pu- 
nilla,  donde  se  supone  que  manifestó  sus  propósitos  de  re^ 
vuelta;  agregándose  á  esto  que  consta  de  las  diligencias  se- 
guidas en  aquella  Provincia,  mediante  el  exhorto  que  se  des- 
pachó para  averiguar  aquel  hecho,  que  no  existe  ningim  indi- 
viduo que  lleve  el  nombre  de  Belisario  Olmos  en  el  tugar  de- 
signado en  la  nota,  ni  aun  en  el  distrito ;  quedando  por  todo 
ello  desvirtuado  en  todo  sentido  la  referida  denuncia* 

5^  Que  por  lo  que  re^ecto  á  D.  Carlos  Alvarez^  no  pesando 
sobre  él  otra  acusación  que  la  que  resulta  del  dicho  de  Aurelio 
Zalazar,  ^  de  su  misma  declaración^  confirmado  en  el  careo, 
militan  las  misnias  razones,  para  considerarse  sin  valor  juridáco 
el  cargo  que  á  él  se  refiere. 

6^  Qne  la  voz  general  que  ha  circulado  en  los  Departamentos 
de  ios  Llanos,  de  ser  los  procesados  cómplices  en  la  subleva- 
ción de  Zalazar  que  resulta  comprobado  «n  autos,  si  bien  indnce 
á  una  presunción  legal  contra  ellos,  no  es  prueba  bastante^  ni 
puede  considerarse,  como  de  fama  pública^  wmó  de  un  simple 
rumor  como  lo  establecen  uniformemente  los  criminalists»^ 
que  solo  consideran  la  fama  cuando  es  general  en  d  Reino  ó 
Provincia  donde  circula^  y  no  en  uño  ó  dos  Departamentos 
como  aparece  en  este  caso,  pudiendo  suponerse  que  dicho 
rumor  ha  podido  originarse  fácilmente  en  lo  dicho  por  el  mis- 
mo cabecilla  Zalazar^  que  ha  tenido  por  teatro  de  sus  princi- 
pales operaciones^  aquellos  Departamentos ;  á  lo  que  se  agrega 
que  solo  en  ciertos  delitos  determinados  por  las  leyes  y  doc- 
trinas de  los  autores  es  admitido  como  prueba,  pero  de  ningún 
modo  en  el  delito  de  rebelión,  que  por  su  calidad  y  naturaleza, 
es  de  muy  £&cil  prueba. 

1^  Que  establecidos  asi  los  hechos  y  el  derecho  que  les  cor- 
responde, resulta  que  no  existe  prueba  alguna  legal,  que  baste 
á  determinar  la  supuesta  criminalidad  de  los  encausados,  no 
pesando  sobre  alguno  de  ellos  mas  qne  simples  presunciones  por 
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lá&qiie  no  puede  ni  debe- aplicarse  pena  como  terminaotemente 
k)  esublecen  las  leyes  i^,  tit.  14,  part.  3»,  y  ley  26,  tít.  i^  y 
leyes  7*  y  9»,  tít.  31 ,  part-  7». 

8^  Que  en  este  caso,  la  clasificación  del  delito,  que  ha  mo- 
tivado la  presente  causa^  hecha  por  el  Fiscal  ad  fioc^  dándole 
e)  carácter  de  traición  á  la  patria^  no  habiendo  llegado  el  caso 
de  aplicar  las  penas  de  las  leyes  nacionales  citadas  por  aquel 
en  su  vista,,  por  falta  de  prueba  de  la  criminalidad  de  los  encau- 
sados, debe  quedar  aquella  clasificación  sin  determinarse  pues 
de  lo  congrio,  toda  resolución  sobre  este  punto  sería  estem-« 
poránea  y  fuera  de  caso. 
Por  estas  y  otras  consideraciones  que  se  omiten : 
Fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro  que  respecto  de  los 
encausados  D.  Miguel  Vicente  Bustos^  D.  Carlos  Ángel  y  D. 
Carlos  Alvarez  sean  absmllos  de  la  instancia  de  la  presente 
causa  con  calidad  de  por  ahora^  y  sin  perjuicio  de  adelantarla, 
cuando  se  mejore  de  pruebas  con  arreglo  á  la  práctica  y  doctrinas 
de  los  criminalistas ;  y  que  con  relación  á  los  procesados  D. 
Francisco  Alvarez,  D.  Solano  Granillo  y  D*  Carlota  Recalde,  sean 
absueltos  completamente  del  juicio,  sin  especial  condenación  en 
costas. — Hágase  saber,  y  en  oportunidad  cancélense  las  escri- 
turas de  fianza  carcelera,  que  se  otorgaron  por  los  reos. 

Natanael  Morcillo, 

El  fiscal  ad  hoc  apeló  de  esta  sentencia  y  fué  concedido  libre- 
mente el  recurso. 

L — El  señor  Procurador  General  espresó  agravios  diciendo, 
que  aunque  los  procesados  no  habían  tomado  una  parte  activa 
en  la  sedición,  porgue  fueron  presos  desde  el  momento  que 
apareció,  hay  suficientes  datos  para  creer  que  ellos  la  promo- 
vieron induciendo  y  determinando  á  los  sediciosos. 

Que  una  sublevación  tan  considerable  que  puso  en  conmo- 
ción toda  la  campaña  de  la  Rioja,  que  vaició  basta  á  500 
hombres  armados,  dio  varios  combates  y  después  de  haber 
disuelto  los  contingentes  nacionales  se  atrevió  á  atacar  la  capital 
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de  la  Provincia  para  mudar  al  Gobierno  Provincial,  no  pudo  ser 
encabezada  y  dirijida  por  Aurelio  Zalazar  hombre  oscuro,  cuya 
profesión  era  .peón  asalariado,  sin  antecedentes  políticos,  sin 
medios  de  fortuna,  sin  conocimientos,  ni  dotes  militares. 

Que  estas  circunstancias  bonvenzen  que  Zalazar  fué  estimulada 
y  ayudado  por  otros  hombres  de  designios  políticos,  con  opinión 
y  medios  suGcientes  para  sub  evar  el  país. 

Que  Ángel  declara  que  Zalazar  era  uno  de  los  peones  que 
le  habia  acompañado  á  la  Rioja  conduciendo  unas  muías,  y  al 
llegar  á  los  Llanos,  lo  despaché  con  los  demás  peones, — ^Zalazar 
declara  que  hallándose  en  el  Uruguay  con  Ángel,  se  les  reunió 
Carlos  Alvarez  y  acordaron  los  tres  que  luego  que  llegasen 
harían  revolución  al  Gobierno  del  Sr.  Campos,  encargándose 
Zalazar  de  reunir  gente  en  los  Llanos,  tomar  el  contingente,  y 
marchar  á  la  ciudad  á  apoyar  á  Ángel  y  Alvarez  que  harian  la 
revolución  allí,  y  que  su  objeto  era  colocar  á  Ángel  en  el 
Gobierno. 

Que  la  declaración  de  Zalazar  descubriendo  el  plan  de  los 
sublevados  y  sus  autores  está  llena  de  tantos  detalles  y  de  tal 
espíritu  de  sinceridad  que  no  puede  negársele  asentimiento. 

Que  sin  embargo  el  juez  la  niega  ñierza  probatoria,  porque 
Zalazar  está  preso  y  es  cómplice  del  delito,  sin  advertir  que 
estas  circunstancias  no  pueden  considerarse  como  tachas  en  el 
presente  caso,  pues  Zalazar  habia  declarado  lo  mismo  antes  de 
estar  preso  á  varias  personas,  y  ante  el  juez  no  ha  hecho  mas  que 
dar  mayores  detalles. 

Que  la  razón  de  la  ley  para  ¡negar  entera  fe  al  preso  y  al 
cómplice  es  por  la  sospecha  que  quiera  por  un  falso  testimonio 
salir  de  la  prisión,  minorar  su  culpa  ó  ejercer  una  venganza ; 
y  ninguno  de  estos  móviles  ha  podido  existir  en  Zalazar,  quien  al 
declarar  agrava  su  culpa. 

Que  es  sencible  que  el  juez  no  haya  interrogado  á  los  demás 
peones  que  acompañaron  á  Ángel  en  su  viaje  de  Entre-Rios. 

Que  á  este  respecto  existe  solo  la  declaración  de  Rarrionuevo 
á  quien  Olivera,  uno  de  los  peones,  dijo  que  la  sublevación  debia 
haberse  hecho  en  un  solo  dia  en  los  Llanos,  en  los  pueblos  y 
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en  la  Rioja,  y  el  plan  habia  venido  hecho ;  que  esta  declaración 
fué  dada  tres  meses  antes  de  la  de  Zalazar  de  haberse  acordado 
el  plan  en  Entre-Rios  y  sin  duda  por  esto  el  Juez  no  dio  impor- 
tancia ai  dicho  de  Olivera  y  no  le  careó  con  Barrionuevo,  como 
debió  hacerlo. 

Que  á  pesar  de  ese  defecto,  no  puede  presumirse  que  lo  dicho 
por  Barrionuevo  sea  una  invención,  cuando  este  está  de  acuer-* 
do  con  lo  declarado  por  Zalazar,  con  la  fama  pública  de  toda 
la  Provincia  sublevada,  con  la  presunción  que  resulta  de  haber 
Ángel  y  C.  Alvarez  tomado  una  parte  activa  en  la  sublevación  de 
i862,  ycon  la  imposibilidad  moral  deque  Zalazar  obrara  sin 
instigación  y  apoyo  de  personas  influyentes. 

Que  por  todo  esto  deben  reputarse  Ángel  y  C.  Alvarez  como 
instigadores  de  Zalazar. 

Que  contra  Francisco  Alvarez  y  Carlota  Recalde  existen  las 
pruebas  siguientes : 

t  ^  La  denuncia  de  Josó  M.  Jaramillo  á  su  hermano  Ermene- 
gi  jdo  y  al  Gobierno,  quedando  la  tardía  retractación  de  aquel 
destruida  por  las  declaraciones  del  Gobernador  Campos,  del 
Ministro  San  Román,  y  de  Ermenejildo  Jaramillo,  retractación 
que  se  esplica  por  el  deseo  de  aquel  de  salvar  del  mal  paso  á  su 
hijo  político. 

2<*  La  declaración  de  Lisandro  Alvarez,  cuya  veracidad  se 
abona  por  la  circunstancia  de  haber  manifestado  á  la  suegra  de 
Nicolás  Carrizo  el  objeto  con  que  habia  sido  llamado  á  la  ciudad, 
pues  un  hombre  de  su  condición  no  podía  tener  noticia  de  la 
revolución  que  se  tramaba,  antes  de  aparecer,  si  no  le  hubiesen 
hablado  para  que  entrara  en  ella ;  no  obstando  á  dicha  declara- 
ción la  tacha  de  perjuro,  desde  que  esa  tacha  se  funda  en 
la  suposición  de  que  haya  jurado  fidelidad  á  su  bandera  mientras 
las  tachas  para  rechazar  á  un  testigo  deben  ser  demostradas  por 
pruebas  evidentes  y  no  por  suposiciones. 

3^  La  declaración  de  Zalazar  de  que  un  hijo  del  tropero  Torres 
le  dijo  qiie  la  señora  Recalde  debía  mandarle  una  cantidad  de 
armas  y  municiones. 


310        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Que  contra  Manuel  V.  Bustos  no  existe  sino  la  declaración  de 
Lisandro  Alvarez  que  no  forma  plena  prueba. 

Coocluyó  diciendo  que  los  que  acordaron  el  plan  é  incitaron  á 
Zalazar  á  levantarse  fueron  D.  Carlos  Alvarez  y  D.  Carlos  Ángel, 
y  que  D.  Francisco  Alvarez  y  D^  Carlota  Recalde  trabajaron  para 
preparar  y  sostener  el  movimiento,  haciéndose  reos  del  crmen 
de  sedición  por  baber  sido  atacado  y  disuelto  por  los  sublevados 
el  contingente  nacional,  y  pidió  que  revocándose  la  sentencia 
apelada  se  condenase  á  Ángel,  á  D.  Francisco  y  D.  Carlos 
Alvarez  y  á  D^  Carlota  Recalde  á  la  pena  de  estrañamiento  por 
seis  años. 

II. — El  doctor  D.  Abel  Bazan,  defensor  de  los  procesados, 
contestó  laespresion  de  agravios  acompañando  una  carta  del  Juez 
de  Sección  de  la  Rioja. 

Dijo  que  el  delito  de  que  se  acusa  á  sus  defendidos  no  pue- 
de ser  considerado  sino  como  sedición,  según  la  opinión  del 
Sr.  Procurador  General,  y  no  como  traición  á  la  patria. 

Que  las  pruebas  que  como  tales  se  presentan  para  demostrar 
la  complicidad  de  sus  defendidos  en  el  citado  delito,  no  me- 
recen ni  el  nombre  de  indicios. 

Que  la  consideración  deducida  de  la  condición  oscura  de 
Zalazar  no  habria  sido  traida  por  el  Sr.  Procurador  General  á 
sostener  la  acusación,  si  hubiese  conocido  las  condiciones  de 
la  campaña  de  la  Rioja,  la  naturaleza  de  la  guerra  de  monto- 
nera, y  el  modo  como  se  forman  los  caudillos  del  interior. — 
Los  famosos  caudillos  de  la  Rioja,  Quiroga,  Chacho,  etc.,  no 
eran  mas  que  peones  oscuros,  sin  antecedentes  políticos^  y 
sin  fortuna. — Para  la  guerra  de  montonera  no  se  necesita  de 
dinero. — Es  sabido  que  sus  recursos  consisten  en  el    pillaje. 

Que  es  preciso  tener  presente  el  carácter  guerrero  é  indo- 
mable del  gaucho  riojano  y  las  tristes  condiciones  en  que 
quedó  después  de  las  montoneras  del  Chacho,  habiendo  los 
habitantes  de  la  Provincia  visto  incendiadas  sus  casas,  taladas 
sus  mieses  y  destruidos  los  ganados  por  sus  libertadores. 

Que  por  consiguiente,  no  era  estraño  que  el  señor  Campos 
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'Salido  de  las  filas  de  estos  para  gobeniar  la  Provincia.,  hubiera 
condeusado  sobre  su  cabeza  todo  el  édio  de  la  campaña ;  y  si 
se  agrega  la  imposición  de  contribuciones,  el  ver  á  los  com- 
pañeros, amigos^  padres  y  hermanos  arrebatados  de  su  hogar 
para  ser  conducidos  á  una  guerra  cuya  importancia  no  com^^ 
prenden,  se  hallará  la  esplicacion  de  esa  conmoción  espontánea 
que  se  realizó  en  los  Llanos  para  poner  en  libertad  á  los  con- 
tingentes, y  de  la  tendencia  que  se  manifestó  para  derrocar 
¡el  gobierno  del  Sr.  Campos* 

Que  la  única  prueba  que  se  ha  presentado  contra  C.  Alvares 
y  Ángel  es  la  declaración  de  Zalazar,  que  no  es  verídica,  ni 
verosimii ;  pues  ninguno  de  los  dos  se  encontró  en  la  ciudad 
cuando  fué  disuelto  el  contingente,  habiendo  sido  presos  en 
Famatina,  y  es  inverosímil  que  quedasen  tejos  del  teatro  de  los 
sucesos  que  ellos  debían  dirijír;  el  acuerdo  entre  Zalazary  los 
procesados  fué  hecho  en  la  ciudad^  según  lo  manifestado  por 
Zalazar  á  Abelardo  Ocampo,  y  en  su  declaración  Zalazar  dice, 
que  fué  hecho  en  Entre-Rios ;  los  informes  del  gobierno  y 
demás  afirman  que  queria  colocarse  á  Bustos  de  Gobernador, 
y  Zalazar  en  su  dedaracion  dice  que  se  proponia  colocar  á 
Ángel» 

Que  ademas  Zalazar,  como  cómplice  en  el  delito  de  que  se 
acusa  á  sus  defendidos  no  merece  fe  alguna  con  arreglo  á  la  ley 
21,  tít.  16,  part.  3*,  y  el  esfuerzo  del  Sr.  Procurador  General 
para  eludir  su  testo  espreso,  invocando  su  e^íritu,  cae  ante  la 
contradicción  de  lo  manifestado  por  Zalazar  á  Ocampo  y  al 
Juez  de  Sección  sobre  el  lugar  y  tiempo  en  que  fué  hecho  el 
acuerdo,  ante  el  interés  que  Zalazar  tenia  de  alimentar  su  em- 
presa con  el  uso  de  nombres  prestigiosos,  y  el  móvil  de  minorar 
sn  pena  presentándose  como  mero  agente  de  los  acusados. 

Que  no  desconocia  el  defecto  de  la  instrucción  sumaria,  y 
pediría  el  examen  de  los  demás  peones  que  vinieron  con  Ángel, 
si  hen  fácil  encontrarles,  y  no  se  perjudicase  á  sus  defendidos 
con  la  prolongación  del  proceso. 

Que  entretanto  la  declaración  de  Barríonnevo  no  pasa  de  ser 
un  miserable  cuento,  pues  la  desmiente  Olivera,  y  es  contradic- 
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loria  á  la  de  Zalazar,  quien  dice  que  se  acordó  que  él  reuniría 
gente  en  los  Llanos  y  disolvería  el  contingente,  mientras  Alvarez 
y  Ángel  hacian  la  revolución  en  la  ciudad ;  y  según  Barrionuevo 
la  revolución  debia  hacerse  en  un  mismo  tiempo  en  los  Llanos, 
en  los  pueblos  y  en  la  Rioja,  resultando  que  no  se  sabe  quien 
debia  hacerla  en  los  pueblos. 

Que  la  consideración  dedacida  dq  la  fama  pública  está  com- 
pletamente refutada  por  el  sesto  considerando  de  la  sentencia 
apelada,  cuyos  fundamentos  no  han  sido  rebatidos  por  el  Pro- 
curador General ;  y  que  el  haber  Ángel  y  Alvarez  tomado  parte 
en  la  revolución  del  62,  no  es  un  cargo  serio,  tratándose  aquí 
de  un  delito  distinto,  y  á  mas  de  qoe  la  presunción  que  podría 
formarse  de  un  hecho,  desaparece  ante  la  conducta  hono- 
rable que  observaron  después,  como  resulta  de  las  últimas 
declaraciones  de  Bringes  y  Brandon,  de  haber  avisado  que  se 
preparaba  en  el  cuartel  una  sublevación  y  le  invitaban  á  enca- 
bezarla. 

Que  respecto  de  D.  Francisco  Alzarez  y  D*  Carlota  Recalde, 
la  denuncia  de  D.  José  M.  Jaramillo  á  mas  de  ser  rechazada  por 
la  ley,  desde  que  este  es  suegro  del  primero  y  marido  de  la 
segunda,  no  ha  existido,  como  se  prueba  con  las  cartas  del 
mismo  Jaramillo,  por  la  declaración  de  su  hermano  Ermene- 
gildo  que  dice  que  aquel  le  manifestó  sospedias  que  en  su 
propia  casa  participaron  en  la  revolución  que  se  fraguaba;  y  por 
la  del  *  Gobernador  Campos  que  se  refiere  á  la  denuncia  de 
fuertes  trabajos  de  oposición^  sin  duda  de  oposición  elec- 
toral. 

Que  el  único  que  habla  de  aquella  denuncia  es  el  Ministro 
San  Román ;  pero  que  su  declaración  está  contradicha  por  la 
del  Gobernador  y  Ermenejildo  Jaramillo,  y  por  lo  tanto  no 
merece  fe. 

Que  tampoco  merece  fe  la  declaración  de  Lisandro  Alvarez 
por  las  tachas  que  se  ha  indicado  tener  este  testigo,  quien  ademas 
es  peón  en  la  estancia  de  D^  Rosa  Gordillo,  tia  de  San  Román  y 
suegra  de  N.  Carrizo,  enemigos  acérrimos  los  dos  de  los 
procesados. 
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Que  no  póffia  creerse  se  hubiese  ebnfiado  á  semejante  hom- 
bre un  plan  de  revolución,  ni  que  la  señora  dé  ReoaMe  le 
mandase  á  la'  Casa  de  Bustos,  y^^^sicle  revelase' los  detalles 
espresado  por  aquel.  >      ;       «       :    !•     ,    .    w 

Que  tampoco  podía  creerse  que  Bustos  escribiese  á  ese 
hombre  secretos  de  tanta  importancia,  para  qtae  otro,  los  leyera, 
puesto  que  aquel  Jio  sabia  leer,  "üt  escribir. 

Que  evidentemente  dicho  testigo  fué  sobornado,  pues  siendo 
desertor  de  la  Compañía  estancionada  en  la  Ríoja  at  mando  del 
capitán  Córdoba,  se  ha  presentado  con  toda  severidad  á  pres- 
tar su  declaración,  volviendo  después  á  la  estancia  de  D^  Rosa 
Gordillo,  lo  que,  atenta  la  Severidad  de  la  disciplina  militar, 
noticia  podida»  hacer7?in  .untlatvor  señalado. 

Que  la  declaración  de  Salazar  se  refiere  á  D^  Delfina  Recalde 
qiie  esta  niádre  de  los  Alvarez,  'y  no  á 'ti^ 'Carlota  qué  es  la 
suegra  de  Francisco  Alváréz. 

Que/ en  cuaqjto.i.  Buscos,  no  exis^  mas  cargo  que  la  decla- 
ración d»  ILiiiandro  Alyarez,  que  nada  vale  como  se  ha  visto : 
y  que  su  prisión  no  tuvo  otro  ipotivo  que  una  medida  de  pre- 
caución, como  lo  hizo  entender  el  Gobernador  al  Juez  Federal, 
según  se  demuestra  por  una  carta  de  este  á  D^  Felipa  Gon- 
zález, acompañada  á  esta  defensa. 

Que  si  en  el  informe  del  Gobierno  no  ha  querido  mostrarlo 
cumplicado  en  la  revuelta,  ha  sido  por  un  espíritu  hostil ;  y 
la  declaración  de  Dávila  que  Mariano  Augulo  le  babia  mos- 
trado una  carta  de  Bustos  revelándole  sus  propósito  de  revuelta, 
se  desmiente  por  el  hecho  de  s^  ese -Augulo  un  pobre  loco 
de  quien  todos  se  rien  en  la  Rioja^  y  por  eso  el  Juez  de 
Sección  que  lo  conoce  no  ha  mencionado  semejante  cargo  en 
su  sentencia. 

Que  los  argumentos  deducidos  contra  Bustos  por  la  fama 
pública  quedan  desmentidos  por  la  declaración  de  Salazar, 
quien  dice  que  no  ha  tenido  relación  de  clase  alguna  con  Bus- 
tos, y  por  la  conducta  tenida  por  este,  cuando  tomó  la  direc- 

22. 
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.«ion  de.ia  defeasade  la  eiuátíá  contra).  1«^  mpotonapos  del 
ChfcCbo  «n  186«<      .  ;  ,  :        .  ' 

f  * 

.  Que  en  cii«at<^  i  GtmUo,  dám.  tfifom^^.  la  senipgjpia  en 
la  parle  que  no  le  releva  de  las  costas,  pues,  contra  él  ao  existe 
m^s  cargo  que  1^  declaración  de  Lisandro  Álvarez. 

Que  resultando  .  ^ompl^tauiente  inculpables  los  demás  pro- 
cesados débian  ser  ab^iieltos  libreineate.  cP9i  jarreglo  á  las  It- 
yeglS^Tít.  14.Part.  3.  y  26,  Tít.  1.  Part.. 7.  que  no  reconocen 
.luás  que  lá|  absolución  libre,  y  ser  exonerados  del  pago  de  cos- 
tas, reforjpandose  encesta  parte  la  sentencia  del  Juez  ¿e  Sección. 


•  »i  íi' 


I   I  *  .       •     ' 


]ltall0  de  ím  Suprema  C^rte. 


•  » 


ni,  I    'I 


ÉiMod  ÁirMMttibré  6.  <fe  1966, 
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Vistpsi:  p^pr  s)is  ^ndaipentos,  so  confirip^  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  setenta  y  ocho  y  devuélvanse.       ' 
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DE  iUSTfCIA  tiAClONAL.:  3t5 


t     •  * 


CAUfiA   CULUII. 


Él  Doctor  en  Medicina  Don  Carlos  Fossati^  contra  el  Consejo 
dé  Higiene  de  Buenos  Aires  ^  sobte  prohibición  de^^ercér  la 
profesión  médica.  •         t  , 

-•f»  .-■  !  ■  ..I  . 


■  «  > 
i 


'  1  "  •  • 


Sumario.— 1<>  Ef  pleito  entre  ün  cátrángéi^ó  y  una  c<yrparah 
ci(m'na¿]oiii&  ccmrespon(fe  iá  i»  Justicia  F^eral. 

2o  Igualmente  corresponde  á  la  Justicia  Nacional,  el  pleito 
CA.que  se  trata,  del  verdadero  valor  de  una  ^árantia  constiln- 

cíonal.   .,  ,       '  . 

3»,  Tal  es.  el  pleito  de  un.  médico- ¿6ntrád  Consejo  ¿¿Hi- 
giene por  haberle  este  prohibido  el  ejercicio  de  la  inedftíilMly 
,n}i(kitras  no  se  sujete  á  las  pruebas  establecidas,  prictendieddo 
aqueU  que  diclias  pruebas  son  'conti^arias  á  la  tibeirt^  de  ^ro-- 
fesiou  ¿segurada  por  la  Constitución. 


*  4  «I   * 


Caso.'^k  Doa  Garlos  Fowatir  inédieo  recibido  en  la  Univer- 
sidad de  Pisa  ott>'o  diplenia  fué  revalidado  por  el  Tribunal  4^ 
Meákin»  de  Gormentie^^  el.C(MQt9|á^'de  Higiene  de  Bueno» Á^ 
4es^  leyrohyBád  ^^cer  la.  profi^sicHi  n^édi^a^  sin^jetar^.á  las 
pruebas  eslsd)lecidas.  «  ,  . 

El  interesado  se.  presiMIó  eatonc^f»:  s^  Jvzgado  Seccional  di- 
eiendo ;  que  la  re^lueiou  de)  Cpnsejo  cjfa  contraria  á  la  poi^ 
:titu€Íoa  ÑacioAal,  poc^e  coa^b?  la  lU)€!F9ad,  gai^antida  por 
elfik^,  de  ^«rceír  libremente  las>;|Hrofei|iofaes. licitas.  ^  ^ 

Qae  d  fiaée  la.:CQnfi^tufiien  e^  «p^piDQv^  ^1  bienestar  f[e- 
«  neiatly  y  asegurai:  )p8  b^petf^^jie  isi  libertad  para  .nosotros 
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c  y  para  todos  los  hombres  del  mundo  que  quieren  habitar  el 
m  suelo  argentino ;»  y  en  esta  libertad  se  comprende  la  religio- 
sa, civil,  política,  económica  é  inteligente. 

Que  los  artículos  i4j^  2^  de,  \\  ¡nisoxa  conceden  á  todos  los 
habitantes  de  la  nación  el  derecho  de  ejercer  la  industria,  el 
comercio  y  profesión. 

Que  sin  embargo  el  Consejo  de  Higiene,  con  la  prohibición 
mencionada,  Iq  resiringa  ese.dei^chPr 

Que  es  verdad  qqp.  Ips  derecho^.  ^  garan^'as  conc^di<las  por 
la  Constitución,  lo  están  en  términos  generales,  y  por  lo  tanto 
pueden  ser  reglamentados ;   pero  que  la  reglementacion  no  * 
puede  restringirlos,  ni  coartarlos,  .y  solo  debe     proponerse 
ppíufiíos  en  €¡iecucion^    ,  .;,..    , 

Que  toda  IeyTeg^6l^aría'qQesea  r^¿nc¿tm|de.)si  Consti- 
.tuciones  mUn  porque  antes  que  aquella  está  esta,    qne  es  la 

l^y  supremajlpl  pMs-  .:.,.,     ,,  f 

Que  la  inisma  Constitución  en  él 'articulo  18  declara  que: 

f -los  principios,  (garantía  y  derechos  reconocidos  en  los'ártfcu- 

loa  anteriores  no  podran  ser.  alterados  por  las  leyes  que  re- 


•  > 


í     .••:•{ 


^figltmi^tqn  suejeracto 

..Que  j)or  ¿oiWjguíente,  toda  ley  que  coarte  U  líbcttad  de 
ejercer  su  profesión,  que  la  esclu^^a,  la  prohiW  ^  lé  Imponga 
restricciones  es  nula^  por  ser  contraria  á  la  Constitución  ;  sien- 
do por  lo  tanto  nulas  en  ^  casa  las  prácticas  y  restricciones 
impuestas  por  el  Consejo  de  Higiene. 

Que  además,  no  eá  d  Consejo  d^' Higiene  quién  tiene  la  fa- 
cilitad de  reglametítar  lós^erechófi^^ygárafniias  'eonstitueiotaa- 
leS)  sin¿  el  Cóngl^esb  Alrgt^'tíno,  comer  se  deduce  dei  cap.  Á^ 
de  ta  Constitución^'  hicisó  i^i'art/64v  5  dé -las  léyés  4^  Sfi  de 
Agosto  de  1863,  y  26  de  Junio  de  1855.  i 

Que  además*  el  diploma,  conoedidole  por  la  Universidad  de 
Pisa,  fué  revalidado  en  Corriet^tesv  previo  ^  exám^MAc  su 
Tribunal  de  Medidná,  de  lo  q«e  se  deduce  otra  violación  de 
la  Constitución  que  bá  cometido  el  Consejb;  prohSriéfidotfe  el 
ejercicio  de  la  Medicina:  en  Id  Provincia  do  Buenos  Aire».: 

Qué  en  tffecto  el  ártííeulio  8  dfela  Goiístimcion!  declara  que 
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los  cittdodanoá  de  eadfl'Provhifeia  gozan  ée  iodos  los  deredA>s, 
pri vítéigios  ó '  ininUDidades  inherentes  al  lítalo  de  ciodadano 
en  tas  demás ;'  y  él  art.  20,  que  ios  éstranjeros  gozan)  en^él 
territorio  de  la  Conféderaeion  de  todos  ios  derechos  civiles.  dM 
ciudadano ;  de  lo  que  resalta  que  si  ha  ñdo  habilitado  para  Ifec^ 
cér  la  profesión  de  medieirna*  en  Corrientes^  debe  serlo  tam- 
bién para  éjefroerla  en  Baenos  Ai'^  cono  en  todas  laa  demis 
provineiás  de  la  Repúbitca  v  ¿  lo  que  ae  agrega  que  la  reirali^ 
dación  del  dipionia  hecho*  por  la  autorí<^d<  legal  de  Corrientes 
debe  Ber  respetada  en  Bven^  Aires^  por  cuanto  en  el  zñu  1 
de  la  CpnstitaOfM;  se  <4ec^a"^  dos  míos  públien,  y  ios 
procedimientos  judú&iaiés  de  una  Provinda  gozan  de.enterafe 
m  las  demás  ^^9.  cuyas  disposiciones  constitucionales  han: sido 
infringidas  eñ  el  presente  caso Ipor  elCoosejo  de,  Higiene.  • 
Eñ  las  otras  profesiones,  concluyó  diciendo ;. cuando  .bik); 
ya  sea  dudadano  d  estranjero,  obtiene  «1 .  reoonotímiento  de 
808  títulos  en  una  provincia,  con  )a  sola  presebíaeión:  de  ^Ikis 
se  reconoce  en  las  demás  ¿Porqué  no  ha  de  saceder  lo  mismo 
con  la  profesión  médica?  Dcbe^  pods,  Y.  S;  ocdenarquf^:  se 
nke  reconozca  como  Médico,  ise'me  instruía  en  laiOiatríeula,  y 
declarar  nulas  las  prácticas  que  restrinjen  el  ejercicio  de /esta 
profesión    '  .'..;' 

fárntísai.  Cirios  Fossaii, 

1  •  .  .  '.  .  .  •  •  .         ,  .      .         1.   J 


'•*•<  »      f  ti  *  1 0 


JB^ieQoa  A\v^$^  l^rzo,  15  de  1866.    ,., 

€onéiderando :  que  el '-  Juzgado  carece  de  jiit is<Mcoion;'pará 
entender  en  este  asunto,  1»  porque  no  es.  un  punto:  legáUado 
por  el  Gofag^eSo  Haéioual,  S^porque  tampocolo  es  i)or  la  Cons- 
titución, •pues- ésta*  al  gajnmir.la  Hbertad  de  industria  en  asiaf- 
nera  alguha<lm  liínHtdo  ia:  jurisdicción  asnun  en  icipnfe  ;á  la 
facultad  de  reglamentar  el 'ejercicio  dé»  las  profeeiones;  no 'ha 

lugar  á  la  domanda.  . 

Heredia. 


818  FALLOS  Sfi  LA  StMOSMA  CORTE  . 

Posfiati  apeló  de  csia  reeoluemí,  y  tind^ndo  ei  secmso  dijo : 
Si  fuera  cierto  él  ^r^ipio  sentado  en  el  púMr  c^neideiKUi-r 
do,  la  Constiincion  y  loft  derechos  ganuHidos^  po?  ella,  que^ 
ddriiin  á  merced  del  Congreso,  qiiien  wn^m  &  estfr  msfn 
arriba  de  lá  Constitución, 

Es  el  Boder  Judicial  quien  tiene  el  encia)go  de  sosteaeír  la 
^isenrancia  de  laConsiituciAn,  prescindiendo  psyraeUo  de  toda 
flisposioion  que  Iq  contraríe,  ya.  w^  nicionil  i  provjticial. 

No  e»  necesario  que  el  punto  haya  sido  legislado  por  el 
Congreéo  p»ra  que  el  Pod^r  Judicial  conozca  i^e  I9S  causas 
que  versen  sobre  puntos  regidos.  pOr  ki  Consiti|nd.on^  pues,  el 
^xto.dic^:  ^que  corresponden  á  la  justida  Nfi^cionail  totí^  )ffi 
causas  regidas  por.  ella^  \  en  la  que  se  dej^  ver  una  co^cesioA 
absoluta  del  pueblo  argentino  al  Poder  Judidal  de  la  .Nación. 
El  Cxingreso,  ya  sea  legislando,  }^  sea  dejando  de  legislar, 
&9  puede  limitar  la  Jurisdicción  nacional  respecte*  de  las  causas 
de  que^  habla  el  artículo  160,.  porque  todas  ellas  le  pertenecen 
totume  maierio^ 

En  este  articulo  se  clasifican  áos  génefoa  de  causas.'  De 
unas  so  someten  al  Poder  Judicial  ttodas  las  cmsasét  fie 
otras  solo  €las  causasp  sin  egresar  qué.  sea  la  totalidad  dte 
ellas.  A  la  primera  clase  partenece  la  presente  causa;,  porque 
es  un  punto  regido  espresamente  por  la  ConstitueicN». 

El  Congreso  puede  limitar  la  jurisdicción  de  los  tribunales, 
inferiores,  porque  está  en^  sus  facultades  hacerlo ;  pero  ya 
ha  legislado  al  raspéelo,  y  estendido  la  jurisdicción  de  k>s 
Juzgados  Seccionales  á  todas  las  causas  que  versen  sobre  pun- 
tos regidos  por;  la  Constitución  y  como  resulta  del  art,  30  de 
la  ley  de  Ift  de  Octubre  de  1862,  é  inciso  !<>,  art,  ^  de  la  de^ 
44  de  Setiembre  4e  18^. 

Dice  el  Juez  da  Sección  que  la  lihs^riad  de  industria  esgar 
rantida  por  la  Constitución,  pero  que  no  es  un  punt^  Ict 
gisk^Ao^  por  ella,  por.  n(i  haberse  lúnitado^  la  jurisdicción  c^. 
ínuA  para  reglamentar  el  ejercicio  de  las  profesiones. 

El  principio  es  contradictorio  y  la  razón  inexacta.  Aunque 
se  conceda  que  los  Estados  pueden  reglamentar  el  ejercicio 
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át  (as  pnditeslones  WD  -por  osttf  el  déreoko  do  icieooerhbs  tlefa 
dd  Ber  regido  y  tegiciafdo»  [ior  l4»(>>ukM  ,        /  ..     i 

La  ra2on  e^  ínéiada;  porque  ^>hMH>8  denoeiradoiMr.alrr  y 
btteioá  de)  Gon^e^  diotar  ésw  kyei'  cegiáneataiias;.  y  pan/ 
cnando  piiéierM  '  baeeri^  tafiábieii '  loe  EsUid4«>  y  i«  iBiuiiíéi^\ 
palidades ;  siendo  infractorias  de  los  derechos  reglamentaáte^ 
piteikU  aerdeoloradas^  nulps  por  al,  Poder  J;i4ij(^ial.    Precisa- 
meolte  sostangp  que.  en  mjr  caso  es  ^icoostitucional  el  Regla- 
mentos del  Consejo  de  Higiene.  ,  /. 

TariMssi.  Carlos  Fassati. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  se  vio  la  causa  en  21  de 
Abril  de  i  866,  decretándose :  «vista  para  mejor  proveer  al 
Señor  Procurador  General.» 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  lo  siguiente : 

La  demanda  del  Dr.  D.  Carlos  Fossati  contra  el  Consejo  de 
Higiene  es  la  demanda  de  un  estranjero  contra  una  corpora- 
ción de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

La  cuestión  que  en  üHa^M  ik3ik^  i^.  f  educe  á  saber  si  las 
pruebas  que  en  esta  Provincia  se  cxijen  á  los  que  pretenden 
ejercer  en  ella  la  medicina  son  ó  no  contrarias  á  la  libertad 
de  industrias  y  profesiones  aseguradas  por  la  Constitución. 

Eí  l^léSto  6s  pues  entre  un  estranjero  y  uua  corporación  tia^\ 
cional,  y  en  el  se  trfltá  del  verdadero  ^alor  de  úila  garantia 
constitucional. 

Por  cualquiera  de  las  dos  razones  compete  decidirlo  al  Juez 
déSe'cc¡6n,  y  siendo  desu'cíompetencia,  no  puede  óseosatee 
de  haeeHo.  ..*..!      ./,':. 

En  esta  virtud  pido  á  la  Supreitia  Corte  so  Árva  devolirér  la  ; 
causa  al  Jue¿  de  Sección  para  que  substancie  y^ecidai  . 

fiuenosi  Aires,  SMeiiibre  80  dul  480&    '  '      .  '      - 

Francisco  Pico. 

Buaf^Q«  Aír^,  Qctubro  Q  del  ISOG. 

Vífitds:  de  conformidad  coa.  lo  ^spueslo  y  pcUidp  poc.eL 
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8€fier  Procarador  GwentU  Bd  revoca  el  auto  ape)a4o  de  foja 
nueve  vuelta,  dedaráadoie  que  el  Juea  de  Seccioa  es  coa^ie-^ 
lente  para  conocer  de  eala^oausev  y  previo,  el -pago  dfQ^  coatas 
y  mposidon  de  sellos,  devuélvasele  pwk  que  reasumiendo  an 
jurisdicdQii  conozca  y  resuelva  lo  :que  feote  .  arreglado  á  der 
reebo.     •••       '  .,)•  »..•;.:• 

Francisco  de  las  Garreras-^Salvador  María 
DEL  Carril— José  Barros  Pazos. — Jo?^* 

B.     de    GOROSTIAbA. 


•  '     I  '  '    •  •      ' 


f  I 


CAUSA   ClilUir, 


.    i  ••    • 


D.  *Sev^ü  Q^lierrez  del  Castüh  contra  h  suoesy^n  de  D.  Julián 
Aberastain^  sobre  deslinde  y  litispend^uiíq, 


.■ .  t 


'.  > 


Sumario^U,  Seguido  un  juicio  de  deslinde  ^^  I09  Tribu- 
nales de  Provincia,  no  puede  el  sucesor  de  una  de  Jas  partea 
pedirla  nulidad  de  la  mensura  practicaba,  á  {aJusfjci^  ÑacÍQnal. 

2<>  La  liiispendencia  ante  los  Tribunales  Provinciales  e|  la^p 
legal  para  que  la  Justicia  Piacional  90  4^c|are  Incompetente - 


Caso. — D.   Severo  del  Castillo  español  interpuso  demanda 
ante  el  Juez  de  Sección  de  Haidoza  contra  D.  Hilario  Corea 
representante  de  la  sucesión  de  D.  Julián  Aberastain,  pidiendo 
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se  déclamse  nula  una  meiisara  hecha  á  petición  de  este,  la  que 
se  internaba  en  un  terreno  de  su  propiedad,  y  se  observase 
otra  mandada  hacer ^¡mt.  el  Juez  de  Seédon-  de  San  Luis* 

Acompañóála  demanda  un  croquis  de  esta  ültima<  mensura 
y  trési  do0iimenlos«    *        ^^  •>: 

£1  primevo  -de  estos  era  un  contrato  simple  dcf  ccíhipra  irénta 
fecha  Febrero  26  de  ;1865  por  el  cualy  D.  José  «Gobos  vencfió  á 
D.' Severo  del  Castillo  una  suerte  de  tievra^  eq  las  ^Tres  Ase-- 
guiasp  4  €Rio  Bambaik  compuesta  de  8  cuadras  de  cabecera  con 
et  frcMe  a)  Rk)  Tunuyan  y  con  los  fondos  al  Norte  hasta  dar 
con  el  terrena  -de  1>«  Ramón  Mu(;ica;  cuyas  ocho  >  cuadras  em-t 
piezan  desde  el  lindero  naciente,  fijado-  por  el  ág^enísor 
Bergmans^en  una  i^ensura;  aprobada  por  el  Juez  de  Sección. 
'<E1  segundo  era  una  escriftaradeO  de  Novieinhre  de  i£47  pori 
la  qufe  D;  Manuel  Lemos  vendió  iB*  J.  José  Cobos  un  terreno  en 
la  Barranca 'Sud-Oeste  do  la  dudad  de  Mendosa  eompuesto  do 
27  1 /S*  cuadras  de  frente  al  Nortev  lindero  conlasciénegai  del 
Rk) '  de  Mendoza,  por 'el  Oeste  con  el  d^reobo  de  Doña  Loceoza 
Moyano,  poretSud  con  el  eamino-que  váihasia  el  Rió  TuanyaB 
inmediato  at  paso  de  '^los  barfo^^y  y  pOr  el  E^e  un  tennenb  de 
D.  ClemmteGodoy.  '.  ■'■     • 

El  tereeiro  lem  una  copia  de  eacritura  de  divisioin  hecha  en 
24"  de  Octubre,  de  IftlO  entre  los  herederos  de  D.  Francisco. 
Javieh  de  la  Cvuzv  á  saber:  D.  lÁntonio  Moyano^  por  sua  hijos  y 
heredeíoa  de  su  esposa  >Doñla  Rosavde  la  Cruz,  D«  Oementé 
Godoy,  por  su  hijo  yheredeno  de  Su^i9sposa  Dofia>Nicola8ad& 
la  Cruz,  y  fi.'Mafnuel  Lemof,  hijo  y  beredero  de  Doña  Agus- 
tina de  la  Cruz  de  Lemos4  ponía  qiiel^  habiendo  mensurado  loa 
terretaos  de  la  sucesionv  se  hacen  reeipitocamente  lá  a^udicacion 
de  élloe,  adjudicándole  un  l^rrenoi  sobre  la  segimda  .barrancal 
del  Rio  Este,  & 'D.Aiutonio  'Moyimo  3&  caadraif  de>cabeeeray 
áD.  Manuel  LemÓ6/9Td/S  cuadras-  también  de  cabecera,  y« 37 
1/2  á  D.  Clemente  Godoy,  todas  con  el  fondo  corvespoüdiente . 

Con  el^ef^oquis  y  estos  tres  documentos,  alega  el  demanr> 
dame  <^  quedaba  justiGcada  su  propiedad  de  las  ocho  cuadras 
comprada?  á  Cobos^  quien  las  >  hubo  de  Lemos   Como  propio^ 
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tario  de  lüs  27  i/2  qdo«e.  lo-  adjudítaffoa*  cu  ia  sucaaion  dd  la 

Espaso  que  desames,  de  lisdi>er  Lemosi '  ytUB  «neelBolies  poseMo 
csrierreBo  hasta  i8&2/  D.  ToDáS'God^^Gnisinicíéuín  }mu»ée 
deslinde  ante  los  Tribunales  de  la  Provincial»  ovj^e  jiiitio 
quedé  concluido  porseotenciadelS&i.  eonfinnaiáriadie  otrslde 
1868,  mandando  respetarla  división  de  1810. 

Que  poco  después  se  ma^dó  amojonar  el  campo  delafrbar* 
raneas  y  las  hijndas  de  los  'herederos  *  Cruz  por  tel  Juea  de 
Sección  de  San  Luis^  cuya  operación  se. piranieó  ctm  cílaciott 
de  los  interesado^  y  ooii  arregla  >§'  los  títulos  nidtrieea  y  ilivision 
de  48dft  {Kir  er Agrimensor  Bet^gkmans.  '  '      /    í 

Que  en  Manió  MíAtimo  á  •  petición  de  ki  parte. deDr  Xomás 
Godoy,  ^e  practied  otra  n^nsum  por  Jos  perito»  <Dk  JNicaador 
Zenleno  y  D*  Teodosio  Gábiniano^  án  cátadaíni^ios  infeerer.. 
sados  y  sin  observar  los  títulos  *  ort^nariosv  ottya  lomaura 
ilivaáia  comptoamentie  Ito  ¿cbo'euádrasconíprbdaft&'Gobos'. 

Que  i)or  lo  tanlo^  skndo  ervoitea  é  ilegal  '  ditba  itieilsura/ 
pedíase  declarase  nuia^ 'soandundo  respetar  ia  pbmt&icado  .  por 
Berghmang  por  orden  del  Juez  de  Sección  dD  Sm:  1^ is.. 

Conferido  traslado,  D.  Hilario  Correa  por  la  síOcesÁou  d6l>. 
Julián  Aberastain  propietario  de  los  terrenos (qnepertepocídron 
á  I>,  Tomás'Godoy  Cruz  dedujo  artkulo  sosteniendo:  tf  que 
Qttiierrez  del  Castillo  no  ora :  pa^tev  y  ^  queí. estando íradi«ia.'^ 
do  el  jukio  tinte  .los  Tribumles  de  Provi^ota;;  el  asimló  no. 
coroesf^ondia  al  Juzgado  de  Sección. 

En  cuanto  á  lo  primero  alegd  ifue  el  doomnií^ntó  mi  'no 
importaba  un  contrato  trashtiiva  de  dominio.. 

En  cnanto  á  lo  segundo^  que  el -mismo  demandante' .confesar 
ba  en  sil  espito  de  demanda  que  D.  Tomás  Godoy  Cruz 
causante  de*  la  sucesión  Alierastai»,  inicia  un.  juid:o  dédes^ 
líode^   resuelto  por  loé  Tribunfales  PrdviYkeiaks. . 

Que  ó  este  juicio  fué  concloidoi  y  obstaba  á  la  preCensfon 
del  demandante  la  eosa  juzgada,  á  estaba  pendiente,  y"* la 
litispendoneia  anite  los  Tribunales  de  Provincia  elimiiiaba  la* 
jurisdicción  del  Juzgado  de  Sección.  -    •     . 


Que  cq  11  de  Mar^o  (¡^  18&4>  l^  C¿xiia|ra  de  Jii^iici^i  4e  la 
Provincia  confirmó  la  septeoci^a  de  1.^,  In^tapclai  aprobando 
h  mensura  de  los  terrenos  en  cuestión,  hecha  por  D.  Pablo 
Pescara  y  D,  José  Galigniana,  y  que  habiéndose  por  Cobos  intro- 
ducido cuestione^  .  incúdeniales»  ^ifha  Q4p^  de  Justicia  en 
S  de  Agosto  de  1861  confinnó  el  auto  apelado,  mandando 
poner  ei|  pos^síoa  á  Jos  representantes  de  D.  Tomás  Godoy 
Cruz  con  arreglo  al  plano  aprobado. 

Que  con  motivo  de  esta  resolución,  D.  Carlos  J.  Rodríguez 
apoderado  de  Cobo,  y  D.  José  E.  Itodriguez,  pidieron  ante  el 
Juez  de  Sección  de  San  Luis  la  mensura  de  mi  campo  en  las 
barrancas  del  Ilio  de  Me;idoza^  y  D.  Hilario  Correa  pidió  se 
formase  con^pelencia  por  el  Juzgado  Seccional  de  Mendoza, 
que  se  declaró  competente;  siendo  la  gestión  de  del  Castillo, 
una  segunda  edición  de  la  de  los  Rodrigue^/ 
'  Conferido  traslado  del  artículo,  contestó  bastillo  que  él  con- 
trato  de  compra  venta  á  Cobos  era  perfecto,  y  por  lo  tanto 'le 
daba  la  personería  bástante  para  la  gestión^' 

Que  en  cuanto  ala  litispendencia,  esta  poÜria  afectar  solo  á 
Cobos.  ■    • 

Que  efectivamente  se  habia  pedido  ante  los  Tribunales  Pi;o- 
vinciáles  la  mensura  de  los  terrenos  de  Cobos,  y  fué ,  con 
relación  á  unás^  cinqo  cuadras  mas  .gue  resultaban  unidas  á  las 
27  1/2  que  Cobos  compró  á  Lemós,  resolviendo  los  Tribunales 
que  Cobos  no  siendo  heredero  de  Cruz,  no  tenia  mas  dere- 
dio  que  á  las  27  1  /2  cuadras  compradas  á  Lemos. 

Que  por  lo  tanto  un  juicio  seguido  contra  Cobos  y  respecto 
dé  los  sobrantes  no  pódia  afectar  á  Castillo,  ni  el  juicio 
iniciado  para  medir  y  lijar  los  linderos  al  objeto  de  entregar  ese 
sobrante  de  cinco  cuadras. 

Que  .fl^déois  una  opetacion  de  mensura  no  es  projpiamdnte 
UA  jmcioy.sinó  una  déraoslraeion  .práctica  qiie  Ao  confiese 
derecho  debelase  alguna/  y  por  io  ianto>  aunque  los  Tribjinalefi, 
Proviiidalcs  hubiesen  -mandado  pcaicticár  la  mensurar  por.  D. 
José  Centeno  y  D.  Teodoso  Gabiniano,  jio  liabria  cazM  para 
no  pedir  ante  la  Justicia  Nacional  la  anulación  de  eto  mensiura, 
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Abierta  á  prueba  la  ¿auéa  y  pedido  ad    effectum  iddetídi  el 
espediente  seguido  ante  la  jorísdiccioií  provincial   sé  dictd  el 

siguiente: 

♦  '  •       •    I» •         -     .  . 

iPalto  éM  SwátM  SéceiMiia* 

-»'»■"•-.'' 

Headoza,  Junio  fS  de  1866. 

Vistos:  Qoroo  el  espediente  traído  ad  efjfectuv}  videndi^  no  es 
posible  agregarlo  este,  parece  indispensable  compendiar  lo 
que  dd  el  resulta,  por  si  acaso  bifbiere  apelación^ 

La  cuestión  deslinde  entre  D.  José  Cobos  y  D.  Hilaria 
Correa  como  representante  de  la  testamentaria  de  D,  Julián  Abe- 
rastain,  es  antigua,  por  cuanto  los  derechos  que  se  disputan, 
versan  sobre  los  deslindes  entre  los  herederos  del  finado  D. 
Francisco  Javier  de  í a  Cruz,  D.  Manuel  Lemos  heredero  de 
este  finado,  le  compró  una  hijuela  de  27  i/2  cuadras  de  frente, 
según  lo. atestigua  la  escritura  de  foja  9  este  derecho  fué  ven- 
dido por  aquel  á  D.  José  Cobos  (véase  la  f.  4^).  Posteriormente 
la  testamentaria  de  D.  Tomás  Godoy  Cruz,  vende  áD.  Julián 
Aberastain  sus  derechos  á  la  parte  de  Campo  que  le  corresponde 
en  las  Barrancas,  en  la  inteligencia  que  ya  había  un  pleito 
pendiente  y  qué  la  venta  versaba  sobre  los  derechos'  qué  se 
disputaban  en  este  juicio.  Aberastain  gana  el  pleito,  y  se  decla- 
ra que  Cobos  como  sucesor  de  Lemos,  por  título  honroso 
no  puede  tener  mas  que  aquello  que  compré, "devolviendo 
ciertas  demasías  i  los  herederos  del  causante.  I).  Francisco 
Javier  de  la  Cruz. 

II. 


!.      ' 


Esta  deelaracion  envuelve  un  pleito  entre  AberaMtin  y  Cobos 
sotee  deriinde  en  que  erarios  peritos  bam  tomado  parte*  üUin»^ 
mente,  D.  Nicanor  Zemteno  y  D.  Teodocio  ^aligniana  reiüfiean 
los  deslindes  marcados  por  D.  José  GaUgniána  y  Pescara,  el 
tribunal  superior  de  Provincia,  aprueba  este  deslinde  y  tengo  á 
la  vista  el  decreto  de  17  de  Mayo  def  presente  año^  en  que  el 


letrado  »()e  Pffovukcia  ipapda  pqiicr*  en  posesión  ¿.  D., Hilario 
Correa  do  1^  tiernas  qne  di^uúi  .co^  arreglo  al  plano  de 
^pijí^no,  y  Galignifinav  ,     ;..  /.:/,, 

'•*    •••  " .  <IIIí  .'  •■      "  '•  »•.   ......    .. 

A  lodo  esW  hay  otfo  jíiíció  pdndíóiilé  •  ante  el  Sr.  Jtreí:  dé 
Sección  de  !á 'Provincia  de  Sart  Lúís'^or  íiecnsadon  delinfras- 
criplo.  Los  señores  D.  Carlos  Juaifij  D.  Josd  Elias  Rodríguez 
vecinosdc  San  Lilis  inierpiisietT)n  ¿emándá  de  deslinde  por 
loS  mismos  terrenos  en  lilis,  fel  íttb¿  de  Sécciotí  Sr  Olm'edo 
én  retieldia  de  D.  Hilario  Corrfeá;* 'mandó  fjracilicjsir' ífósKnde  y 
Aiénóüra  por  el  petíío  t).'  Férnatido  Berghmaiís^  cilyo  pláátt 
<é  registra  á  foja  primera:  Bergtímans  dá  cumlimient6'á  sn  tío- 
misión  y  al  efecto  él  Jiié2  Oltñed^ó  inatída  poiiér'  á  fós  RodH^ 
guez,  que  al  fin  no  se  efeétud,  pórqiíe  <!lú1rrea  resil^ld'tá'i^sesióit 
y  fa;  autoridad  locaT  no  dió  et  ansilHó  qtie  se  le  pialó  por  los 
ejecutores.  En, este  estado  qticdó  *cíáte  éspediefate,  'qué  seérí- 
eu^edlra  en' '  la  Oficina  del^  Juzgado  do  Seécion  de!  la  PtoVincia 
de  SanLuiá;'  '    '  "  -  ■         ''  "/  ;^--''^"  •  '•  y'  •''    '■•'' 

'»,'    •         •.     '.    •  íí.'  %Y  '''  '         -"  *  ■'•  *  '  •'» 

-     '      '  j      •  J  • .    '  5  L  .  .  !      '    ( 1       • 

Entre. tanto,  D.  Severo  Gutierrei  del  Castillo,  español  avé- 
cindado  qn  San  Luis»  ^e  presenta  á  e^te  Juzgado  pidiendo 
.d/^slind^  y  amo40^aI^ienlo  de  OQho'cuadras  d^  frente  con  su,  fon. 
do^^spectiyo,  que  dice  haberle  sídp  vendido  por  D.  José  Cobp^,  y 
estar  tambiejí  en  j^.osesion  ^e  ellas,n,  Ésta^  ocho  cuadras  son  parte 
de  las  27  i /2  qucgestipna  iípbos,  con  el  apoderado  ¡Correa;  en  sh 
poBsecuqnpia  Gutiérrez  del  Castillo,^  pide  que  sé  declare  nula 
ja  inensura  .  practicada  por  los  jperítos  Zenteno,  y.Galignia- 
n^  (saltando  la  eviccion  y  saneamiente  á  q^ue  está  sugqto  sn 
vendedor  Cobos)  mandando  queso  contendor  Correa  respete 
su  propiedad,  comprada,  pues  los  dichos  peritos  se  han  interna- 
do á  sus  tierras,  decretando  á  su  vez  por  válida  la  mensura  de 
Berghmans,  ordenada  y  aprobada  por, el  Sr.  Juez  dé  Sección  de 
la  Provincia  de  Sw  Luis. 

Considerando :  1^  que  la  cuestión  que  me  toca  resolver  antes 
dq  ^pt|;9r  á.l^  ^ern^p^a  es.sabQr  si  soy  o  no^  competente  p^ra 
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conocer  en  este  jaieíb;    ^  qtie  el  ptiiilo  qM   nos  Octipá  es 
averiguar  y  definir  si  hay  eéce)>don    de   litíspendencia   ante  lá 
jurisdicción  provincial;  3<>  que   de  la   anterior  esposicion  en 
Vista  de  este  espediente  y  el  olro  facilitado  ad  affectum  vídefidi 
resulta  que  hay  litispx^ndencia  y  que  do  conbcf^r  este  juzgado 
en  la  demanda  inteiipuesta  por  D.  Sevei:o  Gutiorre^  del  Castillo 
no  hará  mas   papel  qué  el  de  un  tercero  en  discordia,  pues 
agitándose  el  deslinde,  de  ^as  27 1/2  cuadrasr  ante  dos  juzgados 
distintos,  la  s^Ateucia  que  espidiese  e^te^  dividiría  la  continencia 
díc  ta  causa  y  i  mas  resultaría  muy  probable  otra  sentencia  en 
oposición  á  las  dos  anteriores  que  se  hixx  citado  en  laesposicion 
(}e|  beoho  que.  motiva   este.  UUsí;  4"!, que  el    juicio  de  apéo^ 
parece  en  cierto  modo  universal  desdo  que  á  él  deben  con-^ 
(purrít  todos  los  propietarios  vecinos  contiguos  i  las  tierras  que 
se  tratan  de   amojonar  por  un  principio  de  conveniencia  p,arti-^ 
cular  de  ellos  y  utilidad  pública  (ley  10,  Til.  J5)  part.  6^);  5^ 
que :  esta  .  coqye^iencia  jr  utilidad  es ;, imposible  discentirla  y 
hallarla  en  una  resolución  versátil,  éspuesta  á  ser  contrariada 
por  otra   de  igual  jurisdicción,  como   ya  la  hay,  puesto  que 
se  descubren  dos   sentencias  en  contra,  que  la  una  apoya  la 
mensura  de  Zcnlcn'o  y  Galigniana,  y  lá  otra  la  de  fterghmans; 
6^  que  la  esbt^pcion  de  liti^  t)endencíá  imposibilita  al  Juez  por 
competente  qüc  sea  para  conocci^  de  una  cuestión  en  que  otH) 
íaha  prevenido,  y  al  mismo  tiempo  evita  á  los  litigantes  mayo- 
res gastos  y  vejámenes;  T^'qtte  la  presente  disputa  sobre  des- 
linde de  las  27  í/2  cuadras,  versa  sobre  una  materia  fallada  eh 
lós^tribunalcs  Provinciales' que  dala  de  tiempo  mu^' atraca  lá 
sanción  de  la  institución    de  la  justicia   nadonal  en  tolda  1^ 
ftepúblicá,  y  .$*>  que  por  habet"   prevenido  el  juicio  la  jurisdic- 
ción Provincial,  no  hay  fuero  que  valga  al  demandante,  mucho 
menos  sí  se  atiende  á  qué  el  derecho  originario'  qué  sostiene,  eirá 
litigioso  ya  á  la  fecha  del  contrato  entre  di  y  Cobos. 

Con  arregló  á  los  artículos  14  y  22  de  lá  ley  Nacional  de'  2& 
de  Agosto  de  1863,  incisos  í^  y  3°,  árt.  73  y  83  dé  la  Icfy  Ae 
procedimiento^',  me'  declaro  incompetente  para'  conocéf  de  este 
asunto^  por  haber   lüispendmcia   en  la  jurísdiijcion  pk)viútíal^ 


.   /Mi;füaTIGIá  NACIONAL.:  S£7 

y  para  mayor  abundamiento^  escepcion  de  cosa  juzgada  también 
En  su  virtud  D.  Severo  Gutiérrez  del  Castillo  haga  uso  de  sus 
derechos  donde  corresponde.  El  actuario  agregue  su  planilla 
y  reserve  otra'para  su  aJ>9iy[>v  ^p^^i.l^  regulación  de  costas 
para  después,  mediante  lá  circunstancia  que  no  hay  mas  que 
un  solo  escrito  que  tazar ;   con  costas  al   demandante. 

Jmn  Palma. 

'  DBÍCai»inioapeí(^de*festaseiitetícía,yséíe  con)cétfi¿  el  recurso 
en  relación.  •    '   v 

Vista  la  causa   en  6  de  Octubre  de  1866  se  dict(i  el  siguiente: 

m 


•       i    •      *  I 


'  ••    •      »      Buenos  Aírtt.'OfcttWrtfr^é  i%my  \ 

Vistos:  resultando  comprobada  la  escepcion  opuesta  ile  litis- 
pendencia,  se  confirma,  con  costas  el  ^uto  apelado  de  foja 
tremta  y  seis  vuelta,  y  síitisfccjias  aquellas  y  repuestos  'los  sellos, 
devimlvansc.  .    .  ,    .       ,   , 

•:    •  !.í/-.  '••<»"'  '?í.  <»ii  r    f'   ...'♦ii'»  í*!;!  •  i'  ''«.!•       "•   ...     .   <'. .  (•  » 
:  .'1' >   '*•      *]i^f\:  •  ••►  .  '!•.'::';»••;.•         <•'      •*   •;•-   .'..-í  ^ 

'     t       ;■  .1'. 

"   '  ",    .  ••'»    ,..••'.'•  .         ",        •  .        ... 

t  t  m 
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•        ».» 


*   •  / 


•  i 


D.  Sebastivn  Cichero^  Casares  hijos  y  otros^  con  el  gerente  de 
la  Bnvpfcsíhxde  mvegcu^n^.del  AGran  ChacQi^rpOir  oobro  de 
pesos.  •  ..  .  : 

i   • ,      ..  ■.■•••         ■  .       I     ■ "    . 

Sumario. — i  <>  La"  declaración  del  demandado  de  estar  pronto 
i  pagar  la  parte  qu^  le  cojrrespopd^  de,  }a  rf twa  que  se  cobra 
justificándose  por  el  demandante  la  verdad  de  la  deuda,  im- 
porta el  rf cfnoc^BJento  á^  la  subsistencia  de  la  acción  inten- 
tada, y  la  renuncia  tácita  de  la  cscepcion  de  prescripción. 

2°  Déibch  reputarse  justificadas  las  cuentas  dé  artículos  ne- 
cesarios para* la  habilitación  de  un  buque,  si  amas  de  estar 
conformes  con  tos  libros  dé  tos  demandantes,  concurren  a  cóoi- 
probar  su  verdad  la  declaración  de  tres  marineros  del  i)uque« 
y  dos  hijos  del  encargado  de  la  obra,  socio  á  la  vez  de  la  em- 
presa deudora,  de  qtte  este  compró  dichos  artículos  en  las  casas 
de  los  actoreis  toda  vez  que  los  necesita ;  la  declaración  de  otro 
socio  reconociendo  dos  de  las  cuentas  y  no  desconociendo  las 
otras;  el  reconocimiento  de  uno  de  ellos  por  el  socio  en- 
cargado de  la  obra;  y  el  hecho  de  haber  el  gerente  la  de 
empresa  retenido  durante  un  año  dichas  cuentas  sin  rechazarlas. 

S^  El  libro  cborrador»  llevado  con  regularidad  es  un  ver- 
dadero c  diario.» 

4*^  No  son  tachables  los  testigos  por  el  hecho  de  haber  de- 
mandado á  una  de  las  partes,  si  ha  sido  juzgada  justa  la 
demanda. 

5<>  No  son  tachables  los  testigos,  por  ser  hijos  de  la  perso- 
na con  quien  una  de  las  parte  tenga  motivos  de  desavenencia, 
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si 'SU  declaración  al  perjudicar  á  esta,  perjudica  también  á  su 
padre. 

6^  Para  contradecir  los  libros  comerciales  es  necesario  pro* 
ducir  otros  en  contra. 

1^  El  encargado  de  la  habilitación  de  un  buque  debe  llevar 
los  libros  relativos  á  su  administración.^ 

f^  Los  libros  no  pueden  ser  suplidos  por  documentos  suel-* 
tos  y  por  un  libro  de  recibos. 

9®  Los  citados  recibos  no  importan  una  presunción  de  que 
hayan  sido  pagadas  todas  las  cuentas  debidas  por  la  administra- 
ción del  buque,  si  no  existe  constancia  del  número  y  valor  de 
las  obligaciones  de  este* 

iO^  Se  presume  por  el  contrario  que  no  todas  las  obligacio- 
nes del  buque  hayan  sido  pagadas,  si  de  los  recibos  resulta 
haberse  pagado  una  suma  mucho  menor  de  la  que  los  socios 
de  la  empresa  deudora  regularon  en  el  contrato  de  sociedad 
para  el  costo  y  gastos  del  mismo. 

ll^*  La  carencia  de  toda  prueba  en  contra  de  los  libros  de 
comercio  llevados  con  regularidad  hace  nacer  á  favor  de  estos 
una  presunción  legal. 

i2í'  Los  acreedores  no  son  responsables  de  la  negligencia 
de  sus  deudores,  ni  de  la  substracción  que  se  les  haga  de  la 
prueba,  no  siendo  ejecutores  ó  cómplices  del  hecho. 

IS"*  £1  comprador  de  un  buque  está  obligado  solo  á  satis- 
facer sus  cargas. 

14o  Por  cargas  de  un  buque  se  entiende  las  responsabili- 
dades que  alcanza  á  cubrir  su  valor. 

1&>  Obligado  el  comprador  á  vender  judicialmente  el  buque, 
viene  á  desligarse  de  toda  obligación  anterior  á  la  compra  aban- 
donando á  los  acreedores  el  precio  del  remate. 

16o  Las  reglas  especiales  que  rijen  las  obligaciones  proce- 
dentes de  la  navegación  limitan  la  responsabilidad  de  los  co- 
partícipes de  un  buque  por  los  hechos  del  capitán  al  valor  de 
sus  partes  respectivas. 

17°  Puede  pedirse  aclaración  de  una  sentencia  de  la  Supre- 
ma Corte  dentro  de  tres  dias  después  de  pronunciada. 

23 
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18o  La  condenación  en  costas  pronunciada  par  la  sentencia 
del  Juez  inferior  no  puede  subsistir  si  en  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte  se  ban  destruido  ios  fundamentos  de  aquella  al 
confirmarse  la  parte  dispositiva  de  esta. 

Caso, — Don  Sebastian  Cicbero,  Casares  é  hijos.  D.  4osé  Ba- 
daraco  y*"  Don  Francisco  Multado  demandaron  ante  el  Juez  de 
Sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Tomás  Pietranera,  como  gerente 
déla  Compañía  de  navegación  á  vapor  tGran  Cliaco^  por 
el  pago  de  la  cantidad  de  29,625  pesos  2  reales  el  primero,  de  la 
de  25,895  pesos  4  reales  los  segundos,  déla  de  7,215  2  reales 
el  tercero  y  7,475  el  cuarto,  por  importe  de  artículos  suminis^ 
trados  á  aquel  vapor. 

Conferido  traslado,  Pietranera  contestó  que  él  estaba  obli- 
gado á  pagar  las  deudas  contraidas  por  el  capitán  de  dicbo 
vapor  D.  José  Lavarello,  solo  en  proporción  de  su  parte  so- 
cial, y  esto  en  el  caso  que  los  demandantes  justificasen  haberse 
invertido  los  artículos  suministrados  en  beneficio  del  buque, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  por  el  art.  i  037  del  Cod.  de  Com». 

Que  becba  esta  justificación,  estaba  pronto  á  pagar  su  parte, 
sin  necesidad  de  pleito. 

Que  su  obligación  era  subsidiaria,  y  resultaba  de  las  deu- 
das con  que  el  capitán  obliga  al  dueño  y  copartícipes  del 
buque,  das  como  está  dispuesto  por  el  art.  1037« 

Que  habiéndole  los  demandantes  pedido  la  totalidad  de  la 
deuda,  aun  en  caso  de  justificarla,  habían  pedido  mas  de  lo 
justo  y  por  lo  tanto  debían  ser  condenados  en  las  costas. 

Los  demandantes  replicaron  que  Lavarello  no  era  solo  capi- 
tán del  vapor  tGran  Chaco»^  sino  que  era  concesionario  de 
la  Empresa,  por  lo  que  en  su  ausencia  no  pudo  Pietranera 
percibir  la  subvención  del  Gobierno  Nacional  sin  prestar  fianza. 

Que  las  cuentas  fueron  pasadas  por  ellos  á  Pietranera  hacia 
mas  de  un  año  sin  que  este  las  hubiese  objetado ;  que  por  el 
contrarío  les  pidió  por  conducto  de  su  socio  D.  Ángel  Basso 
le  esperaran  hasta  la  venta  del  vapor^  en  cuya  época  las  abo- 
naría. 

Que  por  lo  demás  si  habían  pedido  á  Pietranera  la  totalitad 
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del  crédito,  era  por  sor  este  socio  gerente,  y  por  ser  la  socie- 
dad colectiva  en  cuvo  caso  todos  los  socios  son  solidariamente 
responsables. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  sobre  la  exactitud  y  verdad  de 
las  cuentas. 

Prueba  de  los  demandantes. 

L  Declaración  prestada  con  calidad  de  ad  perpeiuam  por 
Ángel  Basso^  socio  de  Pietranera. 

Se  le  preguntó  :  l^si  la  Empresa  debia  las  cuentas  presenta- 
das, si  por  intermedio  del  declarante  los  demandantes  conce- 
dieron esperas,  y  si  Pietranera  ofreció  abonarlas  tan  pronto 
como  se  vendiera  el  vapor. 

2^  Si  al  propocionar  el  declarante  la  fianza  que  exijia  el  Go- 
bierno Nacional  para  abonar  á  Pietnmera  la  subvención,  le 
exijió  pagase  las  cuentas  referidas  y  Pietranera  prometió  ha- 
cerla. 

Basso  contestó:  á  lo  I"*  que  era  cierto  en  cuanto  á  la  cuenta 
de  Casares  é  hijos,  y  á  la  de  Cichero ;  pero  que  á  este  le 
entregó  varios  trozos  de  madera  que  trajo  en  el  vapor,  á  cuenta 
de  la  deuda. 

A  lo  2®  que  era  cierto  respecto  de  las  cuentas  de  Casares 
y  de  Cichero. 

II.  Un  ceilificado  de  D.  José  Lavarello  declarando  ser  deu- 
dor de  Sebastian  Cichero  por  la  cantidad  de  mas  de  28000 
pesos  por  materiales  invertidos  en  el  aGran  Chacos  á  mas  de 
10  dias  de  trabajo  á  50  pesos  diarios. 

III.  Otra  declaración  de  Ángel  Basso,  que  cuando  regresó 
del  Bermejo  habló  con  Pietrant^ra  sobre  la  cuenta  de  Casares, 
y  aquel  prometió  pagarla  asi  que  se  realizaran  fondos ;  que 
los  artículos  de  Casares  fueron  entregados  para  el  buque  con 
conocimiento  del  declarante,  socio  entonces  de  dicho  buque; 
que  proporcionó  la  fianza  para  percibir  la  subvención  del  Go- 
bierno Nacional  con  la  condición  de  que  se  pagara  la  cuenta 
de  Casares;  que  Pietranera  no  hizo  observación   alguna  á  la 
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cuenta  de  Casares ;  y  que  cree  ser  de  Lavarello  la  firma  al  pié 
del  certificado  anterior. 

rv.  Declaración  de  Santiago  Lavarello  marinero  del  vapor, 
y  acreedor  de  Pietranera,  que  siempre  que  se  necesitaban  artí- 
culos cómo  los  que  se  espresan  en  las  cuentas  de  los  deman- 
dantes, se  llevaban  de  las  casas  de  estos. 

V.  Declaración  de  Lorenzo  Beraldo,  marinero  y  acreedor  de 
Pietranera,  que  se  babían  invertido  en  el  buque  artículos  de 
la  naturaleza  de  los  espresados  en  las  dichas  cuentas,  constán- 
dole  haber  sido  comprados  en  las  casas  de  los  demandantes, 
pues  fué  contramaestre  del  vapor. 

VI.  Francisco  Rcvello,  acreedor  de  Pietranera,  declani  que 
como  marinero  que  fué  del  €Gran  Chaco"»  le  constaba  lo 
mismo. 

YIL  Luisa  y  Matilde  Lavarello  declararon  lo  mismo,  sa- 
biendo por  haber  vivido  á  bordo  del  ^Gran  Chaco»  como  cinco 
meses,  y  la  primera  por  haber  llevado  las  cuentas  de  su  pa- 
dre D.  José  Lavarello. 

VUL  Declaración  de  Tomás  Pietranera,  que  recibió  las 
cuentas  presentadas  mucho  tiempo  antes  de  la  demanda. 

IX.  Un  certificado  del  escribano  actuario,  que  los  libros  de 
las  casas  de  los  demandantes  están  conformes  en  sus  asientos 
con  las  cuentas  presentadas,  notando  solamente  que  en  los 
libros  diarios  de  Casares  no  se  espresan  los  dias  en  que  se  sa- 
caron los  efectos  en  la  misma  forma  exactamente  que  en  las 
cuentas  presentadas,  determinándose  en  aquellos  solo  los 
meses. 

Pruebas  del  demandado 

I.  Pietranera  presentó  las  cuentas  que  le  habían  pasado 
antes  de  la  demanda  Casares,  Cichero  y  Badaraco,  y  una  de- 
claración de  Nicolás  Yaccaro,  dependiente  de  Casares,  descri- 
biendo los  efectos  del  «G^ran  Chaco»  entregados  á  Casares,  y 
pidió  la  absolución  de  las  siguientes  posiciones. 
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A  los  Sres.  Casares  é   hijos. 

I^'  Si  las  cuentas  acompañadas  son  las  mismas  pasadas  por 
ellos  á  Pictranera  por  compra  de  José  Lavarcllo  para  el  vapor 
A  Gran  Chacos 

2»  Si  el  documento  adjunto  es  firmado  por  Nicolás  Yaccaro, 
y  cierto  su  contenido. 

3"*  Si  D.  José  Lavarello  tenia  sociedad  con  Mariano  Cabal 
anles  de  formarla  con  Pietranera  y  Basso  para  la  navegación 
del  Bermejo. 

A  D.  Sebastian   Cichero 

1^  Si  la  cuenta  adjunta  es  la  misma  que  pasó  jpor  las  com- 
pras de  José  Lavarello  que  contra  al  deferente. 

2<>  Si  Lavarello  tenia  sociedad  con  D.  Mariano  Cabal  antes 
de  formarla  con  Pietranera  y  Basso. 

A  D.  José  Badaraco 

Si  la  cueBta  adjunta  es  la  misma  que  pasó  por  las  compras 
de  José  Lavarello  que  hoy  cobra  el  descuento. 

Casares  contestó  á  la  1^  que  es  cierto  ;--á  la  2^  que  cree 
ser  la  firma  de  Vaccaro,  pero  que  no  ha  recibido  mas  que  el 
carbón  que  espresa  el  documento  mas  ó  menos,  y  que  Ystccaro 
no  era  su  dependiente  en  esa  época,  sino  que  estando  de  guar- 
dián en  el  tBmíios  Aírese  ^  Basso  lo  puso  también  del  tGran 
Cliaco'yií — á  la  3^  que  ignora  por  no  serle  pertinente. 

Cichero  contestó  á  la  1^  que  es  cierto; — á  la  2^  que  así  se 
decia,  pero  no  le  consta. 

Badaraco  contestó  que  es  cierto. 

IL  Se  agregaron  dos  espedientes  seguidos  por  Ketrancrá, 
uno  con  los  marineros  del  tGran  Chacota  y  otro  con  el  defen- 
sor de  Lavarello  sobre  venta  del  vapor. 

III.  Una  declaración  de  D.  Ángel  Basso  reconociendo  el 
contrato  de  sociedad  celebrado  con  Pietranera  y  Lavarello  en 
16  de  Enero  de  1865. 

IV.  Un  informe  de  la  Capitanía  del  Puerto  que  el  tGran 
Chacolí  salió  para  la  Esquina  Grande  el  9  de  Febrero  de 
1863,  y  regresó  á  Buenos  Aires  el  G  de  Mayo  de  1864% 
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Y.  La  patente  de  paquete  espedida  por  el  Gobierno  Nacio- 
nal al  «Gran  Chaco»  y  dada  á  nombre  de  Pietraner^  como 
director  de  la  Empresa. 

IWIto  del  Jfumm  i^elomil 

Buenos  Aires,  Febrero    26  de  1866. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  señores  Vincente  Casa- 
res é  hijos,  don  José  Badaraco,  don  Sebastiano  Cichero,  y 
don  Francisco  Multado  contra  don  Tomás  Pietranera,  por  co- 
bro de  pesos,  oído  el  informe  del  abogado  del  demandado^  y 
considerando :  Que  los  demandantes  han  probado  su  acción 
de  venta  en  las  cuentas  presentadas  y  corrientes,  de  fojas  1  á  7 
y  en  el  hecho  de  haberse  empleado  los  artículos  vendidos  en 
beneficios  del  buque  MGran  Chaco»  y  por  consig:u¡ente  de  la 
sociedad  tNavegacion  del  Bermejo, ]>  y  en  el  de  ser  adnüniS' 
trador  y  gerente  de  esa  Compañía  don  Tomás  Pietranera: 
que  el  demandado  se  ha  escepcionado,  alegando  se  justifique 
por  los  demandadantes  la  inversión  délos  aitículos  en  benefi- 
cio del  buque,  y  en  que  no  está  obligado  á  pagar  mas  que 
la  parte  que  proporcionalmenle  le  corresponda  como  mero  so- 
cio :  que  recibida  á  prpeba  se  ha  producido  la  que  ofmre 
de  foja...á  f(qa...;  que  de  esta  prueba  resulta  que  efectiva- 
mente se  han  empleado  en  el  boque  efectos  tomados  de  las 
casas  de  los  demandantes,  pues  as(  lo  declararon  iodividuos 
de  la  misma  tripulación,  prueba  que  corrobora  la  que  cesulta 
de  los  libros  de  los  demandantes,  y  de  la  declaración  del 
socio  don  Ángel  Basso,  pudiendo  de  todo  esto  concluir^  que 
los  efectos  cuyo  valor  se  cobra,  han  sido  empleados  en  el 
buque  de  ia  Compañía ;  que  la  eseepoion  ajelada,  por  Pietra- 
neru,  de  que  solo  está  obligado  á  pagar  su  parte  proporcio- 
nal es  inadmisible,  por  cuanto,  como  socio  gerente  es  soK-r 
dariamente  responsable  de  las  deudas  de  la  sociedad  (art. 
402  y  437  del  Código  de  Comercto)  pero^  considerando  al 
mismo  tiempo,  que  ni   la  sociedad   ni  el  socio   administrador 
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son  responsables  sino  de  las  deudas  conlraidas  durante  la  so* 
ciedad,  y  no  de  las  contraidas  por  los  socios  antes  de  for- 
mada ;  que  la  sociedad  c Navegación  del  Bermejo)»  fué  cele- 
brada el  16  de  Enero  de  1863,  lo  que  consta  del  contrato 
corriente  á  foja  28  de  los  autos,  seguidos  para  la  venta  del 
vapor  tGran  Clmco^^  y  las  cuentas  que  se  han  presentado  por 
los  demandantes  demuestran,  que  se  cobran  efectos  suminis- 
trados desde  el  año  1861. — Fallo:  que  don  Tomás  Pietrane- 
ra  debe  pagar  el  valor  de  los  efectos  que  se  le  cobran,  solo 
desde  el  16  de  Enero  del  1863,  salvando  sus  derechos  por 
los  efectos  que  á  foja  31  aparecen  entregados  al  señor  Casares 
del  vapor  «Gran  Cínicos.  En  definitiva  así  lo  mando  y  firmo 
rn  Buenos  Aires  fecha  uí  supra.  Y  por  cuanto  los  deman- 
dantes han  pedido  mas  de  lo  que  se  les  debk  se  declara 
que  las  costas  de  este  juicio  son  á  su  cargo. 

Alejandro  Ueredia, 

Pietranera  apeló  de  esta  sentencia,  y  al  espresar  agravios  dijo 
que  no  se  le  absolvió,  como  debia  haberse  hecho  del  pago  de 
los  suministros  hechos  al  €Gran  Cíiaoo^  después  de  su  ^lida. 

Que  se  habia  dado  por  justiiicada  la  inversión  de  los  artículos 
cuyo  importe  se  reclamaba  en  beneficio  del  buque,  no  obstante 
ser  tachables  los  testigos  que  declararon  sobre  eso;  que  en 
efecto  Beralüo,  I^varello  y  Revello  eran  acreedores  del  deman- 
dado, y  sostuvieron  contra  él  el  pleito  de  que  trata  uno  de  los 
espedientes  agregados;  y  Luisa  y  Matilde  Lavarello  son  hijas 
del  Capitán  Lavarello  con  quien  Pietranera  estaba  en  desave- 
nencias según  el  otro  espediente  agregado. 

Que  respecto  de  la  cuestión  de  derecho,  si  Pelrianera  era 
solidariamente  responsable  de  las  deudas  áe\  ^Gran  Chacoi^  e( 
Juzgado  de  Sección  habia  declarado  en  justicia  que  no  estaba 
obligado  á  pagar  las  contraidas  antes  del  16  de  Enero  de  1863. 

Que  ya  habia  hecho  notar  en  uno  de  los  espedientes  agrega- 
dos que  la  Ení4>resa  da  nav^cion  del  Bermejo^  y  la  propiedad 
del  tGran  Chaco»  eran  cosas  distintas,  pues  la  Empresa  podía 
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hacer  la  navegaeion  con  uno  ó  muchos  vapores,  con  vapores 
propios  ó  ajenos  de  la  Empresa  ó  de  uno  ó  mas  socios. 

Que  el  Juzgado  de  Sección  habia  confundido  estas  dos  cosas 
en  el  cuarto  considerando  de  la  sentencia  reclamada,  estable* 
ciendo  que  el  socio  gerente  era  responsable  de  la  totalidad  de  las 
deudas  de  los  dueños  del  buque. 

Que  Pietranera  era  socio  gerente  de  la  empresa,  no  del  vapor 
cGranCAaeo»,  y  por  lo  tanto  podia  ser  solidariamente  respon- 
sable de  las  deudas  de  aquella,  pero  en  cuanto  á  las  del  c&ma 
Chacos  no  podia  serlo  sino  en  la  parte  proporcional  de  su  con- 
dominio. 

Pero  que  estas  cuestiones  jurídicas  quedaban  sin  impor- 
tancia ante  los  hechos,  puesto  que  las  cuentas  que  se  cobraban, 
ó  eran  anteriores  al  ingreso  de  Pietranera  en  la  sociedad,  ó 
posteriores  á  la  salida  del  buque  de  este  puerto,  en  cuyo  caso 
no  han  sido  invertidos  en  su  provecho  los  articulos  suminis- 
trados. 

Estendiéndose  en  la  demostración  de  estos  hechos,  siguió 
diciendo  que  á  ser  exactas  las  cuentas,  solo  estaría  á  cargo  de 
Pietranera  la  cantidad  de  565  ps.  en  la  de  Badaraco,  y  de  5,904 
ps.  en  la  de  Multado;  pero  que  estas  cantidades  también  no 
debian  mandarse  pagar  en  pena  de  la  mala  f¿,  con  que  los 
demandantes    habian  cobrado    mas  de  lo  que  se    les  debia. 

Concluyó  pidiendo  la  reforma  del  auto  apelado,  declarándose 
que  Petrianera  no  debia  pagar  los  efectos  cobrados,  y  reserván- 
dole el  derecho  por  los  efectos  que  resaltan  haber  sido  entregsi^ 
dos  á  Casares  con  especial  condenación  en  costas. 

El  procurador  de  los  demandantes  se  adhirió  á  la  apelación 

y  pidió  se  revocase  la  sentencia  de  1^  instancia  en  la  parte  que 

limitaba  la  obligación  de  Pietranera  á  los  efectos  vendidos  desde 

el  16  de  Enero  de  1863,  y  en  la   que  les  imponia  el  pago  de 
costas. 

Dijo  que   con  arreglo  á  la  contestación  de   Pietranera   á  la 

demanda,  la  cuestión  estaba  reducida  á]  dos  puntos:  el  primero* 

silos  articulos  detallados  en  las  cuentas   fueron  empleados  en 

beneflcio   del  vapor,  y  el  segundo;   si  Pietranera  como  socio 
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gerente  de  la  compañía  propietaria  del  «Gran  Chacos  era 
responsable  por  el  todo  ó  por  la  parte  proporcional  que 
tenia  en  este. 

Que  estos  des  puntos  quedaron  resuekoa  afirmativamente t 
siendo  inadmisibles  los  rundamentos^  respectivos  de  )si  sentenn 
ciá. 

Pero  qne  esta  en  su  segunda  parte  resuelve  oiro  pi^nto  que 
no  fué  traído  á  discusión,  pues  Picanera  no  opuso,  coma 
cscepcion  la  época  en  que  principió  la  sociedad^  declarando,  por 
el  contrario  que  estaba  pronto  á  abonar  la  parte  proporcional 
de  la  deuda,  previa  justificación  de  la  inversión  en  provecho 
del  buque. 

Que  por  lo  tanto  esa  parte  de  la  sentencia  era  nula  por  ser 
ultra  pelita. 

Qne  esa  declaración  de  Pietranera  quedd  robustecida  con  la 
presentación  que  hizo  de  las  cuentas  que  se  le  pasaron  mucho 
antes  de  entablarse  la  demanda,  sin  qne  aquel  las  objetara;  por 
cuyo  hecho  resultaba  evidente  la  aceptación  de  las  mismas 
cuentas. 

Que  á  esto  se  agregaba  la  declaración  de  Basso^  diciendo 
qne  Pietranera  se  comprometió  ¿  pagar  la  cueaia  de  Casares 
con  los  primeros  fondos,  y  la  de  Lavarello  reconociendo  la 
cuenta  de  Cichcro. 

Que  además  por  los  ariieulos  ^  y  3^  del  contrato  de  socie- 
dad existente  en  autos  se  estableció  que  Lavarello,  comisionado 
de  la  Empresa  del  Rio  Bermejo  según  contrato,  [con  el  Go* 
bierno  Nacional  de  28  de  Octubre  de  1862  cedió  á  la  Em- 
presa todos  los  derechos  adquiridos  por  el  jsusodicho  contrato, 
y  que  el  capital  social  se  fijaba  en  60.000  Is.  que  era  el  costo 
del  vapor,  gastos  de  la  esplotacion  del  Rio  Bermejo,  y  gastos 
indispensables  al  primer  viaje. 

Que  según  esto  resultaba  que  antes  del  16  de  Enero  de  1863 
y  aun  antes  del  28  de  Octubre  de  1862  existía  de  hecho  la  Em- 
presa del  Rio  Bermejo,  y  que  esta,  aunque  su  existencia  hubiese 
empezado  desde  Enero  de  1863,  adquirió  el  vapor  con  sus 
cargas  ó  sea  las  deudas  contraidas  por  él;  por  lo  que  Pietranera 
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gerente  de  la  sociedad  y  depositario  del  capital  social,  debia 
pagar  aquellas  deudas. 

Que  esta  demostración  pone  en  evidencia  la  injusticia  de  la 
condenación  en  costas,  pues  no  se  demandó  á  Pietranera  mas 
que  lo  que  debia. 

Que  la  escepcion  de  los  artículos  suministrados  después  de  la 
salida  del  vapor,  era  inatendible,  porque  recién  se  oponia. 

Que  sin  embargo  el  becbo  se  esplieaba  por  la  práctica  de  las 
casas  de  comercio  de  llevar  libros  auxiliares  para  facilitar  la 
contabilidad.  En  ellos,  dijo  el  apoderado  de  los  actores,  se 
apuntan  detalladamente  las  operaciones  del  dia,  y  periódicamente 
se  traspasan  sus  asientos  á  los  libros  principales,  no  con  la 
fecha  de  los  auiiliares,  sino  con  la  del  traspaso,  como  podia 
resultar  de  su  compulsa. 

Se  confirió  traslado  de  la  adhesión,  y  el  procurador  de  Pie- 
tranera  contestó  que  habiéndose  este  escepcionado  con  la  dis~ 
posición  del  art.  1087  del  Cód.  de  Com.  habia  provocado  tres 
cuestiones  y  no  dos;  la  primera,  si  Pietranera  era  dueño  ó  par- 
ticipe del  buque  cuando  su  capitán  contrajo  la  deuda;  la 
segunda,  si  la  cantidad  redamada  y  no  una  cantidad  indetermi- 
nada fué  invehida  en  beneficio  del  buque;  y  la  tercera,  si 
probadas  las^dos^  primeras  cosas,  Pietranera  era  responsable  por 
todo  ó  parte  de  la  deuda.  » 

Que'  por  lo  tanto  la  sentencia  absolviendo  á  Pietranera  del 
pago  de  la  deuda  anterior  al  16.  de  Enero  de  1883,  no  foé 
ídtra  peiila^  porque  este  resolviauna  de  las  cuestiones  provo- 
cadaácon  la  escepcion  fundada  en  el  art.   1037. 

Que  también  en  dicha  escepcion  se  contiene  la  de  eai^amiaar 
sise  debe  ó  no  el  importe  délos  artículos  que  aparecen  sumi- 
nistrados después  de  la  salida  del  va[KMr. 

Que  por  lo  demás  el  argumento  deducido  de  los  artículos  2*^ 
y  3^  del  contrato  de  sociedad  seria  atendible  solo  en  el  caso 
de  que  Pietranera  no  hubiese  aportado  su  parte  de  cantal,  lo 
que  no  han  hecho  los  demandamea;  y  que  en  «uábto  á  la 
legalidad  de  los  traspasos  en  los  libros  ide  las  diferenies  parti- 
das, bastaba  tener  presentes  las  disposiciones  de  los  arlícuios 
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ft5,  56y  65  y  66  del  Ckkl,  de  Conü.  para  qae  los  asientos  de  su  re- 
fereMia  sean  declarados  fraudalentos. 

Vista  la  cKuBa,  el  Dr.  D.  Juav  Carlos  derenser  de  Pietrar 
iiesik  en:  aa  iofdrffle  in  voce  dedoja  iaeacepeioo  de  preserípciM 
de  las  cuentas  que  cobraban  los  Sres.  Casares,  Ckbetfo,  Bada- 
la^  y  Multado^  fundándose  en  el  art.  999  del  Coé.  de  Co- 
mercio. 

La  Suprema  Corte  conGridt  traslack)  da  dicba  eseep4)íon,  y 
el  apoderado  de  los  demandantes  contestó  qu^  aunque  la  es- 
cepcion  de  prescripción  podia  oponerse  en  cualquier  estado 
de  la  causa,  no  era  admisible  en  la  présenle  por  haber  Pie- 
tranera  renunciado  á  ella. 

Que  en  efecto  Pietranera  al  contestar  la  demanda  habia  de- 
clarado fuestar  pronto  apagar  la  parte  que  como  condómino 
le  correspondiese  en  la  cantidad  que  se  justificara  haberse  in- 
vertido en  el  buque^  con  arreglo  al  art,  d037  del  Cód,  de  Com,% 

Que  el  tendr  de  estas  palabras  indica  claramente  la  renun- 
cia que  Pietranera  hizo  de  la  prescripción,  puesto  que  las 
condiciones  á  las  que  Hgd  su  allanamiento  á  pagar  no  alteran 
la^fttersBa  real  y  jurídica  de  este. 

Quft  a¿ea)4Si  las  cuantas  en  aueation  fiíeron  presentadas  for 
Pietiw^r;!  cu^pdo;  tonn}  l^  gerencia  de  la  sociedad  cons^itqida 
con  fondos  suficientes  para  satisfacer  el  costo  del  vapor  Gran 
Chaco,  los  gastos  del  Rio  Bermejo,  y  los  gastos  indispen- 
sables del  primer  viaje ;  y  que  según  resulta  de  declaraciones 
de  Basso  y  Lavarello  si  no  se  pagaron  antes,  fué  porque  se 
convino  en  prorogar  el  pago  para  dai^  lugar  á  que  se  realiza- 
rán fondos. 

Que  por  consiguiente  la  prescripción  no  habia  llegado  á 
^usumarse. 

Que  otro  reconocimiento  de  la  dciuda  se  'desprendia  del 
hecho  de  haber  Pietranera  consentido  la  sentencia  del  Juez 
á  quo  en  la  parte  que  da  por  cdmprabada  inversión  de  los 
efectos,  y  en  la  que  se  declara  solidaria  su  responsabilidad, 
puesto  que  en  la  espresLon  de  agravies  Pietranera  alegó  co- 
mo agravio  solo  el  haberse  omitido  su  absolución  en  la  par- 
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te  de  suministros  al  €Gran  Cliacoit  después  de  la  salida  de 
este  buque ;  y  se  pidió  se  absolviese  de  lo  que  se  gastó  des- 
pués de  la  sociedad  y  antes  Je  la  salida  del  buque  fué  por 
el  pretesto  ¿e  que  los  demandantes  habían  cobrado  mas  de  lo 
que  se  les  debia. 

Que  esta  petición  no  tendría    razón  de  ser  sin  reconocer  la 
existencia  de  la  deuda  después  de  consumada  la  prescripicon, 
puyo  reconocimiento  importa  la  renuncia  de  los  derechos  ad- 
queridos por  aquella. 

{clamados  autos,  la  Suprema  Corte  para  mejor  proveer  or- 
denó que  los  señores  V.  Casares  é  hijos  exhibiesen  al  secre- 
tario de  ella^  el  libro  donde  dijeron  que  fueroQ  asentfidas  ori- 
ginariamente las  partidas  que  en  su  cuenta  de  foja  3,  y  en  el 
diario  que  sirvió  para  el  primer  cotejo  aparecieron  con  la  fe- 
cha de  15  de  Febrero  de  1863,  y  se  sacasjs  compulsa  de  los 
asientos  concordantes  con  las  dichas  partidas,  espfes^ndose 
sus  fechas. 

Esta  fué  el  resultado  de  la  compul8;|. 

€  Certifico  que  en  el  libro  borrador  de  los  pfesentados  por 
4  la  casa  de  los  señores  Casares  6  hijos,  se  registra  al  folio 
f  106  lá  siguiente  partida  con  fecha  3  de  Febrero  de  1863. 

€  Febrero  3  de  1863, 

c  Lavarello. 

€  12  bolsas  sa}— á  33  pesos* 
c  8  toneladas  c^rl^on 
€  24  bolsas  vacias — 9  pesos, 
^17  toneladas  cgrbon— Bco. 

€  En  el  mismo  libro  á  folio  109  se  encuentra  esta  otrapar- 
c  tida  con  fecha  6  de  Febrero  de  1863. 

a  Febrero  6  de  1863. 

<  C.  Lavarello. 

€  58  quintales  fierro---80  pesos. 
n  19  pavas  chicas. 
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€  A  folio  112  del  mismo  libro  se  encuentra  esta  otra  partida. 
«  Febrero  O  de  1863. 
c  Lavaréllo. 

c  7  piezas  lana  N.  4—340  pesos. 

<  1/2  |§.  hilo  inglés — 12  pesos. 

€  6  guardamanos  ó  reempujos— -8  pesos. 

€  50  agujas — ^20  pesos. 

c  130  lib.  cabo  manilla — 480  pesos. 

€  6  motones  de  7  pulg. — 14  reales. 

€  240  lib.  de  fierro — 70  pesos. 

c  4  quintales  de  carbón  de  fragua — 20  pesos. 

€  4  bolsas  á  6  pesos. 

€  A  folio  113  del  mismo  libro. 

€  Febrero  10  de  1863« 

c  C.  Lavarello. 

€  3  @.  pintura  negra. 
€  2  @.      id.      blanca. 

€  En  el  libro  Resumen  á  folio  217  se  registra  esta  partida. 

€  Febrero  4  de  1863. 

c  C.  Lavarello* 

Bolsas  sal    I  Carbón  I     Bolsas  vacias 

¡12  á  33  pesos.}  25  ton.  450  pesos.  |  24  á  9  p  esos. 


Fierro  de  herradura 


Lona 


58  quint.  80  pesos. [7  piezas  340 pesos    1/2  @    |  6á8  ps. 


Hilo     IReempujes 


Agujas 


Cabo  manila 


50  á20pesos  130  lib.  480  ps.  6.42pulg.l4rs.i240Hb.-«5p. 


Motones       I      Fierro 


Carbón 


Pintura  negra 


Pintura  blancal 
|497.  20  ps.  3  @.  60  pesos  2  @.  60  pesos.| 

En  el  libro  Diario  á  folio  58,  en  las  partidas  de   «Febrero 
de  1863»  sin  fecha  se  encuentran  estos  asientos 

Comandante  Lavarello—Gran  Chaco. 

12  bolsas  sal  á  33  pesos ^pesos      396. 

25  ton.  de  carbón  de  luz  á  450     .    .     c     11250. 
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50  agujas 

130  lib.  cabo  manila,  á  480    .    . 

24  bolsas  vacías    á    9    «     .     .     . 

4      id.      id.      á    6    ...     4 

6  motones  42  pulg.    á   14  reales 
58  quintales  fierro  de  herradura  á  80 

240       lib.        id.  id  á  65 

7  piezas  lona  inglesa  á  340    .    . 
4  quintales  carbón  de  fragua  á  20 

1/2  Ig).  hilo  de  vela  á  12  .  .  . 
3  ^.  pintura  negra  á  60  .  .  . 
2  ^.  id.  blanca  á  60  .  .  . 
6  reempujes  á     8 


ps 


pesos 


20. 
624. 

216. 

24. 

73,  4 
4640. 

156. 
2380. 

80. 

150. 

180. 

120. 

48. 


^■A* 


pesos  20,357.  4 
Buenos  Aires,   17   de  Julio  de  1865. 

iosé  M.  Guastavino. 
Secretario. 

Sacada  esta  compulsa,  la  Suprema  Corte  ordenó  para  me- 
jor proveer  que  la  parte  de  Pietranera  exhibiese  el  libro  don- 
de se  habian  asentado  las  cuentas  de  los  artículos  empleados 
en  la  construcción,  habilitación- y  aprotisionamento  del  vapor 
€Gran  ChacoTt  hasta  que  dejó  de  ser  propiedad  de  la  empre- 
sa de  navegación  del  Rio  Bermejo,  y  ^  compulsaran  los 
asientos. 

Pietranera  presentó  la  cuenta  que  sigue^  diciendo  que  no 
habia  llevado  libros,  pero  que  casi  todas  las  partidas  tonian 
su  justificativo,  y  que  algunas  que  no  lo  tenían  eran  de  fácil 
comprobación . 

Pidió  se  ordenara  la  compulsa  de  los  documento^  .  por  el 
Secretario  de  la  Corte  y  este  certificara  sobre  la  exactitud 
de  las  referencias  de  la  cuenta. 

Si  accedió  á  esta  petición. 

La  cuenta  y  la  compulsn  de  los  justificativos  y  referencias 
es  como  sigue: 
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Certifi  co  que  don  Tomás  Pietranera  ha  presentado  ñna  cuen- 
ta en  dos  fojas  agregada  á  fojas  191  y  i92  de  este  espediente, 
38  cuentas  sueltas  y  un  libro  de  recibos  no  rubricado  en  el 
cual  se  encuentran  algunos  recibos  borrados,  otros  pegados 
y  algunos  folios  en  blanco  ;  siendo  los  folios  49,  74,  84,  129, 
222,  en  las  que  se  encuentran  los  recibos  borrados ;  los  fo- 
lios 1,  7,  30,  32,  53,  60,  62,  64,  71,  79,  87,  88,  89,  91, 
93,  124,  128,  173,  202,  212,  226,  229,  248  y  254  en 
los  que  se  encuentran  recibos  pegados  y  ios  folios  1 ,  4,  5, 
30,  32,  194  y  229  en  blanco. 

Certifico  también  que  en  la  cuenta  agregada  á  foja  191  y 
foja  192  todas  las  partidas  que  las  componen  son  exactas  y 
concuerdan  con  el  libro  de  recibos^  cuentas  presentadas  y 
autos  de  su  referencia  menos  las  siguientes : 

La  partida  N*  10  que  no  tiene  comprobante. 

La  partida  N^  12  cuyo  único  comprobante  en  autos  es  una 
carta  de  don  José  Lavarello  á  don  Tomás  Pietranera  en  la 
que  le  avisa  el  recibo  de  una  partida  de  fierro  que  dice  ha- 
ber encontrado  conforme  con  la  factura^  pero  sin  especificar 
el  valor  de  esta. 

La  partida  N*'  13  que  se  encuentra  conforme  con  la  cuenta 
suelta  N<^  8  y  1/2  (de)  pero  no  con  el  folio  que  se  cita. 

La  partida  N*  16  que  por  único  comprobante  en  autos  tie- 
ne una  carta  de  Lavarello  en  la  que  este  dice  haber  recibido 
unas  herramientas. 

Las  partidas  números  21^  23  y  25  que  no  tienen  compro- 
bantes. 

La  partida  N*»  26  que  por  comprobante  tiene  una  carta  de 
Lavarello  diciendo  haber  recibido  lo  que  Pietranera  le  remitió 
por  el  tDoUyrcitasii  sin  especificación  de  valor. 

La  partida  N»  27  que  tiene  su  comprobante  por  7  onzas  y 
parece  referente  á  la  cantidad  de  112  fuertes  puesta  en  la  par- 
tida anterior,  pues  esta  no  tiene  cantidad  anotada  en  la 
cuenta. 

Las  partidas  números  28,  31 «  37,  56^  58,  59,  66,  67,  68, 
69  y  71  que  no  tienen  comprobante. 
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La  partida  No  77  que  por  comprobante  tiene  una  tinenta 
de  don  Tomás  Pietranera  á  don  José  Lavarellb  sin  firma  n¡ 
conforme  de  este. 

La  partida  M»  78  que  no  tiene  cantidad  en  la  cuenta  agre- 
gada. 

Compulsada  la  referencia  del  libro  de  recibos  y  cuentas 
sueltas,  resulta  que  en  la  cuenta  N»  32  existe  un  conforme  de 
Lavarello  á  fiívor  de  Demarchi  hermanos  por  1,587  pesos  4 
reales  m/c.  y  en  el  libro  al  folio  i  12  un  recibo  de  los  herma^ 
nos  Demarchi  por  igual  cantidad  con  ledia  Junio  27  ano 
1863. 

La  partida  N<»  80  que  no  tiene  otro  comprobante  que  la 
pericia  practicada  en  autos» 

Las  partidas  números  83,  84  y  87  no  tienen  comprobantes. 

La  partida  N<^  93  que  tiene  por  comprobante  una  cuenta 
de  su  importe  sin  firma  ni  recibo. 

Las  partidas  números  97,  98  y  99  que  no  tienen  compro- 
bantes. 

Buenos  Aires»  Setiembre  29  de  1866. 

Anionio  Tarnassi 
Secretario. 

S*a1|o   de  to  Corte  Siiprem»* 

Buenos  Aires,    Octubre  9  de  1866. 

Vistos :  y  considerando  f eppecto  de  la  escepcion  de  pres- 
cripción deducida  al  tiempo  de  la  vista  de  la  presente  causa 
por  el  abogado  defenspr  de  don  Tomás  Pietranera,  gerente  de 
la  empresa  para  la  navegación  del  Rio  Bermejo. — Primero : 
que  el  apoderado  de  e$ta  parte,  don  Ángel  Costa,  contestan- 
do direct^iipente  la  demanda,  d\jQ :  que  su  pqderdante  estaba 
dispuesto  á  pagar  la  parte  proporcional  que  le  correspondiese 
en  las  cantidades  que  se  probare  haberse  invertido  en  repaiar, 
habilitar  y  aprovisionar  al  vapor  tGran  Clmco^  ;  conceptos 
que  ha  reproducido  ea  otros  escritos  posteriores. — Segundo : 
que  esta  declaración  y  la  petición  que  conformándose  con  el{a 
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hizo  en  su  citada  coDtestacioB,  corriente  á  foja  Yrinte  impor- 
tan el  allanamiento  de  Pietranera  á  reconocer  la  sabsistencia 
de  las  acciones  de  los  demandantes,  sin  mas  condición  qne 
la  de  exijirles  sn  proeba,  y  por  coni^igniente  la  renuncia  tá- 
cita de  la  escepcion  de  prescripción  que  es  incompatible  con 
ese  reconocimiento ;  por  estos  fiíDdamentos,  y  con  arreglo  al 
artículo  novecientos  noventa  y  o^o  del  Código  de  Comercio, 
se  declara  que  la  Empresa  representada  por  don  Ángel  Costa 
ha  perdido  el  derecho  de  oponer  la  dicha  escepcion  á  la  de- 
manda.-—Considerando  en  cuanto  á  las  otras  escepciones  de- 
ducidas para  contradecir  directamente  las  acciones  de  los  de- 
mandantes.— Primero :  que  las  cuentas  que  estos  han  presen- 
tado de  suministro  hedios  al  capitán  Lavarello  durante  la 
construcción  del  vapor  cGran  CAoco»  ;  y  para  habilitarlo  en 
sn  primer  viaje,  están  conformes  con  los  asientos  de  sus  li- 
bros de  comercio,  según  lo  acreditan  los  certificados  de  fojas 
tuarento  y  nueve  y  ciento  ochenta  y  ^ielQ.^—Segundú :  que 
aun  cuando  el  reparo  que  se  opuso  por  el  apoderado  de  la 
Empresa  á  las  partidas  de  la  cuenta  de-V.  Casares  é  hijos  que 
en  ella  y  en  el  «Diario»  que  primeramente  presentaron  para 
comprobarlas^  se  hallan  anotadas  con  la  fecha  de  Febrero 
quince  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres^  aparecía  fundado 
cuando  se  recibió  el  oficio  del  Capitán  del  Puerto  de  esta 
ciudad,  informando  que  el  vapor,  para  el  cual  se  compraron 
los  artículos  enunciados  en  aquellas  partidas,  habia  empren- 
dido sil  viaje  el  dia  nueve  del  referido  mes ;  esta  objeción 
quedó  desvanecida  por  la  compulsa  de  foja  ciento  ochenta  y 
siete  que,  después  de  la  vista  de  la  causa  se  hizo  del  libro 
rotulado  c Borrador»  que  la  casa  demandante  exhibió  y  con  la 
cuenta  últimamente  presen tad.-i  por  la  parte  de  Pietranera; 
pues  en  el  primero  se  hallan  las  partidas  observadas,  distri- 
buidas en  varios  dias,  desde  el  tres  hasta  el  diez  de  Febrero; 
y  aunque  esta  última  fecha  es  posterior  á  la  qne  el  Capitán 
del  Ptterto  fijó  á  la  salida  del  vapor,  en  la  cuenta  de  Pietra- 
nera figuran  entregas  hechas  á  Lavarello  en  el  mismo  dia.— 
Tercero  i  que  de  la  inexactitud  en  la  anotación  de  las  fechas 


[>£  JUSTICIA  NACIONAL.    ,  35i 

del  primer  libro  exhibido,  no  puede  dedu€ii*$e  nh  cargo  qufi 
desautorize  la  contabilidad  de  la  casa  de  Y.  Casares  é  hijos ; 
porque  el  Código  de  Comercio  solamente  obliga  á  llevar  un 
fDiario»  y  el  «Borrador»  últimamente  compulsado,  y  en  el 
cual  el  secretario  no  ha  notado  ninguna  irregularidad,  es  un 
verdadero  «Diario». — Cuarto:  que  las  cuentas  de  los  deman«- 
dantes^  á  mas  de  los  asiei\U>s  de  sus  libros,  tienen  como  com- 
probantes de  su  verdad. — Primerv:  Las  declaraciones  de  los 
testigos  examinados  desde  fojas  cuarenta  y  tres  basta  cuarenta 
y  ocho,  quienes  afirman  uniformemente,  que  siempre  que 
se  necesitaron  para  el  vapor  artículos  de  idéntica  naturaleza 
á  los  detallados  en  las  cuentas,  se  toma]:on  de  las  casas  de 
los  demandantes;  y  estos  testigos  dan  luaa  razón  satisfac- 
toria del  conocimiento  del  heclio  sobre  que  declaran ;  pues 
tres  do  ellos  pertenecieron  á  la  tripulación  del  buque,  y  ()os, 
que  son  las  hijas  de  Lavarello,  acompañaron  á  su  padre,  lle- 
vando una  de  ellas  sus  cuentas, — Secundo :  La  circunstan- 
cia de  haber  sido  Lavarello  encalado  exclusivamente  por 
su  contrato  con  la  Compañia  Saltona,  primera  propietaria 
del  vapor  de  dirijir  su  construcción,  contribuyendo  él  con 
la  mitad  de  la  suma  que  importase,  y  de  tomar  su  gobierno 
en  los  viajes  que  debia  hacer  por  el  Bermejo ;  encargo  que 
supone  la  facultad,  que  tampoco  se  ha  negado,  de  con- 
tratar todas  las  cosas  necesarias  para  ejecutar  la  obra,  y  ali- 
mentar á  los  individuos  que  empleara,  ya  como  operarios, 
ya  como  tripulantes  ;  y  todos  los  artículos  que  se  cobran  por 
los  demandantes  son  de  esta  especie. — Tercero :  Que  don 
Ángel  Bas3o«  socio  de  la  Empresa  denoand^da^  no  de&r 
conoce  Jas  cuentas,  declarando  con  relación  i  la  de  Y.  Ca- 
sares é  hijos :  que  el  mismo  la  presenté,  á  Pietranera,  que 
este  no  le  hizo  observación  ninguna,  y  que  le  prometié  pa- 
garla COA  los  primeros  fondos  que  realizara,  habiendo  sido 
esta  la  qondicion  de  una  fianza  que  otorgó  él  p2)ra  que  el  Go- 
bierno Nacional  entregase  á  Píetranera  la  subvención  de  cua- 
tro mil  pesos  fuertes,  acordada  á  la  Empresa,  y  respecto  de 
Ja  cuenta  de  Cichero,  agrega :  que  también  oyó  decir  á  Pie- 
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tranera  que  la  Empresa  le  era  deudora,  par  cuya  razón  el  de- 
clarante entregó  á  aquel  unos  trozos  de  madera  en  parte  de 
pago;  hallándose  esta  declaración  robustecida  con  el  hecho  de 
haber  retenido  Pietranera  las  referidas  cuentas  por  el  espacio 
de  un  año,  sin  rechazarlas  hasta  que  fué  demandado.-^  Cuaríó- 
Que  la  cuenta  de  Cichero  está  comprobada  también  por  el 
documento  de  foja  treinta  y  cinco,  firmado  por  Lavarello  y 
confesada  su  autencidad  por  el  apoderado  de  la  Empresa,  en 
el  cual  declara  aquel  que  se  debe  á  Cichero  una  suma  equi- 
Tálente  á  la  de  su  cuenta,  por  materiales  y  trab^o  emplea- 
dos en  el  tGran  Chaeoí^. — Considerando  en  quinto  lugar,  que 
los  testigos  que  pertenecieron  á  la  tripulación  no  son  tacha- 
bles por  haber  c>obrado  á  Pietranera,  como  gerente  de  la  Em- 
presa, los  sueldos  que  se  les  mandó  pagar  con  el  producto 
del  remfite  del  vapor,  lo  que  prueba  que  se  juzgó  justa  su 
demanda ;  ni  las  hijas  de  Lavarello,  cualquiera  que  sea  el  mo- 
tivo de  las  desavenencias  que  hayan  intervenido  entre  este  y 
Pietranera ;  pues  no  podían  declarar  falsamente  en  favor  de 
los  demandantes,  sin  perjudicar  á  su  padre,  que  es  socio  de 
la  Empresa. — Seocío:  Que  Pietranera  no  presenta,  para  contra- 
decir los  libros  de  sus  contrarios,  los  relativos  á  la  contabili- 
dad del  vapor,  que  debió  llevar  Lavarello  desde  que  se  hizo 
cargo  de  su  construcción  hasta  que  dejó  su  mando,  y  que 
son  los  que  pudieran  dar  á  conocer  con  exactitud,  tanto  las 
cargas  de  que  se  constituyó  responsable  la  Empresa,  cuando 
por  contrato  voluntario,  le  trasfirierou  su  propiedad  la  com- 
pañía Salteña  y  el  mismo  Lavarello,  como  los  que  posterior- 
mente le  impusiera  este  en  su  calidad  de  Capitán ;  razón  por 
la  cual  los  ha  debido  exijir  y  conservar  Pietranera  como  el 
único  documento  que  podia  servirle  para  resistir  los  cobros 
ilegítimos  que  se  le  hicieren. — Sépíimo :  Que  el  libro  de  reci*- 
bos  y  los  documentos  sueltos  que  ha  exihido  Pieti*anera,  no 
suplen  la  falta  de  los  libros  de  la  administración  del  buque, 
ni  contradicen  la  prueba  contraria  de  los  demandantes ;  por- 
que no  existiendo  constancia  del  número  y  del  valor  de  las 
obligaciones  que  reconocia  el  buque,  no  puede  saberse  si  to- 
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das  quedaron  chanceladas  con  los  pagos  que  hizo  Pietranera— * 
Octavo :  Que  si  se  atiende  á  la  declaración  que  los  empresa-* 
ríos  demandados  hicieron  en  su  contrato  de  sociedad,  que 
corre  á  foja  veinte  y  ocho  del  segundo  cuerpo  agregado,  es* 
tableciendo  que  el  capital  de  sesenta  mil  pesos  fuertes  era 
necesario  para  pagar  el  costo  del  vapor,  los  gastos  de  espío-* 
ración  del  Rio  Rermejo,  y  los  del  primer  viaje,  y  á  que, 
según  los  citados  recibos,  solamente  se  han  pagado  treinta  y 
nueve  mil  ciento  y  nueve  pesos  cincuenta  centavos  fuertes, 
entrando  en  esta  suma  setecientas  setenta  onzas  de  oro,  que  se 
entregaron  á  la  Compañia  Salteña,  y  las  crecidas  sumas  suplí* 
das  á  Lavarello  por  Pietranera  para  la  construcción  del  buque, 
las  que  reunidas  á  las  setecientas  setenta  onzas  de  oro,  com- 
ponen un  valor  mayor  que  el  que  produjo  su  remate  :  los 
gastos  del  socio  Basso  enviado  para  hacer  regresar  el  vapor 
después  de  abandonado  por  su  capitán ;  los  derechos  y  bono* 
laríos  de  los  pleitos  á  que  dio  lugar  el  cobro  de  sueldos  por 
los  marineros,  y  otras  erogaciones  imprevistas  al  tiempo  del 
contrato ;  puede  inferirse  que  no  todas  las  cuentas  que  debía 
la  administración  del  vapor  se  saldaron  Con  los  pagos  que 
constan  de  los  dichos  recibos^  y  por  consiguiente  no  resulta 
de  ellos  una  prueba  en  favor  de  la  intención  con  que  se  han 
producido.— iVcn^eito :  Que  por  esta  carencia  de  prueba  contra- 
ria, los  libros  de  los  demandantes,  por  si  solos,  y  con  en- 
tera prcscindencia  de  los  comprobantes,  que  tienen  en  el  pre^ 
senté  caso,  bastarían  para  justificar  plenamente  sus  cuentas, 
sin  que  la  omisión  por  parte  de  la  Empresa  en  procurarse 
los  libros  del  buque,  6  la  culpa  ó  dolo  de  Lavarello,  que  for- 
ma con  sus  socios  una  misma  persona  jurídica  pueda  alegarse 
para  debilitar  esa  presunción  legal ;  porque  los  acreedores 
no  son  responsables  ni  de  la  negligencia  de  sus  deudores,  ni 
de  la  substracción  que  se  les  haga  de  la  prueba,  sino  cuando 
son  ellos  los  ejecutores  ó  cómplices  del  hecho. — Décimo :  pe- 
ro considerando  por  otra  parte  que  el  artículo  mil  y  veinte 
del  Código  de  Comercio  no  obliga  al  comprador  de  un  buque 
á  mas  que  á  satisfacer  sus  cargas ;  que  de  las  remisiones  que 
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86  hacen  ail  fin  de  ese  artícnlo,  y  del  mil  treinta  y  nueve,  se 
dedoce  qae  por  cargos  de  un  buque  se  entiende  las  respon- 
sabilidades que  alcanza  á  cubrir  su  valor ;  y  que  por  consi- 
guiente según  estas  disposiciones  la  Empresa  demandada, 
se  desliga  de  toda  obligación  anterior  á  la  compra,  abando* 
nando  á  los  acreedores  el  precio  del  remate  que  se  hizo  á 
instancia  de  los  marineros. — Undécimo  :  Que  la  pretensión  de 
los  demandantes  al  importe  total  de  sus  cuentas,  tampoco 
puede  apoyarse  en  el  inciso  segundo  del  artículo  tercero  del 
contrato  citado  de  sociedad,  que  se  contrae  á  establecer  el 
capital  que  se  juzga  necesario  para  el  costo  del  vapor,  los 
gastos  de  eq)loracion  y  del  primer  viaje,  sin  estipular  nin- 
guna obligación  en  favor  de  terceros. — Duodécimo :  Que  lo 
mismo  corresponde  resolverse  respecto  de  las  deudas  que  con- 
trajo Lavarello  después  de  formada  la  Empresa  de  que  es  ge- 
rente Pietranera,  no  obstante  haberse  constituido  esta  como 
sociedad  colectiva,  y  ser  propietaria  del  vapor,  porque  las 
obligaciones  que  proceden  de  la  navegación  se  r^jen  por  re- 
glas especiales,  según  se  declara  en  el  articulo  mil  treinta  y 
cinco  del  Código  de  Comercio,  y  esas  reglas  limitan  la  res- 
ponsabilidad de  los  copartícipes  de  un  buque  por  los  hechos 
del  capitán  al  valor  de  sus  partes  respectivas^  como  lo  de- 
muestran los  artículos  mil  treinta  y  siete,  mil  cuarenta  y  uno 
y  otros  concordantes  del  misme  Código ;  por  estos  fundamen- 
tos, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  y  cuatro,  en  la 
parte  que  dispone  que  don  Tomás  Pietranera  pague  de  las 
cuentas  que  se  le  cobran,  solamente  las  partidas  que  datan 

de  el  diez  v  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres 
adelante,  declarándose  aue  deben  satisfacerse  las  dichas  cuen- 
tas con  el  remanente  del  producto  del  remate  que  se  hizo  del 
vapor  «Gran  Clutroj^  á  instancia  de  los  marineros,  el  que  se 
distribuirá  en  proporción  que  corresponda,  sin  que  se  pueda 
hacer  otro  cargo  al  gerente  de  la  Empresa,  y  se  confirma  el 
auto  en  cuanto  á  lo  demás  que  dispone :  al  efecto,  devuél- 
vanse, satisfechas  que  sean  las  costos,  y  repuestos  los  sellos* 

Faajkcisco  D£  LAS  Caiui£ilvs.  —  Salvaoor  María  del 
Carail»— José  Barros  Pazos.— José  B.  Gorostuca. 
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La  parte  de  Cayeres  pidi<i  aclaración  del  fallo  de  la  Supre- 
ma Corte  por  lo  que  parecía  confirmar  la  sentencia  del  in- 
ferior en  cuanto  al  pagioi  de  costas. 

Dijo  que  la  condenación  ^n  costas  había  sido  fundada  por 
el  Juez  a  quo  en  el  supuesto  ^iceso  de  la  demanda ;  pero  que 
habiendo  la  Suprema  Corte  declarado  que  toda  las  cuentas 
eran  de  legítimo  abono  hasta  donde  alcanzaban  los  productos 
del  vapor,  no  babia  razón  para  sostener  dicha  condenación. 

Fallo  de  la  Suprema  Córie* 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1866. 

Hallándose  el  presente  caso  comprendido  en  la  disposición 
del  articulo  doscientos  treinta  y  dos  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, se  declara  que  la  confirmación  de  la  parte  disposi- 
tiva del  auto  del  Juez  de  Sección  que  se  hizo  en  el  de  esta 
Suprema  Corte,  la  cual  ha  motivado  la  presente  solicitud,  se 
estiende  solamente  á  la  salvedad  de  derechos  en  favor  del  ge- 
rente de  la  Empresa,  por  las  entregas  que  se  hubieren  hecho 
á  V.  Casares  é  hijos  y  Cichero,  sin  comprender  la  condena- 
ción en  costas,  que  no  podia  subsistir  desde  que  en  la  reso- 
lución de  esta  Suprema  Corte,  se  habían  destruidos  los  funda- 
mentos de  esa  condenación. 

Francisco  im&  las  Cahreras.^Salya- 
noR  M>  DEL  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos.— José  B.  Gorostiaiía. 
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CAMjnJL  CMaJLJFW^ 


El  Capitán  Niever  con  la  Comisión  Directiva  del  Ferro-car- 
vil  del  Oeste^  sobre  cambio  de  monedas  estranjeras. 


Sumario. — Estipulándese  el  pago  de  monedas  estranjeras 
al  cambio  corriente^  ha  de  entenderse  el  cambio  de  la  pla^a 
donde  debe  ejecutarse  el  pago. 


Caso.  — Don  Carlos  G.  Benn,  como  apoderado  del  capitau 
PlieTer  de  la  barca  holandesa  tDejmiturnT^  ^  entabló  demanda 
contra  don  Mariano  Haedo,  presidente  del  Ferro-carril  del 
Oeste,  cobrando  la  suma  de  583  pesos  fuertes,  según  la  cuenta 
y  conocimiento  del  tenor  siguiente : 

Conocimiento  :  c — Buenos  Aires,  Julio  13  de  1866,  E.  J, 
Isembaert — corredor  marítimo  jurado— Ambares. — Los  señores 
E.  de  Murríeta  y  C^.  han  cargado  en  buen  orden  y  bien 
acondicionado  á  bordo  del  buque  denominado  ^Depósitumi^^ 
cuyo  capitán  para  el  presente  \i9je  es.  •  •  y  que  actualmente 
se  halla  en  este  puerto  de  Ambares  con  destino  para  Buenos 
Aires,  vía  Montevideo,  quinientos  rieles  de  tíerro  del  peso  de: 
99  toneladas,  2  quintales,^  1  cuarto,  2  libras,  bajo  las  marcas 
y  números  que  aparecen  en  margen ,  y  que  serán  entregados  en 
el  mismo  buen  orden  y  buena  condición  en  el  puerto  arriba 
espresado  de  Buenos  Aires  (salvo  los  peligros  de  mar  y  de  na- 
vegación) al  señor  don  Mariano  F.  Haedo,  Presidente  del 
Ferro-carríl  del  Oeste,  ó  á  sus  representantes  legales,  contra 
pago  por  los  efectos  referidos  de  24  chelines  esterlinas  británicas. 
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por  tonelada  de  veinte  quintales,  pagaderos  después  de  entregíida 
la  carga  al  cambio  corriente  con  mas  la  ca[)a  y  averias  de 
costumbre.  En  cuyo  testimonio  el  capitán  ó  comisario  del  bu- 
que espresado  ha  firmado  siete  conocimientos,  todos  de  este 
tenor  y  fecha ;  de  los  cuales  uno  siendo  evacuado,  los  seis  co- 
nocimientos restantes  quedarán  anulados.  Fecho  en  Ambares 
el  día  i9  de  Diciembre  de  1865— valor,  peso  y  contenido 
desconocidos— no  responde  por  rotura,  merma  ni  moho — fir- 
mado F.  R.  Miever — en  márjen — el  cargamento  será  sacado 
de  al  costado  por  los  consignatarios  libre  de  riesgo  y  gastos 
para  el  buque^  y  será  descargado  á  razón  de  25  toneladas  por 
día  hábil^  caso  contrario  pagarán  L.  3.  1.  O  de   estadías. 

Es  traducción  fiel  del  original  en  idicMua  inglés  y  para  que 
conste  lo  firmo  en  Buenos  Aires  á  i3  de  Julio  de  1866. 

L.  G.  Blumberg — Traductor  Público. 

Cuenta: — El  señor  don  Mariano  Haedo,  Presidente  del  Fer- 
ro-carril del  Oeste — al  capitán  del  Bergantín  holandés    t  De- 

Debe: 
Por  flete  desde  Ambéres  á  este  puerto  según 
conocimiento  £  118.  19.  1.  al  cambio  de  pesos 
fuertes  4,90  £  205  chelines  esterlinas  en  confor- 
midad del  decreto  del  Superior  Gobierno  — fecha 
Octubre  26  de  1866  fijando  el  tipo  de  las  mone- 
das.   .....    b    *    ...    .  pesos  fuertes    683. 

Carlos  G.  Benn. 

DiSfo  la  parte  del  capkan  Niever  que  el  señor  Haedo  oo  ha- 
bia  querido  pagar  la  cuenta  de  foja  4  por  no  creerla  exacta, 
ni  conforme  al  cambio  corriente  establecido  en  el  conocimien- 
to.— Que,  sin  embaído,  el  artículo  1260  del  Código  de  Comer- 
cio dispone  que  la  ejeeiicíon  de  -los  contratos,  que  deben  te- 
ner efecto  en  este  país,  se  rijan  por  sus  leyes ;  y  que  una  de 
estas  establecfe  cuál  es  el  valor  de  las  diferentes  monedas  estran- 
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Que  además,  esU  ca^slion  había  sido  resuelta  por  la  Süpre* 
ma  Corle  en  el  seDtido  de  la  cuenta  que  se  cobra^  en  el  easo 
la  barca  italiaua  c7%eocM¿itcki,  capHan  Olivan. 

Conferido  traslado,  don  Lisandro  Lnzaríaga,  por  don  Ma- 
riano Haedo,  contestó,  que  la  ley  que  establece  el  valor  de 
las  monedas  estranjeras  nada  tenia  que  yer  con  el  presente 
caso,  y  la  cuenta  no  había  sido  formada  con  arreglo  al  cono- 
cimiento de  foja  3. 

Que,  en  efecto,  el  conocimiento,  referiéndose  i  chelines  es- 
teriinos  brit^icos,  dice:  c pagaderos  después  de  entregada  la 
carga  al  camMo  éorriénle.  > 

Que  por  cambio  corriente  se  debía  entttider  el  oorliente  so*- 
bre  Inglaterra,  tomando  por  tipo  el  que  anuncia  el  dltimo  pa- 
quete llegado  de  Eui*opa  antes  del  arribo  del  baque  cuyo 
flete  ba  de  abonarse. 

Que  pretender  que  las  palabras  ^cambio  corrientei^  se  refie- 
ran al  cambio  aquí  en  relación  con  la  ley  de  monedas  estran- 
jeras, era  un  error. 

Que  en  un  conocimiento  se  trata  del  cambio  de  plasa  á 
plaza. 

Que,  soto  cuando  se  espresá  que  el  flete  se  pagará  'segun  la 
liquidación  al  margen  (tantas  ó  cuántas  libras  esterlinas  sin  mas 
determinación)  se  busca  el  valor  intrínseco,  6  sea  el  valor  le- 
gal de  la  moneda,  pues  entonces  se  trata  de  tal  ó  Cuál  nth 
mero   de  monedas  sin  relación  á  cambio  alguno. . 

Que  no  conocía  la  decisión  relativa  ala  barca  ^Theodólinda^x 
pero  que  ella  no  podía  formar  ley  para  este  caso,  y  era  nece- 
sario saber  cuál  era  la  forma  del  conocimiento. 

Pí^6  se  rechazara  la  solicitud  eto  traslado,  declafánd^  que 
él  abono  del  flete  de1)ia  hacerse  con  sujeción  ál  cambio  cor- 
riente sobre  Inglaterra. 

•         • 

Fiill#  del  JTiiJSB  9#eeiMiAI'. 

j  t 

buenos  Aires,  Agosto  8  de  1866. 
Y  vistos :  considerando,  que  el  contrato  de  fletamenlo  ée 
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foja  primera  éeímmnú  ^ue  el  pago  del  flete  ae  hará  des- 
pués entregada  la  carga;  es  decir:  en  la ,  plaza  de  Buenos 
Aires«  coH  arreglo  al  cambio  corriente; 

Que  la  ejecución  de  ese  contrato,  asi  como  el  pago  del 
flete,  debe  ser  hecho  con  arreglo  á  las  leyes  de  este  país« 
según  lo  estatuido  por  el  artículo  1260  del  Código  de  Comer- 
cia; 

Que  d^esto  se  desprendei  que  el  cambio  corrienlB^,  que 
se  determinó  en  el  conocimiento  de  foja  segunda,  debe  entea^ 
d^rse.  el  de  4a  pl^za  en  que  debe  efectiuiFse  el  p^; 

Qiie  ese  capbio^  ó  valor»  está  espresajotieale  detenniíiadp 
por  la  ley  de  monedas. — Que  la  práctica  que  se  alega»  no  es 
admisible,  tanlo  por  ser  contraria  a  la  lej^;,  cuanto  porque 
así  ha  sido  resuelto  por  la  Suprema  Cqrte  de  Justicia  en  el 
caso  de  la  ^T}ieodoUnda)t\ 

Fallo,  condenando  al  presidente  de  lá  Comisión  directiva 
del  Ferro-carril  del  Oeste  al  pago  de  los  quinientos  ochenta 
y  tres  pesos  fuertes,  que  se  cobran  en  la  cuenta  de  foja  4. 
Repóngase  este  sello. 

Alejandro   Heredia. 

I 

IIal)iendo  apelado  Luzuriaga,  espresó  diciendo  que  en  los 
contratos  debia  atenderse  á  la  voluntad  de  las  partes. 

Que  en  este  caso  el  conocimiento,  al  hablar  del  fíete  y  de 
los  chelines  esterlinos  británicos,  decia  «pagaderos  después 
de  entrégatia  la  carga  al  cambio  •  corriente-.  > 

Que,  el  cambio  corriente  debía  entefuderse  sobre  InglaterM, 
tomando  per  tipo  el  que  «iríuntía  el  último  pacpieie  llegado 
de  Enropa  ánttes  dei  aitibo  del  boque  enyo  flete  ha  de  abanarse. 

Que  si  debiese  entenderse  el  .eunbki  con  airreglo  á  la  ley 
de  monedas  vigente  aquí,  como  lo  establece  la  sentencia, 
seria  necesario  .bac«ir  ÁikXe&  otr^  cambio  an  el  lenguage  cor- 
riente en  el  comercio. 

Qué,  cuando  ae  dice  «el  preeio  corriente  de  la  lana  ó  de 
los  cueros  es  tal  ó  cuál,»  se  hace  referencia  á  ese  precio  que 
fttctáa  y  tiene  m  máítitmim  y  mtnimnm. 
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Que^  8i  estuviera  invariablemeiite  fijada  por  om  ley;  lejos  ¿e 
llamarse  corrimte^  se  llamaría  precio  permanente. 

Que  el  adjetivo  corriente  aplicado  al  ¿rdeii  ittereantil  ma- 
nifiesta algo  que  sube  y  baja. 

Agregó  que  él  caso  de  la  tTeódolinda^  etra  distinto  del 
presente. 

Que  en  él  no  se  hacia  relación  al  cambio  corriente :  ^Hfiie 
se  hablaba  únicamente  de  tantos  peniques  y  chelines  por 
tonelada. 

Que  en  el  caso  presente,  la  voluntad  de  lias  partes  fué  iava- 
luar  la  moneda  al  cambio  corríente>  que  clarameíate  erSi  el 
de  Inglaterra.  ^ 

Conferido  traslado,  la  párté  del  capitán  Ñiever  contesta 
que  la  aserción  dé  ser  el  cambio  corriente  espresado  en  el 
conocimiento,  el  cambio  sobre  Inglaterra,  carecia  de  todo 
fundamento,  porqué  en  el  contrato  no  se  mendonaba  la 
Inglaterra,  ni  otro  lugar  estraño. 

Que,  cuando  se  estipula  el  pagó  de  una  moneda  al  cambio 
corriente  sin  mencionar  de  cuál  pais^  se  entiende  de  aquel 
en  que  debe  hacerse  el  pago,  ó  ejecutarse  el  contrato,  se- 
gún lo  establece  el  Código  de  Comercio  con  arreglo  al  de- 
recho internacional  privado. 

Que,  en  Buenos  Aires,  lugar  de  la  ejecución  del  contrato, 
el  cambio  corriente  es  el  legal  establecido  por  la  ley. 

Que  precisamente  para  casos  como  el  presente  fué  dic- 
tada la  ley  de  monedas  estrangeras. 

Que  la  Suprema  Corte  aplicó  dicha  ley  al  caso  citado  en 
la  sentencia  apelada,  en  la  que  se  trataba  de  la  manera  de 
pagar  monedas  estranjeras. 

Buenos  Aires^  Octubre  11  de  1866. 
Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
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lado  de  foja  doce,  y  satisfecho!»  aquellos  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  María 
DEL  Carril. — José  Barros  Pazos. — José 

B.     DE    GOROSTIAGA. 


»«0«4 


CAV9A  eiviü 


Don  Ricardo  Ruiz  Huidobro  con  el  Síndico  del  Colegio  de 
la  SS.  Trinidad  de  Mendoza^  sobre  charícelacian  de  cscri- 
tnru  hipotecaria. 


Sumario. — í^  No  probándose  la  estincion  de  la  deuda,  no 
puede  pedirse  la  chancelación  de  la  escritura  é  hipoteca  relativa. 

2»  La  absolución  del  demandada  es  la  consecuencia  legal 
de  la  falta  de  prueba  por  parte  del  demandante. 


Caso. — Don  Ricardo  Ruiz  Hidobro,  chileno,  cx-Síndico  del 
colegio  de  la  SS.  Trinidad  en  Mendoza,  demandó  al  Síndico  del 
mismo  para  que  se  le  obligase  á  cancelar  una  escritura  de 
obligación  por  2,400  pesos  que  con  hipoteca  habia  otorgado 
aquel  á  favor  del    colegio. 

Las  razones  en  que  fundó  su  demanda,  las  en    que  apoyó 

25 
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^\  Sindico  sa  e<Hite8taeion  negativa^  y  la«  pruebas  produci- 
das, fueron  prolijamente  espuestas  en  la  sentencia  definitiva 
del  Juez  de  Sección. 

nill*  del  JTuea  «le  Sección* 

Mendoza^  Noviembre  17  de  1864. 

Vistos :  De  estos  autos  y  otros  que  se  han  tenido  á  la 
vista  resulta: 

I. 

Que  don  Ricardo  Ruiz  Huidobro,  ciudadano  chileno,  de- 
manda al  Síndico  del  Colegio  de  la  Santísima  Trinidad  de 
esta  ciudad  de  Mendoza,  exigiendo  la  chancelación  de  una  es- 
critura pública  otorgada  en  17  de  Agosto  del  año  1858  en 
la  cual  el  demandante,  aparece  deudor  por  la  cantidad  de 
2,400  pesos  á  senzo  redimible,  reconociendo  el  crédito  del  8 
por<*/o  anual,  con  hipoteca  especial  de  una  estancia  llamada 
el  «Carrizab  situada  al  Sud  de  esta  provincia. 

11. 

El  demandante  alega  que  siendo  sindico  del  espresado  co- 
legio recibió  de  don  Ramón  Flores  2,400  pesos  firmado  por  don 
Miceno  Calderón,  afianzado  por  don  Antonio  Guiñazú,  y  otro  de 
iOO  pesos  suscrito  por  el  mismo  Flores^  ambos  á  plazo.  Que  no 
debiendo  este  asegurar  sus  fondos  por  pagarés  simples  sino 
por  escrituras  púbticas,  se  vio  (Ruiz)  en  el  daso  de  hacer 
personalmente  el  reconocimiento  por  escritura  pública  de  los 
2,400  pesos,  otorgando  al  efecto  la  escritura  que  se  rejistra  á 
foja  8  dejando  de  su  cuenta  los  pagarés  firmado  por  Flores. 

III. 
Que  vencidos  los  plazos  de  eslos  dltímo»,  recaudó  4700 
pesos  de  Calderón  y  Guiñazú,  con  mas  los  40d  pesos  de 
Flores,  (brmándo  ambas  cantidades  2,tOO  pesos.  Que  de  esta 
suma  colocó  2000 pesos  en  poder  de  don  Matías  Sosa  en  esta 
forma :  1 ,700  en  plata  y  300  en  un  pagaré  de  Calderón  en- 
doifado   &  Sosa,  con  cuyo  haber  se   enteran  los  2,000  pesos 
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ante  dichos.  A  don  Cesar  Solar  100  pesos  qac  salieron  de 
los  400  de  Flores  y  el  resto  de  fondos  recaudados  de  estos 
deudores  al  colegio.  No  se  sabe  si  las  escrituras  que  esten- 
dieron los  deadores  Sosa  y  Solar,  están  ó  no  garantidas. 

IV. 

El  demandante  don  Ricardo  R.  Huidobro  conforme  se  creyó 
exonerado  por  el  traspaso  de  su  deuda  personal  á  Sosa  y  Solar, 
cxije  del  escribano  Alvares  que  cancele  la  escritura  de  Agosto. 
El  escribano  se  niega  á  esta  exigencia  por  razón  que  este  con- 
sideraba á  Ruiz  Huidobro  como  deudor  del  colegio  y  no  como 
JSindieo,  pnesto  que  habia  abdicado  este  título  ipso  jure 
por  el  reeonocimiento  de  su  deuda  al  colegio.  En  suma,  por 
la  negativa  del  escribano,  el  demandante  pretende  ahora  que 
el  sucesor  de  la  sindicatura  cancele  dicha  escritura^  y  por 
consiguiente  que  se  haga  cargo  de  cobrar  á  Sosa  y  Solar^ 
por  ser  estos  los  verdaderos  deudores  al  colegio. 

V. 

El  demandado  contesta,  acompañando  copia  autorizada  de  la 
escritura  que  se  trata  de  cancelar,  alegando,  que  los  hechos 
espuestos  por  el  demandante  en  nada  pueden  enenar  la  via  eje- 
cutiva á  que  da  lugar  la  citada  escritura ;  que  aun  compro- 
bados estos  hechos,  no  se  justifica  con  ellos  la  procedencia  de 
la  deuda,  y  por  último,  que  de  las  cuentas  arregladas  con  el 
Gobierno  de  la  Provincia  debe  aparecer  el  saldo  á  favor  del 
colegio  del  mismo  valor  que  se  quiere  cancelar.  No  obstante 
esto,  que  el  síndico  está  dispuesto  á  acceder  á  la  chancela- 
ción siempre  que  el  demandante  presente  una  drden  del  Go- 
bierno que  le  permita  hacer  lo  que  él  quiere ;  mas,  como 
esta  orden  no  se  ha  exhibido^  la  presunción  legal  está  en 
que  el  Gobierno  i^o  se  preste  á  esta  chancelación. 

VI. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  el  demandante  presenta  por 
via  de  prueba :  1®,  el  testimonio  de  don  Raoion  Sosa  que  sa- 
tisface lo  dicho  por  aquel  respecto  al  reconocimiento  hecho 
por  su  hermano  don  Matías  Sosa  á  favor  del  colegio;  2*^  dos 
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ccrliflcados,  uno  del  esciibano  Rodríguez,  que  «eriiOca  el 
otorgamiento  de  las  dos  escrituras  de  Sosa  y  Solar,  y  el  otro 
del  escribano  Alvarez  que  informa  que  no  se  prestó  á  la 
ciiancelacion>  porque  creyó  no  deber  hacerlo  é  petición  del 
deudor :  S^  la  copia  autorizada  por  el  escribano  Mayoi^  que 
corre  á  foja  36  la  cual  contiene  una  cuenta  y  el  informe  de 
una  Comisión  que  nombró  el  Gobierno  años  pasados  para  exa- 
minar las  cuentas  presentadas  á  el,  por  el  síndico  Ruiz  Huí- 
dobro. 

VIL 

Él  demandado  no  ha  aducido  mas  prueba  que  la  escritora 
de  foja  8  con  mas  un  espediente  original  donde  se  encuentran 
las  cuentas  presentadas  por  el  sindico  Ruiz  Huidobro  al  Go- 
bierno de  la  Provincia.  De  este  espediente  se  ha  sacado  co- 
pia que  corre  desde  foja  36  á  foja  41  inclusive  de  estos  autos. 
Én  este  espediente  hay  que  observar  la  nota  que  el  síndico 
Ruiz  Huidobro  ha  puesto  al  pié  de  su  última  cuenta  de  15 
de  Junio  de  1859,  corriente  á  foja  37  de  este  cuerpo  de  autos, 
donde  el  síndico  confiesa  cque  la  cantidad .  que  adeuda  don 
«Bruno  García  figura  como  ilíquida,  á  consecuencia  de  haber- 
ese  mandado  suspender  los  libramientos  de  pago  por  orden 
«judicial,  sin  embargo  que  la  cantidad  recibida  gana  á  favor 
«del  colegio  el  8  o/""  anual,  &. »  refiriéndose  con  esto  á  la 
escritura  cstendida  en  la  escribanía  de  Alvares.  Esto  lo  dice 
el  síndico  en  su  último  estado  de  15  de  Junio  de  1859  en  el 
cual  aparece  don  Matías  Sosa  y  don  Cesar  Solar  como  deudo- 
des  del  colegio,  reconociendo  también  interés  por  su  respec- 
tivos capitales,  á  la  par  del  síndico  por  su  escritura  de  Agosto 
ya  citada.  Es  de  advertir  que,  sobre  el  estado  de  Junio  no 
ha  recaído  aprobación  del  Gobierno,  por  el  contrario  ha  mo- 
tivado litis  con  el  ministerio  fiscal,  el  cual  desaprueba  abier- 
tamente el  proceder  del  síndico  «por  haberse  dado  así  mismo 
un  capital  del  colegio»,  pidiendo  en  consecuencia  remoción, 
{véase  la  vista  fiscal  anexa  al  espediente  presentado  por  el 
pe  mandado,   fojas  27  y  23.) 
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VIH. 

Es  cierto  que  en  este  espediente  se  encuentraron  dos  esta- 
dos presentados  por  el  Gobierno,  referentes  á  la  administra- 
ción de  los  intereses  del  colegio ;  mas  estos  son  anteriores  al 
de  Junio  por  estar  fechados  en  Marzo  del  año  de  1858,  en 
en  cuyo  roes  también  fueron  aprobados  por  el  Gobierno  (véase 
el  comprobante  en  autos  á  foja  41  vuelta).  En  estos  dos 
cuadros  demostrativos  no  suena  el  nombre  de  Solar,  Sosa^  ni 
de  Ruiz  Hnidobro  como  deudores  al  colegio ;  pero  si  el  de 
Bruno  Garcia  por  1865  pesos,  capital  sin  liquidación, 

IX, 

Finalmente  el  testigo  don  Raipon  Flor<^s  examinado  fucr^ 
del  término  probatorio,  pero  presentado  dentro  de  él,  asegura 
el  hecbo  indudable,  que  el  pago  hecho  por  este  al  síndico 
Ruiz  Huidobro  no  procede  de  deuda  personal  de  Flores,  sino 
por  compras  que  este  hizo  en  subaste  pública  de  un  fundo 
perteneciente  á  la  testamentaria  de  don  Bruno  Garcia,  decla- 
rado en  concurso.  Este  aserto  se  corrobora  mas  en  vista  del 
voluminoso  espediente  que  se  tiene  presente  ad  effeclvm  vi- 
dendi  por  decreto  del  tres  del  pasado  Octubre,  foja  48  vuelta, 
por  donde  se  viene  en  cuenta  qiie  el  colegio  era  acreedor  al 
concurso  del  finado  Garcia,  correspondiéndole  en  pago  4,123 
pesos  4  reales  que  el  síndico  Ruiz  Huidobro  recibió  el  16 
de  Agosto  del  año  1858  en  esta  forma:  li700  pesos  del  de- 
positario don  Juan  Antonio  Sosa  (finado)  y  2,423  pesos  4 
reales  librados  contra  don  Ramón  Flores,  rematador  del 
iundo  del  concurso  de  Garcia,  Así  consta  de  la  diligencia  de 
foja,  227  y  certificación  que  se  encuentra  á  la  vuelta  de  esta 
foja,  fechada  en  el  mismo  dia. 

X. 

De  lo  espuesto  se  infiere  que  el  17  de  Agosto  del  año 
1858  recibió  el  sindico  Ruiz  Huidobro  4,123  pesos  4  reales 
correspondientes  al  colegio^  y  que  el  17  del  mismo  mes  y 
ano  se  constituyó  deudor  personal  hipotecario  al  mismo  co- 
legio por  2,400  pesos  que  son    parte  de  los  4123  pesos  4 
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reales  recibido  del    concurso  de  Garcia.    Corresponde  pues, 
abora  definir  el  punto  de  la  cuestión  que  no  es  otra  que  sa- 
ber ;  si  se  debe  ó  no  ordenar  la  cancelación  de  la   escritura 
de  Agosto* á  favor  del  colegio,  tomando  este  en  pago,   ó   por 
via  de  compensación  el  crédito  contra  Sosa  y  Solar. — Consi- 
derando:   1%  que  por  el  hecho  de  firmar  don  Ricardo  Ruii 
Huidobro  la  escritura  de  17  de  Agosto  de  1858,  se  despojó 
de  su  carácter  de  síndico  del  citado  colegio,  constituyéndose 
deudor  hipotecario  de  este  último  por  el  valor  que  reza  di- 
cha escritura ;    2»  Que  en  este  concepto  ha  procedido  bien  el 
escribano  Alvares  al  negante  á  la  cancelación  de    la  referida 
escritura,  porque  no  era  el  acreedor  quien  se   la  pedia  sino 
el  deudor,  sin  presentar  este  la  orden  de  aquel;      3®  Que  el 
actual  síndico  se  niega  á    esta  cancelación,  sin  que    el  juz- 
gado pueda  compelerlo  á  anular  esta  obligación  por  el  dere- 
cho que  tiene  todo  acreedor    de  recibir  la  misma  cosa  que 
se  le  debe  (Ley  5°,  til.  14  p.  5«,);  4®  Que  lo  que  ofrece  el 
deudor  en   pago  no  es  otra  cosa  que  el  crédito  de  Sosa  y 
Solar,  los  cuales  no    deben  ser   tan  buenos   puesto  que  el 
acreedor  no  los  admite  en  descuento;    5»  Que  la  deuda  de 
Sosa  y  Solar  no  aparece  en  los  estados  aprobados  por  el  Go- 
bierno  sino  en  el  último,  del  mes  de  Junio  del  año  59  que 
está  9in  aprobarse,  por  estar  pendiente  de  un  juicio  en  que 
todavía  no  ha  recaído  sentencia,  en  la  1^  instancia;    6o  Que 
el  argumento  con  que  se  disculpa  el  demandante,  «que  no 
f  convenia  al  colegio  tener  sus  fondos  asegurados  fovpitgarés 
«simple  sino  por  escrituras  públicas,/»  es  mas  especioso  que 
sólido,  una  vez  que  se    refleccione  que  esos  pagarés  estaban 
bien  garantidos,  porque  si   no  se  pagaban  por  el  rematador, 
respondía  el  fundo  subastado  por  la  hipoteca  legal  que  existe 
al  colegio,  como  corporación  priviligiada  que  lo  es  por  la  ley; 
7^  que  la  cancelación  no  es  admisible  ni  por  ^a  de  compen- 
sación, por  cuanto  esta  tiene  naturaleza   de  acción,  la  cual 
ni  se  ha  entablado,  ni  menos  concurren  sobre  el  particular  los 
requisitos  de  la  ley  21,  tit.  14,  p.  5^  que  esta  tiene  por  in- 
dispensables pfira  que  pueda  tener  lugar  ipso  jure  la  compen- 
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saeion  necesaria' ya  qne  la  voluntaria  no  ha  podido  convenirse 
entre  los  interesados ;  8»  Qae  suponiendo  que  concurren  dichos 
requisitos  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  crédito  de  Sosa  y 
Solar  es  privado  por  la  razón  que  no  ha  sido  aprobado  por  el 
Gobierno  el  estado  en  que  ellos  figuran;  9^  Que  en  esta 
virtud,  dichos  créditos  peitenecen  esclusivamente  á  don 
Ricardo  Ruiz  Huídobro,  mientras  que  él  de  este  á  favor 
del  colegio  es  público,  por  cuyo  motivo  na  puede  hacerse 
compensación  de  uno  con  otro,  según  el  sentir  de  la  ley 
26  del  mismo  título  y  partida;  Y  10®  que  también  falta 
la  otra  circunstancia  para  ser  posible  la  compensación,  que 
el  crédito  y  el  débito  concurran  en  ambos  litigantes,  de 
manera  que  cada  uno  pueda  ser  actor  ó  reo ; — Por  estos 
fundamentos,  ya  que  las  leyes  locales  nada  proveen  so- 
bre el  caso  que  se  disputa.  Declaro  absuelto  de  la  de* 
manda  al  actual  sindico  del  estinguido  colegio  de  la  Santísi- 
ma Trinidad  y  con  derecho  á  dirigir  su  acción  contra  el  sin* 
dico  Ruiz  Huidobro  por  el  capital  é  intereses  insolutos  de  la 
escritura  que  corre  á  foja  8,  haciendo  este  último  suya  la 
deuda  de  Sosa  integra  y  la  de  Solar  por  400  pesos  solamente 
y  sus  caidos  á  intereses,  sin  costas.  El  actuario  forme  y  pre- 
sente su  planilla  en  el  orden  que  corresponde. — Repónganse 

los  sellos -quen  fhlten. 

Juan  Palma, 

Después  de  un  incidente  resuelto  por  la  Suprema  Corte  (en 
la  causa  93,  tom*  2,  pág.  148  de  esta  publicación)  á  favor  del 
síndico,  este  interpuso  apelación  de  la  sentencia,  y  presentan- 
do testimonio  auténtico  de  las  escrituras  de  obligación  otor- 
gada^  por  don  Cesar  Solar  y  don  Ramón  Sosa,  por  mandato 
de  su  hermano  don  Matías,  espresando  agravios,  dijo  que  se 
debia  revocar  el  fallo  recurrido  en  U  parte  que  adjudicaba  á 
Huidobro  el  derecho  &  cobrar  las  cantidades  que  aquellos 
adeudaban   al  colegio. 

Dijo  que  de  los  hechos  relacionados  en  la  demanda  y  sen- 
tencia resultaba  la  obligación  da  Uuidobi'o  de  acreditar  no  solo 
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que  la  deuda  procedía  de  ios  indicados  pa^jarés^  sino  lam- 
bien  que  el  valor  de  estos  fué  tomado  por  Sosa  y  Solar,  lo  que 
no  se  había   hecho. 

Después  de  hacer  una  relación  de  la  priieba  producida  por 
Huidebro  y  de  la  mandada  por  el  Juez  en  uso  do  su  oficio, 
prosiguió  diciendo  que  no  existia  prueba  alguna  de  la  acción 
deducida  por  el  demandante,  pues  Ip  único  conducente  era 
la  declaración  de  Ramón  Sosa  en  la  paite  concerniepte  á 
los  300  pesos  que  se  le  endozaron  en  el  pagaré  4^  Calderón, 
y  esto  á  pesar  de  que  la  escritura  de  obligación  no  {lacia 
la  menor   mención  de  dicho  pagaré  ni  endozo. 

Que  no  constaba  que  el  dinero  tomado  por  Solar  y  Sosa, 
procedía  de  los  pagarés  entregados  por  Flores. 

Que  no  existia  la  prueba  de  que  la  deuda  de  Huidobro  pror 
cedía  de  los  espresados  pagarés ;  que  nadie  se  los  traspazó 
para  pretender  ser  dueQo  de  ellos,  y  las  escrituras  nada  de- 
cían de  todo  esto,  pues  la  de  Sosa  no  decía  absolutamente 
que  recibiera  1700  pesos  en  dinero  y  300  jen  el  pagaré^  sino 
el  contrario  hablaba  die  cantidades  entregadas  en  dos  épocas 
diferentes: — 800  pesos  en  4  de  Diciembre  de  1858  y  1,200 
en  4  de  Enero  del  59 ;  y  la  de  Solar  tenia  U  singularidad  de 
ser  de  la  n^israa  fecha  que  U  escritura  que  se  quería  chancelar 
no  pudiéndose  averiguar  cual  de  los  dos  había  $ido  otorgada 
anjtes  por  np  estar  en  el  mismo  registro. 

Que  debia  tenerse  presente  que  Solar  había  recibido  el  di- 
nero antes  de  otorgar  la  escritura,  de  suerte  que,  racional- 
mente debia  presumirse  que  lo  recibió  cuando  mas  tarde  en 
el  día  anterior. 

Que  por  lo  tanto  era  inconcebible  que  esta  escritura  chan- 
celara  en  parte  la  de  Huidobro,  y  qué  la  chancelare  precisa- 
mente en  lo  que  dice  el  pagaré  de  Flores,  pagaré  no  vencido 
y  que  fué  cobirado  por  el  mismo  Huidobro. 

Que  según  el  Juez  Seccional  constaba  en  los  autos  del  con. 
curso  de  García,  que  los  pagarés  fueron  entregados  por  Flores 
un  dia  antes  de  otorgada  la  escritura  por  Solar,  y  como  los 
pagarés  eran  á  plazo  no  podían    estai^  vencidos  ni    cobrados 
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al  día  siguiente  para  que  fuera  entregado  su  valor  á  Solar,  y 
aun  soponiendo  factible  todo  esto,  no  se  esplicaba  como  no 
se  hubiese  puesto  una  nota  en  la  primera  escritura  ó  una  de- 
claración en  la  segunda. 

Que  el  síndico  no  podia  traspasar  las  doudas  de  una  per- 
sona á  otra  sin  interyencion  de  ninguna  autoridad. 

Que  en  el  último  ^estado  pasado  por  Huidobro  constaba  la 
deuda  de  este  al  colegio,  sin  quedar  escluidas,  antes  al  con- 
trario incluidas  las  de  Solar  y  Sosa ; — pues  en  el  de  15  de 
Junio  de  1859  escribió  y  firmó  Huidobro  estas  palabras.  cLa 
« cantidad  que  adeuda  D.  Bruno  Garcia,  figura  como  iliqui- 
<  da,  á  consecuencia  de  haberse  mandado  suspender  los  li- 
€  bramientos  de  pago  por  orden  judicial,  sin  embargo  la  cati" 
€  iidad  recibida  gana  á  favor  del  colegio  el  8  por  7o  smual  en 
ff  lugar  del  5  que  determina  la  escritura  correspondiente :  la 
« escritura  está  estendida  en  el  archivo  de  IX  Andrés  Alvares 
€  á  nombre  del  sindico  y  á  favor  de  dicho  colegio,  > 

Que  la  escritura  aludida  era  la  de  17  de  Agosto  del  ano 
1858  que  otorgó  él  en  el  rejistro  del  escribano  Alvares,  y 
sin  embargo,  figuraban  como  deudores  al  colegio  Sosa  y  So- 
lar, no  pudiéndose  esplicar  esta  coesistencia,  si  la  deuda  de 
estos  hubiese  sido  un  traspaso  de  la  de  aquel. 

Que  en  presencia  de  todo  esto  el  Juez  Seccional  no  pudo 
declarar  á  Huidobro  acreedor  de  Solar  y  Sosa,  pues  esto  im- 
portaba la  falsedad  de  las  escrituras  para  lo  cual  se  necesitan 
cuatro  testigos  (ley  117,  tít.  18,  p.  3»)  y  era  indudable  que  no 
existiendo  esta  prueba,  el  colegio  no  solo  era  acreedor  de  Sosa 
y  Solar,  sino  también  do  Huidobro. 

Huidobro  no  contestó  1%  expresión  de  agravios. 

Fttll»  de    1»    Siiprcm»  Corte* 

Buenos  Aires^  Octubre  13  de  1866. 

Vistos  con  las  piezas  remitiitas  en  testimonio  y  el  espediente 
(raido  ad  efectum  videndi;  y  considerando  Primero. — Que 
no   resulta  probado  en  autos,  que  los  dos  mil  cuatro  cientos 
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pesos  que  don  Ricardo  Ruiz  Iliiidobro  reconoció  adeudar  al 
colegio  de  la  Santísima  Trinidad,  al  ocho  por  ciento  de  interiSs 
anual,  y  bajo  de  hipoteca  de  la  estancia  del  Carrizal,  me- 
diante la  escritura  pública  de  foja  cincaenta  y  ocho,  se  hayan 
transferido  á  cargo  de  Don  César  Solar  y  de  Don  Matías  Sosa, 
y  que  esa  suma  forme  parte  y  está  comprendida  en  los  tres 
mil  pesos  que  ellos  adeudan  al  mismo  colegio,  según  las 
escrituras  de  fojas  ciento  una  y  ciento  tres ;  Segundo. — Que 
consta  al  contrario  á  foja  cinco  y  piezas  agriadas  en 
testimonio,  que  Don  Ricardo  Ruiz  Huidobro  en  su  carácter  de 
síndico  del  colegio  de  la  Santísima  Trinidad,  recibió  del  con- 
curso de  don  Rruno  Garcia  en  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil 
ocho  ciento  cincuenta  y  ocho  dos  libramientos,  uno  de  mil 
setecientos  pesos  contra  D.  Juan  Antonio  Sosa,  y  otro  de  dos 
mil  cuatro  ciento  y  ¡veintitrés  pesos  cuatro  reales  contra  don 
Ramón  Flores ;  Tercero. — Que  consta  igualmente  según  el  es- 
tado de  quince  Junio  de  mil  ocho  ciento  cincnenta  y  nueve 
que  corre  á  fojas  cuatro  y  cinco  del  espediente  sobre  rendi- 
ción de  cuentas,  que  al  mismo  tiempo  que  el  síndico  Ruiz 
Huidobro  incluye  bajo  su  ñrma,  entre  los  capitales  y  rentas 
liquidas  del  colegio,  las  deudas  de  Solar  y  Sosa,  confiesa  que 
la  cantidad  recibida  del  concurso  de  Garcia  está  ganando  á 
favor  del  colegio  ocho  por  ciento  de  interés  anual,  según  la 
escritura  estendida  en  el  archivio  de  don  Andrés  Alvarez  á 
nombre  del  síndico  y  á  favor  de  dicho  colegio ;  lo  que  induce 
á  creer  que  esas  tres  deudas  son  diferentes  y  que  no  ha  habi- 
do la  refundición  ó  traspaso  que  se  alega. 

Ctiarto. — Que  sobre  todo,  la  absolución  del  demandado  es 
la  consecuencia  legal  de  la  falta  de  prueba  por  parte  del  de- 
mandante, en  conformidad  á  la  ley  primera,  título  catorce,  parti- 
da tercera. — Se  revoca,  por  estos  motivos  la  sentencia  apelada 
de  foja  cincuenta  y  dos,  en  la  parte  que  adjudica  á  don  Ricardo 
Ruiz  Huidobro  la  cantidad  íntegra  que  don  Matias  Sosa  debe  al 
colegio  de  la  Santísima  Trinidafl,  y  una  parte  de  la  que  adeu- 
da don  César  Solar ;  y  se  confirma  en  lo  demás  que  contiene. 
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Devuélvanse  en  consecuencia  los  autos  satisfechas  las  costas 
y  repuestos  que  sean  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  DEL  Carril. — José  Barros  Pazos. 
— José  B.  Gorsotiaga. 


CAUSA    CI^XVllI. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Btieiws  Aires ^   contra 
D.  W.  Laforest  sobre  delito  de  imprenta* 


Sumario, — i«  El  abuso  que  se  comete  del  derecho  de  emi- 
tir sus  ideas  por  la  prensa  es   un  delito  de  imprenta. 

^  La  Justicia  Nacional  no  tiene  jurisdicción  para  conocer 
en  los  delitos  de  imprenta. 


Caso. — El  procurador  fiscal  de  la  Sección  de  Buenos  Aires, 
escitado  por  una  nota  del  señor  Ministro  del  Interior  de  la 
Nación  se  presentó  al  Juez  de  dicha  Sección  con  el  número 
51  del  periódico  «£a  Estafetai^  diciendo  que  el  artículo  edi- 
torial consignado  en  él  bajo  el  epígrafe  «Za  Guerras  era  al- 
tamente criminal,  y  envolvía  un  grave  delito  contra  la  Nación; 
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y  pidió  que  se  citase  á  D.  W.  de  Laforcst  que  aparecía  fir- 
mándolo para  declarar  si  era  el  autor  de  él,  al  efecto  de 
ejercer  las  acciones  correspondientes. 

Buenos  Aires»  Agosto  9  de  180G. 

Vista  esta  solicitud  del  Procurador  Fiscal  en  que  pide  el 
reconocimiento  del  artículo  inserto  en  el  periódico  «¿a  Esta- 
felait  que  se  acompaña  para  deducir  una  acusación  contra  su 
autor,  como  un  delito  grave  contra  la  Nación,  y  considerando: 

Que  se  trata  en  el  presente  caso  de  un  delito  de  imprenta^ 
es  decir  de  un  abuso  del  derecho  que  los  ciudadanos  tienen 
por  la  Constitución  para  emitir  sus  ideas  por  la  prensa. 

Que  el  juzgado  no  tiene  jurisdicción  para  conocer  de  esta 
clase  de  delitos : — \^  Porque  el  artículo  32  de  la  Constitución 
Nacional  establece  que  el  Congreso  Nacional  no  dictará  leyes 
que  restringan  la  libertad  de  imprenta  ó  establezcan  sobre 
ella  la  jurisdicción  federal ;  lo  que  demuestra  terminantemente 
que  el  juzgado  carece  absolutamente  de  facultad  para  conocer 
de  un  delito  cspresamente  eliminado  de  su  jurisdicción  y  re- 
servado á  la  soberanía  provincial,  como  se  reconició  al  tratar- 
se en  la  convención  del  referido  artículo  32  (diario  de  sesio- 
nes de  la  convención  del  Estado  de  Buenos  Aires,  pág.  97) ; — 
2<»  Porque  prescindiendo  de  la  prohibición  constitucional^  y 
aun  en  la  hipótesis  de  que  no  existiera  tampoco  tendría  juris- 
dicción el  juzgado,  por  cuanto  el  Congreso  no  se  la  ha  acor- 
dado, dando  al  efecto  la  ley  que  rija  el  delito ; — ^Y  3®  porque 
esta  doctrina  ha  sido  reconocida  por  los  Tribunales  Nacionales 
en  el  caso  del  Procurador  Fiscal  contra  el  doctor  D.  Manuel 
G.  Argerich. 

No  ha  lugar  á  lo  solicitado  en  el  presente  escrito. 

Heredia. 

El  Procurador  fiscal  pidió  revocatoria  de  este  auto,  apelaQ- 
do  m  suhidium  con  el  siguiente  escrito : 
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»No  es  cstraño  que  V.  S.  se  hayai  creído  incompetente  para 
conocer  de  un  delito  cometido  por  medio  de  la  imprenta, 
porque  es  un  error  general  creer  que  la  justicia  nacional  ca- 
rece absolutamente  de  jurisdicción  sobre  delitos  de  esta  clase; 
sin  embargo  nada  es  mas  erróneo^  y  era  tiempo  ya  de  que  la 
verdadera  doctrina  iuese  consagrada  por  una  decisión  del  Po- 
der á  quien  corresponde  la  interpretación  defínitiya  de  la  Cons- 
titución y  de  las  leyes. 

¿De  dónde  nace  ese  error?  ^Acaso  no  se  puede  delinquir  por 
medio  de  la  prensa?  ¿Y  la  libertad  de  imprenta  no  es  suscep- 
tible de  abusos?  ¿Y  sus  abusos  no  pu^en  herir  derechos 
ajenos,  de  la  sociedad  como  de  tos  individuos?  Semejante 
doctrina  es  insostenible :  scribere  esl  agere^  es  un  axioma  de 
derecho,  la  palabra  es  algo  mas  que  el  pensamiento^  es  el 
pensamiento  en  acción,  es  un  acto  esterior  tan  susceptible  de 
dañar  como  otro  cualquiera  de  la  vida  humana.  El  honor  que 
vale  tanto  como  la  vida  y  la  paz  del  hogar  doméstico  que  es 
uno  de  los  bienes  mas  apreciables,  ¿No  pueden  ser  heridos  de 
muerte  por  la  calumnia  que  es  un  delito  de  la  palabra?  ¿El 
orden  público^  las  instituciones,  la  seguridad  y  integridad  del 
Estado,  no  pueden  ser  aipenazaidos  por  el  abuso  de  la  libertad 
de  la  palabra  que  incita  á  la  sedicíon^,  á  la  rebelión  y  á  la 
traición?  Si  pues  la  palabra  puede  convertirse  en  delito  con- 
tra la  sociedad  ó  los  individuos,  no  puede  menos  de.  estar  en 
el  mismo  caso  la  prensa,  que  es  la  multiplicación  de  la  pala- 
bra y  que  así  como  puede  llevar  la  luz  de  la  verdad  por  to- 
das partes^  puede  también  pregonar  la  infamia,  la  calumnia 
y  la  traición  por  las  cien  trompetas  de  la  fama. 

El  error  no  nace  pues  de  que  la  palabra  sea  siempre  ino- 
fensiva y  de  que  no  pueda  delinquirse  por  medio  de  la  prensa; 
nace  de  la  falsa  interpretación  que  se  da  al  articulo  32  de  la 
Constitución :  «El  Congreso  Nacional  no  dictará  leyes  que 
restringan  la  libertad  de  imprenta  ó  establezcan  sobre  ella  la 
jurisdicción  Federal.»  ¿Puede  desprenderse  de  esta  prescrip- 
ción que  el  Congreso  no  puede  diciar  ley  alguna  sobre  im- 
prenta,  que  los  delitos  que  se  cometan  por  medio  de   la  im- 
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prenta  jamas  paedeii  caer  bajo  la  J8risdicci<Ni  federal?  ladodable- 
mente  ño :  lo  que  no  puede  hacer  el  Congreso  es  dictar  leyes 
que  resíringan  la  libertad  de  imprenta;  pero  puede  dictar  le- 
yes que  no  la  restringan,  que  reglamenten  su  ejercicio  y  que 
definan  sus  delitos :  declarar  delito  de  imprenta  la  injuria,  la 
calumnia  y  la  incitación  á  la  traición,  no  es  restrínjir  la  liber- 
tad de  imprenta,  cMio  no  es  restrínjir  la  libertad  individual 
declarar  delito  el  robo  ó  el  adulterio;  porque  la  libertad 
que  es  un  derecho  tiene  su  límite  natural  en  fos  derechos 
¿e  las  denlas,  límite  que  ño  puede  traspasar  sin  convertirse 
en  licencia^  en  abuso  ó  en  delito.  Respecto  á  la  jurisdic- 
eiott  sobre  delitos  cometidos  per  medio  de  la  ¡urensa,  lo 
que  no  puede  hacer  el  Congreso  en  virtud  de  la  citada  res- 
tricción^ es  someter  los  delitos  comunes  de  imprenta  á  la  ju- 
rísdiccíon  federal  no  los  delitos  contra  la  Pfaeion  que  se  come- 
Un  por  la(  prensa.  Sostener  lo  contrario  es  suponer,  que  por 
medio  dé  la  prensa  no  se  puede  cometer  delito  contra  la  Na- 
ción y  si  contra  la  Provincia,  ó  que  si  puede  comieterse  contra 
aquella  carece  de  los  medios  de  1 6|ire8Íon  necesarios*  Pero 
una  y  otra  suposición^  es  insostenible  :  si  se  puede'  atentar  al 
orden  público  en  la  Provincia,  se  puede  igualmente  en  la  Na- 
ción ;  la  incitación  á  la  revuelta  es  un  delito  contra  el  cual 
se  defiende  la  Provincia  por  medio  de  sus  leyes  y  de  sus  tri- 
bunales, ¿y  la  incitación  á  la  rebelión  y  á  la  traición  podrían 
ser  acfos  inocentes  por  ser  contra  la  Nación?  Las  institucio- 
nes provinciales  están  garantidas  por  la  Nación  y  todavia  se 
defienden  contra  los  ^usos  de  la  libertad  de  imprenta  que  pu- 
dieran amenazarlas;  y  la  Nación  que  tiene  que  cuidar  de 
su  propia  conservación  y  tfoe  tiene  ademas  á  su  cargo  la 
cooservacion  de  las  Provincias,  ?bo  puede  contar  con  medios 
de  defensa?   Sería  un  ser  incompleto  é  imperfecto,  incapaz  de 

bastarse  á  si  mismo  y  de  prestar  la  protección  debida  á  los 
demás. 

La  interpreucion  absoluta  que  se  da  al  articulo  32  de  la 

Constitución,  conduce  á  estas  consecuencias  á   cual  mas  ab^ 

surda :  contra  la  Nación  es  lícito  incitar  al  pueblo  á   la  re- 
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belion  ;  es  licita  en  estado  de  guerra  foiyar  noticias  y  docu- 
mentos falsos  que  fayovezcan  al  enemigo  con  el  propósito  de 
facilitar  su  irhinfo,  infundiendo  el  desaliento  en  nuestras  filas; 
es  licito  dar  al  enemigo  avisos  importantes^  con  tal  de  ser 
por  la  prensa,  indicarle  los  medios  de  atacar  á  nuestro  ejér* 
cito  con  Tentaja,  los  puntos  por  donde  puede  penetrar  en 
nuestro  territorio  ;  los  medios  de  apoderarse  de  una  plaza  im- 
portante ;  es  licito  aconsejar  á  nuestros  gefes  y  soldados  que 
deserten  de  sus  filas,  que  traicionen  á  la  patria  y  se  pasen  á 
las  filas  del  enemigo ;  es  lícito  en  in  todo  abuso  contm  la 
Nación,  basta  el  de  predicar  el  asesinato  del  Presidente  de 
la  República  y  de  sus  Ministros,  como  un  medio  de  operar  un 
cambio  del  Gobierno  ó  de  trastornar  el  drden  público.  O  to- 
dos estos  son  reales  y .  verdaderos  delitos^  los  mas  graves 
talvez  que  pneden  cometerse  cOolra  una  sociedad^  y  la  Na- 
ción carece  de  los  medios  de  reprimirlos,  tiene  que  sufrirlos 
en  silencio  y  sandonarios  con  la  impimidad.  Una  interpreta, 
cion  que  conduce  á  tales  absurdos  no  puede  menos  de  ser 
eqoífTocad». 

El  articulo  32  de  la  Consiitncion  no  admite  otra  int^rpre. 
(a«ion,  que  la  dé  qae  d  Congireso  no.  puede  dictar  leyes 
que  resirinfan  la  libertad  de  imprenta,  enlendiétMlose  esta 
libertad  como  todo  derecbo,.  limitada  por  el  derecho  de  las 
demás^  ni  establecer  sobre  ella  la  jurisdicción  federal,  en 
los  casos  que  por  su  naturaleza  cotnresponden  á  la  justicia 
odKnaria  de  Provincia ;  pero  puede  diciar  leyes  que  no 
restrinjan  esa  libertad,  y  la  jurisdicción  federal  está  ya  esta- 
blecida sobre  ella  por  la  misma  Constitución  en  loa  casos 
que  por  su  naturaleza  le  corresponden.  Un  ejemplo  basta 
para  comprobarlo.:  las  cansas  concernientes  i  Ministros  es- 
tangeros  y  Gdnsules  están  svjetas  á  la  jurisdicción  federal, 
sin  escepcion  alguna  por  razones  de  seguridad  y  de  país  este* 
rior ;  ¿á  qué  jurisdicción  correspondería  una '  cansa  por  delitos 
de  imprenta  concernientes  á  Ministros  estranjeros,  ya  sea 
c^mo  acusadores  ó  como  acusados?  A  la  jurisdicción  nacional, 
paes  de  lo  contrario  surjirian  todos  los  inconvenientes  y  pe- 
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lígros  que  se  ha  qaerido  evitar  estableciendo  la  jurisdicción 
federal  para  todas  las  causas  concernientes  á  tales  personas. 
Y  en  los  territorios  nacionales,  y  en  la  Capital  de  la  Repú- 
blica, ¿quién  legislaría  sobre  la  prensa?  ¿A  qué  jurisdicción  es- 
tarían sujetos  sus  abusos?  Legislaría  el  Congreso,  y  juzgaría 
la  jurísdiccion  federal  aun  en  las  causas  de  derechos  co- 
mún, aun  en  las  causas  por  injurias  por  la  prensa  entre  par* 
ticularcs. 

Otra  observación  mas  es  oportuna  para  refutar  aquella  falsa 
interpretación :  la  libertad  de  imprenta  está  garantida  por  la 
Constitución  Nacional ;  suponiendo  que  el  Congreso  no  pu- 
diera absolutamente  legislar  sobre  ella,  ¿quién  legislaría?  las 
Provincias ;  y  como  no  es  posible  que  todas  ellas  se  acuerden 
en  una  lejislacion  uniforme,  resultaría  que  la  libertad  de  im- 
prenta seria  diferente  y  estaría  mas  ó  menos  limitada  según 
la  Provincia  donde  se  ejerciese,  y  podría  llegar  el  caso  en  que 
tan  importante  libertad  fuese  sofocada  por  una  lejislacion  re- 
trógrada que  declarase  delito  punible  la  discusión  de  los  de. 
rechos  del  pueblo,  y  la  censura  de  los  actos  de  los  funciona- 
rios públicos.  ¿Cómo  se  remediaría  tan  grave  mal,  cómo  se 
garantiría  el  ejercicio  de  esa  libertad,  si  el  Congreso  no  pu- 
diera lejislar  sobre  ella  y  si  no  hubiera  recurso  á  los  Tribu- 
nales Nacionales  para  evitar  la  aplicación  de  leyes  liberticidas? 
De  ninguna  manera ;  el  mal  no  tendría  remedio  y  la  libertad 
de  imprenta,  por  librarla  de  las  restrícciones  del  Congreso, 
habría  sido  entregada  sin  defensa  al  arbitrio  de  las  Lejislatiiras 
de  Provincia. 

Sean  cuales  fueren  las  opiniones  de  algunos  convenciona- 
les de  que  ha  hecho  méríto  V.  S.,  respecto  al  alcance  de  la 
reforma  del  artículo  32  de  la  Constitución,  ellas  no  pueden 
destruir  los  principios  que  sirven  de  base  á  la  Constitución 
para  hacer  prevalecer  el  absurdo,  ni  pueden  ser  tomadas  co- 
mo la  espresion  del  pensamiento  de  la  Convención,  sino  de  al- 
gunos de  sus  miembros. 

La  resolución  de  Y.  S.  se  funda  también  en  que  el  Con- 
greso no  le  ha  acordado  jurisdicción  dictando  la  ley  que  rija 
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él  delito.  Este  tambieo  e^  un  error^  como  es  fácil  demos- 
trarlo. Hay  delitos  contra  la  Ndcíon  que  pueden  cometerse 
por  la  prensa,  y  que  están  espresámente  definidos  y  previs- 
tos por  la  ley  nacional :  el  desacato  es  uno  de  ellos,  y  hay 
un  caso  reciente  en  que  tal  delito  ha  sido  cometido  por  la 
pirensá  contra  un  miembro  del  Congreso,  y  la  Coiie  Suprema 
decidió  que  V.  S.  era  competente  en  ese  caso ;  el  delito  fué 
en  consecuencia  juzgado^  y  condenado  el  dielincüente. 

Él  articulo  93  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  ha 
dado  á  Y.  S.  la  ley  cuya  falta  acusa,  y  bastaría  para  justi- 
ficar su  jurisdicción  si  el  delito  que  \a  á  ser  acusado  no  es- 
tuviese comprendido  entre  los  previstos  por  la  ley  citada : 
ff  Los  delitos  contra  la  Nación,  no  previstos  por  esta  ley,  se- 
€  rán  castigados  con  arreglo  á  los  códigos  que  forman  el  dere- 
«  cho  comiih  de  las  Provincias,  etc.  > — Luego  hay  delitos  con- 
tra lá  Nación  á  mas  de  los  previstos,  y  hay  leyes  que  los  rí-* 
jen :  en  materia  de  imprenta,  tiene  V.  S*  las  leyes  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  que  no  han  omitido  calificar  de  delito 
la  incitación  i  la  revuelta  y  á  la  traición. 

Concluyo  pidiendo  que  V.  S.  sé  ha  de  servir  revocar  la  re- 
solución espresada  y  conceder  la  apelación  en  caso  de  insistir 

en  ella. 

S,  I.  Zavalia. 

El  Juez  de  Sección  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria,    conce- 
diendo la  apelación  en  relación. 
Visto  la  causa  se  pronunció  el  siguiente : 

F«ll«  de  te   SuiMP^niA   Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  16  de  i  866. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  -  el  auto   apelado 
de  foja  tres  y  devuélvanse. 

Francisco   de   las  Caeubras.— Salvador 
María  bel  Carril.  —  José  Barros 
Pazos. —  José  B.  Gorostiaga. 

26 
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CAUSA    CMáTLITL. 


Don  Juan  Urruti  con  Don  Luis  Bianchi^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1«  Los  hechos  lícitos  de  los  capitanes  obligan 
solamente  á  tos  armadores. 

2<>  Desde  que  el  armador  se  presenta  á  contestar  la  de- 
manda qne  se  entabla  contra  el  capitán  por  cosas  vendidas 
para  el  buque,  no  hay  razón  para  obligar  al  capitán  á  seguir 
ioterriniendo  en  el  juicio. 

3<»  No  existiendo  temeridad  en  la  demanda,  los  hechos  que 
tengan  lugar  después  de  entablada,  no  hacen  argüir  aquella 
al  efecto  de  la  condenación  én  costas. 


Caso. — Don  Juan  Urruti  demandó  á  don  Luis  Biancbi  ca- 
pitán del  bergantin  Italiano  ^Caprera%  por  la  suma  de  16,576 
pesos  m/c.  importe  de  758  quintales  de  fierro  vendidos  para 
lastre  de  dicho  buque. 

Biancbi  contestó  que  no  babia  sido  é\  el  comprador  del 
fierro,  sino  don  Agustín  Repello  dueio  del  bergantin,  como 
resultaba  del  permiso  de  embarco  del  fierro  firmado  por  este, 
y  que,  por  consiguiente,  debía  dirigirse  contra  este  la  demanda. 

Recibida  la  causa  á  prueba .  sobre  quién  compró  el  fierro, 
y  quién  lo  recibió,  Urruti  presentó  cinco  testigos,  y  Bianchi 
cuatro. 

Los  testigos  de  Urruti  fueron  don  Lorenzo  Baccalandro, 
don  Manuel  Desantis,  don  Ambrosio  Artascoz,  doña  María 
Echarte  y  ^on  Martin  Sanda. 
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Baccalandro  declaró  que  el  capitán  Bianchi  presenció  el  pe- 
so del  fierro. — Desantis,  que  el  capitán  Bianchi  estuvo  tres 
veces  en  casa  de  Urruti  y  le  oyó  decir  que  compraba  el  fier- 
ro.— Artascoz  qne  el  capitán  Bianchi  le  ordenó  pasar  el  fierro 
que  debia  llevarse  á  bordo.-  Maria  Echarte^  que  el  capitán 
Bianchi  dijo  á  Urruti  que  iba  á  comprarle  fierro  viejo,  y  le  vio 
separándolo  y  haciéndolo  cargar  en  los  carros;  que  también 
le  oyó  convenir  en  el  precio  de  22  pesos  por  quintal. — San- 
da,  que  oyó  á  Urruti  preguntar  al  lanchero  Lavagna,  sobre 
quien  le  habia  pagado  el  lanchaje  del  fierro,  y  que  Lavagna 
contestó  que  habia  sido  el  capitán  Bi:!)nchi. 

Los  testigos  de  este  fueron  don  José  Pisomo,  don  Estevan 
Anselmo,  don  Julio 'Ravenna  y  don  Augustin  Repetto. 

Pisomo  declaró  que  habia  vendido  otras  veces  á  Repetto 
fierro  para  el  buque  mandado  por  Bianchi,  y  que  habiendo 
visto  pesar  un  fierro  vendido  por  Urruti,  preguntó  á  este  á 
quien  lo  habia  vendido,  -y  le  contestó  que  á  Repetto. 

Anselmo  declaró  que  siempre  que  habia  vendido  fierro  viejo 
á  Repetto,  este  le  habia  mandado  avisar  por  el  capitán  Biav- 
chi ;  y  que  en  el  viaje  anterior  del  c  Caprerai^ ,  de  propiedad 
de  Repetto,  el  declarante  y  Urruti  vendieron  el  fierro  á  Repetto 
y  arreglaron  la  cuenta  con  este. 

Ravenna  declaró  que  cuando  llevó  á  bordo  del  «  Caprerat 
un  fierro  Viejo  en  el  viaje  anterior,  l6  hizo  por  orden  de  Re- 
petto. 

Repetto  declaró  que  era  dueño  del  fiCaprerai^  j  que  el  ca- 
pitán Bianchi  compró  el  fierro  á  Urruti  por  su  orden  y  cuenta. 

Fulfo  del   Suem  fi^ecctonaf. 

Bnenos  Aires,  Agosto  16  de  1866. 

Y  vistos :  Considerando  que  de  la  prueba  producida  para  de- 
mostrar quien  fué  el  comprador  del  fierro,  resulta  qne  lo  fué 
don  AugustTñ  Repetto,  pues  asi  consta  por  la  declai*acion  de 
José  Pisomo  foja  3i,  quieti  afirma  que  otras  veces  le  habia 
vendido  fierro  á  Repetto  para  el  buque  al  mando  de  Bianchi; 
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y  que  le  oyó  decir  á  Urruti  que  el  fierro  en  cuestión  lo  habia 
vendido  á  Repetto  ;  de  la  de  Estevan  Anselmo  foja  32,  que  de- 
clara que  en  el  viaje  anterior  de  Bianchi,  é\  y  Urruti  vendie- 
ron fierro  á  Repetto  para  el  mismo  buque ;  de  la  de  Julio  Ra- 
venna  foja  33,  que  afirma  que  en  el  viaje  anterior  Repetto 
fué  el  que  recibió  el  fierro  y  de  la  del  mismo  don  Augustin 
Repetto  que  declara  que  Bianchi  fué  á  la  casa  de  Urruti  á 
separar  y  tratar  el  fierro  por  orden  de  él. 

Que  esta  prueba  se  halla  robustecida  por  la  consideración 
de  que  siendo  Repetto  el  dueño  del  buque  mandado  por 
Bianchi,  es  mas  natural  suponer  que  haya  sido  el  comprador, 
y  no  el  capitán ;  á  que  se  agrega  que  los  actos  de  un  capi- 
tán :  con  relación  al  buque,  obligan  al  dueño  de  este  ó  arma- 
dor; y  que  no  le  era  lícito  hacer  compras  para  el  buque  sin 
autorización  del  dueño,  de  quien  no  es  sino  un  mandatario, 
todo  lo  que  convence  de  la  verdad  de  la  declaración  de  Re- 
petto.— Que  esta  prueba  no  se  halla .  destruida  por  la  produ- 
cida por  Urruti,  ella  no  constituye  una  directa  de  que  Bianchi 
haya  sido  el  verdadero  comprador,  pues  el  haber  ido  á  separar 
el  fierro/  el  haberlo  hecho  embarcar,  el  haber  pagado  el 
flete,  y  el  haber  dicho  que  iba  á  lo  de  Urruti  á  compi'ar  fierro, 
queda  esplicado  con  la  esplicacion  de  Repetto  y  las  circuns- 
tancias de  ser  este  el  dueño  del  buque,  y  aquel  solo  el  capi- 
tán.— Fallo:  declarando  que  don  Luis  Bianchi  ha  comprobado 
su  escepcion ;  y  por  consiguiente  absolviendo  de  la  demanda 

al  espresado- Bianchi,  sin  condenación  en  costas. — Repónganse 
los  sellos. 

Alejandro   Heredia. 

Urruti  apeló  ^n  cuanto  al  fondo,  y  Bianchi  por  no  haber 
sido  condenado  aquel  en  las  costas. 

En  la  segunda  instancia  dijo  Urruti  que  no  babia  conocido 
á  Repetto  sino  después  de  iniciado  este  pleito,  y  cuando  sa- 
lió de  fiador  para  dejar  salir  el  buque* 

Que  fué  Bianchi  el  comprador  del  fierro  y  con  este  trató 

la  compra  y  el  precio,  como  lo  acreditaba  la  prueba  produ- 
cida. 
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Que  si  Bianchi  sostenía  haberlo  comprado  en  nombre  de 
Repeito,   era  de  su  deber  haberlo  probado. 

Qae  si  Repello  hubiese  sido  el  verdadero  comprador  habría 
evitado  el  pleito  pagándole  desde  luego  el  precio ;  y  que  le- 
jos de  eso  lo  único  que  había  hecho  era  salir  de  fiador. 

Bianchi  dijo  que  la  razón  porque  Urruli  demandó  á  Bianchi 
fué  para  hacerle  aceptar  las  cuentas  que  él  presentaba  en 
la  esperanza  de  que  el  capitán  pasaría  por  todo,  con  tal  de 
salir  con  el  buque. 

Que  el  comprador  del  fierro  fué  Repello,  y  ha  estado  pronto 
á  pagarlo,  desde  el  principio. 

Que  la  compra  hecha  por  Repello  se  justificaba  por  la  con- 
fesión de  este  y  las  declaraciones  de  los  testigos  presentado 
por  su  parte. 

Que  este  pleito  se  había  seguido  por  Urruií  por  puro  ca-- 
pricho,  y  debía  este  sufrir  la  condenación  en  costas. 

Falto    de  1*  Siaiirenia  C#rte. 

Buenos  Aires^  Octubre  16  de  18C6. 

Vistos  estos  autos,  y  considerando -^Prtmero.  Que  don  Luis 
Bianchi,  comprando  en  su  calidad  de  capitán,  y  para  lastre 
del  bergantín  tCaprera^  el  fierro  cuyo  precio  cobró  don 
Juan  Urruli,  no  ha  contraído  ninguna  responsabilidad  perso- 
nal ;  pues  los  hechos  lícitos  de  los  capitanes  obligan  sola- 
mente á  los  propietarios  ó  armadores  que  les  han  confiado 
el  gobierno  de  sus  buques,  según  los  artículos  mil  treinta  y 
y  mil  ciento  y  siete  del  Código  de  Comercio : — Segundo.  Que 
por  consiguiente  la  intervimcion  del  capitán  en  este  juicio  no 
es  necesaria  desde  que  se  presenta  á  contestar  la  demanda 
el  proprietario  á  quien  obligó  por  su  contrato. — Tercero:  Que 
aun  cuando  Repello  no  ha  exhibido  el  título  de  su  propiedad, 
Urruli  no  lo  contradice ;  y  ademas  habiéndolo  aceptado  como 
fiador  de  juzgado  y  sentenciado  para  dejar  el  buque  en  li- 
bertad de  navegar,  ha  consentido  en  que  lome  sobre  si  lodo 
la  responsabilidad  del  pleílo,   y  no  tiene  ya  motivo  justo,  ni 
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interés  para  rechazar  su  personalidad,  y  pretender  obligar  al 
capitán  á  que  litigue  con  él. — Cuarto:  Que  habiendo  tenido 
lugar  estos  hechos  después  de  entablada  la  demande,  no 
puede  ai^irse  con  ellos  que  hubo  temeridad  en  dirtjirla  con- 
tra el  capitán. — Quinto :  Que  de  la  prueba  que  este  ha  produci- 
do para  acreditar  que  Taé  Repetto  y  no  él  quien  compró  el 
fierro  con  Urruti  resulta  lo  contrario ;  pues  el  mismo  Repet- 
to declara  que  Bianchi  hizo  la  compra,  aunque  por  su  orden, 
y  este  testigo  que  está  de  acuerdo  con  los  presentados  por  el 
demandante,  dio  al  dicho  de  los  últimos  un  valor  irrecusable, 
por  la  circunstancia  de  haber  salido  espontáneamente  á  sos- 
tener las  escepciones  del  capitán,  firmando  con  él  la  petición 
de  foja  ocho;  por  estos  fundamentos,  se  declara:  que  la 
demanda  de  foja  cuatro  debe  entenderse  con  don  Agustin 
Repetto,  confirmándose  en  este  sentido  el  auto  apelado  de 
foja  treinta  y  ocho  vuelta,  sin  hacerse  lugar  á  la  condenación 
en  costas  pedida  por  don  Luis  Bianchi ;  y  satisfechas  las  d» 
de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos  en  la  proporción  que 
corresponde,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril. — José  Barros 
Pazos. — ^José  B.  Gorostiaga. 


i 
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CAUSA    CIaILJL. 


Criminal  contra  Santiago  Cano^  por  homicidio. 


Sumario. — I*»  La  confesión  del  procesado  concurriendo 
otros  indicios  y  circunstancias,  puede  bastar  para  dar  por 
comprobado  el  cuerpo  del  delito. 

2<»  La  confesión  es  indivisible,  y  debe  tomarse  con  sus  des- 
cargos y  atenuaciones. 


Casó. — Santiago  Cano  fué  preso  y  procesado  por  doble  ho- 
micidio cometido  en  una  de  las  islas  adyacentes  del  rio 
Paraná.  ^ 

Esta  fué  la  declaración  que  prestó  ante  el  Capitán  del 
puerto  del  Rosario. 

<  Fui  tomado  preso  en  el  lugar  llamado  tBarco  Quemadoit 
« por  haber  hecho  dos   muertes  ocurridas  así :      Convidado 

<  por  un  Balenzuela,  cuyo  nombre  ignoro,  para  ir  á  traba^ 
K  en  las  islas;  nos  embarcamos  en  el  rio  de  la  «Victoria»  coa 

<  aquel  y  un  tal  Pedro,  cuyo  apellido  ignoro.  Viajábamos  por 
€  el   arroyo    tCariaga»    hacia    la    provincia    de    Santa-Fe ; 

<  llegamos  á  una    isla,    de   donde  levantamos  á  la  mujer  de 

<  Balenzuela,   llamada  Anastacia,  con  sus  dos  hijos,  una  mu* 

<  jer  como  de  13  años  y  un  varoncito  de  seis.  Anduvimos  juntos 
«  como  dos  meses  y  tuve  una  disputa  con  Balenzuela,  por 
€  celos  con  la  hija,  en  que  me  ofreció  pegarme  un  balazo. 
<K  Esa  noche  nos  acostamos   en  tierra^  y  temiendo  que  aquel 

<  llevara  á  cabo  la  amenaza,   me  levanté  al  amanecer,  me  dir- 
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<  rigí  á  donde  estaba  y  le  partí  la  cabeza  de  un  bachai^o,  de 
c  que  murió  instantáneamente,  y  lo  ecbé  al  agua.  El  mismo 
«  dia  me  embarqué  con  la  mujer  é  bijos,  viniéndonos  hacia 
€  la  provincia  de  Sant^-Fe  y  nqs   internamos  en  un  anoyo. 

<  Como  un  mes  después  d'el  suceso,  y  estando  en  tierra,  Anas- 
c  tacia  me  echó  en  el  plato  de  comida  bosta  de  carpincho,  y 
c  amanecí   enfermo  al   dia  siguiente.    Me  disgusté  y  le  dije 

<  que  iba  á  matarla  por  lf>  que  ipe  babia  becho,  y  le  pegué 

<  en  efecto  una  puñalada  en  el  costado  derecho,  que  le  causó 
€  la  muerte.  La  arrastré  hasta  la  orilla  del  rio,  y  con  el 
c  mismo  puñal  le  abrí  el  vientre  para  que  se  fuera  á  pique,  y 
«  la  arrojé  al  agua.  Me  embarqué  después  cpn  los  niños  h^- 
c  cia  la  Victoria,  empleando  un  me^  eq  n^archas  y  contramar- 
«  chas.    La  inuerte  de  Balenzuela  la  presencjó  ^u  mujer  Anas- 

<  tacia,  que  estaba  en  la  cama  con  él ;   la  de  esta  no  la  pre- 

<  senciaron  los  hijos,  porque  estaban  retirados  ;  cuando  nos 
«  Íbamos  á  embarcar  la  mujercita  preguntó  por  la  madre,  le 
«:  contesté  que  pronto  vendría,  ella  me  dijo  que  ya  suponia  lo 
€  que  se  babia  hecho.  Tanto  Balenzuela  como  Anastacia  recien 
«me  eran  conocidos,  y  la  niña  era  mi  manceba 'desde  antes 

<  de  la  muerte  de  aquellos ;  quienes  sabian   mi  relación  con 

<  esta,  y  de  aquí  nacian  mis  disgustos  con  el  padre.  Estuve 
«  preso  en  la  Victoria  sin  saber  por  orden  de  quien,  ni  porque 
€  causa,  y  no  se  me  formó  proceso  alguno.  » 

Ante  el  Juez  Seccional  prestó  Gano  igual  declaración  sin 
nlias  diflsriencias  que  las  siguientes :  Que  Anastacia  no  era 
mujer  sino  amiga  de  Balenzuela ;  que  los  niños  llamados,  Ru- 
mualda  la  una,  Víctor  el  otro,  no  eran  bijos  de  esta  según 
le  dijo  aquella ;  que  el  tal  Pedro  que  los  acompañó  al  prin- 
cipio se  separó  de  ellos  como  al  mes;  que  Rumualda  le  acon- 
sejó la  muerte  de  Balenzuela,  que  este  era  mancebo  de  la  mu- 
chacha, la  cual  pasó  á  serlo  del  declarante  voluntariamente. 
Por  último  reconoció  haber  sido  del  difunto  el  tirador,  y  ar- 
gollas y  demás  objetos  certificados  en  autos. 

Juan  Villarniel  declaró,  que  acompañado  en  su  chalana 
del  peón  Hilario  Peralta  se   acercaron   á   la  embocadura  del 
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arroyo  tCariaga»  para  descargar  ia  embarcaeionf  en  cuya  cir- 
cuQSt^Qcia  apareció  Santiago  Cano  con  una  niña  y  un  niño, 
que  estos  dijeron  al  peón  que  Cano  había  muerto  á  su  padre, 
y  le  pidieron  los  lieTase  para  tierra,  que  lo  mismo  le  pidieron 
al  declarante,  quien  no  accedió  á  esta  súplica,  porque  Cano 
le  dijo  que  eran  hijos  de  él,  y  porque  no  dio  crédito  á  la 
palabra  de  los  niños  en  cuanto  á  la  muerte  del  padre,  por 
cuyo  motivo  no  dio  cuenta  á  la  autoridad ;  agregó  que  estan- 
do en  la  cárcel  con  Cano,  le  dijo  este  haber  muerto  á  un 
hombre  y  á  una  mujer  en  las  islas. 

Rumualda  Balefiztiela  declaró :  que  una  noche  despertó  á 
los  gritos  de  la  madre  que  pedia  á  Cano,  quien  la  amenazaba 
con  una  hacha,  que  no  la  matase,  y  vio  al  padre  muerto  de 
un  hachazo  en  la  cabeza ;  que  Cano  los  hizo  internar  en  la 
isla  y  se  quedó  él  con  el  cadáver ;  que  los  llevó  á  la  boca  del 
arroyo,  de  allí  volvjó  á  internarlos  y  mató  á  la  madre ;  que 
después  de  este  hecho  I09  tuvo  de  un  punto  á  otro  del  arroyo, 
hasta  que  se  encontraron  coi^  Jqan  Villarruel,  á  quien  le  co- 
municó la  muerte  del  padre  y  le  pidió  que  los  llevase  con  él; 
que  antes  de  matar  al  padre,  Cano  no  tenia  ninguna  relación 
particular  con  la  declarante,  pero  si  después  á  pesar  de  su 
resistencia  y  de  la  de  la  madre,  pero  al  fin  tuvo  que  acceder 
para  evitar  la  inuerte  cou  que  varias  voces  la  amenazó ;  que 
Cano  tenia  en  su  poder  una  chaira,  un  tirador  do  cuero  de 
lobo,  iin^s  tres  argollas  y  otros  objetos  que  fueron  del  pa- 
dre, y  que  los  reconoció  una  vez  que  le  fueron  presentados ; 
que  el  pfidre  lejos  de  teper  disgustos  cop  Cañe  le  quería  mu- 
cho ;  que  un  día  comiendo  todos  de  una  misma  comida  sacó 
Cano  de  su  plato  un  estiércol  de  carpincho  y  dijo  que  la  ma- 
dre de  la  declarante  se  Iq  había  echado  de  intento  para  ha- 
cerle mal. 

,  Esta  te^Mgo  reconoció  las  armas  certificadas  en  autos,  di- 
ciendo que  el  fusil   y  los  cuchillos   pertenecían  á  Cano,  y  la 
carabina  y  el  hftcha  á  su  padre,  siendo  est^  con  )a  que  Cano 
iqató  á  aquel. 
ffilarip  Pei/alla^  de  24  finos ,  declaró  que  ;mdandp  con  Villa- 
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rrueU  se  encontraron  con  Cano  y  los  dos  chicos,  quienes  le 
dijeron  que  Cano  habia  muerto  á  su  padre  y  madre,  pidién- 
dole les  trajere  al  Rosario. 

El  niño  Vicíor  de  6  años  declaró,  que  Cano  mató  á  su  pa- 
dre cuando  estaba  durmiendo,  dándole  dos  ó  tres  golpes  de 
hacha  en  la  cabeza ;  que  despertó  al  primer  golpe  y  tío  que 
su  padre  medio  levantaba  la  cabeza  y  su  madre  lo  defímdia ; 
que  su  padre  no  queria  á  Cano  porque  no  le  ayudaba  en  el  tra- 
bajo ;  que  cocinando  su  madre  una  noche,  el  declarante  trajo 
agua  en  un  jarro  de  lata ;  que  aquella  la  hecho  en  la  cace- 
rola, habiendo  ido  en  ella  una  bosta  de  carpincho ;  que  al 
servirse  todos,  fué  la  bosta  en  el  plato  de  Cano,  quien  al  dia 
siguiente  se  quejó  de  haberlo  hecho  ^ño  la  comida,  y  culpó 
á  la  madre  á  quien  colgó  en  un  árbol  y  la  mató  con  el  cu- 
chillo ;  que  el  declarante  no  la  vio  matar  pero  oyó  los  gritos; 
que  reconocia  el  hacha  y  la  carabina  que  fueron  de  su  padre, 
siendo  aquella  con  la  que  fué  muerto. 

Confesión  de  Cano:  c  Reconozco  y  dof  por  parte  de  ella  las 
c  declaraciones  que  presté  antes.    Reconvenido   de  haber  di- 

<  cho  que  tenia  frecuentes  disgustos  con  Balenzuela,  por  celos 
iic  con  Rumualda,  cuando  consta  en  autos  todo  lo  contrarío, 
«  asi  como  consta  por  declaración  de  los  niños  que  la  ame- 
c  naza  del  balazo  no  pasaba  de  una  broma,  dijo :  que  es  cierto 

<  que  le  dirijia  esas  bromas ;   pero  que  cuando  estaban  solos 

<  le  amenazaba  formalmente. — Reconvenido  de  haber  di- 
€  cho  que  Rumualda  era    manceba   de   Balenzuela,    cuando 

<  aquella  niega  el  hecho,  dijo,  que  se  afirmaba  en  su  decía- 

<  cion  porque  no  solo  se  lo  dijo  Balenzuela  sino  también  Anas- 
ctacia. 

€  Reconvenido  por  haber  dicho  que  Rumualda  le  aconsejó 
cía  muerte  del  padre  cuando  no  solo  lo  niega  esta  sino  tam- 
« bien  es  inverosímil  semejante  consejo  en  una  niña  tierna^ 
<K  dijo  que  se  afirmaba  en  lo  declarado. 

«Reconvenido  de  haber  dicho  que  Balenzuela  despertó 
«  cuando  fué  á  matarle,  cuando  los  niños  declaran  que  estaba 
«  dormido,  dice :  que  estaba  despierto  ;  pero,  como  acababa 
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de  darse  vuelta  y  taparse  la  cabeza  con  el  poncho,  no  le 
vio,  ni  hizo  movimiento  alguno  para  defenderse, 
c  Reconvenido  de  haber  muerto  á  Anastacia,  por  haber 
hallado  en  la  comida  una  bosta  de  carpincho,  cuando  en 
el  supuesto  de  que  fuera  venenosa  no  podia  creer  que  tuvo 
intención  de  perjudicar  al  confesante,  puesto  que  todos  cor* 
ria^  igual  peligro,  porque  todos  tomaban  la  misma  comida, 
y  ademas  aparece  que  la  declaración  del*  niño  Victor  haber 
este  tiaido  el  agua  en  la  que  venia  casuahnente  la  bosta, 
y  que  como  era  de  noche  no  pudo  verla  Anastacia :  dice 
que  no  tuvo  mas  motivo  para  matarla^  pero  que  no  es  cierto 
que  la  comida  haya  sido  de  noche  sino  á  las  12  del  dia. 
<  Reconvenido  de  haber  dicho  que  Rumualda  se  le  rendía 
voluntariamente,  y  habia  sido  antes  manceba  de  Balenzuela^ 
siendo  asi  que  aquella  afirma  todo  lo  contrario,  y  el  informe 
médico  asegura  que  el  primer  coito  ha  debido  verificarse  20 
dias  antes  del  reconocimiento,  lo  que  destruye  toda  idea  de  re- 
lación ilícita  de  la  niña  con  el  padre,  dice,  que  protesta 
que  no  era  él  el  primer  hombre  con  quien  habia  estado 
ésta. 

€  Por  último  héchole  cargo  de  los  delitos  perpetrados  y  de 
sus  circunstancias  agravantes,  reconoce  la  responsabilidad  y 
se  resuelve  á  sufrir  la  pena  de  la  ley.» 
El  fiscal  (id  hoc  entabló  la  acusación,  en  la  que,  después 
de  una  relación  de  los  hechos  que  resultan  del  proceso  dijo : 
que  no  se  podia  imponer  al  procesado  la  pena  capital,  sino 
la  inferior  inmediata  porque  en  las  causas  graves  como  la  pre- 
sente era  necesario  que  constase  el  cuerpo  del  delito  por  me- 
dio del  reconocimiento  médico. 

Que  esto  no  era  posible  en  el  caso  por  no  conocerse 
fijamente  el  lugar  del  crimen,  ni  donde  encontrar  rastros  de 
él,  que  habrán  sido  borrados  por  las  lluvias  y  otros  accidentes 
naturales  del  terreno. 

Que  sin  embargo  los  autos  ofrecían  la  evidencia  moral  de 
los  asesinatos  perpetrados,  pues  existia  la  confesión  esplicita 
del  reo  relatando  las  horribles  circunstancias  del  hecho ;  exis- 
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tiaa  las  armas  de  la  ejecución,  manchadas  todavía  con  la  san- 
gre de  las  víctimas,  y  existia  por  último  la  declaración  de 
los  niños  que,  si  no  hacia  prueba,  producía  fuerte  presun- 
cion. 

Que  á  estar  á  las  palabras  de  la  ley  2,  tít.  13,  part.  3^  de- 
biera imponerse  al  reo  la  pena  capital,  pero  el  fiscal  tenia 
presente  que  la  sola  confesión  del  procesado  no  era  bastante 
para  aplicar  la  última  pena ;  también  tenia  presente  que  no 
habia  sido  posible  dejar  bien  probada  la  desaparición  de  las 
victimas,  ni  el  cuerpo  del  delito  con  la  presencia  y  examen 
de  los  cadáveres,  y  por  esto  solo  pedia  la  pena  inferior  inme- 
diata á  la  capital. 

La  defensa  dijo  que  debía  sobreseerse  en  la  causa  con  ca- 
lidad de  por  ahora  con  arreglo  al  art.  350  de  la  ley  Nacional 
de  14  de  Setiembre  del  1863,  pues  no  estaba  testificado  el 
cuerpo  del  delito  con  la  evidencia  que  requieren  las   leyes. 

Que  el  sobreseimiento  era  un  principio  dogmático  de  la  juris- 
prudencia criminal  cuando  no  hay  pruebas  materiales  fehacien- 
tes del  delito. 

Que  Escriche  á  la  palabra  sobreseimiento  dice  tener  lugar  este 
€  cuando  resulta  comprobado  la  existencia  del  delito,  pues 
€  falta  entonces  el  fundamento  en  que  debe  estribar  todo  el 
« proceso. » 

Rosario,  Hayo  8  de  1866^ 

Y  vistos  :  resultando  :  l^  que  por  denuncia  de  la  Capitanía 
del  Puerto  llegó  á  conocimiento  de  este  juzgado,  que  la  sub- 
delegacion  de  marina  de  San  Lorenzo^  habia  aprehendido  en 
una  isla  adyacente  del  Paraná,  á  un  hombre  llamado  Santia- 
go Gano,  acompañado  de.  dos  niños  Victor  y  Rumüalda,  de 
cinco  y  doce  años  de  edad,  quienes  revelaban  haber  el  refe- 
rido Cano  dado  muerte  á  Balenzuela  y  Anastacia,  privándoles 
asi  del  padre  y  de  la  madre. 

2»  Resultando  que  de  las  investigaciones  hechas,  así  como 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  389 

del  &ttinario  y  confesión  del  reo  en  el  plenario,  consta  que 
Santiago  Cano  natural  de  la  Victoria  (provincia  de  Entre-Rios) 
y  de  25  anos  de  edad,  dejó  ese  puerto  en  Julio  del  año  pró- 
ximo pasado,  y  se  dirijió  á  las  islas  vecinas  en  busca  de  tra- 
bajo :  que  encontró  en  una  de  ellas  á  Balenzuela,  quien  le  invitó 
á  venirse  en  dirección  á  esta  provincia  (al  Rosario) ;  que  to- 
maron por  compañero  á  Pedro  y  se  dirijieron  á  un  otro  punto 
de  las  islas,   donde  se  reunieron  á  la  compañera  de  Balen- 
zuela  y  sus  dos  hijos  Rumualda  y  Victor,  que  consideran  como 
padre  á  Balenzuela. 

3<»  Resultando,  que  así  reunidos  todos^  anduvieron  en  una 
chalana,  ocupados  de  la  caza  y  la  pesca  por  espacio  de  dos 
ó  mas  meses,  habiéndolos  dejado  Pedro  un  mes  antes  y  to- 
mado otra  dirección ;  que  en  el  andar  del  tiempo^  empezaron 
los  disgustos,  mas  ó  menos  concentrados  entre  Balenzuela  y 
Cano,  causados  según  éste  por  celos  que  despertaban  en 
aquel,  poseedor  ya  de  la  muchacha  Rumualda,  las  sospechas 
de  relaciones  entre  la  misma  y  Cano,  hasta  el  extremo  de 
llegar  el  caso  en  que  Balenzuela  amenazase  con  la  muerte  á 
Cano,  por  haberle  encontrado  una  noche  con  Rumualda. 

4^  Resultando  de  la  confesión  del  procesado  que  tratando 
entonces  de  precaverse  de  la  ejecución  de  aquel  designio,  con- 
cibió el  plan  de  matar  á  Balenzuela,  y  que  era  en  esta  idea 
asistido  por  el  consentimiento  de  la  niña  Rumualda. 

5®  Resultando  que  llegada  la  noche  del  dia  en  que  tuvo  lu- 
gar esa  amenaza,  hallándose  sentado  al  lado  del  fuego  notó 
Cano  que  Balenzuela  hizo  varias  veces  ademan  de  sacar  el 
cuchillo  para  matarlo,  en  virtud  de  lo  que,  solo  esperó  á  que 
Balenzuela  se  acostase,  y  aunque  despierto  á  su  juicio  toda- 
vía, trató  de  descuidarle  y  tomando  una  hacha  que  había 
a,llí  inmediata  le  descaigo  un  golpe  en  la  cabeza  dejándole 
muerto  en  el  acto,  hecho  que  presenciaron  en  parte  Anasta- 
cia^y  los  niños,  despertados  al  primer  roído. 

Qp  Resaltando  que  muerto  Balenzuela,  arrastró  Cano  su 
cadáver  hasta  el  arroyo  de  Cariaga  para  arrojarlo  al  agua,  lo 
que  verificó,  y  llevando  á  la  mañana  siguiente  ante  Atíastacia 
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y  los  dos  niños  en  la  canoa^  los  condujo  mas  cérea  de  esta 
costa,  deteniéndose  como  dos  meses  en  la  boca  del  arroyo 
de  Cariaga,  y  sus  inmediaciones,  ocupándose  como  antes  en 
la  caza  y  la  pesca. 

7o  Resultando :  que  llegados  un  dia  á  un  paraje  llamado 
«la  Banderíta»  notó  Cano  que  al  servírsele  la  comida  faabia 
en  ella  estiércol  de  carpincho  (capiguara)  sustancia  venenosa 
en  el  sentir  de  aquellas  gentes,  la  que  presumió  Cano  hu- 
biese sido  intencionalmente  puesta  por  Anastacia  con  el  pro- 
pósito de  hacerle  daño,  habiendo  sentido  en  efecto  .il  día 
siguiente  alguna  enfermedad  no  grave;  que  tomada  siempre 
á  Anastacia  por  autora  del  hecho,  la  reconvino  fuertemente 
exigiéndole  se  lo  declarase;  y  como  guardase  ella  silencio, 
ó  contestase  negando  la  imputación,  concibió  jel  designio  de 
matarla. 

S*  Resultando :  que  como  volviese  Cano  á  exigirle  nUa  decla- 
ración ofreciéndole  que  la  perdonaría,  y  continuase  ella  ne- 
gando el  hecho,  lo  irritó  su  tenaz  negativa;  y  en  nn  paraje 
algo  distante  la  tomó  y  asestándole  una  puñalada  en  él  costa- 
do derecho  la  dejo  muerta  en  el  acto ;  arrastró  el  cadáver  de 
su  víctima  al  arroyo,  y  ábriétidole  el  vientre  para  que  bajase 
á  fondo,  lo  arrojó  al  agua. 

9^  Resultando:  que  consumado  este  hecho,  se  reunió  de 
nuevo  á  los  niños  Rumualda  y  Yictor,  acercándose  mas  á  la 
costa  del  Paraná  en  la  canoa  de  fialenzucüa  en  que  encerraba 
solo  un  miserable  equipaje  relacionado  á  foja  i%  compuesto 
de  cueros  y  andrajos,  dos  fusiles,  el  hacha  y  dos  cuchillos, 
certificado  todo  en  autos^  foja  -22. 

10>  Resultando  :  que  allí  y  no  obstante  las  amenazas  de  Cano, 
aprovecharon  los  niños  la  momentánea  ausencia  de  este  y  la 
aparición  de  dos  ísleros  Hilario  Peralta,  antiguo  conocido  de 
Balanzuela,  y  Juan  Viliamiel,  declaraciones  de  foja  .  .,  para 
referirles  lo  ocurrido,  rogándoles  los  condujese  consigo  lejos 
de  allí,  separándoles  de  Cano,  quien,  decian,  habia  dado 
náuerie  á  su  padre  y  á  su  madre ;  todo  lo  que  puesto  en  co- 
nocimiento de  las  autoridades  inmediatas :  dio  lugar  á  la  apre- 
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Iienúon  del  reo  y  á  que  se  la  siguiese  esta  causa  de  oficio, 
que  ofrece  en  la  sola  confesión  del  mismo  reo  la  relación 
minuciosa  de  todos  los  hechos  y  cireonstancias  que  se  dejan 
consignadas  en  la  precedente  relación. 

Y  considerando:  que  si  es  verdad  que  la  comprobación  del 
cuerpo  del  delito  es  la  base  esencial  del  procedimiento  en 
materia  criminal,  y  falta  en  esta  causa  algo  que  á  poderse 
con««tatar,  llevaría  mas  lejos  la  evidencia  de  li>s  hechos,  tam-^ 
bien  es  cierto  que  hay  casos  en  que  esa  plena  comprobación 
se  hace  imposible  sobre  ciertos  delitos  y  circunstancias  que, 
como  las  de  esta  causa,  no  pueden  traer  al  proceso  otra 
prueba  legal  y  asequiUe  que  la  confesión  del  procesado. 

Considerando :  que  á  pesar  dé  esto,  la  sola  confesión,  re^ 
cibida  sin  sugestiones  ni  violencias,  ha  sido  considerada  des^ 
de  la  mas  remota  legislación ,  como  una  prueba  completa  y 
en  la  romana  estuvo  en.  vigor  siempre  este  principio  -  cCo»i- 
fems  pro  jadicato  habeturíf ;  que  descendiendo  á  las  partidas, 
la  ley  2,  tít.  13,  part.  3  considera  la  confesión  como  un 
buen  testimonio  ó  verdadera  carta  de  tmnera  que  non  ha  de 
menester  de  otra  prueba  ni  otro  averiguamiento ;  que  para  el 
común  criterio  es  la  mejor  de  las  pruebas  y  la  mas  e<mvín- 
cente ;  que  en  esta  causa  se  reúnen  las  condiciones  que  nues- 
tro derecl^  exige  para  que  la  confesión  baste,  como  prueba 
única  y  completa.  Leyes  4  y  5,  tít.  13,  part.  3»  y  que  por 
lo  que  hace  al  cuerpo  del  delito,  tomado  en  el  sentido  de 
la  existencia  misma  del  crimen,  aun  ba^  en  el  concepto  de 
respetables  Jurisconsultos»  la  sola  confesión  del  procesado, 
siempre  que,  como  en  el  presente  caso,  concurran  indicios 
y  circunstancias  que  hagan  verosímil  el  cuerpo  del  delito  y 
formen  la  convicción  del  juez. 

Considerando .  que  esos  indicios  se  manifiestan  en  las  revé* 
laciones  de  Ruqiualda  y  Victor,  que  no  han  podido  improvi- 
sarse, y  ofrecen  por  su  coincidencia  en  lo  sustancial  sino  la 
certeza,  al  menos  la  verosimilitud  que  se  robustece  mas  aun 
con  la  inspección  material  de  las  armas,  que  han  servido  al 
crimen,  certificadas   en  autos  y  reconocidas  en  legal  forma, 
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viniendo  entonces  la  libre  y  plena  éonfesion  del  reo  á  poner 
el  sello  de  certidumbre  con  respecto  á  la  existencia  de  los 
delitos  y  la  identidad  dé  la  persona  culpable  y   punible  por 

ellos. 

Considerando :  que  aun()né  lá  convicción  moral  al  respecto 
se  halle  plenamente  formada,  cumple  al  juzgado  tomar  la  con- 
fesión en  su  inviolable  indivisibilidad  con  sus  descaíaos  y 
atenuaciones^  por  lo  mismo  que  constituye  la  prueba  decisiva 
en  esta  causa  á  falta  de  testigos,  reconocimientos  y  testifica- 
ciones en  el  lugar  del  cHmen  y  sobre  el  cuerpo  mismo  de  las 
victimas ;  que  cumple  en  consecuencia  bacef  lugar  á  las  cir- 
cunstancias que  ofrece  la  confesión  en  los  párrafos  3,  4,  5  y 
7  de  la  narración  que  precede ;  y  por  último  apartar  del 
caso  la  aplicación  de  la  pena  ordinaria  de  muerte,  que  aunque 
procedente  según  las  leyes,  vendría  á  ser  irreinedi&ble,  si 
por  acaso  no  bastase  cuanto  se  ba  acumulado  en  el  proceso 
para  garantir  la  verdad,  y  én  vez  de  ella  se  hubiese  consa- 
grado el  error,  y  penado  al  que  no  se  débia  con  la  última  y 
la  mas  irreparable  de  las  penas; 

Considerando  :  que  tales  dudas,  y  el  vacio  que  deja  en  esta 
causa  el  no  haberse  por  material  imposibilidad,  constatado  el 
cuerpo  del  delito^  en  parajes  desiertos  é  i|(norádos^  ni  hecho 
el  reconocimiento  de  cadáveres  después  de  largo  tiempo  se- 
pultados y  disueltos  en  el  agua  6  arrastrados  por  la  corriente 
de  arroyos  desconocidos^  han  inducido  el  Fiscal  ad  hoc  de  la 
causa  á  pedir  solo  la  pena  de  diez  años  de  presidio  y  tra- 
bajos forzados,  que  es  ICi  que  sigue  inmediatametate  á  la 
de  muerte  que  habia  de  aplicarse  á  Cano  conforme  á  las  leyes 
10,  tít.  23,  y  10>  tít.  26,  lib.  8*  R.  C.  y  ley  %  tít.  8%  part. 
7^  avanzándose  el  defensor  del  reo  á  pedir  se  le  absuelva  de 
la  instancia,  fundado  como  el  Fiscal,  en  no  hallarse  plena- 
mente comprobado  el  cuerpo  del  delito,  no  obstante  la  con- 
fesión, los  indicios  y  circunstancias  que  acreditan  la  existen- 
cia de  aquel,  si  bien  que  hecha  aquella  sin  que  conste  ple- 
namente el  delito,  dice  la  ley  5,  tít.  i  3,  part.  3*.  tAcmseja 
que  se  hizo  por  hierro  ó  por  locura,  i^ 
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Considerando :  que  la  jurisdicción  Nacional  obra  en  esta 
causa  por  tratarse  de  delitos  cometidos  en  territorio  fluvial  de 
la  Nación,  para  los  que  se  dictó  la  ley  penal  del  Congreso  de 
fecha  14  de  Setiembre  de  1863;  que  en  su  titulo  3,  art. 
13,  establece  para  el  crimen  de  piratería  acompañado  de  ho- 
micidio, la  pena  de  muerte^  ó  la  de  diez  años  de  trabajos  for- 
zados, estableciendo  así  en  delitos  tan  análogos  al  presente^ 
por  el  sitio,  naturaleza  de  los  hechos  y  vida  nómada  de  los 
que  los  perpetran,  una  gradación  de  penas  que  han  de  apli- 
carse siguiendo  las  circunstancias  atenuantes  á  que  hubiere 
logar  en  la  causa  ;  como  asi  mismo  que  en  el  artículo  93  de 
la  citada  ley  se  prescribe  que  hayan  de  castigar  los  delitos 
con  la  moderación  de  las  penas  que  ha  entroducido  la  prác- 
tica de  los  tribunales,  observándose  como  muy  rara  la  ape- 
lación de  la  pena  de  muerte  en  los  Tribunales  de  la  Repú- 
blica, no  obstante  la  gravedad  de  los  crímenes.  Por  tales 
fundamentos  y  aplicando  al  caso  los  artículos  13  y  93  de  la 
ley  Nacional  citada : 

Fallo  :  que  debo  condenar  y  condeno  á  Santiago  Cano  á 
la  pena  de  diez  años  de  presidio  y  trabajos  forzados  en  Pata- 
gones y  al  pago  de  las  costas  del  proceso,  debiéndose  elevar 
esta  sentencia  á  la  Suprema  Corte  si  fuere  apelada  y  si  eje- 
cutoriada, sin  apelación,  comunicarse  por  oficio  al  P.  E.  N. 
para  que  provea  á  su  cumplimiento^  conforme  á  lo  dispuesto 
por  el  articulo  367  de  la  ley  de  iA  de  Septiembre  de  1863. 
— Y  por  esta  mi  [sentencia,  definitivamente  juzgando,  asi  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  del  Rosario  de 
Santa-Fe,  á  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 

José  M.  Zuviria. 

Apelada  la  sentencia,  el  defensor  espresando  agravios  dijo  : 
que  sin  probar  la  previa  existencia  de  un  delito,  no  podia  pro- 
cederse  criminalmente,  porque  sin  delito  no  hay  delincuente  : 

Que  en  este  proceso  no  estaban  comprobados  los  crímenes 
que  se  suponían  perpetrados,    pero,  ni  siquiera    constatada 

27. 


394         FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

la  existencia  anterior  de  los  que  se  daban  por  Tíctimas,  ni 
menos  su  muerte  violenta  con  las  armas  recordadas  en  el  fallo 
recurrido. 

Que  no  existia  otra  prueba  fuera  de  la  confesión  del  reo,  la 
declaración  de  su  manceba  y  la  de  un  niño  de  seis  años ; 
que  la  declaración  de  estos  era  inaceptable,  porque  eviden- 
temente han  sido  inducidos  por  Cano  para  darla,  y  no  pre- 
senciaron la  muerte  de  Balenzuela,  ni  de  Anastacia. 

Que  respecto  de  la  confesiim  era  verdad  que  se  reputa  ella 
como  la  mejor  de  las  pruebas ;  pero  que  en  materia  criminal 
no  bastaba  la  sola  confesión  del  reo,  especialmente  en  los  de* 
litos  capitales^  sino  que  era  preciso  presentar  otras  pruebas 
independientes  de  ella* 

Que  la  insignificancia  ó  puerilidad  de  los  motivos  que  ale- 
ga Cano  para  los  dosh  omicidios  de  que  es  acusado,  mostraba 
que  la  desesperación,  el  desprecio  de  la  vida  ú  otra  cosa  se- 
mejante era  lo  que  le  indocia  á  acusarse  delincuente. 

Que  las  declaraciones  de  Rumualda  y  Victor  que  al  parecer 
corroboran  la  confesión  del  procesado  no  eran  atendibles, 
porque  ellos  no  presenciaron  el  hecho  y  supieron  la  muerte 
de  sus  padres  por  aviso  de  Cano. 

Que  por  consiguiente  eran  testigos  de  referencia,  cuyas  pa-^ 
labras  no  eran  en  último  examen  sino  el  eco  de  Cano ;  que 
este  proceso  iodo,  era  obra  de  Cano,  la  confesión  de  los  su- 
puesto delitos,  asi  como  las  declaraciones  de  estos  dos  testigos. 

Que  como  habia  recordado,  no  estaba  comprobada  la  exis- 
tencia anterior  de  Anastacia  y  Balenzuela,  ni  su  desaparición; 
que  en. tal  caso  no  podia  afirmarse  que  existia  delito,  ni  me- 
nos por  consiguiente  imponerse  condenación. 

Recordó  finalmente  la  máxima  de  Quintiliano  en  sus  decla- 
raciones :  «  El  que  se  confiesa  culpable  de  un  delito  debe  ser 
<  considerado  como  demente.  Nadie  puede  acusarse  á  si  mis- 
« mo,  sino  en  un  momento  de  furor,  ó  de  una  especie 
«  de  embriaguez,  ó  por  error,  ó  por  la  violencia  del  dolor, 
«  ó  por  el  terror  del  tormento.  Nadie  puede  hablar  contra 
«  si  mismo,   para  su  ruina,  si  no  ha  sido  obligado  á  9II0.  » 
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Dado  traslado  al  sen<Nr  Procurador  Generat  lo  conlestó  p 
diendo  la  confinnaeíou  de  la  sentencia  por  las  coBStderaeio- 
nes  siguientes:  desde  los  primeros  pasos  de  esta    causa  el 
crimen  está  plenamente  probado  á  pesar  de  haberse'  cometido- 
en  un  lugar  despoblado  y  sin  otros  testaos  que    dos  niños. 

Ni  el  buen  criterio^  ni  la  ley  permiten  mirar  la  declaración 
de  los  niños  Victor  y  Rumualda  con  el  desprecio  que  ostenta 
el  defensor;  porque  aunque  es  cierto  qué  tík  las  causas  cri 
mínales  el  testigo  debe  tener  20  anos  cumplidos  |iai1i  qué 
pueda  bacer  prueba  acabada  contra  el  reo,  la  misma  que  esto 
dispone  concluye  diciendo,  que  recibida  la  de^racion  de 
menores,  seymdo  de  buen  entendimiento  á  tales  menores  fon 
rían  gran  presumpcion  al  hecho  que  fuese  el  testimonio. 

Y  ¿qué  persona  no  creerá  que  éstos  niños  en  quienes  no 
puede  suponerse  ni  odio,  ni  fraude,  ni  alucinación,  dicen  la 
verdad^  cuando  aseguran  que  vieron  asesinar  á  Balenzuela  y 
oyeron  los  gritos  de  su  madre  Anastacia,  cuando  era  igual- 
mente asesinada? 

La  confesión  esplfcita  del  reo  én  que  refiere  con  todas  sus 
horribles  circunsiancias  estos  dos  bomicMios  alevosos,  viene 
á  quitar  hasta  la  sombra  de  la  duda  que  pudiera  asaltar  el 
ánimo  del  Juez. 

La  defensa  sin  embargo,  se  apoya  en  dos  fundamentos: — 
1»  Que  no  consta  el  cuerpo  del  delito  : — ^^  Que  en  las  causas 
capitales  no  basta  la  confesión  del  reo,  sin  otras  pruebas, 
para  imponer  la  pena. 

En  cuanto  á  lo  primero,  seria  un  error  creer  que  por  no 
haber  aparecido  los  cadáveres  de  Balenzuela  y  Anastacia  no 
podia  procederse  criminalmente  en  este  caso. 

El  cuerpo  del  delito  no  es  en  rigor  otra  cosa  que  la  ejecu 
cion,  la  realidad  del  delito  mismo.  El  examen  de  un  cadá- 
ver asesinado  es  sin  duda  la  mejor  prueba  de  que  se  ha  come- 
tido un  crimen  ;  pero,  no  es  la  única  y  necesaria :  cualquiera 
otra  prueba  puede  aducirse  con  el  mismo  objeto ;  y,  en  este 
caso  la  declaración  de  los  dos  niños  y  la  confesión  del  reo 
son  una  prueba  perfecta  del  cuerpo  del  delito. 


/ 
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En  cuanto  á  la  segunda,  cualquiera  que  sea  el  valor  de 
las  doctrinas  alegadas,  no  tienen  aplicación  á  la  causa  pre- 
sente, porque  la  confesión  del  reo  no  es  la  única  prueba  y 
porque  la  sentencia  no  ha  impuesto   la  pena  capital. 

Me  he  preguntado  muchas  yeces  por  qué  no  ha  impuesto  el 
juez  la  última  pena  á  un  crimen  tan  alevoso,  tan  inmotivado, 
tan  feroz,  y  no  he  podido  encontrar  una  razón  suficiente. 

Pero,  no  habiendo  apelado  el  fiscal  en  esta  causa,  ni  siendo 
la  práctica  de  los  Tribunales  Superiores  agravar  hasta  la  muer- 
te la  pena  impuesta  en  primera  instancia ;  roe  he  limitado  á 
pedir  la  confirmación  de  la  sentencia. 

Francisco  Pico, 


F»ll«  4le  I»  Suprema  €7orte. 


Buenos  Aires,  Octubre  i  6  de  1866. 

Tistos :  Por  sus  fundamentos   se  confirma  la  sentencia  de 
foja...  y  devuélvanse. 

Francisco  db  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  PazoSv — José  B.  Goros- 
tiaga. 
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CIiX.X.1. 


Dan  José  Cobos  con  la  sucesión  de    don  Julián  Aberastain^ 
sobre  suspensión  de  resolución  de  un  Juez  de  Provincia. 


Sumario. — 1^  El  Juez  recusado  en  un  asunto  no  puede  de- 
sempeñar con  relación  á  él  acto  alguno  de  jurisdicción. 

^  La  petición  cuyo  objeto  es  que  se  suspenda  la  ejecución 
de  un  auto  de  un  juez  de  provincia,  importa  un  recurso  conr 
tra  dicho  auto. 

S"*  El  recurso  de  apelación  creado  por. el  artículo  21  de  la 
ley  Nacianal  de  16  de  Octubre  de  1862  ba  sido  suprimido 
por  la  de  14  de  Setiembre  de  1863  correctoría  de  aquella, 
sustituyéndose  el  procedimiento  fijado  por  el  arl*  14  de  esta. 


Caso. — Don  José  Cobos  se  presentó  al  Juzgado  de  Sectíon 
de  Mendoza  espouiendo  que  en  los  últimos  dias  del  mes  de 
Abril  de  1866,  el  juez  de  letr^  de  la  provincia  mandd  prac- 
ticar á  petición  de  don  Hilario  Correa  representando  U  suce- 
sión de  don  Julián  Aberastain  la  mensura  de  un  terreno  de 
propiedad  del  esponente,  cuya  operación  fué  hecha  por  los 
agrimensores  don  Nicanor  Centeno  y  don  Teodosio  Galignia- 
na,  y  aprobado  por  dicho  juez  de  letras,  en  3  de  Julio  si- 
guiente, la  que  dio  por  resultado  que  se  le  despojó  de  mas 
de  400  cuadras  de  terreno  que  le  garantían  sus  títulos  de 
propiedad,  y  una  sentencia  ejecutoriada  de  la  justicia  Nacio- 
nal. 


398        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Que  lal  despojo  importaba  la  violación  de  los  artículos  17 
y  18  de  la  Constitución,  y  anulaba  los  linderos  fijados  en  su 
campo  por  la  Justicia  Nacional,  concediendo  á  Correa  dere- 
chos de  que  ha  sido  despojado  y  condenado  en  juicio  :  relató 
los  antecedentes  de  este  negocio^  diciendo  que  el  finado  don 
Francisco  Javier  de  la  Cruz  poseia  en  ei  lugar  llamado  €íres 
asequiast  un  campo  cuyos  límites  de  Sur  á  Norte  son  ei  rio  de 
Mendoza  y  el  Tunuyan:  que  el  campo  se  dividió  entre  sus 
|res  deudores  en  1810. 

Que  por  dicha  división  se  adjudicaron  38  cuadras  de  cabe* 
cera  de  poniente  á  naciente  á  don  Antonio  Moyano ;  27  1/2  á 
don  Manuel  Lemus,  y  27  1/2  á  don  Clement  Godoy. 

Que  en  1860  el  esponente  compró  á  Lemus  su  hijuela  de 
S7  1/2  cuadras,  de  las  que  había  estado  en  pc^esion  40  años. 

Que  UB  año  después  don  Tomás  Godoy  Cruz  dueño  de  la 
bijuela  de  don  Clemente  Godoy  se  presentó  al  esponente  pi- 
diendo deslinde  de  la  hijuela  que  compró  á  Lemus,  alegando 
que  tenia  mas  terreno  que  las  27  1/2  cuadras. 

Que  este  juicio  se  siguió  antes  los  Tribunales  Provinciales, 
que  follaron  que  el  esponente  no  tenia  mas  derecho  que  á  las 
27  1/2  cuadras  que  habia  comprado,  de  su  heredero  univer- 
sal Lemus,  mandando  entregar  los  terrenos  que  tenia  de- 
más á  don  Tomás  Godoy. 

Que  el  juicio  concluyó  definitivamente  en  Mayo  de  1864 
con  la  sentencia  de  la  21^  instancia. 

Que  la  testamentaria  Aberastain  que  representa  Correa  ha- 
bía comprado  á  Godoy  antes  de  la  conclusión  d^l  pleito  las 
demasias  que  cuestionaba,  y  por  consiguiente  se  mandaron  en- 
tregar dichas  demasias  á  Correa. 

Que  concluido  su  juicio  don  José  Elias  Bodriguez  compró 
los  derechos  que  correspondían  á  los  herederos  de  don  Anto- 
nio Moyano  sobre  dichas  demasias,  y  se  presentó  al  Juez 
de  Sección  de  San  Luis  por  recusación  del  de  Mendoza,  de- 
mandando á  don  Hilario  Correa  por  su  representación  para  que 
le  entregase  esas  demasias  que  le  habia  dado  la  justicia  pro- 
vincial, pues  tenia  mejor  derechos  á  ellas  £n  virtud  de  que 
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Godoy  babia  vendido  dos  veces  mas  de  terreno  que  pudiera 
corresponderle  en  los  terrenos  sobrantes  de  todo  el  campo. 

Que  el  Jaez  Nacional  de  San  Luis  para  conocer  si  existian 
las  demasías  que  se  demandaban,  ordenó  el  deslinde  de  todo  el 
eampo  de  don  Francisco  Javier  de  la  Cruz  y  separadamente 
de  las  tres  hijuelas  que  se  hicieron  en  1810. 

Que  esa  mensura  fué  practicada  por  el  agrimensor  nacio- 
nal don  Fernando  Bergmans  y  fué  aprobada  por  el  Juez  de 
Secdon  de  San  Luis  por  auto  de  28  de  Nov.  de  1865 ;  y  de 
la  misma  resultó  un  sobrante  de  17  1/2  cuadras  de  cabeceras 
igual  á  1400  cuadras  cuadradas  que  no  hablan  sido  divididas 
y  que  detentaba  don  Tomás  Godoy  Cruz,  habiendo  vendido  la 
mayor  parte   á  vanos  y  el  resto  á  don  Julián  Aberastain. 

Que  por  la  sentencia  del  Juez  de  Sección  de  San  Luis  se 
declaró  sin  derecho  á  ese  campo  á  Correa,  y  de  propiedad 
de  Rodríguez  los  terrenos  sobrantes. 

Que  dicho  sentencia  pasó  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y 
si  mandó  ejecutar  por  los  subalternos  del  juzgado  seccional 
de  Mendoza,  quienes  no  lo  hicieron  porque  Correa  resistió  y 
la  antoridad  local  no  dio  la  fuerza  necesaria. 

Que  de  lo  espuesto  resultaba :  1^  Que  la  justicia  nacional 
había  deslindado  todo  el  campo  con  arreglo  á  los  títulos  de 
propiedad. 

2^  Que  los  terrenos  sobrantes  á  que  Correa  creía  tener  de- 
recho por  la  sentencia  de  los  Tribunales  Provinciales  pertene- 
eian  á  Rodríguez  por  sentencia  del  Juez  Nacional. 

3^  Que  los  terrenos  del  demandante  garantidos  por  sus  tí- 
tulos, lo  estaban  también  por  la  justieía  nacional  quien  ha- 
bía fijado  los  límites. 

4fi  Que  la  operación  hecha  por  los  agrimensores  Galigniana 
y  Centeno  aprobada  por  el  juez  de  letras  era  un  despojo  vio- 
lento y  una  violación  de  los  artículos  citados  de  la  Consti- 
tución. 

Referió  después  el  modo  como  había  procedido  el  juez  de 
letvas  en  el  juicio  promovido  por  Godoy,  y  dijo  que  aquel 
imputaba  el  desconocimiento  de  la  sentencia  del  Juez  de  Sec  • 
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cica  de  San  Luis,  que  debía  ser  respectada  por  haber  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Pidió  que  el  juzgado  de  sección  declarase  que  Cobos  no  es- 
taba obligado  á  respetar  lo  resuelto  por  el  jqez  de  letras  de 
la  proTÍncia^  y  mandase  suspender  la  ejecución  de  dicho 
auto,  haciendo  respetar  su  propiedad  con  los  linderos  fija*- 
dos  por  la  mensura  de  Bergmans  aprobada  por  el  Juez  de  Sec- 
ción de  San  Luis. 

Presentados  los  documentos  de  su  referencia  se  dictó  el 
sigqiente : 

]Pnll«  4cl  «iuea  fle«ei«n»l« 

Mendoza,  Julio  17  de  1866. 

Teniendo  presente. — Primero:  Que  en  el  asunto  que  conoce 
el  señor  Juez  de  Sección  de  San  Luis,  el  infrascrito  fué 
recusado,  que  por  consiguiente,  ningún  acto  de  jurisdicción 
puede  desempeñar  con  relación  á  dicho  asunto ; — Segundo. 
Que  esta  petición  importa  un  recurso  al  juez  seccional  para 
que  revoque  los  procedimientos  de  un  Juez  de  Provincia,  que 
según  los  hechos  relatados,  es  de  su  esclusiva  competencia ; 
— Tercero;  Que  el  fundamento  de  la  infracción  constitucional 
que  se  representa,  no  aparece  de  autos,  ni  menos  tiene 
una  relación  directa  é  inmediata  con  los  artículos  17  y  18 
de  la  Constitución  Nacional ; — Cuarto :  Que  si  hay  infracción, 
esta  no  pasa  de  ser  de  ser  simple  tramitación,  que  la  autori- 
dad Nacional  no  puede  imponer  á  la  Proyin^^al  ppr  no  ser  de 
BU  incumbencia  darle  reglas  de  procedimientos,  por  ser  com- 
pletamente independiente,  esta  de  aquella  y  vice  versa^  mientras 
no  se  viole  la  Constitución,  las  leyes  ó  tratados  sancionados 
por  el  Congreso ; — Quihto :  Que  sin  embargo  que  ttn.Juez  de 
Sección  puede  conocer  eA  grado  de  apelación  de  los  fallos  y 
resoluciones  de  los  juzgados  inferiores  de  Provincia  en 
los  casos  rejidos  por  la  Constitución  y  leyes  Nacionales, 
este  caso  ha  pasado  ya,  pues  el  infrascrito  ha  visto  los  autos 
de  la  materia  ocasión  del  juicio  puesto  por  don  Severo  Gu- 
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tierrez  del  Castillo  que  se  ha  elevado  á  la  Corte  por  apela- 
ción ;  y — Sesto :  Resultando  en  fin  que  el  desalojo  de  que  se 
queja  don  José  Cobos  ha  sido  ordenado  por  un  Juez  de  la 
Provincia  á  virtud  de  un  pleito  que  se  sigue  ante  él ;  y  de- 
biendo las  causas  radicadas  ante  las  justicias  de  provincias 
fenecerse  ante  ellas :  de  acuerdo  con  el  artículo  14  de  la  ley 

de  Setiembre  de  1863 :  no  ha  lugar. 

Palma. 

Interpuesta  apelación  por  Cobos,  y  concedida   en  relación 

se  dictd  el  siguiente  : 

Falto  úe    lü    Supremii  Corte* 

Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1866. 
Vistos :  y  considerando  que  por  la  ley  de  catorce  de  Setiem- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  correctoria  de  la  de  diez  y 
seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  se  suprimió 
el  recurso  de  apelación,  creado  por  esta,  de  las  resoluciones 
de  los  juzgados  inferiores  de  Provincia,  en  que  se  hubiese  vio- 
lado la  Constitución,  las  leyes  ó  los  tratados  de  la  Nación, 
para  ante  los  Juzgados  Federales  do  Sección,  sustituyéndose 
])ara  estos  casos  el  procedimiento  descrito  en  el  articulo 
catorce  de  la  nueva  ley ;  que,  por  consiguiente,  aun  cuando 
apareciese  justificada  la  infracción  constitucional  alegada  por 
don  José  Cobos,  y  no  obstante  ser  definitivo  el  auto  del  Juez 
de  Letras  de  que  se  queja  ante  el  Juez  de  Sección,  y  no  de 
simple  tramitación,  como  este  lo  considere,  su  recurso  de 
apelación  directia  no  ha  debido  admitirse ;  por  estos  funda- 
mentos, y  por  los  «spuestos  en  los  considerandos  primero  y 
segundo  del  auto  apelado  á  fojas . . .,  se  confirma  este  con 
costas;  y  no  habiendo  comparecido  las  partes  ante  la  Supre- 
ma Corte,  agregase  la  planilla  de  costas  y  reposición  de  sellos, 
y  devuélvanse  para  que  el  Juez  d  quo  mande  hacer  la  notifi- 
cación de  este  auto,  é  intimase  el  pago  de  aquella  á  quien 
corresponda. 

FRANCISCO  DE  LAS  CaRBBRAS. — SALVA- 
DOR M.  DEL  Carril. — ^José  Bar- 
ros Pazos.— Fraí^cisco  Delgado. 
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CAlJftJL    CIilLlLII. 


Don    Carmelo  Libaroz    con    don   Ventura    Fernandez^  sobre 

competencia. 


Sumario, — En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente  por 
la  distinta  nacionalidad  de  las  personas,  se  entiende  pro- 
rogada  la  jurisdicción  provincial,  toda  vez  que  el  estranjero 
demande  ante  ella  á  un  ciudadano. 


Caso. — ^Don  Ventora  Fernandez,  estranjero,  demandó  ante  el 
Tribttsal  de  Comercio  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  á  doa 
Carmelo  Libaroz,  argentino,  por  cobro  de  pesos* 

Al  difctttisae  un  incidente  promovido  antes  de  contestar 
la  demanda.  Libaros  previno  al  juzgado  de  Comercio  su  falta 
de  competencia  para  conocer  de  la  causa. 

Resuelto  el  incidente,  y  ordenádose  á  Libaroz  que  contes- 
tase la  demanda,  este  decliné  de  la  jurisdicción  provincial, 
diciendo  que  la  cuestión  debía  conocerse  por  los  tribanales 
nocionales  ai  razón  de  la  distinta  naeionriidad  de  las  per- 
sonas, 

Fernandez  contestó  que  la  declinotorta  de  jorisdiceion  de- 
bió oponerse  dentro  de  nueve  días  desde  la  demanda ;  que 
ademas  no  era  exacto  el  fundamento  de  la  escepcion. 

Que  en  efecto  en  los  casos  de  jurisdicción  concurrente  por 
la  calidad  de  las  personas,  si  el  estranjero  es  el  deman- 
dante y  ha  elegido  los  tribunales  provinciales,  debe  enten- 
derse que  se  ha   prorrogado    la  jurisdicción  provincial,  por 
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cuanto  la  nacional  ha  sido  creada  en  este  caso   para  el  es- 
Uranj^o  y  no  para  el  arjentino. 

Qué  por  consiguiente  entablada  una  demanda  entre  un  es- 
tranfero  ante  la  justicia  de  provincia,  la  facultad  de  declinar 
de  su  jurisdicción  compete  solo  al  ei^tranjero,  y  no  al  ar- 
jentino. 

Que  eslo  también  es  lo  que  resulta  de  la  disposición  con- 
tenida en  el  inc.  4,  art,  12,  de  la  ley  de  14  de  Setiembre, 
de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales* 

El  Juez  de  Comercio  dictó  la  siguiente  resolución. 

Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1866.  Y  vistos;  considerando 
que  si  bien  es  cierto  que  el  conocimiento  de  este  asunto  pu- 
do llevarse  ante  la  Justicia  Federal,  no  lo  es  menos  que, 
siendo  concurrente  la  jurisdicción  provincial,  carece  de  todo 
fundamento  la  declinación  deducida,  atento  no  solo  el  estado 
actual  de  la  causa,  sino  también  la  prescripción  de  la  ley  na- 
cional de  Setiembre  de  1863  :  lo  primero  porque  aquella  es- 
cepcion  supone  términos  hábiles,  y  los  autos  demuestran,  á 
la  vez  que  la  espiración  de  esos  términos,  el  reconocimiento 
de  la  jurisdicción  por  parte  de  Libaroz,  mediantes  ciertos  ac- 
tos qne  ha  practicado  durante  el  progreso  de  esta  causa ;  lo 
segando  porque  >  la  letra  y  espíritu  de  esa  ley  en  su  artículo 
12,  inc.  4'',  hacen  comprender  que  el  filero  Nacional  ha  si- 
do introducido,  en  este  caso,  en  favor  del  estranjero,  de  lo 
que  se  deduce  que  habiendo  este  reconocido  la  jurisdicción 
provincial  no  puede  declinar  de  ella  el  ciudadano  del  país : 
por  estas  consideraciones  y  demás  contenidas  en  el  escrito 
que  antecede,  no  ha  lugar  á  la  declinatoria  deducida^  y 
contéstese  el  traslado  pendiente. 

Barra. 

La  parte  de  Libaroz  apeló  en  relación  de  este  auto  para 
ante  el  Superior  Tribunal,  quien  lo  confirmó  el  21  de  Setiem- 
bre del  1866  por  la  siguiente  resolución  : 

c  Vistos :  sin  embargo  que  la  práctica  constante  de  nuestros 
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c  Tribunales,  ha  establecido  por  varías  decisiones  analizas, 
€  que  las  escepciones  dilatorias  pueden  oponerse  en  cualquier 
€  tiempo  antes  de  la  litis  contestación,  por  los  demás  funda- 
c  montos  del  auto  apelado  de  foja  59,  se  confirma^  con  costas, 
€  y  satisfechas  devuélvanse^  > 

La  misma  parte  de  Libaroz  interpuso  el  recurso  que  conce- 
de la  ley  de  i  4  de  Setiembre  de  1863  articulo  14  que  le  fué 
concedido  en  relación. 

Fallo  lie  I»  Supremn  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1866. 

Vistos  :  Debiendo  entenderse  que  la  jurisdiccioq  del  juzgado 
de  Comercio  de  esta  Provincia  ba  sido  prorrogada  en  el  pre- 
senta caso,  ep  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  artículo 
doce,  inciso  cuatro  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  y  siendo  esta  la  inteligencia  que 
se  ha  dado  por  la  resolución  apelada  en  la  clausula  cuestio* 
nada  de  dicha  ley,  no  ha  lugar  al  recurso  intrepuesto  con 
co3tas,  y  satisfechas  que  sesin  y  re^puestos  ]Qs*seIlos  devuélvanse» 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Haría 
DEL  Carril. — Francisco  Delgado. — José 
Barros  Pazos.— José  B.    Qorostiaga. 
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CAUSA  CIíJLXlIl. 


Jiuin  José  Soto  con  el  P.  E.N.^  sobre  prisión  inconstihicionaL 


Sumario. — 1<^  Durante  el  estado  de  sitio  el  P.  E.  N.  tiene 
la  facultad  de  prender  y  desterrar  á  los  individuos  sospe- 
chosos. 

2o  El  articulo  sobre  no  innovación  de  una  prisión  ordenada 
en  uso  de  esa  facultad,  siendo  la  cuestión  principal  la  ilega^ 
lidad  de  aquella  por  ser  inconstitucional  el  estado  de  sitio, 
envuelve  la  resolución  del  fondo. 

3<»  La  no  innovación  en  este  caso  no  podría  ordenarse  sino 
en  el  concepto  de  la  inconstitucionalidad  del  estado  de  sitio. 

4fi  No  puede  anticiparse  la  resolución  del  fondo  por  la  de 
un  articulo. 


Caso, — Don  Juan  José  Soto  fué  puesto  preso  por  el  Gefe 
de  Policia,  por  orden  recibida  del  P.  E.  N.  á  fines  de  Julio 
último. 

El  mismo  en  31  de  dicho  mes  se  presentó  al  Juzgado  Na- 
cional, pidiendo  se  mandara  cesar  su  prisión  como  atentatoria 
á  las  garantías  constitucionales,  y  se  reserveran  sus  derechos 
por  los  daños  y  perjuicios  que  aquel  atentado  le  irrogaba. 

Dijo  que  la  declaración  del  estado  de  sitio  en  todo  el  ter- 
ritorio de  la  República,  en  cuya  virtud  quedaban  suspendidas 
las  garantías  constitucionales,  era  contraria  á  la  letra  y  al  es- 
píritu de  la  Constitución. 

Que  ninguna  mayoria,  partido  ó  asamblea,  según  Estevan 
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Echeverría,  tenia  derecho  para  establecer  una  ley  que  atacase 
las  leyes  naturales  y  los  principios  conservadores  de  la  sode- 
dád^  y  pusiera  á  la  merced  del  capricho  de  un  hombre  la 
dignidad,  la  libertad  y  la  vida  de  todos. 

Que  tal  era  la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio,  que 
el  Fiscal  del  Estado  doctor  Ferreyra  en  1663  con  motivo  de 
la  declaración  de  estado  de  sitio  de  la  Provincia  de  San  Juan 
hecha  por  el  Gobernador  Sarmiento^  llamó  contradietorió  el 
articulo  de  la  Constitución  que  prohibe  y  anula  las  facultades 
esttaerdinarias  en  el  E^  N.  y  en  los  Gobernadores  bajo  la 
responsabilidad  de  la  pena  de  infames  traidores  á  la  Patria. 

Que  la  misma  Constitücíoii  demoslraba  con  cuanta  parsi- 
monia dehkin  suspenderse  esas  garantíaBv.  esto  es^  en  ^  solo 
caso  de  estrema  necesidad,  pues  en  el  artículo  23  se  establece 
que:  cEn  caso  de  conmoción  interior  ó  de  ataque  esterlor, 
que  p$nga  eti  peligro  el  ejercicio  de  la  Conetitucion  y  de  las 
auloridades  creadas  por  eíla-,  se  declarará  e%  estado  de  sitio 
la  Provincia  ó  territorio  eti  donde  existe  la  perturbación  del 
órden^  quedando  suspensas  allí  las  garantías  constitucionales. 

Que  la  Constitución  no  se  refiere  á  todo  el  territorio  de 
la  República^ 

Que  el  ataque  exterior  á  que  se  refiere  el  articulo  2S,  y 
que  en  el  presente  caso  es  la  guerra  con  el  Paraguay,  ha 
debido  hacerse  á  la  Capital  de  la  República  para  que  el  terri 
torio  de  esta  pudiese  haber  sido  constitucionahnente  puesto 
en  estado  de  sitio. 

Que  la  oración  copulativa  del  primo  inciso  del  articulo  23 
cque  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  y  de 
las  autoridades  creadas  por  ella»  demuestra  que  solo  cuando 
se  trata  de  un  ataque  formal,  estremo  y  es  que  no  hay  se- 
guridad para  los  mismos  jueces,  se  puede  declarar  el  estado 
de  sitio. 

Pero  que  este  ataque  no  ha  querido  suponerse  por  el  Le- 
gislador que  pudiera  ser  alguna  vez  simultáneo,  y  estensivo 
á  toda  la  República,  como  lo  demuestran  las  palabras  «en  la 
Provincia  ó  territorio  donde  existe  la  perturbación  del  orden» . 
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Que  la  limitación  de  esas  palabras  se  hace  clara  por  el  art. 
86,  inc*  19,  de  la  Constitución  que  entre  las  atribuciones  del 
P.  E.  coloca  la  de  c  declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios 
puntos  de  la  nación  en  caso  de  ataque  esierior  y  por  un 
término  limitado  con  acuerdo  del  Senado. 

Que  por  consiguiente^  el  estado  de  siiio  debe  ser  circuns^ 
crito  en  el  espacio  así  como  en  el  ti^po. 

Agregd  que  la  capital  nunca  ha  sufrido  la  zgresifm  esierior^ 
ni  vid  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  y  de  las 
autoridades  creadas  por  ella,  así  como  no  esperímentd  fa  per'* 
turbación  del  orden. 

Que  por  consiguiente,  no  puede  ser  oonstUucíonalflsente  de- 
clarado en  estado  de  sitio,  y  una  declaración  semejsmte  im- 
porta una  abierta  infracción  de  los  artículos  23  y  96^  inc.  19 
de  la  Constitución,  asi  como  importa  una  doble  violación  de 
los  dichos  artículos,  la  declaración  del  estado  de  «lio  nn 
limitación  de  tiempo. 

Recordó  que  el  peligro  de  que  las  arbitrarias  interpretacio- 
nes de  la  Constitución  no  hicieran  ilusorias  sus  garantías, 
inspiró  la  idea  de  tin  poder  moderador  que  recháa^ara  cuanto 
pudiese  hacer  peligrar  la  letra  y  espíritu  de  la  Constitución. 

Citó  la  doctrina  de  Story  y  de  Weibar  que  tratan  de  ese 
poder,  y  del  modo  y  forma  con  que  puede  declarar  nula  una 
ley  ó  un  decreto  contrario  á  la  Constitución,  esto  es  cuando 
algún  particular  agredido  por  aquella  en  sus  derechos  garanti- 
dos por  esta,  ocurre  á  la  justicia  federal  para  hacerles  res- 
petar. 

Citó  también  las  palabl*as  del  Senador  Zapata  en  la  discu- 
sión sobre  la  ley  de  justicia  federal  de  1857,  y  las  palabras  de 
Tocqueville  sobre  justicia  federal,  demostrando  el  modo  in- 
derecto  como  los  Tribunales  Federales  anulan  ó  enervan  las 
leyes  y  disposiciones  gubernativas  contrarias  á  la  ConstitocioD. 

Alegó  que  en  cuanto  á  él  se  habia  infringido  la  Constitu- 
ción poniéndolo  preso  á  virtud  de  un  estado  de  sitio  que  rá- 
ridicamente  no  existe^  y  se  hablan  conculcado  todas  las  no- 
ciones de  verdad  y  de  justicia 
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Que  para  JDSlificar  la  prisión,  el  P.  E.  había  supuesto  que 
era  un  de  los  redactores  de  fia  Ameriaa»^  siendo  esto  com- 
pletamente inexacto. 

Dijo  que  aunque  la  voz  de  da  Américaí^  había  sido  apa- 
gada^ no  debia  serlo  la  voz  de  la  justicia  federal,  que  mas 
alio  que  el  E.  N.,  y  el  Senado,  que  did  á  este  carta  blanca 
por  violar  la  Constitución,  la  levantará  en  alto,  y  demostrará 
que  no  hay  razones  de  estado  para  quebrantar  la  Constitución. 

Recordó  la  actitud  del  Senado  Romano,  que  para  dejar  in- 
violada la  ley  arrostró  el  descontento  de  las  legiones  vence- 
doras que  habían  dado  el  título  de  protector  á  Lucio  Marcio 
tribuno  militar,  quien  reuniendo  los  restos  dispersos  de  los  dos 
ejércitos  de  Publio  y  Éneo  Scipion,  había  salvado  en  España 
el  honor  de  la  República.  El  Senado  rechazó  la  usurpación 
de  ese  título  que  solo  podia  ser  dado  por  el  pueblo  y  no  por 
los  soldados. 

Concluyó  diciendo  que  la  Justicia  Federal  de  esta  nueva 
Roma,  que  no  tiene  de  un  lado  los  servicios  de  Lucio  Marcio, 
ni  del  otro  la  simple  usurpación  del  titulo  de  protector,  sino 
al  ataque  á  la  mas  alta  prerogativa  del  hombre,  la  de  su  se- 
guridad individual  agredida,  debia  restituir  la  libertad  á  los 
presos  y  dignidad  á  la  República,  y  que  no  debia  sostener 
que  «la  salvación  de  la  patria  fuera  la  única  ley;»  sino  que 
ffla  ley  era  la  única  salvación  de  la  patria. » 

El  Juez  de  Sección  pidió  los  informes  necesarios  y  resultó 
que  el  Gobierno  Nacional  habia  ordenado  la  prisión  de  Soto 
en  uso  de  las  facultades  que  le  acordaba  el  estado   de  sitio. 

Mientras  tanto,  el  Gobierno  Nacional  notificó  á  Soto  la  or- 
den para  que  en  el  término  de  tres  dias  saliera  con  destino 
á  Babia  Blanca,  sino  prefería  al  estranjero. 

Soto  reclamó  al  Juez  de  Sección,  y  este  ofició  al  P.  E., 
para  que  se  sirviese  dejar  sin  efecto  la  orden  de  traslación 
espedida  contra  Soto,  mientras  se  resolviera  sobre  la  cons- 
tilucionalidad  de  la  medida. 

Esta  fué  la  contestación  del  P.  E. 
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Buenos  Aíres^   AgoMo  6  del 866 

Al  Juez  Nacional  de  la  Sección  de  Bti^ios  Aires. 

Se  ha  recibido  en  este  ministerio  la  nota  de  V.  S.  de  fetha 
4  del  corriente,  en  la  que  pide  al  Poder  Ejecutivo  que  sé 
digne  dejar  sin  efecto  la  orden  de  traslación  espedida  respecto 
de  don  Augustin  de  Vedia  y  don  Juan  José  Soto^  hasta. tanto 
que  de  secida  sobre  la  reolamacion  interpuestas  por  .estos 
señores,  respecto  á  la  constitucioiialidad  de  la  medida* 

Tengo  &cden  del  señor  Vice-Presidente  para  contestar  á 
V.  S<  que  el  Gobierno  está  dispuesto  á  llevar  adelante  la  eje- 
cución de  la  medida  mencionada,  que  fué  adoptada  en  ejer- 
cicio de  un  derecho  propio  y  perfecto  del  P.  E.  Nacional, 
haciendo  uso  del  astado  de  sitio  en  que  está  competentemente 
declarada  la  República.  Mientras  la  justicia  nacional  lla- 
mada á  resolver  en  un  caso  entre  parles  sobre  el  valor  coqs- 
titucional  del  decreto  del  estado  de  sitio  no  decidiere  lo  con*- 
trSñria^  ésta  disposición  dictada  por  d  Presidente  de  la  Repú- 
blico apoyada  por  e)  acuerdo  del  Senado,  tiene  para  el  Go^ 
biemo  todos  los  caracteres  de  una  facultad  legitimscmente  de- 
rivada de  la  ley  fundamental,  y  debe  tener  para  las  otras,  á 
lo  menos  la  presunción  de  su  eontítncioéalidad.  Pero  si  lle- 
gado el  caso,  los  Tribunales  Nacionales  lo  decidiesen  de  otra 
suerte,  el  P.  E.  procederá  entonces,  como  ddie  somefiéu' 
dose  á  la  resolución  definitiva  del  poder  judicial» 

Entre  tanto  4  feada  uñó  de  los  poderes  públicos  obra  con 
absoluta  independencia  y  dentro  de  la  esfera  definida  de  stf 
acción^  aplicando  la  Constitución  y  las  leyes  como  mejor  lo 
entiendan^  sin  otra  limitación  que  la  que  puedan  hútet  surgir 
los  actos  perfectos  y  definitivos  de  los  otros  poderes  coor- 
dinados con  los  cuales  está  en  relación.  Por  otra  parte,  es- 
tando establecido  por  nuestra  jurisprudencia  qáe  la  Nación  no 
puede  ser  demandada  y  que  solo  co^  so  consentimiento  pue- 
de ser  parte  en  un  juicio,  y  no  habiendo  prestado  ese  con- 
sentimiento, por  algún  acto  ó  declaración  que  ponga  al  P.  E. 
en  este  caso  bs^o  la  jurisdicción  de  ese  Tribunal,  no  puede 
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aceptarse  que  tenga  aquel  que  someterse  al  alcance  de  pro- 
videncias judiciales  dictadas  en  una  causa  en  la  que  no  tiene 
ni  quiere  tener  participación. 

No  me  toca,  ni  es  del  momento  recordar  á  Y.  S.  cual  de- 
be ser  el  camino  legal  que  loa  derechos  indmduales  deben 
seguir  para  encontrar  el  amparo  de  los  jueces  cuando  se  re- 
putan vulnerados  por  una  autoridad ;  pero  sí  me  corresponde 
defender  las  prerogativas  del  P.  E.  como  poder  independiente, 
al  ejercer  una  de  las  atribuciones  mas  delicadas  con  que 
la  Constitución  lo  inviste,  en  circunstancias  escepcionales  para 
los  fises  del  orden  público  y  de  la  seguridad  nacional. 

Dios  que  á  Y.  S. 

Guillermo  Rawsoti. 

Hecha  á  saber  i  Soto  la  contestación  del  Gobierno  Nacional, 
aquel  pidió  al  juez  que  diera  las  órdenes  oportunos  al  Gefe 
de  Policía  para  hacer  respetar  la  resolución  judicial* 

Dgo  que  su  propósito  no  habia  sido  demandar  al  P.  E., 
ni  í  otra  autoridad  ó  persona  determinada,  sino  esclusivamente 
ser  amparado  en  el  goce  de  los  derechos  que  le  acuerda  la 
Constitución. 

Qiie  si  el  juzgado  habla  creido  dejar  sin  efecto  una  medida 
adoptada  por  otra  autoridad  en  la  presente  causa  radicada  ante 
la  jurisdiecion  nacional ,  habia  sido  por  considerarla  atenta- 
toria y  nuUp 

Que  era  este  el  caso  de  aplicar  al  P.  E.,  la  misma  doctrina 
que  él  sostenb ;  pues  ni  él  consideraba  constitucional  la  de- 
claración de  estado  de  sitio,  mientras  no  se  hiciere  una  de- 
laracion  contraría  por  el  Poder  JudiciaU  el  juzgado  aceptaba 
la  presunción  de  la  constitucionalidad  respecto  del  arresto  qve 
es  la  cuestión  de  la  demanda  de  foja  1 . 

Pero  no  así  respecto  del  destierro.  En  cuanto  á  esto,  el 
juzgado  ya  habia  fallado  sobre  el  fondo.  Al  diario  sin  efecto 
lo  habia  declarado  ilegal. 

Dijo  que  el  juzgado  debía  sostener  su  resolución,  y  aunque 
el  P.  E.  no  quisiera  someterse  á  ello  b^o  el  protesto  de  no  ser 
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parte,  debia  tenerse  presente  qne  la  jurisdicción  déla  Justicia 
Federal  no  se  ejerce  sobre  los  poderes  constituidos,  sino  sobres- 
Ios  individuos ;  y  que  bastabf^  comunicar  las  resoluciones  ju- 
diciales á  las  personas  encargadas  de  ejecutar  las  orden  ile- 
gales del  P.  £. 

Que  en  este  caso  era  al  Gefe  de  Policía  á  quien  debia  co- 
municarse la  orden  del  juez,  siendo  asi  que  este  respondería 
con  su  persona  y  bienes  en  ejecutar  la  orden  del  Ejecutivo 
y  desobedecer  la  del  juzgado. 

Antes  de  resolver,  Soto  hizo  presente  al  juzgado  que  el 
P.  E.  habia  ordenado  fuese  trasladado  al  pontón  por  no  estar 
aun  lista  la  embarcación  para  Babia  Blanca,  en  caso  de  no  pre- 
ferir la  salida  fuera  de  la  República. 

Que  ante  una  determinación  tan  violenta  tettia  que  optar 
por  este  segundo  medio,  pero  solo  por  la  violonoia  que  se  le 
liacia. 

Que  porque  no  se  creyese  que  habia  reconocido  la  Lega- 
lidad de  los  procedimientos  del  P.  E.,  hacia  esta  mtmifesta- 
cion  y  pedia  se  impartieran  árdenos  al  Gefe  de  Policia  para 
impedir  el  cumplimiento  dp  las  ordenes  violentas  y  afutra- 
rías de  que  era  víctima. 

Fallo  del  Swimm  Seceioniii. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  i 866. 

No  siendo  exacto  lo  que  se  espresa  de  que  el  juzgado  haya 
pronunciádose  sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  considerando 
inconstitucional  la  medida  adoptada  por  el  P.  E.  que  motiva 
la  presente  reclamación,  pues  el  juzgado  solo  ha  pedido  al 
Gobierno  la  suspensión  de  una  de  sus  medidas,  es  decir,  la 
no  innovación  de  los  hechos,  sin  desconocer  la  facultad  que 
tiene  para  constituirle  en  prisión,  mientras  no  se  declare  por 
la  justicia  nacional  la  ilegalidad  de  ese  acto ;  y  lo  pidió,  sin 
ordenarlo,  en  la  creencia  de  que  ella  no  desvirtuaba  las  fa- 
cultades del  P.  E.,  ni  se  oponia  al  fin  que  este  se  habia  pro- 
puesto, y  si  á  fip  de  evitar  la  reposición  posible  de  a^tos 


412        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  GOBTB 

que  pudieran  traer  perjuicios ;  considerando  que  la  peUcton 
que  ahora  se  deduce  es  inadmisible  por  cuanto  pugna  con  el 
principio  de  la  independencia  de  los  poderes,  y  mi  hay  dispo- 
sición constitucional,  ley,  ni  razón  para  autorizarla ;  no  ba  lu- 
gar y  espere  el  recurrente  á  la  resolución  definitiva. 

Haredia. 

Soto  apeló,  y  concedido  el  recurso  en  relación,  la  Supre^ 
ina  Corte,  pam  n^jor  proveer^  confirió  vista  a)  seqor  Procu- 
rador General. 

•  • 

Este  funcionario  evacuó  la  vista  diciendo  que  la  cuestiou 
sometida  á  la  Suprema  Corte  era  si  el  juez  tenia  facultad 
para  contrariar  los  procedimientos  del  P.  E.  por  un  fiuto  in- 
ter)ocutorio,  pendiente  la  cuestión  principal. 

Que  este  auto  interlocutorio  envolvería  la  resolución  del 
fondo,  porque  no  podría  fundarse  sino  en  el  concepto  que  se 
forma  sobre  la  legalidad  ó  ilegalidad  del  estado  de  sitio,  pues 
si  él  fué  constitucionalmente  delarado  el  P.  J.  no  po(ii$t  opo- 
nerse á  I^  prisión  ó  destierro  que  el  S.  E.  pueda  decretar  ser 
gun  la  Constitución. 

Que  el  juez  no  podia  anticipar  por  un  auto  interlocutorio 
la  resolución  de  la  cuestión  principal,  y  por  consiguiente  qo 
debió  hacer  lugar  al  artículo  promovido. 

Que  no  era  cierto,^  que  una  vez  adinitido  el  reclamo  el 
preso  estaba  á  la  disposición  del  juez,  y  este  podia  ordenar 
i^ue  no  se  ioovase  la  situación,  porque  el  preso  estuvo  siem- 
pre á  la  disposición  del  Gobierno,  y  antes  de  declararse  la 
ilegalidad  de  esa  prisión,  no  babia  razón  para  decir  que  esta? 
ba  i  la  disposición  del  juzgado. 

Fallo   4e  lü  Suprenti»  dort^i. 

Buenos  Aíres^  Octubre  25  de  1866. 
Yistos :  De  conformidad  á  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
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Procurador  General  en  au  preced^ite  vista,  ae  confirma  el 
auto  apelado,  y  satisfecbaa  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse, 

Francisco  P£  las  Caereras»  -^  Salyabor 
María  del  Carril.— FRANasco  Delgado 
—José  Barros  Pazos.— José  B,  Gorost 

TIAGA. 
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Criminal   contra  Serapto  Qnintana  por  falsificación  y  ctrcula- 

don  de  moneda  metálica. 

Sumario. — !<>  Probado  el  delito  de  falsificación  y  circula- 
ción de  moneda  metálica  debe  imponerse  á  su  autor  la  pena 
que  señala  el  art.  60  de  la  ley  nacional  penal. 

^  La  reincidencia  en  el  mismo  delito  es  una  circunstancia 
agravante  f 

3*  El  no  haberse  cumplido  la  condena  impuesta  por  un 
delito,  no  impide  la  imposición  de  nueva  pena  por  la  reinci- 
dencia en  el  mismo  delito, 


Caso. — ^En  S^  de  Noviembre  de  1863  el  comisario  Igarzabal 
aprehendió  á  Francisco  Brown  y  á  Serapio  Quintana,  por  ser 
autores  de  una  falsificación  de  m^iied^  de  oro  de  varios^cuños 
que  dieron  á  la  circulación  y  fueron  halladas  en  varias  casas 
de  comercio. 

3e  les  siguió  causa,  procediendo  á  lev$intar  el  sumario  cor- 
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ser  fiítea  se  lo  manifestó  á  dicho  individuo «  quien  le  dijo  : 
f  bien^  guárdemela  que  yo  mandaré  una  persona  para  qoe 
c  se  la  abone  en  moneda  corriente.  > 

Preguntado  en  qué  conoció  que  la  onza  era  falsa,  contestó 
que  por  ser  estraordinariamente  grande,  diciendo  que  era 
igual  á  la  que  le  enseñaba  el  Comisario,  que  se  conocía  ser 
un  patacón  galvanizado. 

Se  interrogó  á  Quintana  si  habla  estado  en  la  mueblería 
donde  dice  haber  comprado  el  lavatorio  de  fierro  con  el  oh* 
to  también  de  comprar  una  mesita  de  noche :  y  contestó  que 
no  había  estado  con  ese  objeto. 

Con  estos  antecedentes  y  el  inventario  de  los  muebles  y 
otros  objetos  hallados  á  Quintana  se  remitió  el  proceso  al 
Juez  de  Sección. 

En  la  declaración  indagatoria.  Quintana  dijo  ser  boliviano, 
comerciante^  domiciliado  en  la  casa  calle  de  Córdoba  núm. 
358,  soltero  de  50  años. 

Declaró  que  fué  aprehendido  por  un  Comisario  de  Policía, 
presume  que  está  preso  por  el  delito  de  evasión  que  efectuó 
de  la  cárcel/ 

Que  se  ratificaba  en  la  declaración  de  foja  3. 

Preguntado  si  acostumbraba  ir  á  la  casa  de  Mayon,  con- 
testó que  aun  cuando  á  la  mujer  con  quién  vivia  le  dijo  va- 
rias veces  que  iba  á  la  indicada  casa,  no  era  cierto  que  hu- 
biese ido,  y  que  esto  lo  hacia  para  que  no  creyera  que 
iba  de  visita  á  otras  casas. 

Puestos  de  manifiestos  los  objetos  certificados  en  autos,  y 
preguntado  de  quien  ios  hubo,  dijo  que  estos  objetos  los 
tenia  desde  cuando  vivia  con  Brown,  antes  de  ser  preso  la 
primera  vez,  que  habían  quedado  alH  en  la  <»sa,  sin  que  los 
viere,  cuando  se  efectuó  el  primer  registro  y  que  á  un  mu* 
chacho  llamado  Julián  Martines  que  le  llevaba  la  comida 
á  la  cárcel  le  encargó  los  sacase  de  alli,  y  se  los  guardase 
como  en  efecto  lo  hizo  hasta  que  el  declarante  fugó  de  la 
cárcel  y  en  cuya  época  se  los  etitregó,  previniendo  que  se  re- 
itere á  la  pila,  la  piedra  y  la  botella  con  ácido  cloruro  de 
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potasa  y  sulfato  de  cobre,  pues  el  agua  fuerte  y  el  ácido 
nítrico  los  compró  después  en  la  botica  que  está  en  las  calles 
San  Martin  y  Tucuman^ 

Julia  Mayon  declaró  que  no  babia  conocido  á  Quintana 
sino  cuando  el  Comisario  Igarzabal  la  llamó  á  la  Policía  y  la 
preguntó  si  conocía  á  un  hombre  que  le  presentaba  y  que 
supo  llamarse  Quintana,  no  recordando  haberlo  visto  antes; 
y  que  ignoraba  también  si  Quintana  tenia  relaciones  con  su 
marido^  que  se  halla  desde  algún  tiempo  en  Montevideo. 

Antonia  Ricci  se  ratificó  en  la  declaración  prestada  ante  el 
Comisario 

Damiana  Famiani  dijo  que  se  ratificaba  en  la  delaracion 
prestada,  menos  en  la  parte  que  dice  que  Quintana  le  dio 
1010  pesos,  pues  Quintana  lo  mas  que  le  ha  dado  han  sido 
cantidades  de  100  ó  200  pesos,  y  que  los  muebles  le  pertene- 
cían á  ella  como  la  loza  y  una  mesita  de  coser. 

Preguntada  qué  i*azon  daba  Quintana  por  encerrarse  en  su 
habitación,  dijo  que  unas  veces  tenia  que  escribir  á  su 
familia  y  otras  que  tenia  dolor  de  cabeza  y  necesitaba 
estar  solo. 

Juan  Jacachari,  zapatero  >  frente  á  la  casa  del  Gobierno  de 
la  Provincia  declaró  que  no  podía  reconocer  el  baúl  porque 
en  su  casa  no  se  hacían,  y  se  inclinaba  á  creer  que  no  había 
recibido  moneda  metálica  falsa  porque  nunca  le  ha  sido  re* 
chazada  en  los  cambios  ó  de|>ósítos  que  hacía  en  el  banco 
inglés. 

Pascual  Quesnel,  preguntado^si  el  espejo  que  se  le  presenta 
ha  sido  vendido  por  él  y  á  quién  y  con  qué  clase  de  moneda 
se  lo  compraron,  dijo:  que  el  espejo  no  ha  sido  vendido  en 
su  casa,  puesto  que  nunca  ha  habido  espejos  de  esa  clase  en 
venta  en  su  tábríca. 

Silvio  Comoli,  farmacéutico,  calle  San  Martin  y  Tucuman, 
declaró  que  respecto  del  frasco  de  terralla  podía  asegurar  no 
haber  salido  de  su  casa,  y  por  la  botella  no  podía  asegurar 
se  habia  despachado  con  su  contenido  en  su  botica :   que  no 
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conocía  á  Quintana  y  no  recordaba  que  este  le  bvbiese  com- 
prado nada  con  moneda  falsa. 

tomada  la  confesión,  en  la  qne  Quintana  negó  el  hecho 
de  haber  falsificado  dinero^  ei  fiscal  á  quien  se  corrió  tista, 
espuso  que  constaba  el  delito  de  falsificación  cometido  con 
reincidencia  por  Serapio  Quintana,  aunque  esta  vez  no  lo 
confesaba,  como  confesó  la  primera. 

Dijo  que  contra  su  negativa  estaban  los  hechos  siguientes: 

1®  Haberse  encontrado  en  poder  de  Quintana  los  istrumen» 
tos  y  útiles  necesarios  para  la  galvanización  de  metales,  pro- 
cedimientos que  había  empleado  en  la  anterior  falsificación. 

^  Haberse  encontrado  eñ  su  poder  un  patacón  galvanizado, 
como  los  que  anteriormente  habia  hecho  pasar  por  onzas  de 
oro,  lo  que  demostraba  que  habia  vuelto  á  hacer  uso  crimi- 
nal de  los  espresados  útiles  é  instrumentos. 

3o  Haber  vivido  Quintana  por  cuatro  meses  con  nna  mujer 
sin  ocupación  alguna  y  no  obstantes  bslber  tenido  dinero  para 
sus  gastos,  y  hasta  para  comprar  algunos  muebles  sin  indicar 
.satisfactoriamente  la  procedencia  de  ese  dinero. 

4^  El  haberse  encerrado  frecuentemente  en  su  cuarto,  donde 
permanecía  algunas  horas  solo,  lo  cual  era  indicio  de  que  se 
ocupaba  en  galvanizar  moneda. 

,  .5^  El  haber  declarado  su  compañera  que  haJ)ia  visto  en 
poder  de  Quintana  mas  de  una  onza  como  la  que  se  le  ha  en- 
contrado y  algunos  patacones,  que  indudablemente  compraba 
para  galvanizar. 

6^  El  haber  ileclarado  Antonio  Ricci,  que  Quintana  fué  á 
comprar  á.su  muebleria  una  mesa  de  caoba  y  trató  de  pagársela 
con  una  onza  falsa  igual  á  la  que  se  ha  encontrado  en  su 
poder. 

Dijo  que  todas  estas  circunstancias  reunidas  formaban  la 
praeba  completa,  á  mas  de  la  que  los  instrumentos  y  útiles  de 
galvanización  y  el  patacón  galvanizado,  demostraban  por  si  solo 
la  existencia  del  delito. 

Que  las  mismas  circunstancias  adquirian  major  fuerza  con 
respecto  á  Quintana,  condenado  otra  vez  por  el  mismo  delito. 
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Que  á  esto  se  agregaba  qae  no  se  habian  podido  encontrar 
las  personas  de  quienes  Quintana  decía  faaber  obtenido  dinero, 
y  comprado  algunos  objetos,  babiendo  resultado  falsas  todas 
las  referencias  de  su  declaración,  como  la  compra  del  espejo, 
del  lavatorio,   del  agua  fuerte  y  ácido  nítrico. 

Que  era  inverosimil  que  conservase  desde  su  primera  prisión 
el  patacón  galvanizado  y  mas  inverosimil  que  los  instrumentos 
y  útiles  de  galvanizar  hubiesen  pasado  inapercibidos  á  la  inves- 
tigación hecha  en  su  habitación  por  la  Policía,  cuando  consta 
del  anterior  proceso  que  fueron  encontrados  objetos  semejantes 
que  quedaron  embargados  y  se  mandaron  destruir  por  la  sen- 
tencia. 

Por  las  consideraciones  espuestas,  el  fiscal  acusó  á  Serapio 
Quintana  como  reo  de  falsificación  de  moneda  y  pidió  la  pena 
de  6  años  ^  de  trabajos  forzados,  y  la  multa  de  i  000  fuertes 
con  arreglo  al  art.  60  de  la  ley  nacional  penal,  á  mas  de  la 
pena  á  que  fué  condenado  en  el  anterior  proceso  y  que  no 
cumplió,  absteniéndose  de  pedir  pena  por  la  evasión,  por  no 
haber  tenido  lugar  con   violencia. 

El  defensor  de  Quintana  contestó  que  el  delito  no  estaba 
probado. 

Que  la  adulteración  de  moneda  y  su  circulación  habian  sido 
atribuidas  comjuntamente  al  procesado ;  pero  que  ninguna 
moneda  adulterada  figuraba  en  el  proceso  como  circulada 
después  del  7  de  Noviembre  de  1864  desde  su  fuga  de  la  cár- 
cel, ni  existia  al  respecto  prueba  alguna. 

Que  los  únicos  vestigios  de  la  reincidencia  eran  una  piedra 
y  pila  de  Yolta  y  tres  botellas  de  galvánicos  encontradas  en 
el  baúl,  y  una  onza  falsa    encontrada  en  su  bolsillo. 

Pero  qtre  la  existencia  de  esos  útiles  se  esplicó  con  insis- 
tencia y  sin  contradicion  por  Quintana^  al  decir  que  los  tenia 
para  galvanizar  cadenas  y  otros  objetos  de  plata,  y  la  onza 
falsa  había  quedado  de  la  antigua  falsificación. 

Que  la  testigo  Famiani,  nada  declaró  sobre  falsificación  y 
circulación  de  moneda. 

Que  lo  único  serio  que  resultaba  dé  autos  era  la  declara- 
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<*ioD  de  Ricci ;  pero  que  esta  era  sipgular,  y  tal  vez  se  refe- 
ria á  la  antigua  falsiGcacion. 

Que  la  pena  pedida  por  el  fiscal  de  6  años  de  trabajos  for- 
zados y  1000  fuertes  de  multa  por  un  delito  cuyas  pruebas 
no  existian,  chocaba  con  la  pena  de  4  años  íidligida  por 
el  \erdadero  delito  de  falsificación  que  fué  probado  y  confe- 
sado en  el  anterior  proceso. 

Agregó  que  Quintana  habia  espÜcado  satisfactoriasiente  sus 
medios  de  subsistencia  después  de  su  evasión,  y  que  el  tosco 
trabajo  de  galvanizar  un  patskon  no  podía  considerarse  como 
una  falsificación. 

Pidió  se  absolviese  á  Quintana  de  la  acusación  fiscal. 

El  Juez  de  Sección  abrió  á  prueba  la  causa. 

En  este  estado  presentó  el  mismo  Quintana  un  escrito  ba^ 
ciendo  considerar  que  no  podia  colocarse  en  el  rango  de  &Isi- 
ficacion  de  moneda  el  delito  que  motivó  su  primer  proceso. 

Que  él  no  babia  acuñado  moneda,  ni  adulterado  los  tipos 
de  las  monedas  galvanizadas,  siendo  lo  mas  fácil  el  reconocer 
que  los  patacones  dorados  no  eran  onzas,  y  casi  imposible 
ponerlos  como  tales  onzas  en  circulación. 

Que  él  no  habia  cometido  el  delito,  por  el  que  se  le  pro- 
cesaba, y  que  su  ingenua  confesión  en  el  primer  proceso  im- 
portaba una  fuerte  persuncion  en  favor  de  la  verdad  de  su 
negativa  en  este. 

Dijo  que  él  no  tenia  instintos  criminales  como  para  deducir 
su  pertinacia  y  reincidencia  en  el  delito,  y  que  de  su  buena 
conducta  podian  atestiguar  los  señores  don  Pastor  Noriega, 
Rodríguez  hermanos,  el  señor  Yerdier,  don  Pedro  Stunalde, 
don  Antonio  Guimaraens,  con  quienes  habia  tenido  relaciones 
comerciales,  los  congresales  don  Pedro  UriburU)  Dr.  don  José 
Uriburu,  Dr.  D.  Gleto  Aguirre,  Dr.  D.  Joaquin  Bedoya,  don 
Plácido  Bustamante  y  el  Dr.  D.  Daniel  Araoz. 

Que  la  declaración  de  la  Famiani  en  la  parle  que  decía 
haberle  visto  onzas  falsas  y  patacones,  había  sido  obra  del 
Comisario  Igarzabal,  quien  la  sugerid. 

Que  la  pena  pedida  por  el  Fiscal  era  horrible  y  desproporcio- 
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fiada,  y  eternizaría  en  un  presidio  á  un  hombre  decente,  cuya 
conducta  habia  sido  honrada  como  comerciante  ¿  intachable 
eomo  hijo,  por  haber  siempre  sostenido  á  su  madre  viuda,  co- 
mo pueden  atestiguarlo  los  señores  Uriburu,  Bedoya,  y 
Aguirre  citados  y  la  casa  de  Alcona. 

Que  fué  Brown  quien  le  hizo  cometer  el  delito  que  motivó 
su  condena,  delito  que  cometió  sin  tener  necesidad  y  por  la 
relación  que  la  ocupación  para  la  famiia  de  aquel  le  hizo  es- 
trechar con  el  mismo,  á  quien  ayudó  con  su  dinero,  ^siguiendo 
i  socorrer  á  la  familia  que  dicho  Brown  abandonó. 

Recordó  que  por  una  acuñación  de  moneda  falsa  hecha  en 
grande  escala  por  Mayon  y  Baldison  en  Buenos  Aires,  la  con- 
dena que  se  los  inilijió  no  pasó  de  4  años  de  prisión  por  el 
primero,  y  6  para  el  segundo ;  lo  que  demostraba  la  enormidad 
de  la  pena  á  que  fué  condenado  por  el  Juez  de  Sección  por 
|a  grosera  galvanización  de  algunos  patacones. 

Esplicó  los  medios  de  subsistencia  que  habia  tenido,  di* 
Riendo  que  su  hermano  don  Samuel  Quintana  y  su  cuñado 
Bustamante  le  dejaron  dinero  antes  de  su  evasión  y  un.mes 
después  de  esta  trajo  de  casa  de  su  hermano  en  la  campaña 
un  valor  de  4000  pesos;  1000  pesos  que  le  dio  su  hermano 
y  unas  espuelas  de  plata  con  un  gran  puñal  que  vendió  en 
la  platería  Silva  al  lado  de  los  baños  públicos ;  que  además 
cobró  una  cuenta  de  don  Blas  Aguirre  y  don  Pedro  Orreguia 
le  mandó  una  ve?  á  su  petición  500  pesos. 

Dijo  que  él  no  habia  podido  galvanizar  sin  ser  visto  por  las 
personas  que  vivjan  en  su  casa,  mucho  mas  que  las  aguas 
fuertes  exbalan  miasmas  fétidas  en  su  ebullición. 

Concluyó  haciendo  presente  los  terribles  padecimientos  que 
habia  sufrido  y  estaba  sufriendo  en  su  prisión,  donde  lo  han 
tratado  con  toda  clase  de  rigor. 

Las  pruebas  presentadas  en  favor  de  Quintana  fueron  las 
siguientes : 

1®  Don  Pedro  Orreguia,  declaró  que  Quintana  le  escribió 
una  carta  pidiéndole  500  pesos,  que  el  declarante  no  le  mandó 
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peni  cree  qne  el  hermano  del  procesado,  don  Samuel  Quintana 
le  mandón  porque  el  declarante  le  a\¡só  del    pedido. 

2o  Don  Felipe  Recalde  declaró  que  no  recordaba  baber  co- 
nocido á  Serapío  Quintana  y  no  podía  decir  si  era  á  este  indi- 
viduo 6  á  uno  de  tantos  que  compró  chafalonia  de  plata. 

3o  Damiana  Famiani  declaró  que  se  ratificaba  en  las  de- 
elaraciones  prestadas,  menos  en  la  parte  que  decia  que  algu^ 
ñas  veces  le  había  visto  de  una  á  dos  onzas,  declarando  que 
esto  lo  dijo  intimidada  por  las  amenazas  que  le  hacia  el  Co- 
misaHo  Igarzabal  y  que  no  le  había  visto  á  Serapio  Quintana 
mas  onza  que  la  que  se  le  tomó  cuando  fué  aprendido. 

Declaró  ademas  que  Quintana  á  su  regreso  del  cainpo  des-* 
pues  de  la  evasión  trajo  una  chafalonia  de  plata  y  mil  pesos 
papel  que  le  había  dado  su  hermano  don  Samuel. 

4o  El  Senador  don  Plácido  Bustamante  informó  que  á  fines 
de  Febrero  de  1864  remitió  á  Serapio  Quintana  por  conducto 
de  su  hermano  don  Samuel  la  suma  de  4000  pesos  papel, 
y  que  ignoraba  si  este  hubiese  entregado  á  dicho  jSerapío 
Quintana  otra  cantidad. 

5o  Doña  Carmen  Castro  declaró  que  le  constaba  que  Serapio 
Quintana  había  traido  chafalonía  de  piala  de  la  campaña  por- 
que la  vio. 

&  Un  dictamen  del  químico  don  Pedro  Banon  del  siguiente 
tenor : 

cEl  abs\)0  firmado.  Inspector'  Nacional  de  Farmacia,  miem- 
bro del  Consejo  de  Higiene  pública,  habiendo  sido  requerido  por 
y.  S.  para  informar  sobre  sí  es  posible  hacer  dentro  de  un  cuar- 
to cerrado,  los  baños  de  dorar,  pyes  la  disolución  de  metales 
con  ácidos  requiere  el  aire  libre  y  útiles  é  ingredientes  que  no 
se  han  encontrado,  y  cuya  elaboración  dentro  del  cuarto  cer- 
rado habría  producido  la  muerte  en  media  hora,»  dice  como 
$igue: 

Tres  son  los  procedimientos  que  generalmente  se  usan  parat 
dorar  los  metales;  io  mediante  el  mercurio;  ^  medíante  la 
inmersión  en  una  disolución  de  sal  de  oro  y  en  un  carbonata 
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alcalino;  3»  mediaote  el   galvanismo   que  se   aplica  lo  mas 
comunmente  con   la  pila  de  Bunsen, 

Ahora  sin  entrar  en  el  detalle  de  las  operaciones  que  cons- 
tituyen estas  industrias,  y  limitándome  solo  á  la  cuestión 
sentada  agregaré  :  que  el  primer  procedimiento  es  un  foco  de 
insalubridad  en  razón  de  todas  las  circunstancias  inherentes 
á  sus  operaciones  muy  varías,  como  absorción  de  mercurio, 
desprendimiento  de  gases,  etc.,  y  que  por  tales  razones  exije 
vna  elaboración  al  aire  libre,  pero  la  cual  siendo  ejecutada 
en  un  cuarto  cerrado,  estaría  muy  distante  de  producir  la 
muerte  dentro  de  un  cuarto -de  hora^  sino  en  un  tiempo 
mas  ó  menos  largo  que  no  se  puede  determinar,  siendo  su^ 
bordinado  á  infinitas  circunstancias  que  habría  que  tener  en 
cuenta  ;  que  el  segundo  procedimiento  se  halla  en  condicio- 
nes diferentes  del  prímero,  aunque  de  por  si  insalubre  tam- 
bién, y  sus  efectos  deletéreos  tardarían  aun  mas  en  manifes- 
tarse sobre  la  economía  animal.  Mavormente  en  este  caso  se 
pueda  operar  en  un  cuarto  cerrado  durante  mucho  mas  tiem* 
po: — Que  el  tercer  procedimiento  no  presenta  casi  ninguno 
de  los  inconvenientes  de  ios  primeros,  y  desde  luego  con  él 
se  puede  operar  en  un  cuarto  cerrado,  por  mucho  tiempo, 
bien  que  como  precaución  higiénica,  sea  siempre  mejor  tra- 
bajar al  aire  libre, 

Pedro  Banoti. 

m 

Falto  ékel  ^ueB  9«cctonfil« 

Buenos  Aires^  Agosto  11  de  1866. 

Vista  esta,  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  Fiscal 
contra  Serapio  Quintana,  por  el  \ielito  de  falsificación  de  moneda 
de  la  que  resultan  los  siguientes  hechos : 

Serapio  Quintana  preso  y  procesado  por  el  delito  de  falsifica- 
ción de  onzas  de  oro,  fué  juzgado,  sentenciado  y  condenado  á 
,4  anos  de  trabajos  forzados  y  á  una  multa  de  mil  pesos  fuertes. 

Est^  sentencia  no  pudo  hacerse  efectiva^  no  obstante  haberse 
ejecutoriado^  porque  el  reo  fugó  de  la  cárcel^  pendiente  el 
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recurso  de  apelación  que  habia  deducido,  es  decir  el  7  de  No- 
viembre de  1864. 

En  20  de  Octubre  de  1865,  fue  nuevamente  aprehendido 
Serapío  Quintana  encontrándosele  en  el  bolsillo  una  onza  de 
oro  falsa,  y  en  su  habitación  una  piedra  y  pila  de  Yolta  con  alam-* 
bres  galvánic4)s,  tres  botellas  con  preparaciones  químicas  y 
otros  objetos,  todos  ellos  instrumentos  para  dorar  metales. 

Formalizando  el  correspondiente  sumario,  resulta  además  de 
lo  ya  indicado  que  Quintana  no  ha  tenido  ocupación  alguna 
licita  que  le  proporcionara  los  medios  de  subsistencia,  pues  no 
lo  ha  demostrado :  que  frecuentemente  se  encerraba  en  su 
cuarto,  sin  permitir  la  entrada  á  persona  alguna,  y  permanecía 
algunas  horas,  como  lo  declara  la  mujer  con  quien  vivia  y  lo 
confiesa  el  procesado ;  hecho  que  constituye  una  presunción 
de  que  la  ocupación  á  que  se  entregaba  era  la  de  galvanizar. 
Que  la  misma  mujer  declara  haber  visto  á  Quintana  mas  de  una 
onza  igual  á  la  que  se  le  encontró,  y  algunos  patacones,  lo  que 
constituye  otra  presunción  del  delito  de  que  se  le  acusa : —  ue 
Antonio  Ricci  declara  que  Quintana  fué  á  comprarle  una  mesa 
de  caoba,  y  quiso  pagarle  con  una  onza  falsa ;  presunción  vehe^ 
mente  que  robustece  |as  anteriores. 

Y  considerando  en  derecho :  Que  consta  del  cuerpo  del  de- 
lito por  las  dilijencias  de  f.  1 ,  indagatoria  del  procesado,  su 
confesión,  declaración  de  Damiana  Famiani,  de  Antonio  Ricci 
y  demás  constancias  del  proceso.  Que  en  esto  mismo  se  con^ 
tiene  la  plena  prueba  de  ser  autor  del  delito  Serapio  Quintana, 
pues  las  diversas  presunciones  concordantes  y  ligadas  entre  si, 
detalladas  en  la  precedente  esposicion  de  los  hechos,  ante  el 
cuerpo  del  delito  y  la  circunstancia  de  haber  sido  encontrados 
en  su  poder  la  moneda  falsificada  y  los  instrumentos  de  verifi- 
carlo, constituye  por  derecho  plena  prueba: — Que  el  procesado 
ha  tratado  de  escepcionarse  alegando  que  la  onza  falsa  procedía 
desde  antes  de  su  anterior  prisión  que  desde  esa  fecha  no  ha 
tenido  otra  moneda  falsa :  que  los  útiles  de  dorar  que  le  han  sido 
encontrados,  los  tiene  desde  antes  de  su  anterior  prisión,  que 
los  medios  empleados  en  su  subsistencia  han  sido  lícitamente 
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adquiridos ;  y  que  la  oeapacion  á  que  se  entregaba  en  su  cuarto 
no  podia  ser  la  de  dorar  metales,  por  cuánto  esto  no  puede 
hacerse  sin  peligro  de  la  vida  sino  al  aire  libre. 

Que  estas  escepciones  no  han  sido  demostradas  ni  con  la  mas 
lete  prueba,  y  militan  en  contra  de  ellas  las  pruebas  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  á  que  se  agrega  el  iniorme  del  químico  D. 
Pedro  Banon  en  que  afirma  poderse  hacer  sin  peligro  la  opera- 
ción de  galvanizar  en  un  cuarto  cerrado. 

Que  en  consecuencia  Serapio  Quintana  se  ha  constituido  reo 
convicto  del  delito  de  falsificación  de  moneda,  con  circunstan- 
cias agravantes,  cual  es  por  derecho^  la  reincidencia,  delito 
previsto  y  penado  por  el  artículo  60  de  la  ley  de  14  de  Setiem-^ 
bre  de  1863 — Fallo : — condenando  al  referido  Serapio  Quintana 
ala  pena  de  5  años  de  trabajos  forzados,  á  la  multa  de  2000 
pesos  fuertes,  y  al  pago  de  costos,  todo  sin  perjuicio  de  la 

anterior  condena. 

Al^aíidro.  Heredia, 

» 

El  defensor  de  Quintana  apeló  y'  espresando  agravios  pidió 
se  revocara  la  sentencia  apelada  sustituyéndose  ¿  la  pena 
inflijida  en  $1  primer  proceso  con  el  servicio  de  las  armas. 

Dijo  que  esta  subrogación  estaba  en  las  facultades  legales  de 
la  Suprema  Corte,  pues  debia  considerarse  purgada  la  rebeldía 
en  el  primer  proceso  con  la  prisión  nuevamente  sufrida  por  Quin- 
tana, y  valorar  al  menos  en  relacioii  aquel  recurso  paralizado 
por  la  simple  fuga  de  Quintana. 

Que  la  pena  impuesta  en  1^  Instsincia  en  el  primer  pit>ceso, 
podia  mitigarse  en  la  segunda. 

Que  ahora  el  Juez  le  imponía  otra  pena  sin  perjuicio  de  la 
anterior. 

Que  no  podia  sostenerse  este  exorbitante  asunto  de  pena  eor-p 
poral  y  pecunaria  cuando  del  nuevo  delito  no  existían  mas  que 
nuevas  presunciones ;  pues  no  existia  jirueba  de  que  Quintana 
hubiese  vuelto  á  alterar  y  circular  una  sola  moneda. 

Que  laa  presunciones  que  habían  fundado  la  sentencia  ape<* 
lada  eran  el  haberse  encontrado  una  onza  de  oro  falsa  y  útiles 
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de  galvaaisar,  el  no  conocer  á  QatnUuia  una  ocupación  y  me- 
dios lícitos  de  subsistencia  y  la  declaración  singular  de  Antonio 
Ricci. 

Que  estas  presunciones  eran  insubsistentes,  pues  en  el  tdnni* 
no  de  prueba  se  habia  demostrado:  primero  el  motivo  porque 
Quintana  tenia  la  onza  falsa  y  los  útiles  de  galvanización ;  según-* 
do,  los  medios  de  subsistencia  que  consistian  en  la  cobranza  de 
algunas  cuentas  viejas  y  en  el  socorro  de  varios  parientes  y  ami- 
gos; tercero,  el  motivo  inocente  porque  cerraba  la  puerta  de  su 
habitación ;  cuarto,  la  falsedad  de  haberle  visto  la  Famiani  mas 
que  la  onza  que  se  le  encontró  según  su  esplicacion  última,  y 
quinto^  la  falsedad  de  ia  declaración  singular  de  Ricci, 

El  Sr.  t^rocurador  General  contestó  pidiendo  la  confirmación 
de  la  sentencia  apelada. 

Dijo  que  Quintana  fué  encausado  y  condenado  anteriormente 
por  haber  falsificado  onzas  de  oro,  dorando  pesos  fuertes  por 
medios  del  galvanismo,  y  fugó  de  la  cárcel  en  Noviembre  de 
1864. 

(}ue  un  aqo  después  lo  aprehendieron  en  esta  misma  cñidad 
y  se  le  encontró  en  el  bolsillo  una  onza  falsificada  de  la  misma 
especie  de  las  anteriores,  y  en  su  habitación  una  pila  de  Volta 
y  todos  los  ingredientes  necesarios  para  dorar. 

Que  el  haber  permanecido  en  esta  ciudad  sin  precaución  al- 
guna después  de  su  evasión,  probaba  un  absoluto  desprecio  de 
la  justicia  y  una  grau  confianza  en  la  impunidad. 

Que  el  haber  adquirido  nuevamente  los  mismos  instrumentos 
que  le  hablan  servido  para  ejecutar  al  crimen  anterior^  probaba 
una  completa  falta  de  arrepentimiento,  una  ausencia  de  sentido 
moral,  el  ánimo  decidido  de  reincidir  en  el  mismo  delito. 

Que  finalmente  la  onza  falsificada  que  se  encontró  en  su  bolsi- 
llo era  una  prueba  existente  de  que  la  reincidencia  se  babia  con- 
sumado y  que  la  llevaba  consigo  con  el  objeto  de  cambiarla. . 

Que  si  á  estas  pruebas  materiales  se  agregaba  la  declaración 
de  D.  Antonio  Ricci  que  dijo  haber  pretendido  Quintana  pagarle 
una  mesa  con  una  onza  falsificada  y  la  de  la  Famiani :  de  haber 
visto  en  su  poder  algunas  patacones,  y  que  Quintana  se  encer- 
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raba  con  frecuencia  en  su  cuarto  de  dia,  no  podia  dudarse  que 
este  desgraciado  persistia  en  su  criminal  industria,  sin  que 
hubiera  sido  bastante  á  enmendarlo  la  primera  condena. 

Que  el  acusado  habia  pretendido  desvanecer  estas  pruebas, 
diciendo  que  la  pila  voltaica  y  algunos  líquidos  encontrados  en 
su  habitación  eran  los  mismos  que  le  sirvieron  para  la  falsifica- 
ción primera,  que  la  Policía  los  dejó  en  su  cuarto  y  él  los  hizo 
recojer,  y  que  la  onza  falsificada  que  se  le  habia  encontrado  en 
el  bolsillo  era  también  una  de  las  ¡interiores, 

Pero  que  estas  disculpas  ei^n  evidentemente  falsas,  pues 
todos  los  instrumentos  de  la  primera  falsificación  fueron  apre- 
hendidos por  la  Policía,  puestos  á  disposición  de  la  justicia 
según  resulta  á  f.  17  del  primer  proceso,  y  mandados  inutilizar 
por  la  sentencia  del  Juez,  lo  que  prueba  que  estaban  ett  su 
poder ;  y  era  inverosímil  que  se  le  hubiese  dejado  una  onza  en 
el  bolsillo  del  paletot  pcir  la  Policía  que  no  solo  embaif[ó  todas 
las  monedas  malas  y  bqenas  que  él  y  su  compañero  Brovifii 
tenian,  sino  que  anduvo  recojiendo  por  el  pueblo  lasque  habían 
logrado  cambiar. 

Que  en  cuanto  á  la  imposición  de  una  nueva  pena  á  mas  de  la 
anterior^  el  Juez  ha  procedido  de  acuerdo  con  los  principios  de 
jurisprudencia ;  pues  el  que  no  se  hay$i  cumplido  una  condena  no 
autoriza  para  cometer  impunemente  nuevos  crímenes. 

|Pallo  ele  la   Suprema   Corfci. 

Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1866. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General^  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  foja  setenta^  y  previa  el  correspondiente 
oficio  al  Poder  Ejecutivo^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Gahreras. —  Salvador 
María  dbl  Carril. — ^Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.— José  B.  Gorosr 

TIAGA. 


428  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTIL 


VAVñA   CliXXV* 


Galigniana  y  Villanueva  con  don  Joaquín  Orti^^  sobre  p  opie-^ 

(f/od  de  un  pagaré. 


Sumaria. — í^  De  I09  docummtos  que  acreditan  el  deveeha 
del  demandante,  solo  son  admisibles  en  joicio  los  que  se 
acompañan  á  la  demanda^  ó  se  especifican  en  ella,  y  lo^  que 
se  presentan  después  siendo,  de  fecha  posteriqri  ó.  jurándqse 
que  antes  no  se  babia  tenido  noticia  de  elloiSt 

%^  Oed^do^e  por  sentencia  ejecutoriada  que  el  endoso 
de  un  pagaré  .no  ha  trasmitido  su  propiedad  al  endosatorio,  obs- 
ta á  este  la  escepcion  de  cosa  juzgada,  para  volver  á  gestio- 
nar la  propiedad  de  ese  psigaré,  fundáqdqse  ^n  el  endoso  y 
eq  Qtros  documcutos  no  admisible^  en  juiciq. 


Caso. — Los  señores  Galigniana  y  Villanueva  siguieron  ante 
el  juzgado  de  sección  de  Mendoza  con  don  Joaquín  Ortiz 
una  cuestión  sobre  preferencia  á  ser  pagados  con  una  suma 
que  don  José  D.  Guiñazu  debía  á  Galarraga  y  sobrinos  ;  cuya 
cuestión  fué  resuelta  por  la  Suprema  Corte  por  fallo  de  25 
de  Enero  (]e  1866,  declarando  que  los  1038  pesos  49  centavos 
depositados  por  Guiñazú  pertenecían  á  don  José  Galarraga  y 
sobrinos  y  debian  permanecer  á  disposición  del  Juez  de  Sec- 
ción para  rec^pon4er  á  l$i  acción  de  la  demanda  de  don  Joa- 
quín Ortiz.    (1) 

(i)  Causa  CXIV,  tom.  2,  pág.  400. 
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Los  mismos  Galigniana  y  Villanuisva  se  presentaron  nueva- 
mente al  juzgado  seccional  de  Mendozai»  pidiendo  se  declarase 
los  mencionados  1038  pesos  49  centavos  eran  de  su  propiedad 
y  se  les  mandasen   entregar. 

Alegaron  que  el  fallo  de  25  de  Enero  se  reducia  á  declarar 
que  el  endoso  del  pagaré  no  les  habia  trasferido  su  propiedad, 
quedando  de  Galarraga  y  sobrinos,  y  á  disposición  del  jaez 
para  responder  á  la  acción  de  Ortiz. 

Que  la  acción  de  Ortiz  se  dirijia  á  hacerse  pago  con  parte 
de  la  suma  debida  por  Guiñázú,  pero  que  no  resultando  que 
se  le  hubiese  ofrecido  pagar  su  crédito  con  el  dinero  debido 
por  Guiñazii,  y  al  contrario  resultando  de  varias  cartas  escri- 
tas por  Galarraga  y  sobrinos,  que  dicha  deuda  habia  sido  ce- 
dida á  los  solicitantes,  Galarraga  y  sobrinos  habian  perdido  el 
dominio  del  pagaré  Guiñazú  y  por  lo  tanto  la  acción  de  la 
demanda  de  Ortiz  era  impotente  al  objeto  que  se  dedujo,  pues 
e^a  suma  no  era  ya  de  los  Galarraga. 

Galtgniana  y  Villanueva  acompañaron  siete  cartas  de  Galar- 
raga y 'sobrinos;  una  de  11  Enero  de  1864,  comunicando  que 
daban  orden  á  don  Garlos  González  para  '  endosarles  un  docu- 
mento de  don  José  D.  Guiñazú — otra  de  15  del  mismo  comu- 
nicando que  habían  ordenado. la  entrega  á  Galigniana  y  Villa- 
nneva  de  lo  primero  que  se  pueda  como  el  documento  de 
Guiñazú.... — otra  de  24  del  mismo  diciendo  que  veian  con 
satisfacción  que  Galigniana  y  Villanueva  babian  aceptado  el 
traspaso  del  documento  de  Guiñazú«... — otra  de  Febrero  4 
del  mismo  aSo^  diciendo  que  por  el  recibo  mandájdoles  por 
don  Carlos  González  sabian  que  Galigniana  y  Villanueva  habian 
recibido  el  documento  de  1038  pesos  49  centavos*. .—^otra  de 
26  del  mismo  diciendo  que  pagarán  el  saldo  que  los  quedan 
debiendo  con  los  primeros  fondos  que  puedan  reunir. •• — otea 
de 23  de  Marzo  de  1865  de  este  tenor: 

c  Impuestos  de.  su  muy  apreciable  del  4  del  corriente  par- 
f  tidpamos  á  Usted,  que  con  este  misma  fecha  nos  dirijimos 
f  al  señor  don  Carlos  González  á  fin  de  que  ponga  el  endoso 
c  en  el  documento  de  Guiñazú  como  valor  recibido.    Yo  creo 
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c  que  el  señor  González  no  se  negará  á  este  servicio,  ó  me- 

<  jor  dicho  á  este  acto  de  justicia. 

€  Por  la  completa  imposibilidad  del  tiempo,  y  sobre  todo, 

<  estarles  escribiendo  de  la  Concordia  donde  me  hallo,  no  les 
c  mando  la  cuenta  que  nos  piden ;  pero  en  su  defecto  les  in- 
c  cluyo  un  pliego  de  papel  firmado  ya  para  que  Yds.  la  forma- 
den  con  una  letra  estrada  y  la  presenten. 

José  Galarraga  y  sobrinos. 

Y  finalmente  otra  dirijida  á  don  Carlos  González  de  28  de 
Marzo  de  1865  diciéndole :  c  Espero  que  rectifique  ud.  el  en- 
«doso  que  como  apoderado  nuestro  puso  ud.  en  'el  docu- 
c  mentó  á  nuestro  favor  y  cargo  de  Guiñazú^  pues  debe  sar 
c  por  valor  recibido  ó  sea  mejor  valor  en  cuenta  recibido  por 
n  mis  poderdantes.  Creo  que  ud.  no  se  negará  á  este  servicio.» 

José  Galarraga. 

Conferido  traslado^  Ortíz  contestó  que  debia  rechaaarse  la 
petición  de  Galigniana  y  Villanueva,  y  formárseles  causa  cri- 
minal por  la  falsedad  cometida  en  el  endoeo  del  pagaré  Gui- 
nazA,  resultante  de  las  cartas  de  23  y  28  de  Marzo  de  1865. 

EKjo  que  respecto  del  dominio  del  pagaré  ya  se  había  hecho 
y  resuelta  la  cuestión,  declarándose  que  Villanueva  y  Gali- 
gniana no  eran  sus  dueños ;  que  por  consiguiente  les  obstaba 
la  escepcion  de  cosa  juzgada. 

Que  en  cuanto  el  endoso  resultaba  de  las  cartas  de  23  y 
28  de  Marzo,  'únicas  que  reconocía,  que  recién  en  esa  fecha 
se  acordó  el  modo  y  forma  del  endoso ;  y  que  sin  embaído  el 
pagaré  aparecía  eiidosado  con  fecha  14  de  Enere  de  1864/ 

Que  'esto  importaba  una  falsificación  sujeta  á  las  pena<  es- 
tablecidas por  el  art.  810  de  Código  de  Comercio,  con  la 
circunstancia  agravante  de  estar  ya  vencido  el  pagaré,  cuando 
se  acordó  endosarlo^  siendo  prohibido  el  endoso  de  pagarés 
vencidos. 

Agregó  que  Galigniana  y  yillanueva  no  podian  tampoco  con- 
siderarse como  acreedores  legítimos,  desde  que  de  la  carta  de 
23  de  Marzo  resulta  habérsele  mandado  un  papel  firmado  en 
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blanco  para  consignar  en  él  lo  que  aquellos  querían,  con  el 
propósito  sin  duda  de  evitar  el  pago  de  los  créditos  legítimos. 

Galigniana  y  Villanueva  replicaron  que  lá  ÍSüprema  Corte  se 
habia  limitado  á  declarar  que  el  endoso  no  les  había  trasferido 
la  propiedad  del  pagaré ;  pero  que  dhora  fundaban  dicha  pro- 
piedad no  en  el  endoso,  sino  en  las  cartas  presentadas;  por 
lo  que  no  los  podía  obstar  la  escepcion  de  cosa  juzgada. 

Que  las  cartas  de  23  y  28  de  Ma;o  no  trataban  de  poner 
el  endoso,  sino  de  rectificarlo,  y  el  papel  firmado  en  blanco 
se  les  mandó  para  consignar  en  él  la  cuenta  y  no  lo  que 
quisiesen. 

Que  por  lo  mismo  que  Orítz  reconocia  estas  últimas  cartas^ 
venia  á  reconocer  las  demás  acompañadas  por  estar  intima- 
mente ligadas  con  aquellas. 

Falto  ékéi  ifuev  Secctonal. 

Mendoza,  Junio  11  de  1866. 

Vistos :  la  esposieion  del  hecho  que  motiva  el  presente  litis, 
es  la  siguiente: 

Los  señores  Villanueva  y  Galigniana  deducen  acción  de  do- 
minio á  los  mil  irehüa  y  ocho  pesos  cuarenta  y  nueve  centa- 
vos depositados  en  poder  de  don  Domingo  Bombal,  que  la 
Suprema  Corte  declaró  por  sentencia  definitiva  de  veinticinco 
de  Enero  del  presente  año^  n^pertenecer  á  don  Jo$fi  Galar- 
raga  y  sobrinos,  debiendo  permanecer  á  disposición  del  Jwír 
gado  Seccional  para  responder  á  la  acción  de  la  demanda  dé 
foja  treinta  y  seis^  interpuesta  por  don  Joaquin  OrtiZj^  en 
piro  espediente  archivado. 

Los  nuevos  demandantes  alegan^  que  ea  virtud  de  Jas  car* 
tas  que  presentan,  la  csuatídad  en  depósito  no  pertenece  á 
Galarraga  y  sobrinos,  sino  á  ellos,  por  la  cesión  que  aparece 
á  su  favor  en  dichas  cartas ;  que  por  consciente,  la  aedon 
de  la  demanda  Ortíz  es  impotente  al  objeto  que  se  deduce, 
desde  que  esa  suma,  no  pertenece  á  Galarraga  y  sobrinos, 
sino  á  ellos. 
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Don  Joaquín  Oriiz,  demandado,  responde  qne  debe  cumplirse 
lo  dispuesto  por  la  Suprema  Corte  mandando  á  la  vez  formar 
causa  de  falsedad  cometida  en  el  endoso  del  pagaré  A  cargo 
de  don  José  Dolores  Guiñazút  que  se  comprueba  por  las 
cartas  de  yeintilres  y  veintiocho  de  Marzo  del  año  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cinco,  que  se  han  presentado. 

Dice  OrtiZ)  que  la  acción  que  fué  debatida  y  resuelta  legí* 
Vimamente  por  un  endoso  que  no  está  concebido  á  la  orden, 
es  claro  que  no  es  trasmisible  y  que  por  consiguiente,  el  pa- 
garé en  cuestión  está  afecto  á  las  resultas  de  su  demanda. 

Que  entra  las  cartas  exhibidas  solo  reconoce  las  dos  liltí- 
mas  de  veintitrés  y  veintiocho  de  Marzo  del  año  sesenta  y  cinco 
y  los  hechos  que  se  derivan  del  convenio,  entre  los  señores 
Galarraga  y  sobrinos  con  Villanueva  y  Galigniana  en  las  fe- 
chas que  se  citan,  trasferia  á  estos  el  crédito  á  cargo  de  Gui- 
ñazú  por  en  endoso  con  calidad  de  valer  en  cuenta. — Que  en 
esto  opone  la  escepcion  de  cosa  juzgada. 

Que  por  la  fecha  del  endoso  al  pagaré  en  cuestión,  aparece 
ésta  un  año  cuatro  meses  antes  de  espedida  la  orden  para  el 
endoso,  quedando  demostrado  que  se  antidató  ese  endoso  y 
que  la  falsificación,  que  este  hecho  envuelve,  constituye  res- 
ponsable por  daños  y  perjuicios  y  de  las  penas  consiguientes, 
al  qne  lo  hizo  contorme  lo  estatuye  el  C«ódigo  de  Comercio 
capitulo  &>  art.  810. 

Considerando  1^ :  que  habiendo  los  señores  Villanueva  y 
Galigniana  instaurado  demanda,  después  de  haber  sido  venci- 
dos en  otro  juicio  que  es  al  que  refiere  la  resolución  supre- 
ma de  25  de  Enero  del  presente  año ;  esta  nueva  demanda  se 
funda  en  las  cartas  que  corren  desde  foja  2  á  fqja  8  inclusiva, 
las  cuales  unas  son  anteriores  á  la  demanda  de  Ortiz  y  las 
otras  postetiores. — 2»  Que  el  articulo  10,  tít.  1«,  de  la  ley  dé 
procedimientos  dispone  cque  á  la  demanda  se  han  de  acom- 
pañar los  documentos  que  acrediten  el  derecho  que  se  deduce 
y  de  los  que  no  se  pueda  presentar  por  no  obrar  en  su  po^ 
der  se  hará  mención  de  ellos  con  la  individualidad  posible^ 
no  admitiéndose  después  de  la  demanda  documentos   nuevos 
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que  nó  sean  dé  fecha  posterior^  ó  bdjo  juramento  de  que  antes 
no  se  había  teilido  noticia  de  ellos.» — 3®  Qne  las  cartas  ante- 
riores á  la  demanda  áflnada,  bien  se  pudieron  hacer  valer  en 
ésta,  por  cuanto  ésta  se  sentenció  eñ  1^  instancia  el  23  de 
Setiembre  del  año  pagado;  mientras  qué  las  dichas  cuentas 
^on  de  fecha  11,  15  ^14  de  Enero  de  1864^  es  decir,  ocho 
meses  antes  de  la  sentencia  de  Setiembre  y  cerca  de  cuatro  á 
la  demanda  de  Ortiz  que  fué  el  15  de  Mayo  de  1865. — i^  Que 
estas  cartas  no  están  reconocidas  ni  comprobadas  en  este 
juicio,  mas  bien  contradichas  por  Ortiz,  lo  cual  hace  que  no 
merezcan  fe  en  juicio,  ó  se  den  por  no  presentadas. — 5®  Que 
tas  dos  cartas  de  23  y  28  de  Mayo  del  año  que  espiró,  sin 
embargo  que  no  están  reconocidas  legalmente,  el  demandado 
las  conGesa  por  ciertas  y  verídicas,  lo  cual  suple  la  falta  de 
reconocimiento,  pero  no  obstante,  también  se  pudieron  pre- 
sentar en  la  otra  demanda,  ó  al  menos  individualizarse  en 
ella^  y  si  es  que  no  se  tuvo  noticia  á  tiempo,  se  ha  debido 
jurar  en  esta,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  citado  de 
la  ley  de  procedimientos : — 6<>  Que  estos  defectos  despojan 
á  las  citadas  cartas  de  toda  autenticidad  y  mérito  para  poder 
juzgar  por  ellas,  el  caso  nuevamente  controvertido :  que  por 
consiguiente,  no  se  hace  caso  de  la  antedata  que  alega  la 
parte  demandada  en  contra  de  su  colitigante  y  que  para  fallar 
esta  cuestión  no  hay  mas  que  estar  al  endoso  del  documento 
en  litis  y  á  la  escepcion  de  cosa  juzgada,  opuesta  por  el  de- 
mandado.— 7o  Que  siendo  el  endoso  un  hecho  juzgado  ya,  la 
ley  19,  tít.  22,  part.  3^  le  dá  el  carácter  de  irrevocabilidad,  es 
decir,  de  no  ser  trasmisible  el  documento  aludido,  que  perte- 
nece á  Galarraga  y  sobrinos  y  no  á  Galigniana  y  Yillanueva 
como  estos  lo  pretenden  en  su  demanda  instaurada. — %^  Que 
versando  esta  sobre  la  misma  cosa,  por  la  misma  causa,  entre 
las  mismas  partes  y  con^  la  misma  calidad,  sin  que  concurra 
ningún  requisito  de  aquellos  que  las  leyes  admiten  como  causa 
de  recision  para  poder  abrir  de  nuevo  un  juicio,  sobre  el  cual 
recayó  la  sentencia  suprema  de  28  de  Enero  del  presente  año, 
no  cabe  razón  ni  fundamento  que  destruya     la  cosa  juzgada, 
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que  por  tanto  las  cartas  presentadas  como  papeles  simples  y 
no  presentadas,  con  las  forma  de  derecho»  son  impotentes, 
de  hecho  y  derecho,  para  anular  la  cosa  juzgada. 

De  acuerdo  con  los  anteriores  considerandos :  declaro  :  que 
la  eseepcion  de  cosa  juzgada  opuesta  por  don  Joaquín  Ortiz, 
á  la  demanda  de  foja  1*  tiene  lugar,  debiendo  por  consiguien- 
te quedar  éste  absuelto  de  la  demanda  y  firme  la  disposición 
suprema,  que  manda :  aque  el  depósito  en  poder  de  Bombal 
respimda  á  la  acción  deducida  por  Oríiz.T>  Con  costas  á  su 
contraparte. 

Juan  Pahna. 

Villanueva  y  Galigniana  apelaron  de  este  fallo,  y  se  los  con- 
cedió el  recurso  en  relación. 

Vista  la  causa  en  18  de  Setiembre  de  1866,  se  pronunció 
el  siguiente : 

FnUi»  ele    la    Siipreimi  Corte» 

Buenos  Aires^  Octubre  27  de  18G6. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  fojas  veinte,  y  satisfechas  aquellas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  María 

DEL  Carril. — Francisco  Delgado. — José 

Barros    Pazos. — José  B.    Gorostiaga. 
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C7AV9A    CliimVl. 


Don  Miguel  Vaccaro  contra  don  Juan  J.  Meudez^  sobre  despojo. 

Sumario. — 1°  Entablada  una  demanda  de  jactanciat  si  en  el 
juicio  se  trata  de  la  restitución  de  un  despojo,  y  se  reconoce 
por  el  demandado  que  la  acción  deducida  es  por  despojo, 
aquella  demanda  se  trasforma  en  un  verdadero  juicio  de 
despojo. 

^  El  despojo  como  acto  ilícito  compromete  siempre  la  res-* 
ponsabilidad  del  ejecutor,  aunque  este  pretenda  haber  obrado 
en  nombre  de  otro. 

3°  La  acción  de  despojo  se  considera  ampliamente  discutida 
si  las  partes  han  tenido  ocasión  de  esponer  sus  respectivas 
razones,  y  puede  resolverse  desde  que  las  constancias  de  autos 
bagan  conocer  la  verdad  del  hecho  que  es  materia  del  juicio. 

4®  El  poseedor  de  una  cosa  no  puede  ser  desposeído  de  ella 
sino  por  orden  de  autoridad  competente. 

5^  Las  autoridades  competentes  para  ordenar  la  transferencia 
de  posesión  de  una  cosa,  son  los  jueces  que  ejercen  jurisdic- 
ción en  el  territori<^donde  aquella  está  situada. 

&>  Los  patrones  de  buque  son  meros  depositarios  de  la 
carga^  y  no  pueden  licitamente  entregarla  sino  al  fletador  de 
quien  la  recibieron  ó  á  su  consignatario. 

?<>  £1  consignatario  de  la  carga  puede  pedir  la  restitución 
de  la  misma  contra  aquel  á  quien  sin  su  orden  la  entregaron 
los  patrones  de  buque. 

Sf*  Por  el  delito  de  traición  no  s^  incurre,  en  el  embargo  y 
secuestro  de  bienes. 
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Caso. — Don  Miguel  Yaccaro  interpuso  ante  el  juzgado  de 
sección  de  Buenos  Aires  la  demanda  de  la  qiie  se  ha  hecho 
relación  en  el  toin.  3,  pág.  33  y  siguientes  de  esta  publicación. 

Méndez  opuso  las  escepciones  dilatorias  de  falta  de  perso- 
nería, defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda^  y 
falta  de  arraigo. 

El  Juez  de  Sección  conQrió  traslado  de  dichas  escepciones, 
y  después  de  evacuado  este,  dictó  el  auto  de  29  de  Noviem- 
bre de  1865  declarándose  incompetente  (1),  cuyo  auto  fue 
revocado  por  fallo  de  la  Suprema  Corte  (2). 

Vueltos  los  autos  al  juzgado  de  sección,  Yaccaro  pidió 
que  Mende2  contestase  la  demanda  dentro  del  término  legal, 
y  hecha  esta  intimación,  Méndez  espuso  que  no  habla  trasla- 
do que  contestar  y  que  lo  que  correspondia  al  estado  de  la 
causa  era  que  el  juzgado  resolviese  sobre  las  escepciones  di- 
latorias opuestas  antes  de  la  declaración  de  incompetencia  de 
que  se  ha  hecho  mención. 

Agregó  Méndez  que  no  era  exacto  lo  que  el  señor  Procu- 
rador General  habia  espuesto  ante  la  Suprema  Corte,  esto  es, 
que  el  habia  cometido  un  despojo  (3),  pues  le  fueron  entre- 
gadas las  maderas  como  al  representante  del  Gobierno  de 
Corrientes,  en  cuyo  nombre  procedió,  y  pidió  que  antes  de 
resolver  se  corriese  un  traslado  de  todo  á  los  que  le  entre- 
garon las  maderas,    dejando  sin  efecto  la  intimación  anterior. 

t'iillo   del    JTiiez  Seecáonal. 

m 
Bueoos  Aires,  Agosto  16  de  1866. 

Yistos  estos  autos  involuntariamente  retardados  á  causa  de' 
haberse  traspapelado  en  casa  del  infrascrito  por  habérselos 
enviado  allí  el  actuario  en  circunstancias  de  hallarse  enfermo, 
y  no  haberlos  recibido  personalmente ;  y  considerando : 

(1)  Causa  CXXIV.  tom.  3|  pág.  39. 
(^3  Causa  y  tom.  cit.  pág.   42. 
(3)  Causa  y  tom.  ciL  pág.  41. 
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Que  don  Juan  José  Méndez  ha  reconocido  en  sus  escritos 
pertenecer  á  don  Ramón  Sangra  las  maderas,  que  originan 
esta  demanda,  como  también  ser  su  consignatario  don  Mi- 
guel Vaccaro. 

Que  ha  pretendido  eludir  la  acción  reivindicatoria  deducida 
por  éste,  fundándose  eíi  la  falta  de  personería  de  Sangra  y  Vac- 
caro, por  ser  el  primero  reo  del  delito  de  traición  y  estar 
embargadas  sus  propiedades ;  y  en  la  ineptitud  de  la  demanda, 
por  cuanto  se  ha  silenciado  que  los  capitanes  que  trayeron 
esas  maderas  las  entregaron  al  señor  Méndez,  y  dieron  fianza 
de  no  pertenecer  á  traidores. 

Que  estas  escepciones  no  son  bastantes  á  eludir  la  acción 
entablada  r^l^"  Porque  no  hay  prueba  alguna  de  que  el  refe- 
rido Sangra  haya  sido  declarado  traidor  por  juez  competente, 
ni  se  ha  ofrecido  esa  prueba. 

^  Porque  tampoco  por  ese  delito  solamente  se  incurre  en  el 
embargo  y  secuestro  de  bienes. 

3^  Porque  la  prohibición  de  enajenar  que  se  invoca,  decre- 
tada por  el  Gobierno  de  Corientes  no  puede  afectar  á  las  ma- 
deras, de  que  se  trata,  porque  ella  fué  espedida  después  de 
entablada  la  demanda  de  Vaccaro,  y  porque  sus  disposiciones 
no  pueden  ir  mas  allá  de  su  jurisdicción ;  y : 

Af^  Porque  los  capitanes  no  tenían  personería  bastante 
para  trasmitir  el  dominio  de  esos  objetos,  desde  que  ellos 
mismos  no  lo  tenian. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  mandando  que  don  Juan  José 
Méndez  restituya  á  don  Miguel  Vaccaro  dentro  de  tercero  dia 
las  maderas  reclamadas  ó  su  importe,  dejando  á  salvo  sus  de- 
rechos, respecto  de  los  daños,  que  dice  haber  causado  San- 
gra.  Repóngase  los  sellos. 

Alejandro  Heredia. 

Méndez  interpuso  recurso  de  nulidad  y  apelación  de  este 
fallo. 

Acompañó  una  nota  y  un  decreto  del  Gobierno  de  Corrientes. 
En  la  nota  que  tiene  la  fecha   de  3  de  Noviembre  de  1865 
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se  apraeba  el  procedimiento  de  Méndez  para  evitar  la  enage 
nación  de  las  maderas ;  y  el  decreto  es  de  fecha  2  del  mismo 
mes,  prohibiendo  por  ahora  la  enagena^^ion  de  los  bienes  de  don 
Ramón  Sangra  y  otros  por  estar  afectos  á  responsabilidades  y 
perjnicios  irrogados  á  ciudadanos  de  (a  Provincia  de  Corrientes. 

Espresó  agravios  pidieqdo  se  anulara  el  auto  recurrido  re- 
solviendo las  escepciones  dilatorias  citadas,  ó  se  revocara  por 
la  inexactitud  de  susfundaipentos. 

Dijo  qae  el  auto  era  nulo  por  falta  de  jurisdicción  en  el  jues, 
y  por  vicio  en  el  procedimiento. 

Por  falta  de  jurisdicción,  porque  la  causa  era  de  un  particu- 
lar contia  la  Provincia  de  Corrientes,  desde  que  Méndez  obró 
y  estuvo  en  juicio  como  apoderado  de  la  misma,  y  en  este 
caso  la  cuestión  es  de  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte,  la  que  es  esclusiva,  según  la  Constitución  y  la  ley  de 
16  de  Octubre  de  1862  sobre  justicia  nacional. 

Por  vicio  en  el  procedimiento^  porque  viieltos  los  autos  al 
Juez  de  Sección,  debió  declafarse  incompetente  por  la  razón 
indicada,  y  en  caso  de  ser  competente,  resolver  sobre  las  es- 
cepciones previas  opuestas  y  no  pronunciar  sentencia  sobre  el 
fondo  con  prescindencia  de  aquellas,  cometiendo  una  nulidad 
que  el  art.  237  de  la  ley  de  procedimientos  hace  insanable. 

Que  aun  prescindiendo  de  la  nulidad,  el  auto  reclamado  era 
injusto,  pues  el  único  y  verdadero  hecho  de  esta  causa  era 
un  embargo  efectuado  por  el  Gobierno  de  Corrientes  en  razón 
de  pertenecer  los  efectos  embargados  al  traidor  Sinforoso  Cá- 
ceres,  quien  estaba  sujeto  á  las  penas  del  delito  de  traición 
y  á  las  indemnizaciones  consiguientes. 

Que  ese  embargo,  y  la  prohibición  ^  de  enagenar  los  bie- 
nes de  traidores  fué  antes  y  no  después  de  la  demanda  de 
Yaccaro,  como  erróneamente  supuso  el  juzgado  de  Sección, 
para  poder  conservar  á  bordo  las  maderas  y  trasportarlas  á 
Buenos  Aires,  los  capitanes  tuvieron  que  dar  fianza. 

Que  dicho  embargo  no  fué  una  confiscación,  sino  un  secues- 
tro preventivo  para  garantir  las  devoluciones  y  resarcimientos 
civiles,  cuyo  embargo  pudo  hacerse  por  el  Gobierno  de  Cor- 
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ríentes,  tanto  porque  se  trataba  de  bienes  muebles  que  podían 
fácilmente  malmeterse,  como  porque  el  embargo  preventivo 
tiene  lugar  en  todas  las  causas  criminales  en  las  que  se  incur- 
re en  responsabilidades,  y  porque  fue  ordenado  por  el  Gobierno 
estando  las  maderas  en  su  territorio. 

Que  ese  embargo  fue  siempre  mantenido,  pues  los  capitanes 
se  constituyeron  depositarios  de  las  maderas,  prestando  la 
correspondiente  fianza,  y  teniendo  que  devolver  el  depósito 
para  levantar  las  fianzas,  lo  entregaron  á  él  como  apoderado 
de  la  Provincia. 

Que  en  este  concepto  se  recibió  de  las  maderas,  y  el  Go- 
bierno de  Corrientes  aprobó  su  procedimiento  por  la  note  de 
3  de  Noviembre  de  i  865,  y  en  ese  mismo  concepto  y  como 
apoderado  de  dicho  gobierno  tendrá  que  contrademandar  i 
Yaccaro  que  es  uno  de  ios  capitanes,  cuando  llegue  el  caso  de 
contestar  su  demanda^  oomo  depositario  infiel  par  bab*r  dis- 
puesto del  depósito  que  tenia. 

Que  siendo  las  cosas  asi,  Yaccaro  no  tenia  personalidad 
legítima  para  entablar  la  demanda,  pues  ni  habia  presentado 
poder  de  Sangra,  ni  probado  la  propiedad  de  este. 

Que  era  inexacto  que  él  hubiese  reconocido  dicha  propiedad 
y  personería,  pues  lo  que  habia  dicho  era  que  Sangra  apare- 
cía haciéndose  el  dueño  de  las  maderas,  sea  que  las  hubiese 
adquirido  de  Sinforoso  Cáceres,  sea  que  jMrestase  su  nombre 
para  cubrir  la  propiedad  de  aquel;  y  que  aunque  Yaccaro  tu- 
viese poder  de  Sangra,  este  poder  seria  nulo  desde  que  San- 
gra se  hallaba  procesado  criminalmente  y  no  podía .  otorgar 
poder  sin  permiso  del  juez. 

Que  esto  no  era  reconocer  la  propiedad,  sino  presumir  una 
simulación  de  dominio,  lo  que  precisamente  dio  lugar  al  depó- 
sito en  viaje  y  bajo  fianza^  como  tampoco  era  reconocer  la 
personería  de  Yaccaro;  cuyo  reconocimiento  por  lo  demás  mal 
podía  suponerse,  cuando  en  el  mismo  escrito  en  que  se  es- 
presaba esos  conceptos,  se  escepcioaaba  ne^do  la  persone- 
ría y  la  propiedad. 

Que  la  demanda  debió  deducirse  no  por  despojo,  ni  contra 
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nn  particalar,  úaé  contra  el  Gobierno  de  Corrientes  por  el  em- 
bargo practicado,  siendo  aií  que  becbo  el  embargo  y  el  depó' 
sito,  la  devolución  de  este  al  apoderado  del  jSobiemo  no  puede 
dar  margen  á  una  acción  de  despojo. 

Que  finalmente  Vaccaro  era  un  patrón  de  bi|qi|^  sin  domi* 
cilio  fijo,  ni  responsabilidad,  por  cuya  razón  era  justa  la  pe- 
tición de  arraigo. 

Conferido  traslado,  el  apoderado  de  Yaccaro  se  adhirió  á  I4 
apelación  por  no  haberse  condenado  en  coletas  4  Méndez. 

Dijo  que  no  babia  demandado  &  la  Provincia  do  CQcrientes, 
sino  á  don  Juan  J.  Méndez,  por  sus  actos,  y  que  aunque  en 
sus  escritos  se  titula  apoderado  general  de  Corrientes,  sus 
actos  no  pueden  hacer  parte  á  la  Provincia  en  el  sentido  de 
la  prescripción  constitucional  invocada  de  coqtrario* 

Que  tratándose  en  el  presente  juicio  una  cuestión  de  des^ 
pojo,  debía  mandarse  restituir  sin  roas  trámite  la  cosa  despo- 
jada, desde  que  constaba  que  las  maderas  piertenecian  á  San- 
gra como  lo  ceconocia  Mondes,  y  estaban  con§igi)ad^s  á  Vac- 
caro. 

Que  el  hecho  de  esta  causa  no  es  el  embargo  ejecutado  poc 
el  Gobierno  de  Corrientes,  sin(i~  el  d^^poJQ  cometido  por 
Méndez. 

Que  el  acto  4^1  Gobierno  de  Corrientes  era  una  punible  ar-: 
bitraríedad,  que  si  podia  tener  efecto  en  Corrientes  donde  s^ 
tolera  el  despotismo,  era  de  ningún  valor  en  esta  Provincia 
y  no  podia  escusar  el  despojo  cometido  por  Méndez. 

Que  el  despojo  resultaba  evidente  pgr  el  hecho  de  haberse 
apoderado  sin  título  de  maderas  ajenas^ 

Que  el  decreto  ordenando  el  secuestro  es  de  %  de  Noviem- 
bre de  1865  y  por  lo  tanto  posterior  á  la  demanda  que  fué 
interpuesta  el  19  de  Octubre  del  mismo  anq,  debiendo  no- 
tarse que  Méndez  en  sus  escritos  no  ha  hechq  referencia  á 
otro  secuestro  que  el  ordenado  por  el  citado  decreto. 

Que  no  se  ha  confundido  por  el  Juez  de  Seccipn  la  confis- 
cación con  el  secuestro  preventiva»  sino  que  sie  ha  establecido 
que  aquella  está  abolida  par  la  CQns|itnc)on,  y  es^e  no  puede 
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ser  decretado  sino  por  juez  competente  á  instancia  de  parte  y 
con  títulos  que  acrediten  la  acción  para  pedirlo. 

Que  los  embargos  no  pueden  hacerse  p^r  los  particulares, 
1)1  por  los  Gobiernos,  sino  que  deben  pedirse  finte  los  Tribu- 
nales. 

Que  las  maderas  no  estaban  en  peligro  de  malmeterse,  por? 
que  estaban  aseguradas  por  una  fianza. 

Que  la  declaración  de  Méndez  que  contrademandaba  á  Vac- 
caro  como  depositario  infiel,  importaba  un  reconocimiento  de 
la  posesión  de  las  maderas  ep  Vaccarq,  lo  que  era  de  suma 
importancia  en  la  cuestión,  siendo  de  notar  que  Vaccfiro  no 
era  tal  depositario,  y  recibió  las  maderas  cpmp  consignatario 
de  Sangr&. 

Que  Vaccaro  ha  entablado  la  demanda  como  consignatario^ 
y  por  eso  no  ha  presentado  el  poder  de  Sangra  del  cual  no 
necesitaba,  siendo  falso  por  lo  demás  el  hecho  de  hallarse 
Sangra  procesado  criminalmente. 

Que  tratándose  de  una  acción  de  despojo  no  era  necesario 
probar  la  propiedad  de  la  cosa  despojada,  bastando  la  sola 
posesión. 

Que  en  cuanto  al  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  nada  tenia  que  ver  Vaccaro  con  la  Provincia  de  Cor-» 
Fientes,  sino  con  don  Juan  J.  Méndez  que  habia  cometido  el 
despojo. 

Y  respecto  del  arraigo^  Vaccaro  estaba  domiciliado  y  tenia 
negocios  en  Buenos  Aires. 

Que  por  tales  razones  la  sentencia  recurrida  debia  ser  con- 
firmada,  modificándose  en  la  parte  que  no  condenó  á  Méndez 
en  las  costas,  pues  resulta  claro  que  este  no  tuvo  derecho, 
ni  titulo  para  apoderarse  de  las  maderas,  ni  razón  para  re  - 
sistir  su  entrega  y  provocar  el  presente  pleito. 

Conferido  traslado,  Méndez  replicó  que  la  condenación  en 
costas  debia  imponerse  á  Vaccaro^  pues  la  presunción  de  no 
temeridad  deducida  de  una  sentencia  favorable  se  destruye  por 
la  evidencia  de  la  temeridad,  y  que  esta  es  evidente  en  Vac- 
caro, porque  habiéndote  constituido  depoútario  de  las  made*- 
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ras  embargadas,  puso  esta  demanda  para  apropiarse  los  bie- 
nes depositados  en  su  fe  ó  salvar  á  los  traidores  de  las  res- 
ponsabilidades en  que  habian  incurrido  por  la  usurpación  de 
las  rentas  de  la  Provincia  y  de  los  bienes  ^de  los  vecinos  de 
Corrientes. 

Falto  de  to   Siiprem»    Certe. 

Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1866. 

Vistos,  y  considerando : — Primero :  Que  aunque  estos  autos 
se  iniciaron  por  una  demanda  de  jactancia,  en  el  juicio  se  ha 
tratado  sobre  la  restitución  de  un  despojo  que  el  demandante 
don  Miguel  Vaccaro,  reclamó  á  don  Juan  José  Méndez,  des« 
pues  que,  por  el  dicho  de  este,  supo  que  habia  tomado  po- 
sesión de  un  cargamento  de  maderas  que  estaba  consignado 
á  él,  trasformándose  asi  el  presente  en  un  verdadero  juicio  de 
despojo^  como  lo  estableció  el  señor  Procurad<Nr  General  en 
su  vista  de  foja  ochenta  y  cuatro,  cuyos  fundamentos  adoptó 
la  Suprema  Corte,  y  lo  reconoce  el  mismo  Méndez  á  foja  ciento 
treinta  y  uno  vuelta,  diciendo :  que  Vaccaro  presentó  su  de- 
m^nday  ^erciendo  la  acción  de  despojo  contra  un  particular^ 
en  vez  de  deducir  la  que  correspondía  contra  el  embargo  de 
un  Gobierno  de  Provincia. — Segundo :  Que  el  despojo  es  uñ 
acto  ilícito  que  compromete  siempre  la  responsabilidad  del 
ejecutor,  y  Méndez  no  puede  pretender  que  la  demanda  de 
Vaccaro  contra  él,  se  entiende  dirijida  contra  la  Provincia  de 
Corrientes,  cualquiera  que  sea  la  ostensión  de  las  facultades 
espresadas  en  el  poder  ó  en  las  instrucciones  que  su  Gobier- 
no le  dio  para  representarlo  en  esta  Capital : — Tercero :  Que 
por  consiguiente  el  Juez  de  Sección  ha  tenido  jurisdicción 
competente  para  conocer  de  este  pleito ;  por  estos  fundamen- 
tos no  se  hace  lugar  á  la  declaración  de  nulidad  del  proce- 
dimiento por  carencia  de  jurisdicción. — Considerando  que  la 
acción  de  despojo  ha  sido  discutida  ampliamente  en  estos 
autos,  habiendo  tenido  las  partes  ocasión  de  esponer  los  he- 
chos y  razones  que  favorecen  sus  respectivas  pretensiones,  y 
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que  ademas  se  corrió  á  Méndez  el  traslado  de  foja  novienta 
y  ocho  de  que  no  usó,  para  que  adelantase  su  defensa  que 
sin  necesidad  de  nuetos  esclarecimientos,  y  solo  por  las  cons- 
tancias que  obran  en  el  espediente,  puede  conocerse  la  ver- 
dad del  hecho  que  es  materia  del  juicio;  por  esto,  y  tenién- 
dose presente  lo  que  por  regla  general  dispone  la  ley  diez^ 
titulo  diez  y  siete,  libro  coarto  de  la  Recopilación  Castellana^ 
y,  con  relación  al  juicio  de  despojo,  las  leyes  cinco  y  seis 
del  titulo  trece  del  mismo  libro,  tampoco  se  hace  lugar  á  la 
declaración  de  nulidad  por  las  irregularidades  del  procedi- 
miento.-^Gonsiderando  respecto  á  la  acción  de  despojo. — Pri- 
mero: Que  don  Juan  José  Méndez  reconoce  en  todos  sus  escritos, 
que  don  Ramón  Sangra  estaba  en  posesión  de  las  maderas  que  le 
reclama  Vaccaro,  y  era  reputado  dueño  de  ellas  cuando  las  em^ 
barco  en  Relia  Vista  con  destino  á  esta  capital : — Segundo. 
Que  siendo  esto  así,  él  no  ha  podido  ser  lejítimamente  despo- 
seido  sino  por  orden  de  autoridad  competente : — Tercero.  Que 
las  autoridades  competentes,  para  ordenar  el  embargo  de  bie- 
nes situados  en  esta  capital  y  la  trasferencia  de  su  posesión 
son  los  jueces  que  ejercen  jurisdicción  en  su  territorio : — Cuarto 
Que  Méndez  conflesa  que  no  ha  sido  autorizado  por  ningún 
juez  investido  de  esta  jurisdicción  para  tomar  posesión  de  las 
maderas  pertenecientes  á  Sangra,  invocando  para  justiQcar  su 
proceder  un  decreto  espedido  por  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia de  Corrientes : — Quinto.  Que  la  entrega  que  le  hubie- 
ren hecho  los  patrones  que  condujeron  las  maderas,  no  lejí- 
timaria  su  posesión;  porque  siendo  ellos  meros  depositarios 
de  la  carga,  no  podian  licitamente  entregarla  á  otro,  que  al 
fletador  de  quien  la  recibieron  ó  á  su  consignatario : — Seüo. 
Que  Vaccaro  ha  probado  ser  el  verdadero  consignatario  de  las 
maderas  que  reclama,  con  la  carta  dé  Sangra  que  presentó  á 
foja  doce  y  cuya  antencidad  no  se  niega  {»or  Méndez: — Sép^ 
timo.  Que  sin  embargo  de  estas  razones  de  derecho,  las  cir- 
cunstancias de  ser  Méndez  apoderado  general  de  la  Provincia 
de  Corrientes,  de  no  constar  que  haya  usado  de  violencia 
para  apoderarse  de  las  maderas,  y  de  haberse  iniciado  por  las 
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autoridades  de  aquella  Provincia  un  procedimiento  contra 
Sangra  por  haber  ejercido  un  empleo  á  nombre  de  los  ene- 
migos de  la  República,  dan  bastante  fundamento  para  juzgar 
que  no  se  ha  conducido  con  malicia  tomando  posesión  de  las 
maderas  y  resistiendo  su  restitución ;  por  estas  consideracio- 
nes y  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  cien,  sin  hacerse  lugar  á  la  condenación  de  costas  pedida 
por  Vaccaro ;  y  satisfechas  por  ambas  partes  las  de  esta  ins- 
tancia y  repuesto  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — José  B.  Goros- 

TIAGA. 


CAUSA   CMaJLILWU. 


Don  Félix  Delfino  con  don  Enrique  Hall^  sobre  reivindicación. 

m 

Sumario. — l^'  Los  efectos  secuestrado  por  el  enemigo,  no 
pueden  ser  lícitamente  comprados  en  el  mismo  punto  del  se- 
cuestro, y  antes  de  ser  trasportados  por  el  enemigo  á  otro  lugar 
seguro. 

2o  En  ese  caso,  el  dueño  de  los  efectos  no  pierde  el  domi- 
nio, y  el  comprador  no  puede  resistir  la  reivindicación  de  aquel. 

3o  El  deudor  moroso  y  litigante  temerario  debe  pagar  las 
costas  del  juicio,  é  indemnizar  la  desmejora  que  los  efectos 
sufran  desde  el  dia  de  la  demanda  al  de  la  restitución. 
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4»  La  conservación  de  los  efecios  saqueados  es  útil  al  due- 
ño^ y  este  queda  obligado  á  pagar  los  gastos  de  conducción 
de  aquellos  y  los  de  su  depósito  basta  el  dia  de  la  de?olueioB. 


Caso. — Félix  Deífino,  ciudadano  argentino ^  y  vecino  de 
Bella  Vista,  se  presentó  ante  el  Juez  de  Sección  de  Corrientes 
esponiendo  que  su  casa  de  negocio  habia  sido  saqueada  por 
las  fuerzas  paraguayas  invasoras,  y  que  muchas  personas  de 
aquel  vecindario  hablan  apnderádose  de  alguna  parte  de  los 
objetos  robados :  que  una  de  estas  personas  era  el  subdito 
inglés  don  Enrique  Hall,  quien  tenia  una  cantidad  de  cueros 
vacunos  que  existían  en  los  almacenes  del  demandado,  y  cuya 
restitución  negaba  bajo  -el  prelesto  de  haberlos  comprado  al 
General  paraguayo. 

Dijo  que  esta  compra  no  pedia  darle  derechos  sobre  los 
cueros  de  su  propiedad,  y  por  lo  tanto  demandaba  á  Hall  en 
ejercicio  de  la  acción  reivindicatoría^  pidiendo  ia  ratrega  de 
los  cueros  con  cargo  al  demandado  de  colocarlos  á  su  costa 
en  el  mismo  lugar  de  donde  fueron  estraidos^  y  de  pagar  las 
costas  de  este  juicio* 

Conferido  traslado  contestó  Hall,  que  para  él,  subdito  de 
una  Nación  neutral  en  la  guerra  con  el  Paraguay,  el  General 
paraguayo  al  apoderarse  de  los  intereses  de  Delíino  no  habia 
cometido  saqueo,  pues  los  neutrales  deben  mirar  á  los  partí- 
dos  que  están  en  guerra,  como  legitimos  proprietarios  de  lo 
que  puedan  adquirir  uno  sobre  otro  por  la  fuerza  de  las  armas, 
no  permitiéndoles  el  estado  mismo  de  neutralidad  tomar  parte 
y  tratar  á  uno  ú  otro  de  los  beligerantes,  como  á  un  usur- 
pador. 

Que  según  el  derecho  de  gentes,  cuando  un  beligerante  ha 
aprehendido  al  enemigo  algunas  cosas,  las  hace  suyas  por  de- 
recho de  guerra  y  la  propiedad  á  ellos  sigue  inmediatamente 
de  la  presión. 

Que  por  consiguiente,  estando  los  intereses  de  Delfino  en 
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poder  de  los  paraguayos  desde  muchos  dias,  estos  dispusieren 
de  los  mismos  como  verdaderos  dueños ;  transfiriendo  por  lo 
tanto  á  Hall  el  dominio  de  los  cueros  que  le  dieron  en  pago 
de  una  cantidad  de  pesos  que  los   paraguayos  le   debían. 

Que  por  lo  demás  la  ley  26,  tlt.  26,.  part.  3%  sancionó 
abiertamente  el  dominio  adquirido  por  los  paraguayos  sobre  los 
intereses  tomados  á  un  enemigo  suyo. 

Pidió  se  le  absolviese  de  la  demanda  de  Delfino. 

El  Juez  de  Sección  recibió  á  prueba  la  causa. 

Pruebas  del  demandante  Delfino. 

^0 — Posiciones  absueltas  por  Hall. 

Diga  como  es  cierto  que  el  absolvente  ha  presenciado  el 
complete  saqueo  que  las  tropas  paraguayas  hicieron  de  lodo 
el  negocio  existente  en  la  casa  principal  y  varios  almacenes 
de  depósito  de  don  Feliz  Delfino  en  Bella  Vista. — Contestó 
que  la  casa  principal  de  Delfino  fué  efectivamente  saqueada, 
pero  ignora  que  haya  tenido  los  depósitos  que  menciona. 

Diga  como  es  cierto  que  mas  de  mil  cueros  vacunos  de  los 
que  eiistian  en  la  referida  casa  saqueada  fueron  trasladados 
por  los  paraguayos  á  la  casa  de  Hall,  que  está  situada  en- 
frente en  la  misma  calle. — Contestó,  que  es  cierto  el  hecho, 
pero  que  á  su  juicio  no  alcanzaban  á  mil  cueros. 

Diga  como  es  cierto  que  al  recibir  esos  cueros  sabia  que 
eran  de  propiedad  de  Delfino,  y  que  los  que  se  los  entregaban 
se  habían  apoderado  de  ellos  por  la  fuerza  y  contra  la  volun- 
tad de  Delfino.— Contestó  que  ignoraba  que  todos  hubiesen 
sido  de  la  pert^dencta  del  Delfino,  puesto  que  babia  también 
del  señor  Yillanueva  en  la  misma  casa. 

Diga  como  es  cierto  que  era  sabedor  dal  saqueo  que  se  eje- 
cutaba por  los  paraguayos  en  otras  casas  de  negocio  pertene- 
cientes á  ciudadano  estranjeros* — Contestó  que  sí. 

j2o — Inlerrogatorio  de  testigos. 

Si  saben  que  la  casa  de  negocio  de  D<;lfino  y  sus  diferentes 
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almacenes  de  depósito  que  tenia  en  Bella  Vista  fueron  com- 
pletamente saqueados  por  los  paraguayos,  hasta  el  punto  de 
dejar  ni  las  cerraduras  de  las  puertas. — Juan  Guhelúio^  con- 
testó que  era  cierto  sin  saber  si  babia  sido  por  orden  del 
General  paraguayo  ó  de  otro. — Estevan  Livieri^  Bartolomé 
Berizc  y  doña   Úrsula  Zalazar  contestaron  ser  cierto. 

Si  era  cierto  que  en  la  dicha  casa  de  negocio  existia  una 
cantidad  de  cueros  vacunos  y  otros  frutos  del  pais  que  fueron 
como  todo  lo  demás,  sacados  por  los  paraguayos. 

Lps  cuatro  testigos  mencionad<is  contestaron  que  era  cierto. 

Interrogados  si  les^  constaba  que  una  cantidad  mas  ó  menos 
de  mil  cueros  vacunos  fué  pasado  por  los  paraguayos  directa- 
mente á  la  casa  de  Hall,  el  testigo  Gubelino  contestó  que  los 
cueros  fueron  vendidos  á  Hall  por  un  oficial  paraguayo  y  en- 
tregados al  comprador  por  soldados  paraguayos  y  de  otras  na- 
cionalidades ;  Berizo^  que  sabia  de  la  venta  pero  que  no  vio 
cuando  llevaron  los  cueros,  y  la  Zalazar,  que  le  constaba 
sin  saber  el  número  de  cueros,  ni  recordar  si  los  que  los  lle- 
vaban eran  paraguayos  ó  de  otra  nacionalidad. 

Interrogados  si  sabian  que  Hall  habia  presenciado  al  saqueo, 
Gubelino  contestó  que  no  lo  constaba  pero  calciilaba  que  si 
porque  la  casa  de  Hall  estaba  en  frente  á  la  de  Deliino ;  y 
la  Zalazar  que  lo  presumía  por  la  misma  razón. 

Interrogados  si  sabian  que  los  paraguayos  habian  saqueado 
otras  casas  pertenecientes  á  estraujeros,  los  cuatros  testigos 
contestaron  afirmativamente. 

Pruebas  de  Hall. 

Interrogatorio  de  testigos. 

Interrogados  si  el  General  paraguayo  al  dia  siguiente  de  la 
ocupación  de  Bella  Vista  se  apoderó  de  los  intereses  de  Del- 
fino,  y  los  tuvo  por  espacio  de  60  dias,  durante  los  cuales 
mandó  darles  fin ;  Juan  Guhelino  contestó  que  la  casa  fué  com- 
pletamente saqueada,  Policarpo  Artaza  que  ignoraba  los  dias, 
pero  le  constaba   que  los  agentes  del    General  paraguayo  se 
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apoderaron  dé  los  intereses  de  aquel  ^,    Pedro   Marello^  que 
era  cierto. 

Interrogados  si  15  dias  después,  el  General  paraguayo  ven- 
dió á  Haiilos  cueros  en  cuestión,  Gúbelim  contestó  que  no 
sabia  á  punto  fijó  los  dias  que  corrieron,  Artaza,  que  fué 
después  de  15  dias,  y  Morello  que  era  cierto: 

Interrogados  si  los  paraguayos  sataron  los  cueros  de  la  bar- 
raca de  Délfino  y  los  mandaron  á  la  de  Hall  en  carretillas, 
Gubelino  contestó  que  en  el  transporte  se  ocuparon  individuos 
de  varías  nacionalidades,  Artam  y  Mórello,  que  fueron  para- 
guayos ignorando  á  donde  los  trasportaron. 

l'MIo  del  jruex  Secéi«iÉ»l. 

Vistos :  en  el  juicio  civil  ordinario  que  se  ba  ventilado  y  pen- 
de ante  este  Tribunal  Federal  de  Sección,  entre  el  ciudadano 
argentino  don  Félix  Delfino,  actor  representado  por  don  Ga- 
briel Esquier,  y  el  subdito  inglés  don  Enrique  Hall,  vecino  de 
Bella  Vista  en  esta  provincia,   representado  por  don  Martin 
Miranda;  demandando   el  primero,    en    ejercicio   de   acción 
reivindicatoria    la   devolución  y  entrega  de  una  cantidad  de 
cueros  vacunos  de  su  propiedad  en  número  de  mil  aproxima- 
damente, que  dice  tener  en  su  poder  don  Enrique  Hall,  «com- 
prados á  los  que  saquearon  su  casa  de  negocios  en  Bella  Vista, 
durante  la  ocupación   que  de   ese  pueblo  hicieron  las  tropas 
invasoras  del  Parsiguay»  con  cargo  y  gravamen  al  demandado 
Hall,  de  colocarlos  á  su  costa  en  el   mismo  lugar  de  donde 
fueron  extraidos,   y  de  indemnizarle  todas  las  costas,   costos, 
daños  y  perjuicios  que    su  reclamación  origine:  oidos   los 
alegatos  y  defensas  de  las  partes,  y  atendida  la  prueba  pro- 
ducida ;    resultando    de  ellos  por  las   informaciones    testimo- 
niales que  se  han  dado  de  una  y   otra  parte,  y  por  confesión 
esplicita  del  demandado  absolviendo  posiciones,  justificado  el 
hecho  de  haber  pasado  á  poder  de  don  Enrique  Hall  una  can- 
tidad de  cueros  en  número  de  mil  aproximadamente^  extraidos 
de  la  casa  de  don  Félix  Delfino,  y  entregados  á    aquel    en 
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venta  ó  pago  de  créditos,  por  las  fuerzas  paraguayas  que  se 
apoderaron  y  saquearon  la  dicha  casa  de  Delfino.  Y  juslifí- 
cado  también  el  dominio  de  este  sobre  los  cueros  reclamados, 
tanto  por  el  asentimiento  del  demandado  como  por  las  depo- 
siciones de  los  testigos,  y  considerando :— !<>  Que  la  resti- 
tución que  demanda  Delfino  está  sostenida  por  las  disposicio- 
nes de  las  leyes  29  y  30  del  tit.  2%  partida  3^. 

2o  Que  el  demandado  Hall,  no  ha  opuesto  la  escepcion  que 
se  espresa  en  la  ley  2^,  tít.  3,  de  la  part*  3^. 

3^  Que  las  reglas  del  derecho  de  gentes,  relativas  á  presas 
durante  la  guerra,  que  se  hacen  valer  por  el  demandado  Hall, 
negando  á  Delfino  la  conservación  de  su  dominio  sobre  los 
cueros  que  les  fueron  tomados  por  las  fuerzas  paraguayas  que 
él  compró,  y  su  falta  de  derecho  para  reivindicarlos,  no  tienen 
aplicación  en  el  caso  presente,  porque  el  apoderamiento  6 
saqueo  de  los  intereses  de  Delfino  no  puede  ser  considerado  co- 
mo una  presa  de  aquellas  que  el  derecho  de  la  guerra  autoriza, 
desde  que  el  pueblo  de  Bella  Vista  no  fué  tomado  por  asalto 
d  á  viva  fuerza  por  los  invasores  paraguayos,  único  caso  en  él 
que  por  el  derecho  moderno  sea  permitido,  y  muy  rara  vez^ 
apresar  en  tierra  los  bienes  de  los  particulares  subditos  del 
beligerante  enemigo. 

40  Que  aun  en  el  caso  de  que  hubiese  sido  una  legitima  bue- 
na presa  la  que  los  gefes  ótropas  paraguayas  hicieron  apoderán- 
dose de  los  intereses  de  Delfino,  por  esas  mismas  reglas, 
principios  y  doctrinas  que  el  demandado  Hall  invoca,  la  ena- 
genacion  de  esos  intereses  por  los  captores,  y  su  adquisición 
por  un  tercero,  no  pudieron  revestir  eficacia  desde  que  se 
realizaban  allí  mismp  donde  se  hizo  la  captura,  de  donde  no 
podian  ser  los  efectos  estraidos  ni  por  el  captor  ni  por  el 
nuevo  adquirente  sin  que  hubiesen  sido  represados ;  y  en  don- 
de enfin,  mas  ó  menos  pronta  é  inevitablemente  debián  ser 
amparados  por  la  acción  del  post  liminio. 

5^>  Que  la  ley  26,  tit.  26,  part.  3»  sobre  presas  al  enemigo, 
en  cuyas  disposiciones  funda  el  señor  Hall  la  legitimidad  de 
su  adquisición  y  la  pérdida  por  parte  del  señor  Delfino  del 

31. 
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derecho  de  reclamárselas,  exige  por  causa  la  privación  del  do- 
minio en  el  dueño  de  la  cosa  apresada,  quo  la  presa  hubiese 
sido  melida  en  pos  de  mnro  de  alguna  fortaleza  ó  dentro 
en  hueste  y  que  esta  circunstancia  ó  condición  no  se  ha  cum- 
plido con  los  efectos  de  que  las  fuerzas  paraguayas  se  apon- 
deraron  en  Bella  Vista,  y  quedaron  alH  mismo  cedidos  ó  Ten- 
didos sin  haber  podido  ser  extraídos  ni  aun  por  los  compra- 
dores durante  la  dominación  de  aquellas  fuerzas. 

Por  tanto^  y  haciendo  aplicación  del  derecho  de  past  Jt- 
minio  y  de  las  leyes  de  Partida  citadas :  fallo  administrando 
justicia  á  nombre  de  la  Nación,  declarando  obligado  al  de- 
mandado subdito  inglés  don  Enrique  Hall  á  hacer  devolu- 
ción al  demandante  don  Félix  Delfino  de  los  eneros   que   le 

reclama  en  número  de  novecientos  cincuenta,   estimada  esta 

« 

cantidad  en  concepto  á  la  que  sobre  ella  se  fija  en  U  deman- 
da y  se  confiesa  por  el  demandado,  sin  costas ;  y  siendo  de 
cargo  de  Delfino  el  recibir  y  trasportar  los  cueros,  y  abonar 
á  don  Enrique  Hall  el  depósito  ó  barracaje  de  ellos  al  pre- 
cio de  plaza,  desde  el  dia  que  fueron  á  su  poder  hasta  la 
fecha  en  que  Delfino  los  reclamó  antes  las  autoridades  de 
Bella  Vista. 

Pronunciada  en  la  Sala  de  despacho  de  este  Juzgado  Na- 
cional de  Sección  en  la  ciudad  4e  Corrientes^.  á  los  veintiún 
dias  del  mes  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 

Vicente  Zaravia. 

Ambas  partes  apelaron  de  la  sentencia. 

La  de  Hall  espresando  agravios  pidió  ser  amparado  en  so 
derecho  de  propiedad. 

Dijo  que  al  aproximarse  del  ejército  paraguayo,  la  gaamicion 
militar  de  Bella  Vista  abandonó  aquel  pueblo,  sustituyéndose 
en  él  la  autoridad  del  Gobierno  Paraguayo  á  la  Argentina  á 
mérito  de  la  ocupación  militar. 

Que  siendo  un  principio  reconocido  que  la  ocupación  bé* 
lica  confiere  derecho   de  jurisdicción  sobre    las   personas  y 
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propiedades  del  beligerante  y  acuerda  al  ocupante  el  derecho 
de  imponer  contribuciones  é  impuestos,  era  innegable  que  la 
autoridad  paraguaya  tuvo  en  Bella  Vista  la  facultad  de  imponer 
á  la  propiedad  mobiliaria  é  inmobiliaria  argentina,  y  disponer 
de  la  primera,  asumiendo  la  responsabilidad  de  tales  actos 
para  con  el  eobeligerante  á  la  terminación  de  la  guerra. 

Que  aunque  el  derecho  moderno  ha  modiflcado  los  princi- 
pios rigorosos  del  antiguo,  respecto  á  la  confiscación  de  las 
propiedades  muebles  é  inmuebles  del  enemigo,  es  fuera  de 
duda  que  por  el  mismo  derecho  moderno  es  lícito  destruir  ó 
apropiarse  los  bienes  meubles,  ya  para  proporcionarse  lo  ne- 
cesario para  la  conservación  de  las  fuerzas  militares,  ya  para 
impedir  que  el  enemigo  disponga  de  elementos  útiles  que  no 
es  posible  conservar. 

Que  por  consiguiente  las  cosas  muebles  argentinas  han  po- 
dido ser  consumidas  y  enagenadas  válidamente  por  el  ocupante 
enemigo  á  neutrales,  sin  que  el  antiguo  dueño  pueda  recla- 
marlas de  estos,  conservando  solo  el  derecho  de  obtener  una 
indemnización  del  enemigo  si  aquel  procedimiento  estuviese 
en  oposición  con  los  usos  legítimos  de  la  guerra. 

Que  no  podia  reivindicar  la  propiedad,  porque  el  derecho 
de  post  liminio  en  las  cosas  muebles  espira  por  nuestra  ley 
después  de  24  horas  conforme  á  la  prescripción  del  derecho 
de  gentes. 

Que  no  se  trataba  de  robos  individuales  sino  de  la  apropia- 
ción ejercida  por  la  autoridad  militar  del  Paraguay  á  nombre 
de  su  Gobierno. 

Que  era  inútil  discutir  si  ese  procedimiento  estaba  ó  no 
ajustado  á  los  usos  modernos. 

Que  eso  servirá  para  imponer  responsabilidades  al  belige- 
rante á  la  época  de  la  paz,  pero  no  viciaba  la  validez  de  la 
enagenacion,  ni  el  derecho  adquirido  por  el  tercero. 

Que  según  lo  probaba  un  recibo  que  se  acompañaba,  el 
ejército  enemigo  tomó  harinas  de  su  propiedad  y  pagó  su 
importe  con  valor  mobiliarios  argentinos  que  ocupó. 
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Que  esto  equivalía  a  imponer  una  contribución  á  la  pro^ 
piedad  del  enemigo^  acto  lícito  en  la  guerra. 

Que  la  Suecia  en  1808  pagó  á  la  Francia  120  millones  de 
francos  por  evitar  el  saqueo  de  sus  propiedades ;  que  la  Fran- 
cia en  i  81 5  pagé  á  los  aliados  con  el  mismo  objeto  700  mi- 
llones, y  la  Prusia  ha  impuesto  en  la  última  guerra  contri- 
buciones valiosas  á  la  ciudad  de  Francfort. 

Que  por  consiguiente  es  claro  que  el  Paraguay  ba  podido 
disponer  válidamente  de  unos  cuantos  cueros  para  proporcionar 
harinas  á   su  ejército. 

Que  al  menos  para  éU  como  neutral ,  esa  disposición  era 
obligatoria,  desde  que  la  Autoridad  Paraguaya  era  entonces 
la  única  que  tenia  jurisdicción  en  aquel  territorio. 

Que  la  consideración  de  la  sentencia  apelada  de  que  esa 
propiedad  no  podia  ser  estraida  del  territorio  era  inexacta^ 
pues,  mucho  tiempo  después,  cuando  se  retiró  el  ejército 
paraguayo  estrajo  cuanto  quiso. 

Que  los  principios  espuestos  son  los  que  profesan  Weaton 
en  el  tomo  %  pág.  5  y  20  y  los  autores  que  se  citan  en  la 
sentencia  apelada. 

La  parte  de  Delfino  contestó  y  espresó  agravios;  pidiendo  la 
reforma  de  la  sentencia  apelada  declarándose  que  Hall  estaba 
obligado  á  abonar  á  Delfmo  el  valor  de  los  950  cueros  man- 
dados entregar  por  la  sentencia  al  precio  que  tenian  cuando 
los  recibió,  ó  al  tiempo  de  la  demanda,  ó  en  su  defecto  apa- 
gar la  diferencia  entre  dichos  precios  y  el  que  se  pudiese  ob- 
tener por  frutos  deteriorados,  condenándolo  ademas  á  los  costos 
y  costas  del  proceso. 

Dijo,  que  la  calidad  de  subdito  de  una  potencia  neutral  no 
podia  invocarse  para  pedir  escepciones  que  el  derecho  inter- 
nacional condenaba,  pues  lo  único  que  estaba  prohibido  á  los 
neutrales  era  juzgar  públicamente  los  motivos  que  movian  á  los 
beligerantes  para  hacer  la  guerra,  y  favorecer  á  uno  con  perjui- 
cio del  otro. 

Que  por  consiguiente  no  violaba  la  neutralidad  al  calificar 
de  saqueo  el  despojo  hecho  á  Delfino,  y  menos  aun,  desde 
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que  no  lenia  necesidad  de  manifestar  su  juicio,  ni  fué  forzado 
á  la  compra. 

Que  mas  bien  infringid  la  neutralidad  al  comprar  la  pro- 
piedad que  ningún  Tribunal  habia  declarado  legitima  cap- 
tura, porque  ayudó  á  uno  á  hacer  un  gran  mal  al  otro  be- 
ligerante, y  se  hace  cómplice  del  saqueo  él  que  compra  al 
ladrón,  pues  si  este  no  encontrase  á  quien  vender  ó  no  ro- 
baría ó  lo  haría  en  menores  proporciones. 

Que  los  neutrales  no  violan  la  neutralidad  al  protestar 
contra  los  actos  ilegítimos  de  hostilidad  como  lo  ha  hecho  la 
República  Argentina  respecto  del  bombardeo  de  Valparaíso. 

One  si  el  neutral  no  tuviese  el  derecho  de  juzgar  de  los 
actos  de  hostilidad  que  sean  contra  la  ley  de  las  naciones, 
podrá  aceptar  que  uno  de  los  beligerantes  declaran  esclavos 
á  los  prisioneros  de  guerra,  y  los  venden  á  neutrales. 

Que  por  el  derecho  de  las  naciones,  el  despojo  que  sufrió 
Delflno  fué  un  acto  ilegítimo  de  hostilidad ;  pues  las  hostili- 
dades entre  las  naciones  no  deben  pasar  hoy  de  lo  estricta- 
mente indispensable  para  conseguir  los  fines  de  la  guerra ;  y  los 
cueros  que  los  paraguayos  quitaron  á  Delfino  no  les  eran 
útiles  para  las  operaciones  bélicas,  como  lo  prueba  el  hecho 
de  haberse  desprendido  de  ellos  en  el  mismo  punto  que  el  dcs^ 
pojo  tuvo  lugar. 

Que  la  antigua  práctica  de  los  romanos  de  adjudicar  al 
vencedor  la  propiedad  de  las  casas,  muebles  é  inmuebles  del 
vencido,  ha  cedido  á  doctrinas  mas  benignas  que  establecen 
que  la  propiedad  privada  en  la  guerra  terrestre  con  la  escep- 
cion  de  la  que  puede  convertirse  en  botín  en  los  campos 
forzados  y  en  las  ciudades  tomadas  de  asalto  y  de  las  con- 
tribuciones militares,  está  exenta  de  toda  confiscación.  Así 
Weaton,  Elem.  de  derecho  internacional,  cap.  de  los  derechos 
de  la  guerra  contra  los  enemigos.  ^-Bello,  parte  2,  cap.  4,  núm. 
3,  4    y  6.,  Hcpter.  §  130. 

Que  Bello  considera  como  un  resto  de  barbarie  el  pillage  y 
saqueo  que  se  permita  por  el  ocupante  en  país  enemigo. 

Que  la  propiedad  jnobiiiaria  que  puede  ser  destruida    por 
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el  eDemígo  es  la  que  consiste  en  artículos  de  guerra  que  no 
puede  llevar  consigo ;  y  la  manera  de  apropiarse  licítameote 
las  propiedades  mobiliarias  es  imponiendo  á  las  ciudades  las 
contribuciones  moderadas  de  que  habla  Bello,  y  en  la  forma 
que  lo  ha  hecho  la  Prusia  en  Hamburgo,  no  en  focetos  y 
mercaderías,  sino  en  dinero  para  que  sean  llevados  propor- 
cionalmente  por  todos  los  vecinos. 

Pero  que  lo  que  se  ha  hecho  con  Delfino  no  podía  de  nin- 
guna manera  ser  considerado  como  una  contribución ;  pues 
en  Bella  Vista  no  hubo  contribución,  ni  nadie  biso  ni  distri' 
bucion  y  todo  el  mundo  sabe  que  de  los  almacenes  de  Delfino 
se  estrajo  todo  sin  cuenta  ni  razón,  llegando  al  estremo  de 
haberse  establecido  Hall  en  casa  de  aquel. 

Que  ni  podia  llamarse  requisición,  pues  esta  también  se 
impone  y  se  distribuye  entre  cada  vecino ;  todo  para  que  se 
tenga  una  base  para  arreglar  \^  indemnizaciones  á  la  con- 
clusión de  la  paz,  derecho  que  Hall  reconocia ;  pero  que  en 
el  presente  caso  faltaba  la  base  para  arreglarlos,  pues  no  se 
sabia  á  cuanto  ascendió  ni  en  cuanto  contribuye  cada  uno. 

Que  no  había  contribución,  ni  requisición,  y  esto  lo  pro-* 
baba  el  mismo  hecho  de  Hall  á  quien  nada  se  le  quitó  ;  y  si 
dio  harinas  fué  porque  las  vendió  cobrando  el  doble  de  lo  que 
valían,  y  recibiendo  en  precio  cueros  por  la  tercera  parte  de 
su  valor. 

Que  era  inútil  discutir  acerca  del  derecho  de  post  liminio^ 
porque  este  supone  que  la  propiedad  pudo  ser  capturada  le- 
galmente,  lo  que  se  negaba  en  el  caso. 

Que  suponiéndolo  sin  embargo,  los  cueros  quitados  á  DeU 
íino  no  pudieron  ser  enagenados  en  el  lugar  desde  donde  fueron 
apresados,  porque  su  posesión  ni  era^  ni  podia  ser  definitiva 
mientras  los  paraguayos  estaban  en  territorio  argentino,  desde 
que  ni  ellos,  ni  Hall  podían  estraerlos  sin  peligro  cuando 
menos  de  ser  represados* 

Que  por  otra  parte,  desde  que  fué  reconquistado  por  nues- 
tras fuerzas  el  punto  donde  se  hallaban  los  cueros  y  donde 
tuvo  lugar  la  captura,  revivía  inmediatamente  el  derecho  de 
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posí  liminio^  por  cuanto  los  cueros  volvieron  desde  ese  instante 
bajo  el  poder  de  la  República. 

Que  lo  contrario  seria  garantir  nosotros  al  enemigo  la  po- 
sesión de  lo  que  nos  robó. 

Que  por  otra  parte,  los  tratados  vigentes  con  el  Paraguay 
obligaban  i  la  notificación  de  la  guerra  seis  meses  antes  del 
rompimiento:  que  la, primera  notificación  por  parte  de  los 
paraguayos  fué  di  asalto  de  nuestros  buques  en  Corrientes : 
que  la  guerra  pues,  que  hizo  el  Paraguay  fué  pirática  porque 
faltó  i  la  fé  de  los  tratados :  y  por  consiguiente  cualquier 
presa  legítima  en  otros  casos,  en  el  caso  del  Paraguay  debia 
considerarse  siempre  ilegitima. 

Agregó  que  no  era  justo  que  Delfino  'pagase  el  barracaje, 
y  la  conducción  de  los  cueros. 

Que  teniendo  Delfino  casa  donde  almacenar  sus  cueros,  no 
tenia;  obligación  de  pagar  un  «olo  peso  de  barracare. 

Que  si  Hall  no  se  hubiere  prestado  á  una  adquisición  ile- 
gal, los  cueros  que  no  podian  ser  esportados  por  los  para- 
guayos, habrían  permanecido  en  casa  de  Delfino  sin  pagar  bar^ 
racaje,  ni  causar  gastos  de  transporte. 

Que  por  otra  parte,  la  notoria  mala  fe  de  Hall  bastaría  á 
demostrar  la  injusticia  de  la  sentencia  en  este  punto. 

Que  Hall  negó  que  hubiese  recibido  cueros  de  Delfino,  cuando 
contestó  la  demanda,  diciendo  simplemente  que  compró  cue- 
ros pertenecientes  al  ejército  paraguayo  y  solo  cuando  vio 
que  habia  testigos  que  declaraban  en  favor  de  Delfino,  tuvo 
que  confesarlo  absolviendo  posiciones. 

Que  si  era  cierto  que  compró  los  cueros,  el  precio  á  que 
los  compró  estaba  probando  su  mala  fe,  porque  los  compró 
por  la  tercera  parte  de  su  valor^  y  el  que  compra  asi,  com- 
pra objetos  robabos  únicamente. 

Que  para  cobrar  barracaje  ne  tenia  acción,  ni  como  admi- 
nistrador de  negocio,  ni  como  depositario^  ni  como  conduc- 
tor, porque  ha  sido  un  injusto  detentador. 

Que  de  esto  mismo  se  seguia  la  obligación  en  que   estaba 
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de  indemnizar  peijuicios,  y  de  pagar  las  costas  y  costos  del 
juicio. 

Que  ios  cueros  estaban  deteriorados,  y  su  precio  había 
bajado. 

Que  estos  daños  eran  imputables  á  Hall  por  haberse  nega- 
do á  entregarlos  cuando  le  fueron  demandados,  pues  esa  ne- 
ncgativa  le  constituyó  en  mora. 

Que  en  cuanto  á  las  costas  y  costos  del  juicio  él  causó 
todas  las  de  actuaciones  para  la  prueba  por  haber  negado  el 
hecho  del  despojo  de  Delfino,  teniendo  conocimiento  de  él ; 
y  las  del  juicio  que  sin  su  resistencia  no  habia  tenido  lugar. 

\iuc  no  era  justo  en  este  caso  no  condenar  al  comprador 
de  mala  fe^  incitador  al  robo  á  pagar  los  gastos  que  ha  cau- 
sado. 

Conferido  traslado,  Hall  contestó  que  Delfino  reconocía  que 
los  paraguayos  pudieron  proveerse  de  lo  que  necesitaban  por 
medio  de  contribuciones  ó  requisiciones,  y  que  esto  fué  lo 
que  hizo  la  autoridad  paraguaya  con  Delfino;  pues  la  pro- 
piedad de  este  no  fue  saqueada,  sino  espropiada  por  la  auto- 
ridad militar  y  entregada  á  un  neutral  en  pago  de  artículos 
de  primera  necesidad,  y  este  no  era  sino  una  imposición  á 
la  propiedad  mueble  ai^entina,  en  territorio  militarmente  ocu- 
pado. 

Que  se  decía  de  contrarío  que  no  fué  una  contribución 
porque  no  se  hizo  estensiva  á  lodos  los  vecinos ;  pero  que  el 
ser  parcial  y  limitarla  no  hacia  ilegítima  la  contribución,  y 
esto  demostraba  ó  que  se  quizo  castigar  en  Delfino  actos  que 
lo  señalaban  como  agente  activo  en  la  guerra^  ó  que  la  auto- 
ridad paraguaya  se  limitó  á  tomar  lo  que  era  absolutamente 
necesario ;  ,1o  que  es  de  lodo  punto  lícito. 

Que  Delfino  no  se  ocupaba  de  las  consideraciones  relati- 
vas al  derecho  de  post  liminio,  demostrando  así  que  carecía 
de  razones  para  combatirlas 

Que  si  los  actos  bélicos  de  la  autoridad  paraguaya,  única 
legítima  para  los  neutrales,  eran  lícitos  por  estos,  no  podían 
pretenderse  responsabilidades  que  solo  se  hacen  efectivas  so- 
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brc  tadróDcs  y  cómplices  ordinarios ;  y  por  consiguiente  era 
injusta  la  reforma  de  la  sentencia .  pretendida  por  Delfino. 

Fallo  de  h»  Suiír^iiia  Corf^. 

Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1866. 

Vistos,  y  resultando  de  los  principios  de  derecho  inter- 
nacional, y  de  las  disposiciones  de  nuestro  derecho  civil,  que 
sirven  de  fundamento  al  auto  del  Juzgado  de  Sección,  apelado 
por  ambas  partes,  que  don  Enrique  Hall  no  ha  podido  lici- 
tamente comprar  á  los  invasores  paraguayos  los  cueros  de  don 
Félix  DelUno,  en  el  mismo  pueblo  de  Bella  Vista,  donde 
aquellos  efectuaron  p\  saqueo,  y  antes  de  que  los  trasportasen 
á  otro  lugar  seguro,  que  diera  un  carácter  definitivo  á  su  po- 
sesión, y  considerando  que  es  una  consecuencia  de  esta  de- 
mostración, que  Hall  no  ha  tenido  causa  justa  para  resistir 
la  devolución  de  los  cueros;  y  que  se  ha  constituido  en  deu- 
dor moroso,  y  litigante  temerario,  incurriendo  según  la  ley 
octava,  título  veintidós,  partida  tercera,  y  la  regla  general 
deducida  de  la  ley  treintaiuno,  titulo  segundo,  pal*tida  quinta, 
y  otras  del  mismo  código  en  la  condenación  de  las  costas  y 
de  los  daños  y  perjuicios  desde  el  dia  de  la  demanda ;  que 
sin  embargo  de  esto,  la  custodia  de  los  cueros  en  casa  de 
Hall  durante  la  ocupación  del  punto  por  el  enemigo  ha  sido 
útil  á  Delfino,  pues  los  ha  preservado  de  un  verosímil  dete- 
rioro, y  tal  vez  destrucción  total,  si  hubiesen  permanecido  en 
su  casa  y  continuando  siendo  reputados  como  de  su  propiedad; 
por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
setenta  y  ocho  en  la  parte  que  no  se  opone  á  las  siguientes 
declaraciones : — Primera.  Que  don  Enrique  Hall  debe  pagar 
todas  las  costas  de  este  pleito ; — Segundo.  Que  debe  asi  mismo 
indemnizar  á  don  Félix  Delfino  de  la  desmejora  que  hubiese 
sufrido  el  valor  que  tenian  los  cueros  el  dia  de  la  demanda, 
ya  provenga  de  su  deterioro  durante  el  juicio,  ya  de  una  baja 
en  el  precio  de  plaza  el  dia  de  la  ejecuciop  de  eale  auto ;  y 
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fiaiiafecbas  las  costas  de  la  presente  inslaneia  y  repuestos  los 
sellost  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Caraeras.  —  Salvador 
Majua  del  Caeril. — Francisco  Delgado 
— José  Barros  Pazos. — José  B.  Goros- 

TIAGA. 


VAIJSA    CMéTLTLWm. 


Criminal^  contra  Ramón  Bazain,  por  hurto  m  la  Adwitta. 


Sumario. — l^  La  ebriedad  no  exime  de  la  responsabilidad 
criminal  y  solo  es  ana   circunstancia  atenuante  para  la  pena. 

^  En  este  caso  la  embriaguez  debe  ser  completa. 

30  Este  estado  no  se  presume  en  quien  comete  delito  de 
hurto. 

4^  La  poca  importancia  del  delito  habilita  al  juez  á  imponer 
el  mínimum  de  la  pena  que  la  ley  señala. 


Caso» — En  3  de  Abril  de  1866  el  inspector  de  Aduana  don 
Manuel  Luis  Gazcon  dio  parte  que  al  pasar  la  lista  de  peones 
se  presentó  el  peón  Ramón  Basain^  portuguez,  eon  un  atado 
bsgodel  brazo,  que  eran  dos  piezas  de  bramante  y  que  otra  se 
la  esüsqo  del  ciiei^,  habiendo  sido  jrobadas  dichas  piezas  de  un 
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cajón  marca  R.  S.  C.  N.   255,  vapor  Uru^ay,  que  se  hallaba 
depositado  bajo  la  bóveda,  y  del  cual  fallaban  4  piezas» 

Hizo  presente  que  el  peón  Bazain  se  encontraba  en  compa-' 
ñia  del  peón  Manuel  Rocha  trabajando  en  dicha  bóveda. 

Mandado  levantar  el  correspondiente  sumario,  Bazain  de^ 
claró  que  el  3  de  Abril  trabajó  en  la  bóveda  del  patio  con 
•Manu€l  Rocha ;  que  las  piezas  mencionadas  las  encontró  atrás 
de  un  c^jon,  y  que  estando  embriagado,  sin  saber  lo  que  ha- 
cia, pretendió  llevárselas. 

Declaró  también  que  Rocha  no  tenia  participación  alguna 
en  el  robo,  y  que  él  solo  lo  habia  hecho. 

Rocha  declaró  que  no  trabajó  en  la  bóveda  el  3  de  Abril, 
que  todo  el  día  estuvo  en  la  eslinge;  que  no  tenía  conoció 
miento  de  lo  que  se  trataba,  habiendo  hecho  saber  al  encar- 
gado del  patio  señor  Matoso  que  un  cajón  de  bramante  venia 
con  faltas  y  que  el  declarante  pertenecía  á  la  cuadrilla  de  don 
Carlos  Silva. 

'Don  Federico  Matoso,  declaró  ser  cierto  que  fué  llamado 
cuando  apareció  el  cajón  con  faltas  pero  ignoraba  por  quien 
lo  fué. 

Carlos  Silva  declaró  que  Rocha  era  de  su  cuadrilla ;  que 
el  mayordomo  don  Santos  Recacer  destinó  á  Rocha  e}  3  de 
Abril  á  trabajar  en  la  bóveda,  y  que  Rocha  trabajó  Junto  con 
Bazain  ignorando  que  este  hubiese  robado  pieza  alguna  de 
bramante. 

Don  Juan  Recacer,  dedaró  que  habia  mandado  á  trabi^ar  á 
ia  bóveda  del  patío  el  3  de  Abril,  á  Rocha  y  á  Bazain. 

Remitidas  estas  declaraciones  al  Juez  de  Sección,  este  ad^ 
lantó  la  sumaria. 

Bazain  se  ratificó  en  la  declaración  antericHr*- 

Preguntado  donde  se  habia  embriagado,  contestó  que  wtes 
de  ir  al  trabajo  había  tomado  bebidas  blancas  en  la  casa  de 
don  Lázaro,  esquina  del  Temple  y  Uruguay,  y  en  el  almacén 
frente  á  la  cigarreria  del  Buen  fumar,  y  cuando  trabajaba  en 
el  depósito  de  Llavallol  tomó  vino  estando  presente  los  peoaes. 

Declaró  que  no  recordaba  si  Rocha  trabajó  junio  con  él, 
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y  si  tuvo  parii pación  en  el  hurto,  porque  estaba  embriagado. 

Rocha  se  ratificó  en  su  declaración  ;  y  agregó  que  á  la 
hora  de  lista  vio  á  Bazain  tan  ebrio  que  en  su  presencia  se 
cayó  y  que  estaban  presente  los  demás  peones  y  capataces. 

Don  Juan  Recacer  se  ratificó  en  la  declaración  anterior  y 
agregó  que  no  le  constaba  que  Bazain  estuviese  ebrio,  pero 
que  oyó  decir  que  Rocha  y  Bazain  hacia  6  años  mas  ó  me- 
nos que  trabajaban  en  la  aduana  y  habian  observado  siempre 
una  conducta  honrada. 

Carlos  Silva  agregó  á  su  declaración  que  el  3  de  Abril  vio 
á  Bazain  pesado  por  la  embriaguez ;  que  hacia  como  6  años 
que  Rocha  y  Bazain  trabajaban  en  la  aduana,  habiendo  sido 
buena  su  conducta* 

Don  Manuel  L.  Gazcon  declaró  qnc  contra  Rocha  no  tenía 
otro  indicio  que  las  sospechas  que  recaian  sobre  él  por  en- 
contrarse con  Bazain  trabajando  en  la  bóveda;  que  se  afirmaba 
en  el  parte  de  foja  1 ,  y  que  Bazain  no  estaba  ebrio,  pues  disparó 
dos  cuadras  con  una  agilidad  que  no  se  lo  habría  permitido 
la  embriaguez. 

Federico  Hartz,  declaró  que  no  habia  vi^o  á  Bazain  tomar 
bebidas  en  su  casa  el  3  de  Abril,  á  lo  que  Bazsún  observó  que 
habia^sido  el  otro  mozo  que  lo  habia  despachado. 

Guillermo  Schossou,  declaró  que  no  recuerda  bien  á  Bazain, 
pero  se  inclinaba  á  creer  que  habia  estado  alguna  vez  en  su 
casa  á  tomar  bebidas  sin  poder  afirmar  nada. 

Lázaro  Lonato,  declaró  que  conocia  á  Bazain  porque  solia 
ir  á  su  casa  á  tomar  bebidas  espirituosas,  pero  siempre  con 
moderación,  que  no  podia  recordar  si  hubiese  estado  el  3  de 
Abril. 

Tomada  la  confesión  á  Bazain  y  Rocha,  el  Procurador  Fiscal, 
espuso  que  del  sumario  resultaba  probado  eldeKto,  por  la  falta 
de  4  piezas  de  bramante  en  un  cajón  depositado  en  la  bóveda 
de  la  aduana  y  por  haberse  encontrado  3  en  poder  de  Bazain. 
Que  el  autor  de  ese  delito  era  Bazain,  como  lo  habia  confe- 
sado, á  mas  de  estar  convicto. 

Que  en  cuanto  á  las  4  piezas  habia  presunciones  de  haber 
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sido  hurtadas  por  Rocha  por  la  circunstancia  de  haber  estado 
trabajando  junto  con  Bazain,  pero  que  no  había  pniebas,  y 
las  presunciones  se  hallaban  desvirtuadas  por  la  declaración 
de  Bazain  por  haber  sido  él  solo  que  comitió  el  hurto,  y  por 
su  buena  conducta  anterior. 

Que  la  escepcion  de  ebriedad  alegada  por  Bazain  no  se 
hallaba  comprobada,  y  aunque  lo  fuera  no  seria  sino  una  cir- 
cunstancia atenuante  para  aplicarle  el  mínimum  de  la  pena. 

Acusó  á  Bazain  por  el  delito  de  hurto  perpetrado  en  la 
aduana  y  pidió  contra  él  la  pena  del  art.  81 ,  inc.  2,  de  la 
ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Conferido  traslado,»  el  defensor  contestó  que  estaba  probada 
la  constante  honradez  anterior  de  Bazain. 

Que  el  dia  3  Abril  Bazain  estaba  ebrio  según  la  declaración 
de  Silva,  Recacer  y  Rocha,  que  desvirtuaban  la  de  Gazcon, 
pues  nadie  decian  de  que  Bazain  disparó  dos  cuadras. 

Que  la  ebriedad  se  probaba  también  por  la  occnrencia  de 
Bazain  de  presentarse  á  la  lista  con  dos  piezas  debajo  del 
brazo. 

Que  fué  la  embriaguez  que  lo  hizo  desviar  á  Bazain  de  su 
buena  conducta  anterior,  cometiendo  el  hurto  en  cuestión ; 
y  por  consiguiente  Bazain  no  debia  ser  castigado  como  impu- 
tado de  hurto. 

Que  la  pena  pedida  por  el  fiscal  es  aplicable  á  los  que  de- 
linquen en  el  pleno  uso  de  su  razón,  no  á  los  dementes  y  á 
los  ebrios  que  se  equiparan  á  aquellos. 

Que  estas  razones  y  por  la  poca  entidad  del  hurto  debia  de-* 
clararse  compurgado  el  delito  con  la  prisión  sufrida,  y  ponerse 
á  Bazain  en  libertad. 

Fallo  del  Jíues  Seccional* 

Buenos  Aires^  Agosto  7  de  18G6. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  Fiscal 
contra  Ramón  Bazain,  por  hurto,  de  lo  que  resulta : 
Que  el  procesado  Ramón  Bazain,  peón  de  Aduana,   estando 
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trabajando  en  uno  de  sus  almacenes,  sustrajo  de  un  cajón 
marca  R.  A.  G.  n?  255  tres  piezas  de  bramante,  las  cuales  le 
fueron  encontradas  por  el  Inspector  de  almacenes,  ocultas 
en  un  atado  que  tenia  debajo  del  brazo,  y  otra  en  su  cuerpo 
al  pasar  la  lista  de  peones. 

Que  estos  hechos  están  plenamente  comprobados^  por  con- 
fesión del  mismo  procesado  que  ante  el  cuerpo  del  delito, 
hace  por  derecho,  plena  prueba  por  el  pane  del  Inspector  de 
peones  de  f....y   demás  declaraciones  del  proceso 

Que  los  referidos  hechos  constituyen  un  hurto  manifiesto. 

Que  de  la  misma  prueba  resulta  plenamente  probado,  ser 
autor  de  ese  delito  el  procesado  Ramón  Bázain. 

Que  la  escepcion  de  ebriedad  alegada  por  este  no  ha  sido 
legalmente  demostrada,  pues  si  bien  lo  declara  Manuel  Rocha, 
complicado  en  esta  causa,  y  Carlos  Silva,  don  Manuel  L.  Gaz- 
con  declara  que  lo  vio  correr  con  suma  agilidad,  lo  que  de- 
muestra que  no  lo  estaba.  Por  todo  lo  espuesto ;  en  aten- 
ción á  la  poca  importancia  de  la  cosa  hurtada,  y  de  confor- 
midad con  el  inciso  2o  del  articulo  81  de  la-  ley  Nacional 
penal.  Fallo  que  debo  condenar  á  Ramón  Bazain  á  la  pena  de 
3  años  de  trabajos  forzados,  y  el  pago  de  las  costas. 

Alejandro  Heredia. 

El  defensor  de  Bazain  apeld  y  concedido  el  recurso  espresó 
agravios  diciendo  que  el  articulo  81,  inc.  2,  de  la  ley  nació* 
nal  penal  comprende  el  caso  del  delincuente  en  el  pleno  uso 
de  su  razón  .*  que  Bazain  cometió  el  hurto  en  completo  esta- 
do de  embriaguez,  como  estaba  probado  y  el  fiscal  lo  admitía: 
que  por  consiguiente  no  le  era  aplicable  el  artículo  citado^  y 
debia  declarársele  exento  de  la  pena. 

El  señor  Procurador  General  "contestó  que  el  hurto  estaba 
justificado  y  confesado,  y  la  única  defensa  del  acusado  era  el 
estado  de  embriaguez  en  que  se  suponía  haber  estado. 

Que  la  ebriedad  según  nuestras  leyes  no  es  una  circunstan- 
cia que  exime  de  la  responsabilidad  criminal,  sino  solo  ate- 
nuante para  la  pena. 


L 
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Que  la  ley  &,  tit.  8^  part.  7^  la  equipara  á  todos  aquellos 
casos  en  que  se  causa  un  daño  sin  intención  especial,  pero 
por  una  negligencia  culpable  y  para  que  la  atenuación  tenga 
efecto,  es  preciso  que  la  embriaguez  sea  tan  completa  que  pri- 
ve del  sentido,  como  lo  dice  Antonio  López  en  la  glosa  de 
la  misma  ley  citando  á  Baldo. 

Que  en  el  caso  presente,  aunque  algunos  testigos  decian 
que  Bazain  estaba  ebrio,  ninguno  de  ellos  menciona  el  grado 
á  que  habia  llegado  la  embriaguez ;  y  debia  creerse  que  no 
seria  muy  alto  no  solo  por  la  declaración  de  Gazcon,  siñó  por 
la  misma  naturaleza  del  hecho ;  pues  un  borracho  puede  ha- 
cer una  muerto  sin  saber  lo  que  hace ;  pero  para  desclavar  un 
cajón  cerrado,  sacar  4  piezas  de  género  y  ocultarlas,  se  nece- 
sita destreza,  sentido  y  conciencia. 

Que  asi  mismo  la  sentencia  apelada  solo  imponia  el  mínimo 
de  la  pena,  sin  dudt  por  la  poca  importancia  del  robo,  de  modo 
que  aunque  la  embriaguez  fuera  tal  que  mereciera  la  atenua- 
ción de  la  pena,  esta  habia  sido  minorada  cuanto  el  juez  pudó 
hacerlo. 

Fallo  de    la    Suprema  Corte* 

Buenos  Aires^  Noviembre  3  de  1866. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  se  confirmaí 
la  sentencia  apelada  de  foja  treinta  vuelti,  y  previo  el  cor- 
respondiente oficio  al  Poder  Ejecutivo  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — José  B.  Goros- 

TIAGA. 
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CitlJAA    CIi^m^lKL. 


Don    Aly andró  IJoveras  con  don  Modesto  Mayorga^  sobre  in^ 

competencia. 

Sumario, — La  prueba  con  que  uno  de  los  litigantes  ha 
acreditado  su  vencidad  en  una  provincia,  no  puede  ser  des- 
truida por  declaraciones»  de  testigos  que  no  dan  razón  suficien- 
te de  sus  dichos,  ni  espresan  las  circunstancias  de  donde  re- 
sulta la  traslación  de  domicilio  á  otra  provincia. 


Caso. — Don  Alejandro  Lloverás  acreditando  ser  vecino  de 
la  provincia  de  San  Juan  por  medio  de  dos  testigos,  don 
Ángel  Ceretti  y  don  Jos¿  M.  Hoyos,  demandó  ejecutivamente 
á  don  Modesto  Mayorga  vecino  de  Mendoza  por  el  pago  de 
parte  de  un  pagaré  otorgado  por  Mayorga  á  favor  de  don  Gui- 
llermo Nattam  y  gÍTzáo  á  varios  y  últimamente  al  demandante 
Lloverás. 

Ordenado  el  pago  dentro  de  3  dias,  y  practicado  el  embaído, 
Mayorga  opuso  declinatoria  de  jurisdicción  fundándose  en  que 
Lloverás  era  vecino  de  Mendoza,  del  mismo  modo  el  deman- 
dado, y  que  por  consiguiente  el  conocimiento  de  este  juicio 
no  correspondia  á  los  Tribunales  de  la  Nación. 

El  Juez  de  Sección  abrió  á  prueba  la  escepcion. 

Las  pruebas  presentadas  por  Lloverás  consiste  en  el  in- 
terrogatorio de  3  preguntas  útiles  evacuado  por  cuatro  tes- 
tigos que  fueron  don  Benito  Sicardi,  don  José  M.  Hoyos,  don 
Lucas  Nuñez,    y  don  José  Calderón. 
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La  1^  pregunta  del  interrogalorio  fué*  cs¡  sabían  quétiem* 
«  po  hacia  que  don  Alejandro  Lloverás  había  ido  á  San  Juan 
« la  última  vez,  y  si  con  frecuencia  hacia  viajes  á  aquella  Pro- 
«  vincia. » 

Hoyos  contestó  que  no  podia  recordar  la  fecha  precisa  en 
que  el  señor  Lloverás]  hizo  su  últmo  viaje  á  San  Juan,  pero  que 
le  parecía  de  7  á  8  meses,  y  que  estuvo  en  San  Juan  como 
un  mes ;  y  antes  de  esta  espedicion  había  hecho  frecuentes 
viajes  á  San  Juan. 

Nuñez  contestó  que  hacia  como  15  meses  que  el  señor 
Lloverás  hizo  su  último  viaje  á  San  Juan,  y  que  antes  había 
hecho  otros  con  frecuencia  á  la  misma  provincia  de  San  Juan. 

Calderón  contestó  hacia  7  á  8  meses  que  Lloverás  hizo  su 
último  viaje  á   San  Juan. 

Sícardi  contestó  que  no  recordaba  la  focha  del  último  viaje, 
pero  sabia  que  él  señor  Ll<»veras  hacia  frecuentes  viajes  á 
San  Juan. 

La  2^  pregunta  del  interrogatorio  fué  c  Sí  le  conocían  á  D. 
c  Alejandro  Lloverás  cosa  de  venta  de  mercaderías.  > 

Los  cuatro  testigos  contestaron  que  no. 

La  S^  pregunta,  c  Si  les  constaba  cuál  era  la  principal  y 
c  mas  pública  ocupación  que  tenia  don  Alejandro  Lloverás  en 
«  Mendoza.  > 

Hoyos,  contestó  que  era  cobrar  varias  cuentas  de  negocio 
que  había  tenido  anteriormente  en  Mendoza. 

Nuñez,  que  era  cobrar  las  deudas  que  le  debían  en  Men- 
doza. 

Calderón,  que  era  realizar  varías  cuentas  pendientes  de  su 
negocio  que  tenia  hace  7  á  8  meses  en  Mendoza. 

Sicardi,  que  era  realizar  cuentas  del  antiguo  negocio  que  tuvo 
en  Mendoza. 

Las  pruebas  de  Mayorga,  consisten  en  un  interrogatorio  de 
las  preguntas  útiles  evacuado  por  cuatro  testigos:   don  Lino 
Sachero^  don  Vineente  Yañez,  don  José  Santos  Roquen  y  don 
'  Ruflno  Sacbero. 

La  1^  pregunta  fué  « sí  don  Alejandro  Lloverás  reside    en 

32. 
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ff  la  ProYÍncia  de  Mendoza  desde  antes  del  terremoto  de  Matzo 
de  186i.» 

Lino  Sachero,  contestó  que  había  conocido  á  Lloverás 
después  del  terremoto  é  ignoraba  si  su  residencia  en  Mendoza 
fuá  continua  ó  interrumpida. 

Yañez^  pariente  por  afinidad  de  Mayorga  sin  saber  en  que 
grado,  y  su  acreedor,  contestó  que  habia  visto  á  Lloverás 
residir  en  Mendoza  de  poco  mas  de  dos  años  á  la  fecha  con- 
secutivamente. 

Roquen  y-  Sachero  contestaron  que  era  cierta  la  pregunta. 

La  2^  era  «si  Lloverás  habia  tenido  antes  y  después  del 
c  terremoto,  tienda  de  venta  de  mercaderías  en  la  Provincia 
c  de  Mendoza  asistida  personalmente  por  él.  » 

Lino  Sachero  contestó  que  le  habia  conocido  á  Lloverás 
casa  de  trato  en  1861,  de  Mayo  adelante  hasta  1865,  no 
recordando  qué  mes. 

Yañez,  contestó  que  solo  habia  oido  decir  que  Llovera<(  tu- 
vo tal  casa  de  trato. 

Roquen  contestó  que  después  del  terremoto  le  habia  cono- 
cido tienda  de  mercaderías,  pero  no  sabia  si  era  de  él^  que 
la  casa  era  por  mayor  y  regenteada  por  el  mismo  Lloverás. 

Rufino  Sachero  contestó  que  antes  del  terremoto  lo  había 
conocido  ocupado  en  una  casa  de  comercio,  que  después  del 
terremoto  hacia  tres  ó  cuatro  años  le  ha  conocido  casa  de 
comercio  en  esa  provincia  administrada  personalmente  por  Lio- 
veras^  siendo  el  negocio  de  su  propiedad,  según  el  mismo 
Lloverás  lo  dijo  al  declarante. 

■Wlo  del  Sumñ  ñeemlommí* 

Mendoza»   Agosto   7  de  1866. 

Vistos :  considerando  la  prueba  rendida  por  ambas  partes. 

Tengo  presente:  1»  que  los  testigos  presentados  por  don 
Alejandro  Lloverás,  en  general,  son  mas  idóneos  y  conocidos 
por  su  buena  reputación  y  fama  que  los  de  su  contrarío. — 
2^  que  aquellos  dan  razón  de  sus  dichos  y  con  muy  poco  di- 
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ferencía,  contestan  directamente  sobre  la  cuestión. — 3^  Que 
nadie  puede  contradecir  que  los  Lloverás  sean  naturales  de  la 
Provincia  de  San  Juan ;  que  si  es  cierto  que  don  Alejandro 
ha  tenido  casa  de  trato,  también  lo  es  que  su  establecimien- 
to es  de  un  modo  accidental  y  precario  en  Mendoza  y  estando 
realizado  su  n^ocio  sin  haberlo  continuado^  su  permanencia 
interrumpida  en  ésta^  no  alega  ánimo  de  permanecer  ni  radi- 
car su  domicilio  habitual  en  Mendoza. 

Tengo  presente  también  en  ¥  lugar,  que  de  los  cuatro  tes- 
tigos presentados  por  don  Modesto  Mayorga,  uno  de  ellos  que 
es  don  Vincente  Yañez  dice :  Que  es  pariente  por  afinidad 
con  quien  lo  presenta;  que  no  sabe  en  qué  grado,  por  consi- 
guiente es  testigo  singular,  ó  por  lo  menos  sospechoso,  y  5<> 
que  los  testigos  de  Mayorga  no  están  contestes  en  el  todo 
de  esas  preguntas. 

Con  arreglo  á  las  leyes  40  y  41,  tft.  16,  part.  3^,  Greg. 
Lop. — glos  5«  ad  leg  40. — Declaro  :  que  es  mejor  y  mas  sa- 
tisfactoria la  prueba  aducida  por  don  Alejandro  Lloverás, 
que  en  su  virtud  y  en  uso  de  la  facultad  que  confiere  al  juez 
dichas  leyes  para  apreciar  la  prueba,  según  su  conciencia  ju- 
rídica. 

Fallo : — sin  hacer  lugar  á  la  escepcion  opuesta  por  el  escrito 
de  foja  9,  que  en  esta  inteligencia  don  Alejandro  Lloverás 
tiene  libre  acceso  á  la  justicia,  pudiendo  seguir  su  pleito  ante 
ella  por  ser  natural  y  vecino  déla  Provincia  de  San  Juan. ^ 
Con  costas  la  articulista.    Repóngase. 

Palma. 
Apelada  la  sentencia  en  relación  se  dictó  el  siguiente : 

Valle  de  la  CiMrte  fitaiprenm. 

Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1866. 

Vistos,  y  considerando  que  los  testigos  que  se  producen 
para  contradecir  la  prueba  con  que  don  Alejandro  Lloverás 
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ha  acreditado  ser  vecino  de  la  Provincia  de  San  Juan,  no  dan 
una  razón  suficiente  de  sus  dichos,  ni  espresan,  las  circuns- 
tancias de  donde  debe  resultar  su  traslación  de  domicilio  á 
la  de  Mendoza ;  por  esto  fundamento,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  veintisiete ;  y  no  habiendo  comparecido 
las  partes,  devuélvanse  agregándose  la  planilla  de  costas,  para 
que  el  Juez  de  Sección  ordene  su  pago  y  la  notificación  de 
este  auto. 

Francisco   de   las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos. —  José  K.  Gorostiaga. 


CAUdA    ClilLXX. 


Varios  puesteros  próximos  al  Mercado  del  Centro^  cotUra  el 
empresario  del  mismo  Mercado,  pidiendo  amparo  de  pose- 
sión. 


Sumario. — 1^  La  disposición  del  artículo  14  de  la  Consti- 
tución, declarando  el  principio  de  la  libertad  de  toda  industria, 
no  obsta  que  aquella  sea  reglamentada  en  su  ejercicio,  y  aun 
limitada  por  causas  de  utilidad  general. 

2o  J^a  reglamentación  del  comercio  interno  de  una  provin- 
cia, corresponde  á  la  Provincia  misma. 
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Caso,— Don  Ángel  Floro  Cosía,  en  representación  de  varios 
puesteros  domiciliados  dentro  de  seis  cuadras  del  Mercado  del 
Centro,  pidió  al  juzgado,  contra  la  pretencion  del  empresario, 
que  los  amparase  en  la  posesión  que  tenían  en  sus  puestos  de 

carnes. 

Habiendo  el  Juzgado  accedido  á  esta  solicitud,  don  Carlos 
Uñen  y  C".  empresario  del  Mercado,  entabla  su  demanda,  pi- 
diendo el  desalojo  de  aquellos  puestos,  y  la  salvedad  de  sus 
derechos  y  acciones  por  los  daños  y  perjuicios.  Los  artículos 
Í4y20,  dice,  de  la  Constitución  Nacional  declaran  efectiva- 
mente que  los  ciudadanos  y  estranjeros  gozan,  entre  otros  de- 
rechos, del  de  trabajar  y  ejercer  toda  industria  lícita ;  pero  no 
les  acuerda  ninguna  especie  de  ubicuidad. 

Jamas  Constitución  alguna  ha  concedido  facultades  ilimita- 
das para  ejercitar  la  industria  en  cualquier  punto  del  territo- 
rio,, porque  semejante  exajeracion  habria  cerrado  ciegamente 
las  puertas  á  la  limitación  esiijida  por  las  necesidades  y  con- 
veniencia públicas. 

Que  una  Constitución  no  es  mas  que  el  compendio  de  los 
derechos  primordiales;  y  su  reglamentación  queda  siempre  á 
cargo  de  las  distintas  autoridades  que  componen  el  Gobierno. 
No  es  un  código  universal  que  baya  de  reglamentar  todos  los 
derechos  del  hombre  en  la  plenitud  de  sus  relaciones  públi- 
cas y  privadas :  esto  pertenece  á  los  poderes  legislativo  y 
ejecutivo,  y  aun  á  las  ordenanzas  de  policía  y  municipalidad. 

Enumera  en  seguida  los  derechos  que  el  artículo  i  4  de  la 
Constitución  acuerda  á  todos  los  habitantes  de  la  República, 
para  decir  que  á  nadie  se  le  ha  occurido  tachar  de  incons- 
titucionales las  limitaciones  impuestas  al  ejercicio  de  esos 
derechos;  á  la  navegación,  por  ejemplo,  limitando  el  número 
de  puertos  hábiles ;  á  la  trasmisión  de  la  propiedad^  prescri- 
biendo' las  formas  de  los  documentos  de  traspaso ;  al  derecho 
de  asociación,  estableciendo  requisitos  indispensables  para  la 
existencia  legal  de  la  sociedad,  ele,  etc. 

Según  esto,  continua,  los  privilegios  concedidos  al  Mer- 
cado del  Centro  por  el  reglamento  de  once  de  Enero  de  1825, 
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no  son  inconsUtucionaIcs.  La  prohibición  de  puestos  á  seis 
cuadras  á  la  redonda  de  él,  no  hiere  la  Constitución,  porque 
esta  no  garante,  como  queda  demostrado  en  general,  el  dere- 
cho ilimitado  de  establecerlos  en  cualquier  punto.  Pero,  aun 
cuando  contuviera  una  declaración  semejante,  la  prohibición 
cuestionada  no  seria  inconstitucional,  porque  el  inciso  16  del 
artículo  67,  acuerda  al  Congreso  el  derecho  de  fomentar  la 
industria  por  leyes  protectoras  y  privilejios  temporales,  de 
cuyo  derechos  ha  usado  ya  sin  la  menor  contradicción. 

Que  de  ese  mismo  derecho  usaba  la  Municipalidad  en  asuntos  de 
su  competencia,  reconociendo  al  mercado  el  privilegio  de  las  seis 
cuadras,  por  el  reglamento  citado  y  el  contrato  de  construcción. 

« El  establecimiento  de  ferias  y  mercados  es  un  acto  de  alta 
«administración,  tomado  en  el  interés  general  de  la  agricul- 
« tura  y  del  comercio,  de  los  abastecimientos  públicos  y  de 
« todas  las  comunidades^»  dice  Dalloz  en  el  núm*  31 «  pág.  23^ 
tomo  27  de  su  Repertorio  de  jurisprudencia. 

Colmeiro,  después  de  hablar  de  la  antigua  importancia  y  de 
la  actual  decadencia  de  las  ferias  y  mercados,  dice  en  el  niim. 
1625,  pág.  227 :  c  Mientras  tanto,  la  administración  debe  fa- 
« voreccr  estas  reuniones,  concederles  todas  las  franquicias 
«  posibles,  y  mirarlas  como  un  medio  de  prosperidad^  porque 
« allí  el  comercio  especula,  los  consumidores  se  proveen  de 
« objetos  #que  la  concurrencia  suele  abaratar,  y  el  impulso 
«  que  dan  á  los  consumos,  es  un  estímulo  de  la  producción, 
(í  y  un  gran  elemento  de  vida  industrial. » 

Se  reconoce  á  la  Municipalidad  la  facultad  de  imponer  los 
derechos  que  quiera  sobre  los  puestos,  dentro  de  la  seis  cua- 
dras del  mercado,  y  se  le  niega  la  de  prohibirlos  en  ese  radio, 
sin  recordar  que  con  gravarlos  enormemente  conseguiria  lo  mis- 
mo, porque  los  puestos  no  podrian  mantenerse  con  un  alto 
impuesto. 

Debe  pues  reconocerse,  concluye,  á  la  Municipalidad  el 
derecho  de  conceder  al  mercado  un  privilegio  que  goza  hace 
cuarenta  años,  porque  esc  privilegio  no  niega  la  libre  indus- 
tria, sino  que  impide  solo  su  ejercicio  en  un    radio   limitado. 
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£1  Dr.  Costa,  contesUmdo,  dice:.— Las  únicas  razones  con 
que  el  empresario  sostiene  el  privilegio  y  el  monopolio  son  las 
de  sacreditadas  doctrinas  de  la  libertad  limitada  de  la  escuela 
francesa.  Peronó;  la  libertad,  el  derecho,  no  tienen  lími- 
tes, porque  la  licencia,  el  crimen  no  son  el  derecho.  La  li- 
bertad, el  derecho,  la  justicia  son  absolutos ;  y  limitarlos  ó 
restrinjirlos  es  violarlos. 

Ejercer  una  industria  licita  es  un  derechos  que  ningún  po- 
der de  la  tierra  puede  restringir  ni  limitar  sin  falsear  el  art. 
44  de  la  Constitución. 

El  Congreso  puede  reglamentar  un  derecho,  pero  no  res- 
trinjirlo. — Para  que  no  quede  ninguna  duda  sobre  esto,  la 
misma  Constitución  dice  en  el  art.  28 : — «  Los  principios,  ga- 
c  rantias  y  derechos  reconocidos  en  los  artículos  anteriores, 
€  no  podrán  ser  alterados  por  las  leyes  que  reglamenten  su 
€  ejercicio. » 

¿Pero  dónde  está  la  ley  del  Congreso  reglamentando  el 
art.  14  de  la  Constitución  y  prohibiendo  ó  limitando  el  ejer- 
cicio de  la  industria  de  vender]  carne  á  seis  cuadras  del 
mercado?  A  falta  de  esta  ley  se  invoca  una  Ordenanza  Muni- 
cipal ! — pero  es  que  los  artículos  de  la  Constitución  no  se  re- 
glamentan por  las  Municipalidades  sino  por  los  Congresos. 

Dice  en  seguida,  que  el  monopolio  es  siempre  un  mal  pú- 
blico, y  el  privilegio  siempre  un  error. 

Los  mercados,  últimos  restos  de  las  antiguas  «ferias,  son  un 
resago  de  los  tiempos  feudales,  en  que  la  industria  y  el  co- 
mercio necesitaban  ampararse  de  los  Barones  y  Señores,  en 
los  grandes  centros  á  que  venian,  protegidos  ya  por  propósitos 
religiosos,  ya  por  la  autoridad  de  los  monarcas,  ya  por  pactos 
interprovinciales  y  aun  tratados  internacionales.  Con  el  desa- 
rollo  de  las  garantías  y  la  seguridad  de  las  comunicaciones, 
las  ferias  han  desparecido ;  y  tras  ellas,  los  mercados  con  sus 
monopolios  y  privilegios. 

La  ineficacia  de  los  mercados  que  centralizan  los  elementos, 
ha  sido  bien  calificada  con  una  bella  imagen  de  un  gran  eco- 
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nomista  y  un  gran  hombre  de  estado :  c  Las  aguas  reunidas 
c  artificialmente  en  estanques  y  canales,  dice,  agradan  ai  via- 
c  jero  por  la  ostentación  de  su  lujo  frivolo ;  pero  las  aguas 
c  que  las  lluvias  derraman  uniformemente  sobre  la  superficie 
c  de  los  campos,  y  que  el  solo  declive  de  la  tierra  dirije  y 
<  distribuye,  son  los  que  llevan  á  todas  partes  la  fecundidad 
(T  y  la  riqueza.  > 

Las  ferias  de  ayer,  y  los  mercados  de  boy,  son  los*  estan- 
ques de  que  babla  Tui^ot,  frivola  ostentación  de  lujo. 

La  multiplicidad  de  casas  de  venta  en  todas  las  calles,  son 
las  lluvias  que  derraman  la  riqueza  y  bienestar  del  pueblo. 

No  hay,  pues,  ni  utilidad,  ni  derecho  en  favor  de  los  em- 
pres;urios  del  mercado. 

Fallo  del  «iuez  (tecclonal. 

Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1866. 

Vista  esta  causa  seguida  por  don  Carlos  Urien  y  C^,  empre- 
sario del  Mercado  del  Centro,  contra  don  Ángel  Flores  Costa, 
representante  de  varios  puesteros,  sobre  la  inhibición  de  tener 
carnicerías  en  el  radio  de  seis  cuadras  del  espresado  mercado; 
de  la  que  resulta: 

Que  don  Carlos  Urien  y  C^,  celebraron  con  la  Municipalidad 
de  esta  Ciudad  un  contrato  por  el  cual  se  obligaron  estos  á 
construir  un  mercado  bajo  ciertas  condiciones^  siendo  una  de 
ellas  la  continuación  de  la  disposición  que  prohibe  el  estable- 
cimiento de  puestos  de  carne,  verduras  ó  frutas  en  el  radio 
indicado,  ocurrieron  al  Juzgado  para  que  se  les  hiciera  res- 
pectar en  la  posesión  que  tenian,  intimándose  á  los  empresa- 
rios dedujeran  las  acciones  que  tuvieran:  asi  lo  decretó  el 
Juzgado,  y  los  empresarios  entablaron  su  demanda  de  foja  19, 
pidiendo  el  desalojo  de  los  puestos,  y  fundándose  en  la  or- 
denanza Municipal  que  asi  lo  ordena,  en  el  contrato  celebra- 
do, y  en  la  legalidad  y  conveniencia  de  la  referida  ordenanza; 
los  demandados  han  impugnádola  fundándose  en  que  ella 
atenta  á  la  Constitución  Nacional,  que  declara  el  principio 
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de  la  libertad  de  industría,  en  que  no  hay  poder  que  pueda 
restringir  esa  libertad ;  y  en  que,  por  consigaiente,  la  Muni- 
cipalidad no  tiene  tal  facultad. 

Vistos  los  fundamentos  aducidos  por  las  partes,  oidos  les 
informes  verbales  de  sus  abogados ;  y  considerando : 

i® — Que  la  disposición  de  que  reclaman  los  demandados  y 
que  rije  desde  mil  ocho  cientos  veinte  y  cinco,  no  contraría 
á  la  Constitución   Nacional. 

2o— Que  si  bien  esta  en  su  artículo  14  declara  el  principio 
de  la  libertad  de  toda  industria  licita,  esto  no  importa  la  in- 
hibición de  reglamentar  su  ejercicio,  y  aun  limitarlo  por  cau- 
sas de  utilidad  general,  pues  no  siendo  la  Constitución  otra 
cosa  que  el  Código  fundametal,  que  declara  los  derechos  y 
obligaciones  políticas,  tiene  que  ser  complementado  por  leyes 
y  disposiciones  orgánicas,  que  reglamenten  y  aseguren  esos 
mismos  derechos  y  obligaciones. 

3^ — Que  esta  verdad,  ademas  de  lo  espuesto,  tiene  su  de- 
mostración en  el  articulo  sesenta  y  siete,  inciso  diez  y  seis, 
por  el  cual  el  Congreso  tiene  la  facultad  de  promover  la  pros- 
peridad del  país,  y  el  adelanto  y  bienestar  de  las  Provincias 
por  leyes  protectoras  y  por  concesiones  temporales  de  privi- 
legios y  recompensas  de  estímulo. 

íp — Que  de  lo  espuesto  se  deduce  que  una  concesión  ó  li- 
mitación, como  la  de  que  se  trata,  está  autorizada  por  la 
Constitución  Nacional ;  por  consiguiente  no  es  contraria  á  su 
espíritu  ni  á  su  texto. 

&> — Que  la  Municipalidad  ha  sido  y  es  competente  para 
otorgarla,  porque  si  bien  compete  al  Congreso  hacer  esas 
concesiones,  cuando  se  trata  del  comercio  exterior  y  de  la 
industria  nacional,  las  Legislaturas  de  los  Estados  ó  Provin- 
cias, la  tienen  cuando  se  trata  de  la  industria,  ornato  y  sa- 
lubridad, en  una  palabra  del  adelanto  y  bienestar  local,  como 
lo  demuestra  el  artículo  veinte  y  cuatro  de  la  Constitución, 
según  el  cual  conservan  iodo  el  poder  no  delegado  al  Gobierno 
Federal ;  el  artículo  ciento  cinco,  por  et  que  tienen  la  facultad 
de  darse  sus  instituciones  locales  y  regirse  por  ellas ;  y  el  ar- 
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Ciculo  ciento  siete,  que  es  mas  esplícito,  pues  dispone,  que 
pueden  promover  «lu  industria,  la  inmigración,  ele.  por  leyes 
protectoras  con  estos  fine  s. 

6»— Que  la  doctrina  espuesta  está  ademas  apoyada  én  la 
opinión  de  autores  respetables,  como  Keni,  pág.  262,  Weaíon, 
173,  y  ademasen  decisiones  de  la  Corte  Suprema  de  ios  Es- 
lados  Unidos,  cuyo  Presidente,  en  el  caso  de  Stui^es  contra 
Crowniseshield,  observó  que  las  facultades  de  los  Estados 
quedaban,  después  de  la  adopción  de  la  Constitución,  lo  que  eran 
antes,  excepto  en  todo  aquello  en  que  hubieran  sido  redu- 
cidos por  ella :  y  Kent,  hablando  de  este  caso  agrega,  que  los 
Estados  pueden  legislar  en  defecto  de  las  leyes  del  Congreso, 
pág.  262;  y  en  la  pág.  324,  esponiendo  las  razones  de  la 
Corte  en  el  caso  de  Ogdeu  contra  Jibbou  dice,  que  el  comer- 
cio completamente  interno  de  un  Estado  concierne  al  Estado 
mismo. 

70 — ij^ue  teniendo,  pues,  esa  facultad,  la  Legislatura  del  Es- 
tado de  Buenos  Aires,  pudo  dictar  su  disposición  en  1825,  que 
estableció  la  concesión  de  que  se  trata,  y  no  quedó  en  manera 
alguna  revocada  por  la  sanción  de  la  Constitución. 

8» — Que  parte  de  las  facultades  enumeradas  fueron  delega- 
das por  la  Legislatura  á  la  Municipalidad  por  la  ley  que  la 
creó  en  Octubre  de  1854,  pues  en  su  artículo  diez  y  siete  la  fa- 
culta para  reglamentar  lo  concerniente  á  la  seguridad,  salu- 
bridad, ornato,  limpieza  y  fomento  de  la  ciudad,  y  no  puede 
negarse  que  el  establecimiento  de  Mercados  llena  uno  de  esos 
fines,  pues,  como  dice  Colmeiro,  ten  los  Mercados,  el  comercio 
cespecula«  los  consumidores  se  preveen  de  objetos  que  la 
«concurrencia  abarata,  y  el  impulso  que  dan  á  los  consumos 
«es  un  estimulo  de  la  producción,  y  con  gran  elemento  de  la 
«vida  industrial.» 

9^ — Que  además  de  lo  espuesto  debe  tenerse  también  en 
vista,  que  el  Congreso  Nacional,  por  la  ley  de  8  de  Octubre  de 
1862,  garantió  el  régimen  municipal  de  la  ciudad  sobre  la 
base  de  la  organización  que  tenia,  y  por  consiguiente  el  ejer- 
cicio de  sus  atribuciones. 
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Por  estos  fundamentos^  fallo:  que  debo  mandar  y  mando  que 
los  puesteros,  representados  por  el  Dr.  Ángel  Floro  Costa, 
desalojan  los  puestos  que  ocupan  en  el  radio  de  seis  cuadras 
del  Mercado  del  Centro,  salvando  á  sus  empresarios  sus  de- 
rechos por  los  daños  que  les  hubiesen  causado. — Deben  re- 
ponerse estos  sellos. 

Allanar  o  Heredia. 

El  Dr.  Costa  apeló,  y  espresaado  agravios  dice : — La  senten- 
cia establece  «que  la  disposición  á  que  se  acojen  los  demandan- 
«tes  y  que  rige  desde  1825,  no  es  contraria  á  la  Constitución 
Nacional.» — Este  es  el  verdadero  fundamento  de  la  sentencia, 
y  el  único  que  no  toca  atacar,  porque  si  la  disposición  del 
año 25  es  inconstitucional,  ni  Congreso,  ni  Legislatura  Provin- 
cial, ni  Municipalidad  alguna  pueden  hacerla  efectiva. 

No  puede  haber  controvercia  sobre  si  ia  venta  de  carnes, 
verduras  y  demás  alimentos  es  una  industria  licita,  garantida 
por  el  artículo  \i  de  la  Constitución. 

Pero  los  consideramos  2<>,  S^  y  i^^  establecen  estos  principios 
de  derecho  constitucional : 

lo — Que  puede  limitarse  por  la  reglamentación  un  derecho 
constitucional . 

^o — Que  la  libertad  de  trabajo  6  industria,  garantida  por  el 
artículo  i  4,  está  ademas  limitada  por  el  artículo  17  inciso  16. 

SO'— Que  si  la  Constitución  ha  podido  limitar  un  ai*tícnlo  por 
otro,  el  Congreso  puede  por  ia  misma  razón,  limitar  un  artí- 
culo constitucional. 

En  cuanto  al  primer  punto  está  resuelto  lo  c(»itrario  por  la 
Constitución  misma.  El  Congreso  puede  regiameniar  un  artí- 
culo constitucional  pero  no  limitarlo^  que  son  dos  cosas  dife- 
rentes. El  artículo  28  establece  qx^e  los  principios^  garantías 
y  derechos  reconocidos  en  los  artículos  anteriora,  no  podrán 
ser  alterados  por  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio. 

Hace  algunas  otras  observaciones  á  la  sentencia  de  1^  ins- 
tancia, y  concluye  pidiendo  su  revocación : — 1°  Porque  la  Cons- 
titución es  la  ley  suprema  á  que  todas  las  autoridades  deben 
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conformarse,  no  obstante  caalquiera  disposición  en  contrario 
de  las  leyes  ó  constituciones  de  Provincia ;  2^ — ^Porque  el  ar- 
tículo 14  garante  el  derecho  de  ejercer  industrias  lícitas  como 
las  de  sus  repri'ísentados  en  cualquier  punto  de  la  República. 
30 — Porque  el  articulo  28  prohibe  limitar  el  14  por  ninguna 
ley  ó  disposición  reglamentaria,  y4<> — aporque  aun  en  el  su- 
puesto de  que  el  articulo  67  en  su  inciso  16  hubiese  limitado 
la  libertad  de  iridustria  del  articulo  14,  ni  el  Congreso  ni  nin- 
guna otra  autoridad  nacional  ó  provincial  puede  estender  la 
limitación  á  otros  flnes  que  los  espresados  en  el  inciso  16. 

El  Procurador  Lamas  por  el  empresario  responde : 

Desde  el  año  25  hasta  ahora  no  ha  habido  una  voz  que  pre- 
tenda condenar  el  radio  del  mercado  como  atentatoria  de  la 
libertad  de  industria. 

La  cuestión  no  es  la  que  establece  el  Dr.  Costa,  sino  esta : 
— indagar  si  la  Constitución  autoriza  á  alguien  para  poner  pues-* 
tos  dentro  del  radio  de  seis  cuadras  del  Mercado,  pasando  sobre 
el  reglamento  que  lo  prohibe. 

El  Dr,  Costa  no  ha  podido  negar  que  la  Constitución  no  es 
sino  un  compendio  de  los  derechos  y  obligaciones  de  los  go- 
bernantes y  gobernados,  cuya  reglamentación  se  hace  por  los 
diversos  poderes  constituidos,  y  que  los  mismos  artículos  14  y 
20  sujeten  el  ejercicio  de  aquellos  derechos  á  las  disposiciones 
que  los  reglamenten*  Mas  esplícito  todavia  es  sobre  la  materia, 
el  inciso  16  del  artículo  67  que  autoriza  al  Congreso  para 
fomentar  la  industria  por  leyes  protectoras,  por  privilejios 
temporales  y  recompensas  de  estímulo. 

No  se  puede  negar  tampoco  que  son  constitucionales  las 
disposiciones  policiales  que  reglamentan  los  derechos  acorda- 
dos por  los  artículos  14  y  20,  ora  restringiendo  su  ejercicio, 
ora  vedándolo  en  determinados  casos,  en  beneficio  y  bienestar 
de  la  comunidad.  Esto  no  es  levantar  la  teoría  del  monopo- 
lio, sino  impedir  la  anarquía. 

Respecto  al  peligro  ó  inconveniencia  de  la  concesión^    la 
autoridad  encargada  de  concederla  es  el  único  juez  que  pueda 
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declararla,  y  poesto  que  le  lia  otorgada,  es  porque  la  cree 
útil. 

Esplica  los  considerandos  2»,  3^  y  4o,  de*  la  sentencia  y 
concluye  pidiendo  la  confirmación  de  ella. 

Vallo  de    Im    Suprenuí  C^rte* 

Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  i 866. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  sesenta ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisgo  de  las  Carreras.  —  Salvador 
Maru  del  Carril. — Francisco  Delgado 
—José  Barros  Pazos.— José  B.  Goros- 

TUGA. 


CACHA    €Ii31311Ll. 


Dan  Desiderio  Charavel^  con  el  Administrador  de  Rentas 
Nacionales  de  Buenos  Aires^  por  diferencia  en  el  aforo  de 
una  partida  de  cognac. 


Sumario. — !<>  La  Justicia  Nacional  es  competente  para  co- 
nocer en  las  diferencias  que  se  susciten  al  aplica  la  ley  de 
aduana  ó  la  tarifa  de  aforos. 
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2»  Coaiido  una    mercadería  no  está  aforada  en  la  lanía, 
debe  considerarse  incluida  en  el  aforo  mas  inmediato. 


Caso. — ^Porel  buque  General  Von  Dublen^  procedente  de 
Burdeos,  vino  á  consignación  de  don  Desiderio  Charavel,  una 
partida  de  150  cajones  de  cognac  regular. 

Según  la,  factura,  traia  el  precio  de  22  francos  por  docena ; 
pero  la  aduana  lo  aforó  á  7  pesos  fuertes. 

Para  demostrar  la  injusticia  del  aforo  ofrece  á  la  aduana 
que  lo  tome  de  su  cuenta  al  precio  de  5  pesos  fuertes.  Pide 
como  consecuencia  que  se  declare  que  el  aforo  debe  hacerse 
en  4  patacones,  que  es  el  señalado  para  el    cognac  regular. 

Se  pidió  informe  al  Administrador  de  Rentas,  y  lo  pasa  di- 
ciendo que  en  su  opinión  no  es  la  Justicia  Nacional  sino  el 
P.  E.  quien  debe  resolver  la  cuestión,  con  la  facultad  que  le 
confiere  al  art.  18  de  la  ley  de  aduana^  en  cuya  virtud  dio  la"* 
tarifa  para  1866,  y  tiró  el  decreto  de  21  de  Diciembre  de 
1863,    adicionado  por  la  resolución  de  22  de  Marzo  de  1866. 

No  conoce  el  Administrador  de  Rentas,  ninguna  ley  ni 
práctica  qne  le  sirve  de  antecedente  para  reconocer  la  com- 
petencia del  Poder  Judicial  en  materia  de  tarifas,  y  juzga  que 
todas  las  cuestiones  sobre  las  materias  pertenecen  exclusiva- 
mente á  la  jurisdicción  administrativa,  que  está  por  otra  parte/ 
en  mejores  condiciones  para  juzgar  con  acierto  sobre  estas 
contestaciones. 

Salvándose  los  derechos  delP.  E.,  el  Administrador  pasaá 
dar  el  informe  en  estos  términos :  El  recurrente  pidió  el 
despacho  de  150  clones  de  cognac,  con  la  calificación  de 
regular^  avaluado  en  la  tarifa  á  A  pesos  fuertes  la  docena.  El 
vista  despachante,  al  verificar  el  articulo  encontró  que  era  de 
clase  fina,  aforado  en  la  tarifa  á  7  pesos  fuertes. 

No  conformándose  el  interesado  con  la  calificacioo,  pasó 
el  asunto  al  Tribunal  de  Vistas,  que  confirmó  la  catiftcacion 
del  Vista  despachante. 
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La  tarifa  no  puede  descender  á  avaluar  todas  las  calidades 
de  ios  artículos  con  las  condiciones  apreciadas  por  el  comer- 
cio :  tiene  que  agrupar  bajo  una  sola  denominación,  diversas 
calidades^  fijando  un  precio  medio  entre  la  calidad  inferior  y 
superior  del  articulo. 

Asi  es  que  sobre  el  cognac,  solo  tiene  tres  denomina- 
ciones : 

1^  Cognac  francés  embotellado  fino— docena  $  7. 
2^      id.        id  id.         regular  4. 

3^      id.    alemán   y  francés}      común  1-75(1. 

El  cognac  de  Charavel  ha  sido  bien  aforado,  pues  se  aprd- 
lima  mas  al  valor  de  7  pesos  que  al  de  4. 

Confiesa  Charavel  que  en  el  pais  de  la  fabricación  le  cuesta 
22  flrancos :  agregados  á  este  valor  los  gastos  de  flete,  lancha- 
je y  coretaje  para  la  descarga,  derecho  de  enlingaje,  de 
entrada  á  depósito^  rotura,  comisiones,  remisión  de  fondos  y 
la  'justa  ganancia  del  que  anticipa  el  capital  y  corre  los  riesgos 
de  su  negocio,  se  verá  que  el  aforo  no  difiere  mucho  del 
valor  real  de  la  mercancía  en  depósito. 

Se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal  y  la  evacuó  diciendo :  La 
tarifa  no  es  mas  que  el  complemento  de  la  ley  de  aduana ;  y 
las  cuestiones  que  versan  sobre  aplicación  de  una  ley  na- 
cional, corresponde  su  decisión  á  la  Justicia  Nacional,  art. 
100  de  la  Constitución,  y  no  habría  suficiente  garantía  de 
justicia  por  los  derechos  particulares  en  las  decisiones  ina- 
pelables de  los  agentes  de  la  administración,  dependientes  del 
Poder  Ejecutivo. 

Sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  el  aforo  hecho  al   cognac 
es  el  que  corresponde  por  la  tarifa,  y  no. debe  hacerse  lugar 
á  l«i  revocación  solicitada. 

El  hecho  que  hay  que  averiguar  es,  cuál  es  la  clasificación 
que  corresponde  al  artículo^  y  no  cual  sea  su  verdadero  va- 
lor ;  pues,  como  lo[observa  el  Administrador,  es  materíalmente 
imposible  fijar  en  la  tarifa  un  precio  distinto  á  las  infinitas 
clases  de  un  mismo  articulo,  y  se  hace  forzoso  tomar  un  tér- 
mino medio. 
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En  el  caso  presente,  el  cognac  puede  no  valer  7  $  la  doce- 
na^ pero  seguramente  no  es  cognac  de  calidad  regular ;  y  se- 
gún el  precio  qne  le  asigna  el  mismo  interesado  en  el  país 
de  su  procedencia,  recateado  con  los  gastos  consiguientes, 
se  aproxima  mas  á  la  clasificación  de  fino  que  á  la  de  regular. 

WmMMm  ékéí  ^uea  9eceton«l« 

Buenos  Aires^  Octubre  12  de  1866. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  don  Desiderio  Charavel, 
reclamando  de  un  aforo  de  los  que  resulta  : 

Que  el  recurrente  hizo  manifestación  ante  la  aduana  de  una 
partida  de  cognac,  clasificándolo  de  regular :  el  Vista  lo  cla- 
sificó, por  lo  que  ocurrió  al  tribunal  de  vistas  que  juzgó  de- 
clarándolo fino.  De  esta  resolución  ha  recurrido  don  Deside- 
rio Charavel,  y  funda  su  acción  en  que  no  vale  la  cantidad  en  que 
ha  sido  atorado,  como  lo  comprueba  la  fiíctura  de  foja...,y  el 
ofrecimiento  que  hace  de  venderlo  por  cinco  patacones.  Visto 
el  informe  del  Administrador  de  Rentas^  y  la  petición  del 
Procurador  Fiscal,  y  considerando: 

Que  el  juzgado  es  competente  para  entender  y  desidir  en 
este  asunto  por  cuanto  la  tarifa  es  una  parte  complementa- 
ria de  la  ley  de  aduana,  y  por  consiguiente  las  cuestiones 
sobre  su  aplicación  son  cuestiones  sobre  la  aplicación  de  esta, 
y  no  puede  ponerse  en  duda  la  jurisdicción  del  juzgado,  para 
conocer  de  las  cuestiones  que  versan  sobre  la  aplicación  de  una 
ley  nacional,  según  lo  establece  el  artículo  100  de  la  Consti- 
tución. 

Que  respecto  al  fondo  de  la  cuestión,  es  saber,  si  el  cognac 
de  que  se  trata  pertenece  á  la  clase  fina  6  regular^  es  indu- 
dable que  el  aforo  ha  sido  bien  practicado:  l^'  porque  las 
clases  que  se  fijan  en  una  tarifa,  no  pueden  comprender  las 
muchas  que  existan  y  puedan  presentarse ;  de  modo  que  el 
aforo  tiene  que  hacerse  según  se  aproxime  mas  ó  menos  á  las 
que  la  tarifa  comprende ;  2^  porque  atento  el  precio  que  la 
factura  asigna  al  cognac,  y  calculando  los  diversos  derechos 
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y  gastos  que  tiene  que  sufrir  el  artículo  hasta  ser  vendido  en 
plaza,  es  indudable  que  su  valor  lo  hace  aproximarse  mas  á 
la  clase  fina  que  á  la  regular ;  y  3<^  porque  el  precio  de  factura 
no  es  el  único  dato  que  debe  tenerse  en  vista  para  el  aforo, 
pues  prescindiendo  de  que  puede  proceder  de  diversas  clases, 
agenas  al  verdadero  valor  del  cognac,  hay  que  acumular, 
como  se  ha  dicho,  los  diversos  gastos  que,  gravando  el  arti- 
culo, contribuyen  á  determinar  su  valor  en  plaza;— atento  lo 
espuesto,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  petición  de  f.  3,  y  de- 
clarando que  D.  Desiderio  Charavel  debe  pagar  los  derechos 
con  arreglo  al  aforo  del  Tribunal  de  Vistas. — Repóngase  los 

sellos* 

Alejandro  Heredia. 

iPallo  de  I»  Suprem»  C^rte* 

Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1866. 

Victos,  t^or  sus  fundamentos,  Sé  éonflrma  él  auto  apelado  de 
fojas  trece,  y  satisfechas  las  costas,  y  repuestos  los  sellos^  de- 
vuélvanse^ 

Frangisco  db  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — José  B.  Goros- 

TIAGA. 


33. 
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CAUSA     CIiXlLlLII. 


Don  Jorge  Stetuart  con  el  Administrador  de  Rentas  Naciona- 
les^  oponiéndose  á  la  venta  de  una  partida  de  yerba,  cuya 
propiedad  se  litiga. 

Sumario. — i^  Los  bienes  cuya  propiedad  se  litiga,  no  pueden 
ser  vendidos  sin  acuerdo  de  las  partes. 

^  Esceptúase  el  caso  en  que  se  litigue  una  cosa,  que  con- 
servándose se  deterioraría;  pues  probado  el  deterioro,  el  juez 
debe  ordenar  su  venta. 


Caso. — El  Alcaide  principal  de  Aduana,  hace  presente  al 
Administrador  de  Rentas,  e^iistir  en  depósito  una  gran  partida 
de  €yerba  mate»  que  vino  consignada  al  señor  Thompson  y 
que  ha  sido  detenida  por  creerse  que  era  de  propiedad  del 
Gobierno  del  Paraguay. 

£1  artículo  por  su  calidad  especial,  sufre  con  el  tiempo  de- 
terioros y  depreciación,  y  á  fln  de  salvar  los  intereses  fiscales,  hace 
presente  la  circunstancia  de  que,  no  sabiendo  lo  que  durará 
el  litigio  al  respecto,  es  preciso  tomar  una  medida  que  salve 
el  artículo  de  la  descomposición  y  depreciación  que  sufre  día 
á  dia. 

El  Administrador  pasa  esta  nota  al  Juez  Nacional,  quien  da 
vista  al  Procurador  Fiscal  y  á  don  Jorge  Stewart. 

Stewart  manifiesta  que  no  estará  conforme  con  la  venta  ju- 
dicial, ni  con  ninguYia  disposición  que  trave  el  perfecto  dere- 
cho que  tiene  para  disponer  de  ella  en  el  tiempo,  modo  y 
forma  que  crea  conveniente. 

La  venta  judicial  no  baria  otra  cosa  que  aumentar  los  peijui- 
cios  que  ya  ha  recibido  en  este  negocio,  pues  no  podrá  dejar 
de  producirlos,  cualquiera  ven^  forzada  que  se  hiciera. 
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El  Procurador  Fiscal  dice  que  no  obstante  la  opinión  del 
señor  Stewart,  es  necesario  proceder  á  la  venta  judicial  de  la 
yerba,  porque  es  el  único  medio  de  asegurar  los  derechos  de  su 
legitimo  dueño,  ya  sea  el  Gobierno  Nacional  ó  el  señor  Ste- 
wart. 

La  yerba  es  un  artículo  de  difícil  conservación,  porque  se 
deteriora  con  el  tiempo,  y  la  que  se  halla  detenida  está  es- 
puesta á  perderse  por  ser  de  la  cosecha  del  año  anterior  y  es- 
tar hace  tiempo  depositada. 

Es  de  interés  de  ambas  partes  que  se  venda  para  evitar  el 
deterioro,  y  aprovechar  el  buen  tiempo  de  la  escases  para 
obtener  un  buen  precio. 

La  venta  judicial  no  solo  es  una  medida  necesaria  sino 
también  autorizada  por  la  ley,  artículo  1578  de  Código  de 
Comercio. 

Falle  del  Svttm  9eeelenal. 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1866. 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  por  derecho  no  pue^ 
de  enagenarse  la  cosa  litijiosa,  esta  regla  admite  e^icepciones, 
que  una  de  ellas  es,  la  de  ser  deteriorable  la  cosa',  en  cuyo 
caso  es  del  deber  del  juez  proceder  á  su  venta,  pues  de  lo 
contrarío  se  contrariaría  la  mente  de  la  ley  que  prohibe  la 
enagenacion  de  la  cosa  litigiosa,  cual  es,  que  los  que  preten- 
den tener  derecho  á  ella  no  sean  perjudicados,  lo  que  tendría 
lugar  si  se  empeorase  ó  perdiese.  Por  esta  consideración, 
lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal,  y  ademas  porque,  si 
bien  don  Jorge  Stewart  tendría  derecho  para  dejar  perder  lo 
suyo,  no  lo  tendría  para  perjudicar  al  Estado,  pues  hasta 
tanto  se  resuelva  á  quien  pertenezca  la  yerba,  tanto  derecho 
tiene  el  uno  como  el  otro,  mandóse  proceda  á  su  venta  en 
público  remate  por  los  martilieros  Balbin  y  Plomes,  á  no  ser  que 
don  Jorge  Stewart  dé  dentro  de  tercero  día,  fianza  bastante  por 

el  valor  actual  de  la  referida  yert)a. 

Heredia. 
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Stewart  apela  diciendo  que  no  se  puede  vender  la  yerba 
contra  su  voluntad  por  ser  propiedad  suya,  y  porque  no  hay 
peligro  de  que  se  deteriore,  si  la  aduana  la  ventila  como  es 
su  deber  hacerlo. 

Falle  de  le   Certe  Supreaie. 

Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1866. 

Vistos :  no  resultando  probado  en  autos  que  la  yerba  para^ 
guaya  que  se  halla  depositada  en  los  almacenes  de  aduana, 
se  esté  deteriorando;  y  en  atención  á  que  la  resolución  del 
pleito  que  sobre  ella  se  sigue  entre  don  Jorge  Stewart  y  el 
Procurador  Fiscal,  y  que  pende  actualmente  ante  esta  Supre- 
ma Corte,  no  tardará  mucho  tiempo;  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  nueve,  y  satisfechas  las  costas,  y  repuestos  los 
ellos,  devuévlanse. 

FrA!«C1SC0  de  LAS  CARRERAS. — SALVA- 
DOR  M.   DEL  Carril.— ^osÉ  Bar- 
ros Pazos. — Francisco  Delgado. 
José  B.  Gorostiaga. 


CAV9A   CliXlLXIII. 


Don   José  M,  Cabezudo,  con  el  Vice- Cónsul  de  España^  sobre 

qercicio  ilegal  de  jurisdicción. 

Sumario. — i^  La  jurisdicción    es  atributo  esencial   de  le 
soberania. 
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2o  Los  Cónsules  estranjeros  no  tienen  jurisdicción  alguna 
sobre  los  habitantes  de  un  país  estraño,  aunque  sean  de  la 
propia  nacionalidad^  á  no  ser  que  exista  un  tratado  especial 
que  modifique  la  regla. 

3o  Obligar  á  un  individuo  de  su  nacionalidad  á  comparecer 
contrar  su  voluntad  al  Consulado,  es  un  acto  de  jurisdicción. 

4»  El  Vice  Consulado  de  España  no  puede  ejercerlo,  por- 
que no  existe  tratado  especial  que  se  lo  otorgue. 


Caso. — Don  José  Cabezudo,  español,  se  presentó  en  26  de 
Octubre  de  1866  á  la  Suprema  Corte,  diciendo  que  habia  re- 
cibido del  Vice-Cónsul  Español  residente  en  Buenos  Aires, 
una  intimación  para  comparecer  ante  é\  á  responder  de  su 
conducta;  que  no  creyéndose  obligado  á  obedecer  semejante 
orden,  por  no  reconocer  al  Consulado  español  jurisdicción  en 
el  país  para  juzgar  su  conducta,  no  lo  obedeció ;  que  el  Con- 
sulado español  en  vista  de  su  resistencia  ocurrió  á  la  Policía, 
para  que  le  obligase  á  cumplirla,  y  en  efecto  el  Gefe  de  este 
departamento  le  intimó  que  debia  comparecer  al  Consulado 
ese  mismo  dia  26  ala  una  del  dia;  que  este  hechp  era  aten- 
tatorio á  las  garantías  constitucionales ;  y  que  siendo  origina- 
ria la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte  en  las  causas  en  que 
los  Ministros,  Cónsules  y  Vice-Cónsules  estranjeros  son  parte, 
pedia  que  se  intimase  al  Vice-Cónsul  español  dedujera  en  for- 
ma ante  la  Suprema  Corte  las  acciones  que  creyese  tener 
respecto  de  la  conducta  del  solicitante,  y  que  se  abstuviera 
entretanto  de  todo  procedimiento  jurisdiccional,  librándose 
oficio  á  la  Policía  para  que  no  diera  cumplimiento  á  ninguna 
requisición,  que  no  fuese  concedida  por  la  Suprema  Corte. 

Con  un  informe  de  la  Policía  comunicando  ser  exacta  la 
esposicion  de  Cabezudo,  se  pasó  en  vista  al  señor  Procura- 
dor General. 

Este  funcionario  dijo  que  la  jurisdicción  era  atributo  esen- 
cial de  la  soberanía,  y  no  puede  ejercerse  en  un  país  estraño 
é  independiente. 
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Que  por  eso  los  Cónsules  estranjeros  no  tienen  otra  ju-. 
risdiccion  que  la  que  se  ha  convenido  otorgarles  por  tratados 
especiales^  y  que  en  general  se  reduce  á  servir  de  arbitros 
entre  sus  nacionales,  cuando  estos  se  someten  á  su  decisión, 
á  arreglar  las  diferencias  que  se  suscitan  entre  los  tripulan- 
tes de  los  buques  de  su  nación  sobre  cumplimiento  ^e  sus 
contratos,  y  á  los  casos  de  disciplina  interior  de  dichos  bu- 
ques,  siempre  que   ellos   no  perturben  la   paz   pública  del 

puerto. 

Que  por  la  ley  civil,  que  es  también  la  de  España,  for- 
mulada en  una  R,  Cédula  de  Carlos  III,  ó  sea  la  ley  6,  tft. 
2,  lib.  6,  N.  R.,  los  cónsules  no  pueden  ejercer  jurisdic- 
ción alguna. 

Que  esa  ley  no  ha  sido  modiflcada  por  tratado  alguno  es- 
pecial. 

Que  tampoco  los  Cónsules  argentinos  tienen  jurisdicción, 
y  la  República  se  lo  previene  en  las  instrucciones  que  con- 
tiene el  decreto  de  6  Noviembre  de  i  862  en  el  art.  8<>. 

Que  por  consiguiente  no  podia  reconocerse  al  Yice-Cónsul 
de  España  el  derecho  de  obligar  á  don  José  M.  Cabezudo  á 
comparecer  al  consulado  contra  su  voluntad,  y  la  Policía  no 
estaba  en  deber  de  emplear  la  autoridad  pública  para  hacer 
cumplir  semejante  orden. 

Pidió  que  así  se  resolviera,  prescindiendo  de  sustanciar  el 
juicio  con  audiencia  del  Yice-Cónsul  de  España  por  no  cor- 
responder á  la  Corte  el  juzgamiento  de  la  conducta  oficial  de 
un  Cónsul  estranjero. 

Resolución  de  lo  Supremo  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1866. 
Téngase  por  resolución  la  precedente  vista  del  señor  Pro- 
curador General,  comuniqúese   al    Gefe  de  Policía  para  su 
cumplimiento  y  archívese,  reponiéndose  los  sellos. 

Carreras. 
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CAUSA  €I^lLlLlLIir< 


Incidente  del  Rematador   Billinghursí,  al  vender    la    barca 

italiana  9.Marinettai^ . 


Sumario, — l^^  Los  derechos  fiscales  y  consulares  debidos 
por  un  buque  son  privilegiados. 

2<>  Para  transmitir  la  propiedad  del  buque,  pueden  ser  pa- 
gados antes  que  otros  créditos,  con  cargo  de  entrar  oportu- 
namente en  la  graduación. 


Caso.—YX  martiliero  don  Mariano  Billinghurst,  encargado  de 
la  venta  de  la  barca  italiana  Marinetta  presentó  una  cuenta 
cuyo  liquido  producto  eran  4,728  $  de  los  cuales,  deducidos 
1,596  por  haberes  de  marineros,  deja  el  saldo  de  3132  $  fls. 
que  están  depositados  en  el  Banco  de  la  Provincia.  Con  esta 
cuenta  se  presenta  y  dice : 

La  cuenta  ofrece  el  liquido  producto  de  4,728  pesos  fuertes 
que  con  la  deducción  de  1,596  entregados  al  capitán  y  ma- 
rineros del  buque,  según  orden  del  Juez,  deja  el  saldo  de 
3,132  pesos  fuertes. 

Verificada  la  venta  del  buque,  era  preciso  dar  al  compra- 
dor la  posesión  de  la  barca  á  cuyo  objeto  me  apersoné  al 
Consulado  Italiano.  Este  me  contestó  que  no  podia  dar  la 
orden  de  entrega  sin  que  primero  le  abonase  los  derechos  que 
dicho  buque  adeudaba  al  consulado,  sin  cuyo  requisito  no 
podia  ser  despojado  de  su  bandera  y  seria  considerado  siem- 
pre como  italiano,  sujeto  á  la  jurisdicción  consular. 

En  tales  condiciones  el  comprador  no  quería  Recibirse  del 
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buque,  ni  oblar  su  precio.  Para  obviar  toda  dificultad,  ga- 
rantí personalmente  el  pago  de  los  derechos  y  obtnve  oficio 
del  consulado  para  la  Capitanía  del  Puerto,  informando  que 
desde  esa  fecha  cesaba  la  barca  de  pertenecer  á  la  marina 
mercante  italiana.  Solo  así  pudo  la  Capitanía  del  Puerto  dar 
la  intimación  al  capitán,  pues  me  informa  el  señor  Somellem 
t^uer  orden  del  Gobierno  Nacional  para  no  dar  curso  á  ninguna 
resolución  de  los  juzgados,  respecto  á  buques  italianos,  sin 
comunicarla  antes  al  Consulado  de  Italia.  Esta  misma  pre* 
vención  me  hizo  el  cónsul,  mostrándcfme  la  nota  del  Ministra 
de  Relaciones  Esteriores  para  que  me  impusiera  de  su  con-^ 
tenido.  Me  ha  sido  pues  preciso  abonar  e$09  derechos  que 
montan  á  800  $  fuertes  y  Reducirlos  del  producido  de  la 
venta  del  buque. 

Dado  traslado  el  Procurador  Reynal  por  Piaggio  Fratelli 
dice :  el  martiliero  ha  asumido  atribuciones  que  le  son  es- 
tranas^  según  el  artículo  i025  del  Cddigo  de  Comercio  y  los 
cuatro  precedeptes,  al  arreglo  de  pagar  de  preferencia  y  de- 
roas concerniente  al  buque  que  en  lodo  se  arreglan  por  estas 
disposiciones.  El  martiliero  no  tiene  mas  comisión  que  la 
de  vender,  y  no  es  juez  ni  autoridad  alguna.  Pide  se  desa- 
pruebe la  cuenta  y  se  mande  oblar  todo  el  producto  de  la 
venta,  dejando  á  salvo  los  derechos  del  Cónsul,  Capitán  y 
marineros. 

Fallo  del  Jíuea  Seccionul. 

Buenos- Aires,  Julio  17  de  1866. 

Y  vistos :  Atendiendo  á  que  el  rematador  ha  excedido  sus 
atribuciones  haciendo  pagos  para  que  no  estaba  facultado,  y 
á  cerca  de  las  cuales  solo  es  competente  este  juzgado,  intí- 
mese oble  en  el  dia  en  el  Banco  de  la  Provincia  á  disposición 
de  este  juzgado,  el  total  importe  de  la  venta,  con  deducción 
solamente  de  su  comisión  y  gastos.  Fecho,  remítase  el  espe-* 
diente  para  el  otorgamiento  de  la  escritura. 

Heredia. 
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Fullo    de   1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1866. 

Vistos :  Considerando— Primeo :  Que  el  pago  hecho  por 
el  rematador  público  don  Mariano  Billinghurst,  de  los  dere* 
chos  fiscales  y  consulares  debidos  por  la  barca  italiana  €Ílfa- 
rinetíai^y  y  de  los  salarios  debidos  al  capitán  y  marineros  de 
dicho  buque,  ha  sido  con  el  objeto  de  evitar  peijuicios  y  de 
facilitar  la  entrega  del  buque  vendido  y  la  percepción  del  pre- 
cio, para  conseguir  la  consumación  del  contrato,  obrando  en 
este  asunto  de  buena  fe  y  como  lo  haria  en  negocio  propio 
Segundo : — Que  aun  cuando  al  satisfacer  estos  créditos  [haya 
procedido  sin  autorización  judicial,  sin  embargo  ellos  pueden 
resultar  de  legitimo  y  preferido  abono,  al  tiempo  de  la  gra- 
duación de  los  privilegios  respecto  del  precio  del  buque,  en  el 
drden  prescripto  por  los  artículos  mil  veintiuno  y  mil  veintitrés 
del  Código  de  Comercio,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez 
y  ocho  vuelta,  y  se  declara  que  don  Mariano  Billinghurst  no  está 
obligado  á  la  devolución  de  la  suma  pagada  por  él  al  Consulado 
de  Italia,  sino  en  el  caso  que  resulten  otros  créditos  preferentes, 
y  que  el  precio  del  buque  no  alcance  á  cubrir  aquella  suma* 
¡Satisfechas  las  costas,  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
JAakía  del  Carril. — Francisco  Delgado 
— José  Barros  Pazos. — Jost  B.  Goros- 

TUGA. 
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CAIIÜA  CIaJLJLJLW. 

Criminal j  contra  el  peón  de  aduana  Pedro  Eraisaigue^  por  hurto 

en  los  depósitos  fiscales. 

Sumario— Por  leve  que  sea  un  delito,  los  Tribunales  no  pue- 
den aplicar  menor  pena  que  el  mínimum  señalado  por  la  ley. 

Caso. — Habiéndose  dado  parte  al  Administrador  de  Rentas 
de  Buenos  Aires,  que  se  habia  mandado  preso  á  la  Policía  al 
peón  de  aduana  Pedro  Eraisaigue,  por  robo  de  una  pieza  de  ¡cinta 
ancha,  de  las  que  vienen  para  cinchas,  se  le  tomó  declaración  en 
la  que  confesó  haberla  hurtado  de  un  cajón  en  el  depósito  del 
guarda  Mateo  Pereyra,  para  regalarla  á  un  amigo  á  quien  conoce 
solo  de  vista  sin  saber  su  nombre. 

El  guarda  Mateo  Pereyra  espone,  que  notando  falta  en  un 
cajón  de  esas  cintas,  llapió  al  capataz  Pedro  Arríeta  quien  inter- 
rogado contestó  que  nada  sabia ;  pero  notó  á  Eraisaigue  con  el 
cuerpo  muy  abultado^  le  sacaron  la  cinta  que  tenia  oculta. 

El  capataz  Pedro  Arrieta  hace  igual  declaración  que  el  guarda. 

En  este  estado,  se  remitió  la  causa  al  Juzgado  Seccional,  ante 
quien  el  procesado  declara :  es  cierto  que  sustraje  una  pieza  de 
cinta  del  depósito  de  Garay  arriba,  tomándola  de  un  cajón  que 
estaba  roto. 

El  testigo  Jacinto  Heredia,  empleado  de  aduana  y  de  24  años 
de  edad,  dice:  que  no  habiendo  presenciado  el  hecho  no  puede 
declarar  otra  cosa  que  lo  que  ha  dicho  en  sus  partes,  que  es, 
haber  mandado  preso  á  Eraisaigue  por  hurto  de  una  pieza  de 
cinta,  cuyo  cajón  cree  haber  estado  abierto. 

Pedro  Arrieta  de  24  años  declara  que  como  capataz  de  los 
peones,  mandó  á  Rosario  Garcia,  á  Manuel  Fernandez  y  á  Pedro 
Eraisaigue  á  trabajar  en  el  depósito  de  Garay  arriba ;  que  habién- 
dole avisado  el  ayudante  Mateo  Pereyra  haber  falta  en  un  cajón 
recibido  roto  de  á  bordo,  rejistró  á  los  mencionados  peones,  y 
encontró  en  el  cuerpo  de  Eraisaigue,  bajo  de  la  camiseta,  la  pieza 
de  cinta  que  faltaba  en  el  cajón. 
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Rosario  García  declara  que  fué  llamado,  junto  con  Manuel 
Fernandez  y  Pedro  Eraisaigue  para  ser  rejistrado ;  que  después 
de  serlo  el  declarante,  y  viendo  que  se  seguía  la  investigación, 
el  peón  Pedro  declaró  que  él  tenia  la  cinta  que  se  buscaba ; 
que  entonces  el  declarante  se  retiró  sin  presenciar  el  acto  de 
sacársela  del  cuerpo. 

Manuel  Fernandez  declara  ser  cierta  la  referencia  que  de  él 
hace  Pedro  Arrieta  en  su  declaración. 

Preguntando  Mateo  Pereyra  sobre  la  conducta  anterior  del 
procesado,  dijo  que  cree  ha  sido  buena. 

En  la  confesión  con  cargos  el  reo^  acompañado  de  su  padrino, 
después  de  afirmarse  y  ratificarse  en  las  declaraciones  que  tenia 
prestadas,  el  Juzgado  le  hizo  el  cargo  de  haber  hurtado  una 
pieza  de  cinta  para  cinchas,  cuyo  hurto  reconoce,  pero  dice 
haberlo  cometido  sin  reflexionar  en  lo  que  hacia. 

El  Procurador  Fiscal  entabla  su  acusación  diciendo :  la  exis-^ 
tencia  del  delito  está  comprobada  por  la  unánime  declaración 
de  los  testigos  del  sumario,  y  por  haber  el  delincuente  sido 
tomado  infiragante  con  el  objeto  hurtado.  Está  ademas  compro- 
bado por  la  llana  confesión  de  éste.  El  hecho  de  haberse  come* 
tido  el  hurto  en  almacenes  de  aduana,  es  una  circunstancia 
agravante  que  sujeta  al  autor  á  la  pena  del  art.  81  de  la  ley  penal 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  en  la  acepción  de  «^u  inciso  2o. 

El  defensor  del  procesado  dice : 

Durante  un  largo  tiempo  de  servicio,  mi  defendido  se  ha 
hecho  notable  por  su  buena  conducta,  como  lo  declara  el  ayu- 
dante Mateo  Pereyra. 

Por  eso  el  procesado  al  confesar  su  primera  falta,  deplora  la 
irreflexión  que  lo  ha  inducido  á  cometerla. 

El  hurto  es  sinple^  porque  habiendo  estado  roto  el  cajón  no 
ha  habido  rompimiento  ni  violación  alguna. 

Notada  la  falta,  se  procedió  á  la  averiguación,  y  en  el  acto  se 
obtuvo  la  devolución  del  objeto  hurtado»  La  instantaneidad  de 
estos  actos,  tiene  el  efecto  legal  de  mitigar  la  pena,  y  aun  de 
evitar  su  aplicación. 

La  calidad  de  infraganti^  reagrava  la  responsabilidad ;  pero 
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esto  se  entiende  en  delitos  indispensablemente  consumados, 
como  heridas  inferidas,  ó  hurtos  trasportados  del  lugar  de  su 
perpetración,  y  no  en  aquellos  que  en  rigor  quedaron  firustrados 
ó  no  pasaron  de  conato. 

Estas  consideraciones,  y  el  miserable  valor  del  objeto  hurtado, 
hacen  inaplicable  á  este  caso,  que  es  puramente  correccional,  la 
ley  invocada  por  el  Procurador  Fiscal.  En  vista  de  ellas  el  de- 
fensor pide  se  dé  por  compui|[ada  la  responsabilidad  de  su  pro- 
tejido  con  la  prisión  sufrida. 

Fallo  del  Jfumm  de  Seeelon* 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1866. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  Fiscal 
contra  Pedro  Eraisai^e  por  delito  de  hurto,  y  considerando  : 

Que  de  la  indagatoria  del  procesado,  foja  diez,  su  confesión  foja 
19  y  las  declaraciones  de  Pedro  Arrie ta,  foja  13,  Mateo  Pereyra 
foja  15,  Rosario  Garcia^  foja  16  vuelta  y  Manuel  Fernandez  foja 
18,  consta  plenamente  que  Pedro  Eraisaigue  hurtó  de  un  almacén 
de  Aduana  un  atado  de  cinfa  de  cincha,  la  que  ocultó  debajo  de 
su  traje  y  le  fueron  encontradas^  poco  después  de  perpetrado  el 
hurlo ; 

Que  esto  constituye  una  plena  prueba  de  la  eiíistencia  del 
delito  y  de  ser  su  autor  el  procesado  Eraisaigue,  sin  que  haya 
alegado  ni  intentado  probar  escepcion  alguna ; 

Que  este  delito  se  halla  previsto  y  penado  por  el  inciso  ^  del 
artículo  81  de  la  ley  de  1863. 

Atento  lo  espuesto,  y  teniendo  en  consideración  también  el 
corto  valor  de  la  cosa  hurtada,  fallo  que  debo  condenar  y  con- 
deno á  Pedro  Eraisaigue  á  la  pena  de  tres  años  de  trabajos  for- 
zados en  el  lugar  que  el  P.  E.  designe,  y  al  pago  de  las  costas. 

Alejandro  Heredia. 

Falle  de  la  Suprema  Corte« 

Buenos  Aires,  Noviembre  13  de  1866. 

Vistos :  no  estando  en  las  atribuciones  de  esta  Corte  la  aplica- 
ción en  el  presente  caso  de  otra  pena  que  la  establecida  por  la 
ley,  no  obstante  la  levedad  del  hurto  cometido,  se  confirma  por  sus 
fundamentos  la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  cuatro  y  devuél- 
vanse previo  el  correspondiente  oficio  al  Poder  Ejecutivo. 

Francisco  de  las  Carrehas. — Salva- 
dor M.  DEL  Carril. — ^José  Bar- 
ros Pazos. — ^José  B.  Gorostiaga. 
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CAUSA    eiilLJLlLlíE. 


m 

Los  señores  Fullero  y  C^^  contra  el   Capitán  y  propietario 
del  vapor  Estrella,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — En  el  caso  del  art.  i21  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, el  testigo  que  voluntariamente  no  se  presente  á  [de- 
clarar, para  obligársele  y  para  que  su  declaración  surta  efecto, 
es  necesario  que  sea  citado  por  cédula  cuando  menos  un  dia 
antes  de  vencerse  el  término  probatorio* 


Caso. — La  causa  promovida  por  los  señores  Fullero  y  G^^ 
contra  el  capitán  y  propietario  del  vapor  cEstrella  del  Norte», 
sobre  cobro  de  pesos  provenientes  de  provisión  de  alimentos 
á  los  pasajeros  y  tripulación  de  dicho  buque,  fué  recibida  á 
prueba  por  los  treinta  dias  de  la  ley.  Dentro  de  ese  termi- 
ne pidió  Fullero,  entre  otras  cosas,  que  tres  testigos  que 
dcbignaba  por  sus  nombres,  apelidos  y  domicilio,  se  exami- 
naron al  tenor  del  interrogatorio  que  acompañó. 

El  juzgado  mandó  que  asi  se  hiciese. 

En  el  último  dia  del  termine  probatorio.  Fullero,  por  me- 
dio de  su  apoderado  el  Dr.  Costa^  hace  presente  que  a 
pesar  de  las  diligencias  practicadas,  no  ha  podido  conseguir 
que  los  testigos  concurran  á  prestar  su  declaración,  negán- 
dose ora  con  un  pretesto,  ora  con  otro.  Que  estaba  para 
vencer  el  término,  y  para  que  no  le  perjudicara  aquel  hecho 
independiente  de  su  voluntad,  pedia  que  el  juzgado  hiciera 
citar  personalmente  á  los  testigos  bajo  apercibimiento  de  de- 
recho. 

El  Juez  ordenó  la  citación,  estando  en  tiempo ;  pero  el  ac- 
tuario no  pudo  hallar  á  los  testigos. 

Entonces  el  capitán  del  vapor,  representado  por  D.  Luís 
Lamos,  pide  que,  estando  ya  vencido  el  término  probatorio 
se  dé  cumplimento  el  art.  177  de  la  ley  de  procedimientos. 
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Dado  traslado,  el  Dr.  Costa  dice,  no  pudíendo  conseguir 
que  los  testigos  se  presentaron  á  declarar,  hice  presente  esta 
circunstancia  para  que  el  juzgado  los  mandará  citar. 

Esta  solicitud,  dice,  la  hice  en  término  y  si  se  hubiese 
despachado  en  el  acto,  ese  mismo  dia  se  habría  podido  exa- 
minar á  los  testigos.  No  pudiéndome  imputar  ninguna  falta, 
no   veo   razón  para  que  no  se  ordena  el  examen  de  ellos. 

El  escribano  certifica  que  el  escrito,  pidiendo  al  juzgado 
la  citación  de  los  testigos,  fué  presentado  el  mismo  dia  en 
que  vencia  el  término  probatorio. 

Fallo  del  Jíuea  Seedonul. 

Y  vistos :  Resultando  del  precedente  certificado  del  actua- 
rio que  el  escrito  de  foja  45  ha  sido  presentado  en  la  oficina 
'  el  mismo  dia  en  que  venció  el  término  de  prueba ;  que  por 
lo  tanto,  no  ha  sido  presentado  en  tiempo,  pues  por  el  art« 
121  de  la  ley  de  procedimientos  nacionales,  los  testigos  que 
rehusaren  declarar  voluntariamente  deben  ser  citados  por  cé« 
dula,  con  un  dia  al  menos  de  anticipación  al  señalado  para 
su  examen  en  audiencia  pública,  en  cuyo  caso  la  declaración 
vendria  á  ser  fiíera  del  término  probatorio,  no  ha  lugar  á  le 
solicitado  en  el  escrito  citado  ;  y  respecto  al  testigo  don  An- 
drés Gibraltarino  que  ha  sido  citado  oportunamente,  rietérase 

el  oficio,  y  repóngase  este  sello. 

Hercdia. 

Futte  tfe  1*  8«i|irem»  Corte. 

Buenos  Aires,   Noviembre  20  de  1866. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  cincuenta  y  tres,  y  satisfechas  las  costas  y  repuesto  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado— José  Barros  Pazos. — 
José  B.  Gorostiaga. 


De  las  Causas  y  laterías  qne  se  cenlíenen  en  el  tercer  tomo. 


Pjqíoas. 
Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  nombrando  otro  Secrelario  en  la 

persona  del  Dr.  D.  Antonio  Tarnassi V 

LIem  nombrando  los  veinte  y  cín>:o  conjueces  para  el  año  de 

1867 VI 

CAUSA  CXX. 

Entre  el  Fisco  Nacional  y  Devoto  hermanos,  sobre  manifes- 
tación de  mercaderias. 

Sumario — 1»  Las  resoluciones  administrativas  que  la  ley  de  14 
de  Noviembre  de  1863  atribuye  á  los  administradores  de  Aduana, 
no  tienen  la  significación  ni  la  fuerza  de  una  sentencia  judicial, 
y  solo  importan  la  declaración  de  las  pretcnsiones  de  la  Aduana. 
Cuando  ellas  se  encuentran  en  oposición  con  las  de  un  par* 
ticular^  surge  el  caso  contencioso  administrativo  en  el  que  la 
primera  sentencia  que  se  pronuncia  es  la  del  Juez  Nacional  de 
Sección;  y  por  consiguiente,  la  resolución  de  los  administradores 
no  puede  tomar  el  carácter  de  sentencia  ejecutoriada. 

2<>  Los  cinco  dias  fijados  por  la  ley  de  14  de  Noviembre  de 
1863,  solo  importa  dar  derecho  á  la  Aduana  para  ejecutar  sus 
resoluciones  cuando  el  interesado  no  ha  ocurrido,  dentro  de  ellos 
al  Juzgado  Seccional;  pero  no  importa  la  pérdida  del  derecho 
para  reclamar,  y  debe,  por  lo  tanto,  oírsele  aun  cuando  ocurra  al 
Juzgado  después  de  vencidos  los  cinco  días. 

3»  Por  el  articulo  238  de  la  Ley  nacional  de  Procedimientos  de 
14  de  Setiembre  de  1863,  la  Suprema  Corte  está  facultada  para 
juzgar  sobre  el  fondo  del  asunto  cuando  las  partes  lo  piden. 
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Pajinas. 

4»  Es  vicioso  un  manifiesto,  y  se  incurre  en  la  pena  de  la  ley, 
cuando  se  manifiesta  el  articulo  con  una  clasificación  á  que  la 
tarifa  señala  un  aforo  menor  del  que  corresponde  á  su  verdadera 
clasificación. 

5®  La  facultad  concedida  por  la  ley  para  enmendar  dentro  de 
24  horas  los  manifiestos  generales^  se  refiere  á  los  presentados 
por  los  capitanes  de  buques,  en  que  solo  sé  espresan  los  bultos  y 
contenido  general;  pero  no  á  las  copias  de  factura  en  cuya  virtud 
se  reciben  en  depósito  los  articules,  ni  á  los  permisos  que  sirven 
para  su  despacho  ó  reembarque. 

&>  Por  decreto  de  49  de  Abril  de  1855  los  excesos  encontrados 
en  los  articules  depositados  están  sujetos  á  confiscación,  y  es  por 
consiguiente,  justa  la  resolución  que  estiende  la  condenación  á 
los  artículos  cuyo  despacho  no  se  ha  pedido ¿ . . . .      7 

CAUSA  CXXL 

Entre  el  Fisco  Nacional  y  los  Sres.  A.  Benitos  y  Ca.  sobre  de- 
k'echos  de  esportacion. 

Sutnario^i^  La  resolución  de  los  Administradores  de  Aduana 
no  es  una  sentencia  judicial  que  pueda  quedar  ejecutoriada  cons- 
tituyendo una  cosa  juzgada. 

2o  Es  un  principio  en  la  Aduana  de  Buenos  Aires,  consignado 
en  el  articulo  48  del  Reglamente  de  Í0  de  Diciembre  de  1816 
que  los  derechos  de  esportacion  corren  y  se  deben  desde  el 
momento  en  que  los  frutos  están  á  bordo  del  buque  decabotsge 
aunque  esté  naufrague. 

3«  El  espoi^tador  está  obligado  á  pagar  el  derecho  ordinario  de 
esportacion  por  los  frutos  qué  resulten  de  menos  entre  la  guia 
oficial  y  los  cumplidos  del  Resguardo  en  el  permiso  de  desem- 
barco, siempre  que  la  falta  pase  del  8  por  o/^ ,.,.    15 

CAUSA  cxxn. 

Don  Juan  Bautista  Peirano,  contra  los  Sres.  Santos  y  Ca.  por 
cobro  de  fletes. 

Sumario — La  parte  condenatoria  de  la  sentencia  debe  ser 
ajustada  á  la  cantidad  espresada  en  la  demanda,  [aunque  en  el 
curso  del  juicio  se  haya  probado  que  es  mayor  la  cantidad  de- 
bida  *.i 20 
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CAUSA  CXXIlI. 

Pajinas. 

Don  Benjamín  Sánchez  contra  Don  Nicolás  Sotomayor,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario — 1«*Las  acciones  personales  pueden  ejercitarse  ante  el 
juez  del  lugar  en  qne  debe  cumplirse  lo  obligación  del  contrato 
ó  del  domicilio  del  demandado. 

i?  Las  acciones  reales  pueden  ejercitarse  ante  el  juez  del  lugar 
de  los  bienes,  ó  del  dominio  del  deudor. 

3f>  Las  acciones  mistas  pueden  ejercitarse  ó  ante  el  juez  com- 
petente para  conocer  de  las  acciones  personales,  ó  ante  el  com- 
petente para  conocer  de  las  reales. 

40  Una  acción  por  deuda  garantida  con  hipoteca  sobre  bienes 
situados  en  la  Provincia  de  Mendoza,  puede  ejercitarse  ante  los 
Tribunales  de  Mendoza,  aunque  el  deudor  sea  vecino  del  Rosario.    31 

CAUSA  CXXIV. 

Don  Miguel  Vaccaro  contra  Don  Juan  José  Méndez,  sobre  un 
cargamento  de  madera. 

Sumario — I»  La  acción  de  despojo  entablada  por  un  estrangero 
contra  un  Argentino  residente  en  Buenos  Aires,  en  razón  de  ha- 
berse apoderado  de  artículos  provenientes  de  la  Provincia  de 
Corrientes  debe  ser  ejercitada  ante  el  Juzgado  de  Sección  de 
Buenos  Aires  y  no  aiite  el  de  Corrientes. 

^  El  derecho  de  dominio  sobre  artículos  remitidos  á  la  con- 
signación de  un  comerciante,  autoriza  al  que  lo  alega  para 
demandar  al  consignatario  la  entrega  de  aquellos,  pero  no  para 
apoderarse  de  los  misms  por  autoridad  propia. 

30  La  prohibición  de  enagenar  dichos  artículos  por  estar 
afectos  á  responsabilidades  por  daños  y  perjuicios,  aunque  emane 
de  una  autoridad  lejítima  y  se  haya  dictado  válidamente,  no 
autoriza  al  representante  de  dicha  autoridad  para  apoderarse  de 
los  mismos  y  menos  para  venderlos ;  y  solo  le  da  derecho  para 
pedir  un  embargo  judicial  y  evitar  la  enagenacion  qne  se  pro- 
hibió      33 

CAUSA  CXXV. 

Juan  T.  Fox,  como  curador  de  la  sucesión  Wheeler,  en  ape- 

34. 
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Pájinasr. 
lacíon  contra  un  auto  de  la  Exma.  Cámara  de  justicia  de  Buenos 
Aires,  sobre  fianza. 

Sumario --[^  El  nombramiento  de  curador  en  las  sucesiones 
intestadas  de  los  subditos  ingleses  que  fallecen  en  la  República 
Argentina  previsto  por  el  tratado  del  año  de  1825  entre  ésta  y 
la  Gran  Bretaña,  debe  verificarse  sdo  en  el  caso  de  no  existir 
herederos  legitimes  que  sean  ciudadanos  argeatinos  y  residan 
en  la  República. 

2»  El  curador  nombrado  no  tiene  derecho  por  el  dicho  tralado 
de  retener  la  administración  desde  que  consta  la  existencia  de 
tales  herederos. 

3p  Pero  puede  continuar  en  el  desempeño  de  ese  cargo  con 
consentimiento  de  los  jueces  de  la  Testamentaria. 

A^  En  ese  caso  pueden  dichos  jueces  imponerle  la  obligación 
de  afianzar  su  administración,  sin  que  esto  afecte  las  estipula- 
ciones del  tratado 43 

CAUSA  CXXVI. 

Don  Rizerio  Molina,  en  tercería  escluyente,  contra  Don  Gui- 
llermo Olivar,  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  con  Don  Manuel 
Lima. 

Sumario — 1<>  Las  circunstancias  de  haber  uno  de  Tos  socios 
pedido  esperas  á  sus  acreedores,  de  haber  aquel  incluido  en  h^ 
nómina  de  sus  acreedores  particulares  la  de  los  acreedores  de  la 
sociedad,  de  haber  estos  asistido  á  las  juntas  convocadas  por  el 
Juez  del  concurso,  de  haberse  dictado  en  el  curso  del  juicio  las 
providencias  relativas  para  fijar  la  responsabilidad  del  otro  socio 
respecto  alas  deudas  sociales,  importan  el  concurso  de  la  so- 
ciedad. 

2<*  La  Justicia  Provincial  es  la  única  competente  para  conocer 
en  las  causas  de  concurso. 

3o  Los  juicios  generales  atraen  al  Tribunal  donde  se  radican 
todos  los  pleitos  pendientes  ante  otros  Juzgados. 

Ap  Iniciada  una  ejecución  ante  la  Justicia  Nacional  contra  una 
sociedad,  no  puede  seguirse  ante  la  misma  después  de  convocado 
el  concurso  de  aquella  ante  los  Tribunales  Provinciales. 

5^  Los  procedimientos  ulteriores  de  dicha  ejecución  verificados 
por  la  Justicia  Nacional  deben  quedar  sin  efecto 55 


~* 
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Competencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Buenos  Aires  y  el 
de  Comercio  de  la  misma  Provincia. 

Sumario — i»  Las  cuestiones  sobre  pago  de  precio  de  arlicu* 
los  que  han  sido  objeto  de  un  contrato  de  fletamento  son  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  Provinciales,  si  en  el  juicio  no  se 
ha  tratado  del  fletamento,  ni  de  los  derechos  que  por  este  corres- 
ponden al  capitán. 

29  El  embargo  de  articules  á  consecuencia  de  una  cuestión 
sobre  su  pago,  es  un  incidente  de  esta. 

do  El  incidente  de  un  juicio  no  altera  la  naturaleza  del  mismo* 

4»  El  error  en  el  procedimiento  de  niT  incidente  no  puede  ser 
reparado  por  medio  de  una  cuestión  de  competencia,  si  el  co- 
jiocimiento  de  lo  principal  corresponde  al  Juez  que  lo  cometió. 

5p  La  legalidad  de  un  embargo  de  artículos  que  son  objeto  de 
un  contrato  de  fletamento  ordenado  por  el  Juez  de  Provincia 
competente  en  la  cuestión  principal  que  lo  ha  motivado,  no  puede 
ser  discutido  ante  la  justicia  nacional  sino  por  el  recurso  de 
apelación  de  que  trata  el  art.  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863,  ó  por  acción  ante  el  juez  nacional  contra  quien  los  re- 
tenga en  su  poder • 75 

CAUSA  CXXVIII. 

Criminal,  contra  Juan  Teilo,  Abrahan  Arguello  y  José  Vasquez, 
por  hurto  en  los  almacenes  fiscales. 

Sumario— I'*  Las  penas  se  imponen  á  los  delincuentes  y  no 
al  delito,  y  por  lo  tanto  cada  uno  de  ellos  debe  sufrirla  integra. 

2<>  El  juicio  contra  los  autores  de  un  delito  debe  estenderse  á 
los  que  han  tomado  participación  en  él  ó  en  sus  efectos. 

3^  El  conocimiento  de  los  delitos  de  hurto  en  los  almacenes 
fiscales  corresponde  á  la  justicia  nacional,  y  no  al  Gefe  de 
Policía. 

4^  Igualmente  le  corresponde  el  conocimiento  del  delito  de 
las  receptadores. 

5°  Los  receptadores  condenados  por  el  Gefe  de  Policía^  y  no 
oídos  en  la  causa  seguida  por  el  Juez  de  Sección  contra  los  reos 
principales,  tienen  su  derecho  á  salvo  para  reclamar  de  la  parte 
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de  la  sentencia  de  este  que  manda  cobrarles  el  importe  integro 
de  los  artículos  hurtados 80 

CAUSA  CXXIX. 

Criminal,  contra  Alejo  Bianchi,  por  hurto  en  los  almacenes 
fiscales. 

Sumario — 1<>  No  sé  puede  juzgar  de  la  gravedad  de  una  pena 
cuando  está  espresamente  señalada  por  la  ley. 

2^  Se  reputa  consuhiado  el  hurto  cuando  la  cosa  robada  se 
halla  en  poder  del  que  la  sustrajo 87 

CAUSA    CXXX. 

El  Dr.  D.  Juan  C.  Gómez  contra  D.  José  H.  Casal,  sobre  li- 
mites. 

Sumario — 1<»  Las  circunstancias  de  yenderse  una  finca  con 
limites  ciertos  y  señalarse  al  terreno  y  edificio  un  solo  precio, 
indican  que  la  venta  de  aquellas  es  ad  corpus. 

2o  La  enunciación  de  la  medida  del  terreno  y  del  edificio  en 
las  ventas  ad  corpw ,  no  obliga  al  vendedor  á  garantirla,  si  excede 
los  límites  fijados. 

3»  En  las  ventas  ad  corpus  se  atiende  solo  á  los  límites,  y  per- 
tenece al  comprador  el*provecho  y  el  perjuicio  del  error  en  el 
cálculo  ó  en  la  mensura. 

4®  El  muro  divisorio  de  dos  propiedades  pertenecientes  á  un 
solo  dueño,  debe  considerarse  común  de  las  dos,  ó  medianero, 
ú  al  vender  dichas  propiedades  el  dueño  no  ha  declarado  que 
todo  el  muro  se  comprendía  en  una  de  las  dos 90 

CAUSA  CXXXL 

Corti  Riva  y  C^  contra  D.  Hermán  Van  Houten,  ex-cónsul  de 
Holanda,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario — i^  La  Justicia  Nacional  no  es  competente  para  co- 
nocer de  una  demanda  que  por  cobro  de  pesos  se  interpone  con- 
tra quien  se  halla  concursado  ante  el  Tribunal  de  Comercio. . . .  i02 

CAUSA  cxxxn 

Don  Modesto  Sánchez,  curador  ad  litem  de  Don  Juan  Guillermo 
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Calle,  en  tercería  de  oposición  á  la  ejecución  seguida  por  la  tes* 
(amentaría  de  Don  Francisco  Videla,  contra  la  testamentaria  de 
Don  Francisco  E.  Calle. 

Sumario — i»  La  administración  de  bienes  comunes  en  los  que 
viene  k  tener  interés  un  menor  no  produce  hipoteca  legal  sobre 
los  bienes  del  administrador  por  el  alcance  de  aquella,  si  no  se 
prueba  que  este  fué  curador  del  menor  ó  ejerció  la  administra- 
ción en  la  calidad  de  tal. 

2o  El  reconocimiento  de  una  deuda  no  comprobada,  hecho  por 
el  albacea,  sin  el  consentimiento  de  los  herederos  no  obliga  á  la 
testamentaría. 

3^  La  confesión  de  deuda  perjudica  á  su  autor  solamente,  y 
no  á  sus  acreedores. 

4®  El  reconocimiento  de  una  cuenta  de  óarácter  preferente 
hecho  por  el  albacea  en  circunstancia  de  hallarse  ejecutados  los 
)jienes  de  la  testanienlaria»  el  parentezco  inmediato  y  la  comu- 
nidad de  bienps  existentes  entre  él  que  produce  y  él  que  reconoce 
la  cuenta,  el  proceder  esta  de  ciilculos  fundados  en  hechos  no 
probíidos,  y  carecer  de  los  descargos  que  por  su  naturaleza  debia 
contener,  y  el  reconocer  la  cuenta  sin  consultar  á  los  demás  he- 
rederos interesados  en  la  deuda,  demuestran  la  colusión  del 
albacea  con  el  tercero  para  defraudar  al  ejecutante 10 

CAUSA  CXXXIII. 

Don  Joaquín  Hornos  con  Francisco  Repetto,  sobre  prueba  de 
nacionalidad, 

Sumario — La  calidad  de  ciudadano  Argentino^  para  el  efecto 
del  fuero  nacional,  puede  ser  justiíicada  por  la  pública  noto- 
riedad  123 

CAUSA  CXXXIV. 

José  Santos  Pérez,  contra  Ciro  Higham  y  Felipe  Correas,  sobre 
prisión  por  deudas. 

Sumario — 1»  La  exención  de  la  prisión  por  deudas  de  que 
gozan  los  dueños  de  minas  no  puede  hacerse  efectiva,  si  aquellos 
no  se  ocupan  actualmente  de  su  esplotacion,  art.  3»,  tit.  19,  Ord. 
de  Minas. 

2^  En  el  caso  que  se  hallan  visto  obligados  á  suspender  los 
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trabajos  de  esplolacion  por  folta  de  recursos,  las  minas  no  se 
Ueaeo  por  desamparadas  aun  después  de  vencido  el  término  legal, 
pero  sus  dueños  no  siguen  gozando  de  la  exención  citada,  art.  Í5,  • 
tít.  9S  Ord.  de  Mi^as. 

3<>  Los  Tribunales  Nadonales  deben  suspender  la  ejecución  que 
se  siga  ^te  ellos  contra  individuos  que  después  de  iniciada  aque- 
lla hayan  becl^o  cesión  de  bienes  ante  los  jueces  de  provincia» 
aunque  sea  nulo  el  auto  de  estos  aceptando  la  cesión  y  aun 
cuando  el  reclamo  de  nulidad  esté  pendiente  ante  d  tribunal  su- 
perior de  Provincia ,   « 124 

CAUSA    CXXXV. 

Don  Domingo  Mendoza  y  hermano,  contra  la  Provincia  de  San 
Luis,  sobre  derechos  de  esporlaeion. 

Sumario — !<>  La  Constitución  Nacional  es  la  ley  suprema,  y  las 
autoridades  de  Provincia  están  obligadas  S  conformarse  á  ella,  no 
pbstante  cualquiera  disposición  en  contrario  que  contengan  las 
leyes  ó  Constituciones  provinciales. 

2^  Las  Provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  en  el 
Gobierno  Federal. 

2p  Los  derechos  que  enumera  la  Constitución  no  deben  ser 
entendidos  como  negación  de  otros  no  enumerados,  pero  que 
nacen  del  principio  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  re-i 
publicaná  de  Gobierno. 

4^  Los  actos  de  las  legislaturas  provinciales  pueden  ser  inva- 
lidados: lo  cuando  la  Constitución  concede  al  Congreso  en 
términos  espresop  un  poder  esclusivo;  2^  cuando  el  ejercicio 
de  idénticos  poderes  ha  sido  espresamenle  prohibido  4  las  Pro- 
vincias, y  3<>  cuando  hay  una  directa  y  absoluta  incompatibilidad 
en  el  ejercicio  de  ellos  por  eslas  últimas. 

5^  La  ley  provincial  de  San  Luis,  de  7  de  Julio  de  1862^  impo- 
niendo derechos  á  los  productos  de  la  Provincia  que  se  estraen 
al  esterior  de  ella,  imporla  el  establecimiento  de  aduanas  inte- 
riores para  la  percepción  de  los  mismos,  y  grava  la  circulación  de 
los  productos. 

6®  El  poder  de  establecer  aduanas  interiores,  ó  imponer  de* 
fechos  á  la  importación  y  esportacion  ha  sido  esclusivamente 
delegado  al  Gobierno  Federal ,   131 
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Düii  Miguel  Francisco  Araoz,  con  el  Gerente  de  la  compañía 
Juje&a  del  Kerosene,  sobre  nulidad  de  una  patente. 

Sunuano^i^  Los  Tñbuni^es  Nacionales  deben  resolver  pré- 
viameuto  Jas  cuestione»  de  competencia,  aunque  no  se  deduzcan 
en  la  forma  legal,  por  ser  improrogable  su  jurisdicción. 

2<»  No  puede  ejercitarse  la  jurisdicción  nacional  respecto  de 
una  ley  provincial  que  se  pretende  ser  contraria  á  la  Constitución 
Nacional,  mientras  no  se  someta  á  su  conocimiento  un  caso  ju- 
dicial originado  por  la  ejecución  de  aquella,  y  que  da  mérito  para 
discutir  su  validez 139 

CAUSA  CXXXVII. 

Don  Domingo  Ortiz  con  D.  José  L.  Pintos,  sobre  cobro  de 
pesos. 

Sumario — V  La  confesión  caliücada  no  debe  dividirse. 

i<>  Habiendo  el  deudor  ofrecido  pagar  los  réditos  al  pedir  una 
suma  en  préstamo^  se  presume  que  este  no  haya  sido  gratuito,  y 
por  lo  tanto  se  deben  los  intereses  desde  el  dia  de  la  entrega, 
mientras  no  se  prueba  lo  contrarío . .   160 

CAUSA  cxxxvin. 

José  Olivari  contra  J.  N.  Paul  Pott  y  C«^  sobre  pago  en  mone- 
das de  curso  legal. 

Sumario — i^  La  demanda  de  mayor  cuantia  no  pierde  este 
carácter,  si  por  el  pago  de  una  parte  de  la  cantidad  demandada 
verificado  en  el  curso  del  juicio,  se  ha  reducido  la  que  sigue  dis- 
putándose á  un  valor  menor  de  doscientos  pesos  fuertes»  siempre 
que  paradlo  no  se  entable  nuevo  juicio. 

2o  El  flete  estipulado  en  chelines  y  pagadero  en  Buenos  Aires, 
debe  pagarse  en  la  misma  moneda  de  chelines  ó  su  equivalente 
con  arreglo  á  la  ley  sobre  correspondencia  de  valores  de  las 
monedas  en  curso  legal,  sin  descuento  alguno. 

3^  La  paga  para  ser  legitima  debe  hacerse  entregándose  el 
objeto  esprésado  en  la  obligación,  art.  919  y  926  Cód.  de  Com. 
y  ley  3»,  tft.  14,  Part.  &». 

4<»  La  práctica  de  pagarse  los  fletes  con  arreglo  al  cambio  de 


504        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Pájioas. 
la  plaza  de  Buenos  Aires  sobra  loglateira  es  absunfai  y  abusiva 
cuando  no  se  trata  de  un  contrato  de  cambio  y  se  cobra  en 
Buenos  Aires  io  que  debe  pagarse  allí. 

b^  Las  prácticas  no  deben  prevalecer  contra  las  palabras  y  e( 
espíritu  de  las  leyes,  debiéndose  acudir  á  ellas  cuando  no  exista 
disposición  directa  ó  análoga •. . .  •  163 

CAUSA  CXXXIX. 

Don  Eudoro  Carrasco  por  los  herederos  de  D.  Manuel  Oias- 
coaga  contra  D.  r*(icolás  Sotomayor,  por  cobro  de  pesos. 

Swnario — í^  En  el  juicio  ejecutivo  son  apelables  solamente 
los  autos  que  se  declaran  tales  por  la  ley.  Art.  300  de  la  ley 
de  procedimientos. 

2o  Las  providencias  que  se  dicten  para  lleyar  á  efecto  el  auto 
de  solvendo  antes  de  lá  citación  de  remate  no  son  apelables, 

3"*  La  Suprema  corte  no  tiene  jurisdicción  para  conocer  del 
recurso  que  se  deduzca  de  providencias  que  son  inapenables  por 
la   ley .,.,. 172 

CAUSA  CXL. 

J.  H.  Paul  Pott  y  C",  contra  Juan  F.  Gowland  y  C*^  sobre  daños 
y  perjuicios. 

Sumario — 1<>  La  acción  de  daños  y  perjuicios  debe  resolverse 
por  las  leyes  que  rijen  los  actos  de  comercio  interno  de  cada 
Provincia,  cuando  no  emane  directamente  de  algún  contrato  que 
siyete  las  cuestiones  que  surjan  de  él  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

2o  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  estranjeros  corres- 
donden  á  la  justicia  provincial 175 

CAUSA    CXLI. 

Ctapdio  Hanterola  coqtra  Eugenio  Bustos,  sobare  Qansa  de 
resultas  del  juicio. 

Sumario — i»  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  entregar 
]as  cosas  ejecutadas^  es  la  de  garantir  el  resultado  del  juicio  or- 
dinario que  pueda  promover. 

2o  El  haber  desistido  de  proponer  escepciones  al  juicio  eje- 
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cutivo  no  quita  al  ejecutado,  el  derecho  de  exigir  ia  fianza  citada, 
si  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  espresa  con- 
dición de  seservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio  ordi- 
nario  178 

CXUI. 

Don  Ponciano  Quintana,  contra  Don  Vicente  Acame,  sobre 
reconocimiento  de  una  cuenta. 

Sufnario — !<>  Las  cuentas  traen  aparejada  ejecución,  cuando 
han  sido  aprobadas  ó  reconocidas  con  audiencia  de  la  partes  ó 
suscritas  por  el  deudor.  (Art.  249,  inc.  7  de  la  ley  de  proce- 
dimientos.) 

2o  No  se  puede  pedir  antes  de  entablarse  la  demanda  el  reco- 
nocimiento de  cuentas  no  firmadas  por  el  deudor.  (Art.  55  y  56 
de  ia  ley  de  procedimientos.) 185 

CAUSA  CXLffl. 

Don  Juan  T.  Fox,  por  el  capitán  del  buque  inglés  «Mai^arita,» 
con  el  Dr.  D,  José  A.  Ocantos,  sobre  honorarios. 

«Stttaario— lo  La  publicación  de  las  circunstancias  del  naufragio 
y  salvamento,  ordenada  por  el  art.  1457  del  Cód.  de  Com.  debe 
hacerse  antes  de  nombrar  defensor  á  los  efectos  salvados  aunque 
no  se  copozca  la  designación  de  las  marcas  y  qúmeros  de  aque- 
llos. 

2^  Habiendo  sido  útil  &  los  dueños  de  los  efectos  salvados  la 
intervención  del  defensor  de  estos  deben  abonársele  sus  hono- 
rarios  , , 187 

CAUSA  CXLIV. 

Don  Gregorio  Iturbide,  contra  Doi^  Nicolás  Sotomayor,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario— lo  Un  vale  al  portador  debidamente  protestado  pro- 
duce acción  ejecutiva  contra  el  firmante. 

2o  La  sustracción  de  dicho  vale  no  constituye  una  escepcion 
legal  contra  la  ejecución  del  mismo. 

3®  Solo  podria  dar  lugar,  en  caso  de  resultar  mérito  para  ello^ 
á  la  suspensión  del  juicio  civil,  ha^ta  la  decisión  del  criminal .. .  190 
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rijiaas. 
D.  Juan  A.  Beruti,  contra  D.  Juan  Fuerte,  sobre  absolución  de 
posiciones. 

Sumario — El  vendedor,  por  el  hecho  de  haber  sido  citado  de 
eviccion,  no  se  considera  como  parte  en  el  juicio  de  reivindi- 
cación contra  el  comprador,  y  no  puede  ser  llamado  por  el  actor 
á  absolver  posiciones i97 

CAUSA    CXLVI. 

D.  Francisco  Brie  con  D.  Juan  Bidart  y  D^  Magdalena  Berter- 
reche,  sobre  cobro  de  pasajes. 

SumariO'-í^  £1  socio  tiene  personería  para  gestionar  el  cobro 
de  una  deuda  social,  aunque  no  tenga  autorización  para  percibir. 

2^  £1  socio  que  no  acredite  estar  autorizado  para  percibir  las 
deudas  sociales,  puede  suplir  esa  falta  con  dar  fianza  bastante  de 
«^  que  no  se  cobrará  otra  vez  al  deudor 200 

CAUSA   CXLVIL 

Entre  Francisco  Brie  y  Pedro  Zuviria,  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario — !<>  La  violación  de  las  formas  y  seleninidades  del 
juicio  anula  el  procedimiento.  (Art.  283  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863  sobre  procedimientos.) 

i^  Los  medios  legales  de  defensa  son  de  favorable  interpreta- 
ción, y  en  la  duda  de  si  se  ha  concedido  ó  no  el  recurso  de 
apelación  interpuesto  debe  resolverse  en  favor  del  apelante. 

3^  En  materia  civil  y  comercial  la  confesión  calificada  es  indi- 
visible, muy  especiahnente  cuando  la  escepcion  ó  calificación  se 
halla  apoyada  en  indicios  favorables  al  confesante 202 

CAUSA  CXLVIII. 

D.  Eugenio  Bustos  con  D.  Claudio  Hanterola,  sobre  acción 
ejecutiva. 

Sumario — !<>  Los  peijuicios  que  estén  reconocidos  como  le- 
gítimos por  una  sentencia  ejecutoriada,  pero  que  no  estén  liqui^ 
dados,  no  pueden  cobrarse  ejecutivamente. 

2o  La  sentencia  ejecutoriada  que  reconoce  el  dereeho  á  la  in- 
demnizackm  de  peijuicios,   pero  que  dqa  á  peritos   contadores 
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el  arreglo  de  la  cuenta  do  cargos  reconocidos  por  de  legilúno 
abono,  no  liquida  los  perjuicios,  sino  que  deja  su  liquidación  para 
otro  juicio. 

3<»  En  este  caso  la  liquidación  debe  hacerse  por  la  via  or- 
dinaria   .•  •  222 

CAUSA    CXLIX. 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  ol  de 
Sección  de  Buenos  Aires,  sobre  embargo  de  un  buque. 

Sumario — ^Los  Tribunales  de  Provincia  pueden  en  un  juicio 
ejecutivo  de  su  competencia  mandar  embargar  las  cosas  que  se 
preparan  ó  pueden  servir  para  la  navegación  ó  comercio  marí- 
timo antes  de  ser  empleados  en  estos  objetos  y  hallándose  dentro 
de  su  territorio 231 

CAUSA  CL. 

J.  H.  Paul  Pott  y  C*  contra  J.  F.  Gowland  y  C»,  sobre  entrega 
de  un  espediente. 

Sutnario — El  espediente  obrado  ante  juez  incompetente  puede 
ser  remitido  original  al  juzgado  á  quien  corresponda  el  cono- 
cimiento de  la  causa 234 

CAUSA   CLI. 

D.  Mariano  Billinghurst  con  los  Fratelli  Piaggio,  sobre  pago  de 
derecho  consulares  de  la  Barca  «Marinetta». 

Sumario — Vendido  un  buque  en  público  remate,  el  pago  de 
créditos  contra  el  buque,  hecho  sin  autorización  judicial,  pero  de 
buena  fe  y  con  el  objeto  de  facilitar  la  consumación  de  la  venta, 
debe  considerarse  válido,  mientras  no  resulten  otros  créditos  pre- 
ferentes y  que  no  puedan  ser  cubiertos  con  el  precio  de  la 
venta  ., 230 

CAUSA    CUI. 

Don  Lorenzo  Rebollo,  con  el  capitán  del  vapor  tirón  King»  so- 
bre recurso  de  una  resolución  arbitral. 

Sttinario<-*lo  En  los  asuntos  sometidos  á  arbitros  las  facultades 
del  juez  ordinario  se  limitan  á  conocer  de  las  recusaciones  que  se 
opongan  á  su  nombramiento  ó  intervención  en  el  juicio  arbitral, 
y  á  compelerles  á  dictar  resolución. 
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2®  El  juez  ordinario  no  paede  admiür  el  recurso  de  una  reso-> 
lucion  arbitral  anterior  al  laudo,  bajo  el  pretesto  de  ser  irre- 
gular. 

3»  Todo  lo  que  obre  el  juez  ordinario  en  virtud  de  ese  recurso 
es  iiulp,  por  carecer  de  jurisdicción  para  ello 239 

CAUSA  am. 

Don  Francisco  Cortés  Cumplido,  con  D.  Felipe  S.  Leguizamon, 
sobre  deserción  de  un  recurso. 

Sumario — !<>  El  auto  declarando  desierto  un  recurso  no  es  de 
los  que  admiten  revisión.  (Art.  241  de  la  ley  de  procedimientos). 

V  El  término  señalado  para  la  mejora  del  recurso  es  fatal. 

3o  No  es  necesario  acusar  rebeldía  para  que  se  rechazo  una 
mejora  de  recurso  presentada  fuera  de  término. 

40  El  articulo  214  de  la  ley  de  j^rocedimientos  no  comprende 
el  caso  de  comparecer  al  apelante  á  mejorar  el  recurso  fuera  de 
término,  y  no  el  apelado. 

5»  Este  caso  se  encuentra  en  la  disposición  análoga  del  artí-r 
culo  158,  en  que  estando  en  rebeldía  el  demandado,  obtiene  el 
actor  lo  que  fuera  justo. 

&>  El  articulo  214,  comprende  el  caso  de  comparecer  el  ape- 
lado y  no  el  apelante. 

70  En  este  caso  debe  el  apelado  acusar  rebeldía,  porque  ios 
Tribunales  Nacionales  no  pueden  proceder  de  oficio. 

80  El  apelante  está  obligado  á  examinar  el  certificado  que  sobre 
el  vencimiento  del  término  de  emplazamiento  debe  estendei  el 
Secretario  de  la  Suprema  Corte  en  los  autos. 

90  No  es  permitido  por  razones  de  equidad  revocar  las  reso- 
luciones definitivas  pronunciadas  con  arreglo  á  la  ley 243 

CAUSA  CLIV. 

Don  Percandro  Lemos,  don  Juan  Guillermo  Calle,  sobre  na- 
cionalidad argentina. 

Sumario — 1®  El  hijo  de  padres  argentinos  nacido  en  el  es- 
trainero  es  ciudadano  argentino^  si  prefiere  la  nacionalidad  de  su 
origen  á  la  de  su  nacimiento. 

Í9  El  hecho  de  haberse  enrolado  en  la  guardia  nacional  ar- 
gentina^ con  posterioridad  al  de  haberse  matriculado  en  el  Con- 
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sulado  de  la  nación  de  su  nacimiento,  prueba  que  ha  preferido 
la  nacionalidad  de  sus  padres 247 

CAUSA  CLV. 

Don  Gabriel  Fomes,  con  D.  Eujenio  Bustos,  sobre  beneficios 
de  escusion. 

Sumario — La  escusion  que  puede  pretender  el  fiador  de  re- 
sultas se  limita  á  los  bienes  que  el  deudor  tenga  en  el  lugar  del 
juicio  para  cuyos  resultados  prestó  la  fianza 250 

CAUSA  CLYl. 

Don  José  Santos  Pérez,  con  D.  Felipe  Correa,  sobre  exención 
de  prisión  por  deudas. 

Sumario — i»  Los  jueces  no  pueden  ser  presos  por  deudas, 
por  las  leyes  generales. 

2*  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos  están  exentos  de  la 
prisión  por  deuda,  los  que  lo  están  por  las  leyes  generales 253 

CAUSA  CLVn. 

Don  Francisco  Lloverás,  con  don  Saturnino  Ferreira,  sobre 
declinatoria  de  jurisdicción. 

Sumario --i^  Para  surtir  el  fuero  federal  por  razón  de  distinta 
vecindad  es  necesario  que  el  derecho  que  se  disputa  pertenezca 
originariamente  y  no  por  cesión  ó  mandato. 

2o  El  que  entabla  una  demanda  ante  la  Justicia  Nacional, 
siendo  esta  evidentemente  incompetente  para  conocer  en  ella, 
debe  pagar  todas  las  costas  del  juicio  desde  la  interposición  de 
la  misma 255 

CAUSA    CLVIIL 

El  Fisco  Nacional  con  D.  Carlos  Roberts,  sobre  ejecución  de 
una  sentencia  y  salario  de  salvamento. 

Sumario — La  persona  que  no  entregue  todos  los  efectos  nau- 
ragados,  pierde  el  derecho  á  cualquier  salario  de  asistencia  ó 
salvamento 259 

CAUSA  CLIX. 
Competencia  entre  el  Juez  Seccional  y  el  del  Crimen  de  Salta, 
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sobre  un  proceso  por  falsificación  de  moneda  boliviana. 

Sumario — 1°  La  moneda  boliviano  no  está  incluida  en  las  que 
el  Congreso  ha  declarado  de  curso  legal  en  la  República. 

2o  La  Ley  penal  de  los  delitos  contra  la  nación  solo  castiga  la 
falsificación  de  moneda  de  curso  legal  en  la  República. 

3^  La  jurisdicción  criminal  de  los  Tribunales  Nacionales  está 
limitada  á  los  casos  especificados  en  las  leyes  pendes  nacionales. 

Ap  En  los  delitos  comunes,  los  Tribunales  Nacionales  no  pueden 
asumir  la  jurisdicción  ni  aplicar  sus  penas»  sino  cuando  se  co- 
metan  en  los  lugares  sujetos  á  la  esclusiva  autoridad  del  Gobierno 
Nacional • 261 

CAUSA  CLX 

Don  Pedro  Funes,  con  don  Leonardo  Laborde,  sobre  incom- 
petencia, defecto  legal  en  la  demanda  y  recusación. 

Sumario—i^  Gl  lugar  del  contrato,  encontrándose  en  el  los 
contratantes^ cuando  se  intenta  la  acción  sobre  su  cumplimiento, 
es  una  causa  legal  de  surtir  fuero. 

2o  La  falta  de  las  copias  prescritas  por  el  art.  8  de  la  ley  de 
procedimientos  no  constituye  un  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
poner la  demanda. 

3o  La  petición  de  arraigo  del  demandado,  en  el  supuesto  de  ser 
ilegal,  no  constituye  tampoco  un  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda. 

A^  Los  procedimientos  erróneos  observados  por  e!  juez  no 
son  prueba  de  la  amistad  ó  enemistad  de  este  con  una  de  las 
partes. 

5o  Puede  decretarse  el  arraigo  del  demandado  aun  sin  prueba 
fehaciente  de  la  deuda,  con  tal  que  se  tema  su  fuga,  el  demandado 
no  tenga  domiciliado  fijo,  ni  bienes  conocidos,  se  decrete  bajo 
la  responsabilidad  del  demandante  y  este  sea  abonado. 

6®  Proponiéndose  la  escepcion  de  recusación  junto  con  la  de 
incompetencia,  no  puede  abrirse  á  prueba  sin  conferir  el 
traslado  que  corresponde  á  esta  última. 

7o  Propuestas  varias  escepciones  con  la  de  recusación  y  abrién- 
dose á  prueba  solo  sobre  esta  última,  debe  serlo  por  el  término 
de  diez  dias  improrogables  y  con  todos  cargos 27f 
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Don  Manuel  Granados,  contra  el  juez  cWil  de  Rosario  de  Santa 
Féy  sobre  competencia  de  jurisdicción. 

Sumario — 1»  La  enagenacion  de  las  escribanias  públicas,  debe 
bacerse  en  fayor  de  personas  hábiles  para  el  oficio  y  que  se  pro- 
pagan servirio  por  si  mismas. 

2o  La  propiedad  de  una  escribanía  supone  la  residencia  del 
propietario  .en  el  lugar  donde  se  desempeña  su  servicio,  aunque 
este  se  ausente  dejando  á  un  tercero  que  haga  sus  veces. 

3o  La  residencia  del  escribane  es  una  condkion  inherente  al 
dominio  de  la  escribanía  que  procede  de  la  concesión  fiscal. 

4^  El  representado  para  los  efectos  del  derecho  se  considera 
siempre  presente  en  el  lugar  donde  se  ejerce  su  representación. 

5o  La  Suprema  Corte,  no  es  competente  para  conocer  de  las 
causas  que  se  susciten  entre  una  Provincia  y  un  vecino  de  la 
misma 279 

CAUSA  CLXII. 

Crimii^l,  centra  Manuel  V.  Bustos,  Carlos  Alvarez,  Francisco 
Alvarez,  Solano  Granillo  y  Carlota  Recalde,  por  complicidad  en 
el  desbande  de  un  contingente  destinado  al  Ejército  Nacional  en 
guerra  .con  el  Paraguay. 

Stimario— io  El  dicho  de  testigos  de  referencia  no  tiene  valor 
alguno,  cuando  aquel  k  quien  se  refieren  lo  contradice. 

2o  El  soldado  desertor  se  considera  como  perjuro  por  haber 
faltado  al  juramento  que  se  presume  haber  hecho  de  sostener  su 
bandera,  y  por  lo  tanto  es  testigo  inhábil. 

3o  El  autor  principal  de  un  delito  es  inhábil  para  declarar 
contra  sus  cómplices,  mucho  mas,  estando  preso  y  procesado 
por  dicho  delito. 

4o  La  cohartada  es  prueba  fehaciente. 

5o  La  voz  general  en  algunos  departamentos  debe  considerarse 
como  rumor  y  no  como  fama  pública. 

6o  La  fama  pública  existe  cuando  la  voz  es  general  en  el  reino 
ó  provincia. 

7o  La  fama  pública  no  es  prueba  admisible  en  los  delitos  de 
rebelión,  por  ser  fácil  la  prueba  de  estos. 
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8<»  No  debe  aplicarse  pena  por  simples  presunciones. 

9<*  En  ese  caso  debe  absolverse  al  procesado  de  la  instancia, 
pero  con  la  calidad  de  par  ahora. 

iO.  Es  esteroporánea  la  clasificación  de  un  delito,  cuando  no  se 
se  han  probado  los  hechos  que  lo  constituyen 28!i 

CAUSA  CLXni. 

El  Doctor  en  Medicina  Don  Garios  Fossati,  contra  el  Consejo  de 
Higiene  de  Buenos  Aires,  sobre  prohibición  de  ejercer  la  pro- 
fesión médica. 

Sumario-^i'*  El  pleito  entre  un  estrangero  y  una  corporación 
nacional  corresponde  á  la  Justicia  Federal. 

2^  Igualmente  corresponde  á  la  Justicia  Nacional,  el  pleito 
en  que  se  trata  del  yerdadero  valor  de  una  garantía  constitu- 
cional. 

3o  Tal  es  el  pleito  de  un  médico  contra  el  Consejo  de  Higiene 
por  haberle  este  prohibido  el  ejercicio  de  la  medicina,  mien- 
tras no  se  sujete  á  las  pruebas  establecidas,  pretendiendo  aquel, 
que  dichas  pruebas  son  contrarias  á  la  libertad  de  profesión  ase- 
gurada por  la  Constitución 31 5 

CAUSA  axiv. 

D.  Severo  Gutiérrez  del  Castillo,  contra  la  sucesión  de  D.  Julián 
Aberastain,  sobre  deslinde  y  litispendencia. 

Sumario—i**  Seguido  un  juicio  de  deslinde  ante  los  Tribuna- 
les de  Provincia,  no  puede  el  sucesor  de  una  de  las  partes  pedir 
la  nulidad  de  la  mensura  practicada,  á  la  Justicia  Nacional. 

Í9  La  litispendencia  ante  los  Tribunales  Provinciales  es  razón 
legal  para  que  la  Justicia  Nacional  se  declare  incompetente 320 

CAUSA  CLXV. 

D.  Sebastian  Cichero,  Casares  hijos  y  otros,  con  el  gerente  de 
la  Empresa  de  navegación  del  cGran  Chaco»,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario — I»  La  declaración  del  demandado  de  estar  pronto 
á  pagar  la  parte  que  le  corresponda  de  la  suma  que  se  cobra  jus- 
tificándose por  el  demandante  la  verdad  de  la  deuda,  importa  el 
reconocimiento  de  la  subsistencia  de  la  acción  intentada,  y  la 
renuncia  tácita  de  la  escepcion  de  prescripción. 
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2o  Deben  reputarse  justificadas  las  cuentas  de  artículos  ne- 
cesarios para  la  habilitación  de  un  buque,  si  á  mas  de  estar  con- 
formes con  los  libros  de  los  demandantes,  concurren  á  comprobar 
su  verdad  la  declaración  de  tres  marineros  del  buque,  y  dos 
hijos  del  encargado  de  la  obra,  socio  á  la  vez  de  la  empresa 
deudora,  de  que  este  compró  dichos  artículos  en  las  casas  de  los 
actores  toda  vez  que  los  necesita ;  la  declaración  de  otro  socio 
reconociendo  dos  de  las  cuentas  y  no  desconociendo  las  otras ; 
el  reconocimiento  de  uno  de  ellos  por  el  socio  encargado  de  la 
obra;  y  el  hecho  de  haber  el  gerente  de  la  empresa  retenido 
durante  un  año  dichas  cuentas  sin  rechazarlas. 

3°  £1  libro  iborrador»  llevado  con  regularidad  es  un  verda- 
dero tdiariOé» 

A9  No  son  tachables  los  testigos  por  el  hecho  de  haber  de- 
mandado á  una  de  las  partes,  si  ha  sido  juzgada  justa  la  de- 
manda. 

&>  No  son  tachables  los  testigos,  por  ser  hijos  de  la  persona 
con  quien  una  de  las  partes  tenga  motivos  de  desavenencia,  si 
su  declaración  al  perjudicar  á  esta,  perjudica  también  á  su 
padre. 

6o  Para  contradecir  los  libros  comerciales  es  necesario  pro- 
ducir otros  en  contra. 

7o  El  encargado  de  la  habilitación  de  un  buque  debe  llevar  los 
libros  relativos  á  su  administración. 

8o  Los  libros  no  pueden  ser  suplidos  por  documentos  sueltos 
y  por  un  libro  de  recibos. 

9o  Los  citados  recibos  no  importan  una  presunción  de  que 
hayan  sido  pulgadas  todas  las  cuentas  debidas  por  la  adminis- 
tración del  buque,  si  no  existe  constancia  del  número  y  valor  de 
las  obligaciones  de  este. 

IQo  Se  presume  por  el  contrario  que  no  todas  las  obligaciones 
del  buque  hayan  sido  pagadas,  si  de  los  recibos  resulta  haberse 
pagado  una  suma  mucho  menor  de  la  que  los  socios  de  la  em- 
presa deudora  regularon  en  el  contrato  de  sociedad  para  el  costo 
y  gastos  del  mismo. 

lio  La  carencia  de  toda  prueba  en  contra  de  los  libros  de 

comercio  llevados  con  regularidad  hace  nacer  á  favor  de  estos  una 

presunción  legal. 

35. 
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12o  Los  acreedores  no  son  responsables  de  la  negligencia  de 
sus  deudores,  ni  de  la  substracción  que  se  les  haga  de  la  prueba, 
no  siendo  ejecutores  ó  cómplices  del  hecho. 

Í3^  El  comprador  de  un  buque  está  obligado  solo  á  satisfacer 
sus  caifas. 

14®  Por  cargas  de  un  buque  se  entiende  las  responsabilidades 
que  alcanza  á  cubrir  su  yalor. 

15*  Obligado  el  comprador  á  vender  judicialmente  el  buque, 
viene  á  desligarse  de  toda  obligación  anterior  á  la  compra  aban- 
donando á  los  acreedores  el  precio  del  remate. 

16»  Las  reglas  especiales  que  rigen  las  obligaciones  proceden- 
tes de  la  navegación  limitan  la  responsabilidad  de  los  copar- 
tícipes de  un  buque  por  los  hechos  del  capitán  al  valor  de  sus 
partes  respectivas. 

4  V  Puede  pedirse  aclaración  de  una  sentencia  de  la  Suprema 
Corte  dentro  de  tres  dias  después  de  pronunciada. 

iS^  La  condenación  en  costas  pronunciada  por  la  sentencia 
del  Juee  inferior  no  puede  subsistir  si  en  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte  se  han  destruido  los  fundamentos  de  aquella 
al  confirmarse  la  parte  dispositiva  de  esta 398 

CAUSA  CLXVl. 

El  Capitán  Niever  con  la  Comisión  Directiva  del  Ferro-carril 
del  Oeste,  sobre  cambio  de  monedas  estranjeras. 

Sumario. —  Estipulándose  el  pago  de  monedas  estranjeras  al 
cambio  corriente,  ha  de  entenderse  el  cambio  de  la  plaza  donde 
debe  ejecutarse  el  pago  356 

CAUSA  CLXVII. 

Don  Ricardo  Ruiz  Huidobro  con  el  Síndico  del  Colegio  de  la 
SS.  Trinidad  de  Mendoza,  sobre  chancelación  de  escritura  hipo- 
tecaria. 

Sumario. — 1®  No  probándose  la  estincion  de  la  deuda,  no 
puede  pedírsela  chancelación  de  la  escritura  é  hipoteca  relativa. 

2o  La  absolución  del  demandado  es  la  consecuencia  legal  de  la 
falta  de  prueba  por  parte  del  demandante 361 
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CAUSA  axviii. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Buenos  Aires,  contra  D. 
W.  Laforest,  sobre  delito  de  imprenta. 

Sumario. — i®  El  abuso  que  se  comete  del  derecho  de  emitir  sus 
ideas  por  la  prensa  es  un  delito  de  imprenta. 

2o  La  Justicia  Nacional  no  tiene  jurisdicción  para  conocer  en 
los  delitos  de  imprenta 371 

CAUSA  CLXIX. 

Don  Juan  Urruti  con  Don  Luis  Bianchí,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1<>  Los  hechos  licitos  de  los  capitanes  obligan  sola- 
mente á  los  armadores. 

2o  Desde  que  el  armador  se  presenta  á  contestar  la  demanda 
que  se  entabla  contra  el  capitán  por  cosas  vendidas  para  el  buque, 
no  hay  razón  para  obligar  al  capitán  á  seguir  interviniendo  en  el 
juicio. 

3p  No  existiendo  temeridad  en  la  demanda,  los  hechos  que 
tengan  lugar  después  de  entablada,  no  hacen  argüir  aquella  al 
efecto  de  la  condenación  en  costas  . , 378 

CAUSA   CLXX. 

Criminal,  contra  Santiago  Cano,  por  homicidio. 

Sumario.— lo  La  confesión  del  procesado  concurriendo  otros 
indicios  y  circunstancias,  puede  bastar  para  dar  por  •comprobado 
el  cuerpo  del  delito. 

Í9  La  confesión  es  indivisible,  y  debe  tomarse  con  sus  descar- 
g05  y  atenuaciones 383 

CAUSA  CLXXL 

Don  José  Cobos  con  la  sucesión  de  don  Julián  Aberastain,  sobre 
suspensión  de  resolución  de  un  Juez  de  Provincia. 

Sumario — I®  El  juez  recusado  en  un  asunto  no  puede  desem- 
peñar con  relación  á  él  acto  alguno  de  jurisdicción. 

2o  La  petición  cuyo  objeto  es  que  se  suspenda  la  ejecución  de 
un  auto  de  un  juez  de  Provincia,  importa  un  recurso  contra  dicho 
auto. 
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3o  El  recurso  de  apelación  creado  por  el  articulo  ii  de  la  ley 
Nacional  de  {6  de  Octubre  de  1862  ha  sido  suprimido  por  la  de 
14  de  Setiembre  de  1863  correctoria  de  aquella,  sustituyéndose  el 
procedimiento  fijado  por  el  art,  14  de  esta 397 

CAUSA    CLXXIL 

Don  Carmelo  Libaroz  con  don  Ventura  Fernandez,  sobre  com- 
petencia. 

SufMrio. — I»  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente  por  la 
distinta  nacionalidad  de  las  personas,  se  entiende  profogada  la 
jurisdicción  provincial,  toda  vez  que  el  estranjero  demande  ante 
ella  á  un  ciudadano 402 

« 

CAUSA  CLXXIII. 

Juan  José  Soto  con  el  P.  E.  N.,  sobre  prisión  iqsconstitucional, 

Sumarto. --Durante  el  estado  de  sitio  el  P.  E.  N.  tiene  la  facul- 
tad de  prender  y  desterrar  á  los  individuos  spspechosos. 

2»  El  artículo  sobre  no  invocación  de  una  prisión  ordenada  en 
uso  de  esa  facultad,  siéndola  cuestión  principal  la  ilegalidad  de 
aquella  por  ser  inconstitucional  el  estado  de  sitio,  envuelve  la 
resolución  del  fondo. 

3'»  La  no  innovación  en  este  caso  no  podia  ordenarse  sino  en 
el  concepto  de  la  inconstitucionalidad  del  estado  de  sitio. 

4°  No  puede  anticiparse  la  resolución  del  fondo  por  la  de  un 
articulo • . .  405 

CAUSA    CLXXIV, 

Criminal,  contra  Serapio  Quintana^  por  falsificación  y  circulación 
de  moneda  metálica. 

Sumario, — 1°  Probado  el  delito  de  falsificación  y  circnlacíon 
de  moneda  metálica  debe  imponerse  á  su  autoría  pena  que  señala 
el  art.  60  de  la  ley  nacional  penal. 

2^  L^  reincidencia  en  el  mismo  delito  es  una  circunstancia 
agravante. 

3^  El  no  haberse  cumplido  la  condena'  impuesta  por  un  delito, 
no  impide  la  imposición  de  nueva  pena  por  la  reincidencia  en  el 
mismo  delito 413 


DB  JUSTICIA  NACIONAL.  51 7 

PájíDas, 
CAUSA    CLXXV. 

Galigniana  y  Yillanueva  con  don  Joaquín  Ortiz,  sobre  propiedad 
de  un  pagaré. 

Sumario. — 1^  De  los  documentos  que  acreditan  el  derecho  del 
demandante,  solo  son  admisibles  enjuicio  los  que  se  acompañan  á 
la  demanda,  ó  se  especifican  en  ella,  y  los  que  se  presentan  des- 
pués siendo  de  fecha  posterior,  ó  jurándose  que  antes  no  se  habia 
tenido  noticia  de  ellos.         ' 

2<>  Declarádose  por  sentencia  ejecutoriada  que  el  endoso  de  un 
pagaré  no  ha  trasmitido  su  propiedad  al  endosario,  obsta  á  este  la 
escepcion  de  cosa  juzgada,  para  volver  á  gestionar  la  propiedad 
de  ese  pagaré,  fundándose  en  el  endoso  y  en  otros  documentos 
no  admisibles  en  juicio 428 

CAUSA    CLXXVI. 

Don  Miguel  Yaccaro  contra  don  Juan  J.  Méndez,  sobre  despojo. 

Sumario. — 1<»  Entablada  una  demanda  de  jactancia,  si  en  el 
juicio  se  trata  de  la  restitución  de  un  despojo,  y  se  reconoce  por 
el  demandado  que  la  acción  deducida  es  por  despojo,  aquella  de- 
manda se  trasforma  en  un  verdadero  juicio  de  despojo. 

2®  El  despojo  como  acto  ilícito  compromete  siempre  la  res- 
ponsabilidad del  ejecutor,  aunque  este  pretenda  haber  obrado  en 
nombre  de  otro. 

3»  La  acción  de  despojo  se  considera  ampliamente  discutida  si 
las  partes  han  tenido  ocasión  de  esponer  sus  respectivas  razones, 
y  puede  resolverse  desde  que  las  constancias  de  autos  hagan  co- 
nocer la  verdad  del  hecho  que  es  materia  del  juicio. 

A^  El  poseedor  de  una  cosa  no  puede  ser  desposeido  de  ella 
sino  por  orden  de  autoridad  competente. 

5p  Las  autoridades  competentes  para  ordenar  la  transferencia 
de  posesión  de  una  cosa,  son  los  jueces  que  ejercen  jurisdiccioi^ 
en  el  territorio  donde  aquells^  est^  situada. 

6»  Los  poltrones  de  buque  soii  ineros  depositarios  de  la  carga,  y 
no  pueden  licitamente  entregarla  sino  al  flet^idor  de  quien  la  re- 
cibieron ó  á  su  consignatario. 

7o  El  consignatario  de  la  carga  puede  pedir  la  restitución  de  la 
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misma  contra  aquel  á  quien  sin  su  orden  la  entregaron  los  patrones 
de  buque. 

8»  Por  el  delito  de  traición  no  se  incurre  en  el  embargo  y  se- 
cuestro de  bienes 435 

CAUSA  CLXXVII. 

Don  Félix  Delfíno  con  don  Enrique  Hall,  sobre  reivindicación. 

Sumario. — 1»  Los  efectos  secuestrado  por  el  enemigo,  no  pue- 
den ser  licitamente  comprados  en  el  mismo  punto  del  secuestro  y 
antes  de  ser  trasportados  por  el  enemigo  á  otro  lugar  seguro. 

2«  En  ese  caso,  el  dueño  de  los  efectos  no  pierde  el  dominio,  y 
el  comprador  no  puede  resistir  la  reivindicación  de  aquel. 

3o  El  deudor  moroso  y  litigante  temerario  debe  pagar  las  cos- 
tas del  juicicio,  é  indemnizar  la  desmejora  que  los  efectos  sufran 
desde  el  dia  de  la  demanda  al  de  la  restitución. 

4»  La  conservación  de  los  efectos  saqueados  es  útil  al  dueño,  y 
este  queda  obligado  á  pagar  los  gastos  de  conducción  de  aquellos 
y  los  de  su  depósito  basta  el  dia  de  la  devolución 444 

CAUSA    CLXXVin. 

Criminal,  contra  Ramón  Bazain,  por  hurto  en  la  Aduana. 

Sumario. — !<>  La  ebriedad  no  exime  de  la  responsabilidad  cri- 
minal y  solo  es  una  circunstancia  atenuante  para  la  pena. 

2o  En  este  caso  la  embriaguez  debe  ser  completa. 

3o  Este  estado  no  se  presume  en  quien  comete  delito  de  hurto. 

40  La  poca  importancia  del  delito  habilita  al  juez  á  imponer  el 
mfnimun  de  la  pena  que  la  ley  señala 458 

CAUSA  CLXXIX. 

Don  Alejandro  Lloverás  con  don  Modesto  Mayorga,  sobre  in- 
competencia. 

Sumario, — La  prueba  con  que  uno  de  los  litigantes  ha  acredi- 
tado su  vecindad  en  una  provincia,  no  puede  ser  destruida  por 
declaraciones  de  testigos  que  no  dan  razón  suficiente  de  sus  di- 
chos, ni  espresan  las  circunstancias  de  donde  resulta  la  traslación 
de  domieüio  á  otra  pro^cia 464 
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P&Jinas. 
CAUSA  CLXXX. 

Varios  puesteros  próximos  al  Mercado  del  Centro,  contra  el 
empresario  del  mismo  Mercado,  pidiendo  amparo  de  posesión. 

Sumario. — !<>  La  disposición  del  artículo  14  de  la  Constitu- 
ción, declarando  el  principio  de  la  libertad  de  toda  industria,  no 
obsta  que  aquella  sea  reglamentada  bu  su  ejercicio,  y  aun 
limitada  por  causas  de  utilidad  general. 

2o  La  reglamentación  del  comercio  interno  de  una  provincia^ 
corresponde  á  la  Provincia  misma 468 

CAUSA  CLXXXI. 

Don  Desiderio  Charavel,  con  el  Administrador  de  Rentas  Nacio- 
nales de  Buenos  Aires,  por  diferencia  en  el  aforo  de  una  partida 
de  coñac. 

Sumario, — i®  La  Justicia  Nacional  es  competente  para  conocer 
en  las  diferencias  que  se  susciten  al  aplicar  la  ley  de  aduana  ó  la 
tarifa  de  aforos. 

2®  Cuando  una  mercadería  no  está  aforada  en  la  tarifa,  debe 
considerarse  incluida  en  el  aforo  mas  inmediato 477 

CAUSA  CLXXXIL 

Don  Jorge  Stewart  con  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales, 
oponiéndose  á  la  venta  de  una  partida  de  yerba,  cuya  propiedad  se 
litiga. 

Sumario. — i^  Los  bienes  cuya  propiedad  se  litiga,  no  pueden 
ser  vendidos  sin  acuerdo  de  las  partes. 

2^  Esceptúase  el  caso  en  que  se  litigue  una  cosa,  que  conserván- 
dose se  detorioraria;  pues,  probado  el  deterioro,  el  Juez  debe  or- 
denar su  venta 482 

CAUSA  axxxiii. 

Don  José  M.  Cabezudo,  con  el  Vice-Cónsul  de  España,  sobre 
ejercicio  ilegal  de  jurisdicción. 

Sumario. — 1»  La  jurisdicción  es   atributo  esencial   de  la  so- 
beranía. 
2®  Los  Cónsules  estranjeros  no  tienen  jurisdicción  alguna  sobre 
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ios  habitantes  de  un  pais  estraño,  aunque  sean  de  )a  propia  nacio- 
nalidad, á  no  ser  que  exista  un  tratado  especial  que  modifique  la 
regla. 

30  Obligar  á  un  individuo  de  su  nacionalidad  á  comparecer 
contra  su  voluntad  al  Consulado,  es  un  acto  de  jurisdicción. 

4»  El  Vice  Consulado  de  España  no  puede  ejercerlo,  porque 
no  existe  tratado  especial  que  se  lo  otorgue 484 

CAUSA  CLXXXIV. 

Incidente  del  rematador  Billinghurst,  al  vender  la  barca  italia- 
na cHarinetta,t 

Sumario. — 1^  Los  derechos  fiscales  y  consulares  debidos  por 
un  buque  son  privilegiados. 

2®  Para  transmitir  la  propiedad  del  buque,  pueden  ser  pagados 
antes  que  otros  créditos,  con  cargo  de  entrar  oportunamente  en  la 
graduación 487 

CAUSA  CLXXXV. 

Criminal,  contra  el  peón  de  aduana  Pedro  Eraisaigue,  por  hurto 
en  los  depósitos  fiscales. 

Sumario. — ^Por  leve  que  sea  un  delito,  los  Tribunales  no  pue- 
den aplicar  menor  pena  que  el  minimun  señalado  por  la  ley.. « . .  490 

CAUSA  CLXXXVI. 

Los  señores  Puliere  y  C^,  contra  el  capitán  y  propietario  del 
vapor  <icEstreIIa»,  por  cobro  de  pesos* 

Sumario — En  el  caso  del  art.  121  de  la  ley  de  procedimien* 
tos,  el  testigo  que  voluntariamente  no  se  presente  á  declarar,  para 
obligársele  y  para  que  su  declaración  surta  efecto,  es  necesario 
que  sea  citado  por  cédula  cuando  menos  un  dia  antes  de  vencerse 
el  término  probatorio 493 
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